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Iniciar un estudio sobre el principle de lega- 
lidad financiera como presupuesto de validez del ac 
to administrative supone cierta temeridad para 
quien emprende tal tarea per la serie de dificulta- 
des que ha de encontrar en su caminé. Taies difi - 
cultades surgen al estar encuadrada la materia ebje 
te de estudio en una zona de cenfluencia de las di£ 
tintas disciplinas jurldicas, ecenômicas y conta —  
bles. Esta especial ubicaciôn del objeto del ceneci 
miente que nos prepenemes analizar implica, per una 
parte, que la dectrina de las distintas disciplinas 
dediquen su atenciôn al aspecte central de sus espe 
cialidades especîficas, dejande para un segunde 
pueste, a veces sin que exista este, el estudio pro 
fundo de estas zonas de cenfluencia con las consi - 
guientes consecuencias para la investigaciôn al no 
encontrar posturas unanimes que sirvan de referen - 
cias claras y, per otra, que en estas zonas conver- 
gen termines acuhados per especialistas de unas dis 
ciplinas y que son utilizados per les especialistas 
de otra distinta, quizâ, dândoles un contenido con-
ceptual que jamas pasô por la mente de aquéllos que 
introdujeron taies termines.
A su vez, la anterior problemâtica se traslada 
al propio derecho positive en el que se trasluce la 
falta de rigor cientîfico en el tratamiento de las 
materias sometidas a regulaciôn legal apareciendo - 
termines que se utilizan de forma no correcta en 
sentido técnico, le cual vuelve a engendrar equîvo- 
cos y disquisiciones doctrinales sobre premises 
errôneas que desembocan, en ocasiones, en conclusio 
nés de idéntico sentido.
He aquî algunas de las consideraciones que nos 
han animado a iniciar este trabajo, a nuestro jui - 
cio, no exento de dificultades, y nos ha obligado a 
adopter una posture de prudencia ante las posibles 
afirmaciones que pudieran realizarse sobre el obje­
to analizado, sin que ello haya supuesto un obstâcu 
lo para razonar libremente y emitir aquellos jui —  
cios que hemos estimado oportunos aûn conscientes - 
de que elles hayan podido desviarse de lo que, en 
cada caso, sea la soluciôn correcta de los proble - 
mas planteados, pues han estado presididos por el 
ânimo no de llegar a conclusiones ultimes sobre la 
materia objeto de estudio sino de aportar aquello -
que desde nuestras escasas fuerzas hayamos podido - 
captar en el campo de la investigaciôn teôrica como 
desde las observaciones practices en el diario que- 
hacer del campo de la actividad financiera de la Ad 
ministraciôn Püblica.
Conseguir en alguna medida este deseo y haber 
podido inquietar a alguno de los estudiosos de esta 
materia a reflexionar sobre los temas que han sido 
objeto de nuestro analisis hubiera sido una de las 
ilusiones cumplidas para el redactor de la présente 
tesis sin que ello suponga dar por terminada la ta­
rea. iniciada con el trabajo que hoy se présenta,con 
cluîdo por razones de espacio y de tiempo, y que, a 
nuestro juicio, deberîa constituir un instrumento - 
de trabajo para continuar profundizando en la inves 
tigaciôn de los temas que en él se tratan.
II. ASPECTOS BASICOS DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD FI­
NANCIERA.
Una de las preocupaciones del redactor del pre 
sente trabajo ha estado dirigida a destacar cuâles 
son los aspectos caracterîsticos del principle de - 
legalidad financiera que le confieren una especial-
singularidad respecto al principle de legalidad de 
la actividad administrativa, en general, a fin de - 
poder justificar, con base en estas caracterîsticas 
particulares, el estudio del principle de la lega - 
lidad financiera como presupuesto de validez del ac 
to administrative.
Del estudio realizado se deducen determinadas- 
conclusiones, entre las que destacan, la preocupa - 
cion constante de ajuster en todo memento el queha- 
cer administrative, en esta especial actividad fi - 
nanciera publica, a la legalidad vigente, poniendo- 
limites especificos a esta actividad. Estes limites 
inciden, unas veces, sobre la validez de los actos- 
administrativos, otras, sobre la eficacia real de - 
los mismos, al estar impedida la via del cumplimien 
to de las obligaciones que se derivan de estes ac - 
tes, por parte de la Administraciôn, y aûn en otras 
en imposibilidad de los organes administratives con 
competencia ordinaria para producir estes actes ad­
ministratives financières.
De los aspectos bâsicos se senalan:
a) La existencia de organes administratives e£ 
pecificos para resolver los conflictos planteados -
en materia de recursos pûblicos, entre Administra - 
ciôn y administrado en el seno de la propia Admini£ 
traciôn.
b) La necesidad de cobertura financiera previa 
para hacer frente a cualquier gasto pûblico,lo cual 
lleva implîcita la idea de una administraciôn orde- 
nada de los recursos disponibles respecto de las 
obligaciones a contraer y reconocer durante un ejer 
cicio econômico, y
c ) La existencia de un mécanisme interno de —  
control previo de legalidad de la actuaciôn de la - 
Administraciôn financiera püblica, que se inserta - 
en todos los ramos de la Administraciôn para asegu- 
rar el ajuste de aquella actuaciôn a la legalidad - 
aplicable en cada caso concrete en una doble fun —  
ciôn :
1) Funciôn de control, con competencies para- 
la producciôn de actes administratives encaminados- 
a garantizar al Ejecutivo que los ôrganos dependien 
tes del mismo se ajustan a la legalidad vigente en 
su actuar financière, y
2) Funciôn de asesoramiento, cumpliendo ^^a ta-
rea de orientaciôn y colaboraciôn con los ôrganos - 
de gestiôn al cumplimiento de aquel objetivo que.ga 
rantizan.
III. FUNDAMENTOS DE SU CONTROL INTERNO.
Los distintos actos o comportamientos humanos, 
se realizan por sujetos libres. Ello implica que e£ 
tos sujetos puedan optar por realizar unos u otros- 
actos o comportamientos al elegir entre las distin­
tas alternativas que se le ofrecen de acuerdo con - 
su capacidad de intelecciôn y voluntad de actuaciôn 
libre.
Ahora bien, dichos actos o comportamientos rea 
lizados o adoptados libremente pueden estar o no —  
conformados con normas o concepciones admitidas por 
el sentir comûn de la sociedad. Este sentir comûn - 
puede estar recogido en normas que determinen los - 
limites entre los cuales han de producirse estos ac 
tos o han de discurrir dichos comportamientos. Por 
otra parte, las actuaciones a que nos venimos refi- 
riendo pueden sobrepasar aquellos limites preesta - 
blecidos. Ello nos pone en contacte con la necesi­
dad de que exista la actividad o funciôn de control.
Ademâs,es posible que los actos o comportamien 
tos no conformes con principios o normas preestable 
cidas pueda perjudicar a sujetos distintos del que 
actua. En otras ocasiones el per juicio puede resu_l 
tar para el propio sujeto que realiza el acto o 
adopta el comportamiento. De aqui résulta la necesi 
dad de que exista un control en el que se distingue 
un sujeto contrôlante y otro controlado y un auto - 
control.
En el primer caso, los actos o comportamientos 
del sujeto controlado afectan a los sujetos contro- 
ladores y la actividad de control puede llevarse a 
cabo directa o indirectamente por estos. En el se—  
gundo, autocontrol, los actos o comportamientos con 
trolados son realizados por el mismo sujeto que va 
a resultar afectado por los mismos. Por ello, este 
sujeto comprueba o supervisa sus propios actos o —  
comportamientos para compararlos con las normas o - 
concepciones preestablecidas a fin de analizar, pre 
ver y evitar determinadas consecuencias que se deri 
varan de los mismos.
A nuestro entender, el fundamento del control- 
interno de legalidad sobre la actividad financiera- 
deriva, en Espana, de las propias responsabilidades
que la Constituciôn atribuye al Ejecutivo.
La Constituciôn de 1978 proclama los princi —  
pios y criterios a que ha de ajustarse la actividad 
financiera pûblica;
En ingresos pûblicos:Igualdad y progresividad, 
carâcter no confiscatorio, capacidad contributiva -
(1); legalidad tributaria y réserva de la iniciati- 
va legislativa (2), y prohibiciôn de delegaciôn de 
las Câmaras en Comisiones legislatives (3).
Asignaciôn equitativa de recursos pûblicos (4) 
programaciôn y ejecuciôn de estos recursos con cri­
terios de eficiencia y économie (5), de legalidad - 
(6) .
Ademâs de lo anterior, la acciôn del Gobierno 
y de la Administraciôn Pûblica ha de someterse en -
(1).- Articule 31*1 de la Constituciôn.
(2).- Articules 87.3 y 133.1,2,3 de la Constituciôn.
(3).- Articule 75.3 de la Constituciôn.
(4).- Articule 31.2 de la Constituciôn.
(5).- Articule 31.2 de la Constituciôn.
(6).- Articule 133.4 de la Constituciôn.
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todo momento a los principios de legalidad (7) y de 
eficiencia (8).
<:Qué se desprende de estos principios y crite­
rios constitucionales? Pues nada mas y nada menos- 
que el Gobierno es el primer responsable y,por ello 
debe ser el primer interesado de que su actuaciôn y 
la de todos los ôrganos que de él dependen han de - 
actuar con sometimiento a esos principios y crite - 
rios. El Gobierno no puede permitir que la multipli 
cidad de ôrganos administrativos con competencias - 
financieras, propias o delegadas, actùe sin someter 
se a limites reales y efectivos que garanticen que- 
esa actuaciôn se mueve dentro de los indicados cri­
terios y principios. Para ello, el Gobierno tiene - 
la necesidad, la obligaciôn y el derecho de dotarse 
de ôrganos de control que garanticen, detecten y —  
pongan en su conocimiento o en conocimiento de ôrga 
nos especializados las actuaciones que no se confor 
men a aquellos principios. De aqui se deduce la im- 
periosa necesidad de la existencia de un control in 
terno. Este control tenderâ:
(7)*- Articulo 9*3 Y 97 de la Constituciôn.
(8).- Articulo 103*1 de la Constituciôn.
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- A impedir que se realicen actos econômico-f_i 
nancieros al margen de la Ley.
- A detectar conductas que no se acomoden a —  
principios de economia y eficiencia.
- A detectar la ineficacia administrativa.
- A garantizar al Gobierno que la conducta de 
los ôrganos con competencia econômico-financiera le 
permite pasar sin sobresaltos el juicio politico de 
esta actividad ante las Camaras y, en definitive,el 
juicio de los ciudadanos.
Aqui reside, a nuestro juicio, la esencia de - 
la justificaciôn del control interno: la obligaciôn 
y el derecho del Gobierno de dotarse de ôrganos que 
garanticen la legalidad administrative de la utili- 
zaciôn de los medios y recursos de que dispone para 
el cumplimiento de sus fines.
Al mismo tiempo, este control es un sistema de 
informaciôn que genera informaciôn. Esta informa —  
ciôn necesaria, puesta a disposiciôn del Consejo de 
Ministres, dotera a este del conocimiento de una —  
serie de datos que le permitirân tomar las medidas
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oportunas a fin de que la actividad financiera pu - 
blica, sin perdida de eficiencia, se ajuste a la le 
galidad aplicable en cada caso concrete, quedando - 
aquella encuadrada, de esta forma, dentro de los li 
mites marcados por el principle de legalidad finan­
ciera .
IV. PLAN PE TRABAJO.
Teniendo en cuenta que el desarrollo del saber 
humane se basa en que las diversas teerias y dectri 
nas se refutan unas a etras, pere a su vez e per 
ese misme se cempletan unas a etras, integrândese - 
en una unidad superior y que este desarrelle se ve- 
rifica en le que HEGEL denemina "el individue uni - 
versai" e "el espîritu universal" (9) frente al 
cual el individue singular para su fermaciôn ne tie 
ne mas que recerrer, en cuante a su centenide, las 
fases de fermaciôn del espîritu universal, pere co­
me figuras ya deminadas e ceme fases de un camine - 
recerride; el plan del présente trabaje se ha cence 
bide ceme un intente de apertaciôn de ideas a âquel 
"espîritu universal", sin desear llegar al fin sin
(9).- HEGEL; "Fenomenologîa del espîritu", traduccion de W.Ro 
ces, Mexico 1966, pâg. 21. ”
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pasar por los medics de conocimiento de que se dis­
pone y basândose precisamente en estes cenecimien - 
tes para realizar medestas afirmacienes sobre el eb 
jete de nuestre estudie cen el desee de que ellas - 
puedan ser incerperadas a aquel espîritu universal.
La ebra censta de des capitules. El primere de 
elles se ha dividide en des seccienes. La primera , 
se ha dedicade a estudiar una serie de aspectes bà- 
sices del principle de legalidad de la actividad 
administrativa utilizande afirmacienes doctrinales, 
la jurisprudencia del Tribunal Supreme y la regula- 
ciôn de este principle en el Dereche positive espa- 
hel vigente. La segunda secciôn de este capitule —  
se ha destinade al estudie del principle de legali­
dad financiera tratande de delimiter el ebjete de - 
la legalidad financiera, a través de la actividad - 
financiera, la separaciôn conceptual entre este 
principle y el principle de réserva de ley para in­
tenter cencluir extrayende las pesibles caracterîs- 
ticas especîficas del principle de legalidad finan­
ciera en relaciôn cen el principle de legalidad de 
la actividad administrativa pûblica que determinan- 
unes especiales efectes en relaciôn cen el acte ad­
ministrative .
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Ambas secciones han estado dirigidas a estable 
cer las bases de conocimiento que nos permitieran - 
emitir juicios relacionados con los efectos del 
principle de legalidad financiera ceme presupueste 
de validez del acte administrative.
El capitule segunde, que pudiérames llamar es- 
pecifice, se ha dedicade a destacar les limites que 
impene la legalidad financiera al actuarde la Admi- 
nistraciôn, y se ha dividide en des seccienes. En - 
la primera, se ha efectuade el analisis del signi- 
ficade de la falta de cebertura presupuestaria de - 
les gastes pùblices, teniende en cuenta les limites 
cuantitatives y de especialidad de les crédites pre 
supuestes asi ceme de las medificacienes que estas 
puedan experimentar a le large del ejercicie eceno- 
m i c e .
La secciôn segunda se ha dedicade al estudie - 
de la instituciôn del control interne de la legali­
dad financiera resaltande determinades aspectes del 
misme ceme el cencepte y fines de este control, la 
naturaleza juridica de les actes de intervenciôn y 
les efectes de estes actes, distinguiende cuande —  
elles se refieren al control de legalidad de ingre- 
ses publiées y al control de legalidad de gastes. -
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En ambos casos se ha tratado de diferenciar los ac­
tes de intervenciôn de cenfermidad, de aquelles su­
puestes en que la Intervenciôn se manifiesta discen
*
ferme cen les precedimientes de ingrese y gaste pu­
blico y de sehalar las vias de defensa de la legal^ 
dad puestas a dispesiciôn de esta instituciôn de —  
control interne y las limitacienes e el final de e£ 
tas vias a partir del cual la garantia de asegura - 
miente del cumplimiente del principle de legalidad 
financiera deja de ser respensabilidad del ôrgane - 
de control interne de legalidad, la Intervenciôn Ge 
neral de la Administraciôn del Estade, para pasar a 
etres ôrganes ceme son les ôrganes ecenômice-admi - 
nistratives, en la vertiente del ingrese pûblice, y 
en el Censeje de Ministres, en la del gaste pûbli - 
c e .
Per ultime se centiene una serie de cenclusie- 
nes extraidas del anâlisis teôrice y de la verifi - 
caciôn empirica a que hemes heche referenda.
Asimisme, se ha censiderade de interés incluir 
un Anexe que se dedica a efectuar una aplicaciôn de 
les principles e afirmacienes teôricas efectuadas - 
en las anterieres seccienes a supuestes reales de - 
la vida diaria de la Administraciôn, a fin de cens-
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tatar si aquellas afirmacienes cenducian a resulta- 
des aceptables en la practica o, per el contrarie,- 
nos cenducian a interpretacienes absurdas.
CAPITULO I
EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD
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CAPITULO I 
EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD
1
SECCION PRIMERA 
EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD DE LA ACTIVIDAD 
ADMINISTRATIVA: ASPECTOS BASICOS
1.1. JUSTIFICACION.
No es nuestro propôsito efectuar un anâlisis - 
exhaustive de teda la preblemâtica que puede presen 
tar este principle general del Dereche. Ne ebstan - 
te, pensâmes es de interés hacer r e f e r e n d a  a les - 
aspectes censiderades, a nuestre juicie, bâsices, - 
per entender que elle servira de eslabôn fundamen - 
tal en el desarrelle de nuestre discurse e sucesiôn 
de cencepcienes en la mente (10) sobre el principle 
de legalidad financiera ceme presupueste de validez 
del acte administrative.
(10).- THOMAS HOBBES: "Elementos de Derecho Natural y Politi­
co". Centro de Estudios Constitucionales, Madrid 1979, 
pâg.120.
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Esta es la razôn que nos ha llevado a realizar 
un anâlisis sintético de los siguientes puntos en - 
relaciôn con el citado principle:
- Origen del principle,
- Centenide del principle,
- Naturaleza de la sumisiôn de la Administra - 
ciôn a la Ley,
- El principle de legalidad y les pederes de - 
la Administraciôn.
1.2. ORIGEN DEL PRINCIPIO.
El principle de legalidad es una de las gran - 
des cenquistas de la Reveluciôn francesa. Se pesiti 
viza per Décrétés de 1 de ectubre y de 3 de neviem- 
bre de 1789 y una Ley dictada per la Asamblea cens- 
tituyente francesa del misme ahe (11). La finalidad 
de este principle ne era etra que la de establecer 
el "imperie de la seberanîa popular" (1 2 ).
(11). ALZAGA VILLAAMIL, 0.: "La Constitucion espanola de 1978" 
(coraentario sistemâtico), Madrid 1978, pâg. 642.
(12). SHMITT, G.: "Teoria de la Constitucion",R.D.Privado, Ma­
drid 1974, pâg. 147, citado por ALZAGA VILLAAMIL, 0.: - 
"La Constitucion espanola de 1978", pâg. 642.
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Para GARRIDO FALLA (13) el principle de legal! 
dad se configura ceme una de las censagracienes poli 
ticas del Estade de Dereche y, al misme tiempe, la 
mas importante de las celumnas sobre las que se 
asienta el total edificie del Dereche Administrati­
ve (14).
Este Dereche Administrative surge de la reali- 
dad histôrica preducida cen la irrupciôn de la Revo 
luciôn francesa en les fundamentes que Servian de - 
base a les regimenes politicos del antigue régimén. 
Elle implica un cambie radical de cencepciôn dèl —  
sistema juridice pasande la Administraciôn a* ser 
una cencepciôn abstracta del Dereche, y ne una ema- 
naciôn personal de un seberane, que actûa semetida- 
necesariamente a una legalidad ebjetiva que se se—  
brepene a la prepia Administraciôn y ne un mere ins
(13) GARRIDO FALLA, F.: "Tratado de Derecho Administrativo" , 
Vol. I, Parte General, 7- Edic., Madrid 1976, pâg.250.
(14) En este sencido la sentencia del T.S. de 5 de abril de - 
1977 dice:
"...el principle de legalidad, reconocido en cuanto su - 
premacia de la Ley y base de la democracia en el articu­
le 1.1 de la Ley de Reforma Politica, no significa el - 
primado de una concreta diccion legal aislada y despro - 
vista de su debida integracion en el sistema juridice al 
que personaliza el Estado de Derecho, concebido este co­
me estructura ética de poder social y contenidos normati 
vos; y en tal eticidad, figuran como principle estructu- 
rante del sistema los inviolables derechos fundamentales 
de la persona que vinculan a todos los Organes del Esta­
do ..." .
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trumento ocasional y relative a la rtiisma (15).
Estas cencepcienes sen recegidas en les textes 
revelucienaries de ferma categôrica. Asi, la Decla­
ration de Derechos del Hembre y del Ciudadane de —  
1789 centenîan en su articule 5: "Tede le que ne es
(15)GARCIA DE ENTERRIA, E. y FERNANDEZ, T.R.: "Curso de Dere- 
recho Administrativo", I, Madrid 1975, pâg. 250.
En esta misma obra (pâg.248) manifiestan los citados auto 
res que :
"El Derecho Administrativo surgio como manifestacion de - 
las concepciones juridicas de la Revolucion francesa y co 
mo una reaccion directa contra las técnicas de gobierno - 
del absolutisme. Este partia de un principle bâsico: la - 
fuente de todo Derecho es la persona subjetiva del Rey,en 
su condicion de représentante de Dies en la comunidad, le 
que implica que puede actuar tante por normas générales - 
como por actes singulares o por sentencias contrarias a - 
aquellas. Los revolutionaries rechazaban ambas cosas; la 
fuente del Derecho no estâ en ninguna instancia supuesta- 
mente trascendental a la comunidad, sine en esta misma, - 
en su voluntad general; y, a la vez, solo hay una forma - 
légitima de expresion de esta voluntad, la Ley general —  
(lex singularis o privilégié es una contradictio in termi 
nis para la filosofia naturalista del iluminismo que ali­
menta a la Revolucion), Ley general que ha de determinar 
todos y cada une de los actes singulares del poder. Desde 
esta conception material del Derecho el sistema absolutis 
ta era visto como la expresion de la mas pura arbitrarie- 
dad (como, inversamente, el régimen de Asambleas popula - 
res séria valorado por las monarquias reaccionarias de la 
Restauration). Pero, por otra parte, no se trataba solo - 
de desplazar del Rey al pueblo el origen del Derecho y de 
reducir todos los actos singulares de mando a la mera par 
ticularizacion de leyes générales; todo ello estâ en ser- 
vicio de una idea sustancial del Derecho, que no es la de 
pretender la "gloire de l'Etat", o la realization de un - 
"orden moral" y transpersonal, sino la de asegurar la li­
berté du citoyen, la libertad de quien hasta ese momento, 
estaba situado como simple sùbdito pasivo, respecte de un 
poder ajeno trascendente".
22
ta prohibido por la Ley no puede ser impedido y na- 
die puede ser forzado a hacer lo que ella no orde - 
na", y en su articule 7: "Los que soliciten, dicten 
ejecuten o hagan ejecutar ôrdenes arbitrarias (no - 
justificadas en una Ley, segûn el pensamiento ilus- 
trado-revolucionario) serân castigados; pero todo - 
ciudadano llamado o detenido en virtud de la Ley de 
be obedecer al instante, se hace culpable de la re- 
sistencia". Por su parte, la Constitucion francesa 
de 1791, en su articule 3 de la Secciôn I, Capitule 
II, afirma que: "no hay en Francia autoridad supe - 
rior a la de la Ley. El Rey no reina mas que por 
ella y solo en nombre de la Ley puede exigir obe —  
diencia".
1.3. CONTENIDO DEL PRINCIPIO
1.3.1. Doctrina.
El principle de legalidad postula la sumisiôn- 
de la Administraciôn a la Ley y resuelve el problè­
me concrete de conocer la legalidad y, por consi -■ 
guiente, la validez juridica de cada actuaciôn ad •
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ministrativa individualmente considerada (16).
Asimismo, para GARRIDO FALLA (17), el principle 
de legalidad "no solamente supone la sumisiôn de —  
la actuaciôn administrativa a las prescripciones *—  
del poder legislative, lo cual viene de suyo postu- 
lado por la misma mecânica de la divisiôn de pode - 
res y por el mayor valor formal que a los actos del 
poder legislative se concede, sino asimismo el res- 
peto absolute en la producciôn de las normas admi - 
nistrativas al orden escalonado de las fuentes y, - 
finalmente, la sumisiôn de los actos concretes de - 
una autoridad administrativa a las disposiciones de 
carâcter general previamente dictadas por esa misma 
autoridad o, incluse, por autoridad de grade infe-- 
rior siempre que entre en el âmbito de su competen- 
cia" .
De lo expuesto, deduce este autor (18) que el 
âmbito de vigencia del principle de legalidad,supo­
ne : "a) la sumisiôn de los actos administratives —
(16) GARRIDO FALLA, F.: Ob.cit., pâg. 253-
(17) GARRIDO FALLA, F.: Ob.cit., pâg. 259-
(18) GARRIDO FALLA, F.: Ob.cit., pâg. 252.
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concretos a las disposiciones vigentes de caracter- 
general; y b) la sumisiôn de los ôrganos que dictan 
disposiciones générales al ordenamiento jerârquico- 
de las fuentes escritas del Derecho". A1 mismo 
tiempo formula las siguientes réglas:
1^. Las disposiciones y resoluciones adminis - 
trativas no podran infringir lo dispuesto en leyes 
elaboradas por las Cortes u otros actos con fuerza 
de Ley.
2^. Las disposiciones y resoluciones adminis - 
trativas no podran vulnerar los preceptos conteni - 
dos en disposiciones dictadas por autoridad:de supe 
rior grado.
3^. Las autoridades administrativas no podran 
dictar resoluciones de carâcter concrete que desco- 
nozcan lo que la misma autoridad haya dispuesto por 
via general. Una autoridad administrativa puede, in 
dudablemente, derogar sus propios Reglamentos o die 
tar otros de contenido contrario. Mas, mientras tal 
derogacion no tenga lugar, estâ vinculada en su ac­
tuaciôn concreta a la vigencia de sus prescripcio -
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nés (19).
4à. Las resoluciones administrativas concretas 
no pueden vulnerar lo establecido en disposiciones 
de carâcter general dictadas por autoridades infe—  
rioreSf dentro de los limites de su competencia 
(20) .
De lo que llevamos expuesto podemos deducir,en 
principio, que (21) "la Administraciôn no es un re- 
ducto soberano, no tiene poderes inmanentes, su le- 
gitimidad no dériva de si misma, sino de potestades 
que externamente se le atribuyen. La Administraciôn 
no estâ integrada por ôrganos soberanos, sino por - 
ôrganos cuya soberanîa, autoridad y poder, son con- 
cedidos por otros ôrganos supremos del Estado". Asi^ 
mismo, puede decirse que (22) el principio de lega-
(19) Esto es lo que la doctrina italiana conoce con el nombre 
de "inderogabilidad de los reglamentos". ZONOBINI, Sul - 
fondamento délia inderogabilita dei regolamenti, en —  
"Scritti varii di Dir. pubbl.", 1955, P«g*3 ss. Cit.por 
GARRIDO FALLA, F.: Ob.cit., pâg. 252.
(20) El Derecho Frances, admite, igualmente, y asi lo ha san- 
cionado la jurisprudencia del Consejo de Estado, esta re 
gla. DE LAUBADERE, "Traité élémentaire de Droit adminis­
tratif", 1953, pâg. 208, cit. por GARRIDO FALLA, F. en - 
Ob.cit., pâg. 253"
(21) MARTIN MATEO, R.: "Manual de Derecho Administrativo", Ma 
drid 1970, pâg. 100.
(22) GARCIA DE ENTERRIA, E. y FERNANDEZ, T.R.: Ob.cit.p.251.
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lidad y su problemâtica deben ubicarse en el campo 
de las relaciones de la Administraciôn con el orde­
namiento jurîdico considerado como unidad.Es decir, 
considerando el concepto de legalidad, no referido 
a un tipo de norma especifica, sino al ordenamiento 
entero, a lo que HAÜRIOU llamaba "el bloque de lega 
lidad".
1.3.2. Jurisprudencia del Tribunal Supremo.
Por su parte el Tribunal Supremo ha consagrado 
en relaciôn con el contenido del principio de lega­
lidad de la actividad administrativa, los srguien—  
tes criterios:
12, Supone el respeto absolute al origen esca­
lonado exigido por la jerarquîa de las fuentes (23) 
(24) .
(23) Sentencia del T.S. de 31 de mayo de 1974.
(24) Sentencia del T.S. de 6 de mayo de I960:
"...es un principio general de Derecho que las disposi -
clones de rango inferior, como las Ordenanzas municipa -
les, no pueden infringir, ni derogar las de rango supe - 
rior, como las leyes y Reglamentos estatales, principio- 
consagrado en el art. 28 de la Ley de Régimen Juridico - 
que déclara nulas de pleno derecho las disposiciones ad­
ministrativas que infrinjan lo establecido en el articur 
lo 27 anterior, en el que se dispone que "los Reglamen - 
tos, Circulares, Iiistrucciones y demâs disposiciones ad-
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22. Supone la sumisiôn en los actos concretos 
de toda autoridad administrativa a las disposicio - 
nés de carâcter general previamente dictadas (25).
ministrativas de carâcter general no podrân establecer - 
penas ni imponer exacciones, tasas, cânones, derechos de 
propaganda y otras cargas similares, salvo aquellos ca - 
SOS en que expresamente lo autorice una Ley votada en - 
Cortes".
(25) Sentencia del T.S. de 16 de octubre de 1975:
"...el articule 40 de la Ley de Procedimiento,no solo - 
exige,como requisite de los actos administratives,que se 
produzcan por el organe compétente y mediante el procedi 
miento establecido, sino que preceptùa también que el —  
contenido de los actos se ajuste en el ordenamiento juri 
dice y serâ adecuado a los fines de aquellos, puesto que 
el principio de legalidad de la actividad administrativa 
supone la sumisiôn de los actos concretos de toda autori 
dad de su orden a las disposiciones de carâcter general 
previamente dictadas, segûn se establece en los arts. 17 
del Fuero de los Espanoles, y 30 de la Ley de Régimen Ju 
rldico de la Administraciôn del Estado, al preceptuar - 
que todos los organos del Estado actuarân conforme a un 
orden jerârquico de normas preestablecidas, que no po —  
drân arbitrariamente ser iiiterpretadas ni alteradas, y - 
que las resoluciones administrativas de carâcter particu 
lar no podrân vulnerar o desconocer lo establecido en —  
una disposiciôn general, precepto que no atribuye al De­
recho objetivo la funciôn de limitar simplemente la acti 
vidad administrativa, sino que la condiciona también a - 
la existencia de una norma que concretamente admita la - 
actuaciôn y, a cuya finalidad objetiva determinada deba 
ajustarse, maxime cuando impone limitaciones al ejerci - 
cio del derecho de propiedad, materia ya reservada a las 
leyes en el articule 348 del Côdigo civil,conforme al —  
principio de que, toda actividad administrativa de inge- 
rencia en la propiedad necesita la existencia de una nor 
ma juridica que atribuya a la Aoministraciôn los poderes 
de policia necesarios para realizarla, surgiendo la posi 
bilidad de actuaciones policiales concretas ûnicamente - 
cuando se apoyan en una reglamentaciôn previa que la le­
gitime.
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3 2 . Implica el principio de inderogabilidad 
singular de los reglamentos (26)127).
(26) Sentencia d«l T.S. de 31 de mayo de 1974:
"...el principio de legalidad de la actividad adminis —
trativa, no solamente supone el respeto absolute al ori­
gen escalonado exigido por la jerarquia de las fuentes, 
sino también, la sumisiôn de los actos concretos de toda 
autoridad administrativa, a las disposiciones de carâc - 
ter general previamente dictadas, a tenor de lo consagra 
do en el art. 17 del Fuero de los Espanoles, 30 de la —  
Ley de Regimen Juridico de la Administraciôn del Estado, 
46 de la Ley de Régimen del Suelo y Ordenacion Urbana, y 
11 del Reglamento del Servicio de las Corporaciones Loca 
les, prohibiendo derogar a titulo singular, lo estable - 
cido en una disposiciôn normativa, aunque las resolucio­
nes de carâcter concrete dimanen de autoridades de grado
superior, toda vez que, en tanto no acudan al procedi —
miento de dictar nuevas normas integradoras del Ordena - 
miento objetivo de obligatoria observancia para la Admi­
nistraciôn y derogatorias de las anterieres; todos los - 
ôrganos de la misma estân vinculados en su actuaciôn con 
creta, a la vigencia de laS prescripciones normativas 
que obligan al propio ôrgano que las dictô y a; los supe- 
riores al mismo, que ni pueden ser dispensados de su ob­
servancia, ni estân autorizados para prescindir de lo —  
que establezcan, quedando obligados, al igual que los —  
particulares, segun lo preceptuado en el art. 45 de la - 
Ley de Régimen del Suelo, al cumplimiento de las disposi 
ciones sobre ordenaciôn urbana, contenidas en la misma y 
en los Planes y Ordenanzas".
(27) En este sentido puede verse:
- Articule 30 de la Ley de Regimen Juridico de la Admi - 
nistraciôn del Estado, de 26 de julio de 1957, segun el- 
cual:
"...Las resoluciones administrativas de carâcter particu 
lar no podrân vulnerar lo establecido en una disposiciôn 
de carâcter general, aunque aquellas tengan grado igual- 
o superior a éstas".
-Articulo 11.2 del Reglamento de Servicios de las Corpo­
raciones Locales que dispone:
"Sus disposiciones (de las Ordenanzas y Reglamentos lo - 
cales) vincularân a los administrados y a la Corporaciôn 
sin que ésta pueda dispensât individualmente de la obser 
vancia".
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4 2 . Es primordial para todo Estado de Derecho
(28) .
5 2 . Exige el respeto a la distribuciôn de com­
petencies efectuada por el Ordenamiento jurîdico,lo 
cual implica que no siempre la voluntad de la Admi­
nistraciôn Central tenga que prevalecer sobre la ma 
nifestada por las Entidades locales (29).
(28) Sentencia del T.S. de 7 de julio de 1978:
"...el respeto a la jerarquîa normativa es bâsico para- 
la salvaguardia del principio de legalidad,que a su vez 
es primordial para todo Estado de Derecho,lo que expli- 
ca esa referenda al mismo a lo largo del tiempo (art.7 
de la Ley del Poder Judicial de 15 de septiembre de —  
1870, art.5, C.civ. de 6 de octubre de l889;art.2J,26 y 
28 de la Ley de Regimen Juridico de la Administraciôn - 
del Estado, de 26 de julio de 1957; art. 1.2 del nuevo- 
Titulo Preliminar del Côdigo Civil, texto articulado de 
31 de mayo de 1974"•
(29) Sentencia del T.S. de 17 de mayo de 1977:
"...aunque en termines générales, y en principio, la Ad 
ministraciôn Central, 0 Administraciôn del Estado, goza 
de una posiciôn de supremacîa sobre las Administracio - 
nés Locales, aunque entendida esta expresiôn con cier - 
tas matizaciones, para no confundirla con aquella en - 
que es aplicada en la relaciôn Administraciôn-adminis - 
trado, sin embargo, no quiere decir ello que en todo su 
puesto la voluntad de la primera, en cuanto conformado- 
ra de actos jurîdicos, tenga que prevalecer sobre la ma 
nifestada por las Entidades Locales, pues, disfruten - 
éstas de mayor 0 menor autonomîa, lo cierto es que exis 
te un ordenamiento juridico, distribuidor de competen - 
cias y de potestades, al que habrâ que atender, por im- 
perio del principio de legalidad, en cuanto es la expre 
siôn mâs directa de la soberanîa del Estado".
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62. Ha de prevalecer sobre el principle de - - 
igualdad ante la Ley (30).
(30) Sentencia del T.S. de 23 de abril de 1975:
"...el principle de igualdad ante la Ley, de todos los - 
administrados, principle de carâcter programâtico y ele- 
vado a rango constitucional por normas de tal naturaleza 
-Leyes de 17 de julio de 1945 y 26 de julio de 1957, en­
tre otras, de inexcusable observancia y aplicaciôn a to­
da s las esferas del Estado, y en particular, en lo que- 
nos ocupa por el art. 2 del Reglamento de Servicios de - 
las Corporaciones Locales de 17 de junio de 1955 y que - 
se encuentra también sancionado por numerosa y constante 
jurisprudencia del Alto Tribunal de la Naciôn, entre cu­
ya s resoluciones tenemos la de 17 de Mayo de 1967, 21 de
noviembre de 1968 y 4 de julio de 1969, aplicable, pues,
al caso de autos y que séria conculcado si la Sala no hu 
biera hecho el pronunciamiento a que se refiere el ante 
rior considerando, pues si bien el principio aludido no- 
implica el que se siga otorgando licencias que vulheren- 
la legalidad vigente en el Ayuntamiento en cuestiôn por 
el hecho de que la Corporaciôn de que se trate hubiera - 
otorgado otras -sentencias del Tribunal Supremo de 20 de
noviembre de 1968 y 4 de julio de 1969, entre otras-, en
el caso de autos, el Ayuntamiento... concediô licencias- 
y permitiô edificaciones con fachadas a la calle prolon- 
gaciôn de ... y con alturas, cuando menos, iguales a los 
27 metros que da la Sala en esta resoluciôn, sin duda ol 
vida -al dar el terreno de autos a las dos tantas veces- 
citadas calles-, la existencia del art. 32 de las normas 
générales de ordenaciôn a la sazôn vigentes en dicho —  
Ayuntamiento, de cuya omisiôn y vulneraciôn no puede sa- 
carse el que la Sala deba seguir igual criterio con el - 
caso enjuiciado, pues como reiteradamente ha declarado - 
el Tribunal Supremo, el primer principio a tenerse en —  
cuenta es el de la legalidad, no pudiéndose olvidar u —  
omitir el mismo en aras del de igualdad, pues no puede - 
haber igualdad sin legalidad, de ahi que si bien es un - 
hecho notorio para la Sala las irregularidades que en e£ 
ta materia se ven diariamente, para que el principio adu 
cido tenga operatividad se necesita que la legalidad vi­
gente permita lo edificado, pues del hecho de que varias 
veces se hubiera conculcado la legalidad vigente no pue­
de racionalmente inferirse que tenga que seguirse concul 
cando la legalidad, pues entre la fricciôn de ambos prin 
cipiog es el de la legalidad el que ha de privar".
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1.3.3. Derecho vigente en Espana.
Inspiradas en la idea de que la Administraciôn 
pûblica no es un reducto soberano y en que sus pode 
res le son atribuidos externamente, la legislaciôn 
espanola tiene recogido el principio de legalidad - 
en una pluralidad de preceptos intégrantes de dife- 
rentes textos de los cuales puede deducirse que el 
citado principio se encuentra consagrado en el Dere 
cho espahol vigente, respecte del cual podemos efec 
tuar las siguientes consideraciones;
12. El principio en la Constituciôn.
El principio de legalidad se encuentra consa - 
grado en la Constituciôn espanola de 1978, unas ve­
ces de forma indirecta y, otras, de forma expresa y 
directa. De forma indirecta lo encontramos, entre - 
otros, en el articule 1 de la Constituciôn al dispo 
ner en su apartado primerez "Espana se constituye - 
en un Estado social y democrâtico de Derecho, que - 
propugna como valores superiores de su ordenamiento 
juridico la libertad, la justicia, la igualdad y el 
pluralisme politico". Para OSCAR ALZAGA (31), "el - 
Estado de Derecho fue acuhado en 1832 por VON MOHL,
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y segûn la doctrina mâs extendida supone cuatro in- 
gredientes caracterlsticos;
1) Imperio de la Ley, en cuanto la misma plas­
ma racionalmente la voluntad popular (es decir, le­
galidad mas legitimidad -o al menos una de las face 
tas importantes de la legitimidad-);
2) Garantias juridicas de los derechos y liber 
tades de los ciudadanos;
3) Aceptaciôn de las consecuencias bâsicas de 
la doctrina de divisiôn de poderes acomodadas a las 
exigencias bâsicas de la compleja realidad constitu 
cional de nuestra época; y •
4) Sumisiôn del poder ejecutivo al principio - 
de legalidad y control parlamentario y jurisdiccio- 
nal de la Administraciôn".
Desde esta ôptica, se pronuncia también indi - 
rectamente la Constituciôn, en su articulo 9.1 al - 
disponer: "Los ciudadanos y los poderes pûblicos e£ 
tân sujetos a la Constituciôn y al reste del Ordena
(31) ALZAGA VILLAAMIL, 0.: Ob.cit., pâg. 77.
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miento juridico". Centiene aqui la Constituciôn de- 
claraciones obvias pues la razôn de ser de toda —  
Constituciôn y también del Ordenamiento juridico,es 
la creaciôn de deberes juridicos que, a diferencia 
de los deberes morales, resultan vinculantes en tér 
minos coercitivos para los ciudadanos del Estado —  
que produzcan dichas normas juridicas. Igualmente,- 
résulta obvio que los poderes pûblicos quedan some- 
tidos a la Constituciôn, puesto que la ûltima razôn 
de ser de la norma fundamental es la de constituir 
el gran dispositivo de control juridico de todo po­
der politico. No obstante lo anterior (32) el apar­
tado primero del articulo 9, comentado, "contiene - 
cierto valor didâctico y no hay que olvidar que las 
constituçiones no son sôlo un documento legislativo 
para uso de los especialistas en Derecho pûblico o 
para su invocaciôn ante el Tribunal Constitucional, 
sino muy especialmente un instrumento de socializa- 
ciôn politica, es decir, un dispositivo por el que 
los ciudadanos, los funcionarios e incluso los go- 
bernantes alcanzan y asimilan la filosofia politica 
ûltima y los comportamientos pûblicos adecuados que 
la Ley Supreraa del pais describe y apetece en térm_i 
nos générales".
(32) ALZAGA VILLAAMIL, 0.: Ob.cit., pâg. 134.
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Por otra parte, el precepto comentado supone - 
la mas amplia consagracion del principle de legali­
dad que no es sino la version pragmatica del Estado 
de Derecho (33).
Descendiendo al terreno de lo concrete en la - 
Constitucion se recoge el principle de legalidad de 
forma expresa y directa, en el articule 9.3 que pre 
ceptua; "La Constitucion garantiza el principle de 
legalidad, la jerarquia normativa, la publicidad de 
las normas, la irretroactividad de las disposicio - 
nes sancionadoras no favorables o restrictives"de - 
derechos individuales, la seguridad juridica*, la —  
respensabilidad y la interdicciôn de la arbitrarie- 
dad de los poderes pûblicos".
En este apartado se garantizan una serie de —  
principles juridicos, a veces, con cierta réitéra - 
ciôn quizâ voluntaria, para evitar interpretacienes 
restrictives que puedan perjudicar los legitimes de 
rechos de los ciudadanos.
Se- ha dudado sobre si es necesario o no la in-
(33) GARRIDO FALLA, F.; "Comentarios a la Constitucion", Ma 
drid 1980, pâg. 103•
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elusion de este precepto en la Constituciôn, por —  
contener valores entendidos,ya consagrados en otros 
preceptos constitucionales. GARRIDO FALLA (34) en—  
tiende que la inclusiôn del precepto en el texto —  
constitucional no es juridicamente ociosa, pues al 
positiver el principio de legalidad consigne cerrar 
el circulo dentro del cual se mueve el interprète : 
a la vista del precepto concreto dispone del princ_i 
pio con el que debe interpreterlo, y a la vista del 
principio, conoce su desarrollo.
También hace referencia la Constituciôn a este 
principio de legalidad al regular las competencies 
del Gobierno en relaciôn con la funciôn ejecutiva y 
la potestad reglamentaria (35).
Cuando se hace referencia en la Constituciôn a 
funciones executives y potestad reglamentaria se es 
ta diferenciando materialmente una doble actuaciôn- 
administrativa: actuaciôn singular y actuaciôn nor-
(34) GARRIDO FALLA, F.: "Comentarios a la Constitucion", Ma - 
drid 1980, pâg. 112-113.
(35) Art. 97 de la Constitucion:
"El Gobierno dirige la politica interior y exterior, la 
Administraciôn civil y militar y la defensa del Estado.- 
Ejerce la funciôn ejecutiva y la potestad reglamentaria- 
de acuerdo con la Constituciôn y las Leyes."
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mativa (36). En este sentido puede hablarse de fun­
ciôn ejecutiva, que a través de actos singulares —  
trata de ejecutar lo dispuesto en las leyes, y de - 
potestad reglamentaria en virtud de la cual se pro- 
ducirâ la actuaciôn normativa que vendra a comple - 
tar el ordenamiento juridico.
En la Constituciôn preside la idea de servicio 
que la Administraciôn debe prestar a los intereses 
générales y ello garantizando el respeto al princi- 
pio de legalidad al afirmar que la actuaciôn objet^ 
va ha de ser con sometimiento pleno a la Ley y  al - 
Derecho (37). . •
Este sometimiento implica cierta reiteraciôn - 
que se trasluce a lo largo de la Constituciôn pero 
puede considerarse un acierto al someter la actua—  
ciôn de la Administraciôn a la Ley y al Derecho 
pues tal reiteraciôn siempre es oportuna (38).
(36) GARCIA DE ENTERRIA, E.: "Legislaciôn delegada, potestad- 
reglamentaria y control judicial". Madrid 1970, pâg.279»
(37) Art. 103.1 de la Constituciôn:
"La Administraciôn Pûblica sirve con objetividad los in­
tereses générales y actua de acuerdo con los principios- 
de eficacia, jerarquia, descentralizaciôn, desconcentra- 
ciôn y cordinaciôn, con sometimiento pleno a la Ley y al 
Derecho".
(38) GARRIDO FALLA, F.: "Comentarios a la Constituciôn", Ma - 
drid 1980, pâg. 1027.
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Como lôgica consecuencia de las afirmaciones - 
que sobre el principle de legalidad se contienen en 
la Constituciôn, a las cuales nos venimos refirien- 
do, esta trata de asegurar el respeto al mismo atri 
buyendo a los tribunales el control de la legalidad 
de la actuaciôn administrativa (39). Asimismo, se - 
atribuye a los tribunales la posibilidad de contro- 
lar el sometimiento de la actuaciôn administrativa 
a los fines que justifica dicha actuaciôn de acuer- 
do con la Ley.
Este precepto trata de evitar la existencia de 
Leyes, en virtud de las cuales, determinados actos, 
queden excluidos de la via contencioso-administrati^ 
va (40).
(39) Art.106.1 de la Constitucion:
"Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la 
legalidad de la actuaciôn administrativa, asi como el so 
metimiento de esta a los fines que la justifican".
(40) GARRIDO FALLA, F.: "Comentarios a la Constitucion", Ma - 
drid 1980, pâg. IO6O. Afirma este autor:
"El profesor Martin Retortillo, sostuvo la siguiente re- 
dacciôn: 'Los Tribunales controlan, sin excepciones, la 
potestad reglamentaria, asi como las actuaciones y omi - 
siones administrativas, juzgando de su legalidad y ade«- 
cuacion a sus fines... Con la inclusion de la expresion 
"sin excepciones" se trataba de una cautela que hubiese- 
justificado el texto de la Ley de la Jurisdiccion Conten 
cioso-administrativa, tal como fue promulgado a fines de 
1956 (y no obstante el colocal paso al frente que en tal 
fecha supuso), pues el principle de "clausula general" - 
se encontraba entonces limitado con las especificas ex^- 
cepciones contenidas en los arts. 2 y 40 que, sin embar-
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2^. El principle de legalidad en leyes ordina­
ries .
Por su parte, las leyes ordinaries vigentes ha 
cen aparecer, a través de varies preceptos, el prin 
cipio de legalidad. Del examen de estas disposicio- 
nes podrian extraerse, respecto del citado princi - 
pie, entre otras, las siguientes afirmaciones:
a) El principle de legalidad implica el respe­
to de la Administraciôn a la jerarquia normative - 
(41)(42).
go, posteriores modificaciones de la Ley han reducido a- 
la nada. Bien es verdad que siempre queda esa insegura - 
brecha que abre el apartado f) del articule 40, cuando - 
excluye del control jurisdiccional los actos que se dic- 
ten en virtud de una ley que expresaraente les excluya de 
la via contencioso-administrativa; y bay que reconocer - 
que la inclusion de la frase "sinexcepciones" propuesta- 
por Martin Retortillo hubiese hecho imposable que se die 
ten tales leyes de excepcion. Pero el hecho de que la en 
mienda fuese rechazada no altera, a nuestro juicio, el - 
resultado: lo que el articule 106.1 contiene en su redac 
cion final es, a no dudarlo, una auténtica "clausula ge­
neral" que somete a revision jurisdiccional la legalidad 
de toda la actuaciôn administrativa y el ûnico tema a - 
cuestionar séria el de si aun se puede seguir hablando de 
los llamados "actos politicos del Gobierno", que, cuando 
menos, dara lugar a una reforma del articule 2.b) de la - 
Ley Jurisdiccional".
(41) Articule 23 de la L.R.J.A.E.:
"Ninguna disposiciôn administrativa podra vulnerar los - 
preceptos de otra de grade superior. Las disposiciones - 
administrativas de carâcter general se ajustaran a la si 
guiente normativa: Primero, Décrétés..."
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b) El respeto al principle de legalidad supone 
el principle de inderegabilidad singular de les re- 
glamentes (43).
c) Las reselucienes, acuerdes e actes adminis­
tratives han de preducirse cen arregle a le dispues 
te en el erdenamiente (44)(45).
1.4. NATURALEZA PE LA SUMISIQN PE LA ADMINISTRACION 
A LA LEY.
El planteamiente eriginarie del principle de -
(42) Art. 26 de la L.R.J.A.E.:
"La Administraciôn no podra dictar disposiciones contra­
rias a las Leyes..."
(43) Art. 30 de la L.R.J.A.E.:
"Las resoluciones administrativas de carâcter particular 
no podran vulnerar lo establecido en una disposiciôn de 
carâcter general, aunque aquellas tengan grado igual o - 
superior que estas".
(44) Art. 31 de la L.R.J.A.E.:
"Las resoluciones y acuerdos que dicte la Administraciôn 
bien de oficio o a instancia de parte, lo serân con arre 
glo a las normas que regulan el procedimiento administra 
tivo".
(45) Art. 40 de la L.P.A.:
"Uno. Los actos administrativos se producirân por el ôr- 
gano compétente mediante el procedimiento que, en su ca- 
so, estuviere establecido.
"Dos. El contenido de los actos se ajustarâ a lo dispues 
to en el ordenamiento juridico, y serâ adecuado a los fi 
nés de aquéllos".
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legalidad postulaba que (46): "Primero, la Adminis­
traciôn no podia actuar por propia autoridad, sino 
amparândose en la autoridad de la Ley (... y demâs- 
fuentes del ordenamiento en la medida en que se pro 
duzcan legîtimamente), y segundo, a ese mecanismo - 
se le calificaba de proceso de ejecuciôn de la Ley, 
(o de la legalidad, en el amplio sentido antes indi 
cado)". En la consecuciôn del contenido de ese pro 
ceso la doctrina se ha polarizado en las dos postu- 
ras (47) fundamentales que tradicionalmente han tra 
tado de explicar el origen de los poderes de la. Ad­
ministraciôn. Una de ellas, afirmaba que la Adminis 
traciôn puede hacer todo aquello que no est&.prohi- 
bido por la Ley. Es esta la que se ha dado en lia - 
mar la doctrina de la vinculaciôn negativa de la Ad 
ministraciôn por la Ley. La postura contraria, mayo
(46) GARCIA DE ENTERRIA, F. y FERNANDEZ, T.R.: Ob.cit. pagina
251.
(47) GARRIDO FALLA, F.: "Tratado de Derecho Administrative" - 
Madrid 1976, Vol. I, Parte General, 7- Edi. pâg. 253: 
Este autor distingue las dos posturas siguientes:
1) La Administraciôn no tien por mision aplicar la Ley,- 
pues lo ûnico que exige el Estado de Derecho es que la - 
respete, es decir, que actue dentro de ella;
2) Las atribuciones y facultades administrativas tienen- 
su apoyo inmediato en la Ley, siendo imposible todo tipo 
de actuaciôn que no haya sido previamente encomendado a 
la Administraciôn pûblica por el legislador".
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ritariamente aceptada, pone su énfasis en sostener- 
que la Administraciôn solo puede hacer aquello que 
le esta permitido por la legislaciôn vigente. No ad 
mite la posibilidad de actuaciôn de la Administra - 
ciôn con base en la ausencia de pronunciamientos le 
gales, sino que son necesarios unos apoderamientos- 
determinados que habiliten a la Administraciôn para 
poder actuar. Esta es la denominada doctrina de la 
vinculaciôn positiva de la Administraciôn a la Ley.
1.4.1. Doctrina de la vinculaciôn negativa.
La sujeciôn de la Administraciôn a la Ley y la 
necesidad de que su actuaciôn fuera amparada por la 
autoridad de esta implica, en principio, el que la 
actuaciôn concreta de la Administraciôn consista en 
una simple particularizaciôn de los mandatos abs —  
tractos de las normas, segûn el ejemplo histôrico - 
ofrecido por la sentencia judicial aplicativa de la 
Ley (48). Después se observa que sobre este esque -
(48) En relacion con la vinculaciôn de los Tribunales a la - 
Ley, la Sentencia del T.S. de 22-09-1975 dice:
"Que como plasmacion del principio de legalidad que cam- 
pea en la legislaciôn espanola, el pârrafo 1 del articu­
le 2 del Codigo Penal, prevé la hipotesis de que los Tri 
bunales, discrepando de la Ley, entiendan que determina- 
das conductas no castigadas por el legislador sean dig - 
nas de represion pero fiel al adagio "nullum crimen sine 
lege" que sintetiza una de las consecuencias concretas -
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ma judicial se forjo el concepto clave del acto ad­
ministrative considerado como: "declaracion de vo - 
luntad concreta con la que la^Administraciôn parti- 
culariza o aplica una previsiôn normativa" (49).
Esta equiparaciôn entre acto administrative y 
sentencia es mas tarde abandonada al notarse que no 
pueden considerarse de igual forma las posturas 
frente a la Ley de la Administraciôn y de los Tribu 
nales. STAHL forjô una fôrmula llamada a hacer for 
tuna para explicar el diferente tipo de vinculaciôn 
de uno y otro poder: mientras que los Tribunales —
del citado principio de legalidad, ordena a los dichos- 
Tribunales se abstengan de todo procedimiento, sin per- 
juicio de elevar al Gobierno las razones que les asista 
para creer que taies conductas debieran castigarse. Y - 
en el pârrafo 25 de dicho precepto, afirmase también el 
principio de legalidad, siquiera sea en forma distinta- 
y con consecuencias diferentes, asi como la obediencia- 
férrea e inflexible de los Tribunales a la Ley, pues se 
ordena a éstos que, cuando de la rigurosa aplicaciôn de 
las disposiciones de la dicha Ley, resultare penada una 
accion u omisiôn que, a juicio del Tribunal no debiera- 
serlo, o la pena fuera notablemente excesiva atendidos- 
el grado de malicia y el dano causado por el delito,sin 
perjuicio de ejecutar desde luego la sentencia, acuda - 
al Gobierno exponiendo lo conveniente; coligiéndose del 
examen detenido del ultimo precepto citado: a) que la - 
Ley debe en todo caso aplicarse, estricta e inflexible- 
mente, por los Tribunales, aunque éstos estimen que la- 
conducta enjuiciada no debio constituir delito, o que - 
merecia una pena menos rigurosa; y..."
(49) GARCIA DE ENTERRIA, E. y FERNANDEZ, F.R.: Ob.cit., pâg. 
252.
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tienen en la ejecuciôn (o particularizaciôn a su ca 
so concrete) de la Ley el objeto exclusive de su —  
funciôn, la Administraciôn, per el contrario, tiene 
como funciôn propia realizar fines pùblicos materia 
les diverses, sôlo que debe hacerlo dentro de los - 
limites de la Ley.
Esta competencia de la Administraciôn, no sôlo 
de cumplir la Ley, sino de realizar fines pùblicos 
( 50) ( 51) dentro de la Ley va a dar lugar a la in -
(50) VITTA: "Diritto amministrativo", Tomo I, 3- edic., 1948, 
pâg»l4. En este sentido considéra que: "Recordando que - 
administrar es raoverse para la consecuciôn de fines del 
ente mediante actos concretos, es fâcil ver que la Admi- 
nistraciôn pûblica frente a la norma se encuentra bajo - 
cierto aspecto en la raisma posiciôn en que se encontra - 
ria el individuo privado. Quien quiere actuar para un —  
fin practice de la vida, indaga si la Ley establece que 
tal fin esté admitido por el Ordenamiento juridico, cua­
les son los medios, cuales los limites puestos para con- 
seguir el fin mismo y cuales las formas; asi, quien de^- 
sea la cosa de otro, encuentra que el cambio de bienes - 
esta garantizado por el Derecho, el medio ordinario es - 
el contrato de compra-venta, los limites de las respect! 
vas facultades y las formas que han de seguirse estân es 
tablecidos por el Côdigo civil. Lo mismo puede decirse - 
de la Administraciôn Pûblica".
(51) ROYO-VILLANOVA: "Elementos de Derecho Administrativo", - 
Tomo I, 24- éd., 1955: Senala que, "asi como el particu­
lar que contrae matrimonio no lo hace para aplicar deter 
minados articules del Côdigo civil, tampoco la Adminis - 
traciôn pûblica en su actuaciôn esta necesariamente pre- 
sidida por la idea de aplicar la Ley: su fin es la satis 
facciôn de las necesidades pûblicas".
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serciôn del tema de las potestades discrecionales,- 
de las cuales se va a deducir la existencia de li - 
bertad de actuaciôn de la Administraciôn para el -- 
ejercicio de las mismas y, por consiguiente, exen - 
ciôn de estas respecto de la Ley. La discrecionali- 
dad viene a ser la expresiôn de una libertad absolu 
ta de determinaciôn, radicada en el centro mismo de 
la personalidad administrativa, en su autonomie per 
sonal. De ello se deduce que la Administraciôn po - 
drâ hacer no meramente aquello que la Ley no prohi­
be . Mas en particular (52)habrîa de entenderse que- 
la Administraciôn puede usar de su discrecionalidad 
esto es, de su libre autonomie, en todos aquellos - 
extremes que la Ley no ha regulado, la discreciona­
lidad operaria asi en el espacio libre de la Ley.
A estas afirmaciones se llega por la doctrina- 
denominada de la vinculaciôn negativa de la Adminis^ 
traciôn a la Ley la cual se sépara a gran distan —  
cia, en su concepciôn y radicales consecuencias de 
régimen, de los fundamentos y fôrmulas originarias 
que en la Revoluciôn francesa habian lanzado el 
tema del principio de legalidad administrativa.
(52) GARCIA DE ENTERRIA, E. y FERNANDEZ, T.R.: Ob.cit., pâg .
252.
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1.4.2. Doctrina de la vinculaciôn positiva.
Frente a la doctrina de la vinculaciôn negati­
va surge la contraria, o doctrina de la vinculaciôn 
positiva, la cual sostiene que la Administraciôn sô 
lo puede hacer aquello que le esta permitido. Es el 
kelnesianismo, en el piano teôrico, al que se le —  
atribuye la puesta en marcha de la primera reacciôn 
sistemâtica contra la explicaciôn déficiente de la 
doctrina de la vinculaciôn negativa de la Adminis - 
traciôn a la Ley. El proceso de producciôn de nor­
mas jurîdicas es concebido como un proceso de "le - 
gis executio" paulatina a partir de la norma funda­
mental, y, por ello, en la medida que la Administra 
ciôn se inserta necesariamente en una fase de ese - 
proceso no puede actuar mas que ejecutando normas - 
antecedentes. Esto, tanto cuando ella misma dicta - 
Reglamentos, como cuando desciende a los ûltimos —  
grados de la aplicaciôn singular. De esta observa - 
ciôn, el administrativista kelnesiano MERKI extrae- 
râ la siguiente consecuencia: "no sôlo la Adminis - 
traciôn considerada en su conjunto, esta condiciona 
da por la existencia de un Derecho Administrativo , 
sino que también cada acciôn administrativa aislada 
esta condicionada por la existencia de un precepto
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jurîdico-administrativo que admita semejante acciôn 
... Si una acciôn que pretende presentarse como ac­
ciôn administrativa no puede ser legitimada por un 
precepto juridico que prevea semejante acciôn, no- 
podrâ ser comprendida como acciôn de Estado".
Puede decirse que esta doctrina, sin perjuicio­
de ciertos matices, ha sido universalmente aceptada 
En este sentido ZANOBINI (53) parte de la diferente 
postura que frente a la Ley tienen las personas fî- 
sicas y jurîdicas distintas del Estado. En relaciôn 
con las primeras, sostiene que la Ley représenta 
siempre una voluntad, a mas de superior externa a - 
ellas; es decir, una voluntad trascendente. En cam­
bio, cuando el Estado actûa para la realizaciôn de 
sus fines, la Ley es una voluntad interna, inmanen- 
t e : es su propia voluntad. De aquî se desprende 
que la Ley, en relaciôn con los sujetos distintos - 
del Estado, haya de partir del respeto a la persona 
lidad de taies sujetos, a su derecho de libertad, - 
sehalando solamente los limites de su actividad, pe 
ro sin entrar a establecer los fines que dicha acti 
vidad deba conseguir; y cual sea el camino mas bene
(53) ZANOBINI : "L'attivitâ amministrativa e la legge", cit 
en GARRIDO FALLA, F.: Ob.cit., pâg. 255.
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ficioso para ello. En relacion con la Administra —  
ciôn pûblica, esta limitaciôn del papel de la Ley - 
no tendrîa sentido, puesto que ella no es sujeto —  
distinto del Estado, sino el propio Estado en ac —  
ciôn para la consecuciôn de sus fines. La Ley puede 
imponer los fines administratives, y esto incluse - 
sin posibilidad de distinguir entre la actividad -- 
ejecutiva en sentido estricto y la llamada activi - 
dad discrecional".
Para BALLEE (54), "la conexiôn necesaria entre 
Administraciôn y Derecho y la maxima que lo cifra - 
— quae non sont permisae prohibita inteligentur— (lo 
que no esta permitido ha de entenderse prohibido) - 
implican..., que toda acciôn administrativa concre­
ta, si quiere tenerse la certeza de que se trata de 
una valida acciôn administrativa, ha de ser examina 
da desde el punto de vista de su relaciôn con el or 
den juridico; y solo en la medida en que pueda ser 
referida a un precepto juridico, o partiendo del 
principio juridico se puede derivar de él, puede 
tenerse como tal acciôn administrativa valida... Pa 
ra contrastar la validez de un acto no hay, por tan
(54) BALLBE: "Derecho Administrativo", Sep. de la Nueva Enci- 
clopedia F.Seix, 1949, pâg.63.
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to, que preguntarse por la existencia de algun pre­
cepto que lo prohiba, bajo el supuesto de que ante- 
su falta ha de entenderse lîcito; por el contrario, 
hay que inquirir si algun precepto juridico lo admi 
te como acto administrativo para concluir.por su in 
validez en ausencia de tal distincion.
Entiende LOPEZ RODO (55) que "la discrecionali 
dad no se encuentra hoy al margen de la Ley, sino - 
dentro de ella: no es la consecuencia de una impre- 
vision legislativa, sino "que es reflexivamente que 
rida por el legislador".
Asimismo, CLAVERO (56) sostiene que "la Ley no 
es un mero limite de la actividad administrativa,si 
no que esta sôlo es posible, en definitive, por con 
secuencia de una atribuciôn legal: la falta de Ley 
no da lugar a un problème de discrecionalidad, sino 
a un problème de lagune legal que hay que procéder 
a suplir e intégrer".
(55) LOFEZ RODO,L.: "La discrecionalidad de la Administraciôn 
en la doctrina extranjera", en Rev. Estudios de la Vida- 
Local, Enero 1947, pâg. 16.
(56) CLAVERO AREVALO, M.: "La doctrina de los principios gene 
rales del Derecho y las lagunas del Ordenamiento admini^ 
trativo", en Rev. Administration Pûblica, num. 7, 1952,- 
pâg. 88, s.
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GARCIA DE ENTERRIA y FERNANDEZ RODRIGUEZ const 
deran que (57) "el principio de legalidad de la Ad­
ministraciôn opera en la forma de una cobertura le­
gal de toda la actuaciôn administrativa? sôlo cuan­
do la Administraciôn cuenta- con esa cobertura legal 
previa, su actuaciôn es légitima. No hay en Derecho 
espacio franco o libre de Ley en que la Administra­
ciôn pueda actuar con poder juridico y libre. Los - 
actos y disposiciones de la Administraciôn, todos, 
han de ajustarse a Derecho, han de ser conformes a 
Derecho. El desajuste, la disconformidad, constitu 
yen infracciôn del Ordenamiento juridico y les pri­
va, actual o potencialmente (distinciôn entre nuli- 
dad y anulabilidad), de validez. El Derecho no es, 
pues, para la Administraciôn una linde externa que 
sehale hacia fuera una zona de prohibiciôn y dentro 
de la cual ella puede producirse con su sola liber­
tad y arbitrio. Por el contrario, el Derecho condi­
ciona y détermina, de manera positiva, la acciôn ad 
ministrativa, la cual no es valida si no responde a 
una previsiôn normativa".
En este sentido CARRE DE MALBERG indica que —
(57) GARCIA DE ENTERRIA, E. y FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R.: Ob.
cit., pâg. 255-256.
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(58) "la Ley no es ûnicamente limite de la activi - 
dad administrativa, sino que forma también la condi 
ciôn de la misma. De la nociôn positiva de Adminis­
traciôn que se dériva del Derecho constitucional —  
francés hay que deducir que el sistema francés pré­
senta unos caractères aun mas rigurosos de los del 
que se ha llamado, para superar al Estado de poli-- 
cia, Estado de Derecho. Para notar la diferencia —  
lo vamos a denominar Estado legal".
Estaaceptaciôn doctrinal, que récupéra un viejo 
principio fundamental del orden politico, del que - 
los protagonistes de la Revoluciôn francesa fueron- 
lûcidamente conscientes, ha sido sentido por una —  
parte del constitucionalismo actual como una verda- 
dera conquista a protéger, insertândola para ello - 
entre sus normas basicas. En este sentido el articu 
lo 18 de la Constituciôn austriaca de 1920 dispone: 
"la Administraciôn del Estado en su totalidad no 
puede actuar sino (auf Grund del Gesetze) sobre el 
fundamento de la Ley". El articule 20 de la Ley Fun 
damental de Bonn establece, en su articule 20.3, que 
el poder Ejecutivo y los Tribunales (sind an Gaset-
(58) CARRE MALBERG: "Teoria general del Estado", trad, espano 
la, Méjico, 1948, pâg. 450.
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ze und Rechtgebunden) estan vinculados a la Ley y - 
al Derecho.
En Espaha, el articulo 17 del Fuero de los Espa- 
holes aludio a la legalidad de la Administraciôn en 
termines de vinculaciôn positiva indicando que "to­
dos los ôrganos del Estado actuarân conforme a un - 
orden jerârquico de normas preestablecidas que no - 
podrân arbitrariamente ser interpretadas ni altera- 
das", es decir, conformidad a las normas y no liber 
tad bâsica con el sôlo limite de las mismas. La —  
Constituciôn de 1978 consagra en su articulado la - 
vinculaciôn positiva de la Administraciôn a la Ley
(59) al disponer:
a) los ciudadanos y poderes pùblicos estân su­
jetos a la Constituciôn y al reste del ordenamiento 
juridico (art. 9.1);
b) La Constituciôn garantiza el principio de -
(59) En este sentido se ha dicho:
"La doctrina mas autorizada ha destacado que, en virtud 
del articulo 9*1, todas las normas constitucionales vin 
culan a todos los Tribunales y sujetos pùblicos y priva 
dos, pues si bien es verdad que no todos los articulos- 
de la Constitucion tienen un mismo alcance y significa- 
cion normativos, todos, rotundamente, enuncian efecti - 
vas normas jurîdicas", en 
S.T.C. de 10 de noviembre de 1981.
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legalidad (art. 9.3);
c) El Gobierno... ejerce la funciôn ejecutiva- 
y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Cons­
tituciôn y las Leyes (art. 97);
d) La Administraciôn Pûblica sirve con objeti- 
vidad los intereses générales y actûa... con someti 
miento pleno a la Ley y al Derecho (art.103);
e) Los Tribunales controlan la potestad regla­
mentaria y la legalidad de la actuaciôn administra­
tive, asi como el sometimiento de esta a los fines- 
que la justifican (art. 106.1).
Se aprecia, pues, en la Constituciôn espahola- 
que la actuaciôn de la Administraciôn, tanto en su 
vertiente normativa como en su vertiente singulari- 
zada, queda vinculada positivamente a la Ley. En —  
las leyes ordinarias también se apunta esta concept 
ciôn de vinculaciôn positiva en una pluralidad de - 
preceptos a través de los cuales, entre otras cir - 
cunstancias, se somete el contenido de los actos a 
lo dispuesto en el ordenamiento juridico (60), san-
(60) El art. 40.2 de la L.P.A. dice: "El contenido de los ac-
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cionando con la anulabilidad a aquellos actos que - 
incurran en cualquier infracciôn del ordenamiento - 
juridico (61), considerando a esta infracciôn como 
base suficiente para la interposiciôn contra los ac 
tos administratives (62) y fundamento para que los 
Tribunales puedan estimar los recursos contencioso- 
administrativos correspondientes (63). Asimismo,las 
resoluciones y acuerdos administratives de la Admi­
nistraciôn se ajustaran a las normas del procedi —  
miento administrativo (64) y las disposiciones de - 
esta se someterân a las leyes, prohibiéndose a la -
tos se. ajustarâ a lo dispuesto en el ordenamiento juri­
dico, y serâ adecuado a los fines de aquellos".
(61) El art. 48.1 de la L.P.A. dice: "Son anuables, utilizan 
do los medios de fiscalizacion que se regulan en el tl- 
tulo V de esta Ley, los actos de la Administraciôn que 
incurran en cualquier infracciôn del ordenamiento juri­
dico, incluso la desviaciôn de poder.
(62) El articulo 155*1 de la L.P.A. dice: "Los recursos de - 
alzada y de reposicion previa al contencioso podrân fun 
darse en cualquier infracciôn del ordenamiento juridico 
incluso la desviaciôn de poder".
(63) El art. 83 de la L.J.C.A. dice: "...2) La sentencia es- 
timarâ el recurso contencioso-administrativo cuando el- 
acto o la disposiciôn incurriere en cualquier forma de 
infracciôn del ordenamiento juridico, incluso la desvia 
ciôn de poder. 3) Constituirâ desviaciôn de poder el 
ejercicio de potestades administrativas para fines dis­
tintos de los fijados por el ordenamiento juridico."
(64) El art. 31 de la L.R.J.A.E. dice: "Las resoluciones y - 
acuerdos que dicte la Administraciôn, bien de oficio o- 
a instancia de parte, lo serân con arreglo a las normas 
que regulan el procedimiento administrativo".
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Administraciôn regular materias que sean de la ex - 
clusiva competencia de las Certes (65), etc.
1.5. EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD Y LOS PODERES DE LA
ADMINISTRACION.
La legalidad atribuye potestades a la Adminis­
traciôn y la acciôn administrativa ha de fundamen - 
tarse en el poder atribuido y delimitado por la Ley 
con carâcter previo. Dicha acciôn no estarâ legiti 
mada si falta esa atribuciôn de potestad (66).' Esta 
atribuciôn de potestad no se produce sôlo y*éxclus£ 
vamente mediante la utilizaciôn del mecanismo de la 
Ley formai sino a través de la legalidad'(Derecho - 
objetivo), incluyendo normas extralegales, incluso 
normas cuya emanaciôn es obra de la propia Adminis­
traciôn como ocurre en el caso de los reglamentos a
(65) El art. 26 de la L.R.J.A. dice; "La Administraciôn no po- 
drâ dictar disposiciones contrarias a las Leyes, ni regu 
lar, salvo autorizacion expresa de una ley, aquellas ma­
terias que sean de la exclusiva competencia de las Cor - 
tes".
(66) GARCIA DE ENTERRIA, E. y FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R.: Ob . 
cit., pâg. 256-257* Afirman estes autores: "El principio 
de legalidad de la Administraciôn con el contenido expli 
cado, se expresa en un mecanismo técnico precise: la le­
galidad atribuye potestades a la Administraciôn, preci - 
samente. La legalidad otorga facultades de actuaciôn, de 
finiendo cuidadosamente sus limites, apodera, habilita a 
la Administraciôn para su acciôn confiriéndola al efecto 
poderes juridicos. Toda acciôn administrativa se nos pre
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través de los cuales se produce el fenômeno de auto
habilitaciôn. Este no implica "ninguna quiebra del
principio de legalidad, antes bien es una confirma- 
»
ciôn del mismo en cuanto mecanismo formai. Pues la 
Administraciôn utiliza para dictar el Reglamento —  
una potestad reglamentaria; del ejercicio de esta - 
potestad, por virtud normativa, podrân surgir pote£ 
tades nuevas de actuaciôn concreta, una vez creadas 
las cuales, y no hasta entonces, la acciôn concreta 
es ya posible (68).
Como consecuencia del sentido general del prin 
cipio de legalidad se deduce que la atribuciôn de - 
potestades ha de ser expresa. Efectivamente, si la 
actuaciôn de la Administraciôn debe de estar funda- 
da en la atribuciôn legal de potestades con carâc - 
ter previo a esa actuaciôn, se hace necesario que - 
esa habilitaciôn legal positiva sea expresa. Ello -
senta asi como ejercicio de un poder atribuido por la - 
Ley y por ella delimitado y construido. Sin una atribu 
cion legal previa de potestades la Administraciôn no 
puede actuar, simplemente".
(67) Para GARCIA DE ENTERRIA, "No hay acto sin previa potes­
tad ni potestad que no haya sido positivamente atribui- 
da por el ordenamiento juridico", en "La lucha contra - 
las inmunidades de poder en Derecho Administrativo", 
R.A.P., n5 38, pâg. 168.
(68) GARCIA DE ENTERRIA, E. y FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R.; Ob. 
cit., pâg. 263.
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sin perjuicio de los poderes inherentes o implici - 
tos que se infieran de la interpretaciôn de las co­
rrespondientes normas juridicas.
Por otra parte, la atribuciôn de potestades ha 
de ser especifica. Siguiendo a GARCIA DE ENTERRIA- 
y FERNANDEZ RODRIGUEZ (69), todo poder atribuido 
por la Ley ha de ser en cuanto a su contenido un po 
der concreto y determinado; no caben poderes inespe 
cificos, indeterminados totales dentro del sistema- 
conceptual del Estado de Derecho abierto por la Re­
voluciôn francesa, en cuyo seno vivimos. Ello se —  
justifica por las siguientes razones:
a) Desde un punto de vista abstracto, un poder 
juridico indeterminado es dificilmente concebible,- 
es decir, supone una contradicciôn con el sistema - 
de Derecho para el cual es consustancial la existen 
cia de limites. Un derecho ilimitado cuestionaria - 
la totalidad del ordenamiento puesto que destruiria 
la posibilidad de existencia del resto de los dere- 
chos.
(69) GARCIA DE ENTERRIA, E. y FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R.: Ob.
cit., pagina 264-266.
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b) La necesidad de que los poderes sean especi 
ficos, determinados, y limitados viene exigida por 
la técnica organizativa. Toda organizaciôn implica 
la distribuciôn de funciones y de competencies en - 
una pluralidad de ôrganos. No puede haber un ôrgano 
que disponga de todas las competencies simultanée - 
mente pues ello conlleva la destrucciôn de la orga­
nizaciôn .
c) La concepciôn de libertad que aporta a la - 
construcciôn del régimen constitucional la filoso-- 
fîa ilustrada también es suficiente para justificar 
la necesidad de que toda potestad pûblica sea limi- 
tada. La Declaraciôn de los Derechos de 1789 (art. 
1 2 ) "Los hombres nacen y mueren libres" implica que 
todo lo que no esta prohibido por la Ley no puede - 
ser impedido y nadie puede ser forzado a hacer lo - 
que ella no ordena (art. 52 idem.); para restringir 
esa libertad hace falta una Ley que asi lo imponga- 
(art. 4 2 idem.)
A pesar de lo expuesto existen las denominadas 
clâusulas générales de apoderamiento recogidas en - 
determinados preceptos positivos como, por ejemplo, 
en el articulo 101 de la L.R.L. relative a la compe 
tencia municipal y articulo 117, de dicho texto le-
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gal,sobre competencies del Alcalde (70). Dichas 
clâusulas no llevan implicite la atribuciôn de pode 
res ilimitados sino imprecisos en su definiciôn pre 
via y delimitables en su aplicaciôn concreta median 
te la técnica de los conceptos juridicos indetermi­
nados. Incluso en el caso de poderes excepcionales- 
de policia justificados en un estado de necesidad - 
colectivo previstos en el articulo 116 de la Const^ 
tuciôn, no llegan a ser poderes ilimitados. El cita 
do articulo dispone: "Una ley orgânica regulara- —  
los estados de alarma, de excepciôn y de sitio,- y - 
las competencias y limitaciones correspondientes".- 
Es decir, la Constituciôn prevé la fijaciôn de com­
petencias y las limitaciones a las mismas mediante- 
ley orgânica y, al mismo tiempo, establece limita - 
ciones y concreciones en relaciôn con el ejercicio- 
de esos poderes excepcionales. Efectivamente, el e£ 
tado de alarma se limita temporalmente a quince - - 
dias y deberâ ser determinado el âmbito territorial 
a que se extienden los efectos; por otra parte, se
(70) El art. 117 de la L.R.L. dispone:
"Corresponderâ al Alcalde... d) Adoptar personalmente y- 
bajo su responsabilidad en caso de gravedad producida por 
epidemia, trastornos de orden publico, guerra, inunda —  
cion 0 cualquier otro accidente anâlogo, las medidas que 
juzgue necesarias dando cuenta inmediata al Gobernador - 
civil y al Ayuntamiento".
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deberâ dar cuenta al Congreso de los Diputados sin- 
cuya autorizacion no podrâ ser prorrogado el plazo- 
de quince dias. En relaciôn con el estado de excep­
ciôn, el Consejo de Ministres necesita, con carâc - 
ter previo a su declaraciôn, autorizaciôn del Con - 
greso de los Diputados.
1.5.1. Potestad reglada.
La atribuciôn de potestades administrativas —  
por la legalidad puede revestir la forma de orden - 
categôrico pero que sôlo contiene nociones o concep 
tos générales cuya interpretaciôn y aclaraciôn com- 
peten precisamente al ôrgano administrativo. En es­
te caso nos encontramos ante un poder reglado (71)- 
que significa, sobre todo si el legislador ha recu- 
rrido a nociones muy générales, una subordinaciôn - 
del agente a un fin o conjunto de fines que ha sido 
determinado anteriormente; pueden cambiar las cir - 
cunstancias y con ellas el sentido de la norma, pe­
ro el fin permanece en la misma mientras aquella no 
sea modificada. El jurista debe, por tanto, compren
(71) LAUN, "Das freie Ermessen und seine Grezen", 1910, cit . 
por GARRIDO FALLA, F., en "Tratado de Derecho Administra 
tivo", Vol. I, pâg. 260. “
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der el sentido de la idea general utilizada por el 
legislador. La caracteristica del poder reglado ra- 
dica en que de todas las ordenes que en principio - 
pueden contenerse en el texto de la Ley solo una, - 
de "lege lata", puede ser conforme en Derecho a la 
Ley, a saber: aquella que responde mejor al fin o a 
la relacion de fines de los mandatos categoricos de 
la Ley.
La potestad reglada se caracteriza por estar - 
atribuida a la Administraciôn por la Ley determinan 
do esta, agotadoramente, todas y cada una de las —  
condiciones de su ejercicio. Es decir, la Ley cons- 
truye un supuesto legal complete y una potestad - - 
aplicable al mismo también definida en todos sus -- 
términos y consecuencias (72). En el ejercicio de - 
esta potestad reglada la acciôn administrativa se - 
reduce a constatar el supuesto de hecho legalmente 
definido por la Ley y aplicar en presencia del mis­
mo lo que la propia ley ha determinado agotadora 
mente (o exhaustivamente). El juicio subjetivo de - 
la Administraciôn reduce a la constataciôn o verifi 
caciôn del supuesto de hecho para contrastàrlo con-
(72) GARCIA DE ENTERRIA, E. y FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R.: Ob .
cit., pâg. 267-268.
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el tipo legal. La decision a tomar por la Adminis - 
traciôn en el ejercicio de la potestad reglada es - 
obligatoria y su contenido no puede ser configurado 
libremente por la Administraciôn sino que ha de li- 
mitarse a lo que la propia ley ha previsto sobre —  
ese contenido de modo preciso y completo.
1.5.2. Potestad discrecional.
La exposiciôn de motivos de la Ley de la Juris 
dicciôn define la discrecionalidad de la Administra 
ciôn como atribuciôn por el ordenamiento juridico - 
de un ôrgano de la Administraciôn de competencia pa 
ra apreciar, en un momento dado, lo que sea de inte 
rés publico, de manera que sôlo habrâ actuado el ôr 
gano en contra del ordenamiento cuando traspase con 
su acuerdo la delegaciôn conferida a la Administra­
ciôn para apreciar la concurrencia de los elementos 
en virtud de los cuales el acto se configura con el 
interés publico (73).
(73) En relacion con el contenido de la discrecionalidad, la 
sentencia del T.S. de 18 de febrero de 1975 dice;
"... no se puede olvidar que estamos ante un acto discre­
cional de la Administraciôn, entendida esta discreciona­
lidad segûn dice la propia exposiciôn de motivos de la - 
Ley de la Jurisdicciôn, como atribuciôn por el ordena —  
miento juridico de un ôrgano de la Administraciôn de corn 
petencia para apreciar, en un momento dado, lo que sea -
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Para LAUN (74): ” ...en el caso del poder discre 
cional, la elecciôn de la Administraciôn es libre , 
es decir, juridicamente irrelevante. Se dice en es­
tes casos que el ôrgano debe obrar inspirândose en- 
la oportunidad, la razôn de Estado, el interés pu - 
blico, el bien publico, etc. Estas expresiones em- 
pleadas por una ley la hacen ya necesariamente dis- 
yuntiva, aunque en su forma externa aparezca como - 
categôrica... El poder discrecional comporta liber- 
tad de elecciôn, pero, por su parte, significa la - 
sumisiôn jurîdica a un fin determinado y prescrito- 
por los legisladores.
de interés püblico, de manera que solo habrâ actuado el 
organo en contra del ordenaraiento cuando traspase con su 
acuerdo la delegacion conferida a la Administraciôn para 
apreciar la concurrencia de los elementos en virtud de - 
los cuales se configura con el interés pùblico..."
En este mismo sentido se manifiesta la Sentencia del 
T.S. de 27 de septiembre de 1976.
(74) LAUN: "Das freie Ermessen und sein Grezeu", I9IO, citado 
por GARRIDO FALLA, F.: Ob.cit., pâg. 260.
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Para GARCIA DE ENTERRIA y FERNANDEZ RODRIGUEZ
(75) estâmes ante la potestad discrecional cuando - 
la ley define, porque no puede dejar de hacerlo en- 
virtud de las exigencias de explicitud y especifici 
dad de la potestad que atribuye a la Administraciôn 
alguna de las condiciones de ejercicio de dicha po­
testad y remite la estimaciôn subjetiva de la Admi­
nistraciôn al resto de dichas condiciones, bien en 
cuanto a la integraciôn ultima del supuesto de he - 
cho (por ejemplo, construcciôn de una obra pûblica) 
bien en cuanto al contenido concreto, dentro de los 
limites legalès r de la decisiôn aplicable (por e j . 
fijaciôn de la cuantia de una subvenciôn no nomina- 
tiva). Para estos autores el ejercicio de la potes 
tad discrecional de la Administraciôn comporta un - 
elemento sustancialmente diferente: la inclusiôn 
en el proceso aplicativo de la Ley de una estima —  
ciôn subjetiva de la propia Administraciôn,con la - 
que se compléta el cuadro legal que condiciona el - 
ejercicio de la potestad o su contenido particular. 
Esta estimaciôn subjetiva no es una facultad extra- 
legal que surja de un supuesto poder originario de 
la Administraciôn, anterior o marginal al Derecho ;
(75) GARCIA DE ENTERRIA, E. y FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R.: Ob.
cit., pag. 267-268.
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es, por el contrario, una estimaciôn cuya relevan - 
cia viene de haber sido llamada expresamente por la 
Ley que ha configurado la potestad y que la ha atri^ 
buido a la Administraciôn con ese caràcter.
HAURIOU sostiene (76) que poder discrecional e 
iniciativa son sensiblemente la misma cosa, y las - 
dos concuerdan con lo que se llama "la oportunidad- 
medida".
STASSINOPOULOS entiende que (77) todo acto ad­
ministrative pasa necesariamente por las cuatro eta 
pas lôgicas siguientes: interpretaciôn de la ley, - 
comprobaciôn de los hechos materiales, sumisiôn de 
los hechos a la régla de Derecho y formaciôn de la 
voluntad. Pues bien, en ninguno de ellos puede de- 
cirse que haya margen para la apariciôn del poder - 
discrecional. Este poder empieza alli precisamente 
donde acaba todo problema de interpretaciôn de la - 
Ley, y no es sino libertad de la Administraciôn pa­
ra determinar el sentido de una nociôn que conscien
(76) HAURIOU: "Précis de Droit Administratif", 1927, pâg.340.
(77) STASSINOPOULOS: "Traite des actes administratifs", Ate - 
nas, 1954, pâg. 147-156, cit. por GARRIDO FALLA, F. en - 
"Tratado de Derecho Administrativo", etc., pâg. 261.
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temente ha sido dejada como indeterminada por la -- 
Ley. Esta libertad consiste en la posibilidad de - 
elegir entre varias soluciones igualmente légales ; 
es decir, de dictar o no el acto y de determinar su 
contenido de tal o cual manera.
BONNARD estima (78) que la discrecionalidad se 
manifiesta en una doble vertiente: frente a la Ley, 
porque el legislador no puede conocer de antemano - 
todos los motivos de oportunidad y conveniencia que 
pueden influir en una decision administrative, por 
lo que necesariamente ha de renunciar a determinar- 
los, frente al juez, porque un Tribunal nunca podrâ 
sustituir por los suyos propios, los puntos de vis­
ta de la Administraciôn activa sin excederse de su 
verdadero papel, que no debe ser otro que el de —  
guardian de la legalidad (79).
(78) BONNARD: "Le pouvoir discrétionnaire des autorités admi­
nistratives et le recours pour excès de pouvoir", en Rev 
de Droit Publique, 1923, pag. 365-366.
(79) La sentencia del T.S. de 11 de octubre de 1978 dice: 
"...ello no quiere decir que corresponda a la jurisdic - 
cion révisera trascender los limites de su funcionalidad 
sustituyendo por si la actuaciôn administrativa, salvo - 
que un precepto legal 0 circunstancias impongan o aconse - 
jen una actuaciôn en ese sentido".
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La existencia de potestades discrecionales es 
una exigencia indeclinable del gobierno humano, es­
te no puede ser reducido a un simple juego automât_i 
co de normas. No todas las discrecionalidades son - 
reducibles a supuestos reglados/ es necesario apre­
ciar circunstancias singulares, efectuar estimacio- 
nes de oportunidad concreta en el ejercicio del po­
der pùblico y ello implica la utilizaciôn inevita-- 
ble de la técnica del apoderamiento discrecional. - 
Hay potestades que en si mismas son y no pueden de­
jar de ser discrecionales por su propia naturaleza, 
como la potestad reglamentaria, la potestad organi- 
zatoria, las potestades directives de la ecronomia o 
en general, todas aquellas que implican servicio de 
opciones respecte de soluciones alternatives.
La existencia inevitable de potestades discre­
cionales, considerando que estas implican libertad 
de elecciôn e iniciativa para la actuaciôn adminis­
trative pudiera pensarse que hay casos en que la Ad 
ministraciôn puede obrar sin sometimiento al Dere - 
cho, y, por tanto, sin sujeciôn al principle de le­
galidad (80). No obstante debe advertirse que la —
(80) DUEZ Y BEYRE, dicen que el poder discrecional no es sino 
una delimitacion del principle de legalidad desde el pun
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discrecionalidad no es un supuesto de libertad fren 
te a la norma sino un caso tipico de remisiôn legal 
la norma emite parcialmente para compléter el eue - 
dro regulative de la potestad y de sus condiciones 
de ejercicio a una estimaciôn administrative, solo 
que no realizada por via normative general, sino —  
analiticamente, caso por caso, mediante una aprecia 
ciôn de circunstancias singulares, realizable a la 
vez que precede al proceso aplicativo (81). No hay 
discrecionalidad al margen de la ley, sino sôlo en 
virtud de la ley y en la medida en que esta lo ha - 
dispuesto.
Lo anterior excluye confundir la discrecional! 
dad con el libre arbitrio o abuso de derecho de la 
Administraciôn (82), asi como tampoco libera a la -
to de vista negative, pues la discrecionalidad se da en 
aquellos casos en que por defecto de reglas juridicas no 
hay lugar a la aplicacion de tal principle, supuesto, —  
claro esta, un reconocimiento genérico de la iniciativa 
administrativa en la materia de que se trate. "Traite de 
Droit Administratif", 1952, pag. 204-208.
(81) GARCIA DE ENTERRIA, E. y FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R.: Ob. 
cit., pâg. 268.
(82) En este sentido, la sentencia del T.S. de 14 de abril de 
1962, ratificada por la de 14 de mayo de 1973, dice:
"...la discrecionalidad se halla o debe hallarse cubier- 
ta por motivaciones suficientes, discutibles 0 no, pero- 
considerables en todo caso y no meramente de una calidad
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Administraciôn de adopter un comportamiento ade 
cuado a la observancia del orden jurîdico (83) ni - 
la autoriza a prescindir de la adopciôn de crite —  
rios razonables y expresados que puedan ser conoci- 
dos ulteriormente en procesos revisoriôs (84). Por
que la haga inatacable por lo que no puede nunca verse - 
confundida con asomo alguno de arbitrariedad e inmotiva- 
cion o de inmotivacion inadmisibles o insuficiente; mien 
tras que lo arbitrario o no tiene motivacion respetable, 
-sino, pura y simplemente, la conocida "sit pre ratione 
voluntas"- o la que ofrece lo es tal que, escudrinando - 
suentrana, dénota, a poco esfuerzo de contrastacion, su 
caràcter de reaimente indefendible, su inautenticidad" , 
pues "es évidente e incuestionable, nos dice también el- 
mâs Alto Tribunal, que el hecho de ejercitar la potestad 
discrecional no libera a la Administraciôn de un compor­
tamiento adecuado a la observancia del orden jurîdico es^  
tando sometida a lo que doctrinalmente se califica de mo 
ralidad administrâtiva y otras de prohibicion de arbi —  
trariedad, sin que pueda prevalecer de un modo capricho- 
so, un abuso de un pretendido derecho en el ejercicio de 
la potestad administrâtiva para una finalidad distinta - 
de la déterminante en el ordenamiento jurîdico..."
(83) La sentencia del T.S. de I4 de mayo de 1973 dice:
"...es évidente e incuestionable que el hecho de ejerci­
tar la potestad discrecional no libera a la Administra - 
cion de un comportamiento adecuado a la observancia del 
orden jurîdico, estando sometida a lo que doctrinalmente 
se califica de moralidad administrativa unas veces y —  
otras de prohibicion de arbitrariedad, sin que pueda pre 
valecer de un modo caprichoso, un abuso de un pretendido 
derecho en el ejercicio de la potestad administrativa —  
para una finalidad distinta a la déterminante en el orde 
namiento jurîdico..."
(84) La sentencia del T.S. de 11 de diciembre de 1973, dice:
"...entendiendo la discrecionalidad en el sentido de con 
ceder a las entidades o autoridades encargadas de la ge£ 
tion de los asuntos pûblicos, cierto mînimo de crédite - 
en orden a su favorable situacion para conocer directa - 
mente motivos y circunstancias... pero nunca hasta el ex
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otra parte esta discrecionalidad deberâ ser inter - 
pretada restrictivamente por ser excepcional en 
nuestro ordenamiento jurîdico. administrativo (85).- 
No debe pensarse que cuando la Ley ofrece dualidad 
de soluciones estamos ante un supuesto de discrecio 
nalidad, sino que la Administraciôn deberâ resolver 
con arreglo a Derecho a la vista de las circunstan­
cias que concurran en cada caso concreto (86).
tremo de prescindir de la adopcion de un criterio razona 
ble y expresado que pueda ser conocido ulteriormente —  
cuando tenga realidad alguno de los procesos revisorios; 
ni tampoco equiparando insensible o tacitamente la dis - 
crecionalidad que actualmente subsisten, con la vieja no 
cion équivalente a arbitrariedad o libre resolution exen 
ta de cualquier deber justificatorio..."
(85) En este sentido la sentencia del T.S. de 9 de febrero de 
1978 dice:
"... sin que en la actuaciôn de la revision pueda la Admi 
nistracion Local afectada actuar con la libertad deciso- 
ria con que estableciô la revision, pues la discreciona­
lidad, como excepcional que es en nuestro ordenamiento - 
jurîdico administrativo, debe interpretarse restrictiva­
mente, y por consecuencia, considerar que tal libertad - 
solo existe cuando ella es establecida expresamente 0 es 
consecuencia de la interpretaciôn insoslayable de los —  
términos légales..."
(86) En este sentido la sentencia del T.S. de 27 de diciembre 
de 1974 dice:
"...deberâ tener présente la Corporacion que la dualidad 
de soluciones impuesta y prevista en el art. 171 de la - 
Ley del Suelo, no constituye una modalidad de la facul - 
tad discrecional de la Administraciôn, pues la discrecio 
nalidad consiste en una libertad de apreciacion que el - 
Ordenamiento Jurîdico otorga a la Administraciôn, siendo 
lîcitas cualquiera de las soluciones admitidas por dicho 
Ordenamiento, mientras que el art. 171 referido, obliga- 
a las Corporaciones Locales a resolver con arreglo a De­
recho y a la vista del herramental probatorio obrante en 
las actuaciones que tal efecto se instruyan; asî lo pro-
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Teniendo en cuenta las anteriores consideracio 
nes, podemos plantearnos la posibilidad de que la - 
actividad discrecional de la Administraciôn pueda - 
ser sometida a revisiôn por parte de los Tribuna —  
les. La discrecionalidad se equipara, inicialmente, 
a los actos de imperio, catégorie opuesta a la de - 
los actos de gestiôn y respecto de la misma no se - 
admite recurso contencioso-administrativo. Temprana 
mente surge en Francia el recurso llamado de exceso 
de poder, como excepciôn a esa inmunidad para con - 
trolar excepcionalmente los actos de autoridad en - 
alguno de sus aspectos. Después, el Consejo dé Esta 
do Frances equipara a la incompetencia el vicio de 
forma, puesto que la competencia esta atribuida al 
ôrgano por la Ley para que se ejerza por un cauce - 
determinado. Mas tarde, la jurisprudencia de este - 
Consejo viene a configurar el recurso por "détourné 
ment de pouvoir" que ponia de manifiesto la ilegali 
dad de aquellos actos administrativos que habian si 
do dictados en atenciôn a fines distintos de los —  
que el legislador tuvo en cuenta cuando tal potes - 
tad fue atribuida a la Administraciôn pûblica (87).
daman, entre otras, las Sentencias de 25 de mayo de 1968 
y 27 de octubre de 1970, ambas de la Sala 4- de nuestro - 
T.S.
(87) GARRIDO FALLA, F.: "Tratado de Derecho...", cit., pâg.263
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Es decir, se descubre la técnica de desviaciôn de - 
poder para penetrar en la estera exenta de la dis - 
crecionalidad. Por ultimo, se extiende el recurso a 
cualquier violaciôn de ley, directa o indirecta,ha- 
biendo evolucionado posteriormente contemplando la 
progresiva extensiçn del recurso hacia el control - 
de los hechos de cuya consideraciôn parte la acciôn 
administrativa y equiparando la violaciôn de la ley 
con la violaciôn de los principios générales del De 
recho.
En Espaha, el proceso ha sido menos abierto. - 
La Ley Santamaria de Paredes, de 1888, que prolonge 
su vigencia hasta 1957, ignora la evoluciôn juris - 
prudencial francesa. El T.S. interpretô esta ley 
con un sentido formaliste y estrecho. No obstante , 
fue admitiendo recursos contra alguno de los actos- 
discrecionales por entender que ciertos elementos - 
son siempre reglados (88). Con la entrada en vigor-
(88) La sentencia del T.S. de 12 de mayo de 1976, dice:
"...y de aqui que no obstante la exclusion que la ante - 
rior legislacion, sobre lo contencioso-administrativo,des 
de 1894, realizaba con respecto a los actos discreciona - 
les, el T.S. comenzo a admitir recursos contra algunos de 
estos actos por entender que ciertos elementos, como la - 
competencia y el procedimiento, son siempre reglados y es 
sobre esta base como la doctrina, primero, y la legisla - 
cion después (esto ultimo résulta claro de la Exposiciôn 
de Motivos de la vigente Ley Jurisdiccional que constitu­
ye una interpretaciôn auténtica como hecha por el legis­
lador) han podido negar la existencia de actos discrecio-
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de la Ley de la Jurisdicciôn Contencioso-Administra 
tiva de 27 de diciembre de 1956 los actos discrecio 
nales no quedan excluidos de control jurisdiccional
(89). De igual forma, con esta ley la discrecional! 
dad pierde el caràcter absolute con que se le venia 
considerando y se rechaza el concepto de discrecio­
nalidad como referido a la totalidad de los elemen­
tos del acto administrativo (90).
les en bloque, pues los elementos reglados y discreciona 
les pueden coexistir en el mismo acto administrative».."
(89) La sentencia del T.S. de 12 de mayo de 1976, dice^
"...y en cuanto a la revision en via jurisdiccional, aun 
que la Ley de esta Jurisdicciôn no excluye de modo abso- 
luto el control de los actos discrecionales, cabe decla- 
rar que taies actos no se ajustan a derecho cuando resul 
te acreditada una notoria arbitrariedad, abuso o desvia- 
cion de poder y asi lo tiene proclamado la Sala 3- del - 
T.S. en sentencias de 7 de diciembre de 1966, 18 de octu 
bre y I5 de noviembre de 1969, 9 de junio de 1971 y 4 de 
marzo de 1972".
(90) La sentencia del T.S. de 11 de octubre de 1978, dice: 
"...tal tesis de discrecionalidad ha perdido el caràcter 
absolute que ténia con anterioridad a la reforma de la - 
Ley de 27 de diciembre de 1956 y asi el preâmbulo de es­
ta rechaza el concepto como referido a la totalidad de - 
los elementos de un acto administrativo 0 a este conside 
rado como un bloque, para concretar que solo puede refe- 
rirse a alguno o algunos de los elemntos del acto y con- 
cluir que la discrecionalidad solo podrâ admitirse cuan­
do la Administraciôn obre dentro de limites legitimate - 
rios que, normalmente, viene definidos por circunstan —  
cias objetivas; ahora bien, si esta postura legal, mu —  
chas veces relacionada con el principle de proporcionali 
dad y aun el de oportunidad, obliga a la Administracion- 
a elegir de entre las varias formas de actuar posibles , 
aquella que sea mâs adecuada a la obtencion del fin le - 
gai establecido por el ordenamiento..."
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Por lo expuesto puede afirmarse que los actos 
en que se concreta la potestad discrecional .son per 
fectamente contrôlables, bien en relaciôn con los - 
elementos reglados del acto (91), bien mediante in- 
dagaciôn de vinculaciones o limitaciones impuestas 
por principios generates del Derecho, bien examinan 
do la existencia y correcciôn de supuestos détermi­
nantes del despliegue de las facultades discreciona 
les, bien la existencia misma de la discrecionali - 
dad y en fin para controlar la estimaciôn del inte­
rés pùblico en cuanto a concepto jurîdico indetermi^ 
nado (92).
(91) S.egùn GARCIA DE ENTERRIA y FERNANDEZ RODRIGUEZ: "Puede- 
decirse que son cuatro por lo menos los elementos regla­
dos por la ley, en toda potestad discrecional y que no - 
pueden dejar de serlo: la existencia misma de la potes - 
tad, su extension que nunca podrâ ser absoluta, la com - 
petencia para actuarla, que se referirâ a un ente y -den 
tro de este- a un organo determinado y no a cualquiera,y 
por ultimo, el fin, porque todo poder es conferido por - 
Ley para la obtencion de una finalidad especîfica la —  
cual estarâ normalmente implîcita y se referirâ a un sec 
tor concreto de las necesidades générales, pero que en - 
cualquier caso tendrâ que ser necesariamente una necesi- 
dad pûblica. Ademâs de estos cuatro elementos precepti - 
vamente reglados puede haber en la potestad otros que lo 
sean eventualmente: tiempo u ocasion de ejercicio de la 
potestad, forma de ejercicio, fondo parcialmente régla - 
do". ("Curso de Derecho Administrativo", pâg. 269).
(92) La sentencia del T.S. de 31 de octubre de 1978, dice:
"...la legalidad de los actos en los que se concreta la 
potestad discrecional concedida a los Tribunales Econômi 
co-Administrativos por el art. 83 del Reglamento de Pro­
cedimiento Economico-Administrative, para suspender la -
1.4
1.6. CONCLUSIONES PREVIAS.
Si tenemos en cuenta las afirmaciones doctrina 
les a que hemos hecho referenda, los juicios emit! 
dos por nuestro Alto Tribunal, y el contenido de -- 
las disposiciones resehadas podemos enunciar, entre 
otras, las siguientes conclusiones:
is . El principle de legalidad y su problemâti- 
ca debe ubicarse en el campo de las relaciones de - 
la Administraciôn con el Ordenamiento jurîdico con- 
siderado como unidad.
2s. El principle de legalidad tiene por fina - 
lidad establecer el imperio de la soberanîa popular.
ejecucion del acto administrativo impugnado es perfecta- 
mente contrôlable, como cualquier otra manifestacion de 
tal potestad, bien en relacion con los elementos incon - 
trovertidamente reglados del acto, como son, en este ca­
so, la extension de la potestad, su contenido, la com--
petencia, el procedimiento, la forma y el fin, bien me - 
diante la indagacion de vinculaciones o limitaciones im­
puestas por principios générales del Derecho, y no ya - 
por la existencia y correcciôn de los supuestos de hecho 
déterminantes de la posibilidad de despliegue de las fa­
cultades discrecionales, bien la existencia misma de la 
discrecionalidad mediante el deslinde y delimitacion de 
operaciones afines como la concrecion, los conceptos ju- 
rîdicos indeterminados, bien, en fin, çontrolando la es­
timaciôn del interés pùblico, en cuanto concepto jurîdi­
co indeterminado, al que la potestad administrativa debe 
servir, en cualquier caso".
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Esta puede manifestarse a través de los representan 
tes en las Certes Générales (93).
3^. Como consecuencia del principle de legali­
dad se afirma que la fuente del Derecho no esta en 
ninguna instancia supuestamente trascendental ajena 
a la comunidad, sino en esta misma, en su voluntad 
general. La forma légitima de expresiôn de esta vo­
luntad general es la Ley General.
4^. El principle de legalidad postula:
- La sumisiôn de la Administraciôn a la Ley.
- Que la Administraciôn no es un reducto sobe- 
rano, ya que no tiene poderes inmanentes, sino po - 
testades que externamente se le atribuyen.
5 3 . Si la Administraciôn desarrolla una acti—  
vidad normativa, esta deberâ observer un respeto ab
(93) Art.1.2 de la Constituciôn:
"La soberania nacional reside en el pueblo espanol, del 
que eraanan los poderes del Estado".
Art. 66.11:
"Las Cortes Générales representan al pueblo espanol y —  
estan formadas por el Congreso de los Diputados y el Se- 
nado .
(94) Art. 23 de la L.R.J.A.E.:
"1. Ninguna disposicion administrativa podra vulnerar -
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soluto a la jerarquia de las fuentes (94).
63 . Si la Administraciôn desarrolla una activ_i 
dad singular, deberâ someterse en todo momento al - 
ordenamiento vigente, y este entendido en su totali 
dad, "bloque de legalidad", segûn HAURIOU, con la - 
particularidad de que la autoridad administrativa - 
deberâ respetar, con esta actuaciôn, incluse normas 
générales previamente dictadas por ella misma o por 
autoridad inferior.
73. En el principle de legalidad tienen su fun 
damento otros, como los de respeto a la jerarquia - 
de las fuentes, inderogabilidad singular de los re- 
glamentos.
83. La sumisiôn del Ejecutivo al principle de 
legalidad es, a juicio de la doctrina mâs extendi - 
da, uno de los ingredientes bâsicos del Estado de - 
Derecho.
los preceptos de otra de grado superior.
■"2. Las disposiciones administrativas de caràcter gene - 
ral se ajustaran a la siguiente jerarquia normativa: 
Primero, Decretos; segundo, Ordenes acordadas por las Co 
misiones Delegadas del Gobierno; tercero, Ordenes minis- 
teriales; cuarto, disposiciones de autoridades y organos 
inferiores segun el orden de su respectiva jerarquia".
77
93. La legalidad atribuye potestades a la Admi 
nistracion. Esta atribuciôn de potestades puede ha- 
cerse no sôlo a través del mecanismo de la Ley for­
mai sino a través de la legalidad (Derecho objeti - 
vo), incluyendo normas extralegales.
103. El pri n.cipio de legalidad implica que la 
atribuciôn de potestades ha de ser expresa y especî 
fica. Es decir, los poderes conferidos expresamente 
a la Administraciôn han de ser concrètes y determi- 
nados.
113. Se atribuye a los Tribunales el control - 
de la potestad reglamentaria y la legalidad de la - 
actuaciôn administrativa (articule 106 de la Consti 
tuciôn).
123. No hay espacio franco y libre de ley en - 
que la Administraciôn pueda actuar con poder ajuri- 
dico y libre. Todos los actos y disposiciones de la 




EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD FINANCIERA
2.1. LA ACTIVIDAD FINANCIERA.
2.1.1. Concepto.
El termine actividad financiera ha sido calif_i 
cade por la doctrina como sinonimo de Hacienda Pu.- 
blica. En este sentido se manifiesta FUENTES QUIN­
TANA (95) al indicar que: "En la administraciôn de 
recursos escasos efectuada por la autoridad politi- 
ca ha sido usual acotar un campo concreto: el de la 
actividad financiera o Hacienda pûblica".
Tratar de acotar este campo de la actividad fi 
nanciera o Hacienda pûblica a través de una fôrmula 
definitoria ha sido uno de los propôsitos persegui- 
dos por muchos autores, cultivadores de las cien —  
cias sociales y, en especial, por los economistas.
(95) FUENTES QUINTANA, E.: "Hacienda Pûblica" (Introducciôn,- 
Presupuesto y Gasto Pùblico), Madrid 1969, pâg. 7*
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Entre las formulas acuhadas para définir la ac 
tividad financiera o Hacienda pûblica podemos ci —  
tar :
URSULA K. HIEKS: "Producciôn y financiaciôn de 
servicios cuyo objeto y variedad estân determinados 
no por los deseos directos de los consumidores, si­
no por la decisiôn polîtica de los ôrganos del Esta 
do" (96).
A.C.PIGOU: "Proceso de ingresos y gastos preci 
sados por la organizaciôn del Estado" (97).
HUNG DALTON: "Proceso de ingresos y gastos del 
Estado y adecuaciôn entre ellos" (98). .
JOHN F. DUE: "Aquella parte de la economia que 
se refiere a la actividad econômica del Estado como
(96) "Public Finance", JAMES NISBERT & Co., Londres, 1955, en 
version castellana de JOSE VILLAR PALASI, publicada ba - 
jo el titulo de "Hacienda Pûblica", Ed. M. Aguilar, Ma -
drid i960.
(97) "A Study in Public Finance", 3- éd., Macmillan & Co., —  
Londres, 1949.
(98) "Principles of Public Finance", Routledge & Kegan, Lon - 
dres, 1961, version castellana de CARLOS LUZZETTI, publi 
cada bajo el titulo "Principio de Finanzas Pûblicas", Ed. 
Depalma, Buenos Aires 1948.
80
organizaciôn polîtica de la sociedad (99).
RICHARD A. MUSGRAVE: "Conjunto de problemas de 
polîtica econômica que emanan de las operaciones de 
ingresos y gastos del Estado"(100).
ALLAN R. PREST: "Valoraciôn de los méritos y - 
desventajas de los diversos tipos de ingresos y ga£ 
tos pûblicos para alcanzar distintas finalidades ta 
les como la distribuciôn ideal de los recursos pro- 
ductivos entre sus posibles utilizaciones, la dis­
tribuciôn de la renta y la estabilizaciôn de la ren 
ta nacional" (101).
J.M. BUCHANAN: "Actividad econômica del Estado
(99) "Government Finance An Economie Analysis", Ed. Richard-
D. Irwin, Homwood, 3- edic., 1963; version castellana - 
de la 13 ed. por ENRIQUE.REIG, publicada bajo el tîtulo 
"Anâlisis Economico de los Impuestos", Ed. El Ateneo, - 
Buenos. Aires, I96I.
(100) "The Theory of Public Finance, A Study of public econo­
my", Ed. McGaw-Hill Book Co., Nueva York 1959, version- 
castellana de J.M.LOZANO, publicado bajo el tîtulo "Teo- 
rîa de la Hacienda Pûblica", Ed. M. Aguilar, Madrid —
1967.
(101) "Public Finance in Theory and Practice". Ed. Weidenfeld 
and Nicolson, Londres, I96O, version castellana de En - 
rique Fuentes Quintana, Ed. Credos, Madrid 1967, pagina 
11.
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considerado como unidad econômica"(102).
E. ROLPH y G. BREAK: "Descubrimiento y valora­
ciôn de los efectos de las politicas financieras 
del Estado" (103).
Para FUENTES QUINTANA (104) todas las défini - 
ciones -cuya basica coincidencia es clara en torno- 
al proceso ingresos-gastos pûblicos de la economîa- 
pûblica- no pueden pretender una definiciôn exacta- 
de la Hacienda pûblica o actividad financiera, sino 
tan solo una descripciôn informativa de su campo.
Llama la atenciôn este autor, al indicar que , 
al intentar llegar a esta conclusiôn ûltima no po - 
C O S  de los autores a los que las definiciones ante­
riores pertenecen, acentûan el posible equivoco al 
que quizâ conduzcan los términos financiaciôn y fi­
nancière que monopolizan el lenguaje al referirse - 
al tema de la Hacienda Pûblica. La referencia de --
(102) "The Public Finance", Ed. R.D.Irwin, Homewood, Illinois
1965, pâg. 9.
(103) "Public Finance", Ed. Ronald Press, Nueva York, I96I, - 
pâg. 11.
(104) FUENTES QUINTANA, E.: Ob.cit., pâg. 8.
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las definiciones anteriores a la actividad de caja 
de los entes pûblicos no debe llevar a la conclu -- 
sion de que el mundo de la actividad financiera ré­
sida en un puro problema monetario o contable. Como 
senala el profesor MUSGRAVE: "Aun cuando las opera­
ciones de la Hacienda suponen flujos monetarios de 
ingresos y gastos, sus problemas bâsicos no son 
cuestiones financieras. No se ocupa de dinero, li - 
quidez o mercados de capital, sino de problemas ta­
les como la asignacion de recursos, distribuciôn de 
la renta, estabilidad de precios y pleno empleo y - 
desarrollo econômico".
En otras palabras, senala FUENTES QUINTANA
(105): "Son las importantes divergencies reales,los 
diferentes efectos econômicos causados por el proce 
so de gastos-ingresos pûblicos, lo que acota el ver 
dadero campo problemâtico de la Hacienda pûblica o 
actividad financiera.Los gastos pûblicos y su finan 
ciaciôn constituyen, pues, los hechos de partida, y 
sus varios efectos sobre la administraciôn de recur 
SOS escasos de la sociedad humana integran el nudo 
problemâtico de la actividad financiera. Por ello -
(105) FUENTES QUINTANA, E.: Ob.cit., pag. 8.
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el profesor PIGOU ha podido afirmar radicalizando - 
esta descripciôn del tema de la Hacienda pûblica, - 
que aunque el dinero sea siempre el medio a través 
del que la actividad financiera se produce, no es, 
sin embargo, la materia de la que realmente se tra- 
t a . El dinero es simplemente la apariencia que re—  
viste el proceso de ingresos y gastos pûblicos, y - 
bajo esta apariencia comûn subyacen claras divergen 
cias que son las que verdaderamente acotan el campo 
problemâtico de la actividad financiera o Hacienda 
pûblica, Son estos diversos efectos producidos por 
movimientos monetarios uniformes los que hacen dis- 
tinta diariamente a la administraciôn de los recur­
sos escasos de las diferentes sociedades".
Pero la actividad financiera a que se vienen - 
refiriendo los autores citados hace referencia al - 
campo problemâtico del que debe ocuparse la Hacien­
da pûblica, como ciencia econômica. Esta défini..—  
ciôn realizada por quienes cultivan este campo en - 
el mundo occidental,no ofrece fundamentales diferen 
cias aparentes con las definiciones de la actividad 
financiera que se encuentran en los hacendistas que 
la estudian dentro de las economîas socialistas de 
planificaciôn central. Asi, por ejemplo,para T.BACS
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KAI y TIBOS SZENTES (106) la actividad financiera - 
tiene un campo problemâtico constituido por; "los - 
fundamentos, formacion y evoluciôn de las diversas 
modalidades de los ingresos pûblicos que represen - 
tan la cobertura de los gastos del Estado, en inti­
ma relaciôn con la situaciôn econômico-social que - 
détermina el contenido y modalidades de estos ingre 
SOS, prestando especial atenciôn a las repercusio - 
nés que el sistema de ingresos y gastos pûblicos —  
ejerce sobre la estructura econômica existante". La 
principal diferencia entre esta definiciôn de la ac 
tividad financiera y las que se ofrecen en las eco- 
nomias capitalistas de mercado estriba en la préci­
sa uniôn que la misma establece entre actividad fi­
nanciera y sistema econômico, derivado del - enfoque 
marxista que la misma presupone. Por lo demas, la - 
actividad financiera debe prestar, segûn BACSKAI y 
SZENTES, atenciôn preferente a los efectos reales - 
de los programas de ingresos y gastos pûblicos so - 
bre la estructura econômica existante, siendo taies 
efectos los que el hacendista debe dilucidar y expo 
n e r .
(106) "As Adozâs Alapkérdesei", Budapets 1959, pâg. 73 ss.
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Los autores a los que hemos hecho referencia - 
consideran la actividad financiera, unas veces, co­
mo sinônimo de Hacienda Pûblica y, otras en cambio,
»
utilizan el término para referirse a un campo pro—  
blemâtico del que debe ocuparse la Hacienda pûblica 
como ciencia. Es decir, nos encontramos ya ante una 
doble consideraciôn de actividad financiera, a sa—  
ber :
- Actividad financiera como objeto de la Ha -- 
cienda pûblica considerada esta como ciencia de la 
Hacienda, teniendo en cuenta que esta ciencia estu- 
dia la actividad financiera no en su totalidad sino 
sôlo el aspecto o vertiente econômica de la misma,-
- Actividad financiera como término sinônimo - 
de Hacienda pûblica.
En ambos casos, la actividad financiera queda 
subsumida, como objeto de conocimientOr en el âmbi- 
to de la ciencia econômica.
Examinando el término desde otra perspectiva , 
segûn SAINZ DE BUJANDA, cuando tantos y tantos pro-
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blemas de deslinde conceptual han sido acometidos - 
con exito por la doctrina -a veces sobre temas mi - 
nûsculos-, esta por decidir que se entiende, en el 
lenguaje cientifico, por Hacienda pûblica y en que 
se aproxima o se sépara de la actividad financiera- 
(107).
Reflexiona este autor, sin ânimo de aspirar ni 
enunciar con pretensiones de definitive validez,los 
rasgos caracterizadores de unas realidades sobre —  
las que caben sutiles e inacabables interpretacio—  
nés,pero si con el animo de pretender orienter so—  
bre los perfiles de la Hacienda pûblica corv los que 
es necesario encararse desde los primeros pesos que 
se den en esta esfera de su conocimientO cientifico.
Pues bien, tanto en el camino de la especula - 
ciôn abstracta como por el de la comprobaciôn empi- 
rica, afirma, no es dificil llegar a la conclusiôn 
de que cuando se hace referencia a la Hacienda pû - 
blica puede aludirse, segûn los casos, a très reali 
dades distintas; una, de tipo subjetivo —es decir ,
(107) SAINZ DE BUJANDA, F.; "Sistema de Derecho Financière" - 
(Introduccion, Vol. I., Actividad Financiera, Ciencia - 
Financiera y Derecho Financière), Madrid 1977, pag.23 y 
ss.
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a un ente publico-; otra, de indole objetiva —esto 
eS/ a cierta clase de bienes o derechos— ; una terce 
ra, en fin, de caracter funcional, o sea, al desen- 
volvimiento de cierto tipo de actividad.
En esta ultima acepcion, la Hacienda publica - 
se identifica como un conjunto muy variado y comple 
jo de actuaciones administrativas en dos series fun 
damentales de procedimientos. La primera serie la - 
constituyen los procedimientos que se dirigen a la 
obtencion de recursos financières, sean de indole - 
tributaria, crediticia o patrimonial (v.gr.: liqui- 
dacion, inspeccion y recaudacion de tributes,obten­
cion de caudales en préstamos o percepciôn de pre - 
cios o rentas correspondientes a bienes patrimonia­
les del Estado); la segunda la integran los procedi 
mientos que se encaminan a la ulterior aplicaciôn - 
de los recursos obtenidos a través de los gastos y- 
pagos pertinentes. Para este autor, funcionalmente, 
Hacienda pûblica y actividad financiera vienen a 
ser expresiones équivalentes (108).
(108) SAINZ DE BÜJANDA, F.: Ob.cit., pâg.26.
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De lo expuesto, deduce las analogias y diferen 
cias que existen entre los conceptos Hacienda pûbli 
ca y de actividad financiera y senala, ante todo, - 
una profunda similitud, que dériva de la circuns —  
tancia, a la que se acaba de aludir, de que la acti 
vidad financiera se identifique con la acepcion fun 
cional de la Hacienda pûblica. Las diferencias sur- 
gen por el hecho de existir otras acepciones de la 
Hacienda pûblica -la subjetiva y la objetiva-, si - 
tuadas. fuera del estricto concepto de actividad fi­
nanciera. Se trata de un alejamiento no excesivo. - 
Ello se basa en las siguientes razones:
- La Hacienda, entendida en su acepcion subje­
tiva viene a identificarse con el sujeto de la acti 
vidad financiera, y
- La Hacienda, en su acepcion objetiva viene a 
ser el objeto de esa misma actividad financiera.
Para RODRIGUEZ BEREIJO (109) el Estado desarro 
lia una actividad dirigida a la obtencion de los me 
dios econômicos necesarios para la satisfacciôn de
(109) RODRIGUEZ BEREIJO, A.: "Introduccion al Estudio del De- 
recho Financière" (un ensayo sobre fundamentos teoricos 
del Derecho Financiero) I.E.F., Madrid 1976, pag. 29.
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las necesidades colectivas. Esa accion del Estado - 
de detraccion de ingresos de las economias privadas 
y su posterior empleo o inversion en forma de gasto 
publico, se désigna como actividad financiera. Este 
concepto de actividad financiera es el tipico con-- 
cepto encrucijada, en el que convergen multiples as 
pectos, politicos, sociologicos, econômicos, juri—  
dicos, etc., puestos de relieve por las distintas - 
teorias que, a lo largo de la historia del pensa -- 
miento financiero, se han formulado acerca de la na 
turaleza de la actividad financiera.
- Como parte de la actividad economica, la ac­
tividad financiera comporta elecciones entre medios 
escasos susceptibles de usos alternatives.
- Por emanar del grupo politico, la actividad 
financiera ofrece un aspecto politico o sociologico 
dado que la administracion de recursos escasos es - 
fruto siempre de una decision de la autoridad que - 
gobierna la vida de la sociedad.
- Como conjunto de relaciones derivadas de la 
accion del Estado encaminada a la obtencion de re—  
cursos y su aplicaciôn en forma de gasto publico, -
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la actividad financiera se encuentra regulada por - 
normas jurîdicas (110).
»
Si nos propusiéramos hacer una sîntesis de los 
conceptos apuntados podrîamos afirmar que la activi 
das financiera:
1 2 , Hace r e f e r e n d a  al aspecto funcional de -- 
la Hacienda pûblica, entendiendo este como conjunto 
de procedimientos encaminados a la obtencion de re 
cursos financieros del Estado y a la utilizacion de 
éstos para el cumplimiento de obligaciones dériva - 
das de la satisfacciôn de las distintas necesidades 
pûblicas. Incluyen estes procesos las decisiones - 
necesarias para la resoluciôn de los distintos pro­
blèmes de politica econômica que emanan de las ope- 
raciones de obtenciôn y utilizaciôn de esos recur - 
SOS y la valoraciôn de sus efectos.
22. Se proyecta sobre un campo de actuaciôn 
cuya delimitaciôn ha sido una preocupaciôn constan­
te de los autores cultivadores de las ciencias so - 
ciales.
(110) FÜENTES QUINTANA, E.: "Hacienda pûblica, Introduccion", 
Madrid 1965-1966, pag. 70-71*
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3 2 . La actividad financiera puede constituir - 
el objeto de conocimiento de diverses ciencias, en­
tre ellas la ciencia Econômica y la ciencia del De­
recho (111)(112).
La ciencia de la Hacienda tendra por objeto la 
actividad financiera en su aspecto econômico y el - 
Derecho Financiero tendra por objeto esta misma ac-
(111) GIANNINI, A.D. afirma: "La ciencia de la Hacienda y el 
Derecho Financiero constituyen las disciplinas cientifi 
cas que parten de la consideracion de un raismo hecho: - 
la obtencion y el empleo de los medios econômicos nece­
sarios para la vida de los entes pûblicos, pero lo con- 
sideran, y esto es lo que importa para la clasificacion 
de las ciencias, desde dos puntos de vista diverses. A 
estos efectos es preciso considerar que aquél mismo he­
cho, de un lado, siendo regulado por el derecho objeti- 
vo, genera relaciones jurîdicas cuyo estudio constituye 
el objeto del Derecho Financiero; de otro, esta regido 
por leyes economicas que son asumidas como objeto de la 
Ciencia de la Hacienda". "Elementi di Diritto Finanzia- 
rio", Giuffré, Milano, 1945, pag. 5*
(112) SAINZ DE BUJANDA, F., en su obra "Sistema de Derecho Fi 
nanciero", Tomo I, Introduccion, Vol. I, pag. 378 afir­
ma que: "Unos mismos objetos reales -una misma reali —  
dad- pueden generar una pluralidad de objetos formales, 
y, consiguientemente, una pluralidad de ciencias.^Como? 
Haciendo abstraccion, en estos objetos reales, de deter 
minados contenidos, de ciertos elementos constitutives, 
y reteniendo tan solo alguno de ellos para captar cier- 
tas leyes o uniformidades que nos hagan inteligible el- 
objeto elegido o, lo que es lo mismo, el aspecto del ob 
jeto real que hayamos transformado en objeto del cono - 
cimiento. A este proceso de abstraccion es al que, por- 
un gran sector de la doctrina se alude cuando se habla- 
de estudiar un objeto desde un determinado punto de vi£ 
ta.
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tividad en su aspecto jurîdico (113). Para el Dere­
cho Financiero, lo ûnico relevante es el obrar jur_i 
dico de la Administracion en la gestion de los re—  
cursos destinados al cumplimiento de sus fines. Las 
manifestaciones y modalidades de esa actividad jur^ 
dica son las que determinan el sistema de esta dis­
ciplina, que no puede plegarse, en consecuencia, de 
un modo absoluto a los conceptos y clasificaciones- 
de la ciencia financiera (114). Por ello, este es, 
el aspecto que ha de interesarnos en la realizaciôn 
del présente trabajo.
2.1.2. Delimitaciôn. ' '
La multiplicidad de aspectos o perspectivas 
que convergen en el concepto de actividad financie­
ra ponen de manifiesto las dificultades con que pue 
de tropezarse cuando se pretenden delimiter sus con 
tornos. No obstante, como sehalâbamos, ha sido una
(113) RODRIGUEZ BEREIJO, A.: Ob.cit., pag. 35, dice: "Existen 
por tanto, una actividad economico-financiera, objeto - 
de estudio de la ciencia de la Hacienda, y una activi - 
dad jurîdico-financiera, que es conceptu^lmente distin­
ta" .
(114) SAINZ DE BUJANDA, F.: "Hacienda Pûblica, Derecho Finan­
ciero y Derecho Tributario" en "Hacienda y Derecho", To 
rao I, Madrid, 1962, pag. 33* ~
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preocupaciôn constante de los distintos autores tra 
tar de conseguir su delimitaciôn, dada la importan- 
cia de esta para aquellas ciencias en las que la ac 
tividad financiera forma parte de su objeto de estu 
dio. Entre ellas puede destacarse la ciencia jurî- 
dica. La necesidad de determiner los contornos de 
esa actividad es necesaria desde el punto de vista 
jurîdico, entre otras razones, para:
- Conocer los limites del ordenamiento finan—  
ciero los cuales vendrân fijados por los de la acti^ 
vidad a que se contrae.
- Conocer los actos de los que emanan derechos 
y obligaciones de contenido econômico. (Aspecto ob- 
jetivo de la Hacienda pûblica) sometidos a la lega- 
lidad financiera.
- Conocer los efectos juridicos, de la propia- 
actividad.
Una primera tarea delimitadora deberâ ser la - 
de diferenciar la actividad financiera y la activi­
dad administrativa.
Para determinar el contenido de la actividad -
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financiera en ccntraposiciôn con la actividad admi­
nistrativa se ha resaltado la primera nota caracte- 
rîstica de aquélla, es decir, de considerar su ca - 
râcter instrumental. Ambas se distinguen netamente 
por esta nota, pues la actividad financiera es una 
actividad medial e instrumental, en tanto que la ac 
tividad administrativa es actividad final, de pres­
tation de bienes y servicios pûblicos, de realiza­
ciôn por el Estado de sus fines esenciales (115). - 
La actividad administrativa se propone un bien di—  
recto o de primer grado, o sea el servicio pûblico, 
su ejercicio tiene como finalidad cumplir funeiones 
politicas y sociales. La actividad financiera por 
si misma no satisface directamente objetivos de tal 
naturaleza, sino que sirve de instrumente para pro- 
curar los medios necesarios para el ejercicio de —  
aquella, es decir, para el desarrollo de las funcio 
nés del Estado. Este caracter medial, de instrumen 
talidad que casi unânimemente se predica en la acti 
vidad financiera significa no solo la obtenciôn de 
los medios economicos necesarios para la satisfac - 
ciôn de las necesidades pûblicas, sino también, que 
la actividad financiera no es un fin en si misma.
(115) Gif. RODRIGUEZ BEREIJO, A.: Ob.cit., pag. 42-48.
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Se han distinguido dos aspectos de esta instru 
mentalidad de la actividad financiera (116):
Aspecto externo: Desde esta perspective, la ac­
tividad financiera se caracteriza como una activi - 
dad instrumental respecte de las actividades pûbli­
cas del Estado.
Aspecto interno: Que se pone de manifiesto ---
cuando se considéra que los tributes se establecen- 
también para hacer frente a determinados gastos, a 
fin de proveer a la estructura del presupuesto apro 
bade y realizar los fines sociales que la ley pro - 
grama.
Esta nota de instrumentalidad ha sido matizada 
por GRIZIOTTI en el sentido de considerarla de for­
ma diferente segûn se trate de gastos o de ingresos 
Para este autor (117): "La actividad financiera tie 
ne caracter instrumental indirecte para la consecu- 
ciôn de los fines del Estado, porque los gastos pû-
(116) ABBAMANTE, G.: "Corso di Diritto Finanziario", T.I, Li- 
guori, Napoli, 1969, pag. 22 ss.
(117) GRIZIOTTI, B=: "Brevi anâlisi e sintesi financière", en 
Studi di Scienza delle finanze e Diritto finanziario. 
Vol. II, Giuffre, Milano, 1956, pag. 136.
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blicos son el instrumente inmediato (o de primer 
grado) para la satisfacciôn de los fines del Esta - 
do, mientras los ingresos pûblicos son un medio ne- 
cesario para los gastos pûblicos, en consecuencia - 
resultan "solamente un medio indirecte (o de segundo 
grado) para la consecuciôn de los fines del Estado.
Por su parte, SAINZ DE BUJANDA (118) teniendo 
en cuenta que el concepto objeto de delimitaciôn es 
puramente convencional y que cumple una funciôn de 
limitadora de las disciplinas que se ocupan de la - 
Hacienda pûblica, entiende que quedan excluidas del 
m ismo: - -
12. Las operaciones de financiaciôn de unida - 
des econômicas privadas, regidas por el ordenamien­
to jurîdico civil y mercantil.
2 2 . Los movimientos de bienes o recursos mone- 
tarios que aun promovidos por el Estado u otros En­
tes pûblicos, no reunen ciertas caracterîsticas que 
los cualifiquen como hacendîsticos.
(118) SAINZ DE BUJANDA, F.: "Sistema de Derecho Financiero... 
etc.", pag. 31.
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Para determinar los contornos de la actividad 
financiera puede partirse de la definiciôn de Ha —  
cienda pûblica contenida en la Ley General Presu —  
puestaria (119), al disponer, en su articule 2 2 ;
"La Hacienda pûblica, a los efectos de esta Ley, es 
ta constituida por el conjunto de derechos y obliga 
clones de contenido econômico cuya titularidad co - 
rresponde al Estado o a sus Organismes autônomos".- 
Como podemos apreciar, parte de la consideraciôn —  
del aspecto objetivo de la Hacienda pûblica, dere—  
chos y obligaciones, y se limita al Estado y a sus- 
Organismos autônomos.
Partiendo de este aspecto objetivo puede 11e- 
garse a delimitar, siquiera sea aproximadamente, el 
campo de la actividad financiera dentro de los limi 
tes que han quedado apuntados. Efectivamente, ese - 
conjunto de derechos y obligaciones nacen y se ex—  
tinguen en una gran mayorîa de los casos mediante - 
una actuaciôn determinada. Esta actuaciôn,conjunto- 
de actos, van a constituir el aspecto funcional de 
la Hacienda y, en definitive, la actividad financie
ra de la Administraciôn Central e Institucional del 
Estado. Extrapolando los conceptos a que hemos he—
(119) Ley General Presupuestaria, 11/1977, de 4 de Enero.
98
cho r e f e r e n d a  a las Comunidades Autonomas, Entes - 
Preautonomicos y Corporaciones locales pueden ex —  
traerse conclusiones validas sobre los limites de - 
esta actividad de la que podria decirse consiste en 
el conjunto de actuaciones de las cuales se derivan 
derechos y obligaciones de contenido econômico y la 
extinciôn de los mismos, cuya titularidad correspon 
de al Estado, Organismos autônomos, Comunidades au- 
tônomas. Entes preautonômicos y Corporaciones loca­
les .
Partiendo del objeto al que ha de referirse el 
control de la Hacienda pûblica el cual puede ser re 
ferido a la actividad financiera, o aspecto funcio­
nal de aquella, puede afirmarse que dicha actividad 
debe concretarse en très âmbitos o esteras que abar 
can un conjunto de entes los cuales administran de 
una u otra forma los caudales pûblicos (120). Estos
(120) FABRE, F.F. y ALBINANA, C.: "El Control de la Hacienda- 
Pûblica", Madrid 1971, pag. 19* Estos autores han es - 
crito:
"A este respecte se pueden distinguir très ambitos - 
o esteras de control:
El primero comprende los servicios pûblicos someti - 
dos a las normas de la contabilidad pûblica: servicio - 
del Estado, entidades locales, establecimientos pûbli - 
COS de caracter administrative (Facultades, servicios - 
de "Habitations à loyer modéré"), establecimientos pû - 
blicos de caracter industrial y comercial dotados de un 
agente contable (p.e.: el Fonde de Orientaciôn y de Re-
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très âmbitos estân contemplados en la Ley General - 
Presupuestaria al referirse a los entes que han de
gulacion de Mercados Agrîcolas). Los contables de estos 
servicios estân sometidos a la jurisdiccion del Tribu - 
nal de Cuentas.
La segunda estera de control es la correspondiente a 
los servicios y "Empresas pûblicas" que quedan tuera de 
las normas de la contabilidad pûblica. Se trata aqui de 
sociedades de prevision que desempenan un servicio pû - 
blico (las Cajas de la Seguridad Social), o bien de es­
tablecimientos pûblicos de caracter industrial o comer­
cial que carecen de un agente contable (como la "elec - 
tricidad de Francia"), de empresas nacionales que asu - 
men los riesgos de una explotacion comercial o indus —  
trial normal (como la "Régie Renault" o el Banco Nacio- 
nal de Paris) o de sociedades de economia mixta que lie 
ven a cabo un servicio de interés general (la S.N.C.F.7 
0 una explotacion normal (por ejemplo, la Union General 
Cinematogrâfica). Todos estos organismos estân particu 
larmente sometidos de pleno derecho, bien a un control- 
administrativo -pero no jurisdiccional- por parte del - 
Tribunal de Cuentas, o bien al control de la Comision - 
de Verificacion de las Cuentas de las Empresas Pûblicas
La tercera estera de control atecta a los organismos 
de cualquier naturaleza -sociedades, asociaciones, or - 
ganismos "sui generis"- que se benetician de alguna —  
forma del concurso financiero de una persona juridica - 
de derecho pûblico: determinados cuerpos de control, 
particularmente el Tribunal de Cuentas, tienen derecho 
a llevar a cabo investigaciones en el seno de estos or­
ganismos, siempre que se considéré necesario.
(121) Art. 16.2 L.G.P.:
"La funcion interventora tiene por objeto controlar to­
dos los actos de la Administracion del Estado y de sus-
lûO
ser controlados a través de las distintas modalida­
des del control (121).
Segûn BALLESTEROS (122): "La actividad finan - 
ciera comienza en el momento en que el Estado se —  
apropia las riquezas o bienes producidos por las de 
mas economias y los convierte en ingresos para aten 
der los gastos que le causarâ cumplir su deber de -
Organismos autônomos, que den lugar al reconocimiento - 
de derechos y obligaciones de contenido econômico, asi- 
como los ingresos y pagos que de ellos se deriven, y la 
recaudaciôn, inversiôn o aplicaciôn en general de los - 
caudales pûblicos, con el fin de asegurar que la admi - 
nistraciôn de la Hacienda Pûblica se ajuste a las dispo 
siciones aplicables a cada caso".
Art. 17.1 L.G.P.:
"El control de caracter financiero se ejercerâ por - 
la Intervenciôn General de la Administraciôn del Estado 
de conformidad con lo prevenido en cada caso respecto a 
los servicios, Organismos autônomos y Sociedades estata 
les, para comprobar su funcionamiento en el aspecto eco 
nômico-financiero y conforme a las disposiciones y di - 
rectrices que les rijan".
Art. 18 L.G.P.:
"En cuanto a las Sociedades mercantiles, empresas, - 
entidades y particulares por razon de las subvenciones- 
corrientes, crédites, avales y demâs ayudas del Estado- 
o de sus Organismos autônomos o de otro modo concedidas 
con cargo a los Presupuestos Générales del Estado, el - 
control de caracter financiero podrâ ejercerse en la —  
forma que se hubiere establecido 0 se estableciere en - 
cada caso con independencia de las funeiones intervento 
ras que se regulan en la présente Ley.
(122) BALLESTEROS, "Hacienda Pûblica", pag. 8, citado por —  
SAINZ DE BUJANDA, en Ob.cit., pag. 32.
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atender a las necesidades pûblicas; termina cuando 
el ingreso pûblico se ha convertido en servicio pû­
blico o medio de satisfacer la necesidad; queda ya 
fuera todo lo que se refiere a la satisfacciôn de - 
la necesidad y a la utilizaciôn del medio o servi - 
cio creado. Ello cierra el ciclo del fenômeno finan 
c iero .
SAINZ DE BÜJANDA (123) concrete las afirmacio- 
nes anteriores diciendo que no ha de entenderse que 
el Estado se apropia, en una primera fase, los bie­
nes o riquezas que después convierte en efectivo; - 
por el contrario, uno de los rasgos mas caracteriza 
dores de las haciendas contemporâneas consiste pre- 
cisamente en la elimitaciôn, casi total, de las en- 
tregas "in nature" y en su sustituciôn por preste - 
ciones coactivas que los sujetos han de satisfacer 
en dinero; y tampoco ha de creerse que la conver —  
siôn en servicios pûblicos de los recursos moneta - 
rios obtenidos forma propiamente parte de la activi 
dad financiera; esta ûltima se agota cuando el ente 
pûblico aplica -mediante procedimientos de ordena - 
ciôn de gastos y pagos- los recursos obtenidos a 
cancelar las obligaciones asumidas en el despliegue
(123) SAINZ DE BUJANDA, F.: "Sistemas de Derecho Financière,, 
etc", pag. 32.
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de sus funeiones. Afirma asimismo este autor, que - 
la actividad financiera se cualifica.por la concu - 
rrencia de las siguientes notas:
1) Es desplegada por el Estado o por otro ente 
pûblico dotado de poder y de competencia financie - 
ros ;
2) Da origen a un proceso ingreso-gasto, nor—  
malmente consistente en un flujo de recursos dinera 
rios;
3) El dinero que se maneja entra y sale en las 
cajas pûblicas y genera los pertinentes asientos —  
contables, y
4) Es indiferente la finalidad u objetivo —co- 
bertura del coste de servicios para la satisfacciôn 
de necesidades, redistribuciôn de la riqueza y de - 
la renta o adopciôn de medidas compensatorias—  ha - 
cia el que ese movimiento de fondes se dirija.
Quizâ sea este el momento de indicar que los - 
entes pûblicos con poder y competencia financieros- 
no tienen por que circunscribirse a los Departamen- 
tos financieros (Ministerio de Hacienda en el Esta-
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do, Consejero de Hacienda en las Comunidades Autono 
mas, Servicios de Hacienda en las Corporaciones lo­
cales, etc), por el contrario, habremos de enten —  
der que se encuentran extendidos por todos los amb£ 
tos de estas administraciones organos con competen­
cia financiera (124). Segûn ALLEGRETTI (125), a —  
efectos de determinar que debe entenderse por Ha -- 
cienda pûblica en la acepcion ahora considerada, he 
mos de advertir que existe una plurisubjetividad f^ 
nanciera, es decir, una pluralidad de organos finan 
cieros dentro de cada ente pûblico, y de modo partie 
cular en el Estado.
Si bien la determinaciôn individual de estos - 
organos, a priori, puede ser dificil y no ofrecer - 
gran utilidad el esfuerzo, no présenta grandes difi 
cultades determinar a los organos citados analizan- 
do los efectos de las competencias ejercidas por —  
los mismos en cada caso concreto. Nos encontraremos
(124) VICENTE ARCHE, F.: Afirma en este sentido: "En cuanto - 
organizacion, la Hacienda pûblica es una institucion u- 
ordenamiento que se encuadra en el seno del mas amplio 
y complejo ordenamiento jurîdico que es el Estado,* del- 
cual forma parte..." En la Hacienda pûblica espanola en 
el ûltimo tercio del siglo XIX: un analisis juridico —  
constitucional. Valencia 1972, pag. 97 ss.
(125) ALLEGRETTI, II Governo délia Finanza Pubblica, pag.32 - 
36.
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con un ôrgano con competencia financiera, cualquie- 
ra que sea el sector de la Administraciôn en que se 
encuentre, siempre que sus actos puedan dar origen 
al nacimiento de derechos u obligaciones de conteni 
do econômico, o sean decisorios en los procedimien­
tos de obtenciôn de recursos derivados de aquellos 
derechos o en los procedimientos de extinciôn de —  
aquellas obligaciones. Evidentemente, estos ôrganos 
deberân estar encuadrados dentro del Sector pûblico 
y la titularidad de los derechos y obligaciones ha 
de corresponder a un ente con personalidad juridica 
de los que componen este Sector.
Para FERREIRO LAPAZTA (126) "el Sector pûblico 
ampliamente definido..., constituye el sujeto acti- 
vo de la actividad financiera".
Pero de nuevo nos encontramos con que el pri - 
mer problema que plantea el Sector pûblico es el de 
su delimitaciôn, tarea no exenta de dificultades pa 
ra la cual puede partirse de las ideas expuestas —  
por FÜENTES QÜINTANA segûn el cual al fijarnos en - 
una Economia Nacional, podemos preguntarnos ^.quién- 
administra los recursos escasos de la misma? o lo -
(126) FERREIRO LAPAZTA, J.J.: "Curso de Derecho Financiero" , 
3- edic. Madrid 1978, pag. 25.
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que es lo mismo <?quien decide lo que ha de producir 
se, con que medios y para quién? La respuesta a e£ 
tas cuestiones se hace en la actualidad a través de 
dos métodos principales:
a) Mediante el MERCADO.
b) Mediante la AUTORIDAD.
Si las elecciones sociales se determinan por - 
el principle de la lôgica del Mercado, son los pre- 
cios el Indice que marca la necesidad de los bie -- 
nés.
Si el método de elecciôn es decidido por la —  
Autoridad, es la organizacion gubernamental la que 
impone las respuestas a las preguntas que se haclan 
al principle.
Para este autor, es dificil encontrar sistemas 
econômicos totalmente "pures" en este sentido. Nor- 
malmente predominarâ uno de los dos métodos de elec 
ciôn con mas o menos intensidad pero sin anular to­
talmente al otro. Si prédomina el mercado nos encon 
trames ante un sistema econômico denominado de eco­
nomia de mercado. Por el contrario, si las decisio 
nés de la Autoridad predominan sobre las elecciones
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coordinadas por el Mercado debemos hablar de siste­
ma de planificacion centralizada.
También se pueden clasificar los sistemas eco­
nomicos mediante otra perspectiva: quien tiene la - 
propiedad de los medios de produccion. Si prevalece 
la propiedad privada, se denomina sistema capitalis 
ta, si prédomina la propiedad publica se habla de - 
socialisme.
Coordinando ambos criterios, se obtienen cua - 
tro tipos de sistemas economicos, en los que se con 
cede diverse importancia a las decisiones emanadas- 
de la autoridad y a la propiedad publica de los me­
dios de produccion. Se llega asi al concepto de eco 
nomia publica como el conjunto de decisiones econo­
micas que tienen su origen en las elecciones reali- 
zadas por la autoridad e impuestas por coaccion,den 
tro de un marco de relaciones de propiedad de los - 
medios de produccion.
Como es lôgico, la dimension de esa economia - 
pûblica sera muy distinta segûn el tipo de sistema 
econômico de que se trate.
Hay que hacer constar, asimismo, que en una —
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Economia Nacional, junto a la administracion de los 
recursos escasos originada en la ECONOMIA PUBLICA y 
determinada por la COACCION que ejerce la autoridad 
existen ademas otras dos unidades economicas con el 
comûn denominador de que sus elecciones se rigen - 
por el MERCADO. Estas son:
Las EMPRESAS o medios de produc - 
cion,
ECONOMIA PRIVADA i Las FAMILIAS o INSTITUCIONES SIN-
: FINES DE LUCRO o MEDIOS DE CONSU- 
, MO.
Se ve, por lo tanto, que los dos principios in 
formantes de las economias publica y privada son di 
ferentes, pero de aqui no puede derivarse la idea - 
de que la demarcaciôn entre ambas sea tajante por - 
que es posible que organismos pûblicos utilicen el 
mercado y como consecuencia distorsionen la separa- 
ciôn antes indicada. Entre la economia pûblica y -- 
privada, existe una "zona" en la que la adscripciôn 
a una u otra es dificil y depende del criterio que- 
se adopte.
Para analizar dicha zona, siguiendo al profe -
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ECONOMIAS FAMILIARES E 
INSTITUCIONES SIN FINES DE LU - 
CRO.
Parece poco dudoso el encuadramiento dentro de 
la economia pûblica del apartado Estado. En este 
grupo deben considerarse incluldas las Comunidades- 
autonomas y Corporaciones locales.
Las empresas privadas y las economias familia- 
res e instituciones sin fines de lucro, estân clara 
mente delimitadas dentro de la economia privada. La 
duda en la asignacion a uno u otro bloque, se en —
(127) FÜENTES QUINTANA, E.: "Lecciones de Hacienda Pûblica",- 
Madrid 1968, pag. 76.
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cuentra tan solo en el epigrafe de las empresas pû­
blicas cuyas decisiones participan del imperio de 
la autoridad y de la lôgica del mercado. Incluyendo 
la zona de confluencia dentro de la economia priva­
da, nos encontraremos ante un concepto de Sector pu 
blico restringido (como sujeto de la economia pûbli 
ca), criterio seguido por los sistemas de Contabili 
dad Nacional, limitando dicho Sector al campo de —  
las decisiones adoptadas por la autoridad politica, 
excluyendo por consiguiente cualquier vestigio del 
principle de mercado.
Por el contrario, si se atiende al origen de 
las decisiones econômicas y a su control posterior, 
deberia incluirse la zona de confluencia, pues es - 
obvio que las decisiones de las empresas pûblicas - 
tienen su origen, en muchos casos, fuera del marco- 
de la lôgica de mercado.
De todo lo anterior se deduce que el término - 
"Sector pûblico" tiene desde un punto de vista aca- 
démico dos acepciones diferenciadas, que impiden —  
que al descender a la definiciôn de "Sector pûbli - 
co" en un determinado pais, se realice una délimita 
ciôn précisa del mismo, que sea homogénea con la de 
limitaciôn realizada en otros.
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En el caso espanol, distintas voces autoriza - 
das lamentaban esta falta de definiciôn del Sector- 
pûblico y la dificultad que tal empeno comportaba.- 
Entre ellas la del Banco Mundial en cuyo informe,en 
1962, se decia:
"Quizâ sea en Espana mas dificil que en otros- 
paises delimitar dônde termina el Sector pûblico y- 
empieza el Sector privado. Muchas entidades pûbli - 
cas realizan funeiones que son similares a las de - 
los sectores privado y financiero y compiten con —  
ellos. Hay muchas Empresas pûblicas que actuan en - 
la economia de mercado y entidades oficiales de cré 
dito que actûan en el Sector financiero".
La delimitaciôn del Sector pûblico en Espana , 
se acordô con la creaciôn de la Ponencia sobre cuen 
tas econômicas de las Administraciones pûblicas, -- 
constituida por Orden ministerial de 7 de febrero - 
de 1966, la cual, dada la diversidad de entes in —  
cluidos en el Sector pûblico y la distinta naturale 
za de las operaciones realizadas por los mismos,pro 
cediô a dividir el Sfector pûblico espanol en très - 




- Instituciones financières pûblicas,
comprendiéndose dentro de cada una de ellas los 
agentes que tuvieran comportamientos anâlogos en la 
forma que se indica:
Las Administraciones pûblicas abarcan el con - 
junto de Departamentos, Organismos y Servicios que, 
a escala nacional o local, tienen atribulda una ex- 
tensa gama de actividades, como son, por ejemplo: - 
la administraciôn; la defense; la culture, la educa 
ciôn y otros servicios sociales; los servicios de - 
carreteras, de sanidad y otros de caracter comunita 
rio, asi como el fomento del desarrollo y bienestar 
econômicos. Todos los Departamentos, Organismos y - 
unidades gubernamentales incluidas lo son con inde­
pendencia del tratamiento contable de las operacio­
nes que realicen y, por tanto, sin tener en cuenta- 
si su financiaciôn es con cargo a presupuestos or - 
dinarios o especiales, o por fondos extrapresupues- 
tarios.
(128) Intervenciôn General de la Administraciôn del Estado, —  
"Cuentas de las Administraciones Pûblicas", ano 1965.
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Su actividad esta caracterizada principalmente
por :
- Organizar para la sociedad aquellos servi -- 
clos comunes que habitualmente no son objeto de 
transacciones, y que de otro modo no podrian propor 
cionarse eficaz y econômicamente.
- Administrai el Estado y la politica economi- 
co-social de la comunidad.
En base a estos principles el Sector de las Ad 
ministraciones pûblicas (Gobierno general en la ter 
minologia anglosajona), que constituirâ uno de los 
Sectores de la Contabilidad Nacional, estarâ inte - 
grado en Espana por los siguientes subsectores:
1. Gobierno Central.
1.1. Estado (Excepte los servicios de Ce -- 
rreos, Telecomunicacion, Caja Postal - 
de Ahorros, Radiodifusiôn y Television)
1.2. Organismes autonomes de carâcter admi­
nistrative .
2. Gobierno Local (Corporaciones Locales).
3. Gobierno autonomico (Comunidades Autônomas)
4. Organismes de la Seguridad Social.
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Las empresas pûblicas comprenden todos los or­
ganismes, servicios o empresas que son propiedad to 
tal o principal de los poderes publicos o estan ba- 
jo el elective control de los mismos, y cuya activ^ 
dad esta orientada a la produccion de bienes de ser 
vicies destinados a ser vendidos a precios que, por 
lo general, tiendan a cubrir sus costes de produc - 
cion.
Quedaran integrados en este subsector:
- Los servicios de carâcter comercial, inclui- 
dos dentro de los presupuestos générales del Esta - 
d o .
- Los organismes autonomes que realizan opera- 
ciones comerciales o de produccion de bienes y ser­
vicios .
Las empresas del Estado que, sin estar inclui- 
das dentro del regimen juridico de Organismes auto­
nomes, no estan constituidas en forma de sociedad.
- Las empresas nacionales, considerandose come 
tales las sociedades anonimas creadas por el Estado, 
o por Organismes autonomes para la realizaciôn direc
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ta de actividades predominantemente econômicas, —  
cuando el Estado detente, directa o indirectamente, 
la totalidad de las acciones o una participaciôn en 
el capital social del 50 por 100 o superior. Tarn —  
bien se consideran Empresas nacionales aquellas so­
ciedades en las que, siendo la participaciôn esta - 
tal minoritaria, estân controladas a causa de la te 
nencia por parte del Estado, de sus Organismes y em 
presas de acciones preferentes (por ejemplo, FEFA - 
SA), o bien por poderse ejercer el control estatal- 
de forma indirecta, a través de las participaciones 
accionarias de Empresas nacionales (por ejemplo: 
AVIACION Y COMERCIO, S.A.).
- Los Servicios y Empresas municipalizadas.
- Las Empresas privadas, sobre las que el po - 
der publico ejerce un efectivo control, tales como- 
la Compania Telefonica Nacional de Espana, S.A., —  
Tabacalera, S.A., y la Compania Arrendataria del Mo 
nopolio de Petrôleos, S.A., y que por tante deben - 
incluirse en el subsector Empresas pûblicas.
- Las Instituciones financieras pûblicas inte- 
gradas por la Autoridad monetaria: Banco de Espana.
115
- Otras instituciones financieras: Caja Postal 
de Ahorros, Institute de Crédite Oficial, Institu - 
ciones Oficiales de Crédite.
Este subsector abarca los organismes que son - 
propiedad o se encuentran bajo el control del poder 
publico, y cuya finalidad principal es realizar ope 
raciones financieras sobre actives y pasivos bajo - 
las directrices del Gobierno.
En la situacion actual de la delimitacion del 
Sector publico espanol siguen vigentes 1er princi - 
pies establecidos en las citadas Ponencias y las mq 
dificaciones delimitativas vienen determinadas por 
la creacion de nuevos entes y supresiôn de algunos- 
de los existentes.
En el ordenamiento juridico vigente, existen - 
multitud de preceptos que hacen referencia al térmq 
no Sector publico, a pesar de elle, llama la aten - 
ciôn el observer que en ninguno se da una défini —  
ciôn Clara de lo que es el Sector publico, cuâles - 
son sus limites y qué Organismes, Entidades y Agen­
tes estân incluidos en dicho Sector.
La Ley General Presupuestaria, se refiere con-
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cretamente al Sector publico en su articulo 139,diq 
poniendo:
"Uno.- A efectos de Contabilidad Nacional, el- 
Sector publico se dividira en los subsectores si —  
guientes:
a) Administraciones Pûblicas, incluida la Segu 
ridad Social,
b) Empresas pûblicas,
c) Instituciones financieras pûblicas.
Dos.- El Ministerio de Hacienda clasificara
las entidades incluidas en el Sector pûblico segûn- 
las definiciones admitidas en terminosde Contabili­
dad Nacional.
Tres.- Las Entidades a que se refiere el parra 
fo anterior proporcionaran al Ministerio de Hacien­
da la colaboracion e informacion necesarias para la 
elaboraciôn de las cuentas econômicas del Sector pu 
blico conforme al Sistema Integrado de Cuentas Na - 
cionales de Espana".
Como podemos apreciar, la Ley General Presu —  
puestaria indica las rûbricas de los tres subsecto­
res que componen el Sector pûblico pero no senala - 
qué antes se van a incluir en cada uno de esos sub­
sectores. Del articulado de la Ley, a pesar de que-
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en multiples preceptos se hace referencia al termi­
ne Sector pûblico, da por supuesto el contenido y - 
la delimitacion del mismo con base en criterios ecq 
nômicos y se adapta, en su clasificaciôn, a lo acor 
dado por'la Ponencia de Cuentas Economicas de las 
Administraciones Pûblicas a que haciamos referen —  
c i a .
No obstante lo anterior, si analizamos sistema 
ticamente sus preceptos podriamos llegar a tener 
una idea aproximada de lo que la Ley General Presu­
puestaria entiende por Sector pûblico espanol. Efec 
tivamente, el articulo 139, uno, a), se refiere a - 
las Administraciones pûblicas, incluida la Seguri - 
dad Social. Dentro de este subsector cabe citar a - 
los siguientes Agentes:
- Estado:
Que comprenderia el conjunto de operaciones -- 
que se deberian incluir en la Cuenta de la Adminis- 
traciôn General del Estado. Segûn el art. 133.1, de 
la Ley General Presupuestaria, esta Cuenta compren- 
derâ todas las operaciones presupuestarias, patrimo 
niales y de tesoreria llevadas a cabo durante el 
ejercicio, y se encuentra dividida en diferentes —  
partes.
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- Organismes autonomes de carâcter administra­
tive :
Es este un concepto residual que incluirâ a —  
todos los Organismes autonomes que no hayan side —  
clasificados por el Gobierno, de conformidad con lo 
establecido en el articule 83 de la Ley General Pre 
supuestaria, como Organismes autonomes de carâcter- 
comercial, industrial, financière o anâlogo.
- Corporaciones Locales:
Estas Corporaciones estân excluidas del âmbito 
de aplicaciôn de la Ley General Presupuestaria pero 
segun el punto II de su Exposiciôn de Motives, no - 
por elle deja de considerarse estân integradas en 
las Administraciones pûblicas espanolas, ni se des- 
conocen sus interrelaciones financieras con el Esta 
do en aspectos que son esenciales a la organizaciôn 
comportamiento y control del Sector pûblico.
- Seguridad Social:
Se cita expresamente la inclusion de la Segu­
ridad Social dentro de las Administraciones pûbli—  
cas, (articulo 139.1.a) a efectos de Contabilidad - 
nacional.
Habrâ que incluir en este subsector a las Comu
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nidades autônomas.
El mismo articulo 139.1, en sus apartados b) y
c ) senala como subsectores del Sector pûblico a las 
Empresas pûblicas y a las Instituciones financieras 
pûblicas.
Ambos subsectores se diferencian por el objeto 
social de los Agentes incluidos en los mismos, aho- 
ra bien, desde el punto de vista juridico estos 
Agentes en la mayoria de los casos se configurarân:
- Como Organismo autônomo de carâcter comer —  
cial, industrial, financière o anâlogo, previsto en 
el articulo 4.b) de la Ley General Presupuestaria , 
y siempre que hayan sido clasificados con tal carâc 
ter de acuerdo con lo preceptuado en el articulo 83 
de la misma, o
- Como Sociedades estatales definidas en el ar 
ticulo 6 de la Ley General Presupuestaria: con un - 
doble concepto:
a) Las sociedades mercantiles en cuyo capital 
sea mayoritaria la participaciôn del Estado o de —  
sus Organismes autônomos, y
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b) Las entidades de Derecho pûblico con perso- 
nalidad juridica que por Ley hayan de ajuster sus - 
actividades al Ordenamiento juridico privado,
Como podemos apreciar, la Ley General Presu —  
puestaria clasifica el Sector desde la perspectiva- 
de las cuentas econômicas y acepta las definiciones 
admitidas en termines de Contabilidad nacional.
Por otra parte, analiza y define, a efectos —  
presupuestarios, los Agentes, entre los que se en - 
cuentran las Sociedades estatales, concepto mas req 
tringido que el de Empresas pûblicas a que se refie 
re su articulo 139;- Ello implica que existen deter- 
minados entes incluidos en las cuentas de Empresas 
pûblicas (termines de Contabilidad nacional) que no 
se han tenido en consideraciôn por el resto del ar­
ticulado de la Ley, tales como, por ejemplo, la Corn 
pahia Telefônica Nacional de Espana.
Al Sector pûblico se refiere la Constituciôn - 
espanola en el articulo 134.2 al disponer: "Los pre 
supuestos générales del Estado tendrân carâcter 
anual, incluirân la totalidad de los gastos e ingre 
SOS del Sector pûblico estatal y en ellos se consig 
narâ el importe de los beneficios fiscales que afec
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tan a los tributos del Estado".
La Constituciôn se refiere al Sector publico - 
dando por supuesta la definiciôn del concepto asi - 
como el âmbito y el contenido del mismo. Es decir,- 
no aporta ninguna referencia delimitadora de lo que 
pueda constituir el conjunto de entes incluidos en 
el Sector publico.
También se refiere la Constituciôn espanola al 
Sector publico en el articulo 13 6.1 disponiendo:
"El Tribunal de Cuentas es el supremo ôrgano fisca- 
lizador de las cuentas y de la gestiôn econômica —  
del Estado, asi como del Sector pûblico". Aqui tam 
bien se da por definido el concepto y tenemos que - 
acudir a la disposiciôn que desarrolla este precep- 
to para encontrar, de forma clara y précisa, la de- 
limitaciôn del Sector pûblico espanol. Efectivamen- 
te, la Ley Orgânica del Tribunal de Cuentas, de 12 
de mayo de 1982, hace referencia al concepto que 
nos ocupa en los siguientes termines:
a) Exposiciôn de Motives: La Constituciôn con­
figura al Tribunal de Cuentas como el ôrgano de con 
trol de las Administraciones pûblicas, de las Empre 
sas pûblicas y de las demâs entidades e institucio-
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nés que integran el Sector pûblico o que participan
en Ja Administraciôn o en el empleo de los caudales-
y efectos pûblicos.
b ) Articulo 4 2 ; Integran el Sector pûblico;
1) La Administraciôn del Estado,
2) Las Comunidades autônomas,
3) Las Corporaciones locales,
4) Las entidades gestoras de la Seguridad So - 
cial,
5) Los Organismes autônomos,
6) Las sociedades estatales y demâs empresas -
pûblicas.
2.1.3. Su relaciôn con la legalidad financiera.
Introducir el concepto de actividad financiera 
en el présente trabajo tiene el propôsito de utili- 
zarlo como elemento delimitador de la legalidad fi­
nanciera que serâ analizada desde la perspectiva —  
del principle de legalidad en relaciôn con la vali­
dez del acte administrative.
Ya dejâbamos apuntado que la actividad finan - 
ciera, previamente delimitada, séria un instrumente
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eficaz para fijar los limites del ordenamiento fi -
nanciero, lo cual es équivalente a determinar los -
limites de la legalidad financiera.
*
Sin ser nuestro propôsito enfrentarnos con el 
problema de la delimitaciôn del Derecho financière, 
cuestiôn esta tratada ampliamente por los autores - 
estudiosos de esta disciplina juridica, es lo cier- 
to que nos va a servir de guia para determinar el - 
alcance del principle de legalidad financiera como 
presupuesto de validez del acte administrative. 
Quiere ello decir que en la realizaciôn de nuestro 
trabajo, forzosamente tendremos que referirnos a 
una legalidad, la financiera, y esta deberâ ser la 
referida a un determinado objeto, que deberâ coincq 
dir con mayores o menores matizaciones con la acti­
vidad financiera.
2.2. EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD FINANCIERA Y EL PRIN 
CIPIO DE RESERVA DE L E Y .
En la Secciôn anterior hemos dejade apuntadas 
las condiciones minimas que debe cumplir la actua - 
ciôn administrativa para que se desarrolle dentro - 
de los cânones del principle de legalidad. Este
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principle, que se ubica en el campe de las relacio- 
nes de la Administraciôn con el Ordenamiento juridi 
ce,, considerado como unidad, implica que la actua - 
ciôn administrativa deberâ someterse en todo memen­
to al ordenamiento vigente, entendido este en su tq 
talidad. Deberâ, asimismo, observar un respeto ab­
solute a la jerarquia de las fuentes y la autoridad 
administrativa deberâ respetar, en su actuaciôn sin 
gularizada, las normas générales previamente dicta- 
das por ella misma o por autoridad inferior. El - - 
principle de legalidad implica, por otra parte, la 
atribuciôn expresa de potestades de forma concreta- 
y determinada, atribuciôn de potestades que podrâ - 
hacerse por normas con range de ley formai o a tra­
vés de normas extralegales.
Al principle de legalidad financiera, en prin­
ciple, pueden aplicârsele las afirmaciones que han 
quedado apuntadas, puesto que la actividad financie 
ra, aunque sea considerada una actividad muy espe - 
cial (129) dentro de la actividad administrativa no
(129) ALBINANA GARCIA-QUINTANA, C.: "Derecho Financière y Tri 
butario", Escuela de Inspecciôn Financiera y Tributa - 
ria, Madrid 1979, pâg. 34-35, ha escrito;
"Al profesor Calvo Ortega se debe la ûnica aporta —  
cion sobre definiciôn de los principles juridicos pro - 
pies del Derecho financière. Su fundamentacion se basa-
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por ello debe quedar al margen de los postulados de 
este principle, antes al contrario, dadas las pecu- 
liaridades de esta actividad, su incidencia basica 
en el cumplimiento de las necesidades colectivas,en 
las economias privadas y, en suma, en la justicia - 
econômica y social, el principle de legalidad finan 
ciera se debe articular, incluse, con mayor rigor - 
que en el resto de la actividad administrativa.
Un primer aspecto a considerar en relaciôn con 
el principle de legalidad financiera es el de la cq 
nexiôn de este con el principle de reserva de ley,- 
el tratamiento que de ellos se ha hecho doctrinal—  
mente y las consecuencias que pueden sacarse del —  
analisis de los mismos. Para ello debemos partir - 
admitiendo la distinciôn existante entre reserva ma 
terial de ley y reserva formal o preferencia de 
ley. Segun la primera, la reserva queda plasmada -
en dos requisitos que el profesor Calvo Ortega estima - 
se dan en el Derecho financiero: uno, que las respecti- 
vas normas juridicas disciplinan una zona de la activi­
dad social concreta; y otro, que tales normas juridicas 
estén presididas por principios juridicos propios.
El primer requisite de los que acaban de ser expues- 
tos se cumple en el Derecho financiero, opina el profe­
sor Calvo Ortega, pues "régula una clase de actividad - 
administrativa que no encaja en ninguno de los tipos de 
actividad administrativa acunados por la doctrina".Esta 
aseveracion esta respaldada por la doctrina y por cuan- 
to se viene exponiendo en el presente tema, pues se tra 
ta de la actividad financiera".
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en normas constitucionales. La materia reservada re 
sulta indisponible para el legislador ordinario, en 
el sentido de que no puede este abrir las materias- 
sujetas a la misma a la potestad reglamentaria en-- 
cuanto tal. La reserva formai o preferencia de ley, 
aparece cuando esta reserva se contiene en ley ordi 
naria o cuando, sin previa declaraciôn de quedar su 
jeta a reserva una materia, esta queda regulada por 
ley. De esta reserva o regulaciôn legal se dériva , 
en virtud del principle del "contrarius actus" y de 
su consecuencia, la congelaciôn de range normative 
y su disponibilidad por reglamento exige previa ha- 
bilitaciôn legal.
Para GARCIA TREVIJANO (130) por reserva de ley 
debe entenderse;
12. Materias que por mandate o costumbre cons- 
titucional no pueden regularse sine por ley formal. 
Asi la materia penal o la tributaria.
22. Materias que han de regularse por ley por- 
que por ley estân reguladas en el memento actual.
(130) GARCIA TREVIJANO: "Tratado de Derecho Administrativo" , 
Tomo I, Madrid 1968, pâg. 241.
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32. Materias que constitucionalmente se atribu 
yen a la competencia del poder legislative.
En el primer case, se protegen la propiedad y 
la libertad, en el ægundo la jerarquia de las nor - 
mas, en el tercero las reglas de competencia.
Para OTTO MAYER (131) "la reserva de ley es —  
una exclusion de la iniciativa del ejecutivo exis - 
tente para objetos especialmente senalados". Parte 
este autor de limitar la acciôn normativa del eje - 
cutivo en la regulaciôn de determinados objetos: 
"Sôlo para ciertos objetos particularmente importan 
tes se ha hecho de la ley constitucional una condi- 
ciôn indispensable de la actividad del Estado". Pa­
ra todos los otros casos, el poder ejecutivo queda- 
libre: obra en virtud de su fuerza propia y no en 
virtud de la ley.
Interesa resaltar, asimismo, que en el concep­
to de reserva de ley existe una ddole idea (132). -
(131) OTTO MAYER: "Derecho Administrativo Aleman", I, traduc. 
espanol. Ed. Depalma, Buenos Aires 1949, pag. 98.
(132) BAENA DEL ALCAZAR, M.: "Reserva de ley y potestad régla 
mentaria en la nueva constituciôn espanola", en "La —  
Constituciôn espanola y las fuentes del Derecho", Vol.I 
D.G.Contencioso, I.E.F., pàg. 288-293*
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Por una parte, desde el punto de vista politico, im 
plica una afirmacion de la competencia exclusiva 
del titular de la potestad legislativa para regular 
la materia reservada. De otra, la reserva de ley —  
conlleva la prohibicion de que se dicten, sobre la 
materia reservada, reglamentos independientes cons- 
tituyendo asi un limite a la potestad reglamentaria 
del Gobierno y, en su caso de la Administraciôn pû- 
blica. Ahora bien, el concepto al que nos venimos - 
refiriendo debe ser interpretado restrictivamente , 
dado su carâcter limitado y no general. Ello exige, 
en el caso de reserva material de ley, que esta sea 
afirmada expresamente por la Constituciôn. -No es su 
ficiente la expresiôn: "que una materia se regularâ 
por ley", sino que es précisa la expresiôn: "que 
una materia se regularâ sôlo por la ley (133). Te - 
niendo en cuenta cuanto antecede, si comparâmes los 
principios de legalidad y reserva de ley, podemos - 
deducir que nos encontramos ante dos circules con—  
céntricos, de los cuales, el mayor de ellos hace re
(133) El T.S. en sentencia de 7 de mayo de 1981, afirma:
"El principio de legalidad que se traduce en la "re­
serva absoluta" de la Ley no incide en disposiciones o- 
actos nacidos al mundo del Derecho con anterioridad al- 
momento en que la Constituciôn fué aprobada".
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ferencia a la competencia legislativa, que se pro - 
yecta en la practica en el principio de legalidad,- 
implicando, entre otras consecuencias, la prohibi - 
cion de dictar reglamentos contrarios a las leyes , 
pero una vez que se haya dictado la ley . El circu 
lo de menor superficie viene constituido por la re­
serva de ley que implica la prohibicion a la Admi - 
nistracion y al Gobierno de regular una materia me- 
diante reglamento, incluso antes de que se haya die 
tado la ley. Esta afirmacion puede predicarse de 
igual forma, respecto de determinado tipo de leyes, 
cuando el ordenamiento constitucional establece no 
solo una reserva para la regulaciôn precisamente 
por un determinado tipo de ley. Por ejemplo, mate - 
rias que deben ser reguladas por las leyes organi - 
cas previstas en el articulo 81 de la Constituciôn- 
(134).
(134) El T.S. afirma, en este sentido:
"Los posibles conflictos entre Ley Orgânica y Ley or 
dinaria han de resolverse distinguiendo en primer térmi 
no si la Ley ordinaria precede -como la Orgânica- de 
las Cortes Générales o si, por el contrario, émana del 
organo legislative de una Comunidad Autonoma.
"En el primer caso, dada la existencia de âmbitos re 
servados a cada tipo de Ley, solo se plantearâ el con - 
flicto si ambas Leyes inciden sobre una misma materia , 
en cuya hipootesis la Ley Orgânica habrâ de prevalecer- 
sobre la ordinaria, ya que no puede ser modificada por 
esta (articulo 81.2 C.E.)".
S. de 13 de febrero de 1.982.
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Tratando de extraer determinadas conclusiones 
de cuanto llevamos expuesto podemos distinguir:
12) Principio de reserva de ley formal o prefe 
rencia de ley: Al ser establecida esta reserva por 
ley ordinaria puede ser anulada por una ley poste - 
rior que dégrada la materia. A la larga esta reser­
va de ley corre siempre el riesgo de resolverse en 
el principio de jerarquia normativa y , por consi —  
guiente, en el principio de legalidad pura y simple 
mente.
22) Principio de reserva material de ley: Vie­
ne establecido por el ordenamiento constitucional y 
escapa a los limites del poder legislative que no - 
podra degradar el rango normative de la materia re­
servada sino es a través de la modificaciôn del - - 
texte constitucional. Efectivamente, la reserva ma ­
terial de ley lleva implicite la régla de competen­
cia basica establecida constitucionalmente. Esta re 
gla se encuentra dentro del principio de competen - 
cia el cual se enclava dentro de los principios de 
tipo politico. (135). La reserva material de ley in
(135) BAYON MARINE, F.: en "Aprobacion y control de los gas - 
tos pûblicos", Madrid 1972, pâg. 48, ha escrito: "El —  
principio de competencia se enclava ordinariamente en-
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dica un campo de competencies del Legislative en el 
cual no puede entrar el Gobierno con ninguna de sus 
formas de actuaciôn. La invasiôn de este campo por 
parte del Gobierno constituye un ataque a las re 
glas de competencia, materializadas constitucional­
mente, de acuerdo con los principios politicos que 
sirven de base a la estructura del Estado. Esta mis 
ma infracciôn se produciria si el Legislative tranq 
firiese sus funciones, mediante ley, en favor del- 
Ejecutivo cuando estas funciones estuviesen reserva 
das al primero en el texto constitucional a través 
de reserva material de ley. Ahora bien, si a pesar 
de existir la reserva material de ley, respecto de 
determinada materia, ésta se transfiere al Ejecuti­
vo en virtud de una ley, la actuaciôn del Ejecutivo 
sera valida y conforme a derecho y no se producirâ 
infracciôn del principio de legalidad por esta ac - 
tuaciôn hasta tanto la ley en virtud de la cual se 
produce la degradaciôn del rango normativo conserve 
su vigencia, si bien esta ley podrâ ser impugnada y
tre los principios de tipo politico, contraponiendo éq 
tos a los de orden economico y contable.= La relacidn- 
de competencia y estructura politica es tan évidente - 
que las definiciones de facultades y las atribuciones- 
de competencia que se realizan por las normas constitu 
cionales no hacen sino reflejar una situacion politica 
concreta de supremaçia".
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anulada con base en el vicio de inconstitucionali - 
dad de la misma. Es decir, tratando de resumir lo 
expuesto y sin perjuicio de lo que mas adelante se 
expone, podemos decir que en relaciôn con el princi 
pio de reserva de ley y el principio de legalidad - 
administrativa pueden senalarse:
- Principio de reserva material de ley: Puede
infringirse tanto por el Legislative como por el 
Ejecutivo, debido a que tanto el Legislative como - 
el Ejecutivo pueden dictar disposiciones que vayan- 
contra lo dispuesto en la Constituciôn referente a 
las materias reservadas a la ley. El primero, re - 
nunciando al ejercicio de determinadas competencias 
propias traspasândolas al Ejecutivo mediante ley, o 
regulando con leyes ordinarias materias reservadas 
para ser reguladas por leyes orgânicas, y el segun- 
do, invadiendo con su actuaciôn el campo de compe­
tencias atribuidas y reservadas para ser reguladas 
por el Legislative. En definitiva lo que esta en —  
juego es el principio de competencias a que aludia- 
m o s . Ahora bien, de esta actucrciôn..àiiti.j'.nridica se 
siguen diverses consecuencias segûn se trate de ac- 
tuaciones de uno u otro ôrgano del Estado.
Si actua el Législative, se lesiona el princi-
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cipio de competencia derivada de la reserva de Ley. 
No se lesiona el principio de legalidad administra­
tiva, a nuestro juicio, debido a que este principio 
lleva implicite el concurso de una actuaciôn admi - 
nistrativa. El recurso a interponer con defensa del 
ordenamiento juridico seria el de inconstitucionali 
dad ante el Tribunal Constitucional (136).
Si actua el Ejecutivo, se lesiona, simultanea- 
mente, el principio de reserva de ley, por invadir- 
el campo reservado a la competencia del Legislative 
y el principio de legalidad, por no cumplirse el —  
respeto absolute del ordenamiento juridico, no res- 
petarse la jerarquia de las normas juridicas o rea­
lizar actuaciones para las cuales no existe el co - 
rrespondiente precepto legal habilitante. Aqui los 
recursos a interponer varian segun se trate de ac - 
tos del Ejecutivo con fuerza de ley o reglamentos y 
actes administratives. En el primer caso, la via a 
seguir seria el recurso de inconstitucionalidad de 
las leyes (137), en el segundo, habrân de iniciarse
(136)(137) Articules 2.1.a) y 27 de la Ley Orgânica del Tribu 
nal Constitucional:
Art. 2.1.a):
"El Tribunal Constitucional conocerâ en los casos y en 
la forma que esta Ley détermina:
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recursos en via administrativa y jurisdiccional 
(138).
a) Del recurso y de la cuestion de inconstitucionalidad 
contra Leyes, Disposiciones normativas o actos con fuer 
za de Ley.
Art.27.1 :
"Mediante los procedimientos de declaraciôn de inconsti 
tucionalidad regulados en este titulo, el Tribunal Cons 
titucional garantiza la primacia de la Constituciôn y - 
enjuicia la conformidad o disconformidad con ella de —  
las Leyes, disposiciones o actos impugnados".
2. "Son susceptibles de declaraciôn de inconstituciona­
lidad :
a) Los Estatutos de Autonomia y las demâs Leyes orgâni­
cas .
b) Las demâs Leyes, disposiciones normativas y actos —  
del Estado con fuerza de Ley. En el caso de los Deere - 
tos legislativos, la competencia del Tribunal se- entien 
de sin perjuicio de lo previsto en el numéro seis del - 
articulo 82 de la Constituciôn.
c) Los tratados internacionales.
d) Los Reglamentos de las Câmaras y de las Cortes Géné­
rales.
e) Las Leyes, actos y disposiciones normativas con fuer 
za de Ley de las Comunidades Autônomas, con la misma —  
salvedad formulada en el apartado b) respecto a los ca­
sos de delegaciôn legislativa.
f) Los Reglamentos de las Asambleas legislativas de las 
Comunidades autônomas".
(138) Articulo 48 de la Ley de Procedimiento Administrativo;
1. Son anulables, utilizando los medios de fiscaliza —  
ciôn que se regulan en el Titulo V de esta Ley, los ac­
tos de la Administraciôn que incurran en cualquier in - 
fracciôn del ordenamiento juridico, incluso la desvia - 
ciôn de poder.
2. No obstante, el defecto de forma sôlo determinarâ la 
anulabilidad cuando el acto carezca de los requisitos - 
formales indispensables para alcanzar su fin o de lugar 
a la indefensiôn de los interesados.
Articulo 37.1, 39 y 83.2 de la Ley de Jurisdicciôn Con- 
tencioso Administrativa:
Art. 37.1:
"El recurso contencioso-admninistrativo serâ admisible- 
en relaciôn con las disposiciones y los actos admisibles
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- Principio de reserva formai de Ley: Sôlo pue
en relaciôn con las disposiciones y los actos de la Admi 
nistraciôn que no sean susceptibles de ulterior recurso- 
ordinario en via administrativa, ya sean definitives o - 
de trâmite, si estes deciden directa o indirectamente el 
fonde del asunto, de tal modo que pongan termine a aque- 
11a o hagan imposible o suspendan su continuaciôn".
El T.S. ha afirmado;
"La supuesta ilegalidad del Reglamento de 30 de enero de 
1956 (articulo 90.d), que el récurrente alega en su de - 
manda, es materia propia de la jurisdicciôn contencioso- 
administrativa, no, en modo alguno, de la constitucio - 
nal, ante la cual la validez de los Reglamentos, como de 
cualquier otro acto de poder, sôlo puede ser atacada en 
via de amparo en cuanto que aquellos violen alguno de 
los derechos consagrados en los articulos 14 a 29 y 30.2  
y no en razôn de la simple violaciôn del principio de le 
galidad, que tiene ciertamente rango constitucional (ar­
ticulo 9.3 de la Constituciôn), pero cuyo respeto debe - 
buscarse, en su caso, ante los Tribunales ordinarios". - 
(En Auto num. 25, de 30 de septiembre de I98O, Sala 2^ , 
Seccion 3-)*
Art. 39.1 :
"Las disposiciones de carâcter general que dictare la Ad 
ministraciôn del Estado, asi como las Entidades locales- 
y las Corporaciones e Instituciones pûblicas podrân ser 
impugnadas directamente ante la Jurisdicciôn Contencio—  
so-Administrativa, una vez aprobadas definitivamente en 
via administrativa.
2.También serâ admisible la impugnaciôn de los actos que 
se produjeren en aplicaciôn de las mismas, fundada en —  
que taies disposiciones no son conformes a Derecho.
3. No obstante, serân asimismo impugnables, en todo ca - 
so, las disposiciones de carâcter general que hubieren- 
de ser cumplidas por los administrados directamente, sin 
necesidad de un previo acto de requerimiento o sujeciôn- 
individual.
4. La falta de impugnaciôn directa de una disposiciôn —  
0 la desestimaciôn del recurso que frente a ella se hu - 
biere interpuesto no impedirân la impugnaciôn de los ac­
tos de aplicaciôn individual, fundada en el supuesto pre 
visto en el pârrafo 2.
Art.83.2:
"La sentencia estimarâ el recurso contencioso-administra 
tivo cuando el acto o la disposiciôn incurriere en cual­
quier forma de infracciôn del Ordenamiento juridico, in­
cluso la desviaciôn de poder".
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de ser infringido por el Ejecutivo. Ello es debido- 
a que el Legislative siempre podrâ eliminar la re - 
serva efectuada en una ley anterior a través de - - 
otra ley que disponga lo contrario. En el caso de - 
que el Ejecutivo infrinja este principio al regular 
materias reservadas a la ley o al realizar actuaciq 
nés singularizadas se produce, de acuerdo con lo an 
tes expuesto, una lesion simultânea de los princi - 
pios de reserva de ley y de legalidad.
- Principio de legalidad administrativa: Sôlo
puede ser infringido por el Ejecutivo porque este - 
principio se ubica en el campo de las relaciones de 
la Administraciôn con el derecho y, por tanto, tal 
infracciôn exige la actuaciôn de ésta (139).
Senalados estos conceptos y orientando nuestra 
atenciôn hacia el principio de legalidad financiera
(139) VILLAR EZCURRA, J.L.: "El principio de legalidad en la 
Ley General Presupuestaria, en R.E.D.A., n? 23, pag.581 
ha escrito: "El principio de legalidad significa, en —  
una primera aproxiraaciôn, la vinculacion de la actua —  
cion administrativa y de su propia conformacion (esto - 
es, el derecho regulador de su organizaciôn) a la Ley.- 
Pero también hace alusiôn, mas en concrete, a todo el - 
cûmulo de ideas aparentemente dispares entre si, como - 
pueden ser la jerarquia de las normas, el principio de 
normatividad previa (plusvalor de la norma frente al ac 
to) 0 la prohibiciôn de iniciar actuaciones materiales 
sin un acto decisorio que las autorice."
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se observa que este campo de la actividad adminis - 
.trativa esta en gran medida afectado por el princi­
ple de réserva material de ley. Como prueba de que 
ello es asi puede citarse que, en muchas ocasiones, 
en el estudio del principle de legalidad financiera 
se parte no de la indicaciôn de analogies o diferen 
cias de este con el principle de legalidad adminis­
trative sine de un tratamiento indiferenciado con - 
el principle de reserve de ley en el âmbito de la - 
actividad financiera. Interesa destacar que se de - 
dice mayor atenciôn a la vertiente de obtenciôn de- 
recursos, con detrimento de la atenciôn al campo - 
del geste publico o procedimiento de utilizaciôn de 
esos recursos.
Este principle, bâsico en el ordenamiento jurl 
dico-financiero, para SAINZ DE BUJANDA (140), surge 
en el medievo para asegurar la participaciôn de las 
fuerzas sociales en el establecimiento del impuesto 
y recobra su originaria significaciôn, enriquecida 
con nuevos elementos, en el llamado Estado de Dere- 
cho, très el decaimiento experimentado bajo el abso 
lutismo monârquico. En la vertiente del geste pûbli
(140) SAINZ DE BUJANDA, F.: "Hacienda y Derecho", Institute - 
de Estudios Politicos, Madrid 1975, Torao I, pâg. I96.
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C O  afirma este autor (141): "El derecho del Parla - 
mento a consentir los impuestos llevo, como conse - 
cuencia logica, el derecho a saber el motive por 
que se pedia el impuesto, y el derecho a saber cuéil 
serà el empleo que habrâ de darse al producto de —  
los mismos. Con el constitucionalismo decimononico- 
el principle de legalidad financiera, en su doble - 
vertiente de legalidad tributaria y de legalidad —  
presupuestaria, quedô definitivamente proclamado".
La unidad de tratamiento de los principles de 
legalidad y de réserva de ley que se mantiene, como 
veremos, en las dos vertientes citadas es muy fre - 
cuente en la doctrina.
2.2.1. Relaciôn con el principle de legalidad - tri 
butaria ^
El entronque del principle de legalidad tribu­
taria con el principle de réserva de ley es afirma- 
do por muchos estudiosos del derecho financière, en 
general, o tributario, en particular, partiendo de 
los textes constitucionales, o de leyes ordinarias.
(141) SAINZ DE BUJANDA, F.: "Notas de Derecho Financière", Se 
minario de Derecho Financière, Facultad de Derecho, Uni 
versidad de Madrid, Tone II, pâgs. 1323-1324.
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En este sentido FEREZ ROYO (142) se refiere 
unitarlamente, es decir, como si de uno solo se tra 
tase, a los principles de legalidad y réserva de 
ley al afirmar: "la funciôn actual del principle de 
legalidad o de réserva de ley en materia de estable 
cimiento de tributes". Asimismo, indica que la for- 
mulaciôn de tal principle se contiene en el articu­
le 31.3 de la Constituciôn, al disponer: "Solo po - 
drân establecerse prestaciones personales o patrimo 
niales con arreglo a una ley", llegando a las mis - 
mas conclusiones al referirse al principle de lega­
lidad tributaria en todos nuestros textes constitu­
cionales, desde 1820 a 1931. Hace referenda, este- 
autor a los siguientes textes constitucionales:
Constituciôn de 1812: "Las Certes establecerân 
o confirmarân anualmente las contribuciones, s e a n -  
directas o indirectas, générales, provinciales o mu 
nicipales, subsistiendo las antiguas, hasta que se 
publique su derogaciôn o la imposiciôn de otras" 
(articule 338).
(142) FEREZ ROYO, F.:"El principle de legalidad tributaria
en la Constitution", en Estudios sobre el proyecto de - 
Constitution, Centro de Estudios Constitucionales, pâg.
393-406.
140
Estatuto Real de 1834: "Con arreglo a la Ley - 
13, titulo VII, libro VI, de la Nueva Recopilacion, 
no se exigiran tributes ni contribuciones de ningu- 
na clase sin que a propuesta del Rey les hayan vota 
do las Cortes" (articule 34).
Constituciôn de 1837: "No podrân imponerse ni- 
cobrarse ninguna contribuciôn ni arbitrio, que no - 
esté autorizado por la Ley de Presupuestos u otra - 
especial" (articule 75).
Constituciôn.. de 1856 (no promulgada) : "No pue 
de el Gobierno, ni las Diputaciones provinciales,ni 
los Ayuntamientos, ni autoridad alguna, exigir ni - 
cobrar, ni les pueblos estan obligados a pagar, nin 
guna contribuciôn ni arbitrio que no esté aprobado 
por ley expresa" (articule 81).
Constituciôn de 1869: "Nadie esta obligado a - 
pagar contribuciôn que no haya side votada por las 
Cortes o por las Corporaciones populares legalmente 
autorizadas para imponerla, y cuya cobranza no se - 
haga en la forma prescrita por la ley" (articule 
15) .
Constituciôn de 1876: "Nadie esta obligada a -
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pagar contribuciôn que no esté votada por las Cor - 
tes o por las Corporaciones legalmente autorizadas 
para imponerla" (articule 3).
A le largo del estudio comentado mantiene esta 
identidad de conceptos y senala como novedad del —  
principle de legalidad tributaria en nuestro Dere - 
cho constitucional la extensiôn de su âmbito a la - 
-reglamentaciôn de las exenciones, le cual queda re 
servado a la ley per el articule 133.3 de la Consti 
tuciôn que dispone: "Todo bénéficié fiscal que afec 
te a los tributes del Estado deberâ establecerse —  
por ley". Esta inclusiôn supone que en el campo 
tributario se consagra, en virtud de este precepto, 
una réserva material de ley absolute.
Esta unidad conceptual relative a los princi - 
pies de reserve legal y de legalidad se observa tam 
bién en MATIAS CORTES (143) al afirmar: "Actualmen- 
te el principle de la legalidad esta consagrado en 
el Fuero de los Espanoles; asi el articule 9 esta—  
blece que nadie estera obligado a pagar tributes -- 
que no hayan side establecidos con arrèglo a la Ley
(143) CORTES DOMINGUEZ, M.: "Ordenamiento Tributario Espanol" 
L.G.T., 23 edic. pâg. 42.
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votada en Cortes". Del mismo modo mantiene esta —  
idea al referirse a la Ley General Tributaria citan 
do como ejemplos de este texto legal, entre otros , 
el articule 2, segûn el cual "la facultad origine - 
ria de establecer tributes es exclusive del Estado, 
y se ejercerâ mediante ley votada en Certes". Ses - 
tiene este autor que, "no se créa que el principio- 
de legalidad se reduce a exigir que el estableci -- 
miento del tribute se haga por medio de una norme - 
juridica de range legal, votada en Certes, sine que 
la Ley General Tributaria aclara, sin dejar lugar a 
dudas, que el mandate del principle de legalidad no 
se para en el mere establecimiento formai del tribu 
to, sine que afecta fundamentalmente a su conteni - 
do. Asi: se regularân, en todo case, por ley: a) la 
determinaciôn del hecho imponible del sujeto pasivo 
de las bases del tipo de gravamen, del devengo y de 
todos los demâs elementos directamente determinan - 
tes de la cuantîa de la deuda tributaria, salvo lo 
establecido en el artîculo 58; y b) el estableci —  
miento, supresiôn y prôrroga de las exacciones, re- 
ducciones y demâs bonificaciones tributarias".
De tal manera, continua este autor, que todos 
los elementos estructurales del tributo, es decir , 
todos los que componen y hacen posible la détermina
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cion de la cuota tributaria y la fijaciôn de los su 
jetos acreedor y deudor, han de ser establecidos —  
por medio de una Ley votada en Cortes, indicando —  
asimismo, que séria errôneo suponer que el legisla- 
dor espanol ha cumplido fielmente el mandato consti 
tucional que se acaba de aludir, existiendo no po - 
COS ejemplos de disposiciones reglamentarias que —  
han sustituido a la ley, produciendo una verdadera 
deslegalizaciôn en materia tributaria, extensa, pro 
funda y absolutamente nociva para la existencia 
real de un Estado de Derecho, respetuoso de las nor 
mas constitucionales y el principle de jerarquia de 
las normas.
El profesor SAINZ DE BUJANDA (144) recoge los 
preceptos de la Ley General Tributaria que de mane­
ra mas directa constituyen una lesion del principle 
de legalidad. Son los siguientes : a) el articule - 
12, con arreglo al cual el Gobierno — no, por tante, 
las Certes, como el Fuero exige—  podrâ aumentar o - 
disminuir los tipos impositivos o suprimir incluso- 
el gravamen, cuando recaiga sobre las importaciones
(144) SAINZ DE BUJANDA, F.: "Revista de Derecho Financière" , 
Madrid 1964, pag. 269. Citado por MATIAS CORTES, en Ob. 
cit., pâg. 42.
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o exportaciones de productos, mercancîas o bienes - 
en general y cuando grave los actos de trâfico de - 
bienes; b) el articule 11, que admite las delegacio 
nés legislatives en esta materia; c) la disposiciôn 
adicional quinta de la Ley, en virtud de la cual- -- 
quedan excluidos del âmbito de aplicaciôn de la Ley 
General Tributaria los conceptos a que se refieren 
los apartados 42 y 6^ del articule 22 de la Ley de 
26 de diciembre de 1958, reguladora en tasas y exac 
clones parafiscales; d) la disposiciôn transitoria 
segunda que establece: "Hasta la entrada en vigor - 
de los textes refundidos a que se refiere la dispo­
siciôn transitoria primera, tendrân plena eficacia- 
las disposiciones que, sin range de ley, regulan —  
los supuestos para los que esta Ley General Tribu - 
taria exige normas del expresado range"; e ) el arti 
culo 50.12) en el que se institucionalizaba el régi 
men de estimaciôn objetiva.
CAZORLA PRIETO (145) estima que el principle - 
de legalidad tributaria se consagra en el articule
(145) CAZORLA PRIETO, L.M.: "Los principios constitucional-fi 
nanciaros en el nuevo orden juridico, en la Constituciôn 
Espanola y es fuerte de Derecho", Vol. I, D.G.Contencio- 
so, Instituto de Estudios Fiscies, pâg. 519•
145
31.3 de la Constituciôn (146) mediante el cual tal 
principle obtiene en nuestro ordenamiento juridico 
constitucional formulaciôn expresa, a diferencia de 
otros, como la Ley Fundamental de Bonn, en los que 
hay que inferirlo del principle de legalidad acuha- 
do en termines générales y no especialmente traduci 
do al campo tributario. Desde el punto de vista de 
su naturaleza, senala este autor, el principle de - 
legalidad tributaria aparece revestido de la condi- 
ciôn de derechos de los ciudadanos, derecho que se 
funda tradicionalmente en la protecciôn de la liber 
tad y sobre todo de la propiedad privada, aunque 
hoy comienza a perder estes rasgos en bénéficié de 
una interpretaciôn mas solidaria y social del mis - 
mo. Como tal se régula en la secciôn 23 del capitu­
le segundo, titulo I de la Constituciôn, y se tradu 
ce en el derecho que ostenta todo ciudadano a que - 
no le sean impuestas prestaciones tributarias mas - 
que por la Ley. Interesa resaltar también, ahade, - 
que aunque en la norma comentada se halla la formu­
laciôn mas Clara de la régla de la legalidad tribu­
taria, se encuentra también reflejo directe de la -
(146) Articule 31.3 de ]a Constituciôn:
"Solo podrân establecerse prestaciones personales o pa­
trimoniales de carâcter publico con arreglo a la Ley".
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misma en el artîculo 133.1 de la Constituciôn (147) 
En este mismo sentido podria anadirse el apartado 3 
de dicho artîculo (148) que extiende la réserva de 
ley al establecimiento de beneficios-fiscales sobre- 
los tributes del Estado.
Abundan en esta idea de similitud conceptual - 
entre los principios de legalidad y réserva de ley 
bastantes autores entre los cuales pueden citarse:
- JAVIER LASARTE (149), que interpréta determi 
nados conceptos del texto constitucional intentando 
dar una interpretaciôn coherente a los mismos y 
afirma que, a su juicio, "es respetuosa con el prin 
cipio de legalidad tributaria, porque desde un pun­
to de vista formai supone que, en todo caso, los —  
tributos serân regulados por ley y desde un punto - 
de vista sustancial que los contribuyentes consien- 
ten los tributos a través de su representaciôn poli
(147) Art. 133.1 de la Constituciôn:
"La potestad originaria de establecer tributos corres - 
ponde exclusivamente al Estado, mediante ley".
(148) Art.133.3 de la Constituciôn:
"Todo beneficio fiscal que afecte a los tributos deberâ 
establecerse en virtud de ley".
(149) LASARTE, J.: "El principle de legalidad tributaria en - 
el proyecto de Constituciôn espanola de 1978", Revista 
Espanola de Derecho Financière, num. 19, pâgs. 500-501.
147
tica en las Cortes y en las Asambleas de las Comuni 
dades. Pero, sobre todo, esta propuesta es respe - 
tuosa con el principle de legalidad porque permite 
la uniformidad, que, como ha puesto de manifiesto - 
la doctrina, es una de las metas de la reserva de - 
ley, ya que si la Constituciôn reconociese a las co 
munidades el poder originario de exigir tributos, - 
podrian surgir sistemas impositivos régionales muy 
diferentes, con las consiguientes distorsiones de - 
todo tipo dentro del conjunto nacional, que podrîan 
incluse atentar contra los principios tributaries - 
de justicia, equidad y progresividad sancionados en 
el articule 31 del texto constitucional".
2.2.2. Relaciôn con el principle de legalidad del - 
gasto publico.
De las dos grandes vertientes en que se divide 
la actividad financiera o campo al que va referida- 
la legalidad financiera, es la del gasto publico la 
que ha sufrido mayor abandono por parte de los estu 
dieses del Derecho financière. Ello puede estar ba- 
sado en la circunstancia de que la rama del Derecho 
financière reguladora de los gastos püblicos, esto- 
es, el Derecho Presupuestario, que nos présenta in- 
timamente ligada al Derecho Constitucional habiendo
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sido expuesta tradicionalmente como una parte de e£ 
te Derecho o como Derecho Constitucional financie - 
ro (150). Esto ha constituido una remora para el - 
Derecho Presupuestario, pues, a menudo, los especia 
listas se han limitado, en su esfuerzo, a analizar- 
los problemas de las relaciones Gobierno-Parlamento 
en materia presupuestaria, en detrimento de una teo 
ria juridica de la vertiente del gasto publico, ver 
tiente fundamental de la actividad financiera, jun­
to con la otra que ocupa el campo tributario. En un 
principio, la aprobacion de los gastos publicos por 
parte de los subditos viene efectuada indirectamen- 
te a través de los ingresos (151). La institucion-
(150) RODRIGUEZ BEREIJO, A.: Obr.cit., pâg.177-178.
(151) CORTES DOMINGUEZ, M., ha escrito:
"... podria decirse que la aprobacion de los ingresos - 
publicos y de los gastos por parte de los subditos se re 
flejo en momentos historicos anteriores a la aplicacion 
del dogma de la separacion de poderes, en una serie de 
actos en los que se manifestaba o se concretaba la lu - 
cha entre el subdito que ha de pagar los impuestos y la 
autoridad -normalmente el Rey- que ha de percibirlos y— 
gastarlos... Las Cortes nacen como institucion politica 
por una razon financiera... La actuacion de estas Cor - 
tes no se limita, sin embargo, a la simple aprobacion - 
de los subsidios que necesitaba el Monarca, sino que —  
también controlaban, al menos de modo indirecto, el Ga£ 
to publico. El sistema de control consiste en pedir ren 
dicion de cuentas de las ayudas o impuestos que se ha - 
bian concedido en Cortes anteriores y esta rendicion de 
cuentas era tan esencial que, si no se realizaba, se ne 
gaban a prestar nuevos subsidios". En "Ordenamiento Tri 
butario...", cit., pâg. 39-40.
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en que se reflejan los ingresos y los gastos que se 
autorizan, para un perîodo determinado, es el pre—  
supuesto, el cual viene siendo aprobado por Ley y - 
se remonta, en Espana, varios siglos antes de la Re 
voluciôn francesa, fecha esta de la que hay que par 
tir para un entendimiento de la separacion de pode­
res. La aprobacion de este presupuesto constituyô - 
un instrumente indirecto de control de la politica 
regia (152).
Ya sehalâbamos que el derecho del Parlamen 
to a consentir los impuestos llevô,como consecuen - 
cia lôgica, al derecho a saber el motivo por el que 
se pedia el impuesto y el derecho a saber cual se - 
ria el empleo que habrâ de darse al producto de los 
mismos.
En relaciôn con el principio de legalidad en - 
el âmbito de la actividad financiera de gasto pûbli
(152) FEREZ ROYO, F., ha escrito:
"Esta funcion de instrumente indirecto de control sobre 
la direction politica regia aparece ligada al voto —
anual de los ingresos y los gastos, es decir,a la apro­
bacion del presupuesto que desarrolla la virtualidad,no 
solo en relaciôn a la autorisation del gasto, como en - 
los momentos actuales, sino también respecte a los in -
gresos". En "Estudios sobre el proyecto de Constitution
Centre de Estudios Constitucionales, pâg. 398.
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C O  interesa resaltar que en este caso la actividad- 
administrativa no solamente debe obedecer a la lega 
lidad formal (153). Es decir, estos actos adminis - 
trativos no solo deben ajustarse a la Ley formal, - 
sino que, al mismo tiempo, deberân respetar la lega 
lidad material presupuestaria o, por el contrario,- 
careceran de eficacia en unos casos y otras veces - 
seran invalidos. Esta doble exigencia de requisites 
exigidos por el principio de legalidad financiera- 
en la vertiente del gasto, implica el que puedan -- 
existir preceptos generadores de derechos sin que - 
puedan ser inmediatamente exigibles por f a l t a d e  -- 
consignacion presupuestaria e, inversamenter que 
exista prevision crediticia en los presupuestos y - 
no se haya generado titulo para hacerla efectiva, - 
quedando mientras tanto ineficaz dicha consignacion 
(154).
(153) VILLAR PALASI, J.L.: "La dinamica del principio de lega 
lidad presupuestaria", en R.A.P..
(154) Sentencia del Tribunal Supremo de 17 diciembre 1954: 
"Los presupuestos générales del Estado no constituyen - 
obligaciones, sino que implican un acto de prevision y 
de autorisation econômico-financiero, para que aquellas 
puedan ser cumplidas, previo siempre el reconocimiento- 
y liquidation de crédites que tal prevision origina. 
Hasta el punto de que puede existir el precepto genera- 
dor del Derecho sin que exista consignacion para su pa­
ge, en cuyo supuesto éste no es inmediatamente exigible 
por tal falta, que requiere de la formalidad previa de 
dicha consignacion en presupuesto extraordinario y ordi 
nario, o puede, a la inversa, darse la hipotesis contra
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Este principio impone la necesidad de que las 
obligaciones de pago solo sean exigibles a la Ha 
cienda pûblica cuando résulta de la ejecuciôn de —  
los presupuestos (155) de sentencias judiciales 
(156) o de operaciones de tesorerîa.
ria, de que exista la prevision crediticia en los presu 
puestos y no se haya generado aun el titulo para hacer­
la efectiva, quedando mientras tanto ineficaz la consig 
nacion presupuestaria".
(155) Art. 43 Ley General Presupuestaria:
"Uno. Las obligaciones de pago solo son exigibles de la 
Hacienda pûblica cuando resulten de la ejecuciôn de los 
presupuestos générales del Estado, de conformidad con - 
lo dispuesto en el articule sesenta de esta Ley de sen­
tencia judicial firme o de operaciones de tesorerîa le­
galmente autorizadas.
"Dos. Si dichas obligaciones tienen por causa las pres­
taciones o servicios a la Administraciôn pûblica, el pa 
go no podrâ efectuarse si el acreedor no ha cumplido o 
garantizado su correlativa obligaciôn".
Art. 60 Ley General Presupuestaria:
"Los créditos autorizados en el estado de gastos de los 
presupuestos tienen carâcter limitative y, por tanto,no 
podrân adquirirse compromises de gastos por cuantla su­
perior a su importe, siendo nulos de pleno derecho los 
actos administratives y las disposicioens générales con 
range inferior a Ley que infrinjan la expresada norma,- 
sin perjuicio de las responsabilidades a que haya lu —  
gar".
(156) Art. 44 de la Ley General Presupuestaria:
"Uno. Los Tribunales, Jueces y Autoridades administrât! 
vas no podrân despachar mandamientos de ejecuciôn, ni - 
dictar providencias de embargo contra los derechos,fon­
des, valores y bienes en general de la Hacienda pûbli - 
ca.
"Dos. El cumplimiento de las resoluciones judiciales —  
que determinen obligaciones a cargo del Estado o de sus 
Organismes autônomos corresponderâ exclusivamente a la 
Autoridad administrativa que sea compétente por razôn - 
de la materia, sin perjuicio de la facultad de suspen - 
siôn o inejecuciôn de sentencias previstas en las Le —  
yes.
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En este sentido se ha pronunciado, asimismo 
el derecho histôrico (157)(158).
Ademâs de lo expuesto, en esta vertiente de la 
actividad financiera no faltan autores que tratan , 
indistintamente, los principios de legalidad finan­
ciera y reserva de ley (158^).
"Très. La Autoridad administrativa encargada de la eje 
cucion acordarâ el pago en la forma y con los llmites- 
del respectivo presupuesto. Si para el pago fuere nece 
sario un crédito extraordinario o un suplemento de cre 
dito, deberâ solicitarse de las Cortes uno u otro den­
tro de los très meses siguientes al dia de notifica —  
cion de la resoluciôn judicial".
(157) Art. 32 L.A.C.H.P., de 1 de julio de 1911:
"Son unicamente obligaciones exigibles del Estado las - 
que se comprenden en la Ley anual de presupuestos o se 
reconocen como taies por leyes especiales".
(158^)CAZORLA PRIETO, L.M.: ha escrito "Revista de Hacienda - 
Pûblica Espanola", pag. 55'
"El principio de legalidad.- Los gastos püblicos tienen 
que ser aprobados normalmente por la Ley de Presupues - 
tos Générales del Estado, respecto a los cuales corres­
ponde a las Cortes Générales su examen, enmienda y apro 
baciôn, con arreglo al apartado 1 del articule 134 de - 
la Constituciôn. Como el cauce formai de expresiôn de - 
la voluntad normativa de la instituciôn parlamentaria - 
es la ley, el principio de legalidad en el terreno de - 
los gastos püblicos aparece reconocido meridianamente.- 
Cuestiôn que résulta remachada en el ordenamiento espa-
hol de 1978 por el apartado 2 del articulo-66 de la --
Constituciôn, que detalla, entre las funciones de las - 
Câmaras, la aprobaciôn de los presupuestos del Estado.- 
El principio de legalidad financiera en lo que atane al 
gasto pûblico también se plasma en el apartado 4 del ar 
ticulo 133 de la Constituciôn. Este precepto se ocupa - 
de los gastos püblicos en su doble manifestaciôn de con 
tracciôn de la obligaciôn, para cuya satisfacciôn hay - 
que generar un gasto pûblico, y de realizaciôn material
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Como decîamos, tanto en una como en otra de 
las vertientes financières se produce una identifi- 
cacion de los conceptos citados, lo cual nos lleva- 
a cierto confusionismo que debemos intenter evitar 
lo mediante la separacion conceptual de los mismos.
2.2,3. Separacion conceptual.
El principio de legalidad implica la preferen- 
cia de ley en todo caso, edemas del respeto a la je 
rarquia normativa y el respeto a disposiciones gene 
rales por la actuacion singularizada de la Adminis­
tration y otras circunstancias que han quedado apun 
tadas- No obstante, hay autores (159) que defienden 
que el principio de legalidad absorbe al principio
del mismo a través del pago, sometiendo ambas facetas - 
al principio de reserva de ley".
(158) Art. 23 L.A.C.H.P. de 25 de juni» de 1#70:
"Son unicamente obligaciones exigibles del Estado las - 
que se comprenden en la Ley anual de presupuestos o se 
reconocen como tales por leyes especiales".
(159) SANDULLI y CARLASSARE, cit. por RECODER CASO, E.':
"El nuevo sistema constitucional de fuentes del Dere - 
cho y su repercusion en el âmbito financière", Revista 
Hacienda Pûblica Espanola, numéro 59, pag. 65*
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de reserva de ley. En este sentido se han manifesta 
do gran parte de los estudiosos del Derecho finan - 
ciero, cuyas opiniones, algunas han quedado recogi- 
das en el présente trabajo, tienden al tratamiento- 
indiferenciado de ambos principios.
A nuestro juicio, y en aras a los fines que —  
constituyen nuestro propôsito, consideramos necesa- 
rio el tratamiento separado de ambos principios de 
legalidad administrativa y reserva de ley.
2.2.3.1. Principio de reserva de ley en el âmbito - 
financiero.
El principio de reserva de ley en el âmbito f^ 
nanciero estâ présente en nuestro derecho histôrico 
en las dos formas o modalidades que han quedado ex- 
puestas: reserva material y reserva formai o prefe- 
rencia de ley.
A) En relaciôn con la reserva material de ley, 
aparecen ejemplos en multiples textos constitucio - 
nales, entre los que podemos destacar::
- Constituciôn de 1812 (art.338): "Las Cortes
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establecerân o confirmarân anualmente las contribu­
ciones, sean directas o indirectas, générales, pro­
vinciales o municipales, subsistiendo las antiguas, 
hasta que se publique su derogaciôn o la imposiciôn 
de otras".
(Arts. 340 y 341): "Las contribuciones serân - 
proporcionales a los gastos que se decreten por las 
Cortes para el servicio pûblico en todos los ramos'.'
(Art. 341): "Para que las Cortes puedan fijar 
los gastos en todos los ramos del servicio pûblico 
y las contribuciones que deban cubrirlos, el Secre- 
tario del Despacho de Hacienda las presentarâ, lue- 
go que estén reunidas, en el presupuesto general de 
los que se estimen précisés, recogiendo de cada uno 
de los demâs Secretaries de Despacho el respectivo 
a su rame".
- Estatuto Real de 1834 (art.34): "Con arreglo 
a la ley is, titulo VII, libro VI, de la Nueva Reco 
pilaciôn, no se exigirân tributos ni contribuciones 
de ninguna clase sin que a propuesta del Rey los ha 
yan votado las Certes".
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(Art. 36): "Antes de votar las Cortes las con­
tribuciones que hayan de imponerse, se les présenta 
râ por los respectives Secretaries del Despacho una 
exposiciôn, en que se manifleste el estado que ten- 
gan los varios ramos de la Administraciôn pûblica , 
debiendo después el Ministre de Hacienda presentar 
a las Certes el presupuesto de gastos y de los me- 
dios de satisfacerlos".
Constituciôn de 1837 (Art. 73): "No podrâ impo 
nerse ni cobrarse ninguna contribuciôn ni arbitrio, 
que no esté autorizado por la Ley de presupuestos u 
otra especial".
(Art. 72): "Todos les anos presentarâ el Go 
bierno a las Certes el Presupuesto general de los - 
gastos del Estado para el aho siguiente, y el plan 
de contribuciones y medios para llenarlos; como asi 
mismo las cuentas de la recaudaciôn e inversiôn de 
los caudales püblicos para su examen y aprobaciôn".
- Constituciôn de 1845 (Art. 76): "No podrâ im 
ponerse ni cobrarse ninguna contribuciôn ni arbi —  
trio que no esté autorizado por la Ley de Presupues 
tos u otra especial".
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(Art. 75): "Todos los anos presentarâ el Go —  
bierno a las Cortes el presupuesto general de los - 
gastos del Estado para el aho siguiente y el plan - 
de las contribuciones y medios para llenarlos, como 
asimismo las cuentas de la recaudaciôn e inversiôn 
de los caudales publicos para su examen y aproba —  
c i ô n . "
- Constituciôn de 1856 (no promulgada) (Articu 
lo 81): "No puede el Gobierno, ni las Diputaciones 
provinciales, ni los Ayuntamientos, ni autoridad a^ 
guna, exigir ni cobrar, ni los pueblos estân obli - 
gados a pagar, ninguna contribuciôn ni arbitrio que 
no esté aprobado por ley expresa".
(Art. 79): "Todos los anos, dentro de los ocho 
dias siguientes a la constituciôn del Congreso, en 
el période de los cuatro meses consécutives que es- 
tarân reunidas las Certes, a tenor de lo propuesto 
en el articule 29, presentarâ el Gobierno el presu­
puesto general de gastos e ingresos del Estado para 
el inmediato aho econômico, como también las cuen - 
tas de las recaudaciôn e inversiôn de los fondes pu 
blicos del penültimo aho, para su examen y aproba - 
ciôn" .
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- Constituciôn de 1869 (Art. 15): "Nadie estâ- 
obligado a pagar contribuciôn que no haya sido vota 
da por las Cortes, o por las Corporaciones popula - 
res legalmente autorizadas para imponerla, y cuya - 
cobranza no se haga en la forma escrita por la ley.
Todo funcionario pûblico que intente exigir o 
exija el pago de una contribuciôn sin los requisi - 
tos prescrites en este articule, incurrirâ en el de 
lito de excepciôn legal".
(Art.100): "El Gobierno presentarâ todos los - 
anos a las Certes los presupuestos de gastos y de - 
ingresos, expresando las alteraciones que haya he - 
cho en los del aho anterior.
Cuando las Certes se reunan en 1 de febrero, - 
los presupuestos habrân de presentarse al Congreso- 
dentro de los diez dias siguientes a su reuniôn".
(Art. 102): "Ningûn pago podrâ hacerse sino 
con arreglo a la Ley de Presupuestos u otra espe —  
cial, y por orden del Ministre de Hacienda, en la - 
forma y bajo la responsabilidad que las leyes deter 
minen".
- Constituciôn de 1876 (Art. 85): "Todos los -
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anos presentarâ el Gobierno a las Cortes el Presu - 
puesto general de gastos del Estado para el aho si­
guiente y el plan de contribuciones y medios para - 
llenarlos, como asimismo las cuentas de la recauda- 
ciôn e inversion de los caudales püblicos, para su 
examen y aprobaciôn.
Si no pudieran ser votados antes del primer —  
dia del aho econômico siguiente, regirân los del —  
anterior, siempre que para él hayan sido discutidos 
y votados por las Cortes y sancionados por el Rey".
- Constituciôn de 1931 (Art. 115): "Nadie es - 
tarâ obligado a pagar contribuciones que no estén - 
votadas por las Cortes o por las Corporaciones le—  
galmente autorizadas para imponerlas.
La exacciôn de contribuciones, impuestos y ta­
sas y la realizaciôn de ventas y operaciones de cré 
dito, se entenderân autorizadas con arreglo a las - 
leyes en vigor, pero no podrân exigirse ni realizar 
se sin su previa autorizaciôn en el estado de ingre 
SOS del Presupuesto.
No obstante, se entenderân autorizadas las ope 
raciones administrativas previas, ordenadas en las 
leyes".
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(Art. 107): "La formaciôn del proyecto de Pre­
supuestos corresponde al Gobierno; su aprobaciôn a 
las Cortes. El Gobierno presentarâ a estas, en la 
primera quincena de octubre de cada aho, el proyec­
to de presupuestos générales del Estado para el 
ejercicio econômico siguiente.
La vigencia del Presupuesto serâ de un aho.
Si no pudiera ser votado antes del primer dia- 
del aho econômico siguiente se prorrogarâ por tri - 
mestres la vigencia del ultimo Presupuesto, sin que 
estas prôrrogas puedan exceder de cuatro".
(Art. 114): "Los créditos consignados en: el es 
tado de gastos representan las cantidades mâximas - 
asignadas a cada servicio, que no podrân ser altera 
das ni rebasadas por el Gobierno. Por excepciôn, —  
cuando las Cortes no estuvieren reunidas, podrâ el- 
Gobierno concéder, bajo su responsabilidad, crédi­
tos o suplementos de crédito para cualquiera de los 
siguientes casos:
a) Guerra o evitaciôn de la misma.
b) Perturbaciones graves de orden pûblico o in 




Las leyes especiales determinaran la tramita - 
ciôn de estos créditos".
- Fuero de los Espanoles (Art. 9): "Nadie esta 
râ obligado a pagar tributos que no hayan sido esta 
blecidos con arreglo a ley votada en Cortes".
- Ley Orgânica del Estado de 1967 (Art. 54):
"I. Corresponde al Gobierno acordar la redac -
ciôn del proyecto de Ley de Presupuestos Generales- 
del Estado y a las Cortes su aprobaciôn, enmienda o 
devoluciôn. Si la Ley de Presupuestos no se aproba- 
ra antes del primer dia del ejercicio econômico si­
guiente, se considerarân automâticamente prorroga - 
dos los Presupuestos del ejercicio anterior hasta - 
la aprobaciôn de los nuevos.
"II. Aprobados los Presupuestos Générales del 
Estado, sôlo el Gobierno podrâ presentar proyectos 
de ley que impliquen aumento de los gastos publicos 
o disminuciôn de los ingresos, y toda proposiciôn - 
de ley, o enmienda a un proyecto o proposiciôn de - 
ley que entrane aumento de gasto o disminuciôn de - 
ingresos, necesitarâ la conformidad del Gobierno pa 
ra su tramitaciôn.
"III. El Gobierno someterâ a la aprobaciôn de 
las Cortes la Cuenta General del Estado, una vez 
examinada y comprobada por el Tribunal de Cuentas -
162
del Reino".
- Constitucion de 1978 (Art. 31.3): "Solo po - 
drân establecerse prestaciones personales o patrimo 
niales de caracter publico con arreglo a la ley".
(Art. 133): "1. La potestad originaria para es 
tablecer los tributes corresponde exclusivamente al 
Estado, mediante ley.
2. Las Comunidades autonomas y las Corporacio- 
neslocales podran establecer y exigir tributes, de 
acuerdo con la Constitucion y las leyes.
3. Todo bénéficié fiscal que afecte a los tri­
butes del Estado deberâ establecerse en virtud de - 
ley.
4. Las administraciones publicas solo podran - 
contraer obligaciones financières y realizar gastos 
de acuerdo con las leyes".
(Art. 134.1): "Corresponde al Gobierno la ela­
boration de los Presupuestos Générales del Estado y 
a las Cortes Générales su examen, enmienda y aproba 
cion.
(Art. 135): "1. El Gobierno habrâ de estar au- 
torizado por ley para emitir Deuda Publica y con --
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traer crédito.
2. Los créditos para satisfacer el pago de in- 
tereses y capital de la Deuda Pûblica del Estado se 
entenderân siempre incluidos en el estado de gastos 
de los presupuestos y no podrân ser objeto de en —  
mienda o modificaciôn, mientras se ajusten a las -- 
condiciones de la ley de émision".
De acuerdo con los preceptos transcritos se ob 
serva una constante histôrica de existencia de re - 
serva material de ley en el âmbito financière pero 
articulada de forma diferente segûn se trate de la 
vertiente de ingreso o de la del gasto publico.
Si concretamos nuestro anâlisis a los precep - 
tos de la Constitucion de 1978, se observa:
a) En la vertiente del ingreso publico se afir 
ma plenamente la réserva de ley en materia de esta- 
blecimiento de tributes (Articules 31.3 y 133 de la 
Constitucion): "Elle impide la posibilidad de esta­
blecer prestaciones personales o patrimoniales de - 
carâcter publico si no es en virtud de ley. Para JA 
VIER LASARTE, cuando el articule 31.3 alude al es - 
tablecimiento de prestaciones patrimoniales no con­
templa solamente la creaciôn pura y simple de un —
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tribute, sine también el reste de los elementos de 
la relaciôn tributaria; en otro case, afirma este - 
autor (160), "se producirîa una deslegalizaciôn ab- 
'soluta de la materia fiscal, pues dejar taies compe 
tencias a una norma de range inferior a la ley sig- 
nifica a fin de cuentas excluir de la responsabili- 
dad del legislative otros principios constituciona- 
les tributaries, tales come los de justicia, equi - 
dad y progresividad, sancionados en el articule 31,
que se ponen en juego no solo en el memento de elec
ciôn y aprobaciôn de un tipo concrete de detracciôn 
fiscal sine también a le largo del desarrollo norma 
tivo del mismo y muy particularmente en relation -- 
con los elementos déterminantes de la obligation".
Para este autor, el art. 31.3 de la Constitu - 
ciôn plantea dos tipos de problemas, el primero, si 
por ley ha de entenderse tante la ley formai emana- 
da de las Certes como la ley material proveniente - 
del Executive, y el segundo, que sentido puede te—
ner la supresiôn de la alusiôn a la ley votada en -
Certes.
(I6p) LASARTE ALVAREZ, J.: "El principle de legalidad tribu - 
taria en el proyecto de Constitucion espanola de 1978", 
en CIVITAS, R.E.D.F., num. 19.
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El primer grupo de problemas queda claro a la 
vista del articule 86.1 de la Constitution, segûn -
el cual la materia fiscal no puede ser objeto de De
»
cretos-leyes, dado que el âmbito de estes no puede 
abarcar los derechos, deberes y libertades de los - 
ciudadanos regulados en el Tîtulo I, entre los que 
se incluye el articule 31.3.
Otro punto importante es el de la détermina -- 
ciôn del alcance de la r e f e r e n d a  a la ley, del ar­
ticule 31.3 comentado, en el sentido de dilucidar - 
si la Ley a que alude se refiere a la emanada de —  
las Certes o también a las aprobadas por las Asam - 
bleas Legislativas de las Comunidades Autônomas. Es 
te problema debe resolverse en el sentido de consi­
dérer incluidas, en el articulo 31.3, las leyes que 
emanan de las citadas Asambleas. Se apoya esta afir 
maciôn en el lugar preferente que ocupan las Asam - 
bleas legislativas en la Organizaciôn Institutional 
de las Comunidades y en que la propia Ley de Finan- 
ciaciôn de las Comunidades Autônomas (articulo 6 y 
7) (161) se prevé la posibilidad de establecimiento
(161) Art. 65 de la L.O.F.C.A.:
"Uno. Las Comunidades Autonomas podrân establecer y exi 
gir sus propios tributes de acuerdo con la Constitucion 
y las Leyes.
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de tributes cumpliendo los requisites que en la mi£
"Dos. Los tributos que establezcan las Comunidades Auto 
nomas no podrân recaer sobre hechos imponibles gravados 
por el Estado.
"Très. Las Comunidades Autonomas podrân establecer y - 
gestionar tributos sobre las materias que la legisla —  
cion de Régimen Local reserve a las Corporaciones Loca­
les,en los supuestos en que dicha legislacion lo prevea 
y en los términos que la misma contemple. En todo caso, 
deberân establecerse las medidas de compensacion y coor 
dinacion adecuadas en favor de aquellas Corporaciones , 
de modo que los ingresos de aquellas Corporaciones Loca 
les no se vean mermados ni reducidos tampoco en sus po- 
sibilidades de crecimiento futuro.
"Cuatro. Cuando el Estado, en el ejercicio de su potes­
tad tributaria originaria establezca tributos sobre he­
chos imponibles gravados por las Comunidades Autonomas, 
que supongan a estas una disminucion de ingresos, ins - 
trumentarâ las medidas de compensacion o coordinacion - 
adecuadas en favor de las mismas".
Art. 7- de la L.O.F.C.A.:
"Uno. Las Comunidades Autonomas podrân establecer tasas 
sobre la utilizacion de su dominio publico, la presta - 
cion por ellas de un servicio publico, o la realizacion 
por las mismas de una actividad que se refiera, afecte- 
o bénéficié de modo particular al sujeto pasivo.
"Dos. Cuando el Estado o las Corporaciones Locales tran 
fieran a las Comunidades Autonomas bienes de dominio —  
publico para cuya utilizacion estuvieran establecidas - 
tasas o competencias en cuya ejecucion o desarrollo près 
ten servicios o realicen actividades igualmente grava - 
das con tasas, aquellas y estas se considerarân como —  
tributos propios de las respectivas Comunidades.
"Très. El rendimiento previsto para cada tasa por la —  
prestacion de servicios o realizacion de actividades no 
podrâ sobrepasar el coste de dichos servicios o activi­
dades .
"Cuatro. Para la fijacion de las tarifas de las tasas - 
podrân tenerse en cuenta criterios genéricos de capaci- 
dad economica, siempre que la naturaleza de aquella se- 
lo permita".
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ma se establecen. Asimismo, en el articulo 133.2 de 
la Constitucion segûn el cual; "Las Comunidades Au­
tônomas y las Corporaciones Locales podrân estable­
cer y exigir tributos, de acuerdo con la Constitu - 
ciôn y las Leyes".
En relaciôn con la legislaciôn delegada nada - 
impide que los Decretos legislativos tengan por ob­
jeto cuestiones tributaries, de acuerdo con el art£ 
culo 82.1 de la Constituciôn. Estas normes, dicta - 
das por el Gobierno tienen rango de ley y se cumple 
lo preceptuado por el articulo 31.3. Debe anadirse 
que las leyes que contengan delegaciôn legislative, 
deberân determiner, en el caso de leyes de base, el 
objeto y alcance de la delegaciôn legislative y los 
principios y criterios que han de seguirse de su —  
ejercicio; y en el caso de autorizaciones para re - 
fundir textos légales, el âmbito normativo a que se 
refiere el contenido de la delegaciôn.
En relaciôn con la Deuda pûblica, no se puede 
afirmar lo mismo y, en principio podria admitirse - 
cualquier norma juridica con rango de ley para la - 
emisiôn de Deuda pûblico, incluyéndose los Decretos 
leyes, si se dan los supuestos previstos en el art£ 
culo 86.1 de la Constituciôn.
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b) En la vertiente del gasto pûblico, el prin­
cipio de réserva de ley se articula a través de la 
instituciôn del presupuesto del ejercicio econômico 
Los gastos pûblicos deben ser aprobados por las Cor 
tes Générales, a través de la Ley de Presupuestos - 
Générales del Estado (162).
No hace r e f e r e n d a  la Constituciôn a que los -
Presupuestos Générales del Estado deberân incluir -
otros gastos que los del Sector pûblico estatal,por 
tanto, quedan fuera de su âmbito los Presupuestos - 
de las Comunidades Autônomas, los cuales correspon­
de su aprobaciôn a las mismas de acuerdo con el ar­
ticulo 17.a) de la L.O.F.C.A. (163) y los ôrganos -
compétentes para esta aprobaciôn han de ser las ---
Asambleas legislativas, a juzgar por los Estatutos- 
vasco y catalân y otros, que atribuyen esta compe—  
tencia en sus articules 44 y 49, respectivamente, a 
dichas Asambleas.
B) En relaciôn con la preferencia de ley o ré­
serva formai de ley, también son diverses los pre -
(162) Art. 143*1 de la Constitucion:
"Corresponde al Gobierno la elaboracion de los Presu —  
puestos générales del Estado y a las Cortes Générales - 
su examen, enmienda y aprobacion".
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ceptos que la efectûan y las conclusiones a que pue 
de llegarse difieren segûn se trate de la vertiente 
de los ingresos o de los gastos pûblicos.
a) En la vertiente del ingreso deben destacar- 
se las leyes reguladoras de la Administraciôn y Con 
tabilidad de la Hacienda Pûblica en las que si bien 
conciben el presupuesto de ingresos con carâcter —  
estimative (164), contienen disposiciones que impi-
(163) Art. 17.a) de la L.O.F.C.A.:
"Las Comunidades Autonomas regularân por sus organos —  
compétentes, de acuerdo con sus Estatutos, las siguien­
tes materias:
a) La elaboracion, examen, aprobacion y control de sus 
presupuestos".
(164) En este sentido se han pronunciado:
Articulo 26 de la Ley de Administraciôn y Contabilidad- 
de la Hacienda Pûblica de 25 de junio de i860:
"En el presupuesto de ingresos se expresarâ el importe 
calculado de cada uno de los recursos de la Hacienda: - 
el de gastos comprenderâ todas las obligaciones cuyo —  
cumplimiento exija el empleo de alguna cantidad".
Articulo 33, pârrafo 15, de la Ley de Administraciôn y 
Contabilidad de la Hacienda Pûblica de 1 de julio de
I9II:
"Los Presupuestos Générales del Estado son la expresion 
cifrada de las obligaciones que la Hacienda debe satis­
facer, como mâximo, en un ano, en relaciôn con los ser­
vicios que hayan de mantenerse en el mismo, y el calcu­
le de los recursos o medios que se consideren realiza - 
bles para cubrir aquellas atenciones".
Articulo 48 de la Ley General Presupuestaria de 4 de 
enero de 1977:
"Los Presupuestos Générales del Estado constituyen la - 
expresion cifrada, conjunta y sistemâtica de las obliga 
clones que, como mâximo, pueden reconocer el Estado y - 
sus Organismes autonomes y de los derechos que se pre - 
vean liquidar durante el correspondiente ejercicio".
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den la concesiôn de exenciones, perdones, rebajas - 
sobre los distintos tributos ni moratorias en el pa 
go de los mismos fuera de los casos y en la forma - 
establecida por las leyes (165). Asimismo, sobre - 
aspectos générales de la Hacienda pûblica que afec- 
tan a ingresos y gastos (166). Por su parte, la —  
Ley General Tributaria, contiene los principios bâ-
(165) Art. 5- de la Ley de Administraciôn y Contabilidad de - 
la Hacienda Publica, de 22 de junio de I87O;
"No se concederân exenciones, perdones ni rebajas en —  
las contribuciones o impuestos pûblicos, ni moratorias, 
para el pago de débites al Tesoro sino en los casos y - 
en la forma que las leyes hubieren determinado".
Art. 5- de la Ley de Administraciôn y Contabilidad de - 
la Hacienda Publica, de 1 de julio de 19II:
"No se concederân exenciones, perdones, rebajas ni mora 
torias para el pago de las contribuciones e impuestos - 
pûblicos, ni de los débitos al Tesoro, sino en los ca - 
SOS y en la forma que en las Leyes se hubiera détermina 
do.
"La exencion de contribuciones, o la limitacion de és—  
tas con arreglo a las leyes, serân de competencia exclu 
siva del Ministerio de Hacienda".
Art. 30 de la Ley General Presupuestaria de 4 de enero - 
de 1977:
"Uno. No se podrân enajenar, gravar ni arrendar los de­
rechos economicos de la Hacienda Pûblica fuera de los - 
casos regulados por las leyes.
"Dos. Tampoco se concederân exenciones, perdones, reba­
jas ni moratorias en el pago de los derechos a la Ha —  
cienda pûblica, sino en los casos y en la forma que de 
terminen las leyes".
(166) Art. 7- de la Ley General Presupuestaria de 4 de enero- 
de 1977:
"Se regularân por Ley votada en Cortes las siguientes - 
materias relativas a la Hacienda pûblica:
"a) Los Presupuestos Générales del Estado y los presu - 
puestos-resumen con el alcance que previene el articulo 
cincuenta y uno de esta Ley,
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sicos de réserva formal de ley al establecer la corn 
petencia para el establecimiento de los tributos en 
las Cortes (167) asi como la manifestation expresa 
de réserva de ley respecte de los elementos bâsicos 
de la relaciôn tributaria y otras consecuencias que 
puedan derivarse de la realizaciôn de los distintos 
hechos imponibles (168). Si bien esta ley es respe
"b) Las grandes operaciones de carâcter econoraico y fi­
nancière .
"c) El establecimiento o la reforma de los tributos con 
el alcance prevenido en la Ley General Tributaria.
"d) La concesion de créditos extraordinarios y suplemen 
tos de créditos para gastos del Estado y de sus Organi£ 
mos autonomes, segûn se previene en esta Ley.
"e) El régimen de la Deuda pûblica.
"f) El régimen del Patrimonio y de la Contratacion del 
Estado.
"g) La acunacion de raoneda.
"h) El régimen general y especial en materia financiera 
de los Organismes autonomes del Estado.
"i) Las demâs materias que segûn las leyes hayan de ser 
reguladas en aquella forma".
(167) Art. 2 de la Ley General Tributaria:
"La facultad originaria establece tributos en exclusiva 
del Estado y se ejercerâ mediante Ley votada en Certes"
(168) Art. 10 de la Ley General Tributaria:
"Se regularân en todo caso por Ley:
"a) La determinacion del hecho imponible, del sujeto pa 
sivo, de la base, del tipo de gravamen, del devengo y - 
de todos los demâs elementos directamente déterminantes 
de la cuantia de la deuda tributaria, salvo lo estable- 
cido en el articulo 58.
"b) El establecimiento, supresiôn y prorroga de las - - 
exacciones, reducciones y demâs bonificaciones tributa- 
rias.
"c) La modificacion del régimen de sanciones estableci­
das por Ley.
"d) Los plazos de prescripcion o caducidad y su modifi­
cacion.
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tuosa con el principle de reserva de ley, establec_i 
do en los textos constitucionales, vigentes en la - 
fecha de su publicaciôn, en la forma que ha quedado 
expuesta no debemos olvidar que la misma contravie- 
ne dicho principio. No obstante, la doctrina citada 
entiende que dicha Ley deroga el principio de lega­
lidad mediante los articules 11, 12 y 50; Disposi - 
cion Adicional Final 5- y Disposiciôn Transitoria - 
2- ( 169). Por el contrario, a nuestro juicio, la —
"e) Las consecuencias que el incumplimiento de las —  
obligaciones tributarias puedan significar respecte a - 
la eficacia de los actos o négociés juridicos.
"f) La concesion de perdones, condonaciones, rebajas, - 
amnistias o moratorias.
"g) La fijacion de los supuestos de hecho que deterrai - 
nen la competencia de los Jurados tributaries.
"h) El establecimiento y la fijacion de las condiciones 
esenciales de los monopolios fiscales.
"i) Las prohibiciones de localizacion en ciertas zonas 
del territorio nacional, por motives fiscales, de deter 
minadas actividades o explotaciones economicas.
"j) ba implantacion de inspecciones o intervenciones - 
tributarias con carâcter permanente en ciertas ramas o 
clases de actividades o explotaciones economicas; y 
”k) La obligacion a cargo de los particulares de practi 
car operaciones de liquidacion tributaria".
(169) Dichas disposiciones contravienen el principio de reser 
va de ley contenido en normas de rango constitucional - 
como el art. 9 del Fuero de los Espanoles segûn el cual 
"Nadie esta obligado a pagar tributos que no hayan sido 
establecidos con arreglo a la ley, votada en Cortes".
Art. 11 de la Ley General Tributaria;
"1. Las delegaciones o autorizaciones legislativas que- 
se refieran a las materias contenidas en el apartado a) 
del articulo 10 de esta Ley precisarân inexcusablemente 
los principios y criterios que hayan de seguirse para - 
la determinacion de los elementos esenciales del respec 
tivo tributo. “
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Ley General Tributaria, no esta en contra del prin­
cipio de legalidad administrativa ni/ pof tanto, le
"2. El uso de las autorizaciones o delegaciones se aju£ 
tara a los preceptos de la Ley que las concedio o con - 
firmo. Habra de darse cuenta a las Cortes de las dispo­
siciones que a su amparo se dicten.
"3* Sus preceptos tendrân la fuerza y eficacia de meras 
disposiciones administrativas en cuanto excedan de los- 
1imites de la autorizacion o delegaciôn o esta hubiere- 
caducado por transcurso de plazo o hubiera sido revoca- 
da".
Art,12 de la Ley General Tributaria:
"1. El Gobierno, con carâcter general, y dentro de los- 
limites o condiciones senalados en cada caso por la Ley 
podrâ aumentar o disminuir los tipos impositivos o su - 
primir incluso el gravamen.
"a) Cuando recaigan sobre las importaciones o exporta - 
clones de productos, raercancias o bienes en general, y 
"b) Cuando graven los actos de trâfico de bienes.
"2. En ambos casos el Ministerio de Hacienda deberâ in£ 
truir un expediente administrative con los estudios e - 
informaciones previos que justifiquen el buen uso de la 
expresada f acultad. '•
Art. 50 de la Ley General Tributaria:
"El régimen de estimacion por Jurados serâ subsidiario- 
de los otros dos previstos en el art. 47 de esta Ley, y 
permitirâ la apreciacion en conciencia de las bases im­
ponibles .
Disposicion Final 5- de la Ley General Tributaria: 
"Quedan excluidos del âmbito de aplicacibn de esta Ley, 
los conceptos a que se refieren los apartados 4- y 65 - 
del articulo 25 de la Ley de 26 de diciembre de 1958, - 
reguladora de Tasas y Exacciones Parafiscales".
Disposicion Transitoria 2&:
"Hasta la entrada en vigor de los textos refundidos a - 
que se refiere la disposicion transitoria primera, ten­
drân plena eficacia las disposiciones que, sin rango de 
Ley, regulan los supuestos para los que esta Ley Gene - 
ral Tributaria exige normas del expresado rango.Hasta - 
la entrada en vigor de los antedichos textos, las pre - 
sunciones establecidas con anterioridad a esta Ley Gene 
ral Tributaria tendrân el carâcter que les corresponda, 
no obstante lo dispuesto en el apartado I del articulo­
ns de esta Ley".
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siona tal principio.
Esta afirmacion encuentra su fundamentacion en 
todo cuanto llevamos expuesto en relaciôn con el -- 
principio de legalidad administrativa, el cual, en 
sintesis, puede concretarse en el deber que tiene - 
la Administraciôn publica, de ejercer las potesta—  
des que le estân atribuidas por el ordenamiento ju- 
ridico de forma expresa y especîfica, observando un 
respeto absolute al ordenamiento juridico y a la je 
rarquia de las fuentes, sometiéndose, en su actua - 
ciôn singularizada a las disposiciones générales —  
que conforman el ordenamiento vigente, incluso cuan 
do aquellas disposiciones générales hayan sido dic- 
tadas por igual o inferior autoridad. Por otra par­
te hay que anadir que el principio de legalidad se- 
ubica en el campo de las relaciones entre la Admi - 
nistraciôn y el ordenamiento juridico e implica la 
vinculaciôn de la actuaciôn administrativa al Dere-
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cho. De ello, debemos deducir que el unico organo - 
del Estado que podrâ vulnerar el principio de lega­
lidad de la actividad administrativa en la forma —  
que ha quedado expuesta serâ la Administraciôn pu - 
blica, en el sentido amplio del termino, tanto en - 
su actuaciôn normativa como en su actuaciôn singula 
rizada. Es imposible pensar que las Cortes, como —  
représentantes del pueblo, en el cual reside la so- 
berania nacional (170) pueden vulnerar el principio 
de legalidad financiera mediante la aprobaciôn de - 
leyes formales. De ello no se deduce que las Cortes 
Générales no puedan vulnerar el ordenamiento juridi 
co, como quizâ ha quedado vulnerado, por la Ley Ge­
neral Tributaria, en la forma indicada por la doc - 
trina, ya que la misma se dictô contraviniendo pre­
ceptos de rango constitucional. Pero esta infrac —  
ciôn, considérâmes, no se ampara en la lesiôn del - 
principio de legalidad administrativa, ni siquiera- 
en el principio de reserva de ley formai, o prefe - 
rencia de ley, puesto que en este caso el legislati 
vo puede actuar modificando las leyes aprobadas per 
él mismo, siempre que estas tengan el mismo rango -
(170) Art. 1.2 de la Constitucion:
"La soberania nacional reside en el pueblo espanol, 
del que emanan los poderes del Estado".
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normativo, sino que se fundamenta en la lesiôn del 
principio de reserva material de ley. Dicha lesiôn- 
se concreta en que las Cortes, en el momento de 
aprobar la Ley General Tributaria transfieren com - 
petencias que le son propias sobre materia tributa­
ria, cuya regulaciôn estaba reservada a las mismas, 
por precepto constitucional, en favor del Gobierno- 
vulnerando el principio de reserva de ley configu - 
rador de las competencias que conforman la estructu 
ra del Estado.
Viene a apoyar esta idea, en cierto modo, el - 
distinto cauce establecido para la defensa juridica 
de uno y otro tipo de infracciôn del ordenamiento - 
juridico. Efectivamente, cuando la Administraciôn - 
pûblica infringe el ordenamiento juridico, por no - 
ajustarse a los cânones del principio de legalidad 
financiera las vias de defensa de tal principio, en 
manos del ciudadano, radican en los recursos admi - 
nistrativos, en via administrativa, y contencioso - 
administratives, en via jurisdiccional (171), por -
(171) Art. 106 de la Constitucion:
"1. Los Tribunales controlan la potestad reglaraentaria- 
y la legalidad de la actuation administrativa, asi como 
el sometimiento de esta a los fines que la justifican. 
"2. Los particulares, en los términos establecidos por 
la Ley, tendrân derecho a ser indemnizados por toda le­
sion que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, 
salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la le -
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el contrario, en relaciôn con el principio de reser 
va de ley deberîamos distinguir:
a) Reserva formai de ley o preferencia de ley: 
El principio de reserva de ley considerado desde es, 
ta perspectiva y establecido por ley ordinaria no - 
puede ser infringido por la actividad legislativa - 
de las Cortes, y por tanto, no es preciso estable - 
cer una via de defensa de ordenamiento juridico da­
da la imposibilidad de infringir el mismo.
Cuando la reserva formai de ley es establecida 
por una ley orgânica, este principio puede ser in - 
fringido por la actividad legislativa de las Cortes 
Générales cuando esta se concreta en leyes ordina - 
r i a s .
Se funda esta afirmaciôn en la tesis doctoral- 
que sostiene la igualdad de rango normativo de las 
leyes ordinarias y leyes orgânicas (160). Por ten­
sion sea consecuencia del funcionamiento de los servi - 
cios".
(160) VILLAR EZCURRA, J.L.: "El principio de legalidad en la 
Ley General Presupuestaria", en R.E.D.A., num. 23, pâg. 
590, dice:
"Ello no obstante es preciso tener en cuenta que la in­
clusion de la nueva categoria de "leyes orgânicas", tal
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to, si una ley ordinaria invade el campo de mate —  
rias reservadas a las Leyes Orgânicas estaremos an­
te una infraction del principio de legalidad puesto 
que no se infringe la jerarquia de las normas juri- 
dicas ni concurre la necesaria actuation administra 
tiva.
b) Reserva material de Ley: En los supuestos - 
de reserva material de ley, también existe posibili 
dad de lesionar el principio de reserva de ley por 
la actividad legislativa de las Cortes Generates —  
tanto si ésta se concreta en leyes ordinarias como 
en leyes orgânicas. Ello se debe a que tal -reserva 
queda establecida en los textos constitucionales, - 
los cuales no pueden ser modificados por los legis- 
ladores si no es a través del procedimiento estable 
cido para la reforma de dichos textos. Por tal mo- 
tivo, en los supuestos de lesion del principio de -
como las define el articulo 81, inspirado en el articu­
lo 46 de la Constitucion francesa de 1958, viene cabal- 
mente a recoger este principio. Estas Leyes no son de - 
rango superior, en cuanto a su jerarquia, a las leyes - 
ordinarias (o a cualesquiera otras configuradas en la - 
Constitucion, como pueden ser las leyes de bases 0 las 
leyes de "armonia" a que se refiere el art. 150). Una 
vez que han sido aprobadas funcionaran exactamente —  
igual que las restantes disposiciones con rango de Ley- 
formal (incluidos los Decretos legislativos del articu­
lo 83). Su singularidad se dériva, inicialmente, del —  
proceso especial que requiere su aprobacion (art.81.2), 
y de las materias que deben ser reguladas a través de - 
la misma"=
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reserva de ley tanto por infracciôn de ley orgânica 
como por infracciôn del texte constitucional, la 
via de defensa del ordenamiento juridico no es la - 
indicada para los casos de infracciôn del principio 
de legalidad, sino que se establece una via espe —  
cial cual es el recurso de inconstitucionalidad es­
tablecido en la Constituciôn (173) y regulado en la 
Ley Orgânica del Tribunal Constitucional (174) vîa-
(173) Art. 161.1 ►a) de la Constitucion:
"Del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y di£ 
posiciones normativas con fuerza de ley. La declaracion 
de inconstitucional de una norma juridica con rango de 
ley, interpretada por la jurisdicciôn, afectarâ a ésta, 
si bien la sentencia o sentencias recaidas no perderân- 
el valor de cosa juzgada".
(174) Art. 2.1.a) de la Ley Orgânica del Tribunal Constitucio 
nal :
"El Tribunal Constitucional conocerâ en los casos y en 
la forma que esta ley détermina:
"a) Del recurso y de la cuestion de inconstitucionali - 
dad contra Leyes, disposiciones normativas o actos con 
fuerza de Ley".
Art. 27 de la Ley Orgânica del Tribunal Constitucional: 
"1. Mediante los procedimientos de declaracion de in —  
constitucionalidad regulados en este Titulo, el Tribu - 
nal Constitucional garantiza la primacia de la Consti - 
tucion y enjuicia la conformidad o disconformidad con - 
ella de las Leyes, disposiciones o actos impugnados.
"2. Son susceptibles de declaracion de inconstituciona­
lidad :
a) Los Estatutos de Autonomia y las demâs Leyes Orgâni­
cas .
b) Las demâs Leyes, disposiciones normativas y actos - 
del Estado con fuerza de Ley. En el caso de los Deere - 
tos legislativos, la competencia del Tribunal se entien 
de sin perjuicio de lo previsto en el numéro seis del - 
articulo 82 de la Constituciôn.
"c) Los tratados internacionales.
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en la cual cabe la impugnaciôn de todas las leyes , 
disposiciones normativas y actos del Estado con 
fuerza de Ley y sean dictados éstos por uno u otro- 
Organo del Estado. Como sintesis de lo que venimos- 
exponiendo, puede afirmarse que la Ley General Tri­
butaria no lesionô el principio de legalidad finan­
ciera y si el principio de reserva material de ley 
por ir en contra de lo establecido en el articulo- 
9 del Fuero de los Espanoles (175) y articulo 10 de 
la Ley Constitutive de las Cortes (176), preceptos 
ambos de rango constitucional.
"d) Los Reglaraentos de las Câmaras y de las Cortes Ce - 
nerales.
"e) Las Leyes, actos y disposiciones normativas con —  
fuerza de ley de las Comunidades Autonomas, con la mis­
ma salvedad formulada en el apartado b) respecte a los 
casos de delegaciôn legislativa.
"f) Los Reglamentos de las Asambleas legislativas de —  
las Comunidades Autonomas".
(175) Art. 9 del Fuero de los Espanoles:
"Los espanoles contribuirân al sostenimiento de las car 
gas pùblicas segûn su capacidad economica. Nadie estarâ 
obligado a pagar tributos que no hayan sido estableci - 
dos con arreglo a Ley votada en Cortes".
(176) Art. 10 de la Ley Constitutiva de las Cortes:
"Las Cortes conocerân, en Pleno, de los actos o leyes - 
que tengan por objeto alguna de las materias siguien —  
tes :
"a) Los presupuestos ordinarios y extraordinarios del - 
Estado.
"b) Las grandes operaciones de carâcter econômico y fi­
nancière .
"c) El establecimiento o reforma del régimen tributa —  
rio.
"d) La ordenaciôn bancaria y monetaria.
"e) La intervencion economica de los SindicatCs y cuan-
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b) En la vertiente del gasto pûblico la reser­
va formai de ley se articula en diverses preceptos,
y fundamentalmente a través de la instituciôn del -
»
Presupuesto (177). Este va a ser considerado como-
tas medidas legislativas afecten, en grade trascenden - 
tal; a la economia de la Nacion.
"f) Leyes bâsicas de regulaciôn de la adquisicion y pér- 
didas de la nacionalidad espanola y de los deberes y de 
rechos de los espanoles.
"g) La ordenaciôn politico-juridica de las institucio - 
nés del Estado.
"h) Las bases del régimen local.
"i) Las bases del derecho civil, mercantil, social, pe­
nal y procesal.
”j) Las bases para la ordenaciôn agraria, mercantil e - 
industrial.
"k) Los planes nacionales de ensenanza.
"1) Las bases de la Organizaciôn judicial y de la Admi­
nistraciôn pûblica.
"m) Las demâs leyes que el Gobierno, por si o a pro —  
puesta de la Comisiôn correspondiente, décida someter - 
al Pleno de las Cortes.
"Igualmente, el Gobierno podrâ someter al Pleno mate —  
rias 0 acuerdos que no tengan carâcter de Ley".
(177) RODRIGUEZ BEREIJO, A.: define: "definimos el Presupues­
to del Estado como "el acto législative mediante el cual 
se autoriza el montante mâximo de los gastos que el Go­
bierno puede realizar durante un periodo de tiempo de—  
terminado en las atenciones que detalladamente se espe- 
cifican y se prevén los ingresos necesarios para cubrir 
los", en Presupuesto del Estado, Madrid, 1970, pâg. 19.
(178) Art. 23 de la Ley de Administraciôn y Contabilidad de - 
la Hacienda Pûblica de 25 de junio de I87O:
"Son ùnicamente obligaciones exigibles del Estado las - 
que se comprenden en la ley anual de presupuestos o se 
reconocen como taies por las leyes especiales".
Art. 33 de la Ley de Administraciôn y Contabilidad de - 
la Hacienda Pûblica de 1 de julio de I9II:
"Los Presupuestos Générales del Estado son la expresiôn 
cifrada de las obligaciones que la Hacienda deba satis­
facer, como mâximo, en un ano, en relaciôn con los ser-
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el instrumente bâsico de la cobertura economica —
(178) de los actos de la Administraciôn que den lu­
gar al reconocimierito de obligaciones del Estado,de 
tal manera que no podrân contraerse obligaciones 
por encima de las cantidades consigrradas en los cré 
ditos legislativos correspondientes, siendo nulas - 
las que infrinjan este principio (179). Si se pre -
vicios que hayan de mantenerse en el mismo, y el calcu­
le de los recursos o medios que se consideren realiza - 
bles para cubrir aquellas atenciones".
Art. 48 de la Ley General Presupuestaria de 4 de Enero 
de 1977:
"Los Presupuestos Générales del Estado constituyen la - 
expresiôn cifrada, conjunta y sistemâtica de las obliga 
ciones que, como mâximo, pueden reconocer el Estado y - 
sus Organismos Autônomos y de los derechos que se pre - 
vean liquidar durante el correspondiente ejercicio".
(179) Art. 39 de la Ley de Administraciôn y Contabilidad de - 
la Hacienda Pûblica de 1 de julio de I9II:
"El Gobierno no podrâ modificar los servicios o crear -
otros nuevos, ni aun dentro del crédito legislativo --
otorgado para cada uno.
"No podrân contraerse obligaciones cuyo importe pueda - 
exceder del crédito legislativo, siendo nulas aquellas 
que infrinjan esta disposiciôn".
Art. 60 de la Ley General Presupuestaria de 4 de Enero- 
de 1977:
"Los créditos autorizados en el estado de gastos de los 
presupuestos tienen carâcter limitative y, por tanto, - 
no podrân adquirirse compromises de gastos por cuantia 
superior a su importe, siendo nulos de pleno derecho —  
los actos administratives y las disposiciones générales 
con rango inferior a Ley que infrinjan la expresada nor 
ma, sin perjuicio de las responsabilidades a que haya - 
lugar".
En este sentido el Consejo de Estado en Dictamen de 12 
de julio de 1973, Expediente numéro 38743, ha manifesta 
do :
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sentase una necesidad urgente y ésta no pudiera ha- 
cerse frente con los créditos consignados en el co­
rrespondiente presupuesto podrâ procurarse el crédi 
to oportuno pero necesitando para ello de la corres 
pondiente ley (180) (181). Si bien este principio -
"Por lo que se refiere al primer aspecto, coincide este 
Consejo de Estado con el criterio mantenido por el Cen­
tro director informante de que las obligaciones contrai 
das, por haberlo sido con exceso sobre el crédito presu 
puesto, son nulas, de conformidad con lo establecido en 
el articulo 39 de la Ley de Administraciôn y Contabili­
dad. En consecuencia, no procédé la concesion de los - 
recursos si, previa o simultâneamente, no se convalidan 
en una ley las citadas obligaciones".
(IBO) Art. 41 de la Ley de Administraciôn y Contabilidad de - 
la Hacienda Pûblica de 1 de julio de 1911:
"Cuando ocurra la necesidad de hacer algûn gasto para - 
el cual no haya crédito legislativo o sea insuficiente 
el figurado en el presupuesto general del ano, el Go —  
bierno presentarâ al Congreso de los Diputados un pro - 
yecto de ley pidiendo, en el primer caso, un crédito ex 
traordinario, y en el segundo, un suplemento de crédi - 
to, acompanando a dichos proyectos las Memorias redacta 
das o los expedientes originales instruidos con tal ob­
jeto en los Departamentos o Centros respectivos, con in 
formes de la Intervenciôn General de la Administraciôn 
del Estado y del Consejo de Estado en pleno, sobre la - 
necesidad y urgencia de la concesiôn".
Art. 64.1 de la Ley General Presupuestaria de 4 de Ene­
ro de 1977:
"Cuando haya de realizarse con cargo a los Presupuestos 
del Estado algûn gasto que no pueda demorarse hasta el 
ejercicio siguiente y no exista en ellos crédito o sea 
insuficiente y no ampliable al consignado, el Ministre 
de Hacienda, previo informe de la Direcciôn General del 
Tesoro y Prsupuestos y dictamen del Consejo de Estado,- 
elevarâ al acuerdo del Gobierno la remisiôn de un Pro - 
yecto de Ley a las Cortes de concesiôn de un crédito ex 
traordinario, en el primer caso, 0 de un suplemento de- 
crédito, en el segundo, y en el que se especifique el - 
recurso que haya de financiar el mayor gasto pûblico".
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riguroso tiene posibilidades de ser paliado utili - 
zando tecnicas de modificacion de créditos presu -- 
puestos mediante transferencias o traspasos de cré­
dite, todo ello autorizado por la correspondiente - 
ley, sigue intacto el mismo en el sentido de que to 
da obligacion generadora de gasto publico ha de te­
ner cobertura presupuestaria para hacer frente a la 
misma. De lo anterior se dériva que la actividad fi 
nanciera de aplicaciôn de recursos pûblico al cum - 
plimiento de las obligaciones esta, en principio, - 
condicionada por este requisite legal que deberâ —  
cumplirse con carâcter previo al nacimiento de la - 
obligacion pûblica y, por consiguiente, con.anterio 
ridad a que se realice tal actividad financiera.
(181) Dictamen del Consejo de Estado de 29 de marzo de 1973 , 
Expediente num. 38.592. Afirma este Dictamen:
"la necesidad se fundamenta en los dos Decretos de fe - 
cha 22 de febrero de 1973, por los que se regularon con 
carâcter definitive las retribuciones complementarias - 
del personal militar y asimilado de los Ejércitos de —  
Tierra, Mar y Aire y de los Cuerpos de la Guardia Civil 
y Policia Armada, y que fueron dictados en uso de las - 
autorizaciones conferidas al Gobierno por las Leyes 95 
y 113/1966, de 28 de diciembre. La urgencia en la con - 
cesiôn de los recursos es asimismo évidente, habida —  
cuenta que se trata de llevar a cabo una mejora economi 
ca para todo el personal militar y fuerzas de orden pû­
blico, con efectos referidos al 1 de enero de 1973".
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2.2.3.2. El principio de legalidad en el âmbito fi­
nancière .
Ya hemos visto, en la secciôn primera, una sé­
rié de opiniones, a nuestro juicio bâsicas, en rela 
ciôn con el principio de legalidad de la actividad 
administrativa y hemos extraîdo diverses conclusio­
nes que pueden sintetizarse afirmando que este prin 
cipio implica la existencia de una actividad admi - 
nistrativa que abarca la acciôn del Ejecutivo en su 
doble vertiente, acciôn normativa y actividad singu 
larizada. En ambas formas de actuaciôn la Adminis­
traciôn deberâ ajustarse a lo dispuesto en el orde­
namiento juridico (como bloque de legalidad), respe 
tando, de forma absoluta, la jerarquia de las nor - 
mas jurldicas y las normas de carâcter general,cuan 
do realice una actividad singularizada.
Como puede apreciarse, nos encontramos ante —  
la actividad de un conjunto de ôrganos que van a —  
producir una serie de normas o actos que habrân de 
ajustarse al ordenamiento juridico vigente. Dentro 
del âmbito financiero también es necesaria la exis­
tencia de este principio, y el respeto al mismo,por 
tanto, es preciso que nos paremos a pensar si en el
186
campo financiero se dan las mismas circunstancias - 
que en el resto de la actividad administrativa o, - 
por el contrario, existe alguna peculiaridad, digna 
de tenerse en cuenta, la cual habrâ de ser conside- 
rada en el posterior desarrollo del trabajo que nos 
proponemos. Tal tarea habrâ de realizarse tanto de£ 
de la perspectiva de la actividad considerada como 
desde el marco legal en que se circunscribe esta ac 
tividad.
Desde el punto de vista de la actividad consi­
derada debemos partir de que ésta es la actividad - 
financiera en la forma que ha sido expuesta.. Es de- 
cir, estamos ante una actividad instrumental que -- 
va a producir una serie de actos encaminados a la - 
obtenciôn y aplicaciôn de recursos necesarios para- 
el desenvolvimiento del resto de la actividad de la 
administraciôn. En este sentido, CALVO ORTEGA en - 
tiende que la actividad financiera no es posible en 
cajarla en ninguna de las actividades administrati - 
vas tipicas (actividad de policia; actividad de ser 
vicio pûblico, actividad de fomente, actividad de - 
gestiôn econômica, etc), y la considéra como una -- 
"actividad instrumental o medial y con una finali - 
dad concreta, homogénea y perfectamente délimita —
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da: la adquisiciôn y empleo de bienes dinerarios" -
(182) .
Para PUGLIESE (183) la actividad financiera —  
puede distinguirse claramente de la actividad es —  
trictamente administrative del Estado desde très —  
puntos de vista:
En primer lugar, por el contenido peculiar de 
las relaciones que constituyen su objeto. En este - 
sentido, la actividad financiera se distingue clara 
mente por su contenido caracterîstico, representado 
—por lo que respecta a la actividad impositiva— por 
una obligaciôn de Derecho publico del ciudadano 
frente al Estado a realizar una prestaciôn pecunia- 
ria, que debe determinarse mediante procedimientos 
caracterlsticos del Derecho Financiero, cuya obser- 
vancia constituye una pretension tutelable para el 
ciudadano.
(182) CALVO ORTEGA, R.: "Consideraciones sobre les presupues- 
tos cientificos del Derecho Financiero", pâg.134-136.
(183) PUGLIESE, M.: "Instituzioni di Diritto Finanziario. Di- 
ritto tributario". CEDAM, Padova, 1932, pag. 6-7.
Ibid., "Diritto finanziario e Diritto administrativo" , 
en II Foro Administrativo, 1936, parte IV, num. 7-8, —  
pag. 62-63.
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En segundo lugar, por los institutos caracte - 
risticos (el Presupuesto, la Deuda pûblica, la Admi 
nistraciôn del Tesoro, etc.), mediante los cuales - 
se ejerce en el campo financiero la actividad.de la 
Administraciôn pûblica.
En tercer lugar, por los rasgos peculiares que 
distinguen de cualquier otra norma de Derecho pûbl^ 
co y privado las normas juridicas dirigidas a regu­
lar la obtenciôn, la gestion y el gasto de los in - 
gresos pûblicos.
Por ultimo, debemos dejar sentado que La acti­
vidad financiera no debe separarse del reste de la 
actividad de la Administraciôn puesto que en unos - 
casos la actividad financiera se concretarâ en ôrga 
nos perfectamente diferenciados que constituyen el 
aspecto subjetivo de la Hacienda pûblica, de la que 
aquélla es el aspecto funcional, pero en otros ca - 
SOS el aspecto financiero se mezcla entre los dis - 
tintos ôrganos de la Administraciôn (184).
(184) ALEGRETTI, V.: "Il Goberno délia Finanza Pûblica", CE- 
DAM, Padova, 1971, pag. 27, ha escrito:
"La autonomia de la actividad financiera no debe llevar 
se al extremo de separar de manera absoluta la Hacienda 
de la Administraciôn. Existen actividades en que la au­
tonomia del fenômeno financiero es maxima, por ejemplo.
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Este caracter medial, de instrumentalidad, que 
casi unânimemente se predica de la actividad finan­
ciera significa, advierte RODRIGUEZ BEREIJO (185),- 
no solo la obtenciôn de los medios econômicos nece- 
sarios para la satisfacciôn de las necesidades pu—  
blicas, sino también, y sobre todo, que la activi - 
dad financiera no es un fin en si misma, por cuanto 
la actividad de establecimiento y exacciôn de los - 
tributos es instrumental respecte de la actividad - 
de gasto pûblico, o dicho con otras palabras, que - 
la recaudaciôn del dinero de los ciudadanos no se - 
realiza para acumularlo en las Cajas del Tesoro,si­
no para gastarlo en la satisfacciôn de las necesida 
des püblicas y la consecuciôn de los fines institu- 
cionales del ente publico.
Esta actividad, que como ya quedô apuntado, va 
a ser realizada por ôrganos insertos dentro del âm- 
bito del Ministerio de Hacienda o por ôrganos dise- 
minados en toda la Administraciôn pûblica, dadas --
la actividad dirigida a la obtenciôn de medios pecunia- 
rios (tributos, empréstitos pûblicos, etc). En cambio , 
hay otras en las cuales el aspecto financiero y el as - 
pecto final son simbiôticos, como, por ejemplo, la rea- 
lizaciôn de los gastos pûblicos".
(185) RODRIGUEZ BEREIJO, A.: "Introducciôn..." cit., pag. 48.
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sus especiales caracterîsticas, va a estar articula 
da en su funcionamiento de especiales procedimien - 
tes internes y mécanismes de control que incidirân 
en la validez de la misma todo elle articulado con 
base en la preocupaciôn constante de que la misma - 
se adapte en todo memento al cumplimiento de la mas 
estricta legalidad vigente.
Desde la perspectiva del marco legal que cir - 
cunscribe a la actividad financiera o actividad ad- 
ministrativa encaminada a la obtenciôn y aplicaciôn 
de recurSOS pûblicos debemos dejar patente que el- 
principio de legalidad financiera encuentra.una sé­
rié de condicionamientos que deberân ser tenidos en 
cuenta por la Administraciôn pûblica tanto en su ac 
tuaciôn normativa como en su actuaciôn singulariza- 
da y de forma diferente segûn se trate de actuacio 
nés en la vertiente del ingreso como en la vertien- 
te del gasto.
A) Vertiente del ingreso: El principio de lega 
lidad financiera en la vertiente del ingreso presen 
ta unas especiales caracterîsticas que interesa re- 
saltar y que se ponen de manifiesto en la doble ac­
tuaciôn administrativa a que haciamos referencia.
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En la actividad normativa de la Administraciôn 
esta deberâ tener muy en cuenta la fuerte ligazôn - 
que para la misma représenta el principio de réser­
va de ley configurado en la doble modalidad de re - 
serva material de ley, constante en el Derecho Cons 
titucional histôrico y consagrado en la Constitu -- 
ciôn espahola de 19 78, en la forma que ha quedado - 
expuesta, y réserva formai o preferencia de ley con 
tenida en nuestros textos positives, y entre los —  
que merece destacarse, especialmente, la Ley Gene - 
ral Tributaria, a pesar de los defectos contenidos 
en la mi-sma. Esta réserva de ley no se limita al -- 
establecimiento de los distintos tributos, sino que 
se extiende al establecimiento de los hechos bâsi- 
cos de los mismos, definiciôn del hecho imponible y 
su delimitaciôn mediante supuesto de no sujeciôn y 
exenciones correspondientes, y a la determinaciôn - 
de circunstancias bâsicas de la relaciôn tributaria 
y sus consecuencias, taies como sujetos pasivos, ba 
se imponible, tipo de gravamen, devengo, y demâs —  
elementos déterminantes de la cuantîa de la deuda , 
salvo excepciones, bonificaciones, reducciones tri-
butarias, etc. Es decir, todos los elementos ----
estructurales del tributo que componen y hacen posi 
ble la determinaciôn de la cuota tributaria y la f_i 
jaciôn de los elementos subjetivos de la obligaciôn
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tributaria estân reservados a la ley y, por tanto , 
han de ser determinados por la misma.
Esta réserva de ley implica que estemos ante - 
un supuesto en que la Administraciôn pûblica queda- 
sometida plenamente a la ley y en virtud del prin-- 
cipio de vinculaciôn positiva. Es decir, en el âmb^ 
to tributario, la Administraciôn esta totalmente 
imposibilitada para actuar en una serie de materias 
bâsicas y, por tal motivo, le esta totalmente prohi 
bido légitimer su actuaciôn a través de la autohabi 
litaciôn legal procédante de normas générales émana 
das de la misma. Cualquier actuaciôn normative en 
este sentido implicaria una lesiôn del principio de 
legalidad financiera con las consiguientes conse —  
cuencias derivadas de esta actuaciôn. Una vez esta- 
blecido un tributo y los elementos esenciales co —  
rrespondientes reservados a la competencia del le - 
gislativo, se abre la posibilidad de actuaciôn de 
la Administraciôn en su doble vertiente de actua —  
ciôn normativa, o ejercicio de la potestad reglamen 
taria en el âmbito financiero tributario, con respe 
to absoluto al ordenamiento jurîdico y en particu - 
lar a la jerarquia de las fuentes, y actuaciôn sin- 
gularizada o ejercicio de la potestad de imposiciôn
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en virtud de la cual la Administraciôn va a aplicar 
las normas juridicas a supuestos o hechos concretos 
de la vida real desencadenando los correspondientes 
procedimientos de obtenciôn de recursos pûblicos y 
en la que deberâ ajustarse en todo momento al or 
denamiento jurîdico vigente cumpliendo y respetando 
los requisitos bâsicos que conforman el principio - 
de legalidad financiera.
B) Vertiente del gasto pûblico: En la vertien­
te del gasto pûblico, el principio de legalidad fi­
nanciera présenta unas especiales caracterîsticas - 
derivadas, como hemos indicado, de la especial con- 
sideraciôn de la instituciôn presupuestaria, tanto 
en el ordenamiento constitucional como en el ordena 
miento positive (186). Ello implica el que la acti 
vidad financiera de la Administraciôn en esta ver - 
tiente deba contar previamente con un crédite presu
(186) RODRIGUEZ BEREIJO, A. afirma :
"todo concepto rigurosamente juridico del Presupuesto - 
ha de incorporât esta diferencia, haciendo resaltar dos 
aspectos:
a) En primer lugar, que respecte a los Ingresos pùbli - 
COS el Presupuesto no es mas que un acto de mera previ­
sion o calcule contable, carente de efectos jurîdicos - 
limitatives en cuanto a su exacciôn y cuantîa.
b) En segundo lugar, que respecte a los Gastos pûblicos 
el Presupuesto produce efectos jurîdicos bien precises, 
en un triple sentido: Autorizar a la Administraciôn a - 
realizar el gasto pûblico; Limitât las cantidades a gas 
tar hasta la cifra consignada en el Presupuesto y Fijar
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puesto adecuado y suficiente (187) para hacer fren­
te a las obligaciones que puedan derivarse de tal - 
actividad. En principio, esta cobertura crediticia- 
estâ reservada a la competencia del legislative y - 
se articula a través de la correspondiente ley de - 
presupuestos o por ley especial para la aprobaciôn- 
de crédites extraordinarios o suplementos de crédi­
te que sera dictada cuando concurran los requisitos 
legalmente establecidos, y previo informe del Conse 
je de Estado. Aparté de esta peculiar circunstan - 
cia, la necesidad de que la actuaciôn administrati­
va, en este campo, se ajuste estrictamente a la le­
galidad vigente, lleva consigo la existencia de m é ­
canismes de control interne de esa actividad, esta­
blecidos en el seno de la propia Administraciôn con 
la misiôn de velar per que se cumpla tal legalidad- 
en todo momento que van a incidir en la validez de- 
tal actuaciôn administrativa y que dan un significa
el empleo o destino que haya de darse a los créditos —  
aprobados en el Presupuesto", en "Presupuesto del Esta­
do", Madrid 1970, pâg. 17 y 18.
(187) Art.59 de la L.G.P.:
"Los créditos para gastos se destinarân exclusivamente- 
a la finalidad especifica para la que hayan sido autori 
zados por la Ley de Presupuestos o por las modificacio- 
nes aprobadas conforme a esta Ley".
Art.ôO de la L.G.P.:
"Los créditos autorizados en el estado de gastos de los 
presupuestos tienen caracter limitative y, por tanto, - 
no podrân adquirirse compromises de gastos por cuantîa 
superior a su importe, siendo nulos de pleno derecho —  
los actes administratives y las disposiciones générales 
con range inferior a Ley que infrinjan la expresada nor 
raa,sin perjuicio de las responsabilidad a que haya lu - 
gar".
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do especial al principio de legalidad financiera co 
mo presupuesto de validez de los distintos actos en 
que se va a concretar la actividad financiera como- 
actividad administrativa de aplicaciôn de recursos- 
pûblicos.
2.3. AFIRMACIONES PREVIAS.
Como resumen de todo cuanto llevamos expuesto, 
en relaciôn con el principio de legalidad financie­
ra podemos afirmar:
1. Se ajusta a las mismas reglas que el princi 
pio de legalidad de la actividad administrativa y, 
por tanto, implica que la actividad administrativa 
encaminada a la obtenciôn y aplicaciôn de recursos 
pûblicos se somete en todo momento al ordenamiento 
jurîdico, respetando la jerarquia de las fuentes y, 
cuando una autoridad dicte actos singulares, deberâ 
ajustarse a lo dispuesto en normas générales, aun - 
que estas hayan sido dictadas por la misma autori - 
dad u otra inferior.
2. La actividad de la Administraciôn que ha de 
respetar este principio se concrete a la que hemos
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denominado actividad financiera y que esta, puede - 
ser desarrollada por una serie de ôrganos disemina- 
dos por toda la Administraciôn pûblica.
3. Que este principio présenta mayores condi - 
cionantes para la actuaciôn administrativa tanto en 
la vertiente del ingreso como en la vertiente del - 
gasto pûblico.
En la vertiente del ingreso: Porque existen —  
una serie de conceptos bâsicos cuya regulaciôn estâ 
reservada a la Ley.Ello implica una restricciôn de - 
la Administraciôn en cuanto se refiere a su.capaci- 
dad para la producciôn de normas juridicas en vir - 
tud de las cuales puede autohabilitarse para reali­
zar actuaciones posteriores, o bien para realizar - 
actuaciones singularizadas. Por la existencia de me 
canismos internes de control de la legalidad de la 
actuaciôn administrativa en este âmbito que pueden 
incidir en la validez de esa actuaciôn y, por consi 
guiente, terminar con la anulaciôn de la misma.
En la vertiente del gasto pûblico: Porque toda 
actuaciôn administrativa de la que se deriven obli­
gaciones püblicas ha de cumplir, ademâs de la lega­
lidad formai, la legalidad material de cobertura —
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presupuestaria. Esta cobertura presupuestaria se —  
instrumenta a través de la instituciôn del presu —  
puesto, que ha de ser aprobado por ley, incide en - 
la exigibilidad o imposibilidad de cumplimiento de- 
las taies obligaciones con los efectos consiguien - 
tes para las mismas. Asimismo, la existencia de mé­
canismes internos de control de legalidad conllevan 
una serie de efectos, que se estudiarân posterior - 
mente, en relaciôn con la validez de la actividad - 
generadora de gastos pûblicos.
4. Que toda actuaciôn administrativa encamina­
da a la obtenciôn de recursos debe contar, previa—  
mente, con una ley, y puede ser impugnada por los - 
interesados y, ademâs, por ôrganos internos de la - 
propia Administraciôn.
5. Que toda actuaciôn administrativa generado­
ra de gastos pûblicos ha de contar con la correspon 
diente cobertura presupuestaria y deberâ ser contro 
lada la actuaciôn, con carâcter previo a la produc­
ciôn de los distintos actos administrativos, por 
los correspondientes ôrganos de control interno.
6. Que el principio de legalidad financiera no 
puede ser lesionado por las Cortes Générales debido
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a que el mismo exige necesariamente la actuaciôn ad 
ministrativa por ubicarse este en el campo de las - 
relaciones entre la Administraciôn y el Derecho.
7. Que debe distinguirse el principio de lega­
lidad financiera y el principio de reserva de ley - 
al objeto de la realizaciôn de este trabajo y por - 
las diferentes consecuencias que se derivan de la - 
infracciôn de uno y otro.
8. Existen referencias expresas en la Constitu 
ciôn y leyes ordinarias relativas a la vinculaciôn- 
de la actuaciôn administrativa a las leyes y, por - 
consiguiente, esta actuaciôn deberâ respetar en to­
do momento, las reglas derivadag del principio de -
(188) En este sentido pueden citarse, entre otros:
Art. 133*4 de la Constitution:
"Las administraciones püblicas solo podrân contraer —  
obligaciones financieras y realizar gastos de acuerdo- 
con las Leyes".
Art. 7 de la L.G.T.:
"El ejercicio de la potestad reglamentaria y los actos 
de gestion en materia tributaria constituyen actividad- 
reglada y son impugnables en la via administrativa y ju 
risdiccional en los términos establecidos en las Leyes"
Art. 19 de la L.G.T.:
"Serân nulas de pleno derecho las resoluciones adminis- 
trativas de carâcter particular dictadas por los orga - 
nos de gestion que vulneren lo establecido en una dispo
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legalidad (188).
sicion de carâcter general, aunque aquellas emanen de - 
organes de igual o superior jerarquia".
Art. 3 de la L.G.P.:
"La Administraciôn de la Hacienda Pûblica cumplirâ las 
obligaciones econômicas del Estado y de sus Organismes 
autônomos mediante la gestiôn y aplicaciôn de su haber 
conforme a las disposiciones del ordenamiento juridico, 
y ademâs, promoverâ el mâs adecuado funcionamiento de - 
los sistemas financiero y raonetario, segûn las medidas 
de politica econômica que se establezcan".
Art. 16.2 de la L.G.P.:
"La funciôn interventora tiene por objeto controlar to­
dos los actos de la Administraciôn del Estado y de sus- 
Organismos autônomos, que den lugar al reconocimiento - 
de derechos y de obligaciones de contenido econômico, - 
asi como los ingresos y pagos que de ellos se deriven,y 
la recaudaciôn, inversiôn o aplicaciôn en general de —  
los caudales pûblicos, con el fin de asegurar que la ad 
ministraciôn de la Hacienda pûblica se ajuste a las dis 











LA COBERTURA PRESUPUESTARIA 
DE LOS GASTOS PUBLICOS
1.1. CONTENIDO DE LA COBERTURA PRESUPUESTARIA.
Segûn la definiciôn contenida en la Ley Gene - 
ral Presupuestaria (articule 48), "Los Presupuestos 
Générales del Estado constituyen la expresiôn cifra 
da, conjunta y sistematica de las obligaciones que, 
como maximo, pueden reconocer el Estado y sus Orga­
nismes autônomos..." (189).
(189) RODRIGUEZ BEREIJO, A., sostiene:
"como notas caracterîsticas del concepto juridico del - 
Presupuesto podemos senalar las siguientes:
a) Es un acto legislativo, una ley que da eficacia y va 
lor juridico a los estados de prevision de ingresos y — 
gastos,
b) Es un acto de autorizacion de gastos, en cuanto limi
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Por otra parte, el articule 43.1 de dicha Ley 
dispone: "Las obligaciones de page solo son exigi - 
bles a la Hacienda pûblica, cuando resulten de la - 
ejecucion de los Presupuestos Générales del Estado, 
de conformidad con lo dispuesto en el articule 60 - 
de esta L e y ..."
De la interpretaciôn conjunta de estes dos pre 
ceptos, aparté de sus imprecisiones técnicas, de —  
las que mâs adelante nos ocuparemos, puede obtener- 
se una idea aproximada de la significaciôn del con­
cepto de cobertura presupuestaria de los gastos pû­
blicos.
Efectivamente, los Presupuestos Générales del 
Estado constituyen un limite a las posibles obliga­
ciones a reconocer en el période presupuestario. Es 
decir, no se podrân reconocer obligaciones si no se 
cuenta con prevision financiera adecuada y suficien
ta juridicamente la ejecucion del gasto pûblico en un - 
triple sentido: cuantitativo, temporal y cualitativo.
c) Es una mera estimacion contable o calcule de los in­
gresos pûblicos.
d) Es una manifestacion del control juridico-politico - 
del Poder Legislativo sobre el Ejecutivo, como corola - 
rio del sometimiento de la actividad financiera del Es­
tado al imperio de la ley, propio de todo Estado de De­
recho, y como expresiôn de la teoria de la separacion - 
de los poderes", en "Presupuesto del Estado", Madrid —  
1970, pâg. 19-21.
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te para el cumplimiento de aquellas obligaciones.
Consecuente con lo anterior la Ley dispone que 
las obligaciones solo son exigibles a la Hacienda - 
pûblica cuando resulten de la ejecucion de "los Pre­
supuestos Générales del Estado. A nuestro juicio , 
el término exigibilidad no se utiliza en sentido —  
técnico y mâs bien se estâ haciendo referencia a la 
imposibilidad de la Hacienda pûblica para cumplir - 
sus obligaciones cuando faite aquella prevision fi­
nanciera cifrada en las dotaciones correspondientes 
de los créditos adecuados.
Por lo expuesto, podemos afirmar que la cober­
tura presupuestaria constituye un requisite previo 
de validez o de eficacia, segûn los casos, de los - 
actos administrativos generadores de obligaciones - 
de la Hacienda pûblica y de aquéllos que tienen por 
objeto el cumplimiento de estas obligaciones, y con 
siste en la necesidad de existencia de prévision fi^  
nanciera adecuada y suficiente en el correspondien­
te Presupuesto para dictar actos generadores de 
obligaciones a cargo de la Hacienda pûblica y actos 
encaminados al cumplimiento de las mismas.
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La doctrina (190) sostiene que el Presupuesto- 
o estado de gastos pûblicos cumple, en todo caso, - 
una funciôn habilitante o de cobertura de los deri- 
vados de leyes no presupuestarias (191). Las Leyes 
de Presupuestos, cuya destinatària es la Administra 
ciôn pûblica, no sôlo autorizan a esta a realizar —  
gastos especîficos o concretos hasta determinada -- 
cuantîa, sino que puede entenderse ordenan a esta - 
Administraciôn contraiga las obligaciones previstas 
en las correspondientes partidas presupuestarias.
De cuanto antecede podemos afirmar que la co—  
bertura presupuestaria implica:
a) Un acto de previsiôn econômico-financiera , 
en virtud del cual el Legislativo autoriza al Eje-
(190) ALBINANA GARCIA-QÜINTANA, C.: "Gastos publiées sin cré­
dite presupuestario", en R.E.D.F. num. 8, Madrid 1975,-
pâg. 785 y SS.
(191) BAYON MARIME, T.: en "Aprebacion y control de los gas - 
tes pûblicos", I.E.F., Madrid 1972, pâg. 52; "El Pre —  
supuesto ha sido visto por muchos autores como una nor 
ma subsidiaria respecte al orden juridico material. Se 
ha hablado asi de la doble condicionalidad de las obli­
gaciones administratives, desde el punto de vista presu 
puestario. Esa dualidad (norma material-norma formai) - 
respecte a la competencia, se manifiesta en un claro di 
vorcio entre obligaciones contraidas por los organes jü 
risdiccionales compétentes frente a materializacion de 
esas obligaciones y su realizaciôn con cargo al Presu - 
puesto del Estado".
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cutivo a la realizaciôn de gastos y el cumplimiento 
de obligaciones hasta montantes sistematicamente de 
terminados (192).
b) Cada gasto generado u obligaciôn contraida 
por el Ejecutivo deberâ tener cabida dentro de los 
créditos dotados en aquél acto de previsiôn finan - 
ciera inicial o con las modificaciones posteriores 
realizadas por el Legislativo o por el propio Ejecu 
tivo, de conformidad con las facultades que le con- 
fieren el Derecho presupuestario vigente (193).
c) El Ejecutivo tiene que limitar su actuaciôn 
econômico-financiera a los limites cuantitativos y
(192) RODRIGUEZ BEREIJO, A., contemplando el Presupuesto des­
de el punto de vista juridico considéra: "respecte alos 
ingresos pûblicos el Presupuesto es un acto de mera pre 
vision o calcule contable, carente de efectos juridicos 
limitatives, en cuanto a su exacciôn y cuantia. Respec­
te a los gastos pûblicos, el Presupuesto produce efec - 
tos juridicos bien precises, en una triple vertiente: -
a) Autorizar a la Administraciôn, al Ejecutivo, a reali 
zar el gasto pûblico; b) Limitar las cantidades a gas - 
tar hasta la cifra consignada en el Presupuesto; y c) - 
Fijar el empleo o destino que haya de darse a los crédi 
tes aprobados en el Presupuesto". En "El Presupuesto - 
del Estado", Madrid 1970, Ed. Tecnos, pag. 19*
(193) Segûn BIELSA, "El Ejecutivo crea obligaciones del Esta­
do. El limite de su exigibilidad estâ en la habilita —  
cion normativa que permite la actuaciôn administrativa" 
en "Derecho Administrativo", 5- éd., Buenos Aires 1955, 
Tomo I, pâg. 1 y SS.
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cualitativos que se contienen en el acto de previ - 
siôn econômico-financiera con sus modificaciones.
d) El Ejecutivo viene obligado por esta previ­
siôn econômico-financiera a contraer obligaciones - 
sôlo hasta el montante previsto en determinadas par 
tidas presupuestarias (194).
1.2. SIGNIFICACION DE LA FALTA DE COBERTURA PRESU - 
PUESTARIA.
1.2.1. En la Ley de Administraciôn y Contabilidad - 
de la Hacienda Pûblica.
No ha sido unanime la doctrina en el tratamien
(194) Segûn BAYON MERINE, "lo mas a que el Derecho presupues­
tario puede llegar es a la exposicion de los efectos so 
bre las obligaciones del Estado produce el Presupuesto. 
Esquemâticamente: 1) El Presupuesto del Estado y la le- 
gislacion presupuestaria actuan, en general, como ins - 
trumento que permite la exigibilidad de las obligacio - 
nés del Estado; 2) En las ocasiones en que legalmente - 
se establezca, la consignaciôn presupuestaria no solo - 
es requisite de eficacia de la obligaciôn administrati­
va, sino que puede serlo de su validez; 3) Finalmente,- 
puede ocurrir que la Ley de Presupuestos, como cualquia* 
- Ley ordinaria, genere y de nacimiento a una obliga - 
ciôn. Tal obligaciôn debe manifestarse expresamente y - 
cifrarse en el Presupuesto que la Ley aprueba", en"Apro 
baciôn y Control de los Gastos Pûblicos", I.E.F., Ma —  
drid 1972, pâg. 62.
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to de los efectos de la falta de crédito presupues­
to para hacer frente a las obligaciones a cargo del 
Estado o de sus Organismes autônomos. La polémica - 
doctrinal surge al intentar determinar que efectos 
tiene esta falta de crédite en relaciôn con aque —  
lias obligaciones centrando su anâlisis en las Le - 
yes de Administraciôn y Contabilidad de la Hacienda 
Pûblica de 1911 y la Ley General Presupuestaria de 
1977.
La L.A.C.H.P. dedica los dos articules siguien 
tes al tema que nos ocupa:
Articule 32: "Son ûnicamente obligaciones exi­
gibles del Estado las que se comprendan en la Ley - 
de Presupuestos o se reconozcan como taies por Le - 
yes especiales".
Articule 32.2: "No podrân contraerse obligacio 
nés cuyo importe pueda exceder del crédito legisla­
tivo, siendo nulas las que infrinjan esta disposi - 
ciôn."
La doctrina ha interpretado estes preceptos —  
tratando de obtener conclusiones vâlidas a fin de -
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resolver el cumulo de problèmes que pueden derivar­
se de los mismos.
Se ha intentado explicar el contenido de estos 
preceptos con base en la distincion entre obligacio 
nes nacidas con anterioridad o con posterioridad a 
la Ley de Presupuestos (195).
Respecto de las primeras se sostiene que el —  
Presupuesto produce el efecto de determinar su exi­
gibilidad, reduciendo el âmbito de las exigibles a 
las obligaciones legales. Ello fundamentado en el 
contenido del articulo 32 de la L.A.C.H.P.
Por lo que respecta a las obligaciones nacidas 
con posterioridad a la Ley de Presupuestos, la exis 
tencia de crédito, entiende, es por regia general - 
un requisite de validez de las obligaciones contrac 
tuales del Estado.
Otros autores entienden que los articules an - 
teriores sienten dos principles diferentes del Dere
(195) GARCIA ANOVEROS, J .: "Derecho Presupuestario". Apuntes- 
de Catedra, Sevilla 1965-1969*
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cho presupuestario (196):
a) El principio de legalidad, contenido en el 
articulo 32, y
b) El principio de especialidad, recogido en - 
el articulo 39. Segûn la doctrina indicada, este 
articulo se inscribe en el âmbito de las obligacio­
nes voluntaries, respecto de las cuales la "Ley de 
Presupuestos constituye un "prius" juridico de su - 
existencia y validez".
Es decir, la Ley de Presupuestos es un requis! 
to de validez para las obligaciones contractuales , 
las cuales no pueden surgir sin la previa existen - 
cia de crédite presupuestado para tal fin y en cuan 
tia suficiente. A su vez, el Presupuesto constitu­
ye un requisite de exigibilidad de toda clase de —  
obligaciones, de conformidad con lo que dispone el 
articule 32, antes citado.
Respecto del articulo 39 de la LACHP se sostie
(196) RODRIGUEZ BEREIJO, A.: "El Presupuesto del Estado", —  
Tecnos, Madrid 1970, pâg. 223.
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ne (197) que sôlo alcanza a las obligaciones volun­
taries quedando excluîdas las legales y, dado el ca 
râcter complementario de la Ley de Presupuestos res 
pecto de las leyes de organizaciôn o incluse ser —  
una Ley de organizaciôn, se entiende que la inexis- 
tencia de crédito presupuesto vicia la competencia 
de la Administraciôn en la contracciôn de obligacio 
nes, razôn por la que si no hay competencia, no hay 
consentimiento y, si no hay consentimiento no hay - 
obligaciôn voluntaria (198). Por tal motivo, la —  
previa existencia de créditos consignados en leyes- 
presupuestarias es un requisite de validez de las - 
obligaciones voluntaries, siendo nulas de pleno de­
recho las que infrinjan esta norma. En relaciôn con 
la exigibilidad de las obligaciones, articulo 32, - 
entiende este autor que, cualquiera que sea su cla­
se y origen, si no se reconocen como taies en leyes 
presupuestarias estas obligaciones no son exigibles
(197) FERREIRO LAPATZA, J.J.: "Los efectos de la Ley de Presu 
puestos respecto de las obligaciones del Estado: Un anâ 
lisis de los articulos 32 y 39 de la L.A.C.H.P.", en la 
Revista H.P.E., num. 14, Madrid 1972, pâg. 201-203.
(198) BAYON MARINE, I., ha escrito:
"Que la competencia para contraer obligaciones vâlidas- 
del Estado no es una competencia presupuestaria, rigién 
dose por las reglas générales del derecho administrati­
vo", en Ob.cit., pâg. 83.
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hasta que se produzca tal cobertura, es decir, la - 
falta de crédito presupuesto tiene el efecto de de- 
morar la eficacia de las obligaciones pasivas del - 
Estado vâlidamente contraidas hasta el momento en - 
que se encuentren comprendidas en la Ley de Presu - 
puestos (199).
Algûn autor (200) ha sostenido que, mejor que- 
referirse a exigibilidad de las obligaciones,térmi­
no inadecuado pues el significado del mismo en Dere 
cho comün no es el significado que puede alcanzar - 
en el âmbito presupuestario, résulta mâs correcte - 
referirse a obligaciones sujetas a condiciôn suspen 
siva. Esta opinion ha sido cuestionada (201) en el 
sentido de considerar que las relaciones entre la - 
Ley del Presupuesto y la legislaciôn financiera pre
(199) BAYON MARINE, I., afirma: "...no existe en el génère de 
obligaciones una especie particular denominada obliga - 
cion presupuestaria. El Presupuesto puede ser fuente de 
obligaciones (obligaciones legales) o un modo de satis- 
facerlas (obligaciones con cargo al Presupuesto). Pero- 
ello no significa que aparezca una teoria de la obliga­
tion presupuestaria frente a la doctrina general instru 
mentada por el Derecho privado y el Derecho administra­
tivo", en "Aprobacion y Control de los Gastos Pûblicos" 
I.E.F., Madrid 1952, pâg. 59*
(200) BAYON MARINE, I., "Aprobacion y control de los gastos - 
pûblicos", I.E.F. pâg. 84.
(201) GONZALEZ GARCIA, E.: "Introduction al Derecho Presupues 
tario", EDERSA, Madrid 1973, pâg. 238.
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existante no pueden configurarse dentro del campo - 
de la condiciôn suspensiva por la sencilla razôn de 
que faltan les elementos técnicos suficientes para- 
encontrarnos ante tal catégorie juridica.
Por otra parte, sobre el articulo 32 de la 
LACHP se ha entendido (202) que su eficacia se re - 
fiera ûnicamente a la exigibilidad, segûn dicciôn - 
del propio texto legal. Si bien esta doctrine estâ- 
de acuerdo con la que se ha venido comentando con - 
anterioridad difiere, en cambio, el juicio que emi- 
te respecte del articulo 3 9 de dicho texto legal, - 
indicando que este precepto, al referirse a la nuli 
dad de pleno derecho de las obligaciones contraidas 
por encima del crédito legislative, recogiô une va- 
riaciôn respecte a la redacciôn originaria del mis- 
mo, en la que no se hacia ninguna prohibiciôn sobre 
las obligaciones, sine sobre las disposiciones, de 
le cual se deduce que su alcance no esta conectado- 
con la validez o nulidad de las obligaciones sine - 
con la exigibilidad de las mismas.
(202) ALBINANA GARCIA-QUINTANA, C.; "Gastos püblicos sin cré - 
dito presupuesto", en Revista Espanola de Derecho Finan­
cière, num. 8, 1975, pàg. 785 y 793-
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Por tal motive, la conclusion que se desprende 
es la de circunscribir ambos preceptos a la exigibi 
lidad de las obligaciones y no a su validez. Esta - 
exigibilidad depende de la existencia de crédito —  
presupuestario destinado a tal fin, cuya ausencia - 
détermina la inexigibilidad de las mismas, situa -- 
ciôn que no es oponible a terceros sine que desen - 
vuelve su eficacia en el âmbito interne de la pro - 
pia Administraciôn pûblica.
BAYON MARINE (203) considéra que el papel del- 
Presupuesto respecte del nacimiento de las obliga - 
clones del Estado debe analizarse en el marco del - 
vicie general de incompetencia de les actes admini£ 
trativos, y obtiene très conclusiones:
1) La competencia para contraer obligaciones - 
validas del Estado no es una competencia presupues- 
taria, rigiéndose por las reglas générales del dere 
cho administrative.
2) El ejercicio de taies competencies no puede 
vulnerar las competencies constitucionales concedi-
(203) HAYON MARINE, I.: Ob.cit., pàg. 83.
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das al ôrgano legislative, quedando prohibido, por 
consiguiente, que la Administraciôn comprometa fon­
des del Estado sin dotaciôn legislative, debiendo - 
subordinarse, por elle, les intereses de la Admi - 
nistraciôn al principle de preclusion del geste pu­
blico, en su doble vertiente derogaciôn previa de - 
crédito y necesidad de cobertura.
3) Que, en consecuencia, existe maniflesta in­
competencia de la Administraciôn actora cuando com- 
promete fondes del Estado sin crédito o por encima 
del crédito existente.
Para este autor la interpretaciôn que debe dar 
se a la Ley de Administraciôn y Contabilidad de la 
Hacienda Pûblica, debe ser la siguiente (204):
a) El articulo 32:
12. La palabra "exigibles" se usa sôlo con la 
finalidad de expresar que la obligaciôn del Estado 
puede pagarse: puede hacerse efectiva porque existe 
crédito destinado a su cumplimiento.
(204) BAYON MARINE, I.: Ob.cit., pags. 84, 85 y 86.
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2 2 . El término "leyes especiales", en conse -- 
cuencia, sôlo puede referirse a las leyes especia - 
les de Presupuestos, o sea a leyes de concesiôn de 
crédites extraordinarios y suplementarios. Igual -- 
interpretaciôn habrâ que dar al articulo 21 de la - 
Ley General de Obras Pûblicas, pese a parecer con - 
traria su dicciôn.
No tienen significado presupuestario, a estos 
efectos, las leyes de gastos y planes, salvo que en 
las mismas se efectûen concesiones de crédites, en 
cuyo case son leyes presupuestarias especiales. Tarn 
poco desvirtûa esta interpretaciôn el que las obli­
gaciones légales puedan abonarse sin previa consig- 
naciôn de crédito por el expediente del anticipe de 
tesorerîa, ya que este es simple cuestiôn de page , 
y la virtualidad definitiva del crédito depende de 
la futura ley de crédito extraordinario.
3 2 . El precepto se refiere tante a obligacio - 
nés légales como negociales, y tiene carâcter gene­
ral, no siendo opérante la distinciôn de las obliga 
ciones anteriores o posteriores a la Ley de Presu - 
puestos.
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4 2 . Estos principles no quedan desvirtuados, - 
respecte de las obligaciones negociales, per el ar­
ticulo 3 de la L.C.E., que establece que la aproba- 
cion del contrato implicara la autorizacion del ga£ 
to. Interpretandolo conjuntamente con la L.A.C. y 
les articules 41 y 42, pârrafo tercero del Reglamen 
to C.E., debe entenderse en el sentido de que no se 
requiere para les contrâtes de duraciôn plurianual- 
una renovaciôn expresa cada ano de sus principles - 
sustantivos, pero que no podrâ el contratista ce -- 
brar contra certificaciôn de obra si no hay crédito 
para pagarle. Sin perjuicio, todo elle, de la peti- 
ciôn de indemnizaciôn y responsabilidad por parte - 
del contratista.
b) El articulo 39:
1 2 . El precepto no se refiere a las obligacio­
nes que son meramente légales. Por tante se presume 
"ex lege" la previa existencia de actes administra­
tives .
22. Es inopérante la distinciôn entre obliga - 
ciones anteriores y posteriores a la Ley de Presu - 
puestos.
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3 2 . El precepto debe entenderse no sôlo aplica 
ble, como de su letra se deduce, a las obligaciones 
que se contraen excediendo del crédito legislative, 
sine a las obligaciones que se contraen sin crédito 
legislative alguno."
4 2 . La nulidad que postula el articulo 39 es - 
una nulidad absoluta por referirse al vicie general 
de incompetencia manifiesta.
5 2 . Los actes nulos no son convalidables en un 
procedimiento administrative, pero si cabe que en - 
una ley formai y como oportuno, se convalide por 
el Parlemente toda nulidad, cerrando paso as! a la 
exigencia de responsabilidad a les administradores 
por la contracciôn de obligaciones nulas.
6 2 . Para les contrâtes de obras pûblicas, ges- 
tiôn de servicios püblicos y suministros se matiza- 
legalmente el alcance de la nulidad, diciendo que - 
afecta al acte administrative preparatorio y por —  
elle al contrato que se realize, y que es una nuli­
dad absoluta (articulo 41 del Reglamento de Contrâ­
tes del Estado), que puede declarerse por la Admi - 
nistraciôn o les Tribunales en les términos legal -
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mente establecidos.
Como consecuencia de lo anterior, entiende el 
autor citado, que, por afectar a las relaciones Go- 
bierno-Parlamento, la contracciôn de obligaciones - 
sin cobertura presupuestaria, es materia constitu - 
cional, sometida a los principios esenciales:
- El Gobierno tiene que rogar crédito,
- Sôlo el Parlemente tiene competencia para —  
concederlo.
Teniendo en cuenta que la doctrine anteriormen 
te citada constituye un antecedente suficientemente 
emplie para entender los problèmes que pueden plan- 
tearse al respecte, en el âmbito de la L.G.P., con­
sidérâmes es util hacer una sîntesis de las opinio- 
nes expuestas.
- La doctrine entiende que el Presupuesto inc£ 
de sobre la validez de las obligaciones econômicas 
del Estado.
- No existe un criterio unanime sobre los efec 
tes de la nulidad establecida en el articule 39 de
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la L.A.C.H.P., pues en unas ocasiones, se entiende 
existe sôlo a efectos internes, no oponible frente 
a terceros, y, en otras, no se duda sobre este al—  
cance, si bien la doctrine intenta salvaguardar los 
intereses de terceros que hubiesen actuado de buena 
fe.
- La doctrine estima que hay una relaciôn di—  
recta entre la existencia de crédito presupuestario 
y la exigibilidad de cualquier obligaciôn vâlidamen 
te nacida a cargo del Estado. No obstante, existen 
diferencias de opiniones por cuanto el término exi­
gibilidad no se ha tomado siempre con una significa 
ciôn univoca, designando, en unas ocasiones, posibi 
lidad de reclamaciôn del cumplimiento y, en otras , 
la posibilidad de pago.
Las manifestaciones doctrinales en torno a la 
L.A.C.H.P. podemos decir han desvelado un conjunto 
de problemas en este tema que podrian sintetizarse- 
como sigue:
a) Incidencia del Presupuesto en la validez de 
las obligaciones del Estado.
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b) Alcance y efectos de la declaraciôn de nuli 
dad de estas obligaciones.
c) Los efectos directos de la dotaciôn presu - 
puestaria en la exigibilidad de dichas Obligacio —  
nés.
d) El alcance de la inexigibilidad de las obli 
gaciones y laprotecciôn juridica en general del —  
acreedor del Estado.
Estos problemas siguen vivos y van a ser obje- 
to de controversia en la nueva disposiciôn que sus- 
tituye a la Ley de Administraciôn y Contabilidad de 
la Hacienda Pûblica, la Ley General Presupuestaria, 
de 4 de enero de 1977.
1.2.2. En la Ley General Presupuestaria.
El anâlisis de los anteriores problemas ha si- 
do efectuado por la doctrina (205) con un esfuerzo- 
interpretativo loable centrando el objeto de estu -
(205) GALLON GALIARDO, A.: "Las obligaciones econoraicas del - 
Estado en la L.G.P.", en Revista "Presupuesto y Gasto - 
Publico", num. 2, I.E.F. Madrid 1979, pags. 61 y ss.
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dio en el nacimiento y exigibilidad de las obliga - 
ciones econômicas del Estado asi como en la posi —  
ciôn juridica de los acreedores frente a la Hacien­
da pûblica. Con el fin de que estas opiniones doc­
trinales sirvan de base para nuestro estudio hemos 
de referirnos a ellas siquiera sea a modo de sînte­
sis y con el ânimo de obtener conclusiones que nos 
ayuden a fundamentar nuestro razonamiento.
1.2.2.1. Nacimiento de las obligaciones econômicas 
en la Ley General Presupuestaria.
El articule 43 de la L.G.P. dispone que las —  
obligaciones del Estado y de sus Organismes autôno- 
mos nacen de la Ley, de los négociés juridicos y de 
los actes o hechos que, segûn Derecho, las generen- 
(206) .
Este articulo recoge una vieja aspiraciôn unâ- 
nimemente sentida por la doctrina espanola en el —  
sentido de situar, como norma general, la causa, —
(206) Para BAYON MARINE: "como fuentes de las obligaciones
del Estado aparecen: 1) Las normas emanadas de organos- 
del Estado; 2) Los negocios juridicos contraidos por or 
ganos del Estado; 3) La realizacion de actos y hechos - 
de los que se derive responsabilidad", en "Aprobaciôn - 
y Control de los Gastos Püblicos", I.E.F. Madrid 1972,-
pâg.64.
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fuente o titulo jurîdico de las obligaciones econô­
micas del Estado fuera de la Ley de Presupuestos. - 
Ello sin perjuicio de que esta Ley pudiera crear —  
obligaciones como cualquier otra. De esta forma,la 
existencia de una obligaciôn no deberia vincularse, 
necesariamente, con la previa existencia de crédite 
presupuesto.
No obstante, se entiende que la anterior afir- 
maciôn debe armonizarse con el articulo 60 de la —  
L.G.P., segûn el cual: "Los crédites autorizados en 
el estado de gastos de los presupuestos tienen ca - 
râcter limitative y, por tante, no podrân adquirir­
se compromises de gastos por cuantia superior a su 
importe, siendo nulos de pleno derecho los actos ad 
ministrativos y las disposiciones générales en ran­
ge inferior a la Ley que infrinjan la expresada 
norma, sin perjuicio de las responsabilidades a que 
haya lugar".
La doctrina ha suscitado dudas en la interpre­
taciôn de este precepto, dado su enclave sistemâti- 
co y su relaciôn con el articulo 43 de la propia —  
Ley, llegando a pensarse sôlo se refiere a la exigi 
bilidad de las obligaciones sancionando con la ine-
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ficacia externa a las obligaciones que excedan del 
importe de los creditos presupuestarios.
En este sentido, si bien referidos a la LACHP, 
existen fundadas opiniones (207) indicando que la - 
inexigibilidad se refiere al momento de contracciôn 
de la obligaciôn en contabilidad. Es decir, podria- 
pensarse que la nulidad que establece el articule - 
60 de la L.G.P. hace r e f e r e n d a  al compromise de —  
gasto como momento contable y no a la validez de la 
obligaciôn, hecho este que dériva de la conformidad 
a Derecho de la fuente o titulo obligacional.
Hay autores (208) que entienden es discutible- 
esta interpretaciôn puesto que no la admite la dic­
ciôn de la propia Ley. De la lectura de este precep 
to se desprende la necesidad de distinguir en su —  
contenido dos cosas:
a) Una prohibiciôn: No podrân adquirirse com - 
promisos de gastos por importe superior al crédito 
presupuesto.
(207) ALBINANA GARCIA-QUINTANA, G.: Ob.cit., pâg. 792.
(208) GALLON GALIARDO, A.: Ob.cit., pâg. 66 y ss.
224
b) Una sanciôn: La nulidad de los actos y dis­
posiciones générales con rango inferior a Ley que - 
infrinjan esta norma.
Segûn este autor, si se sostiene la interpréta 
ciôn del término "compromiso de gasto" como referi- 
da a un acto contable surge una falta de lôgica in­
terna en el precepto puesto que carece de sentido - 
declarer la nulidad de los actos administrativos o 
disposiciones con rango inferior a Ley, dado que la 
pro h i b i c i ô n  sôlo tendrîa efectos internos, mien —  
tras que la sanciôn de nulidad alcanzaria al titulo 
o fuente juridica de las obligaciones,es decir, de£ 
plegaria efectos frente a terceros. Entiende por - 
tanto, que la r e f e r e n d a  al compromiso de gastos no 
debe tomarse en sentido contable sino en un sentido 
juridico-administrativo, es decir, como "todo acto 
que, en el présente o en el futuro, debe entranar —  
una erogaciôn del dinero pûblico.
En este sentido juridico-material es entendida 
la expresiôn "adquisiciôn de compromises de gasto", 
son conscientes de que la doctrina, tanto espanola 
como francesa o italiana, no ha alcanzado la sufi - 
d e n t e  claridad sobre este extreme, puesto que los
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términos "compromiso, engagement o impegno" son uti 
lizados indistintamente para referirse, bien al "ac 
to que créa o comprueba la obligaciôn y constituye- 
al Estado como deudor -aspecto juridico-material- , 
bien al "acto que no créa, ni modifica, ni extingue 
nada; simplemente registra, certifica, hace constar 
o verifica en el mejor de los casos", o, incluse, - 
se utiliza como sinônimo de autorizacion.
Advertidos de esta confusion, sigue este autor 
considéra que para una correcta interpretaciôn del 
articulo 60 de la L.G.P., ha de partirse de estable 
cer con precisiôn cual es el significado que nues - 
tro Derecho presupuestario asigna al compromiso de 
gasto en el procedimiento de ejecuciôn de los gas - 
tos püblicos. Desde el punto de vista contable (0. 
M. de 17 de mayo de 19 74), no se enumera al término 
compromiso de gasto como acto que da un reflejo con 
table a cualquier operaciôn del procedimiento de —  
ejecuciôn del presupuesto de gastos. Los actos con- 
tables de este procedimiento son: autorizaciôn,dis­
posiciôn, obligaciôn y pages ordenados.
Por el contrario, el articulo 74 de la L.G.P., 
hace menciôn expresa del compromiso y se mencionan-
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las diferentes fases de la ejecuciôn de los gastos 
püblicos: aprobaciôn, compromiso, liquidaciôn y or- 
denaciôn de pagos. Es decir, se refiere a los ac - 
tos por los que se asume una obligaciôn y se insta- 
su cumplimiento, actos administrativos que se inser 
tan en la fase contracciôn de obligaciones con Cla­
ra incidencia sobre la validez y eficacia de las —  
mismas, idea esta que también puede desprenderse de 
una visiôn sistemâtica de los articulos 73, 62 y 
61.2 de dicho texto legal. Lo dicho sobre los ac - 
tos administrativos se traslada a las disposiciones 
générales con rango inferior a Ley puesto que me —  
diante ellas también pueden adquirirse obligaciones 
Con este razonamiento se estima que la L.G.P. (art! 
culo 60) se muestra mas homogénea y, en consecuen - 
cia, sanciona con nulidad a la fuente o titulo juri 
dico en virtud del cual se adquieren compromises de 
gasto.
Para RODRIGUEZ BEREIJO (209) lo normal es que 
las obligaciones del Estado surjan o se contraigan- 
con posterioridad a la existencia de la consigna —
(209) RODRIGUEZ BEREIJO, A.:"El Presupuesto del Estado...",- 
pâg. 216.
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ciôn presupuestaria, puesto que sin esta aquéllas - 
no serân exigibles. Ahora bien, la simple consig—  
naciôn presupuestaria no genera, sin mas, ningûn de 
recho de crédito del particular y, por otra parte , 
la propia Ley de Presupuestos no constituye la fuen 
te de las obligaciones del Estado. Distingue este - 
autor très diferentes situaciones:
1 2 . Que haya nacido una obligaciôn del Estado, 
y no exista consignaciôn presupuestaria, que no ha­
ya en el Presupuesto dotaciôn "ad hoc" para su pos­
terior pago que dicha obligaciôn no esté reconocida 
en la Ley de Presupuestos o en otra Ley especial.
22. Que exista la consignaciôn presupuestaria- 
sin que la obligaciôn haya surgido todavîa, lo que- 
entraha que la dotaciôn no esté aün "comprometida".
3 2 . Que existiendo el correspondiente crédito 
presupuestario para el pago de una determinada obli 
gaciôn, ésta exceda en su cuantia del importe de -- 
aquél.
De cuanto llevamos expuesto se deduce que la - 
doctrina ha encontrado grandes dificultades para —
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llegar a posiciones claras y solidas en la interpre 
tacion de este precepto, habiéndose postulado la ne 
cesidad de que, a la luz de un nuevo planteamiento- 
acerca de la nulidad de pleno derecho, la doctrina 
financiera pudiera ofrecer mayor coherencia sobre - 
este punto, pues dados los resultados en perjuicio- 
del interes de tercero acreedor del Estado que re - 
sultaria de una vision dogmatica del tema se ha vi£ 
to forzada a:
- Admitir ûnicamente una eficacia interna de - 
la declaraciôn de nulidad (210).
- Admitir ciertos efectos externos que se pro- 
ducirian con base en actos nulos —principalmente el 
pago hecho a terceros— (211).
- Reclamar una sanciôn distinta, la anulabili- 
dad, para las infracciones de la especialidad cuan- 
titativa de los creditos consignados en el Presu —
(210) ALBINANA GARCIA QUINTANA, C.: Ob.cit.
(211) RODRIGUEZ BEREIJO, A.: Ob.cit., pags. 294 Y 295.
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puesto (212).
1.2.2.2. Exigibilidad de las obligaciones en la Ley 
General Presupuestaria.
La doctrina, interpretando sistemâticamente 
los articulos 32 y 39 de la L.A.C.H.P. acepta la —  
distinciôn de dos momentos diferenciados:
- El nacimiento de la obligaciôn,
- El de exigibilidad de esta obligaciôn.
Asimismo, entendra parte de la doctrina que la 
previa existencia de crédite era un requisite de va 
lidez necesario para la existencia de las obligacio 
nés voluntaries contraidas en ejecuciôn del Presu - 
puesto. Las restantes obligaciones, se mantenia, - 
surgian vâlidamente segûn su conformidad con el or- 
denamiento juridico, sin que la Ley de Presupuestos 
tuviera incidencia sobre este extremo, afectando sô 
lo a la exigibilidad de las mismas, siendo, por tan 
to, un requisito de eficacia.
(212) GARCIA GARCIA, J.L.: "Prerrogativas y responsabilidades 
de la Administraciôn", en Anâlisis de la L.G.P., I.E.F. 
Madrid, pâg. 263.
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El anterior esquema doctrinal ha sido objeto - 
de revision (213), a la luz de los preceptos de la 
L.G.P. fundamentalmente refiriéndose al articulo 43 
de estetexto legal (214) y en particular centrando- 
la atenciôn en el término exigibilidad empleado por 
el legislador financière para determinar si es posi 
ble su utilizaciôn con idéntico significado que en 
el Derecho comûn llegando a considerar que:
- El término exigibilidad no esta utilizado 
por la L.G.P. en sentido técnico y precise,
- Esta Ley se refiere al cumplimiento de las - 
obligaciones y contempla bajo dicha expresiôn el mo 
mente en que existiendo ya una obligaciôn eficaz, - 
existe la posibilidad juridica de su pago,
- En las obligaciones derivadas de sentencia - 
judicial firme esta posibilidad de hacer efectivo - 
el cumplimiento se habrâ de arbitrer en la solici - 
tud de un crédito extraordinario o suplementario • 
en case de insuficiencia de crédito en el respecti­
ve presupuesto.
- A partir del momento en que puedan y deban -
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iniciarse los procedimientos necesarios para aten—  
der el pago, el retraso en el mismo se considéra —  
causa para el devengo de intereses de demora.
1.3. JUICIO CRITICO.
De cuanto llevamos expuesto podemos inferir -- 
que la doctrina no llega a obtener soluciones con - 
cluyentes, unanimes y con la consistencia suficien- 
te para afirmar que el tema esta agotado y esclare- 
cido en toda su amplitud. Por el contrario, consi- 
deramos que la investigacion no ha llegado a profun 
dizar en el anâlisis de los aspectos que convergen- 
en este âmbito de la legalidad financiera llegando, 
por consiguiente, a emitir opiniones divergentes, - 
algunas contradictories y faltas de apoyo en un es­
tudio denso de los aspectos que confluyen y confor- 
man el objeto de conocimiento que nos ocupa. Inclu- 
so, como hemos dicho, se han utilizado términos por 
la doctrina tanto espanola como francesa o italiana 
como "compromiso, engagement o impegno", sin sufi - 
ciente claridad y precision haciendo uso de ellos - 
para referirse indistintamente bien al acto que 
créa o comprueba la obligaciôn y constituye al Esta
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do como deudor — aspecto juridico material—  bien el 
acto que no crea, ni modifica, ni extingue nada, 
simplemente registra, certifica, hace constar o ve­
rifica en el mejor de los casos una obligaciôn(215) 
A nuestro juicio, un estudio que permita emitir opi 
niones fundadas sobre la significaciôn de la falta- 
de cobertura presupuestaria en relaciôn con las 
obligaciones del Estado précisa aclarar una serie - 
de cuestiones, con carâcter previo, para lo cual -- 
debemos profundizar en los siguientes aspectos:
- El alcance y significaciôn de los limites —  
cuantitativos y cualitativos de los creditos presu­
puestos ,
- Analizar las posibilidades del Ejecutivo pa­
ra modificar estos creditos presupuestos, valorando 
incluso su repercusiôn o incidencia en la quiebra - 
del principle de legalidad financiera.
- Anâlisis de las principales caracteristicas 
de la nulidad de pleno derecho en la L.P.A.
(215) FONROUGE, G.: "Derecho Financiero", Buenos Aires 1970,-
pâg. 228.
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- Anâlisis de la nulidad de pleno derecho en - 
la L.G.P.
- Aplicaciôn de la dogmâtica a la prâctica 
real de la vida diaria.
Una vez analizadas las cuestiones anteriores - 
consideramos se podrâ estar en condiciones de emi - 
tir los juicios correspondientes acerca de la signi 
ficaciôn de la falta de cobertura presupuestaria en 
relaciôn con las obligaciones econômicas del Esta - 
d o .
1.3.1. Los limites cuantitativos y cualitativos de 
los crédites presupuestos.
Si tratâramos de justificar las razones de la 
existencia del presupuesto del Estado podrîa partir 
se de la consideraciôn de la actividad humana. Es­
ta cuando intenta proyectarse en el futuro para con 
seguir objetivos racionalmente determinados lo hace 
con base en un plan de acciôn previamente estableci 
do. En el campo econômico, al pretender lograr 
ciertas finalidades, mediante una tarea de elecciôn 
entre los diferentes fines que se presentan como —
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deseables, en funciôn de utilizaciôn de medios esca 
SOS, los sujetos actuantes tienen la necesidad de - 
formular, aun cuando sôlo sea en términos intelec - 
tuales, un plan ordenado en el tiempo y en el espa- 
c i o .
Las unidades econômicas elementales, familia y 
empresa, configuran sus planes econômicos en forma- 
de balance, comparaciôn de magnitudes de distinto - 
signe, El Estado, como todo sujeto econômico sien- 
te la necesidad, en mayor grado que ningûn otro, de 
establecer un plan general, una previsiôn cuantifi- 
cada, que concrete y ordene tanto los recursos de - 
que puede disponer durante un determinado période - 
de tiempo como el empleo que de los mismos va a ha­
cer. A este plan se le denomina Presupuesto. Para 
FUENTES QUINTANA el Presupuesto es el Plan Econômi­
co del grupo politico y lo define como la expresiôn 
contable del plan econômico de la Hacienda pûblica- 
para un période determinado.
La historia ha puesto de manifiesto que el Pre 
supuesto existe hoy en todos los ordenamientos juri 
dico-pûblicos avanzados y ello presupone causas ju£ 
tificativas que fundamenten la necesidad de esta
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instituciôn. Entre ellas se destacan:
A) La exigencia politica: La prevision presu - 
puestaria surge legalmente, como fruto de una exi - 
gencia politica con el fin de delimitar el campo de 
acciôn del ejecutivo (216). Este se debe al manda­
te que reciba del Legislative, sin que pueda ir mas 
alla de los limites que se le senalan en el Presu - 
puesto. Bajo este punto de vista, el Presupuesto - 
se justifica con la necesidad de concretar en un do 
cumento el contenido del mandate que el Ejecutivo - 
recibe para actuar durante el période que en él se 
concrete.
B) Ordenaciôn racional de ingresos y gastos: - 
El Presupuesto, a pesar de su origen politico, ha - 
rebasado las razones de tal naturaleza, como conse­
cuencia de gran volumen y diversidad que en todos - 
los aspectos ha alcanzado la actividad del Ejecuti­
vo. Ello ha dado lugar a que se considerase el Pre 
supuesto como instituciôn necesaria para ordenar ra
(216) El articulo 131*1 de la Constitucion dispone: "El Esta­
do mediante Ley, podrâ planificar la actividad economi- 
ca general para atender a las necesidades colectivas, - 
equilibrar y armonizar el desarrollo regional y secto - 
rial y estimular el crecimiento y de la riqueza y su —  
mâs justa distribucion".
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cionalmente los ingresos y gastos del Estado.
C) Instrumento de politica economica (217): El 
Estado ha pasado de ser un sujeto no activo en la - 
vida economica a ocupar el puesto de un elemento ac 
tivo que, mediante decisiones aspira a lograr obje­
tivos basicos para la convivencia, como son la dis­
tribution equitativa de la renta nacional, la plena 
ocupacion de los recursos disponibles, el desarro - 
llo econômico, la estabilidad monetaria y de pre -- 
cios, etc. En este sentido, el Presupuesto viene a 
ser la pieza central y mâs importante de este ac -- 
tuar estatal llegando a considerar, algunos trata - 
distas, a esta razôn de ser del Presupuesto mâs im­
portante que la mera ordenaciôn de ingresos y gas -
(217) RODRIGUEZ BEREIJO, A., ha escrito: "como instituciôn ju 
ridico-politica, el Presupuesto es un acto de colabora- 
cion entre el Parlamento y el Gobierno, no exclusivo de 
uno de ellos.= En este sentido, creemos, de lege data,- 
que cualquier conceptuacion juridica del Presupuesto —  
del Estado es inseparable de su naturaleza de acto le - 
gislativo; no porque ésta constituya un ropaje formai - 
con el que se encubre una realidad distinta, sino, por- 
el contrario, porque ella expresa la verdadera natura—  
leza, contenido y efectos juridicos del Presupuesto del 
Estado".- En "Presupuesto del Estado", Madrid 1970, pa­
ginas 135 y 136.
237
tos (218).
D) Instrumente de control: Como consecuencia - 
ultima de su origen politico el Presupuesto es el - 
instrumente base sobre el que descansa la rendicion 
de cuentas a que todo sujeto que actua en funcion - 
del mandate esta sujeto (219).
(218) CALLE SAIZ, R., sostiene que el Estado puede planifi —
car la actividad economica, entre otras razones: "....
porque en las economias occidentales se hace al Estado- 
responsable del logro del conjunto de objetivos que —  
trascienden del corto plazo para situarse a un medio —  
y largo... En el texto constitucional espanol se especi 
fica que los objetivos seran atender a las necesidades- 
colectivas, equilibrar y armonizar el desarrollo regio­
nal y sectorial, y estimular el crecimiento de la renta 
y riqueza y su mas justa distribucion", en "Sistema a - 
debate , Plan y Presupuesto: ^un tema obsoleto en Espa- 
na?", R.P. y G.P., num. 1, I.E.F., pag. 24*
(219) RODRIGUEZ BEREIJO, A. ha dicho: "...el hecho de que el 
Presupuesto, por ser aprobado mediante un acto legisla­
tive, no sea susceptible de fiscalizacion jurisdiccio - 
nal (por la via contenciosa), ello no significa que sea 
un acto politico, por réunir la caracteristica esencial 
de estos actos: su inmunidad jurisdiccional, puesto que 
la inmunidad de la Ley al control jurisdiccional se de- 
be al principle de la jerarquia de las normas y no a —  
que la Ley de Presupuestos sea un "acto politico". Uni- 
camente podria hablarse de la Ley de Presupuestos como- 
un acto politico (entendido no en sentido tecnico) para 
indicar que en ellas se expresa y concreta el programa- 
politico del Gobierno, es decir, los objetivos y finali 
dades politico-sociales que pretende alcanzar y con que 
medios cuenta y como los va a disponer para conseguir - 
los. Pero no para expresar con ello una especial natu- 
raleza juridica del Presupuesto", en "Presupuesto del - 
Estado", Madrid 1970, pag. 137.
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En resumen, podria decirse que el fundamento -
de la instituciôn presupuestaria se halla en cuatro
razones principales: senalamiento de limites, orde-
»
naciôn racional, logro de objetivos econômicos, so­
ciales, etc., y control final de la actuaciôn.
La evoluciôn del Presupuesto también supuso —  
una derivaciôn del significado del acto de previ —  
siôn y autorizaciôn de todos los ingresos y gastos 
del Estado para un periodo de tiempo determinado. - 
La posibilidad legal de exigir periôdicamente los - 
tributos, vinculada a la aprobaciôn anual de la Ley 
de Presupuestos, desaparece al crecer las necesida- 
des de carâcter permanente (funcionarios, pensiones 
deuda pùblica, etc). El Estado se vio en la neces^ 
dad de desvincular la legalidad tributaria de la le 
galidad presupuestaria. A este respecte diverses - 
autores se han pronunciado de la forma siguiente:
Para SAINZ DE BUJANDA, la instituciôn presu —  
puestaria en el Derecho constitucional y en la evo­
luciôn de la organizaciôn politica (el Presupuesto- 
surgiô como una de las garantias del pueblo frente- 
al Gobierno) la naturaleza del Presupuesto es pûbli 
ca. Para el profesor BUJANDA, el Presupuesto no ha
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sido nunca una ley en sentido material porque ni en 
el estado de ingresos ni en el de gastos tienen ca- 
bida normas juridicas; tampoco puede considerarse - 
como acto administrativo, porque la ordenacion del 
ciclo de gastos e ingresos no constituye una activi^ 
dad gestora, sino una manifestacion de soberania —  
del Estado". Pero si el Presupuesto no es una ley 
material ni tampoco un acto administrativo, ^cual - 
es su naturaleza juridica? Para SAINZ DE BUJANDA 
"el Presupuesto constituye desde su nacimiento una- 
decision politica adoptada por el organo a quien —  
dentro del Estado corresponde la supremacia -en el- 
siglo XIX, el Parlemente-, en cuya virtud el Gobier 
no -organo de ejecucion en materia financière- que- 
da autorizado para hacer ciertos cobros y pages. 
Ahora bien, esa decision politica, que constituye - 
la esencia del Presupuesto, necesita plasmarse en - 
un documente y articularse para poder ser ejecuta - 
de. Necesita, en suma, adopter la estructura técni- 
ca y formai de cualquier acuerdo o decision que ha 
de ser cumplido por una pluralidad de personas u or
ganos. De ahi su apariencia de ley, robustecida ---
por el hecho de ser el Parlemente o las Cortes, a - 
quienes compete hacer las leyes, el poder u ôrgano- 
del Estado a quien corresponde también aprobar el -
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Presupuesto".
No obstante, posteriormente, SAINZ DE BUJANDA, 
ha afirmado que "la Ley de Presupuestos es, efecti- 
vamente, una ley material; es decir, el vehiculo de 
expresion de normas juridicas,de réglas materiales- 
de actuaciôn". Ver "Estructura juridica del Sistema 
tributario", en Hacienda y Derecho, t.II, I.E.P., - 
Madrid, 1962, pag. 324.
RODRIGUEZ BEREIJO ha escrito: "Las ideas de —  
"concesiôn" y "temporalidad" (por tiempo determina­
do) que presidîan el sistema de recursos de las Mo- 
narquias nacionales se mantienen vigentes, en los - 
modernos Estados constitucionales, en el Derecho 
Presupuestario que empieza a formarse en los albo - 
res del siglo XIX. De este modo, la actividad del 
Poder Ejecutivo (Gobierno) respecto a los ingresos- 
pùblicos quedô sometida a una triple limitaciôn:
- Limitaciôn objetiva: sôlo podian recaudarse- 
las contribuciones o impuestos aprobados por las —  
Cortes o Parlementes.
- Limitaciôn temporal; la recaudaciôn sôlo po-
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dîa llevarse a cabo dentro del periodo de tiempo —  
que el Presupuesto abarcase, y habia de suspenderse 
al expirar el ejercicio financière, a no ser que un 
nuevo Presupuesto renovara la autorizaciôn para el 
cobro.
- Limitaciôn cuantitativa : la recaudaciôn no T- 
debia rebasar lo estrictamente indispensable para - 
la cobertura de las necesidades financieras pûbli - 
c a s .
En consecuencia, surge asi el principle de - - 
anualidad del impuesto, estrechamente ligado, desde 
el punto de vista jurîdico, a las anualidades del - 
Presupuesto:
a) no se podian exigir tributos que no hubiese 
sido establecidos mediante Ley.
b) y cuya recaudaciôn no estuviese prevista y 
autorizada por la ley de aprobaciôn del Presupues - 
t o .
La vigencia inderogable del principle de lega­
lidad financiera, en su doble vertiente, tributaria
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y presupuestaria, sometîa a la materia tributaria - 
a un doble condicionamiento legal, puesto que el es 
tablecimiento y exacciôn de los impuestos exigia no 
solo su creaciôn por ley, sino también la autoriza­
ciôn anual de la ley de Presupuestos".
De este modo, el principle de anualidad de los 
tributos -o si se prefiere, la conexiôn del princi­
ple de legalidad tributaria con el principle de le­
galidad presupuestaria- aseguraba la supremacia del 
Parlemente y proporcionaba a éste un mayor control- 
sobre el ejercicio de la funciôn tributaria por los 
ôrganos de la Administraciôn financiera.
Ello produjo un resultado de cierta trascenden 
cia en orden a los ingresos püblicos (tributaries), 
puesto que los Gobiernos para eludir el doble con - 
trol del Legislative en el ejercicio de su activi­
dad fiscal, recurrieron a la practice de establecer 
y regular los tributos en el articulado de la Ley - 
de Presupuestos; lo que, posteriormente, vendrla a 
complicar las ideas en torno a la naturaleza y efec 
tos jurldicos de la instituciôn presupuestaria.
Cuando la transformaciôn de las funciones del
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Estado -con la consiguiente expansion de las necesi 
dades pûblicas y, por lo tanto, del gasto pûblico-, 
hizo necesario organizar un sistema permanente de - 
impuestos, se produjo la escisiôn del "principle de 
legalidad financiera", separândose el principle de 
legalidad de los tributos del principle de legali - 
dad presupuestaria.
A partir de este memento el establecimiento y 
exacciôn de los tributos encuentra su fundamento ju 
rîdico -independientemente de la Ley de Presupues - 
tos- en las leyes tributaries propias que definen - 
los hechos imponibles, los tipos de gravamen y las 
bases imponibles, independientemente de las cifras- 
consignadas en el Presupuesto. En "Presupuesto del 
Estado", Madrid 1970, pâgs. 171 y 172.
Los tributos, aprobados por Ley, se exigen de 
forma regular y constante con independencia de que 
el Presupuesto en que hayan de lucir haya sido o no 
aprobado, pasando la instituciôn presupuestaria, en 
cuanto a ingresos, a ser una mera previsiôn o esti- 
maciôn contable (220). Ello explica que modernas --
(220) RODRIGUEZ BEREIJO, A., ha escrito: "El Presupuesto - al
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doctrinas sobre el Presupuesto conciban este como -
menos en nuestro ordenamiento- aparece asi desconectado 
juridicamente del sistema de leyes que regulan los tri­
butos; el estado de ingresos del Presupuesto adquiere - 
el valor de una simple prevision o calculo contable de 
los recursos con que cuenta el Estado para hacer frente 
a sus necesidades. Por el contrario, respecto a los gas 
tos, el Presupuesto continua siendo una autorizacion —  
limitativa del Legislative al Gobierno, con expresion - 
cifrada de las cantidades que pueden gastarse en las —  
atenciones que detalladamente se especifican en los es­
tados del Presupuesto", en "Presupuesto del Estado", Ma 
drid 1970, pags. 16 y 17.
Para VILLAR PALASI, "a diferencia del sistema tributa - 
rio demanial o fundamentado sobre el principle regalia- 
no, el sistema financière actual atribuye preponderan - 
cia al aspecto del gasto sobre el ingreso, en el senti­
do en el que ya SONNENFELS apuntaba de que el gasto es 
la medida del ingreso, quedando este limitado al calcu­
lo de la recaudaciôn realizable, de las rentas prévis - 
tas, pero sin que condicione su falta de realizacion la 
posibilidad de un gasto autorizado en el presupuesto. - 
Del mismo modo que el impuesto como prestacion dinera - 
ria, afluyendo a una Caja unica, queda desconectado de 
su causa especifica -el tltulo jurldico de iiriposicion—  
a la que estaba unido en su nacimiento como tal forma - 
juris, también se verifica una desintegracion del vincu 
lo ingreso-gasto, con la consecuencia de tener una re - 
levancia distinta, una naturaleza juridica diferente y- 
una independencia reciproca", en "Fisco versus Adminis- 
tracion: La teoria nominalista del impuesto y la teoria 
de las prestaciones administrativas", R.A.P., numéro —  
24, pag, 11 y ss.
RODRIGUEZ BEREIJO, A., afirma: "podemos concluir sobre- 
los efectos del Presupuesto en materia de ingresos pu - 
blicos afirmando: En primer lugar, que el Presupuesto no 
implica para la Administraciôn financiera ni una "auto­
rizacion" ni una "obligacion" de recaudar los ingresos, 
sino tan solo una prevision de carâcter Contable. El —  
fundamento ultimo del deber de la Administraciôn de re­
caudar los ingresos publicos (tributarios o no) debe —  
buscarse a nuestro entender en el principle constitucio 
nal de justicia financiera (principle de capacidad con-
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la ordenacion racional del gasto del Estado, cuyas 
caracterîsticas radican en:
- Ser un acto del Legislative con rango de Ley
- Constituir una aprobaciôn de gastos limitân- 
dolos cuantitativa, temporal y cualitativamente,
- Ser un instrumente de control jurîdico-polî- 
tico del Legislative sobre el Ejecutivo,
- Ser una estimaciôn contable de los ingresos.
Estas ideas quedan recogidas, en parte, en el 
articule 48 de la L.G.P. que define los Presupues—  
tos Générales del Estado como: "La expresiôn cifra­
da, conjunta y sistemâtica de las obligaciones que, 
como maxime, pueden reconocer el Estado y sus Orga­
nismes autônomos, y de los derechos que se prevean 
liquidar durante el correspondiente ejercicio (221).
De cuanto llevamos expuesto se puede concluir.
tributiva y principio de justa distribucion de la carga 
tributaria)" (ver Constitucion, art. 31). En "Presupues 
to del Estado", Madrid 1970, pags. I96 y 197.
(221) Segun el articule 33, pârrafo 1, de la derogada LACHP., 
de 1 de julio de I9II:
"Los Presupuestos Générales del Estado son la expresion 
cifrada de las obligaciones que la Hacienda deba satis- 
facer, como mâximo, en un ano, en relacion con los ser- 
vicios que hayan de mantenerse en el mismo, y el câlcu-
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que el presupuesto se caracteriza por ser:
a) Un estado financiero representativo de los 
ingresos y gastos del Estado en un sentido estric—  
to. Expresiôn cifrada de las obligaciones y de los 
derechos, en la terminologîa de la Ley General Pre­
supuestaria .
A nuestro juicio, el Presupuesto y la Ley que 
lo aprueba no es fuente de obligaciones a cargo del 
Estado, es decir, su finalidad no es la de crear ni 
reconocer estas obligaciones. (222). El Presupues­
to, con carâcter general, es una previsiôn financie 
ra que permite al Ejecutivo la creaciôn y el cumpli
lo de los recursos o medios que se considérer realiza - 
bles para cubrir aquellas atenciones".
(222) RODRIGUEZ BEREIJO, A. sostiene: "A nuestro entender, la 
Administraciôn esta obligada a gastar, pero en virtud - 
de lasleyes particulares o de los contratos que crean - 
las obligaciones del Estado, no en virtud de la Ley Pr£ 
supuestaria. El Presupuesto implica un condicionamiento 
en la vida de las obligaciones del Estado, bien en su - 
exigibilidad, bien en su validez; pero el Presupuesto- 
no implica por si mismo una obligacion de gastar; esto 
viene determinado por la legislacion material preexis - 
tente. Y esto es asi porque los derechos subjetivos de 
los particulares no pueden resultar afectados en cuanto 
a su existencia o validez por la no concesion de los —  
créditos presupuestarios correspondientes para satisfa- 
cerlos. En nuestro ordenamiento positivo, los derechos- 
adquiridos de los particulares frente al Estado consti- 
tuyen un gasto necesario, obligatorio, que ni la Admi -
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miento, previo reconocimiento (223), de las obliga­
ciones derivadas del funcionamiento de los servi —  
cios publicos y del cumplimiento de los objetivos - 
que se han determinado por la accion politica en —  
atencion a los recursos disponibles siempre escasos 
y susceptibles de usos alternatives (224). Ello no
nistracion ni la Ley de Presupuestos pueden ignorar.Asi 
se desprende clararaente de los articulos 108 y 109 de - 
la Ley de Jurisdiccion Contencloso-Administrativa", en 
"Presupuesto del Estado", Madrid 1970, pag. 245.
(223) RODRIGUEZ BEREIJO, A., ha escrito: "es precise distin -
guir entre: -) La fuente juridica del gasto publico,que 
es siempre Ley de Presupuestos (u otra ley especial; v. 
g.: en este caso, de créditos extraordinarios y suple - 
mentos de crédite); puesto que ningun gasto puede efec- 
tuarse por la Administraciôn si no existe la previa au­
torizacion legislativa para ello; es decir, si no esta- 
consignado especificamente en el capitule correspondien 
te del Presupuesto el crédite necesario.= -) Y la causa 
o titulo juridico del gasto publico, que es la relacion 
juridica obligacional en virtud de la cual el Estado —  
(Administraciôn) se obliga a una prestacion pecuniaria- 
en favor de un particular, como contraprestacion (o no; 
v.g.:, caso de las subvenciones), de obras y servicios- 
realizados por el particular. Es decir, no confundir - 
la fuente del gasto publico con las fuentes de las obli 
gaciones del Estado, distincion que es oportuna para va 
lorar adecuadamente el alcance de los efectos juridicos 
del Presupuesto respecto a los gastos y especialmente - 
respecto a los derechos subjetivos de los particulares" 
en "Presupuesto del Estado", Madrid 1970, pag. 207 y 208
(224) RODRIGUEZ BEREIJO, A., sostiene: "Esto supone que hay -
que tener siempre separadas las fuentes de las obliga -
ciones del Estado y el procedimiento juridico del gasto 
publico a través del cual aquéllas son pagadas o satis- 
fechas. Aunque intimamente conexos, la existencia de —  
las obligaciones del Estado y la ordenacion del gasto y 
del pago de las deudas del Estado constituyen dos momen 
tos diferentes dentro de la teoria juridica del gasto - 
publico", en "Presupuesto del Estado", Madrid 1970, pag 
208.
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quiere decir que la Ley de Presupuestos no pueda —  
crear obligaciones directamente a cargo del Estado 
sino que su finalidad es distinta, la de prever la 
posibilidad de nacimiento y cumplimiento de esas —  
obligaciones. Por ello, se preocupa de ci-frar el —  
conjunto de obligaciones posibles y prever los dere 
chos que se pueden liquidar durante el ejercicio pa 
ra finalizarlas (225).
b) El Presupuesto es también un acto de autori 
zaciôn y control del poder Legislative sobre el Eje 
cutivo que se manifiesta en très aspectos distin —  
tos :
- Limitaciôn temporal: El conjunto de posibles
(225) La Memoria que CANGAS ARGUELLES, Secretario de Hacienda 
présente a las Certes en 6 de febrere de I8II es un de- 
curaente interesantisime ya que a partir de ella es cuan 
de se empieza a hablar del Presupueste. Se hace un cal­
cule previe de "la ebligacion del Erarie en el présente 
ane" asi ceme de les 'preductes erdinaries de las ren - 
tas y arbitries générales y extraerdinaries hasta aqui 
aprebades'. Censecuencia de la Memeria fue el Décrété 
de 22 de marze de I8II, censiderade per PIERNAS HURTADO 
ceme el antecedente mas remete de la legislacion presu­
puestaria espanela. En resümen venia a decir el Décrété 
que les Secretaries de Despache habian de fermar una me 
meria detallada de les gastes de su rame para que las - 
Certes, examinadas y sancienadas taies memerias, ferma- 
sen el Presupueste General de les desembelses a efec —  
tuar prepercienande, cen elle, al Ministerie de Hacien­
da dates fijes para fermar cen tiempe sus planes y cen- 
sultar les recurses necesaries.
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obligaciones y derechos que se ordenan han de estar 
referidos a un periodo de tiempo determinado. En e£ 
te sentido se ha pronunciado el articule 49 de la - 
L.G.P. y el articule 134 de la Constitucion espaho- 
la.
- Limite cuantitativo: El presupuesto expresa- 
en pesetas el importe mâximo a que puede ascender - 
el reconocimiento de obligaciones, nacidas a cargo 
del Estado, por el Ejecutivo. No obstante, el impor 
te que représenta el tope o techo a que se ha de —  
ajustar la gestion financiera expresada con los ter 
minos del articule 48 de la L.G.P.: cifrada, conjun 
ta y sistemâtica de las obligaciones, que, como m â ­
ximo, pueden reconocer el Estado y sus Organismes - 
autonomes, a nuestro entender el limite cuantitati­
vo no se circunscribe sôlo al Ejecutivo sino que se 
extiende al âmbito de los très poderes tradiciona - 
les: Legislative, Ejecutivo y Judicial. Ninguno de 
los très poderes podrâ reconocer obligaciones por - 
importe superior al limite cuantitativo fijado en - 
los Presupuestos. Ahora bien, como indicaremos mâs 
adelante, el Presupuesto es susceptible de sufrir - 
modificaciones a lo largo del ejercicio a que se —  
refiere y no hay que desconocer que, en cualquier -
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momento, el Legislative que aprobo el Presupuesto - 
inicial podra modificar los créditos asignados para 
gastos de su propio funcionamiento y aumentar este- 
limite cuantitativo; pero hay que dejar bien claro- 
que el Legislative deberâ aprobar la Ley correspon­
diente que concéda un crédite extraordinario o un - 
suplemento de crédite pues, de lo contrario, el Eje 
cutivo a través del Tesoro Pûblico impedirâ el pago 
de obligaciones reconocidas por los ôrganos de ges- 
tiôn del Legislative por importe superior a los 
créditos asignados por el funcionamiento de éste.
No ocurre lo mismo con el Poder Judicial. Este 
esta sometido, en el âmbito presupuestario, a la -- 
misma limitaciôn cuantitativa que el Ejecutivo, por 
tanto, al igual que este deberâ rogar del Legislati 
vo el crédite suficiente para hacer frente a sus -- 
obligaciones (226).
(226) La Constitucion en su articulo 122.2 dispone: "El Conse 
jo General del Poder Judicial es el Organo de Gobierno- 
del mismo. La Ley Orgânica establecerâ su estatuto y el 
régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus fun 
ciones, en particular en materia de nombramientos, as - 
censos, inspeccion y régimen disciplinarios".
La Ley Orgânica del Poder Judicial I/I98OO, de 10 de —  
enero, dispone en su articulo 19 : El Poder Judicial se 
organisa y ejerce sus funciones con arreglo a los prin- 
cipios de unidad e independencia. El Gobierno del Poder 
Judicial corresponde al Consejo General del Poder Judi­
cial, de acuerdo con la Constitucion y lo previsto en -
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Limites cualitativos de los créditos presupues 
tos: Segun el principio de especializaciôn cualita- 
tiva de los créditos, los recursos asignados en el 
Presupuesto deberân ser invertidos en objetivos de- 
terminados y exclusivamente en este objetivo. Este 
principio entrana limites para los ôrganos encarga- 
dos de la ejecuciôn del Presupuesto y, para evitar 
inconvenientes, todos los Estados han previsto la -
la présente Ley Orgânica. El Consejo General ejerce sus 
competencias en todo el territorio national.
GUAITA, A., ha escrito: "Ya sabemos que en este contex­
te y tantas otras veces, gobernar quiere decir sencilla 
mente administrât, y el C.G.P.J. va a realizar plus mi- 
nusve lo que hasta ahora viene siendo tarea propia de - 
la Direction General de Justicia, la llamada "adminis - 
tracion de personal", el "autogobierno de la magistratu 
ra", aunque parece claro que con ello esta se aparta de 
su mision propia, juzgar, si bien es con el objeto de - 
preservar al Poder Judicial de una excesiva vecindad —  
con el Ejecutivo, lo que podria interferir y menoscabar 
la independencia consustancial a los jueces (art. 117.1 
de la Constitucion) aunque, si bien se mira, esto es 
muy parecido a lo que se hizo hace siglo y medio con la 
Administration: atribuirle funciones judiciales ("auto- 
juicio de la Administration) para que su accion no fue- 
ra interferida por los Tribunales, una interpretation - 
posible e historicamente realizada del principio cons­
titucional de la division de poderes", en "Los actos ad 
ministrativos del Tribunal Constitucional", R.A.P.,num. 
pâg. 246.
Para el mismo autor, "b) Aunque especial, por estar re- 
gulada al margen de la "ordinaria" y por recibir a todo 
el entramado judicial, el Consejo es verdadera Adminis­
tration, de modo que no puede chocar que su Ley orgâni­
ca la faculté para "dictar reglamentos sobre su organi­
zation y funcionamiento, asi como sobre el régimen de - 
personal y servicios y demâs materias de su competencia 
dentro del âmbito de la présente Ley" (arts.5; 31.7; 32 
y 34) potestad reglamentaria que el art. 97 Constitu —  
cion, réserva al Gobierno y que el 4 de la aùn vigente- 
L.P.J. de 1870 niega a los Tribunales". Ob.cit.,p.247.
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posibilidad de paliar estes permitiendo ciertas ex- 
cepciones en condiciones legalmente fijadas, como , 
por ejemplo, a través de la via de las transferen - 
cias de crédite. No obstante, signe siendo un meca 
nismo de control del Ejecutivo, impidiendo que pue­
da hacerse use de la autorizaciôn presupuestaria de 
forma diferente a la expresada en el Presupuesto. - 
Esta limitaciôn se consigne a través del principio 
de especificaciôn de gastos, que se impone como re­
sultado de una prolongada lucha entre el Parlemente 
y el Ejecutivo, desarrollada durante el siglo XIX , 
con la cual se llegô en Francia a la formulaciôn 
del principio de "especialité des crédits" (especi- 
ficatiôn en inglés) y que parece a la doctrine mas- 
propio denominar especificaciôn de gastos. De con - 
formidad con este principio, la sanciôn parlamenta- 
ria no debe traducirse en autorizar sûmes globales- 
libradas a la discrecionalidad de la Administraciôn 
sino que ha de consistir en la autorizaciôn de im - 
portes detallados para cada tipo de gasto (227). Es 
te principio de especificaciôn de gastos ha sufri - 
do, en los ûltimos anos, ciertos ataques doctrine - 
les considerando que un Presupuesto cuyos créditos- 
estén detallados minuciosamente impide al Ejecutivo 
cumplir con su finalidad orientadora o directive
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de la économie en funciôn de un plan o de un simple 
programa de acciôn, pues no le dota de los medios - 
adecuados para adopter las rapides medidas que hoy- 
exige la evoluciôn econômica.
A peser de ello y sin que se pretenda especifi 
car hasta el minimo detalle todas y cada una de las 
partidas de gastos, dejando al Ejecutivo capacidad- 
suficiente para modificar determinados créditos,uti 
lizar créditos globales, secciones presupuestarias- 
auxiliares, etc., el Presupuesto sigue especifican- 
do no sôlo hasta cuando se puede gastar sino tam —  
bién en qué y dônde hay que gastar. En este sentido 
es una exigencia de los Presupuestos la de expresar 
los créditos con la debida especificaciôn en rela - 
ciôn con las obligaciones a que van destinados(228 ).
(227) TROTABAS, afirma en este sentido: "El alcance juridico- 
de la autorizaciôn presupuestaria, sera a estos efectos 
muy diferente, segun se trate de "crédites globales" o 
"créditos de detalles". "En el primer caso, el Gobierno 
puede utilizar prâcticamente a su arbitrio los créditos 
que le han sido abiertos: no esta limitado mâs que por 
su montante. En el segundo caso, los créditos son dis - 
tribuidos segun afecta ciones précisas, que no pueden - 
ser utilizadas sino en dichas afectaciones; entonces la 
libertad del Gobierno para ejecutar el Presupuesto estâ 
considérablemente limitada", en "Finances Publiques", - 
Dalloz, Paris I964, pag. 147.
(228) El articulo 51.1.a) de la L.G.P. dispone:
"Los Presupuestos Générales del Estado contendrân:
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Esta limitaciôn cualitativa hay que conjugarla 
con la limitaciôn cuantitativa de los créditos. Es 
decir, la limitaciôn cuantitativa se produce no en 
la totalidad del montante de los créditos aprobados 
sino en la cuantîa a que asciende cada uno de los - 
créditos especificos detallados en el respective —  
Presupuesto. Quiere esto decir que aplicar un cré­
dite no dispuesto al cumplimiento de una obligaciôn 
no inclulda dentro de la finalidad especifica para 
la que tal crédite haya sido autorizado es equiva - 
lente a reconocer obligaciones sin crédite y vulne- 
rando el limite cuantitativo a que haciamos referen 
c i a .
Esta limitaciôn tiene su origen en el deseo —  
del Parlemente de ejercer un control eficaz sobre - 
la actuaciôn del Gobierno en general, y de cada uni 
dad econômica pùblica en particular. También se tie 
ne en consideraciôn exigencies técnico-contables y 
de analisis econômicos de la actividad econômico-pu 
blica ya que la desapariciôn absolute de este limi-
a) Los estados de gastos en los que se incluirân, con - 
la debida especificacion, los créditos necesarios para- 
atender al cumplimiento de las obligaciones".
En este sentido, segun el articulo 59 de la Ley:
"Los créditos para gastos se destinarân exclusivamente- 
a la finalidad especifica para la que hayan sido autori
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te podria conducir a un confusionismo total.
Esta consideraciôn del Presupuesto como estado 
financiero de previsiôn econômica con poder vincu - 
lante para todos los ôrganos del Estado con compe - 
tencia para reconocer obligaciones a cargo de éste, 
puede ser un punto de partida vâlido para contester 
las interrogantes que planteâbamos anteriormente -- 
sobre la significaciôn de la cobertura presupuesta­
ria en relaciôn con las obligaciones a cargo del E£ 
tado.
A este respecto, podemos afirmar:
a) El Presupuesto es una autorizaciôn del Le - 
gislativo al Ejecutivo para que éste pueda crear -- 
obligaciones, obliger a la Hacienda pùblica frente- 
a terceros (229).
zados por la Ley de Presupuestos o por las modifica —  
ciones aprobadas conforme a esta Ley".
(229) RODRIGUEZ BEREIJO, A. sostiene: "La autorizacion presu 
puestaria es un acto del Legislative mediante el cual 
se atribuye al Gobierno competencia para disponer de - 
los fondes publicos dentro de unes determinados llmi - 
tes temporales, cuantitativos y cualitativos. Como tal 
acto legislative, la autorizacion presupuestaria no es 
susceptible de fiscalizacion por la via contenciosa. - 
La autorizacion presupuestaria es requisite de la legi
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b) El Presupuesto es una previsiôn financiera 
para el cumplimiento de las obligaciones que pueden 
reconocerse, a cargo de la Hacienda pùblica, en el 
periodo a que aquél se refiere (230).
timidad de los actos administratives y de los contra - 
tos realizados por la Administraciôn que originen un - 
gasto pûblico. Autorizacion presupuestaria es, en défi 
nitiva, sinonimo de "crédite presupuestario".- La auto 
rizacion o compromise de gasto es el primero de la sé­
rié de actos administratives que constituyen el proce­
dimiento juridico de ordenacion del gasto pûblico. La- 
autorizacion o compromiso del gasto es un acto adminis 
trativo interne que interviene en la formacion del ac­
to final de gasto pûblico; con otras palabras, es el - 
acto administrativo interne que autoriza la disposi —  
cion de los fondes püblicos (gastos)".- En "Presupues­
to del Estado", Madrid 1970, pâg. 205*
(230) VILLAR PALASI, sostiene: "quiescencia de la Ley; a que 
una ley necesita de medios financieros para su efica - 
cia. Y en este sentido, parece que la no inclusion en- 
el Presupuesto de un gasto creado por una Ley no puede 
decirse que constituya una derogacion implicita de la 
Ley anterior, porque la Ley presupuestaria condiciona- 
la exigibilidad (o, en su caso, la eficacia) de las —  
normas légales preexistentes, pero no su existencia o 
validez. Y ello no porque sostengamos que la Ley de - 
Presupuestos es una mera Ley formai, sino porque la —  
falta de dotacion de medios financieros no puede enten 
derse como derogacion, ni siquiera implicita, de las - 
leyes necesitadas de ellos, sino tan solo como inapli- 
cabilidad o inefectividad de la Ley".- En "Derecho Ad­
ministrativo", t.I, Madrid I968, pâgs. 342 y 345-346,- 
que define el fenomeno de la quiescencia de la ley for 
mal como "la inaplicabilidad de una ley formalmente —  
vigente, pero reaimente inactuante, debido a la ausen- 
cia de una actividad intermedia, sea ésta un Reglamen- 
to o la dotacion de medios financieros".
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c) El Presupuesto de gastos, es el punto de —  
partida para la iniciacion del procedimiento de rea 
lizacion de un gasto publico.
d) El procedimiento de ejecucion del Presupues 
to de gastos publicos puede comprender:
- Actos que generen la obligacion a cargo de -
la Hacienda pùblica, la reconocen, la liquidan y la 
cumplen.
- Actos que no generan obligaciones, estas na-
cen con base en otro titulo obligacional (ley, he—
chos, negocios juridicos) (231), sino que solo sel^
(231) RODRIGUEZ BEREIJO, A. ha dicho:
"en primer lugar, creemos que no debe confundirse el —  
concepto de gasto publico con el de obligacion pecunia- 
ria del Estado. Gasto Publico es toda salida en el Pre­
supuesto; por contraposition al ingreso publico, que —  
constituye una entrada". Y puesto que la existencia de 
obligaciones del Estado es, por lo general, previa al - 
gasto mismo, porque las obligaciones 0 deudas del Esta­
do no nacen de la consignation del cfedito correspon —  
diente en el Presupuesto, puede darse perfectamente que 
exista una obligacion del Estado sin que pueda hablarse 
todavia de un gasto publico. Por otra parte, hay que —  
advertir que no todo gasto publico presupone ni implica 
la existencia de una deuda pecuniaria del Estado, como 
ocurre, por ejemplo, en el caso de las subvenciones —  
cuando estas son discrecionales y no obligatorias para 
la Administration".
En "Presupuesto del Estado", Madrid 1970, pag. 201 y - 
202.
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mitan a reconocer las obligaciones nacidas a cargo- 
de la Hacienda publica y al cumplimiento de las mi£ 
m a s .
1.3.2. Las modificaciones de créditos presupuestos.
La cobertura presupuestaria se inserta dentro 
de los principios que constituyen el fundamento del 
presupuesto clasico. Estos principios fueron reco - 
gidos con gran fidelidad en la L.A.C.H.P. de 1 de - 
julio de 1911, y tendian a asegurar una sana y rec­
ta administraciôn econômica de la Hacienda pùblica. 
Ahora bien, no cabe duda de que la actividad finan­
ciera pùblica, sin perder de vista aquella honradez 
no ha podido dejar de tener en consideraciôn la ne- 
cesidad de fijar una serie de objetivos de obligado 
cumplimiento para la actuaciôn econômica de un Esta 
do moderno. Por ello, junto a los principios presu
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puestarios clâsicos y en cierta contradicciôn con - 
aquellos, surge y se incorporan a los mismos otros- 
no de menor importancia, los cuales deberân ser con 
seguidos a través de la gestion econômica del Esta­
do. Ello, ûnido a la consideraciôn del Presupuesto 
como instrumento de politica econômica ha dado lu - 
gar, con cierto menoscabo para determinados princi­
pios presupuestarios clâsicos, a que se produzca —  
cierta tendencia hacia la flexibilizaciôn de los —  
distintos medios légales encaminados a la modifica- 
ciôn de los créditos presupuestos.
Dicha tendencia, creemos, se justifies asi - 
misma en la imposibilidad de prever, en el momento 
de confeccionar la previsiôn, todas y cada una de - 
las obligaciones a satisfacer a lo largo del ejer - 
cicio econômico, dando lugar a la apariciôn de figu 
ras modificativas de los Presupuestos a fin de supe 
rar las dificultades que supone el cumplimiento ri- 
gido de los principios de limitaciôn cualitativa y 
cuantitativa insertos en las Leyes Générales y regu 
ladoras de los presupuestos, asi como facilitar al- 
Gobierno el cumplimiento de los objetivos de politi 
ca econômica que exijan las circunstancias en un mo 
mento determinado.
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En nuestro Derecho presupuestario existen una- 
serie de modalidades de modificaciôn de créditos -- 
presupuestos previstas en forma determinada. La corn 
petencia estâ atribuida a las Cortes Générales, al 
Consejo de Ministres y al Ministerio de Hacienda.
En principio, a las Cortes Générales correspon 
de el examen, enmienda y aprobaciôn de los Presu -- 
puestos Générales del Estado (articulo 134 de la -- 
Constituciôn y articulo 55 de la L.G.P.). Consecuen 
te con esta competencia es la atribuida por el arti 
culo 64 de la L.G.P. en relaciôn con la concesiôn - 
de créditos extraordinarios o suplementos de crédi­
te .
Independientemente de las modificaciones ante- 
riores, los cféditos de los Presupuestos de gastos 
de un ejercicio econômico pueden ser incrementados- 
(articulo 71 al 73 de la L.G.P.) por:
- Habilitaciones de créditos generados por de­
terminados ingresos realizados con aplicaciôn al -- 
Presupuesto de ingresos.
- Incorporaciones de rémanentes de créditos —
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del ejercicio inmediato anterior.
Por otra parte, los créditos anuales pueden ex 
perimentar modificaciones mediante transferencias - 
de unos conceptos a otros.
A la situacion actual se llega mediante la apa 
ricion de una serie de figuras modificativas que pa 
samos a analizar por el orden cronologico de su in- 
sercion en la legislacion presupuestaria espanola.
1.3.2.1. Créditos extraordinarios y suplementos de 
crédito.
Procédé la concesiôn de estos créditos cuando 
haya de realizarse con cargo a los Presupuestos Gé­
nérales del Estado algûn gasto que no pueda demorar 
se hasta el ejercicio siguiente y no exista en 
ellos crédito o sea insuficiente el cpnsignado.
Este tipo de modificaciôn presupuestaria esta­
ba previsto en los articulos 41, 42 y 43 de la L.A. 
C.H.P.
De los expresados articulos y disposiciones
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que los desarrollan podemos deducir las siguientes- 
conclusiones en relaciôn con esta figura modificat^ 
va de los presupuestos:
a) Era precise que existiese necesidad de ha - 
cer algûn gasto para el cual no existia crédite le­
gislative e era insuficiente el figurade en el Pre- 
supueste General del ahe, para peder tramitar un ex 
pediente de crédite extraerdinarie, en el primer ca 
se, e de suplemente de crédite en el segunde.
b) Su cencesiôn se efectuaba per Ley, para le 
cual el Gebierne debîa presenter el cerrespendiente 
preyecte a las Certes.
c) Diches preyectes debîan ser acempanades de 
memories de les expedientes originales redactades - 
per el Departamente interesade y de informes de la 
Intervenciôn General de la Administraciôn del Esta- 
de (232) y del Censeje de Estade (233), sobre la ne
(232) El Decreto 3OO/I963, de 21 de febrero, atribuye a la Di 
reccion General de Presupuestos la tramitacion de expe­
dientes de modificacion de crédites presupuestos y, en- 
general, de todos los asuntos de anâlogo caracter nue - 
venia desempenando la Intervenciôn General de la Admi - 
nistracion del Estado.
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cesidad y urgencia de la concesiôn.
d) Si las Cortes no estuviesen reunidas, el Go
bierno podia concéder bajo su responsabilidad, los 
crédites extraerdinaries e suplementes de crédite , 
en determinades cases. La cencesiôn se acerdaba me- 
diante Décrété del Censeje de Ministres (234), pre- 
vie expediente en el que quedaba justificada la ne­
cesidad del crédite y la urgencia del misme. En es­
tes cases, el Gebierne debîa dar cuenta a las Cer - 
tes, en su mas prôxima reunion, de les crédites ex­
traerdinaries e suplementes de crédite, que hubiese 
cencedide.
e) Les crédites extraerdinaries y suplementes 
de crédite debîan cubrirse:
- Cen el excese de les ingreses del ahe sobre 
les pages satisfechos en el misme.
(233) El artîculo 17 de la Ley Organica del Consejo de Esta­
do de 25 de novierabre de 1944, disponîa:
"La Comision Permanente del Consejo de Estadô debe ser 
oîda en los siguientes asuntos: 2) Concesion de crédi­
tes extraerdinaries o suplementes de crédite y en los 
demâs cases que determine la L.A.C.H.P."
(234) Hoy Decreto-Ley, de acuerdo con el art. 10 de la LRJAE
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- Con recursos extraerdinaries que debîan de - 
terminarse per las leyes de cencesiôn.
- Cen la deuda fletante del Tesere.
f) Les Décrétés de cencesiôn de crédites extra 
ordinaries se debîan remitir al Tribunal de Cuentas 
del Reine para su registre y tema de razôn, publi - 
cândese en la Gaceta de Madrid, sin cuye requisite 
ne se pedîan ejecutar.
g) El Gebierne debîa presentar al Cengrese de 
les Diputades, dentre del primer mes de cada reu —  
niôn de Certes un preyecte de Ley de aprebaciôn de 
les crédites extraerdinaries y suplementes de crédi 
tes acerdades durante la épeca de suspensiôn de se- 
sienes y de les medies necesaries para ebtener les 
recurses cen qué cubrirles.
h) Era necesarie justificar la necesidad y la 
urgencia (235).
i ) El articule 62 de la Ley de 26 de diciembre
(235) Orden de 12 de junio de 1930.
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de 1957, sobre Presupuestos Generates del Estado pa
ra el bienio econômico 1958-1959 hacia hincapié en
que los crédites extraerdinaries y suplementaries - 
*
se cencediesen sole en cases muy excepcienales y -- 
previe el mas exacte cumplimiente de las prevencie- 
nes de la L.A.C.H.P. y Orden Ministerial de 12 de - 
junie de 193 0.
La L.G.P. también establece, ceme requisites - 
indispensables para la cencesiôn de crédites extra­
erdinaries e suplementes de crédite, la urgencia y 
necesidad de realizarse el gaste al senalar, en su- 
artîcule 64: "...cuande haya de realizarse cen car­
go a les Presupuestos del Estade algûn gaste que ne 
pueda demerarse hasta el ejercicie siguiente y ne - 
exista en ellas crédite e sea insuficiente..."
Asimisme, sigue exigiende informe de la Direc- 
ciôn General de Presupuestos y Dictamen del Consejo 
de Estade. Tampece ha variade la cempetencia para 
su aprebaciôn que sigue estande atribuida a las - - 
Certes. Al Ministre de Hacienda corresponde elevar- 
al acuerde del Consejo de Ministres la remisiôn de 
les preyectes de Ley de aprebaciôn de crédites ex - 
traerdinaries e suplementes de crédite. En estes --
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proyectos se especificarân los recursos que habrân 
de financier el mayor gasto publico.
Con mayor flexibilidad que en el caso de los - 
Presupuestos del Estado, la misma Ley se ocupa de - 
los crédites extraerdinaries y suplementes de crédi 
te a Organismes autonomes (articule 64.2), dande —  
competencies al Ministre de Hacienda y al Gebierne, 
segûn les cases.
En la actualidad, per razenes de urgencia, el 
Gebierne esta facultade para la cencesiôn de crédi­
tes extraerdinaries e suplementes de crédite (236).
En determinadas Leyes de Presupuestos (237) se 
ha auterizade al Ministre de Hacienda para que, cen 
cargo a recurses de financiaciôn exterior, pueda in 
crementar e habilitar crédites per importe determi- 
nade y finalidad especifica.
(236) Articule 86 de la Constitucion. Articule 10 de la Ley - 
de Régiraen Juridico de la Adraon. del Estado.
(237) Ver art. 7 de la Ley 1/78, de 19 de enero, y art. 5 de 
la Ley 74/1980, de 29 de diciembre, de Presupuestos Gé­
nérales del Estado para los anos 1978 y 1981, respecti- 
vamente.
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Con elle se ha producido delegaciones del Le - 
gislativo en favor del Ministre de Hacienda para -- 
concéder crédites extraerdinaries e suplementes de 
crédite cen les cendicienamientes que en el misme - 
se indican.
Asimisme, algunas Leyes de Presupueste han li- 
mitade, para el cerrespendiente ejercicie, la cuan- 
tia de crédites extraerdinaries y suplementes de —  
crédite para gastes del Estade, en un percentaje de 
les gastes previstes en les Presupuestos Generales- 
del Estade (238).
Debemes destacar que en este tipe de medifica- 
ciôn presupuestaria esta latente la idea bâsica de 
que exista necesidad real de realizar un gaste y —  
éste ne pueda demerarse hasta el ejercicie siguien­
te y, al misme tiempe, se manifiesta gran preecupa- 
ciôn per les medies de financiaciôn del mayor gas­
te résultante, es decir, preside la medificaciôn la 
censideraciôn del presupueste ceme plan financiere- 
del Estade en el que se erdenan ingreses y gastes - 
sin perder de vista el caracter limitative del men-
(238) Ver artîculo 62 de la Ley 1/1978.
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tante de los gastos del ejercicie.
1.3.2.2. Incerperaciôn de rémanente de crédite para 
el page de ebligacienes de ejercicies ce - 
rrades.
Cen este tipe de medificaciôn presupuestaria - 
se pesibilita la incerperaciôn al Presupueste ce -- 
rriente, de les rémanentes de crédite anulades en - 
ejercicies anterieres que hayan servide de base pa­
ra el cenecimiente de ebligacienes de ejercicies ce 
rrades.
Las ebligacienes de ejercicies cerrades son de 
finidas en la Orden de 12 de marze de 1904 ceme 
aquellas "que se refieren a servicies que hubieran- 
tenide detaciôn en el presupueste del ahe durante - 
el cual se ejecutaren y cuye importe, per falta de 
justificaciôn e de cualquier etra fermalidad, ne pu 
de recenecerse e centraerse en cuentas, siempre que 
tenga cabida dentre de la cantidad que ceme sebran- 
te del respective crédite se anulara-en la liquida- 
ciôn del Presupueste a que se refieran.
Segûn la L.A.C.H.P., articule 35.5: "Les Presu
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puestos de los Departamentos ministeriales se divi- 
dirân en très partes, y de ellas, la tercera se re- 
fiere a obligaciones de ejercicies cerrades que se 
hayan recenecide". A centinuaciôn este articule--- 
vuelve a définir estas ebligacienes en les mismes - 
termines que le hiciera la Orden de 1904.
El articule 8 de la Ley 78/1959, de 23 de di - 
ciembre, de Presupuesfe.es Générales del Estade para 
1960-1961, auteriza al Ministre de Hacienda para in 
cerperar a las cuentas de Presupuestos de cada une- 
de les ahes 1960 y 1961 les rémanentes de crédites-
anulades en ejercicies anterieres, que hayan servi­
de de base para el recenecimiente de ebligacienes - 
de ejercicies cerrades, conforme a les préceptes de
la Orden de 12 de marze de 1904.
A tal efecte, les Departamentos ministeriales- 
que, conforme al articule 4 2 de la expresada Orden, 
hayan acerdade el recenecimiente de las ebligacie-- 
nes, remitirân al Ministerie de Hacienda en el pri­
mer mes de cada trimestre, relacienes nominales de 
les acreederes que cen anterieridad hayan receneci­
de, acempanades de les expedientes tramitades y de 
las Ordenes reseluterias de les mismes, para que, -
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previo informe de la Intervenciôn General, se auto- 
rice la incorporaciôn de los rémanentes précises pa 
ra su abene en el capitule de ejercicies cerrades - 
de las cuentas de presupuestos de las seccienes ce- 
rrespendientes.
Analizadas las Leyes de Presupuestos de les si 
guientes ejercicies ecenômices se aprecia que tedas 
ellas centienen un articule e apartade relative a - 
la incerperaciôn de rémanentes para el page de ebli 
gacienes de ejercicies cerrades, cen redacciôn simi 
lar a la expuesta. Las medificacienes apreciadas -- 
son las siguientes :
a) Se élimina la exigencia del informe de la - 
Intervenciôn General, medificaciôn recegida en la - 
Ley de Presupuestos para el bienie 1964-1965; ne —  
obstante debe resaltarse que este informe sigue emi 
tiéndese en la actualidad; b) Desaparece la referen 
cia a la Orden de 12 de marze de 1904 y se sustitu- 
ye en la Ley de Presupuestos para 1974, per la ex - 
presiôn: "cen arregle a la legislaciôn aplicable";- 
y c) En la redacciôn de las distintas Leyes se va - 
citande a les Organes encargades de cemunicar las - 
auterizacienes de incerperaciôn a les Ministeries y
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Centres interesades, en cencerdancia cen las cempe- 
tencias atribuidas a les mismes.
A partir de la Ley 7/1972, de 26 de febrere, - 
que aprueba les Presupuestos Générales para el ahe 
1972, se auteriza (articule 6) a aplicar al Presu - 
pueste cerriente las cantidades destinadas a rétri­
buer trienies cemplementaries derivades del compute 
de servicies realmente prestades a la Administra —  
ciôn, per aplicaciôn de la Dispesiciôn Transiteria 
62 de la Ley 31/1965, de 4 de maye, sobre retribu - 
cienes de les funcienaries de la Administraciôn Ci­
vil del Estade. Cuande sea necesarie para su efec - 
tividad se censiderarân ampliables les crédites a - 
que se apliquen estas cantidades. Esta nermativa —  
se recege en tedas las Leyes de Presupuestos hasta- 
la Ley 1/1978, de Presupuestos para aquél ahe.
En la actualidad, de acuerde cen el articule - 
63.2 de la L.G.P. se aplican a les crédites de Pre­
supueste vigente, en el memento de expediciôn de —  
las ôrdenes de page, las ebligacienes siguientes:
a) Las que resulten de la liquidaciôn de atra- 
ses a faver de funcienaries de carrera, y
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b) Las derivadas de ejercicies anterieres, re- 
cenecidas en el perîede de que se trate y que debe- 
rân ser imputadas a crédites ampliables, segùn le - 
dispueste en el articule 66 de esta Ley.
Estas auterizacienes légales han supueste una 
gran disminuciôn de les expedientes de recenecimien 
te de ebligacienes de ejercicies cerrades. Para re- 
selver les preblemas de insuficiencia de crédite 
que pudieran plantearse en el Presupueste cerrien - 
te, las Leyes de Presupuestos siguen censiderande - 
ceme ampliables les crédites a que se apliquen es—  
tas cantidades, per importe igual a las ebligacie - 
nés recenecidas en que cencurran las circunstancias 
indicadas en el citade articule 63.2 de la L.G.P.
Aparecen aqui una serie de ebligacienes del E£ 
tade que son censideradas inaplazables per falta de 
crédite presupueste y, per censiguiente, se cumpli- 
rân en el memento en que se recenezcan cen indepen- 
dencia de la detaciôn presupuestaria. El principle 
de cebertura presupuestaria cede frente a ebligacie 
nés urgentes cuyes acreederes son, precisamente, 
les prepies servideres del Estade.
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1.3.2,3. Incorporaciôn de rémanentes de calificada- 
excepciôn.
Basândose en el precedente que sentô la Real - 
Orden de 1 de mayo de 1930, el Decreto-Ley de 12 de 
diciembre de 1952, autorizô, a titulo de calificada 
excepciôn, la incorporaciôn a un presupueste de les 
rémanentes de crédites precedentes de etre anterior 
para hacer frente a ebligacienes centractuales vâli 
damente adquiridas durante el transcurse de este -- 
ultime presupueste.
El articule 32 del citade Decrete-Ley dispuse- 
que pedian ser declarades susceptibles de incorpora 
ciôn a las cuentas del Presupueste del ejercicie de 
1953, les crédites precedentes del ejercicie 1952 , 
que hubiesen side anulades en cumplimiente del art£ 
cule 44 de la L.A.C.H.P.
En este misme articule se dan nermas para la - 
incerperaciôn de estes rémanentes, en las que se po 
ne de manifieste: a) la preecupaciôn de que se jus­
tif ique la fecha de etergamiente de les centrâtes,- 
que debia ser anterior a la publicaciôn de diche De 
crete-Ley; b) el heche de ne haberse tenide presen-
274
tes las obligaciones que se deriven de taies contra 
tes al fijar los crédites para 1953; y c) el heche- 
de haberse anulade les crédites utilizables para —  
dar efectividad a las ebligacienes respectives al - 
liquider el ejercicie 1952.
La anterior dispesiciôn supene un gran peso en 
una flexibilizaciôn de les préceptes légales que re 
gulan la instituciôn presupuestaria; caracteristica 
ésta que ne va a ser utilizada en el Presupueste pa 
ra 1953 de ferma exclusiva sine que esta figura me- 
dificativa de les crédites presupuestos va a seguir 
incluyéndese en las Leyes de Presupuestos de ahes 
sucesives.
La Ley 78/1959, de 23 de diciembre, de Presu - 
puestes Générales del Estade para el bienie ecenômi 
ce 1960-1961, régula la incerperaciôn de crédites a 
titule de calificada excepciôn. Las caracteristi - 
cas que han de reunir les crédites para ser suscep­
tibles de incerperaciôn pueden resumirse en la fer­
ma siguiente:
a) Habian de ser crédites, e parte de elles, - 
afectes al cumplimiente de centrâtes de ejecuciôn -
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de obras, adquisiciones o servicies cencertades me- 
diante subasta, cencurse e directamente, celebrades 
antes de la segunda quincena del ultime mes de cada 
ejercicie del bienie.
b) Debian estar anulades de acuerde cen el ar­
ticule 44 de la L.A.C.H.P.
c) El metive de la anulaciôn debiô ser el de - 
que per causa justificada ne se hubiera cumplide le 
pactade, al terminar el ahe.
d) Les crédites incerperades debian centabili- 
zarse cen abseluta independencia de les cemprendi - 
des en el estade letra A del Presupueste del ejerc£ 
cie en que la incerperaciôn se llevase a cabe.
e) Ne pedian utilizarse, en ningûn case, para 
adquirir nueves compromises, sine que se dedicarian 
ûnica y exclusivamente a la liquidaciôn de les cen­
trâtes que metivaren dicha incerperaciôn, debiende 
extinguirse, sin excepciôn alguna, en el misme ahe 
en que ésta tuviese lugar, bien per haberse realiza 
de la ebra, adquisiciôn e servicie e per anulaciôn 
de la parte ne utilizada.
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f) El ôrgano compétente para incorporar este 
tipo de crédites era el Consejo de Ministres, a pro 
puesta del de Hacienda, previe informe de la Inter­
venciôn General de la Administraciôn del Estade. Pa 
ra elle, les Departamentos ministeriales debîan re­
mitir al Ministerie de Hacienda, durante el primer 
mes de cada ejercicie, las peticienes de incerpera­
ciôn debîdamente justificadas.
Analizande las Leyes de Presupuestos de ahes - 
sucesives hasta la de 1978 se observa: que en las - 
mismas se da una redacciôn similar a la de la Ley - 
cementada, en cuante a incerperaciôn de crédites de 
calificada excepciôn se refiere, ne obstante consi­
dérâmes cenveniente destacar las siguientes peculia 
ridades:
a) En un principie la Ley ne diferencia ningûn 
crédite presupuestarie, es decir, de su redacciôn - 
se desprende que puede aplicarse a tedes les crédi­
tes del presupueste siempre que cencurran las cir - 
cunstancias de que estén afectes al cumplimiente de 
las ebligacienes que se sehalan.
b) La Ley 192/1963, de 28 de diciembre, de Pre
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supuestos para 1964-1965, excluye de las incorpora- 
ciones a titulo de calificada excepciôn las de rema 
nentes a favor de Fondes Nacienales, las destinadas 
a Planes Provinciales y les rémanentes de crédites- 
extraerdinaries y suplementes de crédite cencedides 
en el segunde semestre de cada ahe de vigencia del 
Presupueste per censiderar que estes tipes de incer 
peraciôn tienen regulaciôn especifica en la Ley.
c) La Ley de Presupuestos para 1968-1969, res- 
tringe las incerperacienes, a titule de calificada- 
excepciôn, sôle a les crédites que cumplan les re - 
quisites anterieres cemprendides en les capitules - 
segunde y tercere de las Seccienes de les Presupue£ 
tes de 1967 y 1968.
En cuante al plaze para selicitar las incerpe­
racienes, le amplia a les des primeres meses del —  
ejercicie ecenômice, plaze que se mantiene en Leyes 
sucesivas, si bien a partir de la Ley 71/1972, de - 
2 6 de febrere, se cenceden des meses a centar desde 
la publicaciôn de la Ley de Presupuestos en el Bele 
tin Oficial del Estade.
d) La Ley de Presupuestos para 1970-1971 y si-
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guientes reducen aün mas el âmbito de este tipo de 
incorporaciones, al referirse solo a crédites cen - 
cargo al capitule segunde de las distintas Seccie - 
nés del Presupueste.
e) En la Ley de Presupuestos para el ejercicie 
1978, desaparece la figura de incerperaciôn de rema 
nentes de crédite a titule de calificada excepciôn. 
Elle es censecuente cen la entrada en vigor de la - 
Ley General Presupuestaria, que senala cen caracter 
general (239) les supuestes de incerperaciôn de cré 
dites presupuestos. Considérâmes que la figura me - 
dificativa de crédites presupuestos a que nos veni- 
mes refiriende esta recegida en el apartade b) del 
citade articule que déclara incerperables: "Les cré 
dites que amparen compromises de gastes centraides- 
antes del ultime mes del ejercicie presupuestarie y 
que, per causas justificadas, ne hayan pedide reali 
zarse durante el misme".
Esta medalidad de medificaciôn presupuestaria, 
vuelve a incidir en el principie de cebertura presu 
puestaria atribuyéndese cempetencias al Ministre de
(239) Articule 73 de la Ley General Presupuestaria.
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Hacienda para incrementar crédites de un ejercicie- 
cen les rémanentes del anterior siempre que hayan - 
side previamente cempremetides. Es ésta una medali­
dad residual pues se utilizarâ para incorporar rema 
nentes que ne puedan ser incerperades per etres pro 
cedimientes menes rigides ceme el que, per ejemple, 
se indica en el apartade siguiente.
1.3.2.4. Incerperaciôn de rémanentes de crédites de 
inversienes.
Esta medalidad medificativa del Presupueste na 
ce cen el Decrete-Ley de 12 de diciembre de 1952, - 
que auterizaba en sus articules 1 y 3 la incerpera­
ciôn al Presupueste de 1953 de crédites precedentes 
del ejercicie 1952, ne utilizades antes del 31 de - 
diciembre de éste en el page de ebligacienes dériva 
das de centrâtes de ebras e servicies per ne haber­
se realizade total e parcialmente en dicha fecha -- 
les que estuvieran centratades.
Esta incerperaciôn, ceme vimes, se efectuaba - 
a titule de calificada excepciôn hasta que las dis­
tintas Leyes de Presupuestos fueren incluyende arti 
cules que auterizaban la incerperaciôn de remanen -
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tes de crédite de inversienes, exigiende mener nû - 
mere de requisites que en el case de incerperacie - 
nés a titule de calificada excepciôn. Per etra par­
te, ceme indicâbames, las incerperacienes a titule 
de calificada excepciôn se fueren circunscribiende- 
a les capitules segunde y tercere, en primer lugar, 
para quedar reducidas mas tarde al capitule segunde 
del Presupueste.
Analizande este tipe de medificaciôn en distin 
tas leyes de Presupuestos, pedemes destacar les si­
guientes aspectes:
a) En la Ley de Presupuestos para 1962-1963, - 
articule 9, se auteriza para incorporar al Presu -- 
pueste de 1963 les rémanentes que en 31 de diciem - 
bre de 1962 efrezcan les crédites de les capitules- 
600 y 700 de las diferentes Seccienes del Presupues 
t e .
b) El articule 6 de la Ley 192/1963, de 28 de 
diciembre de Presupuestos Generates del Estade para 
1964-1965, auteriza al Ministerie de Hacienda para 
incorporar al Presupueste de 1965 les rémanentes -- 
que a la liquidaciôn del ejercicie 1964 efrezcan --
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los crédites de les Capitules de inversienes de las 
distintas Seccienes de este Presupueste.
c) La Ley 194/1965, de 21 de diciembre, de Pre 
supuestes Generates del Estade para 1966-1967, arti 
cules 22 y 3 2 , auteriza igual que les anterieres pa 
ra incorporar les rémanentes de crédites de inver - 
sienes que aparezcan al liquidar el ejercicie ce —  
rrespendiente al primer ahe del bienie, pere tam -- 
bién auteriza al Ministre de Hacienda para incerpe- 
rar al Presupueste de 1966 les rémanentes que a la- 
liquidaciôn del ejercicie 1965 efrezcan les crédi - 
tes de les capitules de inversienes de las diferen­
tes seccienes del Presupueste. Las limitacienes im- 
puestas a la incerperaciôn de estes crédites son:
- Ne pedrân ser utilizades en finalidad distin 
ta para la que en principie fueren cencedides.
- Deben extinguirse sin excepciôn alguna, al - 
finalizar el bienie 1966-1967.
- Les Ministeries pueden centratar durante ---
1966 cen cargo a les crédites incerperades en vir - 
tud de este articule (3 2 ), pere en 1966 ne pedrân -
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pagarse de cada crédite cantidad superior al 50 per 
100 del remanente incerperade, satisfaciende el re£ 
to en 1967.
d) El articule 22 de la Ley 5/1968, de 5 de —  
abril, de Presupuestos Generates del Estade para -- 
1968-1969, dispene: "Les gastes debidamente auteri- 
zades per ebras, adquisiciones y etres cenceptes, - 
cen cargo a crédites de eperacienes de capital del 
Presupueste de 1967 que hayan de ser anulades... se 
ràn autemâticamente imputades a les crédites del -- 
Presupueste de 1968 destinades a ebligacienes de la 
misma naturaleza, mediante la expediciôn de les ce- 
rrespendientes documentes centables".
Este articule de la Ley, auteriza para incer - 
perar rémanentes de crédites de inversienes del ahe 
anterior cen mayor flexibilidad pues sôle limita -- 
les crédites incerperades al Presupueste cerriente, 
a que sean destinades a ebligacienes de igual natu­
raleza, es decir, a eperacienes de capital.
e) El articule 2.e) de la Ley 115/1969, de 30 
de diciembre, de Presupuestos Generates del Estade 
para 1970-1971, auteriza al Ministre de Hacienda pa
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ra incorporar al Presupueste de cada une de les 
ahes 1970' y 1971 les rémanentes de crédite del ejer 
cicie precedente cemprendides en el Pregrama de In­
versienes pûblicas y demâs eperacienes de capital , 
siempre que se destinen a les mismes fines para que 
estaban asignades. Excepcienalmente, diches rema - 
nentes pedîan financiar etras inversienes teniende- 
en cuenta las prieridades establecidas en el II 
Plan de Desarrelle Ecenômice y Social y previa apro 
baciôn de la Cemisiôn de Presupuestos de las Cer —  
tes .
Se pene de manifieste, pues, una gran facili - 
dad para la incerperaciôn de rémanentes de crédite, 
cen destine a iguales fines a les asignades en prin 
cipie, apreciândese, per el contrarie, la necesidad 
de superar grandes ebstâcules al tratar de cumplir 
etras finalidades cen les crédites incerperades.
f) La Ley 7/1972, de 26 de febrere, al regular 
la incerperaciôn de rémanentes de crédites de inver 
sienes en su articule 2.3) présenta la particulari- 
dad de exigir, para la incerperaciôn de estes réma­
nentes, las mismas fermalidades y cendicienamientes 
que se establecen para las incerperacienes de rema-
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nentes de crédite ceme de calificada excepciôn.Elle 
supene cierte retrase en el tratamiente de las in - 
cerperacienes de rémanentes de inversienes ya que - 
la tendencia hasta ese memente era la de élimina —  
ciôn de trabas légales para la realizaciôn de las - 
mismas.
g) Las Leyes de Presupuestos para les ejerci - 
cies 1972 al 1977, centienen un articule dedicade a 
las incerperacienes de rémanentes de crédite de in­
versienes en el que vuelve a separar el tratamiente 
de éstas del dade a las incerperacienes de rémanen­
tes ceme de calificada excepciôn. Las exigencias le 
gales para la incerperaciôn se reducen a:
- Selicitud del Ministerie e Servicie a que -- 
estân afectes.
- Justificaciôn de la existencia de les crédi 
tes al cierre del ejercicie ecenômice,
- Destinarles a la misma finalidad que tuvie ■ 
ren les eriginaries y centabilizaciôn independien ■ 
t e .
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h) En el ejercicie 1978 las incerperacienes de 
rémanentes de crédites para inversienes se han efec 
tuade de acuerde cen el articule 73.c) de la Ley Ge 
neral Presupuestaria, que auteriza al Ministre de - 
Hacienda para incerperar les crédites para eperacio 
nés de capital.
El Censeje de Ministres, per Acuerde de 29 de 
diciembre de 1978, régulé un precedimiente especial 
para la incerperaciôn urgente, en el ejercicie 1979 
de les rémanentes de crédites del presupueste 1978, 
cerrespendientes a eperacienes de capital.
Asimisme, per reseluciôn de la Subsecretarîa - 
de Presupueste y Gaste Publiée, de 5 de marze de —  
1979, se dieren nermas interpretativas en relaciôn 
cen las incerperacienes de crédite de eperacienes - 
de capital auterizande para que les crédites de es­
ta naturaleza ya incerperades al Presupueste de 
1978 per aplicaciôn del articule 73.une.c) de la -- 
L.G.P. puedan ser, asimisme, incerperades al Presu­
pueste de 1979, siempre que cencurran en les mismes 
les requisites que se sehalan en el apartade b) del 
citade articule, es decir, que hasta el 30 de ne -- 
viembre de 1978 se hayan centraide compromises de -
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gastos, entendiendo como taies los actes per les —  
que se acuerde e cencierte, segûn les cases, y con­
forme a les trâmites que cen arregle a dereche pre- 
cedan, la realizaciôn de ebras e prestaciôn de ser­
vicies y demâs actuacienes 'que impliquen "expectati­
ves de gaste e dereches de terceres. Esta résolu -- 
ciôn, discrepande en cierta medida de le dispueste- 
en el articule 73.2, (240) de la L.G.P., trata de -
dar seluciôn a determinades preblemas que se plan—  
tearân en el case de quedar anulades rémanentes de 
crédites que amparasen compromises de gastes cen —  
traides.
En les sucesives ejercicies se han seguide dan 
de nermas interpretativas tendantes a flexibilizar.- 
y agilizar al mâxime les precedimientes de incerpe­
raciôn de estes rémanentes cen el fin de censeguir 
que les trâmites administratives ne sean un ebstâcu 
le para el cumplimiente de les planes de inversiôn- 
de les distintes ôrganes y servicies.
(240) Art. 73*2 L.G.P.: "Los rémanentes incorporados segûn lo 
prevenido en el pârrafo anterior ûnicamente podrân ser 
aplicados dentro del ejercicio presupuestarie en que la 
incorporacion se acuerde, y en los supuestos de los —  
apartados a) y b) de dicho pârrafo, para los mismos ga£ 
tos que motivaron, en cada caso, la concesion y autori- 
zacion y el compromise".
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1.3.2.5. Incorporaciôn de rémanentes de créditos de 
Fondes Nacionales.
Por Ley 45/1960, de 21 de julio, se crean les 
Fondes Nacionales para el Fomente del Principle de- 
Igualdad de Oportunidades, de Asistencia Social y - 
de Protecciôn al Trabajo. Para la financiaciôn de 
les mismos, en el estado letra A de les Presupues - 
tes del Estado, en una nueva secciôn de la agrupa - 
ciôn de Obligaciones Générales se consignan crédi - 
tes de igual cuantîa al producto de la Contribuciôn 
General sobre la Renta de las Personas Fisicas, Re­
cargo sobre el Impuesto de Derechos Reales (hoy Im- 
puesto General sobre Sucesiones) para aquellas par- 
ticipaciones individuales que excedan de diez millo 
nés de pesetas e Impuesto sobre Negociaciôn o Trans 
misiôn de Valores Mobiliarios, respectivamente; los 
citados créditos tienen la condiciôn de ampliables 
hasta las cifras a que asciendan las recaudaciones- 
lîquidas de la Contribuciôn, Recargo e Impuesto an­
tes mencionados.
Asimismo, se créa el Fondo de Crédite para la 
Difusiôn de la Propiedad Mobiliaria, afectando los 
recursos que se enumeran en esta Ley a la concesiôn
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de créditos para la difusiôn de este tipo de propie 
d a d .
La Ley 85/1961, de Presupuestos Générales del 
Estado para 1962-1963, en su articule 92 autorizô - 
al Ministre de Hacienda para incorporar al Presu -- 
puesto de cada ejercicio los rémanentes disponibles 
que al finalizar el anterior, ofrezcan los créditos 
creados por la Ley de 21 de julio de 1960 a favor - 
de los Fondes Nacionales de Fomente al Principle de 
Igualdad de Oportunidades, Asistencia Social y Pro­
tecciôn al Trabajo.
Las sucesivas Leyes de Presupuestos, desde la 
de 1964-1965 hasta la de 1971, autorizan esta incor 
poraciôn de rémanentes de crédite con arreglo a su 
legislaciôn, incluyendo también, junte con estes —  
Fondes, el de Difusiôn de la Propiedad Mobiliaria.
El procedimiento para la incorporaciôn de es - 
tes rémanentes de crédité se encuentra regulado en 
el punto une de la Orden Ministerial de 2 de marzo 
de 1966, segûn la cual, con base en certificaciones 
acreditativas de los créditos que han de ser anula- 
dos, expedidas por las correspondientes OKdenacio -
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nés de Pagos, la Intervenciôn General de la Adminis 
traciôn del Estado, iniciarâ los expedientes de in­
corporaciôn de créditos, que pasarân a la Direcciôn 
General de Presupuestos, la que elevarâ la oportuna 
propuesta a la aprobaciôn del Ministerio de Hacien­
da .
La incorporaciôn de los rémanentes de estos —  
créditos considérâmes deberâ efectuarse en la actua 
lidad, siguiendo la via del articule 73.d) de la -- 
L . G . P .
1.3.2.6. Incorporaciôn de rémanentes de crédite de 
Planes Provinciales.
La Ley 78/1959, de 23 de diciembre, sobre Pre­
supuestos Générales del Estado para 1960-1961, en - 
su articule 23, autorizaba al Ministre de Hacienda- 
para incorporar a las cuentas de presupuestos de -- 
1960 los rémanentes de los créditos afectos a Pla - 
nés Provinciales no utilizados el 31 de diciembre - 
de 1959 y a las de 1961 las que quedasen en iguales 
condiciones a fin de 1960.
Las Leyes de Presupuestos para los bienios
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1964-1965 y 1966-1967, autorizaban al Ministro de - 
Hacienda para incorporar los rémanentes de crédito- 
destinados a Planes Provinciales.
Al margen de las leyes citadas no aparece en - 
el periodo considerado ninguna otra Ley que haga re 
ferencia de forma expresa a la incorporaciôn de ré­
manentes de créditos destinados a Planes Provincia­
les .
No obstante, se han venido incorporando estos- 
remanentes conforme al procedimiento establecido —  
con carâcter general para créditos de inversiones - 
en las Leyes de Presupuestos de los distintos ejer- 
cicios y en la Orden Ministerial de 2 de marzo de - 
1966.
Con la entrada en vigor de la L.G.P., la incor 
poraciôn se realiza considerando estos créditos de 
igual naturaleza que los de capital, por lo que les 
es aplicable el articulo 73.uno.c) de la misma.
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1.3.2.7. Incorporaciôn de rémanentes de crédito 
Plan Modernizacion Fuerzas Armadas.
La base legal de este tipo de incorporaciôn de 
créditos se encuentra en las siguientes disposicio- 
nes :
- Ley 85/1965, de 17 de julio, que regulô de - 
manera conjunta las inversiones destinadas a la pri^ 
mera fase de la modernizaciôn de las Fuerzas Arma - 
das por el periodo 1965-1972.
- Ley 32/1971, de 21 de julio, por la que se - 
autorizô al Gobierno para la realizaciôn de un pro- 
grama conjunto de inversiones, mantenimiento y repo 
siciôn de material y armamento para continuar con 
la modernizaciôn de las Fuerzas Armadas durante el 
periodo 1972-1979, ambos inclusive, encomendando a 
la Presidencia del Gobierno, a través del Alto Esta 
do Mayor, la coordinaciôn y vigilancia de la ejecu- 
ciôn del mismo.
- Decreto-Ley 5/1977, de 25 de enero, que modi 
fica y prorroga hasta el 31 de diciembre de 1982, - 
la vigencia de la Ley 32/1971.
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Haciéndose eco de estas disposiciones, las Le­
yes de Presupuestos han venido incorporando a los - 
mismos los rémanentes de crédito destinados a la fi^  
nanciaciôn del Plan de Modernizaciôn de las Fuerzas 
Armadas. Con esta redacciôn se autorizô la incorpo 
raciôn de rémanentes en el articule segundo de las 
Leyes de Presupuestos para los ejercicios 1968 al - 
1972.
El articule 2s de las Leyes de Presupuestos pa 
ra los ejercicios 1973 a 1977 autorizan al Ministro 
de Hacienda para incorporar los créditos de opera - 
ciones de capital destinados a la financiaciôn de - 
las inversiones a que se refiere la Ley 32/1971, de 
21 de julio, sobre dotaciones presupuestarias para 
la Defensa Nacional, incluidas las figuradas en el 
capitule segundo, destinadas a adquisiciôn de re —  
puestos, reparaciones y entretenimiento del mate —  
r ia l .
La Ley 1/1978, de 19 de enero, de Presupuestos 
Generates del Estado, autoriza al Ministro de Ha —  
cienda para incorporar al Presupuesto del aho 1978, 
los rémanentes de crédito del ejercicio precedente, 
cualquiera que sea el capitulo en que se produzcan.
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siempre que procedan de dotaciones fijadas en cum - 
plimiento de la Ley 32/1971, de 21 de julio, y Real 
Decreto-Ley 5/1977, de 25 de enero.
Dado el carâcter especifico de este tipo de in 
corporacion, no figura .en el articulo 73 de la L.G. 
P. y , por ello, las autorizaciones de incorporaciôn 
de crédites que financien el Plan de Modernizaciôn- 
de las Fuerzas Armadas deberân consignarse en las - 
Leyes de Presupuestos de los ejercicios econômicos- 
en los que se lleva a cabo dicho Plan (241).
1.3.2.8. Incorporaciôn de rémanentes de créditos ex 
traordinarios y suplementarios concedidos- 
en el segundo semestre.
De acuerdo con el articulo 6 del Decreto-Ley - 
de 12 de diciembre de 1952, los créditos extraordi- 
narios y suplementos de crédito concedidos legalmen 
te durante el segundo semestre del ano en curso po- 
dian utilizarse en el ejercicio siguiente siempre -
(241) Ver articulo 2.2 de la Ley 74/1980, de Presupuestos Gé­
nérales del Estado para I98I y Disposicion Adicional b) 
de la Ley 44/1981, de Presupuestos Générales del Estado 
para 1982.
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que se destinasen a las mismas obligaciones que mo- 
tivaron su concesiôn.
Para ello, sôlo se exigia que los Ministerios- 
que fuesen a emplearlos en dicha forma lo manifesta 
sen asi al de Hacienda, quien disponia la incorpora 
ciôn, si los créditos o parte de ellos resultasen - 
de cuantîa igual o inferior a la anulada con cargo 
a los mismos al terminar el ejercicio.
Todas las Leyes de Presupuestos correspondien­
tes a los anos 1960-1977, prevén esta modalidad de 
incorporaciôn.
En todas estas Leyes, con redacciôn similar,se 
autoriza al Ministro de Hacienda -para que pueda in­
corporar al Presupuesto vigente, los rémanentes del 
ejercicio anterior siempre que se cumplan los si —  
guientes requisitos:
- Que se trate de créditos extraordinarios o - 
suplementos de crédito concedidos en el segundo se­
mestre del ejercicio anterior,
- Que se destinen a satisfacer obligaciones —
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iguales a las que motivaron su concesiôn,
- Que lo solicite el Ministerio interesado ma- 
nifestando quer se destinarân a las obligaciones in- 
dicadas,
- Que las cantidades cuya incorporaciôn se so­
licite no excedan de las no dispuestas al finalizar 
el plazo para llevar a cabo las autorizaciones y —  
disposiciones de gastos del ejercicio en que fueron 
otorgadas.
Es de destacar que a partir de la Ley de Presu 
puestos para el ejercicio 1972 y hasta 1977, la mo ­
dalidad de incorporaciôn "segundo semestre" se ex - 
tiende no solo a rémanentes de créditos extraordina 
rios y suplementos de crédito, sino también a auto­
rizaciones de pago, ampliaciones y transferencias - 
concedidas en el semestre indicado.
Por su parte, la L.G.P., en su articulo 73.a), 
introduce una sustancial alteraciôn en relaciôn con 
esta modalidad de modificaciôn presupuestaria al —  
autorizar la incorporaciôn de los créditos extraor­
dinarios y los suplementos de crédito, asi como las
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transferencias de créditos, que hayan sido concedi­
das o autorizadas, respectivamente, en el ultimo -- 
trimestre del ejercicio presupuestario. ■
Es decir, se reduce el plazo considerado al ûl 
timo trimestre de cada ano y se centra el âmbito de 
incorporaciôn a créditos extraordinarios, suplemen­
tarios y transferencias.
1.3.2.9. Créditos ampliables.
Como ha quedado expuesto, en principle, los —  
créditos del Presupuesto de Gastos del Estado tie - 
nen carâcter limitative. Este principle de limita - 
ciôn cuantitativa aparece explîcitamente en la L.A. 
C.H.P. (articule 33) y vuelve a figurar en la L.G.P 
(articulo 60). Asimismo, se deduce esta limitaciôn 
de las Leyes de Presupuesto de cada ejercicio econo 
mice al indicar "se conceden créditos para los gas­
tos del Estado durante el ano econômico hasta la su 
ma de ... "
Pues bien, esta limitaciôn rigurosa, aplicable 
a la mayoria de los créditos presupuestos, se flexi^ 
biliza en relaciôn con los créditos destinados a fi
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nanciar determinadas obligaciones cuya naturaleza - 
impide que se demore el cumplimiento de las mismas, 
bien porque su nacimiento esta vinculado a actos an 
teriores que fueron autorizados por las Cortes (in- 
tereses, amortizacion y gastos de Deudas del Esta - 
do, del Tesoro o especiales ) ,• o porque se trata de 
obligaciones inaplazables dada la repercusion so -- 
cial que implicaria su incumplimiento, como es el - 
caso de obligaciones en favor de las clases pasi —  
vas; o se refieren a obligaciones nacidas en virtud 
de Ley (indemnizaciones de residencia, cuotas de se 
guros sociales, mutualidades laborales); o bien se 
trata de financier gastos imprescindibles para el - 
funcionamiento de determinados servicios (gastos de 
transferencia, giros y analogos de los servicios de 
giro postal, los destinados al pago de los premios 
de cobranza de las contribuciones, impuestos y arb_i 
trios cuya recaudacion esta a cargo de la Hacienda 
publica, etc).
En otros casos, los créditos son ampliables en 
funcion de la recaudacion que se realice en el Teso 
ro por determinados recursos afectados a una finali 
dad. Como ejemplos de estas ampliaciones, podemos 
citar; a) Las reguladas por la Ley 45/1960, de 21 -
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de julio, creadora de los Fondos Nacionales para la 
aplicaciôn social del Impuesto y del Ahorro que es- 
tablece en sus articules 3, 10 y 14 la obligaciôn - 
de consigner en los Presupuestos Générales del Esta 
do créditos que tendrân la condiciôn de ampliables, 
en funciôn de la recaudaciçn obtenida en determina­
dos Impuestos y Recargos, establecidos con la fina- 
lidad de dotar dichos Fondos Nacionales; b) La con- 
sideraciôn de ampliables que se dan en distintas —  
Leyes de Presupuesto a créditos destinados a dotar- 
el Fondo de Protecciôn a la Cinematografia y Teatro 
en funciôn de la recaudaciôn que se realice en el - 
Tesoro por los distintos recursos que, conforme a - 
la legislaciôn en vigor, sirvan de base para deter- 
minar el cifrado crédito; y c) Los créditos cuya —  
cuantîa se modulaba por la recaudaciôn obtenida en 
tasas o exacciones parafiscales que dotaban concep- 
tos integrados en los Presupuestos Générales del Es 
tado, a fin de satisfacer las obligaciones que, ha£ 
ta 1970, figuraban en las de las Juntas de Retribu- 
ciones y Tasas, en los casos en que expresamente se 
determinase su condiciôn de ampliables.
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En alguna Ley de Presupuestos (242), se ha au* 
torizado al Gobierno para que, a propuesta de los - 
Departamentos Ministeriales correspondientes y pre- 
vio informe del de Hacienda, pueda autorizar que la 
dotaciones figuradas con fines de inversion en îos- 
capitulos 600 y 800, en los casos en que se habia - 
previsto fuesen cubiertos con financiaciôn exterior 
se incrementasen hasta la cifra que en los respect! 
vos conceptos se hubiese fijado para dicha financia 
ciôn.
En la Ley de Presupuestos se recogen en los —  
anexos correspondientes de los Presupuestos Genera­
tes del Estado los créditos que tienen la condiciôn 
de ampliables refiriéndose, con carâcter general, a 
créditos para financiar obligaciones de naturaleza- 
anâloga a las indicadas.
1.3.2.10. Transferencias de crédito.
Esta modalidad de modificaciôn presupuestaria, 
se encontraba prohibida en el articulo 41 de la
(242) Ley 192/1973, de 28 de diciembre.
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L.A.C.H.P. al disponer: "Quedan prohibidas... las - 
transferencias entre capitules, articules y concep­
tos ". La vigencia de este precepto fue suspendida- 
por el Decreto-Ley de 8 de noviembre de 1957.
Analizadas las Leyes de Presupuestos correspon 
dientes a los veinte ultimes anos se aprecia que to 
das ellas dedican algùn articulo a regular las - - 
transferencias de crédito, deduciéndose de los mis­
mos la exigencia de los siguientes requisitos y con 
diciones que se van modificando a lo largo del pe - 
riodo (243):
1.- Se autoriza al Gobierno para que, a pro 
puesta de los Departamentos ministeriales y previo 
informe del de Hacienda, acuerde la realizaciôn de 
las transferencias que las necesidades de los servi 
cios hagan indispensables entre los diferentes cré­
ditos consignados en cada una de las secciones del 
Presupuesto.
2.- Esta autorizaciôn no puede afectar, en nin
(243) Los requisitos de los puntos 1, 2, 3 y 4 se toman de 
la Ley de Presupuestos para el bienio I96O-I96I.
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gun caso, a las dotaciones del capitulo de cada sec 
cion destinado a atenciones de personal.
3.- La aprobaciôn de transferencias puede ex - 
tenderse a todos los créditos de las secciones, ca­
pitules, articules, servicios y conceptos de los —  
Presupuestos de Gastos en los que figuren atencio - 
nes de los Cuerpos armados, siempre que su necesi - 
dad se derive de reorganizaciones que puedan llevar 
se a cabo en los departamentos de que los mismos —  
dependan.
4.- No podran utilizarse las transferencias pa 
ra incrementar créditos de subvenciones o auxilios 
ni para compensar aumentos de dotaciôn mediante anu 
laciones en créditos que tengan reconocida la cond£ 
ciôn de ampliables.
5.- En ningùn caso pueden utilizarse para rea- 
lizar transferencias los créditos que hayan tenido 
que suplementarse durante el aho, ni concéderse su­
plementos de crédito a los que hayan servido para - 
incrementar otros por medio de transferencia (244).
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6.- Se atribuyen competencias para acordar 
transferencias a ôrganos distintos del Gobierno y - 
se matizan las de este (245):
- A los departamentos ministeriales para redi^ 
tribuir créditos entre partidas de un concepto de - 
los capîtulos de inversiones, previo informe de la 
Comisaria del Plan de Desarrollo y poniéndolo en co 
nocimiento del Ministerio de Hacienda.
- Al Ministro de Hacienda, a propuesta de los
(244) Este punto aparece por primera vez, en la Ley 
de Presupuestos para 1962-1963. Sin embargo esta Ley - 
no hace excepciôn alguna en relaciôn con créditos de - 
los Cuerpos Armados.
(245) Ley de Presupuestos para 1964-1965. En esta Ley ademâs 
de los condicionantes indicados aparece de nuevo la ex 
cepciôn a favor de los créditos para atenciones de —  
Cuerpos Armados, que desapareciô en la Ley de Presu —  
puestos para 1962-1963.
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departamentos interesados, y previo informe de la - 
Comisaria del Plan de Desarrollo para acordar trans 
ferencias de crçdito entre los distintos conceptos- 
de un mismo articulo de los comprendidos en el cap_i 
tulo de inversiones.
- Al Gobierno se le autoriza para transferir - 
créditos entre los conceptos comprendidos en los ca 
pitulos de inversiones de cada secciÔn y autorizar- 
transferencias de crédito entre los distintos con - 
ceptos comprendidos en los capitulos de inversiones 
de las distintas secciones del Presupuesto de Gas - 
tos. Asimismo, se autoriza al Gobierno para acor - 
dar transferencias de los créditos destinados a sub 
venciones para fines de inversiôn, capitulo 800, -
bien de la misma secciôn o entre secciones distin - 
tas.
Independientemente de lo anterior, el Gobierno 
puede acordar las transferencias que las necesida—  
des de los servicios hagan indispensables entre los 
diferentes créditos consignados en cada una de las 
secciones del Presupuesto,
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Segûn los distintos casos de transferencias, - 
intervienen los ministerios interesados, solicitan- 
do, proponiendo o siendo oîdos; la Comisaria del —  
Plan de Desarrollo, solicitando o informando; y el 
Ministerio de Hacienda, proponiendo.
7 Se sustituye la exigencia del informe de - 
la Comisaria del Plan de Desarrollo para redistri—  
buir créditos entre las distintas partidas de un - 
concepto por comunicaciôn del departamento interesa 
do a la misma, comprensiva de la modificaciôn efec- 
tuada, y la r e f e r e n d a  a transferencias entre con - 
ceptos de los capitulos de inversiones se sustituye 
por la de conceptos de operaciones de capital.
Ello es consecuente con la nueva estructura —  
presupuestaria aprobada por Orden del Ministerio de 
Hacienda de 1 de abril de 196 7, puesta en prâctica- 
por primera vez, en el ejercicio econômico 1968.
Asimismo, se amp11an las competencias del Mi - 
nistro de Hacienda para que pueda acordar transfe - 
rencias de crédito entre los distintos conceptos de 
operaciones de capital afectos a un mismo servicio-
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o Direcciôn general
8.- La competencia del Gobierno para acordar - 
las transferencias que las necesidades de los servi 
cios hagan indispensables, entre los diferentes crê 
ditos consignados en cada una de las secciones del 
Presupuesto, a que hacîamos r e f e r e n d a  en el punto- 
6, se circunscribe a los créditos del capitulo 2 -
consignados en cada una de las secciones.
Estas transferencias podîan seguir extendiéndo 
se a todos los créditos de las secciones, capîtulos 
artîculos, servicios y conceptos de los Presupues - 
tos de gastos relativos a atenciones de ministerios 
Militares o del de la Gobernaciôn, en cuanto se re­
fiere a dotaciones de la Guardia Civil y Policîa Ar 
mada, siempre que su necesidad se derivase de reor­
ganizaciones de estos servicios y departamentos.
Las mismas, debîan justificarse en la forma es 
tablecida por el articulo 41 de la Ley de Adminis - 
traciôn y Contabilidad de la Hacienda Pûblica y di£
(246) Ley de Presupuestos para 1968-1969.
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posiciones complementarias (247).
9.- Se ampIIan las competencias del Ministro - 
de Hacienda (248) para que, en los términos y con —  
las formalidades expresadas para acordar transferen 
cias de crédito entre los distintos conceptos de —  
operaciones de capital afectos a un mismo servicio- 
o Direcciôn general, pueda acordar las que hayan de 
efectuarse a la secciôn 31 "Gastos de diverses Mi—  
nisterios", capitulo sexto, que tiene como finali - 
dad atender a los gastos de toda clase de servicios 
multiples, incluso la adquisiciôn de inmuebles co - 
rrespondientes, procédantes del mismo capitulo de - 
las diversas secciones, siempre que originariamente 
tuviesen aplicaciôn analoga.
10.- La Ley de Presupuestos de 197 2 introduce- 
la posibilidad de realizaciôn de transferencias de£ 
de los distintos créditos de inversiones del Minis­
terio de Educaciôn y Ciencia a los de personal con­
tra tado de este mismo Ministerio, si la aplicaciôn-
(247) Ley de Presupuestos para 1968-1969.
(248) Ley de Presupuestos para 1972.
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de la Ley General de Educaciôn y Financiamiento de 
la Reforma Educative hicieran necesario aumentar di 
cha clase de personal. Con los mismos trâmites se 
autorizan las transferencias que en aplicaciôn de 
gastos corrientes del Presupuesto de este departa - 
mento, siempre que no varie la naturaleza de estos.
En esta misma Ley de Presupuestos, excepcional 
mente, el Gobierno podla autorizar transferencias - 
entre crédites para gastos corrientes del Ministe - 
rio de Agriculture.
11.- Las transferencias derivadas de la apiica 
ciôn de la Ley General de Educaciôn citada, se van- 
matizando en las sucesivas Leyes de Presupuestos; en 
la correspondiente al ejercicio 1975 se extiende la 
posibilidad de efectuar transferencias entre todos- 
los créditos de la secciôn 18, si lo hiciese preci- 
so la aplicaciôn de la citada Ley de Educaciôn, te- 
niendo en cuenta las necesidades derivadas de la —  
reestructuraciôn prevista para la ensenanza no esta 
tal, particularmente las subvenciones para gratui - 
dad en las zonas rurales y suburbiales y los con —  
ciertos que con tal fin se estableciesen. Cuando
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estas transferencias afectasen a operaciones de ca­
pital, no podîan efectuarse si de ellas se dériva - 
sen desequilibrios en la localizaciôn territorial - 
de las inversiones correspondientes.
No debemos olvidar la normative que, con carâc 
ter general, establece la L.G.P. En sus artlculos- 
67 a 70, esta Ley régula determinados supuestos de 
transferencia de crédito, indicando el ôrgano admi­
nistrative compétente para acordarla, los cuales ex 
ponemos a continuéeiôn;
a) El Gobierno, a propuesta del Ministro de Ha 
cienda:
Tratândose de operaciones de capital, puede —  
acordar transferencias de los créditos globales a - 
los especîficos de la misma naturaleza econômica, - 
debiendo determinarse en los estados de gastos de - 
los presupuestos a qué créditos globales es de apli 
caciôn esta norma.
b) El Ministro de Hacienda:
Puede acordar transferencias dentro de un mis-
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mo programa y de los siguientes limites:
1) Entre crédites para gastos de funcionamien­
to de los servicios, excepte de personal.
2) Entre créditos para, operaciones de capital,
3) De crédites para operaciones de capital a - 
créditos de operaciones corrientes, siempre que —  
sean utilizados para la entrada en funcionamiento - 
de nuevas inversiones y, ademâs, en el mismo ejer - 
cicio en que las inversiones se hayan concluîdo.
c) Los jefes de los departamentos ministeria -
les:
Pueden redistribuir los créditos entre las di­
ferentes partidas de un mismo concepto presupuesta­
rio, poniéndolo en conocimiento del Ministro de Ha­
cienda. Cuando se trate de conceptos de personal , 
se necesitarâ el acuerdo favorable de dicho ministe 
rio. En este caso se producirân traspasos entre —  
los distintos subconceptos pero no transferencias.
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Ademâs de los limites expuestos, las transfe - 
rencias de crédites estarân sujetas a los siguien - 
.tes :
IQ) No afectarân a crédites para gastos de per 
sonal, ni a los ampliables, ni a los extraordina —  
rios concedidos durante el ejercicio.
2s) No minorarân créditos para gastos destina­
dos a subvenciones nominatives, ni los que hayan si 
do incrementados con suplementos o transferencias.
3s) No determinarân aumento en créditos q u e ,co 
mo consecuencia de otras transferencias, hayan sido 
objeto de minoraciôn.
Las Leyes de Presupuestos vienen incluyendo 
una serie de autorizaciones al Gobierno y al Minis­
tro de Hacienda para concéder, dentro de cada ejer­
cicio, las transferencias que se especifican en ca­
da caso concreto (249.).
(249) Ver Anexo I Ley 44/1981, de 26 de diciembre.
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1.3.2,11. Créditos generados por ingresos.
La posibilidad de que los ingresos presupues - 
tos generen crédito en el Presupuesto de Gastos del 
Estado ha surgido en época reciente. Los supuestos 
previstos en la legislaciôn vigente son los que a - 
continuaciôn se indican:
a) Créditos generados por reintegros del Presu 
puesto corriente:
Si nos atenemos al m omento de apariciôn- histÔ- 
rica considérâmes que el primer concepto de ingre—  
SOS que diô lugar a la generaciôn de créditos en el 
Presupuesto de Gastos del Estado fue el de reinte - 
gros de gastos pûblicos. Con anterioridad al Deere 
to 6/196 2, de 18 de enero, las Cuentas de Gastos Pu 
blicos reflejaban los pagos y reintegros que se —  
efectuaban en el Tesoro.
El citado Decreto reforma la contabilidad de - 
gastos pûblicos eliminando de la misma las operacio 
nes de reintegro por estimar son propias de las - - 
cuentas de Caja o Tesorerîa.
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Consecuente con lo anterior, el Decreto 524/62 
de 1 de marzo dispuso en su articulo 11 ; "Los rein- 
tegros en efectivo o en formalizaciôn que se verifi 
quen en el mismo ejercicio en que tuvo lugar el pa- 
go y que, por tanto, pueden dar lugar a reposiciôn- 
del crédito presupuesto, se aplicarân al de ingre - 
SOS en concepto independiente, dedicado a recoger - 
estar operaciones".
El mismo Decreto régula el procedimiento de so 
licitud de incorporaciôn de crédito a las cuentas—  
de gastos.
Hay que hacer constar que pueden generar cré - 
dito sôlo los ingresos efectuados en el mismo ejer­
cicio en que tuvo lugar el pago y siempre que éste- 
corresponda al Presupuesto corriente.
A fin de distinguir los reintegros que pueden- 
generar crédito de aquellos otros que no tienen es­
ta posibilidad, ha sido necesario abrir dos concep- 
tos en las Cuentas de rentas pûblicas, "Reintegros- 
del Presupuesto corriente", para recoger los prime- 
ros, y "Reintegros de ejercicios cerrados en época-
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corriente", para los segundos.
Esta clasificaciôn presupuestaria que ya se im 
ponîa en el Decreto 524/1962, ha sido matizada en - 
la Orden Ministerial de 16 de marzo de 1971, que re 
gula el procedimiento para generar crédito en el —  
Presupuesto de gastos.
De acuerdo con el Decreto 2903/1971, de 25 de 
noviembre, pueden solicitarse y acordarse hasta el 
15 de enero de cada aho las incorporaciones de cré­
dito por reintegros habidos durante el ûltimo tri - 
mestre del ejercicio anterior, con aplicaciôn al —  
Presupuesto de origen, quedando modificado en este- 
sentido el articulo 5 del Decreto 524/1962.
Con base en el citado Decreto 2903/1971, las - 
Ordenes reguladoras de las operaciones de cierre de 
los distintos ejercicios han sehalado la fecha tope 
de solicitud y acuerdo de estas incorporaciones de 
crédito.
La Orden ministerial de 16 de marzo de 1971 ci 
tada, al regular el procedimiento que ha de seguir-
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se para generar crédites de gastos en virtud de in­
gresos presupuestos, ha creado un modelo especial - 
de impreso para la realizaciôn de los ingresos que 
puedan generar crédito. Ademâs deltalôn de cargo - 
y carta de pago, dicho ingreso comprende un resguar 
do complementario con la ûnica y exclusiva finali - 
dad de unirlo al expediente que servirâ de base pa­
ra la generaciôn de crédito. Idea simple pero de - 
gran importancia, pues al admitirse sôlo el origi - 
nal de dicho resguardo complementario, se évita que 
determinados ingresos puedan generar crédito dos ve 
ces o mâs, por quitar la posibilidad de utilizarse- 
fotocopias de carta de pago, certificaciones de in­
greso, etc. En esta misma Orden ministerial se exi 
ge el resguardo suplementario para generar crédites 
por ingresos de venta de bienes y prestaciôn de ser 
vicios y compensaciones de funcionarios pûblicos —  
por servicios prestados en Entidades estatales autô 
nomas.
La L.G.P. dispone en su articulo 72; "Los in - 
gresos obtenidos por reintegros de pagos realizados 
indebidamente con cargo a crédites presupuestarios, 
podrân dar lugar a reposiciôn de estes ultimes en -
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las condiciones que reglamentariamente se determi 
nen".
b) Venta de bienes corrientes y prestaciôn de 
servicios;
La Ley 5/1968, de 5 de abril, sobre Presupues­
tos Générales del Estado para 1968-196 9, fue la pri 
mera que autorizô al Ministre de Hacienda para de - 
terminer los cases en que los ingresos presupuesta­
rios originados por venta de bienes corrientes y —  
prestaciôn de servicios podîan generar crédites en 
los oportunos conceptos del Presupuesto de gastos - 
del Estado.
Esta autorizaciôn, en las Leyes de Presupuesto 
para los ejercicios 1975, 1976 y 1977, incluye no - 
sôlo las prestaciones de servicios sine las presta- 
ciones de servicios o contribuciones especiales,sin 
que haya conocimiento de operaciones de generaciôn- 
de crédito derivadas de este tipo de ingresos.
El procedimiento para que se generen créditos- 
en el Presupuesto de gastos como consecuencia de la 
realizaciôn de ingresos de esta naturaleza es el re
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gulado en la Orden ministerial de 16 de marzo de - 
1971 .
Interesa destacar que corresponde al Ministro- 
de Hacienda la determinaciôn del concepto del Pre - 
supuesto de Gastos en que podrân generar crédito,no 
siendo preciso que coincide con el indicado por los 
departamentos ministeriales que solicitan la incor­
poraciôn.
La relaciôn de los ingresos presupuestos origi 
nados por la venta de bienes corrientes o presta —  
ciôn de servicios que el Ministerio de Hacienda —  
acuerde puedan generar crédito en el Presupuesto de 
gastos del Estado se publicarâ en el Boletin Ofi —  
cial del Estado con indicaciôn de los conceptos en 
los que en cada caso podrân habilitar crédito. Las 
peticiones que sea preciso formuler en el futuro —  
por nuevos tipos de operaciones o por las omitidas- 
en el plazo inicial, se presentarân en el Ministe - 
rio de Hacienda durante el mes de enero de cada —  
aho.
Dentro del concepto de prestaciôn de servicios
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considérâmes los prestados por funcionarios pûbli - 
COS a los Organismes autônomos. Estes ingresos se 
aplican al concepto de compensaciones de Entidades- 
y Corporaciones de Derecho publico por razôn de los 
prestados a las mismas por funcionarios pûblicos ci 
viles y militares.
Estes ingresos generan crédite, cuando procéda 
en el Presupuesto de gastos del ejercicio en que — > 
los mismos se efectuan y con aplicaciôn a los con - 
ceptos que para cada caso se especifiquen en la re­
laciôn a que antes se hacîa referencia. Las habili- 
taciones por ingresos aplicables a compensaciôn de 
funcionarios se efectuarân en crédites de complemen 
tes, gratificaciones e incentives de los respecti - 
vos funcionarios civiles o militares.
Por excepciôn, y exclusivamente para los ingre 
SOS verificados durante el mes de diciembre de cada 
aho, (ûltimo trimestre en compensaciones de funcio- 
narios=, la habilitaciôn de crédito podrâ efectuar- 
se con aplicaciôn a los conceptos del Presupuesto - 
de gastos del ejercicio siguiente.
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La L.G.P. recoge esta posibilidad de generar - 
crédites en el Presupuesto de gastos en los aparta- 
dos b) y c) del articule 71.
c) Venta de bienes inmuebles;
La generaciôn de crédites como consecuencia de 
ingresos presupuestos de esta naturaleza se estable 
ce por primera vez, al igual que en el caso ante —  
rior, en la Ley de Presupuestos para 1968-196 9. En 
ella se autoriza al Ministre de Hacienda para deter 
minar los cases en que puede generar crédites la —  
enajenaciôn de bienes inmuebles, efectuada de acuer 
do con el procedimiento general establecido en la - 
vigente Ley de Patrimonio, o, en su caso, con los - 
regulados en Leyes especiales.
El concepto de bienes inmuebles fue sustituido 
por el de bienes patrimoniales, concepto este mâs - 
amplio que el anterior.
La Orden ministerial de 9 de septiembre de ---
196 9 que régula el ingreso en el Tesoro y la conse­
cuente incorporaciôn a Presupuesto del producto de
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la venta de bienes inmuebles, no recoge la nueva —  
terminologla legal; no obstante, su aplicaciôn se - 
ha hecho extensiva al concepto incluido en las ûlt^ 
mas Leyes presupuestarias.
De acuerdo con la Orden ministerial anterior , 
estos ingresos deben incorporarse al Presupuesto de 
gastos del ejercicio en que los mismos se efectuen, 
y con aplicaciôn a los conceptos de inversiones. No 
obstante, los ingresos del ûltimo trimestre han po- 
dido generar crédito en el Presupuesto siguiente de 
acuerdo con las Ordenes ministeriales de cierre de 
ejercicio.
La L.G.P. recoge esta forma de modificaciôn de 
crédites presupuestos en el articulo 71.b) sin dis­
tinguir bienes corrientes y patrimoniales.
d) Aportaciôn de Corporaciones locales o de - 
otros Entes :
La misma Ley de Presupuestos, citada en el —  
apartado anterior autorizô por primera vez para que 
las aportaciones de las Corporaciones locales o de
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otros Entes pûblicos o privados destinadas a la rea 
lizaciôn parcial de obras pûblicas a realizar por - 
el Estado, pudieran generar crédito en el Presupue^ 
to de gastos de éste.
Esta autorizaciôn se ha incluido sin modificar 
la redacciôn en las Leyes presupuestarias de los —  
anos sucesivos hasta la entrada en vigor de la LGP. 
que en su articulo 71.a) autoriza para que puedan - 
generar crédito en los estados de gastos de los pre 
supuestos, los ingresos derivados de "aportaciones- 
de personas naturales o jurîdicas para financiar, - 
juntamente con el Estado o con alguno de sus Orga - 
nismos autônomos, gastos que por su naturaleza es - 
tén comprendidos en los fines u objetivos de los —  
mismos".
El procedimiento para generar estos créditos - 
no esté regulado, por lo que el requisito imprescin 
dible es la justificaciôn del ingreso, aplicandose, 
en cuanto a esta justificaciôn y por analogîa, la 
Orden ministerial de 16 de marzo de 1971.
e) Ingresos producto de publicidad radiada;
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Es también la Ley de Presupuestos para 1968-69 
la que faculta, por primera vez, al Ministro de Ha­
cienda para ampliar los créditos correspondientes - 
de los conceptos del Presupuesto de gastos en el im 
porte de los ingresos que se realicen en el Tesoro- 
hasta la cifra que figure en la prevision aprobada- 
por el Gobierno y formulada por el Ministerio de —  
Informaciôn y Turismo respecto del rendimiento de - 
la tasa y producto de la publicidad radiada y tele- 
visada y la aplicaciôn de las mismas.
Asimismo se autorizaba al Ministerio de.Infor­
maciôn y Turismo para comprometer gastos, siempre - 
que no rabasasen las prévisiones aprobadas y se de- 
mostrase fundadamente que en el transcurso del aho 
habrîan de producirse ingresos suficientes para sa- 
tisfacer las obligaciones asi contraldas. Esta auto 
rizaciôn para comprometer gastos se redujo en el —  
aho 1972 y siguientes, al 75 por 100 de las previ - 
siones citadas.
La Ley de Presupuestos de 1977, contiene una - 
redacciôn mâs sistematizada disponiendo que el pro­
ducto bruto de los ingresos que se obtengan de la -
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tasa de publicidad radiada asî como todos aquellos- 
otros que se deriven del funcionamiento de las Emi- 
soras nacionales de radiodifusiôn y 'television, se- 
ingresarân en el Tesoro pûblico... Queda facultado- 
el Ministro de Hacienda para ampliar los conceptos. 
... en funcion de los citados ingresos.
La presente modificaciôn, a pesar de figurar - 
en las Leyes de presupuestos como crédito ampliable 
se ha venido incorporando a Presupuesto a través de 
la via de créditos generados por ingresos.
f) Reembolso de préstamos:
En las Leyes de Presupuesto de los ejercicios- 
1972 al 1977, ambos inclusive, se incluye la autori 
zaciôn a favor del Ministerio de Hacienda para de - 
terminer los casos en que los ingresos presupuestos 
por reembolso de préstamos puedan generar créditos- 
en conceptos de anâloga naturaleza econômica del —  
Presupuesto de gastos del Estado.
Durante el Primer Plan de Desarrollo, la crea- 
ciôn del Fondo Nacional para el Fomento de la Inves
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tigaciôn Cientîfica y Têcnica permitiô subvencionar 
las iniciativas y planes que requiriesen ayudas ex- 
traordinarias en material u otros medios de trabajo 
para la realizaciôn de planes de investigaciôn. El 
Segundo Plan de Desarrollo previô un aumento de ha£ 
ta 200.000.000 de pesetas anuales para el citado —  
Fondo Nacional de Investigaciôn Cientîfica y Têcni­
ca.
Con cargo a este Fondo se pueden financiar pia 
nés concertados de investigaciôn y desarrollo tecno 
lôgico en que intervenga el Estado conjuntamente - 
con la iniciativa privada. El limite de la aporta - 
ciôn se fijaba en el 50 por 100 del presupuesto to­
tal del proyecto. Esta participaciôn estatal, de - 
acuerdo con el Decreto 1410/1968, de 6 de junio, —  
tiene el carâcter de prêstamo aunque en détermina—  
dos casos podrâ eximirse al beneficiario de la obli 
gaciôn de reembolso.
De conformidad con el articulo 11 de este De - 
creto, las cantidades reembolsadas por las Entida - 
des que hayan realizado un plan concertado se ingre 
sarân en el Presupuesto General del Estado y se in-
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corporarân automâticamente al crédito presupuesta - 
rio del Fondo Nacional para el Desarrollo de la In­
vestigaciôn Cientîfica, destinândose a la financia- 
ciôn de nuevos planes concertados.
El procedimiento para la habilitaciôn de créd^ 
tos se encuentra regulado en la Orden ministerial - 
de 23 de junio de 1973, en la que se dan normas so­
bre el control de los ingresos, aplicaciôn presu —  
puestaria de los mismos, fiscalizaciôn de los expe- 
dientes, propuesta y aprobaciôn de los mismos.
En 15 de abril de 1974, a peticiôn del Patrona 
to del Fondo Nacional de ProtecciÔn al Trabajo, el 
Ministro de Hacienda acuerda que los reembolsos de 
préstamos concedidos por dicho Patronato generarân- 
créditos en los Presupuestos Générales del Estado , 
con aplicaciôn al concepto 03-481 de la secciôn 9 - 
"Fondos Nacionales", de conformidad con lo precep - 
tuado en la Orden de 23 de junio de 1973.
De acuerdo con el articulo 71.d) de la L.G.P., 
los ingresos por reembolsos de préstamos podrân ge­
nerar crédito en los estados de gastos de los Presu
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puestos en la forma que reglamentariamente se esta- 
blezca.
g) Caso especial Ley 51/1974, de 19 de diciem­
bre :
El articulo 26 de la Ley 51/1974, de 19 de di­
ciembre, preceptûa; "En los Presupuestos Generales- 
del Estado de cada ejercicio se determinerâ el pro­
cedimiento de utilizaciôn de los fondos obtenidos - 
de contribuciones especiales, peajes y aportaciones 
de Corporaciones locales y otros Entes de Derecho - 
pûblico,para la financiaciôn de carreteras".
En relaciôn con este articulo, las Leyes de —  
Presupuestos para 1976 y 1977 autorizaban al Minis­
tro de Hacienda para determinar los casos en que po 
dian generar crédito los ingresos a que se refiere- 
el anterior articulo, los cuales se habilitaban en- 
el capitulo 6 del Presupuesto de gastos del Minis—  
terio de Obras Pûblicas.
Con la L.G.P. estimamos es posible la genera—  
ciôn de crédito con base en el articulo 71.1) de la
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misma.
1.3.2.12. Estado letra C .
El Estado letra C de los Presupuestos del Esta 
do ha tenido significaciôn diversa en la institu —  
ciôn presupuestaria espanola desde el punto de vis­
ta de las modificaciones de créditos.
En la Ley de 26 de diciembre de 1957, por la - 
que se aprobaban los Presupuestos Générales del Es­
tado para 1958-1959, forma parte del Presupuesto —  
por primera vez, un estado letra C, donde se reco - 
gen las cantidades que el Estado dedica a la finan­
ciaciôn de Organismes inversores de importancia,las 
cuales venian figurando en Presupuestos anteriores- 
en forma de autorizaciones para la emisiôn de deuda 
finalista. En mérito de una mayor claridad pareciô 
conveniente recogerlas en un sôlo estado, en el que 
figuran todas las actividades de esta clase, no sô­
lo las que tradicionalmente venian siendo autoriza- 
das por las Leyes de Presupuestos, sino también —  
aquellas otras que, como las relativas al Institute 
Nacional de la Vivienda, Juntas de Obras y Puertos,
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R.E.N.F.E., etc., estaban recogidas total o parcial 
mente en disposiciones especiales. Para hacer tren­
te a la dotaciôn que figura en este estado, se arbi. 
traron medidas tradicionales; Deuda emitida por el 
Estado, Deuda emitida por los propios Organismes —  
y Cuenta del Tesoro en el Banco de Espana; pero do- 
tando al sistema de mayor agilidad, mediante autori 
zaciôn al Gobierno para que use el medio que en ca­
da memento estime mâs oportuno, habida cuenta de lo 
que aconsejen las circunstancias.
Las cantidades que con cargo a anticipes se 1 j. 
braba a los Organismes financiados con crédites del 
estado letra C devengaban intereses a favor del Es­
tado al tipo del cuatro por ciento anual.
Las caracterîsticas del estado letra C indica- 
das, figuran en las Leyes de Presupuestos de los —  
ejercicios 1960 al 1963.
La contabilizaciôn de los créditos iniciales - 
de este estado asI como las modificaciones experi - 
mentadas por los mismos a lo largo de los distintos 
ejercicios, se efectuô separadamente sin afectar a
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ninguna secciôn del Presupuesto.
En las Leyes de Presupuestos de los ejercicios 
econômicos 1972 a 1977, ambos inclusive, se dispuso 
que las cantidades libradas a los Organismos que fi 
guraban en el estado letra C del Presupuesto del —  
bienio 1962-1963, con cargo a las dotaciones consig 
nadas en el capitulo séptimo, devengarlan interés a 
favor del Estado al tipo del 4 por 100 anual.
En los ejercicios 1974, 1975 y 1976 figura un 
estado letra C, dotaciones de acciôn coyuntural, —  
con destino a la realizaciôn de inversiones que pro 
muevan el desarrollo econômico-social.
La utilizaciôn total o parcial de esta dota —  
ciôn se hacla por el Gobierno que debla remitir pa­
ra su aprobaciôn por la Comisiôn de Presupuestos de 
las Cortes, los programas en que se habian de con - 
cretar las inversiones a realizar, memoria expresi- 
va de las circunstancias que justificaran tal utili 
zaciôn y el correspondiente proyecto de Ley para la 
habilitaciôn de los créditos procédantes en el esta 
do letra A del Presupuesto, mediante las oportunas-
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transferencias con cargo a la dotaciôn coyuntural.
A pesar de que la Ley dispone la utilizaciôn - 
mediante transferencias, en la prâctica ello no ha 
sido posible debido a que éstas impliean la existen 
cia de un crédite contabilizado en el presupuesto - 
de gastos susceptible de minoraciôn. Como el mon - 
tante de los créditos de acciôn coyuntural no ha fi 
gurado en la contabilidad de gastos hasta su utili­
zaciôn dada la redacciôn de la Ley de Presupuestos, 
que exige la promulgaciôn de una Ley para la habili 
taciôn de estos créditos consideramos, y asî. se ha 
venido haciendo en la prâctica, que la figura modi- 
ficativa idônea para recoger esta operaciôn es la 
de créditos extraordinarios o suplementos de crédi­
to.
Ello se fundamenta en que la aprobaciôn de la 
utilizaciôn de los créditos corresponde a las Cor - 
tes, si bien el procedimiento es distinto ya que no 
se exige informe del Consejo de Estado ni de la Di 
recciôn General de Presupuestos debido a que su con 
cesiôn ya estaba prevista en la propia Ley de Presu 
puestos.
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Cabe destacar que ha sido criterio de la Direc 
ciôn General de Presupuestos, expuesto en escrito - 
de 28 de marzo de 1974, que los créditos proceden - 
tes de acciôn coyuntural no consumidos en el ejerci 
cio en que se dotaron no tendrian carâcter de incor 
porables al ejercicio siguiente, ya que la natura - 
leza y razôn de ser de los mismos estaba basada en 
su total consumo en el Presupuesto en que se dota - 
ron.
El articulo 18 de la Ley de Presupuestos para 
1978, dispone; "Al Servicio de las necesidades de - 
la coyuntura econômico-social, se habilita una dota 
ciôn de acciôn coyuntural, para programas de inver­
siones en educaciôn".
La utilizaciôn de estos créditos se ha realiza 
do por la via de considerar ampliables los créditos 
afectados por la aplicaciôn de la dotaciôn de ac —  
ciôn coyuntural y en lo sucesivo habrâ de prever es 
ta posibilidad de previsiôn presupuestaria, debien- 
do estarse a lo regulado en cada caso por las dis - 
tintas Leyes de Presupuestos, dado que la misma se 
encuentra establecida en el articulo 57.1.a) de la
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Ley General Presupuestaria.
1.3.2.13. Adscripciones de crédito.
Una modalidad especial de modificaciôn presu - 
puestaria es la adscripciôn de créditos. Consisten- 
estas adscripciones de crédito en la utilizaciôn —  
por una secciôn o servicio de todo o parte de un —  
crédito de los figurados en la secciôn 31,"Gastos - 
de diversos Ministerios".
La condiciôn de crédito adscribible se ha ve—  
nido deduciendo del propio estado de gastos ya que­
en la redacciôn de los conceptos correspondientes - 
figuraba la indicaciôn de "a adscribir". Si la ads­
cripciôn del crédito no iba a ser por su totalidad, 
en dicha redacciôn figuraba "a adscribir o transfe- 
rir".
La Orden del Ministerio de Hacienda de 22 de - 
febrero de 1982 define la adscripciôn de crédito 
como la afectaciôn a un destino especîfico de los - 
créditos o dotaciones globales que figuren en los - 
Presupuestos Générales del Estado. Asimismo indica-
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que la adscripciôn se realizarâ de conformidad con 
lo que se prevea en el respective concepto del Pre­
supuesto, contabilizândose separadamente con la mi£ 
ma aplicaciôn que éste.
De acuerdo con lo expuesto, podemos llegar a 
la conclusiôn de que la adscripciôn de crédito es - 
una figura paralela a la transferencia pero con una 
diferencia fundamental, cual es la de que no se re­
coge en la contabilidad del Presupuesto de gastos , 
Cuenta de Gastos Pûblicos y Cuenta General del Esta 
do, el importe de las adscripciones y si el de las 
transferencias.
Consideramos que las facultades atribuidas al 
Ejecutivo en orden a la posibilidad de modificaciôn 
de los créditos presupuestos, constituyen un dato - 
que no puede dejar de valorarse a la hora de deter- 
minau: los efectos de la falta de crédito presupues- 
tario adecuado en relaciôn con los actos administra 
tivos generadores de obligaciones a cargo de la Ha­
cienda pûblica y aquéllos cuyo objeto es el recono- 
cimiento y cumplimiento de estas obligaciones.
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La competencia para crear y reconocer estas - 
obligaciones validas no es una competencia que éma­
né de las Leyes de Presupuestos sino que se rige —  
por las normas générales del Derecho administrati - 
vo. El ejercicio de taies competencies no puede —  
vulnerar las competencies constitueionales que co—  
rresponden al Législative, quedando prohibido al —  
Ejecutivo comprometer fondos sin dotaciôn presupues 
tarie adecuada y suficiente, debiendo subordinarse­
al principle de preclusiôn del gasto pûblico, en su 
doble vertiente rogaciôn previa del crédite y nece- 
sidad de cobertura. Como consecuencia, la Adminis—  
traciôn actora carece de competencia cuando compro- 
mete fondos sin crédito adecuado y suficiente (25Q).
Si un ôrgano del Ejecutivo compromete fondos,- 
en principle, sin crédito suficiente pero este ôrga 
no, de conformidad con cuanto hemes indicado, es —  
compétente para habilitar el crédito suficiente pa­
ra hacer frente a las obligaciones contraldas, po - 
drâ pensarse que, en este caso, no se da tal insufi
(250) Ver BAYCN MARINE, I., "Aprobaciôn y control de los Gas­
tos PQblicos", I.E.I., Madrid, 1972, pag. 83.
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ciencia de crédito y, por tanto, los actos adminis­
tratives que dieron lugar a la creaciôn o reconoci- 
miento de obligaciones no pueden incluirse dentro - 
de la sanciôn de nulidad de pleno derecho contenida 
en el articule 6 0 de la L.G.P.
Por tanto, antes de juzgar la modalidad de pie 
no derecho de un acte administrative generador de - 
obligaciones o encaminado al cumplimiento de éstas:
Is) Si la falta de crédito presupuestario para 
hacer frente a las mismas puede ser subsanada en el 
ejercicio de sus competencies por el ôrgano que con 
trae o actûa en cumplimiento de dichas obligacio —  
n é s .
2s) Si tal ôrgano no es compétente para llevar 
a efecto tal subsanaciôn y deberâ acudir para ello- 
a la rogaciôn previa de crédito, ya sea ante otro - 
ôrgano del Ejecutivo con competencia suficiente o - 
al Législative.
En el primero de los casos, puede considerarse 
se esté ante un supuesto en que existe cobertura —
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presupuestaria, si bien el procedimiento de gastos- 
deberâ contar con la dotaciôn suficiente antes de 
procéder al cumplimiento de estas obligaciones. En 
el caso segundo, estamos plenamente ante un supues­
to de falta de cobertura presupuestaria que impiica 
rîa la nulidad de los actos administrativos que die 
ron lugar al nacimiento de obligaciones o al recono 
cimiento de las mismas.
La anterior afirmaciôn es congruente y confor­
me con las limitaciones que imponen las reglas del 
principle de legalidad puesto que la AdministraciÔn 
actuante se encuentra habilitada para realizar ac - 
tos de compromise y para habilitar crédites suficien 
tes y adecuados para hacer frente a las obligacio^—  
nés que sur]an de esos compromises. He aquî un as- 
pecto importante a tener en cuenta al enjuiciar la 
nulidad de pleno derecho a que nos venimos refirien 
do, tanto en el memento de su declaraciôn como en - 
los mécanismes que pueden utilizarse para convali - 
dar aquella actuaciôn, en principle, nula de pleno- 
derecho.
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1.3.3. Caracterîsticas de la nulidad de pleno dere­
cho en la Ley de Procedimiento Administrati­
ve .
No es nuestro propôsito hacer estudio exhaust^ 
vo de la nulidad de pleno derecho de los actos admi^ 
nistrativos pero dada su relaciôn directa con el ob 
jeto del présente trabajo, consideramos conveniente 
fijar algunas caracterîsticas bâsicas que nos serv^ 
rân de apoyo para formulai las premisas de nuestro 
razonamiento referido a la nulidad de pleno derecho 
en la Ley General Presupuestaria de 4 de enero de - 
1977.
La doctrina sostiene (251) que la nulidad y la 
ineficacia derivada de la misma refleja la pugna en 
tre dos principios de justicia y seguridad. Si pré­
domina el principle de seguridad juridica se tiende 
a calificar la nulidad como pena o têcnica sanciona
(251) Ver SANTAMARIA PASTOR, J.A. : "La nulidad de pleno dere­
cho de los actos adninistrativos", 2s edic., I.E.A., -
Madrid 1975, pag. 52 y ss.
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dora que debe ser limitada y restringida (252); 
por consiguiente las ineficacias deben ser solo —  
las expresamente reconocidas por el ordenamiento - 
jurîdico y estos supuestos expresos deben ser obje 
to de interpretaciôn restringida.
(252) En este sentido, el T.S. afirma:
"En especial, lo que acabamos de afirmar puede predi- 
carse de la seguridad jurîdica, que es suma de certe- 
za y legalidad, jerarquia y publicidad normativa, —  
irretroactividad de lo no favorable, interdiccion de 
la arbitrariedad, pero que, si se agotara en la adi - 
ciôn de estos principios, no hubiera precisado de ser 
formulada expresamente. La seguridad jurîdica es la - 
suma de estos principios, equilibrada de tcü. suerte - 
que permita prcmover, en el orden jurîdico, l'a justi- 
cia y la igualdad en libertad".
S. de 20 de julio de 1981.
Se ha afintiado igualmente:
"La ejecuciôn de las sentencias que condenan a la Ad- 
ministraciôn al pago de una cantidad de dinero da lu- 
gar, ciertamente, a una tension entre dos principios- 
constitucionales: el de seguridad jurîdica, que obli­
ge al cumplimiento de las sentencias, y el de legali­
dad presupuestaria, que stpedita dicho cumplimiento a 
la existencia de una partida presupuestaria asignada- 
a este fin. La superacion de esa tension exige la ar- 
monizaciôn de ambos principios, pero no puede dar lu- 
gar a que el principio de legalidad presupuestaria cfe 
je sin contenido un derecho que la Constituciôn reco- 
noce y garantiza.
"En ningun caso el principio de legalidad presupuesta 
ria puede justificar que la AdruLnistracion posponga - 
la ejecuciôn de las sentencias mas alla del tienpo ne 
cesario para ôbtener, actuando con la diligencia debi 
da, las consignaciones presupuestarias en el caso de 
que estas no hayan sido previstas". En canentario al 
Recurso de Atparo numéro 234/1980, Boletin de Juris - 
prudencia Constitucional de 15 de julio de 1982, Cor­
tes Générales, Servicio de Estudios, pag. 549.
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Si prédomina el principio de justicia, la nuli
dad se considéra como técnica de defensa del orden- 
»
jurîdico, valor social que debe ser tajantemente -- 
respetado en garantia de la pacîfica convivencia. - 
En consecuencia, la ineficacia se producirâ siempre 
que lo exija la defensa del orden jurîdico, aunque 
la privaciôn de efectos no se halle expresamente -- 
prevista por la Ley y los supuestos de ineficacia - 
puedan interpretarse e incluse extenderse por vîa - 
analôgica a todas las situaciones en que sea préci­
sa para la defensa del ordenamiento jurîdico.
La doctrina entiende (253)que la teorîa de la 
ineficacia de los actos jurîdicos debe montarse so­
bre la base fundamentaimente procesal, es decir, —  
como el régimen jurîdico de eliminaciôn de los ac - 
tos irregulares y no como materia de los vicios de 
estos actos.
:253) SANTAMARIA PASTOR, J.A. : Cb.cit., pag. 68.
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La nulidad de pleno derecho hace r e f e r e n d a  a 
la invalidez de los actos, es decir, es un dato pri 
mario que dériva de la constataciôn de una divergen 
cia entre norma y acto. La invalidez es la condi - 
ciôn del acto que, por su contradicciôn con la nor­
ma, carece de exigibilidad jurîdica y sus posibles- 
efectos carecen de la garantia que proporciona el - 
aparato coactivo del Estado. La ineficacia es una- 
situaciôn de hecho que, pudiendo no traer causa en 
una cualificaciôn de invalidez, supone una condena- 
potencial del acto irregular. El acto invâlido pue 
de tener efectos de hecho pero el perjudicado por - 
este acto puede provocar su eliminaciôn, asimismo,- 
nadie puede exigir jurîdicamente su mantenimiento y 
consagraciôn explicita.
Por otra parte, se afirma (254 que un acto o 
negocio es nulo de pleno derecho cuando su inefica­
cia es intrinseca y por ello carece "ab initio" de 
efectos jurîdicos sin necesidad de una previa impu£ 
naciôn. Estos autores asimilan la nulidad de pleno
(254) GARCIA HSITERRIA, E., y FEFNANDEZ RODRIGUEZ, T.R., "Cur- 
so de Derecho Administrativo, T.I, Madrid, 1975, p.398.
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derecho con la ineficacia al afirmar que "este su - 
puesto maxîsimo de invalidez o ineficacia comporta- 
una serie de consecuencias jurîdicas: ineficacia —  
inmediata, opso iure, del acto; carâcter general o 
"erga onmes" de la nulidad e imposibilidad de sanar 
lo por confirmaciôn o prescripciôn". Para ellos:
- La nulidad supone que el acto es ineficaz —  
por sî mismo sin necesidad de interveneiôn del juez 
a quien, en todo caso, puede pedirse una déclara —  
ciôn de nulidad si es necesario destruir la aparien 
cia creada o para vencer la resistencia eventual de 
un tercero.
- El carâcter general o "erga onmes" de la nu­
lidad absoluta significa que es susceptible de opo- 
nerse o tenerse en cuenta en contra y a favor de —  
cualquiera. Cualquier persona puede instar la nu—  
lidad y, aun sin que media peticiôn de parte, el —  
juez puede y debe apreciarla "ex officio" por su —  
propia iniciativa y en cualquier momento ya que, da 
da su naturaleza la acciôn* no se extingue ni por - 
caducidad ni por prescripciôn.
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- La nulidad absoluta no puede sanarse por con 
firmaciôn puesto que no estâ en el coraercio de los 
hombres, ni en la estera de la autonomîa dë la vo - 
luntad. La transcendencia general de la misma supo 
ne la nulidad de los actos posteriores que traigan- 
causa del acto nulo, sin otra limitaciôn que la re­
lative a los terceros de buena fe que hayan podido- 
confiar en la validez del acto.
A pesar de la apariencia divergente de las dos 
posturas doctrinales indicadas considérâmes que am- 
bas son conciliables pues coinciden en que: •
IQ) No se niega y se mantiene que los actos nu 
los pueden tener efectos de hecho.
2s) Cualquier interesado puede provocar la eli 
minaciôn de estos actos haciendo desaparecer su apa 
riencia de validez.
3s) Nadie puede exigir jurîdicamente su mante­
nimiento y consignaciôn explicita.
4s) En ambos casos la nulidad de pleno derecho
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puede oponerse o tenerse en cuenta en contra y a fa 
vor de cualquiera.
5s) La nulidad absoluta no puede sanarse por - 
confirmaciôn pues, dada su contradicciôn con la nor 
ma, carece de exigibilidad jurîdica y sus posibles- 
efectos carecen de la garantîa que proporciona el 
aparato coactivo del Estado.
6s) Lo anterior no quiere decir que un acto nu 
lo sea irrelevante en el mundo del Derecho. Emanado 
un acto administrativo no puede normativamente te - 
nerse como no emitido, desconociéndose su propio ca 
racter de dado a la realidad exterior.
7s) La nulidad de pleno derecho es un estado - 
de excepciôn procesal al que conducen las violacio- 
nes particularmente graves del ordenamiento jurîdi­
co.
Para GARRIDO FALLA (255)la nulidad absoluta —  
puede alegarse en cualquier tiempo y produce sus -
(255) GARRIDO FALLA, F., "Tratado de...". Vol. I, pag. 415 ss
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sus efectos "ex-tunc", es decir, retrocede sus efec 
tos al momento en que se dictô el acto.
Por otra parte se sostiene (256) la imposibili­
dad de convalidarse ni subsanarse los actos nulos - 
por prescripciôn, en tanto que los gastos anulables 
quedan subsanados por el transcurso de los plazos - 
para hacer valer la anulabilidad y pueden ser obje- 
to de convalidaciôn.
Otros (257) entienden igualmente que el acto nu 
lo no es susceptible de convalidaciôn, pudiendo in£ 
tarse la declaraciôn de nulidad sin sujeciôn a pla- 
zo.
Para ENTRENA CUESTA (258) los actos nulos se di 
ferencian de los anulables en que los primeros care 
cen inicial y perpetuamente de efectos; la senten - 
cia de nulidad tiene carâcter declarative; sus efec
(256) GŒfZALEZ FEREZ, J., "El procedimiento administrativo",- 
pâgina 370-371.
(257) GONZALEZ NAVARRO, "Procedimiento administrativo". Prime 
ra parte, pâg. 134.
(258) ENTRENA CUESTA, "Curso de Derecho Administrativo", pâg. 
504-505.
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tos se producer! "ex-tunc" y no pueden convalidarse- 
por el transcurso del tiempo. La nulidad puede ser 
invocada en cualquier momento y pueden ser impugna- 
dos por cualquier persona.
Dada la transcendencia de la figurada nulidad- 
de pleno derecho, los autores entienden que no es - 
un error tecnico la inclusiôn en las normas de su - 
puestos concretos de nulidad, mâs bien es recomenda 
ble esta técnica. Ahora bien, se estima equivocado 
pretender codificar los casos de nulidad con afanes 
exhaustivos y sobre la base de una teorîa de los —  
elementos del acto administrativo como lo ha preten 
dido hacer la L.P.A. la cual choca con la existen - 
cia de numerosas normas especiales que consagran su 
puestos especîficos de nulidad, entre los que se en 
cuentran la Ley General Presupuestaria de 19 77 y a 
la cual nos referimos a continuaciôn.
A los fines que nos ocupan en el présente estu 
dio, de cuanto se afirma por la doctrina que ha que 
dado citada, en relaciôn con la nulidad de pleno de 
recho, nos interesa destacar:
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- Es un dato primario que dériva de la diver - 
gencia, especialmente grave, entre norma y acto.Por 
èllo, carece de exigibilidad jurîdica.
- Un acto nulo carece "ab initio" de efectos - 
jurîdicos.
- La nulidad absoluta no puede sanarse por con 
firmaciôn y supone la nulidad de los actos posterio 
res que traigan causa en el acto nulo, sin otra ex­
cepciôn que la relativa a los terceros de buena fe 
que hayan podido confiar en la validez del acto.
- Los actos nulos de pleno derecho pueden te - 
ner efectos de hecho.
Estos efectos de hecho conjugados con la exce£ 
ciôn relativa a los terceros de buena fe con cir —  
cunstancias que, a nuestro juicio, tienen una am —  
plia incidencia en el tratamiento que pueda darse a 
la nulidad de pleno derecho que se afirma en la Ley 
General Presupuestaria para aquellos actos adminis- 
trativos o disposiciones générales, con rango infe­
rior a Ley, en virtud de los cuales se adquieran —
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compromiSOS de gastos sin crédito o por cuantîa su­
perior a los creditos presupuestos.
Efectivamente todo acto administrativo tiende- 
a producir unos efectos; los de trâmite, los pro 
pios del papel que desempenan en el procedimiento,- 
como presupuestos de la decisiôn del mismo; los de- 
finitivos, los efectos de la funciôn administrati - 
va, que en ellos se concreta y realiza. En una au- 
torizaciôn, el efecto peculiar serâ remover el obs- 
tâculo que se oponîa al ejercicio de ese derecho; - 
en una concesiôn, la creaciôn de un derecho de apro 
vechar un dominio publico o explotar un servicio pu 
blico; en el acto de expropiaciôn, la privaciôn de 
su derecho y el reconocimiento de la correspondien- 
te indemnizaciôn; en la adjudicaciôn de una obra pu 
blica, la posibilidad de celebraciôn del correspon- 
diente contrato y la subsiguiente realizaciôn de la 
obra, en la adjudicaciôn de un suministro, la posi­
bilidad de celebraciôn del contrato de suministro y 
la subsiguiente entrega de bienes a la Administra - 
ciôn; con el nombramiento de un funcionario, la po­
sibilidad de iniciar una relaciôn de servicios pro- 
fesionales y retribuidos, en la autorizaciôn para -
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contratar personal, la posibilidad de celebrar el - 
oportuno contrato y la subsiguiente iniciaciôn de - 
servicios profesionales y retribuidos, etc. (259).
Vemos aqui la existencia de ciertas categorfas 
de actos de los cuales se defiva el nacimiento de - 
relaciones jurîdicas bilatérales o recîprocas de du 
raciôn determinada o indeterminada. En estos casos, 
el acto despliega su eficacia en tanto subsista —  
aquella situaciôn jurîdica que se concretô en una - 
relaciôn obligacional. Los actos de autorizaciôn pa 
ra contratar, los actos de expropiaciôn o los actos 
de nombramiento de funcionarios desplegan objetiva- 
mente una eficacia legitimadora para la persona di- 
rectamente afectada por el mismo. De esta eficacia 
legitimadora derivada de los actos administrativos, 
se siguen actuaciones materiales de la Administra - 
ciôn o de los administrados. Estas actuaciones ma­
teriales derivadas y legitimadas por los actos admi 
nistrativos, deben ser respetadas hasta tanto sean- 
anulados aquellos actos por los Ôrganos administra- 
tiyos o jufisdiccionales compétentes. Incluso, an-
(259) GONZALEZ PEREZ, J., "Conentarios a la L.G.P.", p.290 ss
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anulados estos actos deberân ser respetados aque —  
llos efectos que se hayan derivado de los mismos —  
hasta el momento de su anulaciôn o momento en que - 
cesa su eficacia.
Debemos resaltar aqui, que los efectos de los 
actos administrativos desde un momento determinado, 
el de su producciôn, segûn el artîculo 45 de la Ley 
General Presupuestaria, hasta aquel en que cesa su- 
eficacia, pueden objetivarse y ser el origen o la - 
causa, de otros efectos. Tal es el supuesto en que 
los actos administrativos autorizan a la creaciôn - 
de relaciones jurîdicas obligacionales bilaterales- 
o recîprocas y el subsiguiente cumplimiento de pre£ 
taciones de las partes sujetas por el vînculo obli­
gacional .
1.3.4. Anâlisis de la nulidad de pleno derecho 
en la Ley General Presupuestaria.
La L.G.P., después de sentar el principio de 
especializaciôn cualitativa de los crêditos presu - 
puestos (artîculo 59) indicando que "los crêditos - 
para gastos se destinarân exclusivamente a la fina-
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lidad especîfica para la que hayan sido autorizados 
por la Ley de Presupuestos o por las modificaciones 
aprobadas conforme a esta Ley", se ocupa del carâc­
ter limitative de estos crédites en su articule 60, 
al disponer: "Los crédites autorizados en el estado 
de gastos de los presupuestos tienen carâcter limi­
tative y, por tanto, no podrân adquirirse compromi­
ses de gastos por cuantîa superior a su importe, —  
siendo nulos de pleno derecho los actos administra­
tivos y las disposiciones générales con rango infe­
rior a Ley que infrinjan la expresada norma, sin —  
perjuicio de las responsabilidades a que haya lu —  
gar".
De este artîculo puede deducirse, en relaciôn- 
con los crédites autorizados en el estado de gastos 
de los Presupuestos:
a) Que tienen carâcter limitative y no pueden- 
adquirirse compromises de gastos por cuantîa supe - 
rior a su importe. Aparece aquî claramente una pro 
hibiciôn aunque, como después veremos, esta clari - 
dad no résulta tan tangible como a primera vista se 
decanta.
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b) Que se establece una sanciôn para la conduc 
ta de la Administraciôn que infrinja este precepto, 
al declararse la nulidad de pleno derecho de los ac 
tos administratives y las disposiciones générales - 
con rango inferior a Ley que incumplan aquella pro- 
hibiciôn.
A partir de estas dos afirmaciones sobre aspec 
tos que se presentan en la Ley con cierta o aparen- 
te claridad, todo lo que résulta de su interpréta - 
ciôn doctrinal y de su aplicaciôn prâctica en la vi. 
da diaria a la realidad social contemplada por la - 
norma se nos muestra oscuro, unas veces, confuse, y 
otras, contradictorio.
Es por ello por lo que dedicaremos nuestro es- 
fuerzo en discurrir por los senderos de la duda con 
el fin de intentar alguna conclusiôn que nos ayude- 
a esclarecer el objeto de conocimiento que nos ocu­
pa.
En primer lugar, la limitaciôn a que se refie- 
re la Ley se enmarca entre dos coordenadas défini - 
das. En primer lugar, con la limitaciôn especîfi -
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ca: los crêditos se destinan a una finalidad espec^ 
fica senalada por Ley; no se concede un solo crédi­
te para una secciôn o servicio, los crédites se con 
ceden sistematizados con criterios de racionalidad- 
econômica, especificados en conceptos que se delim^ 
tan con esta clasificaciôn. Ello quiere decir que- 
si una obligaciôn especîfica se intenta contraer —  
con cargo a un crédito presupuesto que hubiera sido 
dotado para otra finalidad, aunque hubiese crédito- 
suficiente, estarîamos ante un caso de inexistencia 
de crédites para hacer frente a esta obligaciôn. - 
Por ejemplo, si se pretendiese contraer una obliga­
ciôn derivada de gastos corrientes de funeionamien- 
to de los servicios con cargo a crédites destinados 
a inversiones concretas, se estarîa intentando ad - 
quirir compromises sin crédito presupuesto incursos 
en la prohibiciôn del artîculo 60 de la L.G.P. y, - 
por tanto, aparecerîa la sanciÔn de nulidad corres­
pond iente .
En segundo lugar, con la limitaciôn cuantitati 
va que consiste en que el importe de un crédito pa­
ra una finalidad especîfica no puede sobrepasarse - 
con reconocimiento de obligaciones incluîdas dentro
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de aquella finalidad apareciendo, si no se observa- 
tal limite, la sanciôn de nulidad dispuesta en la - 
Ley.
Ahora bien, a pesar del rigor proclamado, no - 
debemos desconocer que los crédites autorizados no 
siempre tienen carâcter limitative pues existen —  
crédites ampliables (260). Asimismo, debemos tener- 
en cuenta que los crédites concedidos por la Ley de 
Presupuestos pueden ser modificados por el poder —  
Ejecutivo, Gobierno o Ministre de Hacienda, segûn- 
los casos, pudiendo afectar estas modificaciones —  
tanto a los limites cuantitativos como a los lîmi - 
tes especîficos de los respectives crédites. Todas 
estas consideraciones, como hemos dejade expuesto - 
deberân valorarse a la hora de enjuiciar la conduc- 
ta encaminada a la contraceiôn de obligaciones a —  
cargo del Estado pues no es lo mismo, a nuestro jui 
cio, valorar un acto o disposiciôn reglamentaria 
que comprometen gastos sin crédito adecuado y sufi- 
ciente cuando el ôrgano que créa el compromise tie-
(260). 5fer art. 63.a.b) de la L.G.P. y art. 3 Ley 44/1981, de 
26 de diciembre, de Presupuestos Générales del Estado - 
para 1982.
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ne capacidad para proveer ese crédito, caso en que, 
como hemos visto, el ôrgano actuante se mueve den - 
tro del principio de legalidad, pues tiene competen 
cia para crear compromises y para disponer de me —  
dies financières suficientes para cumplirlos, que - 
cuando tiene que acudir a otras instancias para que 
le concedan medios de financiaciôn suficiente para- 
hacer frente a las obligaciones contraîdas. Ya veîa 
mes que la prévisiôn presupuestaria surge legalmen^ 
te como una exigencia polîtica con el fin de delimi 
tar el campe de acciôn del Ejecutivo el cual deberâ 
respetar el mandate que recibe del Legislative sin 
que pueda sobrepasar los limites que se le senalan- 
en el Presupuesto. Por tanto, el Ejecutivo deberâ- 
respetar los limites presupuestarios, pero estos 11 
mites no son rigides e inmodificables por parte del 
Ejecutivo sine que, como ha quedado expuesto, éste- 
tiene un conjunte muy amplio de posibilidades para 
modificarlos adaptândose a las necesidades que plan 
tea la vida diaria de los Entes pûblicos y ello sin 
necesidad de acudir al Legislative, aunque también- 
puede rogar a éste modificaciones presupuestarias a 
lo largo del ejercicio econômico a través de la fi­
gura de los crédites extraordinarios y suplementos-
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de crédito.
Este cûmulo de posibles modificaciones 
presupuestarias en poder del Ejecutivo, a la que he 
mos hecho referenda^ es reflejo de la crisis del 
principio de legalidad financière que cede frente a 
la preponderancia del ôrgano gestor del Estado cuan 
do sus funciones en la vida econômica pasan a ocu - 
par un lugar relevante. Aquel pasa a ser sujeto ac 
tivo de la vida econômica nacional y sus decisiones 
van a incidir en logros de objetivos bâsicos como - 
distribueiôn equitativa de la renta nacional, plena 
ocupaciôn de recursos disponibles, desarrollo econô 
mico, estabilidad monetaria, de precios, etc.
Abundando en este sentido, la propia Ley Gene­
ral Presupuestaria permite comprometer gastos sin - 
crédito presupuestario al permitir (261) la autoriza
(261). El artîculo 61 de la Ley General Presupuestaria dispo - 
ne;
"Uno. La autorizaciôn o realizaciôn de los gastos de 
carâcter plurianual se subordinarâ al crédito que para- 
cada ejercicio autoricen los respectives Presupuestos—  
Générales del Estado.
"Dos. Podrân adquirirse compranisos por gastos que - 
hayan de extenderse a ejercicios posteriores a aquel en 
que se autoricen, siempre que su ejecuciôn se iniôie en
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ciôn o realizaciôn de gastos de carâcter plu - 
rianual si bien subordinados estos gastos a la exi£ 
tencia de crédito en el ejercicio correspondiente.
Bien es cierto que estos gastos plurianuales - 
han de someterse a ciertos limites y se subordinan-
el propio ejercicio y que, ademâs, se encuentre en aigu
no de los casos que a ccntinuaciôn se enumeran:
a) Inversiones y transferencias de capital.
b) Contratos de suministro, de asistencia técnica y-
cientîfica y de arrendamiento de équipes, que no pueden 
ser estipulados o resulten antieccnômicos por plazo de 
un ano.
c) Arrendamiento de bienes inmuebles a utilizar por 
Organismes del Estado, y
d) Cargas financières de las Deudas del Estado y de 
sus Organismes autônomos.
"Très. El nOmero de ejercicios a que puedan aplicar- 
se los gastos referidos en los apartados a) y b) del pâ 
rrafo anterior no serâ superior a cuatro. Asimismo, el. 
gasto que en taies casos se impute a cada uno de los —  
ejercicios futures autorizados no podrâ exceder de la 
cantidad que resuite de aplicar los crédites correspon- 
dientes, del ano en que la operaciôn se ccmprometiô, los 
siguientes porcentajes; en el ejercicio inmediato si —  
guiente, el setenta par ciento; en el segundo ejercicio 
el sesenta por ciento, y en los tercero y cuarto, el —  
cincuenta por ciento.
"Cuatro. El Gobierno, a prcpuesta del Ministre de %  
cienda, podrâ modificar los porcentajes senalados en el 
pârrafo très de este articule, asi ccmo ampliar el nùme 
ro de anualidades en los casos especialmente justif ica­
dos, a peticiôn del correspondiente Departamento minis­
terial y previos los informes que se estiraen oportunos, 
y desde luego, el de la Direcciôn General de Presuppes- 
tos.
"Cinco. Los carpromisos a que se refiere el pârrafo- 
dos del présente articulo deberân ser objeto de adecua- 
da e independiente ccntabilizaciôn".
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a la existencia de crédito en la anualidad corres - 
pondiente pero es évidente que el Gobierno puede mo 
dificar, en cierta medida, los limites que se indi- 
can en la Ley y que el compromise de gastos se pro­
duce con anterioridad a la existencia de crédito —  
presupuesto.
He aqui, pues, un supuesto de autorizaciôn le­
gal al Ejecutivo para adquirir compromises de gas - 
tos sin que exista previamente aprobado crédito pre 
supuesto.
Por otra parte, el articulo 20 de la Ley de —  
Contratos del Estado establece; "A la adjudicaciôn- 
de un contrato de obras procederân las siguientes - 
actuaciones administratives; 1) Elaboraciôn, aproba 
ciôn y replantée del proyecto. 2) Tramitaciôn y so- 
luciôn del expediente de contrataciôn, con aproba - 
ciôn del pliego de clâusulas administratives parti- 
culares y del gasto correspondiente. A estos efec - 
tos los expedientes de contrataciôn podrân ultimar- 
se incluso con la adjudicaciôn del contrato y su —  
formalizaciôn correspondiente, aun cuando las obras 
deban iniciarse en el ejercicio siguiente".
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El artîculo 89 del Reglamento General de Con - 
trataciôn del Estado, dispone en este sentido;
"En los supuestos de contratos autorizados por 
los apartados 1, 2 y 3 del articulo 113 de este Re­
glamento hasta que se conozca el importe y condicio 
nés del contrato, segûn la oferta seleccionada, no 
se procederâ a la contrataciôn del crédito preciso, 
a la fiscalizaciôn del gasto correspondiente y a su 
aprobaciôn, circunstancias que serân recogidas en - 
el correspondiente pliego de clâusulas".
Vemos también aquî que existen posibilidades - 
légales de llegar a crear compromises de gastos que 
no cuentan todavîa con el correspondiente crédito - 
legislativo, si bien se prevé que existirâ dotaciôn 
presupuestaria para hacer frente a taies compromi - 
SOS y se toman las medidas oportunas en atenciôn a 
la retenciôn de crédito suficiente con el fin de —  
que estos compromises sean los primeros a incluir - 
en las dotaciones del ejercicio a que los compromi- 
sos se refieren.
Estas excepciones a las limitaciones que impo-
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ne la necesidad de cobertura presupuestaria para - 
dictar actos administrativos generadores de compro­
mises de gastos y las competencias del Ejecutivo pa 
ra modificar los crédites presupuestos hacen necesa 
rio tomar una postura de prudencia y cautelosa an - 
tes de pronunciarse sobre la nulidad de determinado 
acto administrativo como consecuencia de la falta - 
de crédito presupuesto. Antes de realizar tal afir­
maciôn habrâ de indagarse, hasta las ûltimas conse­
cuencias, si tal cobertura puede obtenerse por el - 
ôrgano que dictô el acto, en el ejercicio de sus —  
competencias, o en otro caso, si existen excepcio - 
nés a aquel principio de cobertura presupuestaria - 
taies como las que han quedado apuntadas.
En cuanto a la técnica legislativa utilizada , 
la doctrina estâ de acuerdo en que es admisible que 
los textos légales recojan los supuestos de nulidad 
de pleno derecho y en que ademâs de los previstos - 
en la Ley de Procedimiento Administrativo puedan —  
existir otros en leyes especiales. Entre estos su - 
puestos se cuentan en materia presupuestaria el ar­
ticulo 6 0 de la Ley General Presupuestaria relative 
a la prohibiciôn de adquirir compromises de gastos-
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por cuantîa superior a los crédites autorizados, si 
bien esta nulidad habrâ que analizarse en cada caso 
concrete.
De los dos principios en pugna que se enfren - 
tan dentro de la teorîa de la nulidad o invalidez - 
de los actos administrativos, el de seguridad jurî­
dica y el de justicia, enunciados por la doctrina , 
no es fâcil adherirse a una u otra postura al enjui 
ciar la nulidad de pleno derecho que establece la 
Ley General Presupuestaria. No obstante, a nuestro- 
juicio, este supuesto de nulidad ha de insertarse - 
dentro de la concepciôn en que prevalece el princi­
pio de seguridad jurîdica, calificando esta nulidad 
como pena o sanciôn que debe ser limitada a los su­
puestos expresamente contemplados en la ley y estos 
han de ser interpretados restrictivamente en la —  
prâctica de conformidad con los aspectos que conver 
gen en cada caso concreto.
Sin que, en este momento, intentemos enfrentar 
nos con el examen exhaustive de una serie de casos- 
que se presentan en la vida diaria de la Hacienda - 
Pûblica espahola sî queremos hacer un intente de de
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limitaciôn del alcance de esta declaraciôn de nuli­
dad inserta en el articulo 60 de la Ley General Pre 
supuestaria.
En primer lugar, como hemos indicado repetida- 
mente, las obligaciones econômicas de la Hacienda - 
pûblica nacen de la Ley, de los négocies jurîdicos, 
y de los actos o hechos que, segûn Derecho, los ge- 
neren (262).
A nuestro juicio, la Ley General Presupuesta - 
ria al tratar el nacimiento de las obligaciones eco 
nômicas de la Hacienda Pûblica estâ pensando en la 
actividad légitima de los ôrganos del Estado de la 
cual pueden surgir obligaciones a cargo de la Ha -- 
cienda pûblica (263).
Esta afirmaciôn concuerda con lo afirmado por 
la doctrina en el sentido de entender que la causa.
(262) Art. 42 de la Ley General Presupuestaria:
"Las obligaciones econômicas del Estado y de sus Orga - 
nismos autônonos nacen de la Ley, de los negocios jurî­
dicos y de los actos o hechos que, segûn Derecho, las - 
generen".
(263) BAYON MARINE, I., ha escrito: "Que la corpetencia para- 
contraer obligaciones validas del Estado no es una ccm- 
petencia presupuestaria, rigiéndose por las reglas gé­
nérales del derecho adninistrativo", en cb.cit. pag.83,
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micas del Estado se situa fuera de la Ley de Presu­
puestos 264) aunque se reconozca la posibilidad de­
que en la Ley finaneiera anual se puedan crear obli 
gaciones al igual que en cualquier otra norma le —  
g a l .
Tras esta postura unânime de la doctrina, al - 
conectar el nacimiento de las obligaciones del Esta 
do a hechos independientes de la existencia de cré­
dito presupuestario suficiente y adecuado comienzan 
las divergencias de opiniones al interpretar el ar­
ticulo 4 2 de la Ley General Presupuestaria, en sîn- 
tesis con el articulo 60 de esta texto legal, sin - 
llegar a conclusiones ultimas, a pesar de los meri- 
torios esfuerzos realizados en este campo, algunos- 
de ellos citados en el presente trabajo, considérâ­
mes que la falta de claridad existante se ha produ- 
cido precisamente, porque, a pesar de las afirmacio 
nés que preceden, la doctrina no ha separado nitida 
mente el titulo jurîdico de la obligaciôn econômica 
de la Hacienda pûblica del proceso especifico a tra
(264) CAYCN GALIAPDO, A., "Las cbligacicnes econômicas. 
cit., pâg. 65.
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vés del cual dicha Hacienda cumple su obligaciôn y 
se libera de este vinculo obligacional mediante el 
page.
Por tal motive, como base de nuestro trabajo - 
hemos de partir de la desconexiôn total del naci —  
miento de las obligaciones econômicas a cargo de la 
Hacienda pûblica del procedimiento especifico de pa 
go de las mismas y sentar unos principles adecuados 
para analizar posteriormente les efectos de la fal- 
ta de crédite presupuesto no para el nacimiento de 
las obligaciones sine para el cumplimiento de las 
mismas.
El articule 4 2 de la Ley General Presupuesta - 
ria es un reflejo del articule 1089 del CÔdigo ci - 
vil (265) incluyendo el contenido de este precepto - 
a conceptos mas générales omnicomprensivos de todas 
posibles obligaciones que puedan nacer a cargo de - 
la Hacienda Pûblica. Hay que advertir que este pre-
(265) El articule 1089 del CÔdigo civil dispcne;
"Las obligaciones nacen de la ley, de les centrâtes, 
y cuasi contrâtes, y de les actes y cmisicnes ilîcites- 
e en que intervenga cualquier généré de culpa o negli - 
gencia".
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cepto no se condiciona, de ningun modo, al articule 
6 0 de la Ley General Presupuestaria, es decir, el - 
nacimiento estâ vinculado a la Ley, les négociés ju 
ridicos, actes o hechos que segûn Derecho, les gene 
ren. Producidos les supuestos contemplados en el - 
ordenamiento juridico, la obligaciôn nace a cargo - 
de la Hacienda Pûblica independientemente de le d i s  
puesto para el cumplimiento de las mismas que ten - 
drâ los efectos que mâs tarde senalaremos (266).
S in ânimo de hacer un estudio detallado de las 
fuentes de las obligaciones a cargo de la Hacienda- 
Pûblica si queremos hacer un breve comentario a las 
cuatro enumeradas en la Ley General Presupuestaria. 
Estas fuentes son:
a) La Ley. Las obligaciones que nacen de la -
(266) baYCN m a r i n e , I., Eh este sentido ha escrito:
"No todos los conceptos del presupuesto encubren una 
obligaciôn del Estado en sentido juridico, o lo que es 
lo mismo, la sinple ccnsignaciôn de un crèdito en el —  
Presiç)uesto no genera una cbligaciôn... El Presupuesto- 
formaliza ccntablemente unas dDligacicnes. Es un docu - 
mento que hace referenda a las obligaciones del Estado 
y las cifra por un periodo determinado. La considéra - 
ciâi presupuestaria de la obligaciôn no puede, por ello 
no ser sino formai y subordinada... "
Ob. cit., pâg. 60-61.
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Ley segûn la doctrina (267/ no se presumen. Sôlo son 
exigibles las expresamente determinadas en el CÔdi­
go o en leyes especiales y ha de regirse por los —  
preceptos de la ley que las hubiere establecido.
Afirma la doctrina indicada que no puede desco 
nocerse la fuerza de la costumbre como fuente de De 
recho y, consiguientemente, como causa posible de - 
obligaciones. En el supuesto que nos ocupa conside 
ramos que la Ley a que se hace r e f e r e n d a  en la Ley 
General Presupuestaria puede entenderse referida a:
- Ley, en sentido formai, emanada de las Cor - 
tes Générales,
- Ley, en sentido material, o conjunto de nor­
mes reglamentarias que forman el ordenamiento juri­
dico, o "bloque de legalidad" indicado por HAOURIOU
La inclusiôn de los reglamentos dentro del tér 
mino Ley, como fuente de obligaciôn a cargo de la - 
Hacienda pûblica se efectua siguiendo el criterio -
(267) CASTAN TOBENAS, J. , "Derecho Civil Espahol, Ccmun y Fo­
rai". Tcrao III, Madrid, 1974, pâg. 78.
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de exclusiôn de los otros términos utilizados. Di - 
chos reglamentos pueden ser fuente de obligaciones- 
pues emanan de ôrganos con competencia suficlente - 
para comprometer al Estado frente a terceros y con- 
siderando que dichos reglamentos no pueden ser in - 
cluîdos dentro de la categorla de negocios jurîdi - 
COS ni dentro de la de actos, ni siquiera actos gé­
nérales, y menos aûn dentro de la figura de hechos. 
Excluîdos de estas categorias y teniendo en cuenta- 
que una vez incorporados al ordenamiento, forman —  
parte del bloque de legalidad y son de obligado cum 
plimiento para todos sujetos no parece desproporcio 
nado incluirlos dentro del término de Ley.
Algûn sector doctrinal ha afirmado (.268) que —  
del concepto de fuente dado en el Côdigo civil se - 
sigue que la Ley, en sî, no es nunca fuente de obli 
gaciones sino que asigna a determinados hechos el 
efecto de producir el nacimiento de aquellas. Enten 
demos que esta afirmaciôn no es vâlida en el âmbito 
de las obligaciones a cargo de la Hacienda pûblica-
(268y ALBALADEJD, M., "Derecho Civil, II, Derecho de Obliga - 
clones". Parte General, Barcelona, 1970, pâg. 196.
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pues pueden existir y de hecho existen, Leyes que - 
crean estas obligaciones, en favor de sujetos con—  
cretos y determinados (Ejemplo: pensiones reconoci- 
das por las Cortes).
Estas Leyes son aquellas reguladoras de la —  
aplicaciôn del gasto publico, en las que tienen su 
amparo o primera vinculaciôn las obligaciones a car 
go de la Hacienda pûblica, taies como leyes de obra 
pûblica, funcionarios pûblicos, educaciôn, desem —  
pleo, etc., las cuales han sido denominadas Leyes - 
de gasto (269)..
b) Negocios juridicos. El Estado a travês de 
los distintos ôrganos que constituyen el complejo - 
entramado de la estructura de la Administraciôn pû­
blica, los ôrganos de gestiôn de las Cortes Généra­
les y el Consejo General del Poder Judicial, parti­
cipa en el trâfico juridico y se obliga a travês de 
la formalizaciôn de los correspondientes negocios - 
juridicos. Estos negocios son, en muchas ocasiones 
bilatérales, de trato sucesivo y su duraciÔn puede-
(269) bAOTï MARINE, I., Ob. cit., pâg. 401 y ss.
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ser superior al periodo de tiempo a que el presu —  
puesto se refiere. En virtud de estos negocios ju­
ridicos ' surgen obligaciones reciprocas para los fir 
mantes de los mismos, entre los cuales aparece la - 
Hacienda pûblica como titular del derecho a exigir- 
la prestaciôn a que se obligô la parte contraria —  
pero, a su vez, aparece como sujeto pasivo de la —  
obligaciôn creada por este negocio juridico, y cuya 
prestaciôn a su cargo consistirâ en el pago de cier 
ta cantidad de dinero.
Nacidas estas obligaciones reciprocas, y reci- 
bida por la Hacienda Pûblica la correspondiente —  
prestaciôn a que se obligô la parte contraria fir—  
mante del negocio juridico, estamos ante obligacio­
nes vâlidamente nacidas a cargo de la Hacienda Pû - 
blica, con independencia de la existencia o no de - 
la cobertura presupuestaria.
Es cierto que existen preceptos que impiden —  
contraer estos compromisos si no se cuenta con cré- 
dito presupuesto adecuado. En este sentido, el art_i 
culo 41 del Reglamento General de Contrataciôn,apro 
bado por Decreto 3410/1975, de 25 de noviembre, dis
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pone:
"Son nulos de pleno derecho los actos adminis­
tratives preparatorios o el acto de adjudicaciôn,en 
los siguientes casos:
"a) Cuando incurran en alguno de los supuestos 
contemplados en el artlculo 47 de la Ley de Procedi 
miento administrativo".
"b) Las adjudicaciones realizadas en favor de 
empresarios que sé encuentren incursos en alguna de 
las prohibiciones e incompatibilidades senaladas en 
el artîculo 9 de la Ley de Contratos del Estado.
"c) Las adjudicaciones de contratos que carez- 
can de consignaciôn presupuestaria o extrapresupues 
taria debidamente aprobada".
El artîculo 40 de este Reglamento preceptûa, - 
asimismo:
"Los contratos regulados en el presente Libro, 
seran invâlidos cuando lo sean los actos administra 
tivos que les sirven de soporte o alguno de ellos , 
o cuando la invalidez derive de su propio clausula- 
do.
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"Estos contratos pueden quedar también invali- 
dados por las causas reconocidas en el Derecho ci - 
vil".
Estos preceptos, interpretados sistemâticamen- 
te en el artîculo 60 de la Ley General Presupuesta­
ria, pueden hacer pensar que no es posible la crea- 
ciôn de compromisos vâlidos cuando no existe crédi­
te presupuesto adecuado y suficiente para hacer —  
frente a las obligaciones derivadas de los mismos , 
pues serân nulos de pleno derecho los actos prépara 
torios o el acto de adjudicaciôn y serân invâlidos- 
los contratos que tienen como soporte aquelles ac - 
tes cuando se dé esta circunstancia de falta de cré 
dite presupuesto.
No obstante, a esta postura pueden hacérsele - 
algunas objeciones:
I Q . No coincide la expresiôn literal de los —  
preceptos citados. En la Ley General Presupuestaria 
se sanciona con nulidad a aquellos actos y disposi- 
ciones générales con range inferior a Ley en virtud 
de los cuales se adquieran compromisos de gastos —
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en cuantîa superior a los crédites presupuestos.
Es decir, sanciona con nulidad en aquellos supuesto 
en que no existe previsiôn financière en el presu - 
puesto. El Reglamento de Contrataciôn sanciona con 
esta nulidad los actos preparatorios o de adjudica- 
ciôn de las distintas obras cuando estas obras ca - 
rezcan de previsiôn financière suficiente pero esta 
falta ha de ser referida tanto a previsiôn financie 
ra presupuestaria o extrapresupuestaria.
Es decir, un acto sancionado con la nulidad de 
pleno derecho en la Ley General Presupuestaria por 
faltar previsiôn financière en el Presupuesto co —  
rrespondiente para hacer frente al gasto derivado - 
de este acto, puede no ser sancionado con tal nuli­
dad por el Reglamento General de Contrataciôn por - 
existir previsiôn financière, no presupuestaria o - 
extrapresupuestaria para hacer frente a las obliga­
ciones derivadas de dichos compromisos.
2q . Existen negocios juridicos taies como con­
tratos de arrendamiento de inmuebles, operaciones—  
financières cuya duraciÔn es por un tiempo superior 
al ejercicio en que las obligaciones se contraen, -
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contratos de personal, etc. Por tanto, pueden sur—  
gir obligaciones como consecuencia de negocios y ac 
tos anteriores a la aprobaciôn del Presupuesto co - 
rrespondiente y, en consecuencia, antes de que exis 
ta crédite presupuesto suficiente para hacer frente 
a las mismas (270).
3 2 . Existen negocios juridicos taies como con­
tratos de suministro de energia, teléfonos, agua, - 
etc., de los cuales se derivan obligaciones economi 
cas cuyo importe se cuantifica en funciôn de los —  
consumes efectivos y con base a contratos formalize 
dos con anterioridad a la entrada en vigor de la -- 
correspondiente Ley de Presupuestos (271).
4 2 . También debemos tener en cuenta que los ac 
tos de adjudicaciôn nulos pueden permitir la cele-- 
braciôn de los correspondientes contratos y la sub-
(270) El articule 65 de la L.G.P. preve sipuestos de ccmproni 
so de gastos y pages sin que las Certes (Générales hayan 
concedido el correspondiente crédite presupuesto, siem- 
pre que se curaplan los requisiôs de este articule, me - 
diante autorizaciôn de anticipes de Tesoreria.
(271) También pudiera pensar se que el acto administrative ge- 
nerador del carprcmiso, nulo por falta de crédite segun 
la sanciôn contenida en el articule 60 de la L.G.P., ha 
surtido efectos juridicos por haber sido la causa de un 
negocio juridico bilateral perfeccionado en muchos ca - 
SOS y cmplida la prestaciôn por parte del tercero 
acreedor de la Hacienda E^ica.
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siguiente realizaciôn de las obras, entrega del su­
ministro o prestaciôn de algûn servicio. Es decir, 
puede existir un contrato no sôlo perfeccionado, s_i 
no cumplido por una de las partes legitimada para - 
este cumplimiento por un acto, aunque este sea nulo 
de pleno derecho como hemos indicado. A la otra 
parte, en este caso, la Hacienda pûblica, no le que 
da otra opciôn que el cumplimiento de la obligaciôn 
derivada de tal negocio juridico. En otro caso se - 
produciria:
- Un enriquecimiento injusto para la Hacienda 
pûblica (272) y por esta circunstancia se podria —  
iniciar la via coercitiva pero la exigibilidad del- 
crédito que, frente a aquella tiene aquel que cum - 
pliô en tiempo las obligaciones que le imponîa un - 
determinado negocio juridico. En este sentido se —  
puede entender el art. 40 de la LRJAE (273).
(272) Segûn BAYON MARINE, I., "Todo titular de un derecho de 
crédito frente al Estado, que ve perjudicado su derecho 
o retardada la efectividad de su crédito ccmo consecuen 
cia de la actuaciôn de un ôrgano del Estado, que catprô 
metiô el crédito del mismo sin cobertura en el Presu -- 
puesto puede dirigirse contra el Estado por via de res - 
ponsabilidad", en Cb.cit., pag. 81-82.
(273) En este mismo sentido, el art. 1902 del Côdigo civil, - 
dispone: "El que por acciôn u anisiôn cause daho a otro 
interviniendo culpa o negligencia, esta obligado a repa 
rar el daho causado". ~
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- Una gran inseguridad en el trâfico juridico 
de los ôrganos estatales que atentaria con el prin­
ciple de seguridad juridica que debe prevalecer y - 
que lleva a aplicar los supuestos de nulidad de pie 
no derecho a los estrictamente reconocidos en la —  
Ley y a interpretar estos con caracter restricti —  
V O  (274).
Lo que antecede nos lleva a afirmar que, en mu 
chos casos, los negocios juridicos celebrados por - 
los ôrganos del Estado, incluso con base en actos - 
nulos de pleno derecho, son fuente de obligaciones- 
para la Hacienda pûblica,con independencia de la —  
existencia o no de cobertura presupuestaria (275).
(274) Se puede sostener y se ha sostenido que al no existir - 
crédito presupuestario suficiente la Administraciôn no- 
tiene canpetencias para dar el consentimiento en un ne­
gocio juridico bilateral. Ahora bien, esto es tanto co­
mo exigir a la persona que contrata con la Administra - 
ciôn que conozca los dates, que le es imposible conocer 
la existencia de crédito suficiente, la previsiôn fi —  
nanciera del sujeto con quien contrata o la capacidad - 
de pago de la Adninistraciôn pûblica. Esta es, a nues - 
tro juicio una interpretaciôn errônea. Por tanto, esti­
mâmes:
1) Que la competencia para dar el consentimiento en una 
obligaciôn en nombre del Estado se détermina e^q^resamen 
te en el ordenamiento juridico ccmo bloque de legali —  
dad.
2) Esta competencia expresa no se ve afectada por la —  
falta de crédito adecuado para cumplir esta obligaciôn, 
imposibilitada de conocer este extreme.
3) Admitir esta interpretaciôn es tanto ccmo decir que, 
en derecho privado, un sujeto con capacidad de (±>rar no
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c) Hechos. Dentro de la categoria de hechos -- 
que, segûn derecho, genera obligaciones a cargo de 
la Hacienda pûblica se incluyen una serie de supues 
tos heterogéneos a los que la propia ley les confie 
re la categorîa de fuente de obligaciones y que ha- 
brân de considerarse en cada caso concreto. Entende 
mos que el nacimiento de estas obligaciones puede - 
incardinarse, entre otros, en los supuestos del ar­
ticule 40 de la LRJAE y artîculo 20 de la L.Ex.F.
puede dar su consentimiento en un negocio juridico si - 
no cuenta con previsiôn financière suficiente para cum­
plir las obligaciones econanicas que le puedan sobreve- 
nir ccmo consecuencia del mismo.
(275) D'ALESSIO, ha dicho:
" preguntarse si la Ley de Presupuestos puede perju -
dicar o lesionar los derechos subjetivos de los particu 
lares es un planteamiento ambiguo de la cuestiôn, pues, 
en definitive, nos estamos preguntando acerca de la po- 
sibilidad o capacidad de la Ley de Presupuestos para —  
derogar, suspender o desconocer derechos subjetivos de 
los particulares frente al Estado ya constituidos. Y la 
respuesta a este interrogante no es en modo alguno unî- 
voca, pues para determiner con precisiôn el alcance ju­
ridico de la Ley Presupuestaria respecte de los derecho 
subjetivos de los particulares, es précise examiner se- 
paradamente dos supuestos distintos:
12. Que una norme jurîdica esqjlîcita, contenida en la - 
Ley de Presupuestos anule o perjudique un derecho subje 
tivo preexistente de algûn particular.
22. Que la Ley de Presupuestos no consigne en el estado 
de gastos los créditos necesarios para atender al pago­
de determinadas obligaciones del Estado preexistentes", 
en "fetituzioni di Diritto Amministrativo italiano", 
ütet, Torino 1932, pag. 59-61.
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d) Actos. Los actos administrativos son enume- 
rados en el artîculo 42 de la L.G.P. como fuente de 
obligaciones econômicas del Estado y de sus Organis 
mos autônomos. Ahora bien, a travês de estos actos- 
no se podra:
1. Adquirir compromise de gastos por cuantîa - 
superior a los créditos presupuestos (Art.60 de la 
L.G.P.).
2. Reconocer obligaciones a cargo del Estado y 
sus Organismos autônomos (Art. 48 L.G.P.) cuando no 
se cuente con dotaciôn presupuestaria suficiente.
3. Cumplir obligaciones reconocidas (Art. 43 - 
L.G.P.) cuando no se cuente con aquella previsiôn - 
financière.
Vemos, pues, que dentro de la expresiôn prohi­
bitive del artîculo 60 de la L.G.P. "no podrân ad - 
quirirse compromisos de gastos por cuantîa superior 
a los créditos presupuestos" pueden incluirse ac —  
tos :
- De adquisiciôn de compromisos y, en conse —
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cuencia, generadores de obligaciones para la Hacien 
da Pûblica,
- Tendantes al reconocimiento y cumplimiento -- 
de estas obligaciones.
Otro problème que se plantea en relaciôn con- 
estos actos, desde el punto de vista de nuestro es­
tudio, séria determiner el âmbito a que debe exten- 
derse la nulidad proclamada en el artîculo 60 de la 
L.G.P. Es decir, determiner los actos que pueden - 
ester incursos dentro de esta sanciôn. Si tomamos - 
la dicciôn literal del precepto hemos de llegar a - 
la conclusiôn de que estân incursos en esta sanciôn 
de nulidad todos aquellos actos administrativos de 
ejecuciôn presupuestaria. Estos actos serân los -- 
dictados por los ôrganos compétentes en esta mate - 
ria de conformidad con lo preceptuado en el artîcu­
lo 74 de la L.G.P. segûn el cual: "Uno. Corresponde 
a los ôrganos superiores del Estado y a los Jefes - 
de los Departamentos ministeriales aprobar los gas­
tos propios de los Servicios a su cargo, salvo los 
casos reservados por la Ley a la competencia del Go 
bierno, asi como autorizar su compromiso y liquida- 
ciôn, e interesar del Ministre de Hacienda la orde-
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naciôn de los correspondientes pagos. Dos. Con la 
misma salvedad legal, compete a los Présidentes o - 
Directores de los Organismos autônomos del Estado - 
tanto la disposiciôn de gastos como la ordenaciôn - 
de los pagos relativos a los mismos. Très. Las fa- 
cultades a que se refieren los anteriores numéros - 
podrân delegarse en los términos que establezcan —  
las disposiciones reglamentarias".
En este precepto se distinguen actos preparato 
rios de gastos, actos creadores de compromisos, por 
tanto, generadores de obligaciones, y actos tenden- 
tes al cumplimiento de estas obligaciones.
De estos actos, consideramos no ofrecen gran - 
des dificultades para incluirlos dentro de la san - 
ciôn de nulidad los actos administrativos preparato 
rios y aquellos que tienen por objeto el cumplimien 
to de las obligaciones econômicas de la Hacienda pu 
blica.
Los primeros, o sea, los preparatorios de gas­
tos, porque su nulidad no plantea problema alguno- 
pues se producen y solo tienen efecto en el âmbito 
interno de la Administraciôn. Si bien mâs que de —
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la nulidad de actos, en este caso, deberiamos ha —  
blar de paralizaciôn del procedimiento, imposibili- 
dad de seguirlo por no existir crédito adecuado y - 
suficiente previsiôn financière para hacer frente - 
al gasto que se proyecta y, precisamente, en evita- 
ciôn de la producciôn del acto final de creaciôn de 
una obligaciôn o adquisiciôn de un compromiso.
En cuanto a los actos que tienen por objeto el 
cumplimiento de obligaciones, entre los que inclui- 
mos los de su reconocimiento y demâs posteriores —  
hasta su pago, consideramos también son suscepti -—  
bles de ser incluidos dentro de la sanciôn de nuli­
dad de pleno derecho a que nos venimos refiriendo:
- Por cuanto implican cierto compromiso de cum 
plimiento de obligaciones,
- Por estar impedido este cumplimiento por el 
artîculo 43 de la Ley.
Si bien podrîan ser tratados vîa paralizaciôn 
del procedimiento de gasto antes de la realizaciôn 
del pago correspondiente, en ambos casos, nulidad - 
del acto o paralizaciôn del procedimiento, llegare-
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mos a resultados identicos, incumplimiento de obli­
gaciones nacidas vâlidamente a cargo de la Hacienda 
pûblica con los efectos que ello comporta de los —  
que nos ocuparemos mâs adelante.
Por lo que respecta a los actos que dan lugar- 
a la adquisiciôn de compromisos y al nacimiento sub 
siguiente de obligaciones a cargo de la Hacienda pu 
blica, pueden plantearse determinados problemas de- 
rivados de la inclusiôn en esta sanciôn de nulidad, 
no siempre de fâcil soluciôn.
Si nos atenemos a la literalidad del precepto, 
debemos incluir todos aquellos actos por los que se 
adquieren compromisos, dictados con base en las dis 
tintas leyes de gastos (de funcionarios pûblicos, - 
obras pûblicas, contratos del Estado, expropiaciôn- 
forzosa, educaciôn nacional,e t c ...). Esta inclusiôn 
lleva consigo considerar nulos de pleno derecho,por 
aplicaciôn de la sanciôn del art. 60 de la L.G.P. , 
una serie de actos que se producen con base a las - 
normas que regulan esta producciôn y que, en muchas 
ocasiones, el problema de su nulidad se plantea en 
el momento de detectar la imposibilidad del cumpli­
miento de las obligaciones econômicas del Estado —  
por falta de cobertura presupuestaria.
En este momento se pueden presenter diverses - 
situaciones:
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a) Que el compromiso contraido no haya genera- 
do ninguna obligaciôn econômica a cargo de la Ha —  
cienda Pûblica, 'por no haber cumplido su prestaciôn 
la parte contraria sujeta por el vînculo obligacio­
nal creado al contraer el compromiso. En este su - 
puesto la declaraciôn de nulidad no plantea ningûn- 
problema, puesto que no ha surtido ningûn efecto y- 
puede impedirse que se produzcan en el futuro con - 
base en la nulidad de pleno derecho del acto admi - 
nistrativo.
b) Que el compromiso contraîdo haya generado - 
obligaciones econômicas a cargo de la Hacienda Pû - 
blica por haber recibido esta determinados bienes o 
servicios. En este caso, los actos administrativos- 
nulos de pleno derecho han desplegado su eficacia - 
en el tiempo, por tanto;
- Con proyecciôn hacia el pasado, han tenido - 
el efecto de crear obligaciones que serân validas y 
por tanto, deberân tomarse las medidas oportunas pa 
ra llevar a cabo su cumplimiento, ello con indepen­
dencia de la nulidad del acto que dio origen a esta 
obligaciones.
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- Con proyecciôn hacia el futuro; podrâ decla- 
rarse la nulidad de los actos, y tomar medidas enca 
minadas a impedir que surjan nuevas obligaciones, - 
hasta que exista crédito adecuado y suficiente para 
hacer frente a las: mismas. Estas medidas deberân - 
tomarse ponderando todas las circunstancias que con 
curran en el caso concreto.
Estas afirmaciones, creemos, concuerdan con la 
idea del nacimiento de las obligaciones a cargo de 
la Hacienda Pûblica con independencia de la Ley Pre 
supuestaria anual y, a su vez, es compatible con la 
sanciôn del artîculo 6 0 de la L.G.P. En este precep 
to se déclara el carâcter limitative de los crédi - 
tos de gastos autorizados y se impide adquirir com­
promisos de gastos por cuantîa superior al importe- 
de dichos créditos. Al mismo tiempo déclara la nu­
lidad de pleno derecho de actos administrativos y - 
disposiciones générales con rango inferior a la Ley 
advirtiendo de posibles responsabilidades.
A nuestro juicio, conforme a lo indicado, este 
precepto implica;
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1. La prohibiciôn de adquirir compromisos 
de gastos superiores a los créditos autorizados en 
el Presupuesto, agotadas las posibles modificacio - 
nés de éste conforme se ha expuesto. Los actos que 
adquieran estos compromisos de gastos han de estar- 
inscritos dentro del procedimiento de ejecuciôn del 
presupuesto.
2. Que los actos nulos de pleno derecho pueden 
originar el nacimiento de obligaciones légitimas y 
vâlidas a cargo de la Hacienda pûblica, pues la - - 
fuente de estas obligaciones ya no serân los actos- 
en los que tienen su causa remota sino negocios ju­
ridicos bilatérales,o incluso nombramientos que legi 
timan a los interesados a realizar actividades, ta- 
reas, prestaciones de las que se derivarâ, por la - 
Hacienda Pûblica la obligaciôn de entregar una suma 
de dinero.
3. Que existiendo obligaciones econômicas naci 
das vâlidamente a cargo de la Hacienda Pûblica, és- 
tas no podrân ser reconocidas por los ôrganos encar 
gados de la ejecuciôn del Presupuesto, hasta tanto 
exista cobertura presupuestaria adecuada y suficien
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te para hacer frente a las mismas.
4. Que los actos y disposiciones que reconoz - 
can tales obligaciones serân nulos de pleno derecho 
y, aunque existan obligaciones econômicas nacidas - 
vâlidas a cargo de la Hacienda pûblica, êstas no po 
drân reconocerse.
5. Que los ôrganos que hayan generado esas —  
obligaciones sin cobertura presupuestaria deben re£ 
ponder de los danos que sufra la Hacienda pûblica - 
como consecuencia de la actuaciôn generadora.de —  
obligaciones sin cobertura presupuestaria. Si la Ha 
cienda pûblica es condenada a pagar intereses de de 
mora éstos deben ser derivados hacia el titular del 
ôrgano o funcionario que dio lugar a que se genere- 
la obligaciôn. De igual forma si la Hacienda Pûbli 
ca viene obligada a resarcir otros danos, estos de­
berân trasladarse a aquel que dio lugar a tal indem 
nizaciôn.
La doctrina (276) ha sostenido, con base en el
(276) BAYON MARINE, I., ha escrito; "Los actos nulos no sen -
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artîculo 39 de la LACHP, se convalide toda null —  
dad por Ley y evitando, de esta forma la responsa- 
bilidad de los administradores por la contracciôn- 
de obligaciones nulas (277).
En definitive, la nulidad que proclama el ar­
tîculo 60 citado, se inserta en el procedimiento de 
ejecuciôn de Presupuesto. Los gastos susceptibles- 
de nulidad serân los dictados por los ôrganos compe 
tentes para ejecutar dicho presupuesto (278) y pue-
convalidables en un procedimiento administrativo, pero 
si cabe que una Ley formai y ccmo requisito previo a la 
concesiôn, en su caso, de los créditos oportunos se con 
valide por el Parlamento toda nulidad, dando paso asî - 
a la exigencia de responsabilidad a los administradores 
por la contracciôn de obligaciones nulas", en Cb.cit.,- 
pâg. 85.
(277) BAYŒ MARINE, I. ha escrito: " las leyes de concesiôn
de créditos extraordinarios y suplementarios contienen- 
una clâusula relativa a la convalidaciôn de las obliga­
ciones nulas para cuya satisfacciôn se conceden crédi—  
tos. La convalidaciôn por Ley ya producida expresamente 
o por la tâcita, siendo suficiente para ello la conce - 
siôn simple de los créditos, es una reacciôn legal de - 
lo que para el derecho no existîa", en ob.cit., pâg.81.
El mismo autor sostiene que: "El efecto principal de la 
convalidaciôn es producir la plena validez de los actos 
juridicos realizados, al tiempo que, en su caso, se con 
validan actuaciones administrativas (el caso de los an­
ticipes de Tesorerîa), siendo su principal consecuen —  
cia la de eliminar todo tipo de exigencia de response - 
bilidades administrativas o, en su caso, polîticas", en 
ob.cit., pag. 81.
(278) Ver los artîculos 74 y 75 de la L.G=P.
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den sistematizarse como sigue:
- Aprobaciôn de gastos: Es esta una operaciôn- 
interna de réserva del todo o parte de un crédito - 
presupuesto por cantidad cierta o aproximada. Esta 
actuaciôn no surte efectos frente a terceros y en - 
cualquier momento podria declararse su nulidad si - 
se dan los presupuestos de hecho del artîculo 60 de 
la Ley General Presupuestaria (279).
- Compromiso de gastos (280): Los compromisos- 
de gastos adquiridos sin crédito adecuado y sufi —  
ciente y los actos que les sirven de soporte pueden 
quedar incursos en la nulidad de pleno derecho a —  
que se hace referencia si bien teniendo en cuenta - 
las matizaciones expuestas. Ahora bien, si aquellos
(279) El punto 2.2.b) de la O.M. de 17 de mayo de 1974 dispo­
ne:
"Gastos autorizados. "Autorizaciôn" es el acto en vir - 
tud del cual el Ministre o autoridad corpetente acuerda 
la realizaciôn de un gasto, calculado en forma cierta o 
aproximada, reservando a tal fin la totalidad o una par 
te del crédito presupuesto".
(280) El punto 2.2.C) de la O.M. de 17 de mayo de 1974 dispo­
ne:
"Disposiciones realizadas. "Disposiciôn" es el acto por 
el que se acuerda o concierta, segun los casos, tras —  
los trâmites que con arreglo a derecho procedan, la rea 
lizacion de obras, prestaciôn de servicios, etc., forma 
lizando asî la réserva de crédito constituîda por la —  
operaciôn anterior, a diferencia de ésta, la "Disposi - 
ciôn" ha de hacerse por importe y condiciones exactamen 
te determinadas.
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compromisos se han realizado y cumplido por los ter 
ceros, estos han actuado legîtimamente y de resul - 
tar acreedores para la Hacienda Pûblica con base en 
ellos deberâ hacérseles efectivo su crédito.
- Liquidaciôn de gastos: Dentro del procedi -- 
miento de gasto pûblico, la autorizaciôn de la li - 
quidaciôn de los compromisos que indica el artîculo 
74 de la L.G.P. entendemos hace r e f e r e n d a  al momen 
to de cuantificaciôn y reconocimiento de la obliga­
ciôn de pago. Aquellas obligaciones nacidas vâlida­
mente a cargo del Estado o sus Organismos autônomos 
constituyen un vînculo jurîdico que liga a éstos —  
frente a un tercero acreedor. Dichas obligaciones - 
habrân de cuantificarse y cumplirse mediante el pa­
go. Ello exige determinados actos de liquidaciôn - 
y reconocimiento que serân nulos de pleno derecho - 
si no existe cobertura presupuestaria adecuada a —  
aquellos fines.
- Ordenaciôn de los pagos (281): Supone la or-
(281) El punto 2.2.d) y 2.2.e) de la O.M, de 17 de mayo de —  
1974 dispone:
d) Obligaciones contraîdas. "Obligaciôn" es la opera —  
ciôn por la cual la Ordenaciôn de Pagos ccmpetente rea- 
liza la contracciôn en cuentas de los créditos exigi —  
bles contra el Estado, reconocidos sdDre documentes su-
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den concrete de cumplimiento de las obligaciones ya 
reconocidas per los organes compétentes. Con estas 
ôrdenes de pago se autoriza a la salida material de 
fondos de las cajas del Tesoro. Los actos adminis - 
trativos de ordenaciôn de pagos, serân nulos de pie 
no derecho si no cuentan con cobertura presupuesta- 
ria adecuada.
Como vemos, toda la actuaciôn de ejecuciôn del 
presupuesto esta comprendida en la prohibiciôn pro- 
clamada en el articule 60 de la Ley General Presu - 
puestaria, y, por consiguiente, pesa sobre ella la 
sanciôn de nulidad de pleno derecho que se declara- 
en el mismo. Ahora bien, como hemos sehalado, esta 
declaraciôn de nulidad no siempre puede aplicarse - 
en sus propios termines ni puede ser predicada de - 
las obligaciones nacidas legîtimamente a cargo de - 
la Hacienda pûblica. Adoptar otro criterio séria - 
tante como dotar de competencies a los organes pu - 
blicos en virtud de las cuales pueden adquirir com­
promises que autorizan a desplegar actividades y —
ficientes.
"e) Pages ordenados. Se entiende por "page ordenado", - 
la operaciôn por la que el Qrdenador ccmpetente esqjide, 
en relaciôn con una obligaciôn contraida, la correspon- 
diente orden contra la Tesoreria del Estado".
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realizar prestaciones légitimas y obligatorias,con 
base en el ordenamiento juridico y, por otra par - 
te, utilizer la Ley General Presupuestaria para 
anular toda aquella actuaciôn, autorizar a la Ha - 
cienda pûblica a incumplir una série de obligacio­
nes surgidas a su cargo, consagrando de esta for - 
ma, un método de enriquecimiento injuste a favor - 
de un sujeto actuante en el mundo del derecho.
Las anteriores afirmaciones pudieran hacer 
pensar, por otra parte, que la Hacienda pûblica de 
berâ soportar una serie de obligaciones para las - 
cuales no tendra prevision presupuestaria y de 
ellas pueden derivarse responsabilidades que le —  
llevarian a situaciones comprometidas. Considéra - 
mes no es precise que este ocurra y el primer ins­
trumente para evitarlo es el Presupuesto. Todo or­
gane con competencias para generar obligaciones —  
para la Hacienda pûblica debe cuidar que los gas - 
tes que genere directamente o los que se produzcan 
por consumes diaries del funcionamiento de los —  
servicios a su cargo han de moverse dentro de los 
limites cuantitativos del respective presupuesto.
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Ademâs de lo anterior, en el seno de la Admi - 
nistraciôn financiera pûblica existe el mécanisme—  
de control interne, al que después nos referiremos, 
que ha de salvaguardar en gran medida que se sobre- 
pasen aquellos limites cualitativos y, por ûltimo,- 
deberâ apelarse a la responsabilidad de los organes 
que infrinjan aquellos limites.
Como resumen de cuanto llevamos expuesto en la 
présente secciôn debemos afirmar:
1 2 . La nulidad de pleno derecho del articule - 
60 de la Ley General Presupuestaria es un supuesto- 
de nulidad aplicable a todos los actos de ejecuciôn 
presupuestaria que adquieran compromises por cuan - 
tia superior a los crédites presupuestos.
22. Estes actos de ejecuciôn presupuestaria -- 
pueden ser:
- Preparatories de gastos (réserva de crédite, 
aprobaciôn de pliego de clâusulas administratives - 
particulares, elaboraciôn del proyecto por la Admi- 
nistraciôn, etc.).
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- Creadores del compromise origen de obligacio 
nes economicas para la Hacienda pûblica (acte de ad 
judicaciôn, nombramiento de funcionario, concesiôn- 
de subvenciôn, etc.).
- De extinciôn del compromise (reconocimiento- 
de obligaciones nacidas, ordenaciôn de pages, etc)
3 2 . La nulidad de pleno derecho por falta de - 
crédite presupuesto ha de predicarse con carâcter - 
restrictive. Elle quiere decir que no deben enten - 
derse nulos:
- Aquellos actos administratives que, aunque , 
en principio, carecen de cobertura presupuestaria , 
el ôrgano que los dicta es compétente para proveer- 
de crédite suficiente mediante acuerdos dictados en 
el ejercicio de las propias competencias que le es- 
tân atribuidas por el ordenamiento vigente. Es de—  
cir, cuando estes ôrganos son compétentes para obte 
ner previsiôn financiera suficiente que haga frente 
a las obligaciones derivadas de estes actos sin ne- 
cesidad de acudir a otro ôrgano del Ejecutivo o del 
Legislative. (Acte de aprobaciôn de gastos por el - 
Consejo de Ministres cuando éste puede proveer de -
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crédito mediante una transferencia).
Los actos administratives previos al nacimien- 
to de obligaciones econômicas para la Hacienda pu - 
blica no se insertan dentro de los actos de gestion 
presupuestaria. Taies son los actos de Tribunales - 
de oposiciones hasta la finalizaciôn de las pruebas 
selectivas, es decir, memento anterior al nombra 
miento de funcionarios, las convocatorias de estes, 
los cuales no pueden considerarse afectados por la- 
nulidad proclamada por el articule 60 de la L.G.P.
4 2 . Los actos nulos de pleno derecho pueden -- 
desplegar su eficacia juridica temporalmente y te - 
ner efectos juridicos de hecho, por tante, darân lu 
gar al nacimiento de obligaciones econômicas valida 
mente nacidas a cargo de la Hacienda pûblica. Nos - 
estâmes refiriendo a aquellos supuestos en que, de 
no declararse la nulidad en tiempo oportuno, estes 
actes dan lugar a una actuaciôn légitima basada en 
relaciones obligacionales bilatérales o reciprocas, 
en virtud de las cuales la Hacienda pûblica ha reci 
bido todo o parte de la prestaciôn fijada en la 
obligaciôn. Entre taies supuestos podenos enume 
rar :
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- Compra de bienes,
- Ejecuciôn de obras püblicas,
- Prestaciôn de servicios por personal contra-
tado,
- Prestaciôn de servicios por funcionarios,
- Etc .
Detectada la imposibilidad del cumplimiento de 
las anteriores obligaciones y respecte de obligacio 
nes futuras cuya base o causa mediata reside en ac­
tos nulos de pleno derecho, las acciones posibles - 
serân:
- Convalidar toda la actuaciôn nula mediante - 
la concesiôn de crédito suficiente por el ôrgano 
compétente del Ejecutivo o Legislative.
- Declarar nulo el acte administrative y todas 
las actuaciones posteriores que tienen soporte en - 
el mismo, tomando medidas para impedir, en lo suce- 
sivo, la adquisiciôn, ejecuciôn de obras o presta - 
ciôn de servicios, ponderando las circunstancias 
que concurran en cada case.
5 2 . Las obligaciones econômicas vâlidamente na
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cidas a cargo de la Hacienda Pûblica, ya se deriven 
de la Ley, négocies, actos, hechos o sentencias ju- 
diciales firmes (282), no pueden ser cumplidas si - 
no existe crédite adecuado y suficiente para hacer- 
frente a las mismas. Los actos dictados ea estas —  
circunstancias serân nulos de pleno derecho y para 
el cumplimiento de estas obligaciones serâ necesa - 
rio dictar nuevos actos cuando exista crédito ade - 
cuado.
62. La imposibilidad de cumplimiento de tales 
obligaciones puede dar lugar a exigencia de respon­
sabilidad a la Hacienda Pûblica, ello pudiera cons- 
tituir el presupuesto de hecho para iniciar la ac - 
cion de derivacion de responsabilidad hacia ague —  
llos ôrganos o funcionarios que por infracciôn cul­
pable de esta norma haya dado lugar a la existencia 
de tales dahos.
(282) ALBINANA Y GARCIA-QÜINTANA, C., ha escrito: "...segûn- 
la L.G.P. coherentemente interpretada, no cabe asignar 
a la sentencia judicial firme la eficacia précisa para 
que genere crédito presupuestario, cano en cambio reco 
noce a deteminados hechos -recaudaciôn, por ejemplo- o 
al reconocimiento por la Adninistraciôn pûblica de —  
ciertas obligaciones especificas." Entiende asimismo, 
que sin necesidad de Ley, la L.G.P. pediria a la doc - 
trina que se viene manteniendo en el sentido de consi- 
derar que las sentencias judiciales firmes generar los 
créditos presi:puestos oportunos para su ejecuciôn. 
"<îLas sentencias judiciales engendran créditos presu - 




EL CONTROL INTERNO 
DE LA LEGALIDAD FINANCIERA
2.1. Introduceiôn.
Las afirmaciones que se han efectuado en la - 
secciôn anterior no llevan implîcita la idea de que 
la Administraciôn de la Hacienda Pûblica se rige sô 
lo por la L.G.P. (283) sino tambiên por leyes. espe - 
ciales en la materia y la Ley Presupuestaria anual- 
(284). Estas leyes pueden dar lugar al nacimiento -
(283) En. este sentido el artlculo de la L.G.P. dispcne:
"Uno. La Administraciôn y Ccntabilidad de la Hacien­
da Pûblica se régula por la présente Ley, por las Leyes 
especiales en la materia y por los preceptos que ccnten 
ga la Ley de Presupuestos Générales del Estado en cada- 
ejercicio y durante su vigaicia.
"Dos. Tendrën carâcter supletorio las demas normas - 
del Derecho administrative y, a falta de éstas, las del 
Derecho candn".
(284) Entendemos que en el término "L^es especiales" hay que 
incluir tanto las leyes modificadoras del Presupuesto , 
que conceden crédites extraordinarios o suplementarios, 
cano las definidas por BAYCN MARINE Leyes de gastos (en 
ob. cit. ,pàg. 401 y ss), y todas las leyes reguladoras- 
de los ingresos pûblicos por entender que todas ellas - 
contienen normas que deberân tenerse en cuenta por los
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de obligaciones y regular procedimientos que darân- 
lugar a ese nacimiento de obligaciones. Los actos - 
administrativos encaminados a la producciôn de gas­
tos pûblicos deberan ajustarse a las normas- que re- 
gulan su forma de producciôn u estarân sometidos a 
las prohibiciones y sanciones que en estas normas - 
queden explicitadas. Entre estas sanciones, dentro 
del âmbito de nuestro estudio, se encuentra la esta 
blecida en el artlculo 41 del Reglamento de Contra- 
tos del Estado, el cual anade a los supuestos de nu 
lidad de pleno derecho establéeidos en el artlculo- 
47 de la L.P.A. los dos siguientes; "Las adjudica - 
clones realizadas en favor de empresarios que se en 
cuentren incursos en alguna de las prohibiciones e 
incompatibilidades senaladas en el artlculo 9 de la 
L.C.E. y las adjudicaciones de contratos que carez- 
can de consignaciones presupuestaria o extrapresu - 
puestaria legalmente aprobada".
Como veîamos, aqui aparece un nuevo supuesto -
ôrganos que tienen a su cargo la gestiôn de la activi - 
dad financiera concebida ésta ccmo aspecto funcicnal - 
de la Hacienda Pûblica, es decir, ccnjunto de procedi - 
mientos encaminados a la cbtenciôn de recursos pûblicos 
y a la aplicacién de êstos.
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de nulidad de pleno derecho en normas reguladoras - 
de procedimientos de erogaciôn de caudales pûblicos 
pero con un contenido mâs amplio que el artlculo 60 
de la L.G.P. En éste sôlo se contempla la falta de
crédito presupuestario y sanciona con nulidad a ---
aquellos actos o disposiciones générales inferiores 
a la Ley por las que se adquieran compromisos de —  
gastos superiores a los créditos presupuestos. En - 
la legislaciôn de contratos, por el contrario, se - 
sanciona con nulidad a actos de adjudicaciôn de con 
trato que carezcan de consignaciôn, no sôlo presu - 
puestaria sino también extrapresupuestaria. Es de - 
cir, que un acto de adjudicaciôn de contratos que - 
no tuviese consignaciôn presupuestaria séria nulo - 
si aplicâsemos en sus propios términos el artfculo- 
60 de la L.G.P., y vâlido de conformidad con la le­
gislaciôn reguladora de contratos del Estado, si di 
cha adjudicaciôn de contratos tuviese consignaciôn- 
extrapresupuestaria. Lo anterior abunda en los fun 
damentos para afirmar la necesidad de limitar la —  
aplicaciôn de la L.G.P. (artlculo 60) a los actos - 
de erogaciôn de caudales pûblicos regulados en esta 
misma Ley y que han quedado apuntados.
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Con la postura que defendemos en el presente - 
trabajo considérâmes se explicitan algunos aspectos 
que n a d e j a n  de ser ciertamente contradictories en­
tre la legislaciôn administrât!va y la legislaciôn- 
financiera, los cuales han sido detectados por la - 
doctrina y calificados de paradôgicos (285). Sostie 
ne dicha doctrina en que el procedimiento adminis—  
trativo habilita a la Administraciôn para dictar re 
soluciones ejecutorias las cuales, en la Administra 
ciôn actual, conllevan cas! en su totalidad, la ne­
cesidad de realizaciôn de ingresos o gastos pûbli - 
cos subsiguientes, pues la Administraciôn moderna - 
incide en cualquiera de sus actuaciones en el campo 
econômico directe o indirectamente, surgiendo, en­
tre otras, las siguientes paradojas:
1â. Radica en que la L.P.A. no menciona en nin 
guna de las actuaciones necesarias el procedimiento 
paralelo de habilitaciôn de crédito para hacer fren 
te al gasto que puede y, aun mâs, suele llevar apa- 
rejado el acto administrative definitive.
(285) VILIAR PAIASI, J.L., "Conunicaciôn a las IV Jomadas de 
Control del Sector Pûblico", Madrid, 1979, (trabajo no 
publicado, citado con permise del autor).
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2â. La L.P.A. vela con toda cautela por los —  
principles decantados en los Estados de Derecho, en 
tre elles, el de la audiencia âl interesado que 
constituye un elemento o una actuaciôn prâcticamen- 
te indispensable y esencial. Hasta tal punto es —  
esencial que, en su ausencia, los Tribunales pueden 
declarar incluse fuera del principio de congruencia 
y de la justicia rogada la nulidad de actuaciones - 
y la retroacciôn del procedimiento al memento en —  
que se produjo la falta de audiencia necesaria. Lo 
anterior, como vicie de orden pûblico q u e , dicho —  
incidentalmente, no es sino una inadecuada traduc - 
ciôn de la expresiôn francesa "vices d'ordre publid' 
cuya traducciôn exacta en el campo del Derecho admi 
nistrativo séria la de "vicies esenciales de nuli - 
dad radical" dada la conexiôn que la expresiôn "or­
dre public" tienen en el Derecho francés entre el - 
Derecho pûblico y el Derecho privado.
Pues bien, la audiencia en el procedimiento de 
habilitaciôn de crédite presupuesto y de pago de —  
las obligaciones de la Hacienda Pûblica no aparece- 
la figura de audiencia al interesado a pesar de re- 
solverse en este procedimiento cuestiones que a ês­
tos les afecta de manera directa y efectiva.
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3â. Estriba en el dato de que mientras la LPA. 
memtiene una serie de cautelas en defensa de los in 
tereses privados como, ademâs de la audiencia, la - 
sanciôn de plazos por notificaciôn defectuosa (art^ 
culo 69 L.P.A.), en el procedimiento de gasto pûbli 
co el particular no es oîdo, ni recibe notificaciôn 
alguna.
La doctrina inducada se hace el planteamiento- 
del anâlisis del cômo y por que se han producido es 
tas paradojas y del cômo y por qué siguen permane - 
ciendo dos procedimientos paralelos que no encuen - 
tranpuntos de contacte entre si: el procedimiento - 
de habilitaciôn para la producciôn legal de un acto 
administrative y el procedimiento de habilitaciôn - 
para el gasto que este acto administrative puede te 
ner como consecuencia. En el primero se recoge to­
da una tradiciôn ya centenaria del Estado de Dere - 
cho. En el segundo se recoge una tradiciôn multi - 
centenaria que se remonta al "ancien régime" de de­
fensa de los intereses del fisco considerado toda - 
via como menor de edad con todos los privilegios in 
herentes a la minorîa civil de edad. La L.P.A. su- 
pone, pues, un apego a la defensa juridica del par-
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ticular en tanto que el procedimiento de habilita - 
ciôn de los gastos supone una defensa a ultranza de 
los intereses del fisco en los que ninguna partici- 
paciôn sé otorga (ni en audiencia preceptiva ni en 
notificaciones sanables) al particular interesado . 
Naturalmente que cuando administrativistas y fisca­
listes enfrentan a este problème se echan recîpro - 
camente la culpa, al modo en que los franceses di - 
cen a lo que denominamos nosotros "despedirse a la 
francesa", "filler a 1-anglais". Uno y otro defien 
den intereses légitimés centres de intereses tutela 
bles: el derecho del particular a ser oîdo y notifi 
cado debidamente y el derecho del fisco, que en de­
finitive es también todo conjunte de ciudadanos a - 
defender sus intereses a ultranza.
Se estima que la L.P.A. establece alguna remi- 
siôn al procedimiento de habilitaciôn de gastos; —  
as! en los articules 100 ô 116. Pero realmente la 
ûnica mèneiôn que no esté pensada precisamente con 
preocupaciôn de la defensa de la Hacienda Pûblica - 
es el artlculo 45, respecte a la eficacia demorada- 
de los actos administrativos.
Entendemos que las anteriores paradojas queda-
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rîan explicadas si se séparasen claramente los dos- 
âmbitos o pianos en que se desenvuelve la vida de - 
una obligaciôn. Nos èstamos refiriendo a las cir - 
cunstancias que concurren de una parte, en torno al 
nacimiento de la obligaciôn y, de otra, a aquellas- 
que se agrupan en torno al cumplimiento de esa mis­
ma obligaciôn.
Si hacemos una breve reflexiôn en relaciôn con 
el tratamiento que el derecho civil hace de estes - 
dos âmbitos observaremos que son tratados de forma- 
distinta, separada e independiente. Es decir, que 
el nacimiento de una obligaciôn no se condiciona, - 
normalmente, a la posibilidad o no del cumplimiento 
por parte del sujeto pasivo de la misma. Refiriéndo 
nos a las obligaciones que nacen de los contratos - 
y de los actos y omisiones ilîcitos (286') vemos que 
para el nacimiento de éstas serân requisites bâsi - 
cos la capacidad juridica y de obrar de los contra- 
tantes, los problèmes relâcionados con el consenti- 
miento de éstos, del objeto y causa de los contra -
(286) El articule 1089 del CÔdigo civil dispcne;
"Las cbligacicnes nacen de la ley, de los ccntratos- 
y cuasi contratos, y de los actos y omisiones ilicitos- 
o en que Intervenga cualquier género de culpa o negli - 
gencia".
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tos, la imputabilidad penal de los sujetos pasivos, 
de las correspondientes obligaciones.
Las obligaciones, una vez nacidas, tienen natu 
raleza y efectos propios y , entre éstos, se cuenta- 
como bâsico el de la necesidad del cumplimiento de 
la obligaciôn por parte del sujeto pasivo. Si este- 
cumplimiento no se produce en los términos o plazos 
oportunos se desencadenarân otra serie de efectos - 
previstos en el ordenamiento juridico o en los pac- 
tos individuales de las partes contratantes. Entre 
estos efectos, desde luego, no se cuenta la posibi­
lidad de que el sujeto pasivo de la obligaciôn pue- 
da decidir unilateralmente el incumplimiento de la 
prestaciôn a su cargo, y menos aûn, si se trata de 
obligaciones bilatérales cuando el obligado al cum­
plimiento ha recibido la contraprestaciôn a la que 
que se obligô la parte contraria. En este caso de 
obligaciones reciprocas, caso de que uno de los —  
obligados no cumpliere lo que le incumbe, el perju- 
dicado puede escoger entre exigir el cumplimiento - 
o la resoluciôn de la obligaciôn, con resarcimiento 
de danos y abono de intereses en ambos casos. Tam - 
bién podrâ pedir la resoluciôn, aûn después de ha—  
ber optado por el cumplimiento, cuando éste résulta
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re imposible (287).
Si pasamos de estos dos âmbitos del Derecho c^ 
vil al campo de la legalidad administrativa y finan 
ciera nos encontramos con idénticas circunstancias- 
en cuanto al nacimiento y cumplimiento de las obli­
gaciones. Existe un conjunto de normas reguladoras- 
de los actos que van a originar directa o indirecta 
mente, inmediata o mediatamente el nacimiento de —  
las obligaciones. Asimismo estas obligaciones pue­
den ser unilaterales, cuyo sujeto pasivo serâ la Ha 
cienda Pûblica, pero también serân, en gran medida, 
bilatérales o reciprocas en las cuales el cumpli —  
miento de la Hacienda Pûblica serâ la contrapartida 
de una contraprestaciôn recibida via adquisiciôn de 
bienes o servicios prestados en favor de ésta.
Al nacimiento de obligaciones podemos conectar 
las normas reguladoras de las competencias de los 
distintos ôrganos administrativos. Estos ôrganos —  
pueden producir actos y disposiciones générales de 
los cuales pueden derivarse obligaciones para la Ha
(287) artlculo 1124 del CÔdigo civil.
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cienda Pûblica. Pues bien, si estos actos se produ 
cen por ôrganos compétentes y ajustândose en todo - 
momento a las normas de procedimiento y con los re- 
quisitos que establece el ordenamiento juridico —  
aplicable a los mismos, si la actuaciôn administra- 
tiva se produce en estos términos, no vulnerando —  
ninguno de los preceptos aplicables o aun vulneran­
do preceptos en tal grado que den lugar a la produc 
ciôn de actos nulos de pleno derecho, en ambos ca - 
SOS estamos ante una actuaciôn administrative que 
ha dado lugar a una actuaciôn légitima de un terce- 
ro realizada en favor de la Hacienda Pûblica. De 
ta actuaciôn légitima se derivarân, en muchas oca - 
siones obligaciones econômicas para ésta. Taies - - 
obligaciones pueden ser vâlidas y deberân ser cum - 
plidas por las partes sujetas por el vlnculo obliga 
cional. Este cumplimiento serâ exigible con indepen 
dencia de la posibilidad o no del cumplimiento inme 
diato por parte del sujeto pasivo.
Es decir, sin perjuicio de tomar las medidas - 
oportunas tendantes a impedir puedan surgir obliga­
ciones econômicas a cargo de la Hacienda Pûblica —  
con base en actos nulos de pleno derecho, una vez -
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nacidas vâlidamente estas obligaciones, la Hacienda 
Pûblica (288) con independencia de las previsiones- 
financieras deberâ cumplirlas. Con este cumplimien­
to entraremos en la fase de liberaciôn de la Ha 
cienda Pûblica del vinculo obligacional a que se en 
contraba sujeta. Dicha fase aparecen las limitacio 
nes recogidas en el articule 60 de la Ley General - 
Presupuestaria que, por falta de crédito adecuado - 
y suficiente, impedirân el cumplimiento de aquellas 
obligaciones vâlidamente nacidas.
Ante esta circunstancia, los ôrganos de ges 
tiôn de la Hacienda Pûblica podrân impedir que si - 
gan naciendo obligaciones econômicas a cargo de és­
ta con base en la actuaciôn légitima a que haciamos 
referencia pero: ^podrân dejar de cumplir aquellas- 
obligaciones?
A nuestro juicio no podrân incumplirse estas - 
obligaciones porque:
- Han nacido con base en un titulo juridico vâ
(288) Ver articulo 42 y ss. de la L.G.P.
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lido desde el punto de vista del acreedor el cual ha realiza- 
do una actividad légitima que ha llevado impllcito- 
el cumplimiento de la prestaciôn a que se-comprome- 
tiÔ mediante una obligaciôn bilateral.
- Si se considerasen nulas/ por ser nulo el acto 
que les sirve de base, el acreedor debejria ser resar 
cido por los danos sufridos debidos al funcionamien 
to de los servicios pûblicos (289) o via enriqueci - 
miento injusto de la Hacienda Pûblica (290) .
Esta imposibilidad de cumplimiento deberâ ser 
transitoria y habrân de realizarse las actuaciones- 
que sean oportunas para que el Estado quede libera- 
do frente a sus acreedores y no habrâ de entenderse 
que la falta de crédito es una circunstancia que —
(289) EL articulo 40.1 de la L.R.J.A.E. dispone:
"Los particulares tendrân derecho a ser indemizados - 
por el Estado de toda lesiôn que sufran en cualquiera - 
de sus bienes y derechos, salve en los casos de fuerza- 
maycr, sionpre que aquella lesiôn sea ccnsecuoicia del 
funcicnamiento normal o anormal de los servicios pûbli­
cos o de la adopciôn de medidas no fiscalizables en via 
contenciosa".
(290) El articulo 1902 del CÔdigo civil dispone:
"El que por acciôn u omisiôn causa dano a otro, intervi 




-►A declarar nula, unilateralmente, una obliga 
ciôn vâlidamente nacida.
- A  considérât la falta de crédito como una —  
condiciôn suspensiva.
- A considérât que la obligaciôn no es exigi - 
ble. La obligaciôn es exigible por parte del acree 
dor. Lo que ocurre es que el sujeto deudor, Hacien 
da Pûblica, no se encuentra en condiciones de hacer 
la efectiva, de cumplirla, de liberarse del vinculo 
obligacional surgido de la actuaciôn normal o anor­
mal de los servicios pûblicos (291).
Consecuente con lo anterior es el articulo 43 
de la L.G.P., cuya referencia a la exigibilidad de 
las obligaciones de la Hacienda Pûblica debe ser ma 
tizada en el sentido de distinguir los condicionan- 
tes de su exigibilidad. Estas obligaciones sôlo son 
exigibles, dice la Ley;
(291) GARCIA GARCIA, J.L., "Prerrogativas y responsabilidades 
de la Admon." en Analisis de la L.G.P. I.E.F. Madrid, f- 
1977, pâg. 253.
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a) Cuando resulten de la ejecuciôn de los Pre­
supuestos Générales del Estado, de conformidad con- 
lo dispuesto en el artlculo 60 de esta Ley.
b) Cuando resultan de sentencia judicial firme
Yf
c) De operaciones de Tesorerla legalmente auto 
rizadas.
La expresiôn "sôlo son exigibles", segûn la —  
doctrina citada, no hace referencia al sentido téc- 
nico que pudiera tener el término en derecho comûn- 
de imposibilidad del acreedor de adoptar una acti - 
tud activa frente al deudor para la exigencia y —  
efectividad del cumplimiento de su crédito. Dicha - 
expresiôn, errônea desde el punto de vista técnico, 
se esta'refiriendo, a nuestro juicio, a très cami - 
nos, vlas o procedimientos a través de los cuales - 
sôlo es posible el cumplimiento de las obligaciones 
econômicas del Estado.
El primero de ellos es la via de ejecuciôn de 
los Presupuestos Générales del Estado. En esta via.
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existen dos limitaciones a la posibilidad de llevar 
a cabo el cumplimiento de tales obligaciones. La —  
primera es la necesidad de existencia de crédite - 
adecuado y suficiente de conformidad con lo estable 
cido en el articulo 60 de la Ley (292). La inexis - 
tencia de esta cobertura financiera implica la im - 
posibilidad de cumplimiento de la obligaciôn por —  
parte de la Hacienda Pûblica sin que por ello pudie 
ra decirse que ésta no es exigible. El acreedor le 
gîtimo puede utilizer todas las vlas que le ofrece 
el ordenamiento juridico para hacer efectivo su crê 
dito. Entre estas vlas, estâ la via jurisdicçional- 
como instrumente bâsico de garantie de respeto a —  
tal ordenamiento (293). Este incumplimiento en tiem 
po oportuno puede dar lugar, si se dan los presu —  
puestos de hecho previstos en la legislaciôn vigen­
te , a la exigencia de otras obligaciones que se pue 
den derivar de la principal incumplida, pago de in­
tereses de demora, otros danos, etc.
Otra limitaciôn que impide este cumplimiento,-
(292) O necesidad de que exista previsiôn financiera extrapre 
supuestaria.
(293) Ver artlculo 106 de la Ccnstituciôn.
410
es la prevista en el pârrafo dos de dicho artlculo: 
"si dichas obligaciones tienen por causa las presta 
clones o servicios a la Administraciôn Pûblica,el - 
pago no podrâ efectuarse si el acreedor no ha cum - 
plido o garantiza su correlativa prestaciôn. En es­
te caso la Ley se remite indirectamente a la régula 
ciôn de las obligaciones reciprocas del Derecho co- 
mûn segûn la cual una parte no estâ obligada ni se 
le puede exigir el cumplimiento de aquéllo a que se 
obligô si la otra parte no ha cumplido lo que le co 
responds (294).
En relaciôn con las obligaciones que resulten- 
de sentencia judicial firme podemos afirmar:
- Que las obligaciones incumplidas por falta - 
de crédito presupuesto o por otras circunstancias , 
no imputables al acreedor, es posible sean reconoc_i 
das en la via jurisdiccional (295). Si en esta vla- 
se resuelve en favor del acreedor de la Hacienda Pu 
blica y en contra de ésta el cumplimiento de la obli 
gaciôn ha de reconducirse a la via anterior de ejecu
(294) Ver artlculo 1124 del Côdigo civil.
(295) HAYON MERINE, I., ha escrito:
"Una decisiôn judicial firme puede crear obligaciones - 
del Estado o reconocer la exigibilidad de las mismas",- 
Gbr. cit., pâg. 65.
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ciôn presupuestaria. Si no hubiera crédito suficien 
te para cumplir la obligaciôn derivada de la senten 
cia judicial firme, estarîamos ante una nueva impo­
sibilidad de cumplimiento (296). , Todos los actos de 
ejecuciôn presupuestaria dirigidos al cumplimiento- 
de esta obligaciôn serîan nulos de pleno derecho - 
con base en el articulo 60 de la Ley General Presu­
puestaria (297).
Entendemos que los Tribunales tendrîan en cuen
(296) El articulo 44.2 y 3 de la L.G.P. dispcne;
"Dos. El cunplimiento de resolucicnes judiciales que —  
determinan cbligacicnes a cargo del Estado o de sus Qr- 
ganisnos autônanos corre^xsiderâ exclusivamente a la 
tcridad administrativa que sea ccmpetente por razôn de 
la materia, sin perjuicio de la facultad de suspensiôn^ 
o inejecuciôn de sentencias prévis tas en las Leyes. 
"Très. La autoridad administrativa encargada de la eje- 
cucién acordarâ el pago en la forma y ccn los limites - 
del re^jectivo presupuesto. Si para el pago fuese nece- 
sario un crédito extraordinario o un suplemento de cré­
dito, ddcerâ solicitarse de las Cartes uno u otro den - 
tro de los très meses siguientes al dia de notificaciôn 
de la resoluciôn judicial".
(297) Segûn GAPRIDO EAIIA, respecto del articulo 15 de la L.A 
C.H.P, el fallo del Tribunal condenatorio del Estado no 
vincula a las Cortes a la ccncesiôn del crédite corres- 
pcndiente. Pero incurren en responsabilidad los funcio­
narios ccnçetentes para soliciter lo si no lo hicieren - 
dentro del mes siguiente al dia de notificaciôn de la - 
sentencia (Arts. 108 u 109 U C A ) , "Tratado de Derecho - 
Administrativo, Tano II", p. 19. Ccnsideramos que el te 
ma es mas profundo caso de denegarse el crédito ya que- 
el Estado deberia cumplir la sentencia, incurriendo en 
responsabilidad por su incunplimiento ccn obligaciôn,al
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ta la circunstancia que se indica en el articule -
43.2 y no fallarlan en contra de la Hacienda Pûbli- 
ca si esta no ha recibido previamente las prestacio 
nés o servicios a que se obligô la parte opuesta en 
el vîcnulo obligacional o êsta ha garantizado su co 
rrelativa obligaciôn.
Respecte del apartado c) anterior, es decir, - 
obligaciones que resultan de operaciones de Tesore- 
rla legalmente àutorizadas, entendemos que la Ley - 
se estâ refiriendo al cumplimiento:
- De obligaciones derivadas de devoluciôn de 
cantidades que determinados acreedores depositaron- 
en las Cajas del Tesoro, ingresados indebidamente o 
para garantizar operaciones determinadas o aplica - 
das transitoriamente a conceptos de acreedores, etc
- De anticipes autorizados legalmente a reali- 
zarlos per el concepto de deudores de las operacio-
menos, de pagar intereses al acreedor.
Ver GONZALEZ FEREZ, en "La sentencia administrative. Su 
impugnaciôn y efectos". Madrid, 1954, pag. 307 y ss. y 
"Derecho Procesal Administrative", Tone II, Madrid, —  
1957, pâgs. 733 y ss.
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nés de Tesorerîa, como anticipes de retribuciones - 
de personal, participaciones locales, etc., que se 
cancelarân con posterioridad en la forma legalmente 
establecida.
En estas operaciones se da la circunstancia de 
no existir crédite limitative presupuestario que im 
pida su realizaciôn, per tal motive las limitacio - 
nés impuestas serân la autorizaciôn legal y la exi£ 
tencia de fondes para hacer estes anticipes.
En estas obligaciones exigibles pueden çoncu - 
rrir, como ha quedado indicado, la circunstancia de 
que la Hacienda Pûblica esté imposibilitada legal - 
mente para su cumplimiento en tiempo oportuno, pero 
al mismo tiempo ocurre que este sujeto goza de la—  
prerrogativa de inembargabilidad de su patrimonio - 
(298) lo cual implica que existan obligaciones naci- 
das vâlidamente, que sean exigibles, que exista im- 
posibilidad de cumplimiento y que el acreedor, in -
(298) El artîculo 44.1 de la L.G.P. dispcne;
"Los Tribunales, Jueces y Autoridades administrativas - 
no podrân despachar mandamientos de ejecuciôn, ni die - 
tar providencias de embargo centra los derechos, fendos 
valores y bienes en general de la Hacienda PlSblica".
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cluso con una resolucion judicial declarando su de­
recho al credito, se encuentre impotente frente al 
deudor dadas las prerrogativas de este sujeto, Ha - 
cienda Pûblica (299). Efectivamente, en virtud de-
(299) RODRIGUEZ BEREIJO, A. ha escrito:
"Estas consideraciones nos ponen de relieve la precarie 
dad en que se encuentra el particular acreedor trente - 
al Estado, por "la doble dificultad que supone la efec- 
tividad de los derechos pecuniarios trente a la Adminis^ 
tracion: de una parte, ningun Tribunal puede despachar- 
mandamientos de ejecuciôn ni dictar providencias de em­
bargo contra la Hacienda: si esta es vencida en juicio, 
a la propia Administracion compete acordar la forma de- 
pago, pidiendo en su caso a las Cortes un credito extra 
ordinario e incurriendo en responsabilidad civil y cri- 
mincü. los tuncionarios compétentes que no inicien la —  
tramitacion del crédito extraordinario en el plazo de - 
un mes desde la notiticaciôn de la sentencia; de otra - 
parte, vencida o no en juicio, la Administracion solo - 
puede satistacer las obligaciones comprendidas en la - 
Ley de Presupuestos u otras leyes especiales.
"El cumplimiento de lo preceptuado en el artîculo 108 - 
de la L.J.C.A., en orden al deber de la Administraciôn- 
de iniciar los trâmites para la solicitud de un crédito 
extraordinario o de un suplemento de crédito con que - 
atender al pago de los derechos de los particulares re- 
conocidos y declarados en sentencia firme, plantea un - 
interesante problema, a saber: "<?Està vinculado el Le - 
gislativo a la aprobaciôn de dichos crédites o no? La 
doctrina no es unanime en este punto. Algunos autores - 
se inclinan por la tesis de que el tallo del Tribunal - 
ccmpetente no vincula a las Cortes, en el sentido de es 
tar (^ligadas a concéder los crédites necesarios para - 
atender al pago de dichas dDligaciones.
"Es évidente que la etectividad de los derechos de los 
particulares trente al Estado estâ tuertemente condicio 
nada por la necesidad de aprobaciôn de la Ley de Presu­
puestos, de modo que sin la consignaciôn de crédites en 
el estado de gastos, la Administraciôn no puede pagar - 
ni los particulares exigir el pago de las obligaciones- 
del Estado. Pero si se atirmase -ccmo se ha hecho en - 
doctrina (MORTARA)- que ni la Administraciôn tiene el - 
deber de solicitar del Legislative (Parlamente) los cré
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estas prerrogativas los Tribunales, Jueces y - 
Autoridades administrativas no pueden despachar man 
damiento de ejecuciôn ni dictar providencias de em-
ditos presupuestarios necesarios para atender a las —  
obligaciones pendientes del Estado, ni el Parlamento —  
tiene el deber de concéder los; ello sijpondrîa, en la —  
prâctica, que el Estado, mediante la Ley de Presupues - 
tos, podrîa rehusar (suspender) indefinidamente el pago 
de sus obligaciones vâlidamente contraidas, dejando sin 
efecto los derechos subjetivos de los particulares, ne- 
gando simplemente los fondos necesarios para ello. Y - 
ccmo el particular acreedor no dispone de ningun medio- 
de tutela jurisdiccional que le garantice la satisfac - 
ciôn inmediata de su derecho, puesto que ni la eventual 
sentencia del juez tendrîa por si sola otros efectos —  
que los meramente declarativos, ni cabria la ejecuciôn- 
forzosa sobre el patrimonio del Estado, entonces, ^a —  
que quedaria reducida la afirmaciôn de que las obliga - 
clones del Estado no se extinguen por la falta de con—  
signaciôn en el Presiçuesto de los créditos correspon - 
dientes?, <îde que servirîa decir que el Presupuesto no 
anula el tîtuLo mismo del derecho de crédito del parti­
cular; esto es, que la consignaciôn presupuestaria no - 
condiciona la existencia, sino tan solo la exigibilidad 
de las obligaciones del Estado? Verdaderamente, a muy 
poca cosa, pues un derecho de crédito en taies circuns- 
tancias se resolverîa, para decirlo con las palabras de 
MORTARA, en "una mera abstracciôn jurîdica".
"Por estas consideraciones, estimamos mâs correcta la - 
tesis que sostiene el deber del Parlamento de aprobar - 
las consignaciones de créditos necesarias para tal fi - 
nalidad, pues de otro modo la efectividad de los dere - 
chos de crédito de los particulares contra el Estado po 
drîa encontrarse con una traba insuperable. Ccmo dice - 
A. D. GIANNINI, el deber de la Administraciôn de soli - 
citar la consignaciôn presupuestaria correspondiente —  
y el deber del Parlamento de no rechazarla son deberes- 
"cuyo cumplimiento se rànite al correcto ejercicio de - 
los poderes estatales". Aunque no se nos ocultan las di 
ficultades que surgen para la admisibilidad de esta te­
sis del hecho que el Legislative, en el ejercicio de —  
sus funciones, unicamente se encuentra vinculado por el 
respeto de las leyes constitucionales", en "Presipuesto 
del Estado", Madrid 1970, pâgs. 292-293.
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bargo contra su Patrimonio(300). Ahora bien,aparte- 
de que estas prerrogativas no pueden hacerse valer- 
frente a sujetos no sometidos al ordenamiento juri- 
dico espanol(301), ellas no deben ser utilizadas ar 
bitrarlamente para dejar de cumplir obligaciones va 
lidamente nacidas y la Hacienda Pûblica,como cual - 
quier otro sujeto de derecho,debe velar para que no 
se produzcan tales hechos.En este sentido los orga- 
nos compétentes para producir actos de los cuales - 
se generarân obligaciones para la Administracion —  
Pûblica que deberâ velar, antes de producir dichos- 
actos,si cuentan con cobertura financiera suficien- 
te para hacer frente a aquellas obligaciones,de for 
ma similar a las cautelas que debe tomar cualquier-
(300) Ver BAYGNMARINE, I., Cb.cit., pâgs. 76 y ss
(301) Ver embargo de buque de Guinea en Valencia.
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otro sujeto individual o colectivo cuando se obliga- 
en el mundo del derecho. Cualquier sujeto mediana- 
mente razonable deberâ prever los medios finaneie"- 
ros necesarios para hacer frente a las obligaciones 
que adquiere pues éstas no van a ser nulas, no se - 
van a rescindir por voluntad de éste ni van a que—  
dar condicionadas a la previsiôn financiera del su­
jeto obligado. Si llegado el momento del cumplimien 
to de la obligaciôn y êsta no se llevara a efecto,- 
la obligaciôn no perderla, por tal motivo, su natu- 
raleza y el Derecho ofrecerâ el acreedor de tal —  
obligaciôn los mecanismos necesarios tendentes a —  
que dicha obligaciôn se cumpla, incluse y ademâs, - 
acompanada del resarcimiento de los danos o perjui- 
cios que hubiera podido ocasionar al creedor tal —  
incumplimiento, hasta los limites en que esto sea - 
posible.
Si los ôrganos mèneionados no velan por evitar 
la producciôn de actos generadores de obligaciones- 
que no van a contar con cobertura financiera sufi - 
ciente, como hemos afirmado, entendemos que en mu - 
chos casos, las obligaciones serân vâlida indepen - 
dientemente de esta cobertura. En caso de imposibi-
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lidad de cumplimiento por parte de la Hacienda Pû - 
blica el acreedor podrâ seguir los procedimientos - 
oportunos tendentes a conseguir su crédito incluî - 
dos danos que la Hacienda Pûblica deberâ satisfacer 
a nuestro juicio, con independencia de que esta re£ 
ponsabilidad pueda derivarse hacia los ôrganos cau­
santes de taies danos, como mâs adelante estudiare- 
mos.
Tras estas afirmaciones pudiera pensarse que - 
la Hacienda Pûblica es un sujeto capaz de sujetarse 
mediante obligaciones vâlidas a las cuales no podrâ 
hacer frente en muchos casos por procéder de una —  
pluralidad de Ôrganos capaces de generar estas obl^ 
gaciones con independencia de los limites del arti­
cule 60 de la L.G.P., dado que este precepto no es 
aplicable a su actuaciôn légitima que se produce - 
generando obligaciones econômicas vâlidas, con base 
en actos de los organos administratives compétentes 
aunque estos actos puedan resultar nulos de pleno - 
derecho por no contar con crédito suficiente en el 
correspondiente presupuesto.
Pues bien, para evitar esta aparente paradeja.
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ademâs de las precauciones que deben tomar los Ôrga 
nos de gestiôn, existe un instrumente que coadyuva- 
a evitar se produzcan estos posibles efectos no de- 
seables, para la Hacienda Pûblica, para sus acreedo 
res y para el mundo del Derecho en general. Este - 
instrumente es la instituciôn de control interne de 
legalidad financiera de la Hacienda Pûblica que ve- 
larâ por que la Administraciôn de êsta se ajuste a 
las disposiciones aplicables en cada caso y, desde 
luego, esta actividad de control tendrâ muy en euen 
ta, no solamente el ajuste de la legalidad de los - 
actos que den lugar al nacimiento de las obligacio­
nes sino tambiên la posibilidad de su cumplimiento, 
para lo cual es requisite indispensable la cobertu­
ra financiera.
Como hemos visto esta cobertura financiera no 
se agota en los crédites presupuestos limitados por 
el articule 60 de la L.G.P. o con posibilidad de am 
pliaciôn o modificaciôn prevista en esta misma Ley, 
sino que puede provenir de otras fuentes financie - 
ras extrapresupuestarias. -
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2.2. El control interne de la administraciôn econô-
mico-financiera pûblica.
2.2.1. Concepto.
Desde la definiciôn escueta contenida en el - 
diccionario de la Real Academia que considéra el —  
término de control como comprobaciôn, verificaciôn- 
o inspecc i ô n , hasta los autores que han querido de£ 
entrahar el contenido, los limites y el objeto del- 
mismo, ha existido gran preocupaciôn entre los estu 
diosos del control por definirlo y concretarlo en - 
termines expresos, y hasta aquêllos que abominan de 
esta palabra por consistir en un barbarisme y por - 
ser una palabra de contenido muy amplio y sin mati- 
ces que se adopta con significaciôn têcnico-jurîdi­
ca (302).
La doctrina (303) afirma que el término control 
es un término equlvoco, de significado ampliamente-
(302), BODRIGÜEZ MDRO, N., "Enciclcpedia Jurldicâ", F.Seix, p. 
844.
(303) GARCIA DE LA MDRA, "El Derecho Presupuestario o Conta - 
ble ccmo ordenamiento del control de la Hacienda Pûbli- 
ca", Revista Ehcultad de Derecho, p. 40, Madrid, 1978.
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desmesurado, tras el que, con frecuencia,. se ocultan 
problemas profundamente divergentes y se pueden dar 
sobre êl tantos conceptos cuantos sean los carapos - 
en que el mismo se utilice. De ello, quizà , se de 
rive el que la mayor parte de las veces la doctrina 
que se refiere al término control lo utiliza en un 
sentido amplio y no técnico. (304)
(304).GARCIA DE LA MORA, L., entiende por control financiero, 
ccmo control de la Hacienda Pûblica, "el conjunto de —  
medidas y dispositivos adoptados por el ordenamiento pa 
ra asegurar en un grade mas o menos amplio la legitimi- 
dad, regularidad e incluse conveniencia de la actividad 
financiera desarrollada por los entes pûblicos, o sea, 
su correspondencia a las normas o reglas dispuestas pa­
ra ella explîcitamente por el mismo, de tal modo que el 
dinero püblico, obtenido coactivamente con el sacrifi - 
cio de los contribuyentes, sea destinado solamente en - 
la forma prevista por el ordenamiento jurîdico y para - 
los fines institucionales que de él se desprenden en ca 
da memento histôrico", en "Derecho Presupuestario o Con 
table, ccmo ordenamiento del control de la Hacienda Pu- 
blica", R. de la Facultad de Derecho de la Uhiversidad- 
Canplutense, Madrid, pag. 51.
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En un primer sentido (muy amplio), control ha- 
ce r e f e r e n d a  a poder de supervision o de superpos_i 
ciôn sobre decisiones ajenas, poder decisorio sobre 
determinadas materias... como tambiên informaciôn - 
de lo que sucede, conocimiento de la marcha de una 
empresa, etc. (305).
Asimismo, se puede hablar de acciôn de revi • 
siôn, cotejo, averiguaciôn o constataciôn. Acciôn 
de un ôrgano o persona sobre lo operado por otros 
para certificar la conformidad de ello con normas 
pree s t a b l e d  das .
Tambiên comprobaciôn de la correspondencia y -
(305) GARCIA DE LA MORA, Cb.ct., pag. 41.
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la congruencia de una conducta con el fin de alcan- 
zar, esto es, la determinaciôn de la legitimidad de 
un acto o del comportamiento de un.sujeto por parte 
de cualquiera que posea este poder.
ALLEGJŒTTI entiende el control'con el signif i- 
cado de tutela o de garantie, como contrapuesto al 
concepto que êl llama "gobiemo" . A su vez, distin 
gue para ambos términos dos acepciones, una sustan- 
cial y otra formai. En sentido sustancial, control 
y gobierno serian dos fune iones; en sentido formai, 
la distinciôn de los dos conceptos se refiere a dos 
diferentes niveles (formales) présentes en el ejer­
cicio de la funciôn.
DI RENZO, partiendo de la contraposiciôn de un 
concepto amplio y otro estricto de control, ha glo- 
sado el primero como simple "juicio de regularidad" 
(prescindiendo tanto de la existencia de un poder - 
sancionador como de las relaciones entre contrôla - 
dor y controlado), donde cabria hasta la actividad- 
consultiva —consistante tambiên êsta en un juicio o 
en un dictamen— , o como control de carâcter "econô- 
mico-direccional" (contrôles sobre las empresas, -
424
etc), en el cual caben las figuras tanto del "con - 
troller" presupuestario ("budgeting") del ârea fran 
cesa, como el auditor del ordenamiento americano, - 
asimilables en cierta medida a la actividad de coor 
dinaciôn y vigilancia desarrollada en Italia por el 
Ministerio de las Participaciones Estatales.
Por el contrario, el mismo autor opone, en el- 
derecho püblico, su concepto "dogmâtico", "acompana 
do al elemento lôgico de reexamen o revision una po 
testad de traducir los resultados del propio juicio 
en una autônoma manifestaciôn de voluntad que se —  
concrete en un elemento obstativo o represivo o san 
cionador respecto al supuesto de hecho controlado , 
en el caso de que tal juicio sea negative" (306).
Entre los estudiosos de este concepto podemos- 
citar, ademâs de los indicados:
- E. LOITSBERGER, que considéra el control, co 
mo examen, revisiôn o tambiên vigilancia. Es la po£ 
terior ejecuciôn mental, o repeticiôn mental de una
(306)DI RENZO, F., "Instituzicni di ccntabilita di Stato", - 
Rona, 5â edic. 1969, p. 727.
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actividad o de un proceso, que termina en la compro 
baciôn de si se cumplieron los objetivos propuestos 
o criterios del control (307).
- HANS SCHAFER (308) define "el control de la - 
economia financiera pûblica" diciendo que "estâ —  
constituîdo por la totalidad de los dispositivos y 
medidas de carâcter técnico y politico que se ocu - 
pan de fiscalizar la gestiôn financiera del sector- 
pûblico". Para êl, fiscalizar consiste en procéder 
a una comparaciôn entre el ser y el deber ser, con 
un juicio subsiguiente acerca de las dos situacio - 
nés contrapuestas.
Para FABRE y ALBINANA (309) en el âmbito de las 
financiaciones pûblicas, la nociôn de control evoca 
la idea de verificaciôn, es decir, el hecho de ase-
(307) E. LOITSBERGER, "Criterios de control", Berlin, 1974, - 
citado por FERNANDEZ VICTORIO Y CAMPS, S., "El ccntrol- 
extemo de la actividad financiera de la Administra —  
ciên Pûblica", Institute de Estudios Fiscales, Madrid , 
1977, pâg. 12.
(308) HANS SCHAFER, "El control de la econcmla financiera pû­
blica" , en Revista de Presupuesto y Gasto Püblico, nûm. 
2, pâg. , Madrid, 19
(309) FABRE Y ALBINANA, "El control de la Hacienda Pûblica" , 
pâg. 8, Madrid, 19
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gurarse de que algo estâ bien, tal y como ha sido - 
declarado o definido, o bien cômo deber ser con re^ 
pecto a una norma dada.
- MENDIZABAL ALLENDE (310) trata el tema de la 
fiscalizaciôn financiera remitiéndose al italiano - 
ALESSI, para el cual la funciôn de control o fisca­
lizaciôn pretende garantizar que los ôrganos acti - 
vos actûen de conformidad con las leyes y segûn la 
efectiva oportunidad en relaciôn con el concrete —  
interés püblico senalado como fin.
De las anteriores afirmaciones se deduce que - 
el término control no ofrece un sentido unîvoco. - 
Ello no impide el que la definiciôn del mismo pueda 
asirse en cuatro notas caracterîsticas o bâsicas, - 
que hacen referencia: a) al control como funciôn de 
revisiôn y juicio; b) a la existencia, en general , 
de dos sujetos, controlador y controlado; c) a la 
existencia de una potestad, legitimaciôn para revi- 
sar y enjuiciar, y d) a la necesidad de que exista- 
un término de comparaciôn, es decir, que sirva de -
(310). MENDIZABAL ALLENDE, "Revista de Administraciôn P(3blica" 
nûmero 46, pâg.
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referencia para homologar la actividad real objeto- 
del control (comparaciôn: ser y deber ser). Con ba 
se en estas ideas, entendemos que el concepto de —  
control podrîa concretarse diciendo que es la fun - 
ciôn de revisiôn y juicio realizada por un sujeto - 
(controlador) sobre otro (controlado) en uso de las 
facultades que le conf1ere el ordenamiento vigente, 
a fin de verificar si determinados actos o comporta 
mien-tos de este se ajustan a normas jurîdicas, prin 
cipios o criterios preestablecidos (311) .
Podemos destacar de esta definiciôn los* si —  
guientes aspectos:
Se trata de una actividad realizada por un su­
jeto dotado de potestad para llevar a cabo la mis - 
ma.
Esta potestad legitimadora se dériva o estâ —  
conferida al sujeto controlador por el ordenamiento 
jurîdico vigente.
(311) Segûn el Censéjo de Estado (Dictamen de 8 de junio de - 
1967, num. 35.463): "La InterveneiÔn (General de la Admi 
nistraciôn del Estado no efectua un mero control conta- 
ble ni tiene unas funcicnes meramente restrictives del - 
gasto, sino que opera un verdadero control de legalidad'.
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Requiere la existencia de otro sujeto, contro­
lado, que estâ obligado a soportar la actividad de 
control sobre sus actos o comportamientos.
Por ultimo, serâ necesario basarse en normas,- 
principios o criterios preestablecidos que sirvan - 
de referencia para enjuiciar aquelles actos o com-- 
portamientos.
Este control, que se configura como seguimien- 
to critico de una actividad, adquiere la denomina - 
ciôn de control interne cuando el ôrgano de control 
se inserta dentro de la estructura del ôrgano con - 
trolado (312) y en Espana, refiriéndonos a la Admi­
nistraciôn General del Estado se ejerce a traves de 
las siguientes modalidades:
- Control de legalidad o funciôn interventora,
- Control de eficacia,
- Control econômico-financiero.
El control interne de legalidad se refiere al 
articule 16.2 de la L.G.P., indicando que "tiene -- 
por objeto controlar todos los actos de la Adminis-
(312) Para GARCIA DE LA MORA, L., " es falsa la altemativa
de control interne o control extemo, pues ambos, con - 
distinto alcance, bajo diversas perspectivas y con dife
rentes efectos, son necesarios ", en "El Derecho Pre-
sipuestario o Contable ccmo ordenamiento del Control de 
la Hacienda Pûblica", Revista de la Facultad de Derecho 
de la Universidad Ccmplutense, Madrid, pâg. 58.
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tracion del Estado y de sus Organismos autono­
mes, que den lugar a reconocimiento de derechos y de 
obligaciones de contenido econômico,asi como los in 
gresos y pages que de elles se deriven y la recauda 
ciôn,inversion o aplicaciôn en general de los cauda 
les pûblicos, con el fin de asegurar que la admini£ 
traciôn de la Hacienda Pûblica se ajuste a las dis­
posiciones aplicables en cada caso (313).
Supone este articule la plasmaciôn en la norma 
bâsica reguladora de la Administraciôn de la Hacien 
da Pûblica de los principios que venîan figurando - 
en normas anteriores de este carâcter y sus comple- 
mentarias. Entre elles podemos citar:
- Articule 71 de la L.A.C.H.P.: "La Interven - 
ciôn General de la Administraciôn del Estado tendrâ 
el doble concepto de centre directive de la Contabi 
lidad administrât!va y centre encargado de interve­
nir los ingresos y pages del Estado y de fiscalizar 
los actos de la Administraciôn pûblica que los pro­
duzcan
- Articule 73 de la L.A.C.H.P. de 1911, segûn-
(313) La exposiciôn de motives del D. de 7-1-1874 indica:
"...el GdDiemo considéra que el Interventor General de 
la Adninistraciôn del Estado, cuya alta y noble misiôn- 
consiste en velar por la exacta aplicaciôn de las Leyes 
y por la guarda y légitima inversiôn de los caudales de 
las rentas y de toda clase de pertenencias del pais "
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el cual:
"Corresponde al mismo Centro, por razôn de su 
misiôn interventora y fiscal:
1. Exigir de todas las dependencias del Estado 
sin distinciôn de ramos o Ministerios, o de quien - 
corresponde, cuantos informes, estados, documentes, 
u otros comprobantes, considéré utiles o conducen - 
tes a los fines de su instituciôn.
2. Inspeccionar, por si o por medio de Delega- 
dos, todas las dependencias y establéeimientos de - 
Guerra y Marina, en cuanto se refiera a los servi - 
cios que produzcan liquidaciôn y pago de obligacio­
nes .
3. Entablar, por sî o por medio de sus Delega- 
dos, los recursos de apelaciôn y nulidad que autor^ 
cen las leyes y reglamentos de procedimientos para- 
procurar que las autoridades superiores del ramo de 
Hacienda revoquen los actos y resoluciones que pa - 
rezcan perjudiciales para los intereses del Tesoro.
.- Artîculo 2 del Decreto de 28 de septiembre - 
de 1935, al disponer: "fiscalizaciôn previa de todo 
acto, documento o reclamaciôn que produzca derechos, 
obligaciones, ingresos, pagos, entradas o salidas de
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articules y efectos de las Cajas, almacenes y esta­
blée imientos del Estado, asî como la de todo acto - 
administrative que implique reconocimiento de una - 
obligaciôn del Estado antes de que se dicten résolu 
ciôn de los Departamentos ministeriales o autorida­
des compétentes y se ejercerâ previo informe en to­
do expediente o liquidaciôn en que se trate del ex- 
presado reconocimiento".
- Articule 20.1 del Reglamento de 3 de marzo - 
de 1925, hoy vigente, segûn el cual: "Se entiende - 
por intervenciôn crîtica o fiscalizaciôn previa del 
reconocimiento de obligaciones o gastos la facultad 
que compete al Interventor general de la Administra 
ciôn del Estado o a sus Interventores-Delegados pa­
ra examinar, antes de que se dicte el correspondien 
te acuerdo, todo expediente o documento en que se - 
formule una propuesta de gasto, con objeto de cono- 
cer si su contenido y tramitaciôn se han ajustado a 
las disposiciones légales que en cada caso sean —  
aplicables."
- Articule 2.1 del Real Decreto 1124/1978, de 
12 de mayo, Instrucciôn provisional, que dispone : - 
"La funciôn interventora prevista en el artîculo -
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16.2 de la Ley General Presupuestaria de 4 de enero 
de 1977 tendrâ por objeto la fiscalizaciôn de todos 
los actos de la Administraciôn del Estado y de sus- 
Organismos autônomos que den lugar al reconocimien­
to de derechos y de obligaciones de contenido econô 
mico asî como los ingresos y pagos que de ellos se 
deriven, y la recaudaciôn, inversiôn o aplicaciôn - 
en general de los caudales pûblicos, con el fin de 
asegurar que la administraciôn de la Hacienda Pûbl^ 
ca se ajuste a las disposiciones aplicables en cada 
caso".
2.2.2. Ambito.
La delimitaciôn del âmbito de la funciôn inter 
ventora présenta los problemas tîpicos de la delimi 
taciôn de otros objetos de conocimiento incardina - 
dos en el mundo del Derecho. A este âmbito puede - 
llegarse utilizando la via de la consideraciôn sub- 
jetiva en coordinaciôn con la via objetiva de anâli 
sis (314).
1314) Para BAYON MARINE, "la funciôn de control atiende a to­
da gestiôn administrative de fondos pûblicos) segûn la 
esfera que se estudie se refiere la funciSn de control- 
con mayor o mener intensidad", en Ob. cit., pâg. 248.
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Desde el punto de vista subjetivo los actos su 
jetos a control interno de legalidad han de produ - 
cirse por Ôrganos con competencia financiera dentro 
de la Administraciôn General del Estado y sus Orga­
nismos autônomos. Hay que resaltar que no es preci­
se estên encuadrados dentro de la estructura orgâni 
ca del Ministerio de Hacienda pues la instituciôn - 
de la Hacienda Pûblica excede de los limites de es­
te Ministerio (315). Estos ôrganos estarân disemina- 
dos por toda la Administraciôn Pûblica y para deter 
minarlos habrâ que analizar en cada caso que compe­
tencies tienen atribuidas. Estas competencies pue - 
den estarles atribuidas directamente por la legali­
dad vigente o mediante actos concretos de delega —  
ciôn.
Dichos ôrganos sôlo pueden ser encuadrados:
A) En servicios de la Administraciôn General - 
del Estado: en ellos pueden ejercer las competen —  
cias:
a) Be^Decto de gastos:
(315) Ver artîculo 2 de la L.G.P.
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- Organos superiores del Estado y
- Los Ministros; competencia directa (articule 
74 L.G.P.),
- Los.Subsecretarios, Directores Générales,etc 
Mediante delegaciôn.
Respecto de los pagos:
- Ministerio de Hacienda, Direcciôn General —  
del Tesoro, Delegados de Hacienda y demâs Ordenacio 
nés de Pagos secundarias (artîculo 75 L.G.P.).
b) Respecto de los ingresos:
Los Ôrganos que tengan a su cargo competencias 
de liquidaciôn, recaudaciôn, inspecciôn, etc., de - 
los distintos tributos y la custodia, movimiento de 
fondos o valores, etc.
B) Organismos autônomos:
a) Respecto de gastos y pagos:
Los Directores o Présidentes, competencia ori- 
ginaria y otros Ôrganos con competencia delegada.
b) En cuanto a ingresos:
Los ôrganos con competencia para liquidar, re-
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caudar, custodiar, inspeccionar, etc., asi como los 
que tengan a su cargo la custodia, movimiento de es 
tos fondos o valores, etc.
No obstante lo anterior, quedan fuera de este 
control, en la fase de intervenciôn previa, una sé­
rié de Organos encuadrados en la Administraciôn Ge­
neral del Estado entre los que debemos citar:
- Las Cortes Générales y el Consejo General —  
del Poder Judicial, cuya exclusiôn se debe a razo - 
nés obvias, pues estamos refiriéndonos a un control 
interno de la Administraciôn pûblica.
- No se justifica tan claramente la exclusiva- 
de los gastos incluîdos en la secciôn general del - 
Presupuesto correspondiente a la Casa de Su Majes - 
tad el Rey.
Tambiên se estân produciendo en la actualidad- 
inmunidades de control a que nos estamos refiriendo 
a través de la têcnica de modificar la naturaleza - 
juridica de los Organismos autônomos controlados, - 
transformândolos en Sociedades estatales. Esta —
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transformaciôn, en la prâctica, se fundamenta en di 
versas razones, pero entre ellas, no deja de ser bâ 
sica la idea de exclusiôn del control interno de le 
galidad.
Para determinar el âmbito de este control des­
de el punto de vista objetivo hemos de partir de la 
consideraciôn objetiva de la Hacienda Pûblica ( 316 ) , 
La funciôn de control tiene por objeto controlar un 
conjunto de actuaciones de las cuales se van a deri 
var aquel conjunto de derechos y obligaciones de - 
contenido econômico, los ingresos y pagos derivados 
de ellos y la recaudaciôn, inversiôn o aplicaciôn - 
de los caudales pûblicos ( 317) .
La determinaciôn del objeto de la funciôn in - 
terventora se concibe desde el punto de vista obje­
tivo con bastante amplitud pues se refiere a cual - 
quier actuaciôn de la cual se deriven derechos u -
(316). EL artîculo 2 de la L.G.P. dice:
"La Hacienda Pûblica, a los efectos de esta Ley, estâ - 
ccnstituîda por el conjunto de derechos y de obligacio­
nes de contenido econômico cuya titularidad corre^xande 
al Estado o a sus Organismos autûncmos".
(317). Ver artîculo 16 de la Ley General Presupuestaria.
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obligaciones para la Hacienda Pûblica y sus conse - 
cuentes realizaciones (318). No se detiene en el —  
concepto de acte, se extiende a otrbs conceptos mâs 
amplios como documente o expediente.
Se refiere tanto a derechos como a obligacio - 
nés de contenido econômico, si bien la forma y al - 
cance en que se ejerce el control de unos y otras - 
es diferente.
Desde el punto de vista objetivo existen deter 
minadas actuaciones que estân excluîdas parcialmen- 
te de este control. Nos referimos a aquelles gas - 
tes que no estân sujetos a intervenciôn previa (319) 
como son:
- Gastos de material no inventariable,
- Gastos de carâcter periôdico y demâs de trac 
te sucesivo: En este apartado pueden incluirse gas­
tos de personal, arrendamiento de bienes, arrenda - 
miento de servicios, e t c . , que cumplan les requisi­
tes de periodicidad en el vencimiento y fijeza en - 
sus cuantlas.
(318)Ver articules 92 y 93 de la L.G.P.
(319)Ver articule 95 L.G.P.
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Hay que hacer constar que todos estos gastos - 
han de ser intervenidos, con carâcter previo, en su 
période inicial. Con posterioridad se élimina esta 
fase del control puesto que s61o es precise consta­
ter que las cantidades que se acreditan son idénti- 
cas en périodes sucesivos, y este puede realizarse- 
en la intervenciôn formal y en la material del pa - 
go.
En la delimitaciôn objetiva del âmbito de con­
trol debemos resaltar determinados problèmes que no 
siempre han side esclarecidos y no résulta fâcil —  
llegar a conclusiones ultimas. No obstante, estimâ­
mes oportuno en el presente trabajo realizar algu - 
nas consideraciones en torno a los mismos.
En primer lugar queremos referirnos a la inclu 
siôn o no dentro del âmbito del control interne de 
legalidad de las disposiciones administratives de - 
carâcter general (320). Podemos distinguir:
(320) El articule 23 de la L.R.J.A.E. dispcne:
" 1. Ninguna dispos ici&i administrative podrâ vulnerar - 
los preceptos de otra de grade superior.
"2. Las disposicicnes administrativas de carâcter gene­
ral se ajustarân a la siguiente jerarquia normative; 
"Primero, Décrétés; segundo, Qrdenes acordadas per las
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a) ActuaciÔn del Consejo de Ministres:
No ponemos en duda que la actuaciôn del Conse- 
jo de Ministres, debe ser exclulda del control in - 
terno de legalidad:
- Cualquiera que sea su forma de manifestaciôn 
bien sea a traves de actes administratives, généra­
les o singulares, o bien se exprese mediante actos- 
normativos (reglamentes) que contribuyen a la forma 
ciôn del bloque de legalidad, derecho objetivo u or 
denamiento jurîdico positive.
Las razones de esta exclusiôn pueden fundamen- 
tarse en las competencias de este ôrgano en rela —  
ciôn con el citado control. El Conseje de Minis —  
très es el Ôrgano supremo de control interne y sus 
competencias pueden superponerse a los juicios e in 
formes desfavorables de la Intervenciôn General de 
la Administraciôn del Estado en relaciôn con las —  
propuestas de gasto y page que se sometan a la con-
Conisiones Delegadas del Gobiemo; tercero, Qrdenes mi­
nister iales; cuarto, Disposiciones de autoridades y Ôr- 
ganos inferiores, segûn el orden de su respective je —  
rarqula".
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sideraciôn de ésta (321). En aquellas propuestas - 
de gasto en las que se inicie el procedimiento de - 
discrepancia entre los ôrganos gestores del gasto - 
pûblico y la Intervenciôn General de la Administra­
ciôn del Estado o en aquellos supuestos en que los 
gastos realizados no se hubieran sometido a la con- 
sideraciôn de esta el Consejo de Ministres puede —  
autorizar y convalidar los correspondientes gastos- 
( 322) .
b) Actuaciôn de las Comisiones Delegadas del - 
Gobierno y de los Ministres.
Todo ôrgano de la Administraciôn Pûblica, esta
(321). El articule 98.a) y b) de la L.G.P. dispcne a este res 
pecto;
"Une. Cuando el ôrgano al que afecte el reparo no estâ 
conforms con el mismo, se procederâ de la siguiente —  
forma;
"a) En los cases en que haya side formulado par una in 
tervencicn-delegada, corresponderâ a la Intervenciôn - 
General de la Administraciôn del Estado ccnocer la di£ 
cr^>ancia, siendo su résolueiôn obligatoria para aque- 
Ua.
"b) Cuando el reparo emane de dicho Centre directive o 
éste haya ccnfirmado el de una intervenciôn-delegada - 
subsistiendo la discrepancia, corresponderâ al Conse jo 
de Ministres adoptar resoluciôn definitiva".
Ver en este mismo sentido el art. 25 del D. 25 de mar- 
zo de 1925.
(322). Ver en sentido contrario MOSQÜEEA LEIRADO, R., "El con
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subordinado jerârquicamente al Consejo de Ministres 
y, por consiguiente, su actuaciôn ha de quedar some 
tida al control de legalidad que, en nombre de agiêl 
ejerce la Intervenciôn General de la Administraciôn 
del Estado. Ahora bien, debemos distinguir;
- Actuaciôn singularizada; Esta actuaciôn, ma- 
nifestada en forma de acte administrative o en for­
ma de orden ministerial debe quedar sometida al con 
trol a que nos venimos refiriendo siempre que concu 
rran en esta actuaciôn los requisites objetivos pa­
ra tal sometimiento.
- Actuaciôn normativa (323 ) ; Las Ordenes de —  
las Comisiones Delegadas del Gobierno y de los Mi - 
nistros que tengan carâcter normative, una vez ês - 
tas hayan entrado en vigor se incorporan al ordena- 
miento jurîdico, como bloque de legalidad, vinculan 
a los ôrganos de control interne y éstos deberân —
trol interne y los acuerdos del Censé jo de Ministres" , 
en Control del Gasto Pâblico, I.E.F., Madrid, 1.979, -
pâg. 335.
( 323) GÜAETA, A., estima que; "Ihnto el décrété ccmo la orden 
ministerial sen meras formas, que pueden tener cualquia: 
contenido, distinguiêndose ambos por su autor", en 
tes de Derecho Administrative", Curso 1975-1976, üniver 
sidad Autâiorta de Madrid, pâg. 76-77.
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asegurar que se cumpla esta legalidad, en relaciôn- 
con los actos de administraciôn de la Hacienda Pû - 
blica. Por otra parte, el procedimiento para la ela 
boraciôn de disposiciones de carâcter general no —  
prevé, en ningûn momento, que estas normas se some- 
tan al conocimiento de los Ôrganos de control inter 
no de legalidad (324 ) .
c) Actuaciones de otros ôrganos:
Por lo que respecta a las disposiciones de au­
toridades y ôrganos inferiores que se manifiesten a 
través de circulares, instrucciones o résolueiones, 
(325) en virtud de las cuales se procéda a dirigir- 
la actividad de los ôrganos inferiores dependientes 
de aquéllos, la postura de los Ôrganos de control - 
interno de legalidad respecte de dichas disposicio­
nes creemos deberîa ser la siguiente:
IQ, En relaciôn con el control de legalidad de 
la actividad financière pûblica los Ôrganos inter -
(324) Ver articules 129 al 132 de la L.P.A.
(3Z5) Ver articule 18 de la L.R.J.A.E. y el articule 7 de la 
L.P.A.
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ventores sôlo quedan vinculados por estas disposi - 
clones cuando sean dictadas por la Intervenciôn Ge­
neral de la Administraciôn del Estado o, en su caso 
por el Consejo de Ministres.
2s. Dichos Ôrganos interventores no queden vin 
culados por dichas disposiciones cuando procedan de 
Ôrganos distintos de los indicados. Ahora bien, si 
estas circulares, instrucciones o resoluciones se 
ajustan en todo caso al ordenamiento jurîdico, blo­
que de legalidad, y vienen a completar ésta resol - 
viendo dudas interpretativas, completando la régula 
ciôn de determinados procedimientos de gastos o In­
greses, justificaciôn de determinados derechos, etc 
estimâmes no es disparatado afirmar que dichos ôrga 
nos deberân aceptar estas disposiciones o incluse - 
velar por que se cumplan por todos aquellos funcio- 
narios vinculados por las mismas dada su dependen - 
cia jerârquica de aquella autoridad, de la que éma­
na n las citadas disposiciones.
La determinaciôn de cuâles son, en concrete, - 
estos actos no es cosa fâcil o incluse sea imposi - 
ble llegar a conclusiones ultimas en las afirmacio-
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nés,que puedan emitirse a este respecte.
Para aproximarnos a la determinaciôn de los ac 
tes concretes sometidos al control interne debemos- 
partir de la descripciôn que hace de su objeto el - 
articule 16 de la L.G.P. El objeto de este control 
segûn dicho articule, es contrôler "todos los actos 
de la Administraciôn del Estado y sus Organismes au 
tônomos, que den lùgar al reconocimiento de dere —  
chos y de obligaciones de contenido econômico, asi- 
como los ingresos y pages que de elles se deriven y 
la recaudaciôn, inversiôn o aplicaciôn en general - 
de los caudales pûblicos".
Entendemos puede afirmarse, que la presencia - 
de la intervenciôn es exigida en los mementos de in 
greso y pages, recaudaciôn, inversiôn o aplicaciôn- 
de caudales pûblicos pues estas actuaciones se con- 
centran en verificar las entradas de fondes pûbli - 
ces y las salidas de éstos, es decir, su aplicaciôn 
a cambio de bienes o servicios recibidos por la Ha­
cienda Pûblica.
El reconocimiento de derechos se concrete en
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aquellos actos administratives de liquidaciôn en - 
virtud de los cuales queda cuantificado el derecho- 
de la Hacienda Pûblica y el deudor de la misma. Es 
decir, estân sometidos a este control:
a) Los actos de liquidaciôn indicados y las ac 
tuaciones antecedentes que le sirven de base. De 
igual forma debemos afirmar que el ôrgano de con —  
trol puede pedir informes técnicos o jurîdicos res­
pecte del acto que se somete a su consideraciôn - - 
( 326) .
b) Debe incluirse en este control aquella ac­
tuaciôn pasiva de la Administraciôn que permite,por 
el transcurso del plazo previsto en la Ley, la tran 
formaciôn de liquidaciones provisionales en liqui - 
daciones definitive, confirmando de esta forma las 
autoliquidaciones del contribuyente. Contra quiên - 
pudiera alegar que el control de esta pasividad de 
los ôrganos gestores de la administraciôn tribute - 
ria es imposible llevarlo a cabo por faite de me —
( 326). El artîculo 93.3.c) de la L.G.P. dispcne:
"Son inherentes a la funciôn interventora las siguien- 
tes competencias:
"c) Recabar de quien corre^jonda, cuando la naturaleza
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dios que histôricamente no se han ejercido, que es 
preciso mayor especializaciôn de los ôrganos de con 
trol, etc., debe afirmarse que estas circunstancias 
no menoscaban las competencias atribuidas a estos - 
ôrganos y, por tanto, mientras existan dichas compe 
tencias habrâ de pensarse en la forma de ejercerlas 
ya que de ellas se dériva un derecho y un deber co- 
rrelativo que no puede desconocerse. Para ello, ha- 
brân de arbitrarse los medios adecuados y las fôrmu 
las de ejercicio entre las que pueden caber: la uti 
lizaciôn de têcnicas de muestreo, estudios de posi- 
bles boisas de fraude en funciôn de actividades, —  
control de los planes de inspecciôn, peticiôn de in 
formes, etc.
En la vertiente del gasto, el artîculo 16 de - 
la L.G.P. no contempla, al describir el objeto del 
control interno, los actos creadores de estas obli­
gaciones sino los que reconocen las obligaciones ya 
existantes.
del acto, documento o esqsediente que <M«n ser interve­
nidos lo requiera, los asesoramientos jurîdicos y los - 
infoimes técnicos que considéré necesarios, asî como - 
los antecedentes y documentes précisés para el ejerci - 
cio de esta funciôn".
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Ello podrîa suponer se produzcan obligaciones- 
a cargo de la Hacienda Pûblica que no estân sujetas 
a este control, en cuanto a su vencimiento se refie 
re (327), pero si ha de someterse a dicho control - 
el reconocimiento y cumplimiento de las mismas.
No obstante lo anterior, el artîculo 92 de la 
L.G.P. dispone; "Todos los actos, documentes y expe 
dientes de la Administraciôn civil o militar del Es 
tado de los que se deriven derechos y obligaciones- 
de contenido econômico, serân intervenidos y conta- 
bilizados con arreglo a lo dispuesto en la presente 
Ley y en sus disposiciones complementarias".
En este mismo sentido, al referirse la L.G.P., 
a la intervenciôn crîtica, artîculo 93.2.a) dispo - 
ne :
"El ejercicio de la expresada funciôn compren-
derâ:
a) La intervenciôn crîtica o previa de todo ac 
to, documento o expediente susceptible de producir- 
derechos u obligaciones de contenido econômico o mo
(327) Ver el artîculo 42 de la L.G.P.
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viraiento de fondos y valores". En estos preceptos, 
se amplla el objeto de dicho control a aquellos ac­
tos, expedientes o documentos, no sôlo de reconoci­
miento de derechos u obligaciones sino también a ac 
tuaciones anteriores que pudieran dar lugar a la —  
producciôn de éstos, anadiendo el movimiento de fon 
dos y valores.
En esta ampliaciôn del objeto esté presente la 
necesidad de asegurar que el reconocimiento de dere 
chos y obligaciones se ajuste a la legalidad vigen- 
te y procurar que el nacimiento de estas obligacio­
nes se ajuste también a esta legalidad (328) . La am
(328) Artîculo 20.1 del Decreto de 3 de marzo de 1925 dispo - 
ne;
"Se entiende por intervenciôn crîtica o fiscalizaciôn - 
previa del reconocimiento de obligaciones o gastos la - 
facultad que catpete al Interventor General de la A±ni- 
nistraciôn del Estado o a sus Interventores-Delegados - 
para examinar, antes de que se dicte el corre^xzidiente 
acuerdo, todo expediente o documento en que se formule- 
una propuesta de gasto, ccn objeto de conocer si su con 
tenido y tramitaciôn se han ajustado a las disposicio - 
nés légales que en cada caso sean aplicables".
En. este mismo sentido, el artîculo 24 de dicho Decreto- 
dispcne;
"Estarâ sometido a fiscalizaciôn-previa todo ejqsediente 
o propuesta de reconocimiento de obligaciones o gastos- 
por virtud del cual se prepare la inversiôn por cual —  
quier Ministre, Jefe de Centro o Dependencia o, en gene 
ral, por toda clase de funcionarios, cualquiera que sea 
su orden y jerarquîa, de los créditos consignados en —  
los presipuestos de gastos o que estâi autorizados por-
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pliaciôn de este objeto también se aprecia en el ar 
tîculo 97 de este texto legal al referirse a los re 
»paros sobre la disposiciôn de gastos, reconocimien­
to de obligaciones u ordenaciôn de pagos (329)..
Aparecen en este precepto très términos que ha 
cen referencia a diversas fases del procedimiento -
su articulado o par disposiciones légales que adscriban 
recursos de cual quier clase a la ejecuciôn de servicios 
pûblicos estatales.
No estarân sometidos a fiscalizaciôn previa;
a) Los gastos normales y periôdicos del personal.
b) Las dotaciones asignadas a los gastos de material no 
inventariable.
c) Las subvenciones que, segûn el articulado de las Le- 
yes de presupuestos o las disposiciones en virtud de —  
las cuales hayan de ser otorgadas, estên asignadas naiâ 
nalmente a quienes las hayan de percibir.
(329) El articule 97 de la L.G.P. dispcne;
"Si el reparo afecta a la disposiciôn de gastos, recono 
cimiento de obligaciones u ordenaciôn de pagos, suspen- 
derâ hasta que sea solventado la tramitaciôn del expe - 
diente en los casos siguientes;
a) Cuando se base en la insuficiencia de crédito o el - 
propuesto no se considéré adecuado.
b) Cuando se aprecien graves irregularidades en la docu 
mentaciôn justificativa de las ôrdenes de pago o no se- 
acredite suficientemente el derecho de su perc^>tor,
c) En los casos de omisiôn en el expediente de requisi- 
tos o trâmites que, a juicio de la Intervenciôn, sean - 
esenciales, o cuando estime que la continuaciôn de la - 
gestiôn administrativa pudiera causar quebrantos econô- 
micos al Tesoro pûblico o a un tercero.
d) Cuando el reparo derivare de conprobaciones materia- 
les de obras, suministros, adquisiciones y servicios.
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de gastos pûblicos. La disposiciôn de gastos hace - 
referencia a actos administrativos de réserva de —  
crédito por cuantia cierta y determinada, para ha - 
cer frente a obligaciones futuras. Es un têrmino - 
surgido de la Contabilidad de gastos pûblicos y se 
corresponde al momento en que los ôrganos compéten­
tes crean un compromise y se sujetan a hacer frente 
a obligaciones que nacerân, con posterioridad, como 
consecuencia de ejecuciôn de obras, adquisiciones - 
de bienes, prestaciones de servicios, etc. Estas - 
obligaciones serân reconocidas por los ôrganos com­
pétentes y en su virtud se procederâ al cumplimien­
to mediante la ordenaciôn de pagos y la salida mate 
rial de fondos. Todas estas actuaciones estân some 
tidas al correspondiente control y los efectos de - 
éste en relaciôn con los actos indicados serân estu 
diados mâs adelante.
Puede producir cierto desconcierto los distin­
tos términos utilizados por el texto legal en los - 
sucesivos artîculos que han sido mencionados (arti­
cules 92, 93 y 97). Considérâmes que esta diversi- 
dad terminolôgica se debe y se explica en funciôn - 
de los distintos mementos en que se ejerce esta mo-
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dalidad de control interno:
a) Intervenciôn crîtica previa,
b) Intervenciôn formai de la ordenaciôn del pa
go,
c) Intervenciôn material del pago y
d) Intervenciôn de la aplicaciôn de cantidades 
en obras, suministros, adquisiciones o servicios.
Si observâmes las distintas formas de control, 
(330 ), nos daremos cuenta de que sôlo la primera se 
refiere al control de actos, documentos o expedien­
tes susceptibles de producir derechos u obligacio—  
nés de contenido econômico. Las restantes formas de 
control formai, material y de la inversiôn se estân 
refiriendo, todas ellas, a la fase de cumplimiento- 
de obligaciones ya nacidas a cargo de la Hacienda - 
Pûblica. Ello hace suponer:
a) Que la intervenciôn previa contrôla:
- actos de los cuales pueden derivarse obliga-
(330) Ver artîculo 93.2 de la L.G.P.
456
clones de contenido econômico para la Hacienda Pû - 
blica,
- reconocimiento de taies obligaciones,
- movimiento de fondos o valores.
b) Que el resto de las formas de control cita­
das se sitûan en la fase de cumplimiento de las —  
obligaciones ya nacidas a cargo de la Hacienda Pû - 
blica.
Tal afirmaciôn supone que sôlo en la interven­
ciôn previa aparece el ôrgano de control interno,la 
Intervenciôn General de la Administraciôn del Esta­
do, con competencia para superponerse, superviser o 
enjuiciar sobre aquellos actos administrativos que 
van a originar el nacimiento de obligaciones. El 
resto de las formas de control indicadas se superpo 
nen o supervisan actos administrativos que no origi 
nan el nacimiento de obligaciones sino que se enca- 
minan al cumplimiento de las mismas, a través del - 
reconocimiento de la existencia de la obligaciôn, - 
liquidaciôn de ésta, ordenar y realizar los corres­
pondientes pagos.
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Tras las anteriores afirmaciones consideramos- 
que las expresiones de "todos los actos" de los ar­
tîculos 16 y 92, y "todo acto" del artîculo 93 de - 
la L.G.P. pueden referirse objetivamente:
a) A todos los actos administrativos encamina- 
dos al cumplimiento de las obligaciones nacidas a - 
cargo de la Hacienda Pûblica, sea cual fuere el tî- 
tulo o fuente jurîdica de estas obligaciones,segûn- 
indica el articulo 42 del texto legal.
b) A todo acto que pueda producir el nacimien­
to de estas obligaciones. Ahora bien, a este res - 
pecto consideramos es necesario efectuar algunas ma 
tizaciones;
1) No toda obligaciôn que debe cumplir la Ha - 
cienda Pûblica necesita de un acto administrative - 
concrete, que haga nacer esta obligaciôn, y determi 
ne sus aspectos bâsicos taies como el plazo para su 
cumplimiento, su cuantificaciÔn, etc. Por el contra 
rio, hay multitud de obligaciones que no requieren- 
estos actos pues pueden derivarse:
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- De la Ley, de hechos.
- De actos que dieron lugar a négociés jurîdi­
cos celebrados con anterioridad a la aprobaciôn del 
presupuesto correspondiente. Los actos que dieron- 
origen al nacimiento de estas obligaciones se dicta 
ran en presupuestos anteriores y las obligaciones - 
nacerân, se cuantificarân y se cumplirân en futures 
ejercicios, en funciôn de los servicios efectivamen 
te prestados, devoluciôn de capitales e intereses , 
etc. Para darnes una idea del montante de obliga - 
clones nacidas sin acto administrative dictado en - 
el ejercicio en que se produce el nacimiento de la 
obligaciôn, podemos citar (331 );
- Gastos de personal: su cuantîa excede del 40 
por 100 del Presupuesto de gastos.
- Compra de bienes corrientes y servicios: Du­
rante los anos 1972/1978 del porcentaje de estos —  
gastos asciende al 6,5 por 100. Muchos de ellos se 
derivan de contratos celebrados en anos anteriores, 
y las obligaciones econômicas nacen en funciôn de - 
consumes reales, taies como electricidad, agua,gas.
( 33]) Datos tonados del trabajo sobre "Gastos pûblicos carpro 




- Intereses: el montante de los intereses sur­
ge en su mayorîa, de capitales obtenidos por la Ha­
cienda Pûblica con anterioridad al ejercicio en que 
surge la obligaciôn de pagarlos.
- VariaciÔn de pasivos financières: Los gastos 
necesarios para hacer frente al reembolso de las —  
prestaciones recibidas se destinan al cumplimiento- 
de obligaciones que pudieran adquirirse en ejerci - 
cio econômico anterior a aquel en que el gasto se - 
realiza.
En los anteriores gastos la mayorîa de los ac­
tos administrativos van encaminados a cumplir obli­
gaciones no a dar origen al nacimiento de las mis - 
m a s .
2) En relaciôn con esta serie de obligaciones- 
que nacen de la Ley y hechos, los actos administra­
tivos controlados tenderân, sôlo al cumplimiento de 
dichas obligaciones.
460
2.3. Fines de este control interno.
La doctrina ha afirmado (332 ) que entre los fi 
nés de este control se ençuentran:
a) El de ajuste de la legalidad, como fin prin 
cipal, el cual se consigne a través de medios pro - 
pios e inherentes al mismo;
b) Agilidad y buena administraciôn, que se ma- 
nifiesta en diverses sentidos taies como emisiôn de 
informes favorables condicionados cuando los-defec- 
tos no sean esenciales, exclusiôn de intervenciôn - 
previa en determinados tipos de gastos y suspensiôn 
de la tramitaciôn del expediente de gastos sôlo en 
los casos enumerados en la L.G.P. (artîculo 97).
c) Para MAYON MARINE (333), el contenido de la 
funciôn de control financiero, como se ha dicho, ra 
dica en la verificaciôn del cumplimiento de la le—
(332) HERRERO SUAZO, S., "Perspectivas del control de la Ley- 
General Presupuestaria", en Anâlisis de la L.G.P. I.E.F 
Madrid, 1977, pâg. 166.
(.333) BAYON MARINE, I., Ob. cit., pâg. 250-251.
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gislaciôn presupuestaria. Tal verificaciôn debe —  
abarcar una serie de aspectos, en funciôn a los —  
principios presupuestarios vigentes en cada siste - 
ma. ^
1Q. Comprobaciôn de la contracciôn de obliga - 
ciones o compromise del gasto.
La contracciôn de obligaciones debe ser limita 
da a las consignaciones que constan en el Presupues 
to ya que, en principle, los crédites limitados tie 
nen el carâcter de mâximos y no pueden ser sobrepa- 
sados sino en virtud de una autorizaciôn legislati- 
va previa, o en los casos excepcionales y taxativos 
que se fijen en la Ley de Presupuestos.
En consecuencia, la comprobaciôn o control de- 
berâ extenderse sobre el carâcter de los crédités y 
modo de compromise y cuantîa del mismo.
2s. Comprobaciôn de la idoneidad de los gas —
tos.
Dado el principle de especialidad presupuesta­
ria no pueden contraerse gastos mâs que para desti- 
narlos al concepto.objeto de su creaciôn, ajustando 
por consiguiente cada crédito a la imputaciôn que - 
le corresponde.
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El control alcanza aquî todo el mecanismo 
del funcionamiento de los servicios, conocien- 
do en cada momento su situaciôn real de gasto- 
y sus posibilidades de funcionamiento para el- 
resto del ejercicio en relaciôn con las previ- 
siones presupuestarias.
32. Comprobaciôn del respeto a los lîmi—  
tes impuestos por el Presupuesto.
Tal comprobaciôn se extiende cuantitativa 
mente, previniendo asî la producciôn de un "im 
pase" y verificando si la Administraciôn actuÔ 
en el marco impuesto por las normas jurîdicas- 
ordenadoras del Prsupuesto, y conforme al Pre­
supuesto mismo, ajustando su actuaciôn a las 
distintas autorizaciones concedidas por el Par 
lamento (transferir, anticipar, ampliar crédi­
tes, incorporar rémanentes...).
42. Comprobaciôn de la realidad y urgen - 
cia de las nuevas y mayores necesidades que —  
aparecen en cada ejercicio.
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El control se extiende no solamente a la 
legalidad del nuevo gasto, sino a determinar - 
su oportunidad y la conveniencia de que pueda- 
o no ser aplazado a un ejercicio sucesivo.
Del mismo modo el control sobre el mayor- 
gasto se extiende al funcionamiento ordinario- 
del servicio, para conocer las causas que mot^ 
varon la insuficiencia de los créditos.
5s. Comprobaciôn de la efectiva realiza - 
ciôn de los pagos, controlando no sôlo el he - 
cho en s i , sino las realizaciones fîsicas de - 
gastos y de inversiones.
6s. Comprobaciôn de la exactitud y equili 
brio de las cuentas finales.
Si se examina la legislaciôn reguladora - 
de este tipo de control (334) se observa una - 
preocupaciôn constante de velar por sometimien
( 334) .Ehtre otros preceptos: Art. 52 L.A.C.H.P., 1870 ; 
Art. 71 L.A.C.H.P., 1911; Art. 20-30, Decreto de 
3-3-1925; Art. 16 y 92-100 L.G.P. y Art.2.1 R.D. - 
1124/78, de 12 de mayo.
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to de la actuaciôn de la Hacienda Pûblica a la 
legalidad vigente en cada caso concreto.
El fin proclamado en el artîculo 16 de la 
L.G.P. es el de "asegurar que la administra —  
ciôn de la Hacienda Pûblica se ajuste a las —  
disposiciones aplicables en cada caso". Lo que 
es tanto como decir que esta funciôn de con —  
trol deberâ asegurar que la administraciôn de 
la Hacienda Pûblica actûe siempre con pleno so 
metimiento a los cânones del principle de lega 
lidad financiera, mandate que viene expreso en 
este mismo texto legal (artîculo 3) al dispo - 
ner; "La Administraciôn de la Hacienda Pûblica 
cumplirâ las obligaciones econômicas del Esta­
do y de sus Organismes autônomos mediante la - 
gestiôn y aplicaciôn de su haber conforme a - 
las disposiciones del ordenamiento jurîdico y, 
ademâs, promoverâ el mâs adecuado funcionamien 
to de los sistemas financières y monetarios, - 
segûn las medidas de polîtica econômica que se 
establezcan". Es decir, la Administraciôn de 
la Hacienda Pûblica ha de aplicar su haber al 
cumplimiento de las obligaciones econômicas —
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del Estado y sus Organismes autônomos con some 
timiento al ordenamiento jurîdico y este some­
timiento ha de estar asegurado por la funciôn- 
interventora o facultad de control de legali—  
dad atribuîda a la Intervenciôn General de la 
Administraciôn del Estado por el artîculo 16 - 
de la L.G.P.
Este aseguramiento del sometimiento de la 
administraciôn de la Hacienda Pûblica a la le­
galidad vigente, teniendo en cuenta el alcance 
y contenido del principle de legalidad expues- 
tos en el Capîtulo I de este trabajo, se inten 
ta conseguir de forma diferente segûn se trate 
de ingresos o gastos pûblicos:
A) Control de legalidad de ingresos:
Estân sometidos a este control los actos- 
de los que se deriven derechos de contenido —  
econômico y aquellos actos, expedientes y docu 
mentos que puedan producirlos.
Las vîas con que cuenta la Intervenciôn -
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General de la AdministraciÔn del Estado para - 
asegurar este sometimiento de la administra —  
ciôn de la Hacienda Pûblica al ordenamiento ju 
ridico son las siguientes:
a) Facultad para conocer les actes indica 
dos (Articules 16, 92 y 93 de la L.G.P.).
b) Facultad para manifestar su disconfor- 
midad respecte del recenecimiente y liquida —  
ciôn de dereches a faver de la Hacienda Pûbli­
ca a través de la cerrespendiente nota de repa 
res (articule 96.2 de la L.G.P.).
c) Facultad de interpener recurses de re- 
pesiciôn e reclamaciôn ecenômice-administrati- 
va cuande subsista la discrepancia manifestada 
mediante la nota de repare (articule 96.2 de - 
la L.G.P.; articule 166.c) de la L.G.T.; arti­
cule 6 R.D. 2244/1979,de 7 de septiembre, y ar 
ticule 32 del R.D. 1999/1981, de 20 de ageste)
La pesibilidad de interpener recurses de 
repesiciôn en la prâctica se va a reducir a su
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puestos escasîsimos por no decir nulos. Elio - 
es debido a que la primera actuaciôn del Ôrga- 
no de control manifestando su disconformidad - 
con el acto sometido a su consideraciôn se ex- 
presa a través de la nota de reparo. Esta nota 
deberia tener los mismos efectos que el recur- 
so de reposiciôn puesto que quien tiene que re 
solver y decidir si acepta o no las propuestas 
de la Interveneiôn es el mismo érgano que dic- 
tô el acto sometido a control, es decir, el — > 
mismo Ôrgano que ha de resolver el recurso de 
reposiciôn.
Luego, coincidiendo el ôrgano que repara- 
y recurre, el ôrgano que resuelve en ambos ca- 
sos y el objeto de reparo y del recurso, pare- 
ce évidente que la interposiciôn del recurso , 
en la mayoria de los casos, serâ una actuaciôn 
supérflua. Cabrîa pensarse en la posibilidad- 
de este recurso cuando el Interventor reelaman 
te estuviera en condiciones de ampliar, respec 
to de los motivos alegados en la nota de repa­
ro, los fundamentos de hecho o de derecho que 
le sirvan de base para interponer el recurso -
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de reposiciôn. En otro caso, entendemos que,en 
la prâctica, los Ôrganos interventores una vez 
manifestada su discrepancia mediante nota de - 
reparo y dado el carâcter potestativo del re - 
curso de reposiciôn todo hace pensar que su ac 
tuaciôn siguiente, caso de subsistir su discre 
pancia, serâ la interposiciôn de reclamaciôn - 
econômico-administrativa.
El aseguramiento que proclama la L.G.P. - 
termina a q u î , en su competencia para interpo - 
ner estes recursos en la via administrativa. - 
Los Ôrganos con competencia resolutoria en es­
ta via son los encargados de seguir asegurando 
el imperio del ordenamiento juridico y el res- 
peto del principle de legalidad financiera en 
la vertiente de ingresos pûblicos.
Los Ôrganos interventores no estân legit^ 
mados para acudir a la via contencioso-adminis 
trativa (335). Por tante, el aseguramiento ûl-
(335) En este sentido se prcnuncia el Auto de la Audiencia Te 
rritorial de Alicante de 25 de novienbre de 1980, publi 
cada en el B.I.I.G. numéro 8, pag. 41.
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timo del respeto al principle de legalidad en 
la vertiente del ingreso corresponde a los Ôr­
ganos decisorios de la»vla econômico-adminis—  
trativa; Ministre de Hacienda, Tribunal EconÔ- 
mico-Administrativo Central y Tribunales Econô 
mico-Administrativos Provinciales ( 336).
En la vertiente del gasto pûblico, el a se 
guramiento del cumplimiento de la legalidad v^ 
gente las cosas discurren de forma distinta. - 
La Intervenciôn General de la AdministraciÔn - 
del Estado come ôrgano encargado de control in 
terno de esta legalidad puede actuar en cuatro 
mementos coïncidentes con las que se ban veni- 
do denominando fases del procedimiento juridi­
co del gasto pûblico: intervenciôn previa, in­
tervenciôn formal, intervenciôn material del - 
page e intervenciôn de la aplicaciôn o empleo- 
de los fondes pûblicos.
a) Intervenciôn previa: Comprende el exa­
men de todo acto, documente o expediente sus -
(336) Ver art. 32 del R.D. 1999/1981, de 20 de agosto.
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ceptible de producir obligaciones de contenido 
econômico, o movimiento de fondes o valores.
Con palabras del Reglamente de 3 de marzo 
de 1925(articule 24), comprende el examen pre- 
vio de todo expediente o propuesta de reconocj. 
miento de obligaciones o gastos por virtud del 
cual se prépara la inversiôn o aplicaciôn de - 
los crédites consignados en los presupuestos - 
de gastos o que estân autorizados por su arti- 
culado o por disposiciones légales que adscri- 
ban recurses de cualquier clase a la ejecuciôn 
de servicios pûblicos.
Glosando a SANTIAGO HERRERO (337 ), de es­
ta legalidad de control legal puede afirmarse:
- Corresponde a la tipica y primaria for­
ma de control de legalidad de la que se predi- 
ca adjetivos despectivos y, a veces, insultan­
tes hasta afirmaciones que la ensalzan dentro- 
del campe de la AdministraciÔn pûblica, con ex
( 337) HERRERO SUAZO, S., "Perspectives del control en la LGP" 
en Analisis de la L.G.P., I.E.F. Madrid, 1977, p. 167.
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presiones como la del Decreto de Echegaray de- 
7 de enero de 1974, "Velar por la exacta apli­
caciôn de las leyes y por la guarda y légitima 
inversiôn de los caudales, de las rentas y de- 
toda clase de pertenencias del Estado"; la del 
profesor ALBINANA "Hoy no serâ bastante el con 
trol de legalidad para asegurar una actuaciôn- 
paradigmâtica de la AdministraciÔn Pûblica,pe- 
ro la AdministraciÔn necesita el control de le 
galidad como factor irrenunciable de existen - 
cia" o la del Ministre de Hacienda CABELLO DE 
ALBA, "Es évidente que las formaiidades•de con 
trol interno previo y 'a posteriori' constitu- 
yen garanties précisas para encauzar los gas - 
tos sin desviarse del mandate presupuestario".
- Que este control tiene necesidad e impo 
ne la exigencia de modificar la legislaciôn ac 
tuai reguladora de la intervenciôn previa. Es­
ta modalidad de control debe corrégir y evitar 
abuses pero al minime coste, es decir, procu - 
rando crear los minimes inconvenientes a los - 
procedimientos de gestiôn. Esta reforma de la- 
funciôn de control interne exige una reestruc-
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turaciôn y adaptaciôn a la dinâmica que impri­
mer! las complejas actividades del Estado moder 
no pero, asimismo, es mayor la exigencia del - 
ejercicio de este control de legalidad y com - 
piementarios posteriores que le doten de efica 
cia suficiente para asegurar la recta utiliza- 
ciôn de los caudales pûblicos o los intereses- 
del Tesoro, que no son otra cosa que valores o 
patrimonio comûn de todos los ciudadanos, con- 
tribuyentes, que tienen derecho a este control 
y demandan, cada dîa con mayor insistencia, —  
unas cuentas claras y una diâfana actuaciôn de 
ôrganos del Estado.
Esta intervenciôn previa se inserta en la 
fase del procedimiento de ejecuciôn del gasto 
pûblico que pudiéramos llamar de aprobaciôn. - 
La aprobaciôn de un gasto puede définirse como 
el acto o acuerdo de un ôrgano compétente en - 
virtud del cual se adscribe dotaciôn financie­
ra, presupuestaria o extrapresupuestaria, en - 
cantidad suficiente para el cumplimiento de —  
una obligaciôn o compromise determinados adqui 
ridos de conformidad con la legislaciôn vigen-
473
te.
También puede producirse la fiscalizaciôn 
previa en el reconocimiento de obligaciones na 
cidas de la Ley o de hechos. No obstante lo an 
terior, esta intervenciôn se suprime en deter­
minados casos (338) y se efectûa en momento —  
posterior al pago como en los supuestos contem 
plados en el articule 100 de la L.G.P. (339) y 
en pagos "a justificar".
b) Intervenciôn formai de la ordenaciôn - 
del pago;
Se refiere a la fase de la ordenaciôn del 
pago. El ôrgano de control actûa en las Ordena 
clones de pagos y su actuaciôn se concentra en
(338) El articule 95 de la L.G.P. dispcne;
"IMo. No estarân sanetidos a intervenciôn previa los - 
gastos de material no inventariable, asi cane los de ca 
râcter periôdico y demâs de tracte sucesivo, una vez in 
tervenido el gasto cerrespendiente al période inicial - 
del acto o contrato de que deriven o sus modificacio —  
nés.
"Dos. Por via reglamentaria podrân ser excluldos de in­
tervenciôn previa las subvencicnes con asignaciôn nani- 
nativa".
(339) Ver art. 3 del R.D. 1124/1978, de 12 de mayo.
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comprobar que el gasto ha sido fiscalizado previa - 
mente y de conformidad o esta exento de esta fisca- 
lizaciôn, si existe crédito disponible suficiente,- 
que los documentes estân vâlidamente justificados , 
que es correcta su aplicaciôn presupuestaria o ex - 
trapresupuestaria, si se ha padecido error u omi -- 
siôn en las operaciones aritméticas,si se han liqui 
dado correctamente los impuestos correspondientes y 
otros descuentos,e t c . La intervenciôn formai del pa 
go no entra, como norma general, en el contenido de 
la intervencôn previa (340).
c) La intervenciôn material y la inversiôn:
La intervenciôn material del pago se concreta- 
en la autorizaciôn de los talones contra la cuenta- 
corriente del Tesoro en el Banco de Espana. Esta —  
présente en la salida material de fondos pûblicos y 
por consiguiente en la liberaciôn o cumplimiento 
efectivo de las obligaciones contraîdas por los ôr­
ganos del Estado. La L.G.P. en su art. 93.2.d) régula,la. in-
(340) El Decreto 1143/1974, de 5 de abril, segun el cual:
"...la intervenciôn formai de la ordenacôn del pag)se - 
realizarâ en todo caso por el Interventor adscrito a la
Ordenaciôn Central y   versarâ sobre la existencia de
saldo en el crédito correspondante y que el saldo ha si 
do ordenado por la autoridad corpetehte".Ver en este —  
sentido: GARCIA GARCIA, J.L.: "Analisis del vigente si£ 
tema de control interno en Espaha y su posible evolu —  
ciôn", en H.P.E., non. 31, I.E.F., pag. 35
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tervenciôn de la inversiôn al disponer que la 
intervenciôn de la aplicaciôn o empleo de las 
cantidades destinadas a obras, suministros, ad 
quisiciones o servicios, que comprenderâ el —  
examen documentai. En la intervenciôn de la - 
inversiôn ha sido tradicional que los Ôrganos- 
interventores puedan comprobar la entrega mate 
rial de los bienes adquiridos por el Estado. - 
El artîculo 9 3.2.d) citado, dejÔ una duda al - 
indicar que esta intervenciôn comprenderâ el - 
examen documentai. A la aclaraciôn de la misma 
ha dedicado la doctrina grandes esfuerzos —  
(341,) y ha fundamentado racionalmente la nece­
sidad de que este tipo de intervenciôn no debe 
râ pararse en la comprobaciôn documentai sino- 
que puede y debe estar présente en la recep —  
ciôn efectiva de los bienes adquiridos. El re- 
sultado de esta aportaciôn doctrinal ha crista 
lizado en el Reglamento provisional de la fun- 
ciôn de control interno aprobado por Real De - 
creto 1124/1978, de 12 de mayo (artîculo 2.1.d 
segûn el cual: "La intervenciôn y comprobaciôn 
material de las inversiones y de la aplicaciôn
(341) HERRERO SUAZO, S., "Anâlisis de...", cit., pag. 171 s.
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de las subveneiones y ayudas que reciban las 
entidades pûblicas y privadas, la empresa y- 
los particulares en general con cargo a los- 
Presupuèstos Générales del Estado.
Esta intervenciôn y comprobaciôn alcanza- 
râ a los efectivos de personal y de las exi£ 
tencias de metâlico, valores y demâs bienes- 
de todas las dependencias y establecimientos 
civiles y militares".
En la vertiente del gasto pûblico,las po 
sibilidades de aseguramiento del cumplimiento- 
de la legalidad aplicable por parte de la In - 
tervenciôn General de la AdministraciÔn del Es 
tado son superiores a las que tiene en la ver­
tiente del ingreso aunque no puede decirse que 
êstas sean ilimitadas puesto que quien adopta- 
râ la ûltima decisiôn, en caso de que exista - 
discrepancia, serâ el Ôrgano supremo de con —  
trol interno, el Consejo de Ministres, el cual 
podrâ tener en cuenta en sus decisiones,ademâs 
de consideraciones de tipo juridico, motivos - 
de oportunidad polîtica que valorarâ en cada -
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caso concreto.
No obstante lo anterior, es évidente que 
los efectos que producen los actos de control- 
en el procedimiento de ejecuciôn del gasto pu­
blico tales como suspensiôn, imposibilidad de 
resolver la discrepancia el ôrgano gestor del 
gasto publico, la necesidad de elevar el expe­
diente al Consejo de Ministres, son supuestos- 
que dotan de suficiente preponderancia y efi—  
cacia de la actuaciôn de los ôrganos de con —  
trol interne en cuanto se refiere al cumpli —  
miento de la legalidad en la vertiente del ga£ 
to por parte de la administraciôn de la Hacien 
da Pûblica.
2.4. Naturaleza jurîdica del acto de interven­
ciôn .
Hablar de la naturaleza jurîdica del acto 
de intervenciôn como instituciôn con sustanti- 
vidad propia puede resultar aventurado y atre- 
vido, dada la opiniôn existante dentro de la -
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doctrina que ha dedicado atenciôn a esta mate­
ria. Efectivamente, esta instituciôn ha teni- 
do escaso o nulo tratamiento doctrinal, pues - 
résulta dificil encontrar bibliografîa en que 
pueda apoyarse cualquier intente de construir- 
una teorîa jurîdica que pretenda configurar su 
naturaleza jurîdica, sus rasgos definidores, - 
su independencia, efectos, etc.
Por el contrario, aquéllos autores que —  
han abordado el tema que nos ocupa (342) reali 
zando un meritorio esfuerzo sobre el estudio y 
conocimiento de esta instituciôn, propia de la 
legalidad financiera, no se han atrevido a - 
afrontar la tarea de fundamentar la existencia 
de un acto de intervenciôn con plena autonomîa 
independiente del acto administrativo contrôla 
do. Se aproxima al acto de intervenciôn al —  
tratar de la instituciôn del reparo. Incluso- 
a veces, utiliza la expresiôn "acto interven -
(342) HERRERO SUAZO, S., "Eficacia jurîdica del reparo en el 
procedimiento de legalidad financiera; El Principle de 
suspensiôn; en "II Jomadas de Control de las Comunida- 
des Autôncmas", Madrid, 1981, (Pendiente de pûblica —  
ciôn).
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tor" para designar al reparo en la legalidad - 
financiera indicando que si bien se materiali- 
za en un informe, el reparo es un acto admini^ 
trativo que se caracteriza por ser;
1. Requisito esencial del mismo,
2. Disfrutar del carâcter de informe pre­
ceptive sin los cuales no produce efectos el - 
acto viciado, y
3. El reparo produce una suspensiôn de la 
eficacia jurîdica, si bien esta eficacia jurî­
dica puede ser subsanada por acuerdo del Conse 
jo de Ministres.
De las anteriores afirmaciones puede dedu 
cirse cierta timidez en el tratamiento de la - 
instituciôn del reparo dentro de la legalidad- 
financiera al intentar configurarlo como acto- 
administrativo y, sobre todo, a pesar de utili 
zarse la expresiôn de "acto interventor" para 
denominar al reparo, se considéra a este acto- 
administrativo, acto trâmite de este, aplicân- 
dosele, por consiguiente, una teorîa adecuada- 
a la naturaleza jurîdica de los informes. Por
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tal motivo, se predica siempre del reparo, su 
inserciôn dentro de otro acto administrativo,- 
sus efectos suspensivos se situan, unas veces, 
dentro de la teorîa general de la suspensiôn - 
de la eficacia del articule 45 de la L.G.P. pe 
ro, en otras ocasiones, se afirma que la fisca 
lizaciôn de la Intervenciôn General de la Admi 
nistraciôn del Estado o de sus Intervenciones- 
delegadas debe encajarse dentro de la especial 
naturaleza de los informes preceptivos con —  
aplicaciôn de la teorîa general del artîculo - 
53 de la L.P.A.
Entendemos que esta identificaciôn del ac 
to de intervenciôn con la categorîa de Infor - 
mes surge de la interpretaciôn literal de aigu 
nos preceptos, que hacen menciôn al informe de 
la Intervenciôn al regular la funciôn interven 
tora (343), sin hacer una interpretaciôn com—
( 343 El artîculo 98.2 de la L.G.P. dispcne;
"La Intervenciôn podrâ emitir informe favorable no obs­
tante los defectos que observe en el respective expe —  
diente, sienpre que los requisites o trâmites incunpli- 
dos no sean esenciales, pero la eficacia del acto quec^ 
râ condicicnada a la subsanaciôn de aquellos y de la —  
que se darâ cuenta a dicha oficina". 
ai este miano sentido, segun el artîculo 25, pârrafo 2,
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pleta y acabada de todos los preceptos que re­
gular! esta funciôn.
A nuestro juicio, sin minusvalorar los es 
fuerzos de la doctrina que hemos comentado, el 
acto de intervenciôn ha de considerarse sépara 
do de la categorîa de informe e, incluse, inde 
pendiente del acto administrativo controlado , 
aunque paralelo al mismo, y su teorîa ha de - 
construirse con base en el propio concepto doc 
trinal de control, en los elementos integran - 
tes del acto de intervenciôn, en las posibles- 
diferencias de este acto con los diverses ti - 
pos de informe regulados en la L.P.A* y los —  
efectos del acto de intervenciôn.
del R^lamento de 3 de marzo de 1925;
"Si el Interventor General de la AdministraciÔn del Es­
tado, al conocer de un expediente, observera que l a --
obligaciôn o gasto a que correspcnda no ha sido previa- 
mente fiscalizado, lo manifestarâ asî a la Autoridad —  
que hubiera iniciado aquél y emitirâ al mismo tienpo su 
opiniôn respecto de la propuesta, a fin de que, uniendo 
este informe a las actuacicnes, pueda el titular del De 
partamento de que aquella procéda, si lo considéra ccn- 
veniente, acordar que se saneta lo actuado a la deci —  
siôn del Consejo de Ministres para que lo adopte, en —  
vistas de ello, la resoluciôn a que hubiere lugar".
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2.4.1. Concepto doctrinal del control.
Ya hemos recogido en el présente trabajo- 
diversas afirmaciones doctrinales en relaciôn- 
con el concepto de control y de éllas puede —  
deducirse que del acto de intervenciôn como ex 
presiôn del control de legalidad de la activi- 
dad financiera pûblica puede predicarse;
- lmpliea un poder de supervision o de su 
perposiciôn sobre decisiones ajenas.
- Supone la capacidad del ôrgano de con - 
trol para realizar una acciôn de revisiôn, co­
te jo, averiguaciôn o constataciôn de lo opera- 
do por otros ôrganos.
- Lleva implîcita la potestad para compro 
bar la correspondencia y la congruencia de una 
conducta con el fin a alcanzar.
Entre las afirmaciones de los estudiosos- 
de este concepto pueden destacarse;
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- E. LOITSBERGER, considéra al control co 
mo examen, revisiôn o también vigilancia. Es - 
la posterior ejecuciôn mental o repeticiôn men 
tal de una actividad o de un proceso.
- HANS SCHAFER para el cual fiscalizar - 
consiste en procéder a una comparaciôn entre - 
el ser y el deber ser, con un juicio subsi —  
guiente acerca de las dos situaciones contra - 
puestas.
- Para FABRE y ALBIfîANA la nociôn de con­
trol evoca la idea de verificaciôn, es decir , 
el hecho de asegurarse algo esté bien, tal co­
mo ha sido declarado o definido, o bien como - 
debe ser con respecto a una norma dada.
En las afirmaciones que anteceden respec­
to al concepto de control esté latente la idea 
de la existencia de una potestad paralela a la 
del ôrgano productor del acto administrativo - 
generador de derechos u obligaciones. Esta po­
testad paralela realizarâ una supervisiôn, una 
revisiôn, una repeticiôn mental de los trâmi -
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tes o procedimientos, una comparaciôn entre el 
ser, es decir, lo realmente actuado, y el de - 
ber ser, o sea, aquello que debiô o'debe reali 
zarse en funciôn de lo dispuesto en las normas 
que regulan la conducta sometida a considéra - 
ciôn del ôrgano de control.
2.4.2. Elementos intégrantes del acto de con—  
trol.
El acto de control, como acto administra­
tivo autônomo, no esté integrado en otro acto. 
Ahora bien, no siempre pero si en muchas oca - 
siones, estarâ relacionado con alguno de ellos 
o mâs bien con la actuaciôn administrativa con 
trolada, pues no siempre aquel posible acto ad 
ministrativo que se contrôla tiene que llegar- 
a producirse. A estes efectos de control pue­
de serle de aplicaciôn la teorîa general de d^ 
chos actos administratives;
Como es sabido, inicialmente, el concepto 
de acto administrativo surge en Francia como -
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expresiôn prâctica del principle de separaciôn 
entre AdministraciÔn y Justicia: se tratarla - 
de un acto juridico exento del poder jurisdic- 
cional del Juez, en cuanto producto de la auto 
ridad administrativa y, por ello, sometido al 
control de êsta (344 ).
Otra opiniôn doctrinal pretende caracteri 
zar el acto administrativo por las notas de tu 
tela que en si contiene.
Las dos concepciones apuntadas son.note - 
rlamente imprecisas, a juicio de estes autores. 
La primera, que liga el concepto de acto admi­
nistrativo a la doctrina en la divisiôn de los 
poderes, porque résulta 'a priori' dificil y - 
en la prâctica totalmente imposible de caracte 
rizar cada une de los poderes en la producciôn 
de un acto juridico tipico y unitario. La se - 
gunda corriente, que identifica acto adminis - 
trativo con el acto dietado por la Administra­
ciÔn con una especial fuerza hacia el sûbdito.
( 344) GAE%dA ENTERRIA, E., y FEFNANDEZ RDDKEGÜEZ, T.R., "Cur-
so de...." cit., pâg. 340.
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discrimina notoriamente entre todos los actos- 
jurîdicos de la AdministraciÔn para limitar la 
teorîa a los relacionales Administréeiôn-sûbdi 
to, dejando al margen los actos interadminis - 
trativos, los actos internos y aquellos actos- 
relacionales en los que el efecto constitutive 
o ejecutorio no résulta aparente.
En el Derecho positive espanol el acto ad 
ministrativo es una instituciôn mâs del Dere - 
cho administrativo, si bien no la instituciôn- 
por excelencia que tenga que resumir todas las 
peculiaridades de este Derecho. En un sentido- 
amplio, entienden estes autores, acto adminis­
trativo es todo acto juridico dietado por la - 
AdministraciÔn y sujetc al Derecho administra­
tivo. Se distinguirân, por tante;
a) De la actuaciôn no jurîdica (actos ma- 
teriales) .
b) De los actos jurîdicos dictados por —  
los administrados aun siendo propios del Dere­
cho administrativo (acto del administrado).
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c) De los actos jurîdicos dictados por la 
AdministraciÔn que no estân sometidos al Dere­
cho administrativo (actos de Derecho juridico, 
o procesal, o laboral, o constitucional, etc).
2.4.2.1. Concepto de acto administrativo.
El acto administrativo ha sido definido - 
como la declaraciôn de voluntad, de juicio, de 
conocimiento o de deseo realizada por la Admi­
nistraciÔn en ejercicio de una potestad admi - 
nistrativa distinta de la potestad reglamenta­
ria ( 345 ) .
Muchas han sido las définieiones y pronun 
ciamientos emitidos por la doctrina (346 ). Por
(345) GARCIA DE ENTERRIA, E. y FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R. 
"Curso de...", cit., pâg. 342.
( 346) Ehtre las definicicnes doctrinales podemos senalar:
1. RDYO VHIANOVA: "El acto administrativo es un hecho- 
jurldico que por su procedencia émana de un funcicna - 
rio administrativo, por su naturaleza se concrete en —  
una declaraciôn especial y por su alcance afecta positi 
va o negativamente a los derechos administrativos de —  
las perscnas individuales o colectivas que se relacio - 
nan ccn la AdministraciÔn pûblica".
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su parte, la Ley de Procedimiento Administrât! 
vo (artîculo 40) presupone el concepto de acto
2. FERNANDEZ VELASCD: "Acto administrativo es toda de—  
claraciôn jurîdica, unilateral y ejecutiva, en virtud - 
de la cual la AdministraciÔn tiende a crear, reconocer, 
modificar o extinguir situaciones jurîdicas subjetivas"
3. CAETANO; "El acto administrativo es una conducta vo- 
luntaria de un ôrgano de la AdministraciÔn en el ejer - 
cicio de un poder pûblico, de dcnde résulta la aplica - 
ciôn de normas jurîdicas a un caso ccncreto". Por ccn- 
siguiente, se excli:yen: "1s. Los hechos que no tienen - 
carâcter voluntario o que no implican aplicaciôn de ncr 
mas o casos ccncretos (cano las operacicnes administra- 
tivas) . 2s. Las Leyes, los reglamentos y los actos que 
se limitan a enunciar principios doctrinales u opinio - 
nés (Manual de Direito administrativo, 3â edic. Coinbra 
1951, pâgs. 220 y 221)".
4. UVARONI: "Acto administrativo es cualquier manifes- 
taciôn productive de efectos jurîdicos, de voluntad, —  
conocimiento, de apreciaciôn de opiniôn, de deseo, de 
los ôrganos del Estado o de los otros sujetos de Dere - 
cho pûblico, reccnocidos ccmo taies, dirigida a la sa - 
tisfacciôn, en el âmbito del Derecho objetivo, de las - 
necesidades propias de taies entes. (Teorîa degli atti- 
amministrativi, Torino, 1939, pâg. 25)".
5. OTRO MAYER formulô la siguiente definiciôn; "Es un - 
acto de autoridad que émana de la AdministraciÔn, que 
détermina frente al sûbdito lo que para él debe ser de­
recho en el caso individual" ("ein der Verwaltung zuge- 
hôriger cbligkeitlicher Ausspruch der dem üntertanen im 
Eizelfall bestininente, vas für ihn Recht sein soil"). - 
Estos actos no emanan de cualquier funcicnario, sino de 
una especie de aristocracia de entre ellos que sen las 
"autoridades administrativas" (Deutsches Vervalttungs - 
recht, 3â edic., T.I, pâg. 93).
6. A. MERKL: Para este autor, "la Aiministraciôn consi£ 
te en un hacer, un cbrar. Pero al referirse al acto ad 
ministrativo "no se ha de entender el hacer, sino lo —  
hecho; no el trabajo, sino la obra". Cada acto estâ —
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administrativo y partiendo del mismo establece 
con carâcter general los requisites que deben- 
reunir estos actos para que produzcan sus efec 
tos normales.
Segûn la expresiôn del artîculo 1, L.J.,- 
el acto administrativo es el acto de la Admi - 
nistraciôn pûblica sujeto al Derecho adminis - 
trativo. Simplistamente ha sido definido(347)- 
como el acto jurîdico de la funciôn administra 
tiva.
El acto de intervenciôn puede insertarse- 
dentro de este concepto y ser definido como - 
"la declaraciôn de voluntad emitida por un Ôr­
gano administrativo (no jurisdiccional) en la
constituîdo par una infinidad de mementos parciales que 
ccnstituyen el hacer. MERKL no admite la distinciôn ^  
tre actos jurîdicos y meros actos, que supondrîa irrele 
vantes. Ahora bien: ccmo la iirçutaciôn de cualquier ac­
to al Estado supone uan forma (aunque sea de ccnpeten—  
cia) que justifique la atribuciôn, debe ccncluirse que 
no hay actos administrativos sin significaciôn jurîdica 
(Teoria general del Derecho A3ministrativo, trad. espn. 
1935, pâgs. 231 y 232)".
(347) GONZALEZ FEREZ, J., "Ccmentario a la Ley de Procedimien 
to Administrativo", Madrid, 1977, pâg. 252.
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que expresa la conformidad o disconformidad de 
determinadas propuestas de resoluciôn con el - 
ordenamiento jurîdico. Ello puede fundamentar 
se en que emane de un Ôrgano administrativo, - 
dotado de potestad, se manifiesta a través de- 
una declaraciôn escrita, que impide o permite- 
la producciôn de otro acto administrativo.
Con esta definiciôn queremos referirnos a 
aquellos actos de intervenciôn que se producen 
en las fases de intervenciôn previa, de dere - 
chos u obligaciones, la formai y la material - 
del pago.
2.4.2.2. Elementos del acto administrativo.
Examinando el artîculo 40 de la L.P.A., - 
la doctrina (348) entiende que del mismo pue - 
den deducirse, en relaciôn con el acto adminis 
trativo, los siguientes elementos:
(348) GABdA ENTERRIA, E. y FEFNANDEZ RODRIGUEZ, T.R., "Curso 
de ", cit., pâg. 346-362.
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- Subjetivos; Administraciôn, ôrgano, com 
petencia e investidura del titular del ôrgano.
- Objetivos: Presupuesto de hecho, fin, - 
causa, motive, declaraciôn y objeto.
- Formales: Procedimiento y forma de mani. 
festaciôn.
2.4.2.2.1. Elementos subjetivos.
En relaciôn con les elementos subjetivos, 
podemos decir que el acte administrative sôlo- 
puede producirse por una administraciôn pûbli- 
ca en sentido formai, no por ôrganos que no e£ 
tén integrados en la Administraciôn como perso 
na, (ôrganos judiciales o legislatives) ni por 
les particulares. Por otra parte, la Adminis - 
traciôn ha de ser titular de la potestad de eu 
yo ejercicio se trate para dictar el acte ce - 
rrespondiente.
Ahora bien, la Administraciôn como perso-
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na jurîdica, se compone de ôrganos a través de 
los cuales se manifiesta y obra. Por ello, sô- 
lo podrâ dictar el acto considerado aquel ôrga 
no de la Administraciôn que tenga atribuida la 
competencia para ello (349). Esta competencia 
puede construirse por razôn de la materia, por 
razôn del lugar o por razôn del tiempo. A tra­
vés de la norma de competencia se détermina en 
qué medida la actividad de un ôrgano ha de ser 
considerada como actividad del ente administra 
tivo. Esta competencia se détermina analîtica- 
mente por las normas, es irrenunciable para el 
Ôrgano que la tenga atribuida como propia (ar- 
tîculo 4 L.P.A.) pudiendo preverse, por Ley, - 
supuestos de delegaciôn, sustituciôn y avoca - 
ciôn, que suponen un traslado de competencias- 
de unos a otros ôrganos. En defecto de una de- 
terminaciôn analîtica por Ôrganos en el seno - 
de la Administraciôn, habrâ de acudirse a los 
artîculos 5, 6 y 7 de la L.P.A., que formulan- 
principios générales de distribueiôn de compe-
(349) Articule 40 L.P.A." Los actos administratives se produ- 
cirân par el ôrgano canpetente..."
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tencias en el seno de la Administraciôn del 
tado.
En relaciôn con la investidura del titu—  
lar del ôrgano debe decirse que no basta con - 
que el acto de la Administraciôn procéda de un 
ôrgano compétente. Este ôrgano actûa a travës- 
de una persona fîsica, titular del Ôrgano, que 
ha de ostentar la investidura légitima de tal 
titular (nombramiento, posesiôn, situaciôn de 
actividad o suplencia legal, en su caso), y —  
que no existan motives de abstenciôn o recusa- 
ciôn (articule 20 L.P.A.). Ademâs deberâ pro­
céder en las condiciones légales prescrites —  
para poder actuar como tal titular del Ôrgano.
En relaciôn los elementos subjetivos del 
acto de interveneiôn, considérâmes puede afir- 
marse no existe duda que los ôrganos que 
tienen atribuidas las competencies para produ- 
cir estes actos son ôrganos insertos en la Ad­
ministraciôn pûblica, dependientes del Ejecuti 
vo y no jurisdiccionales.
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Efectivamente, el articulo 16.1 de la - 
L.G.P. dispone: "La IntervenciÔn General de la 
Administraciôn del Estado ejercerâ las funcio- 
nes previstas en el articulo noventa y très de 
esta Ley, con plena autonomie respecte de las- 
autoridades y demâs entidades cuya gestiôn fi£ 
calice". Esta atribuciôn de competencia, que, 
en principio, parece ester completamente clara 
no ha dejade de susciter dudas por le que res­
pecta a la distribuciôn de las mismas entre —  
los distintos Ôrganos interventores que confer 
man la instituciôn de control.
Existen dos postures diferentes en la for 
ma de enjuiciar la atribuciôn y reparte de es­
tas competencies: Is. Los que defienden que la 
competencies originariamente atribuidas a la - 
IntervenciÔn General de la Administraciôn del 
Estado estân desconcentradas, en parte, en fa­
vor de dichos Interventores Delegados, en par­
te delegados en êstos y, el resto, las tienen- 
atribuîdas y ejerce direçtamente él Interven- 
tor General de la Administraciôn del Estado co 
mo titular del ôrgano. 2s. Los que defienden-
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la atribuciôn de estas competencias a la Inter 
venciôn General de la Administraciôn del Esta­
do con carâcter propio y exclusive, sin perjui 
cio de que ésta pueda delegarse en los Inter - 
ventores Delegados del Interventor General.
La primera postura (35D) parte de conside
rar :
1. Que la Ley de Régimen Jurîdico de la - 
Administraciôn del Estado de 1957, dictada pa­
ra que la estructura de la Administraciôn Cen­
tral responda a las caracterîsticas de un Esta 
do moderno, sienta como un principio fundamen­
tal la desconcentraciôn de funciones que, en - 
el momento de su promulgaciôn, se encontraban- 
excesivamente acumuladas en los Ôrganos supe - 
riores de la Administraciôn Central, y a tal - 
fin dicta una disposiciôn de carâcter general- 
para todos los Ministerios, dândoles un plazo- 
para proponer una profunda desconcentraciôn en
(350) VA2ÜER0 GUTIERREZ, J., "Curso de FunciÔn Interventora", 
Madrid, 1981-1982, no publicado.
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los asuntos propios de la competencia de cada- 
Departamento y se faculta al Gobierno para de- 
terminar por Decreto que materias deben ser -- 
concretamente transferidas a los ôrganos infe- 
riores. (Disposiciones Adicionales Primera y - 
Cuarta de la Ley de Régimen Jurîdico de la Ad­
ministraciôn Civil del Estado).
2. Que la Ley General Presupuestaria 11 / 
1977, de 4 de enero, sigue la lînea trazada 
por la L.R.J.A.E. y asî, en su articulo 16 dé­
termina el ôrgano que ejercerâ la funciôn in— - 
terventora, la IntervenciÔn General de la Adm_i 
nistraciôn del Estado.
3. La propia Ley General Presupuestaria , 
siguiendo el mismo sistema empleado por la Ley 
de Régimen Jurîdico y una vez determinado el 
ôrgano al que de una forma general y primaria- 
queda signada la funciôn, dispone, en su arti­
cule 94, que por via reglamentaria se establez^ 
ca la competencia de los Interventores Delega­
dos del Interventor General de la Administra - 
ciôn del Estado.
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4. Al igual que la Ley de Régimen Jurîdi­
co, en su artîculo 22, dispone que las atribu- 
ciones reconocidas a las diversas Autoridades- 
de la Administraciôn del Estado en su artîculo 
segundo serân delegables en los ôrganos infe - 
riores que cita, la Ley General Presupuestaria 
dispone, en su artîculo 94.2, que en todo caso 
la competencia atribuida en el articulo 16 po­
drâ ser delegada, cumpliendo los requisitos e£ 
tablecidos en el articulo 22 de la Ley de Régi 
men Jurîdico de la Administraciôn del Estado,- 
en favor de los Interventores-Delegadosi
5. El Real Decreto 1124/1978, de 12 de ma 
yo desarrolla las normas relativas a los serv_i 
cios de IntervenciÔn y control contenidos en - 
la Ley General Presupuestaria, una de las cua­
les es la de establecer la competencia de los 
Interventores-delegados del Interventor Gene - 
ral de la Administraciôn del Estado.
6. Esta delimitaciôn de competencias sig- 
nifica que el Interventor General de la Admi - 
nistraciôn del Estado, con carâcter general,no
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tiene la competencia que ha quedado atribulda- 
a los Interventores-Delegados y que êstos ejer 
cerân por propia competencia la funciôn inter­
ventora que les ha sido atribuida.
7. Por medio de un acto concreto de avoca 
ciôn, el Interventor General podrâ recabar pa­
ra SÎ la IntervenciÔn crltica o fiscalizaciôn- 
previa de cualquier obligaciôn o gasto segun - 
el propio articulo 2.3 citado, haciéndose sola 
mente aqui r e f e r e n d a  a obligaciones o gastos, 
ya que es a êstos a los que se estâ concretan- 
do el articulo. Esta facultad de avoaciôn con 
carâcter general para toda clase de actos o —  
expediente, tanto ingresos como gastos o cual­
quier otro acto fiscalizable le estâ atribuida 
a la IntervenciÔn General por el articulo 94 - 
de la Ley General Presupuestaria.
8. La competencia que de forma general ha 
quedado para la IntervenciÔn General de la Ad­
ministraciôn del Estado puede ser objeto d-e de 
legaciôn en los Interventores-delegados sigui^ 
do los requisitos establecidos en el articulo-
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veintidos de la Ley de Régimen Jurîdico de la 
Administraciôn del Estado (artîculo 94 de la - 
Ley General Presupuestaria).
De lo anterior se deduce:
a) Los Interventores-delegados del Inter­
ventor General ejercen la funciôn a que se re- 
fiere el articulo 16 de la Ley General Presu - 
puestaria, con competencia propia en los casos 
que les ha sido atribuida por via reglamenta - 
ria y con competencia delegada cuando, cumplim 
do los requisitos de la Ley de Régimen Jurldi- 
co de la Administraciôn del Estado, les hayan- 
sido delegadas funciones por la IntervenciÔn - 
General de la Administraciôn del Estado.
b) De las discrepancias que, como conse - 
cuencia de reparos, puedan plantearse entre —  
los Interventores delegados y el ôrgano gestor 
a que afecta el reparo serân resueltas por la 
IntervenciÔn General de la Administraciôn del 
Estado de acuerdo con el artîculo 98 de la Ley 
General Presupuestaria cuando se trate de asun
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tos de la propia competencia de las Interven - 
ciones-delegadas.
c) Cuando los Interventores-delegados ac- 
tûen por delegaciôn, sus reparos deberân tener 
la consideraciôn de reparos puestos por la In­
tervenciÔn General de la Administraciôn del 
tado, y la discrepancia corresponderâ al Conse 
jo de Ministres.
Esta ultima consideraciôn entiendo es con 
secuencia de la diferente consideraciôn-que en 
el ordenamiento jurîdico vigente tienen los ac 
tos emanados de los distintos ôrganos de la Ad 
ministraciôn (Orden de la Presidencia del Go - 
bierno de 10 de julio de 1961) en la que sus - 
resoluciones cuando son dictadas en virtud de 
delegaciôn de atribuciones ponen fin a la vîa- 
administrativa en los mismos casos y términos- 
que corresponderîan a la actuaciôn del ôrgano- 
delegante, en tanto que las resoluciones dicta 
das por los ôrganos inferiores en virtud de la 
desconcentraciôn de funciones o de las de su - 
propia competencia podrân ser objeto de recur-
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so de alzada ante el ôrgano superior.
Esta forma de actuaciôn simplifica nota - 
blemente los tramites ya que el ôrgano. que ac­
tûa por delegaciôn sobre todo en el caso de —  
una IntervenciÔn delegada al poner un reparo , 
o estâ plenamente seguro de que su actuaciôn - 
es compartida por el Ôrgano delegante por asî 
acreditarlo actuaciones anteriores en casos se 
mejantes, o en otro caso puede consulter al ôr 
gano delegante antes de formuler el reparo o - 
en ultimo têrmino remitir a êste el expediente 
con propuesta de que sea avocada su fiscaliza- 
ciôn por la IntervenciÔn General de la Admini^ 
traciôn del Estado.
La segunda postura (351 ) considéra que —  
las competencias de la funciôn interventora es 
tân atribuidas originariamente a la Interven - 
ciôn General de la Administraciôn del Estado y 
êsta puede transferirlas a los Interventores -
{ 35:^  Ver GC^JZALEZ NAVARRD, F., "Transferencia de funcicnes- 
interventoras y competencias de los Interventores Dele­
gados", en R.P. y G.P., nûm. 2, I.E.F., pâg. 123.
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Delegados mediante actos concretos de delega - 
ciôn. Este autor utiliza el siguiente razona- 
miento: La funciôn interventora es competencia 
propia y exclusiva de la IntervenciÔn General- 
de la Administraciôn del Estado, cuyo ejerci - 
cio, sin embargo, puede delegarse en los Inter 
ventores-Delegados. Como es sabido, hasta la- 
Ley General Presupuestaria la funciôn interven 
tora venîa atribuida como propia tanto a la In 
tervenciôn General como a las Intervenciones - 
Delegadas, atendiéndose a la cuantfa para re - 
partir dicha competencia entre el Centro direc 
tivo y las restantes Intervenciones (352 ) .
La L.G.P., en cambio, atribuye la funciôn 
interventora en sus diversas modalidades a la- 
Intervenciôn General de la Administraciôn del 
Estado con carâcter exclusive de forma que sô- 
lo a virtud de acto administrative expreso de 
delegaciôn hecho por el Interventor General en 
los têrminos y condiciones previstos en la - 
Ley de Régimen Jurîdico de la Administraciôn -
(352) Ver artîculo 2, Decreto 2325/1969, de 24 de Julio.
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del Estado, podrân las Intervenciones Delega - 
das ejercer aquella competencia.
La simple lectura de la L.G.P. permite - 
comprobar, en efecto, lo siguiente:
a) La funciôn interventora se atribuye —  
por el articulo 16 a la IntervenciÔn General - 
de la Administraciôn del Estado.
b) Esta expresiôn — "IntervenciÔn General- 
de la Administraciôn del Estado"—  désigna,tan­
to en la L.G.P. como en la normativa anterior, 
a una Direcciôn General del Ministerio de Ha - 
cienda y no engloba nunca a las Intervenciones 
Delegadas. Para comprobar êstos basta con re- 
mitirse, por ejemplo, al articulo 98 L.G.P.
c) La actuaciôn de las Intervenciones De­
legadas ejercitando este tipo de competencias- 
se configura en ese mismo articulo 98 como po- 
sible '("en los casos en que -el reparo- haya - 
sido formulado por una Interveneiôn-Delegada") 
pero no como ineludible. NÔtese, ademâs, que
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el hecho de ejercer una competencia no implica 
necesariamente que haya de ser propia del ôrga 
no que la actûa. Es el caso, precisamente, de 
la delegaciôn: el delegado ejercita competen - 
cias que son propias del delegante.
d) La expresiôn "en todo caso" con que se 
inicia el numéro 2 del articulo 94 quiere sig« 
nificar que "siempre" podrâ delegarse la fun - 
ciôn interventora. Luego si esta funciôn fuera 
propia en algûn caso de los Interventores-Dele 
gados es claro que no podria ser delegada " en 
todo caso" sino sôlo en aquellos casos en que 
la competencia fuera del Interventor General.- 
Asi pues, la citada expresiôn confirma también 
el carâcter exclusive de la atribuciôn a la In 
tervenciôn General de la funciôn interventora.
El examen de los preceptos citados que —  
acabamos de proponer es la ûnica posible desde 
una perspectiva puramente orgânica. Ademâs, - 
esta soluciôn perfectamente coherente con la - 
tradicional denominaciôn de Interventores-Dele 
gados, se recogîa ya en el articulo 2 del Real
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Decreto de 8 de marzo de 19 25.
Consecuencia de todo esto es que las nor­
mas reglamentarias a que alude el artîculo 94, 
numéro 1, de la L.G.P., al fijar el cuadro de 
competencias propias de los Interventores-Dele 
gados, no podrân en ningûn caso atribuirles la 
funciôn interventora que es exclusiva y propia 
de la IntervenciÔn General.
Sin embargo, la Instrucciôn provisional - 
de 12 de mayo de 1978 mantiene el tradicional- 
reparto de las competencias interventora por - 
razôn de la cuantîa entre el Centro directivo, 
y las Intervenciones delegadas.
La inercia de una prâctica "no contesta - 
da" y la tremenda seguridad que confiere la e£ 
pecializaciôn parecen haber pesado mâs que una 
lectura atenta de la nueva L.G.P., texte que - 
no sê si de modo consciente, pero desde luego- 
en têrminos que me parecen bastante claros, — > 
considéra que la funciôn interventora es pro - 
pia de la IntervenciÔn General, y que sôlo por
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delegaciôn puede ser ejercitada por los llama- 
dos —en este caso con toda propiedad—  Interven 
tores-Delegados.
La citada Instrucciôn provisional es con­
traria, pues, al artîculo 16 de la L.G.P. y —  
sus concordantes. Sin que valga argumenter tam 
poco que la misma es, por su contenido, norma- 
y acto y que el artîculo 2 constituye precisa­
mente el acto administrativo de delegaciôn de 
que habla el artîculo 94.2, L.G.P. Por que en 
cuanto adopta la forma y vestidura de Decreto, 
émana del Consejo de Ministres y, aunque se ad 
mitiera que este ôrgano tiene también funcio - 
nés interventoras en base al artîculo 98 de la 
L.G.P. (lo que, sin duda, serîa muy forzado) , 
lo cierto es que sôlo puede delegar en favor - 
de las Comisiones Delegadas (Artîculo 22, nûme 
ro 1, L.R.J.A.E.).
A nuestro juicio, en favor de la primera- 
postura puede argumentarse que, si bien la —  
L.G.P. artîculo 16.1, atribuye las competen —  
cias de la funciôn interventora a la Interven-
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ciôn General de la Administraciôn del Estado , 
es évidente que se han cumplido el desarrollo- 
reglamentario que indica en el artîculo 94.1 - 
de este texto legal. Con base en esta remi —  
siôn normativa ( 353) se han publicado una se - 
rie de preceptos entre los cuales interesa de£ 
tacar;
- R.D. 215/1977, de 8 de febrero.
- R.D. 1124/1978, de 12 de mayo.
- R.D. 3007/1977, de 1 de diciembre.
- R.D. 2461/1979, de 13 de octubre*
- R.D. 553/1981, de 6 de marzo.
- Ley 34/1980, de 12 de junio.
Con este desarrollo normative puede consi^ 
derarse que las competencias para ejercer la - 
funciôn interventora se encuentran atribuidas- 
al Centro Interventor y redistribuidas entre -
(353) Para GARCIA ENTERRIA, E. y FEFNANDEZ RODRIGUEZ, T.R., - 
hay remisiôn noonativa cuando una Ley reenvîa a una nqr 
maciôn posterior, que ha de elaborar la Administraciôn, 
la regulaciôn de ciertos elementos que caiplementan la 
ordenaciôn que la propia Ley establece, en "Curso de .. 
cb. cit., pâg. 181.
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los distintos ôrganos interventores, Interven­
ciÔn General de la Administraciôn del Estado , 
IntervenciÔn General del Ministerio de Defensa 
IntervenciÔn General de la Seguridad Social, - 
Intervenciones Delegadas en Ministerios, Orga- 
nismos autônomos e Intervenciones Territoria - 
les de la Administraciôn del Estado.
Con independencia de esta distribuciôn nor 
mativa de competencias en la prâctica, la de - 
signaciôn de los titulares de los Ôrganos in—  
terventores para ocupar determinado puesto de- 
trabajo se efectûa mediante actos de nombra - 
miento por la autoridad compétente, Subsecreta 
rio de Hacienda.
No se realiza, por el contrario, un acto 
de delegaciôn de competencias en favor de di - 
chos Interventores Delegados. Al mismo tiempo, 
junto a la distribuciôn de competencias en la 
forma que ha quedado expuesta, se producen de- 
legaciones de competencia con carâcter general 
que vienen a confirmar la idea de que las com­
petencias para ejercer la funciôn interventora 
pueden considerarse distribuidas de la siguien
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te forma;
- IntervenciÔn General de la Administra - 
ciôn del Estado competencias propias con posi- 
bilidad de delegarlas en cualquier momento, —  
autorizada esta delegaciôn por el articulo —  
94.2 de la Ley General Presupuestaria y articu 
lo 22 de la L.R.J.A.E. (354). Facultad de avo 
car para si cualquier acto o expediente.
- Intervenciones Delegadas en Ministerios 
de Defensa y Seguridad Social: competencias —  
propias con posibilidad de delegaciôn: Real De 
creto 2461/1979, de 13 de octubre y Real Deere 
to 3007/1977, de 1 de diciembre, respectivamen 
te.
- Intervenciones Delegadas en Ministerios 
Civiles y Organismes autônomos: Competencias - 
propias y delegadas sin facultad de delegaciôn
(354) El artîculo 4 de la L.P.A. di^xzie:
"La competencia es irrenunciable y se ejercerâ precisa­
mente por los ôrganos administrativos que la tengan —  
atribuîda cano propia, salve los casos de delegaciôn, - 
sustituciôn o avocaciôn previstos par las Leyes".
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(Real Decreto 215/1977 de 8 de febrero y Real- 
Decreto 1124/1978, de 12 de mayo).
- Interventores Territoriales del Estado: 
Competencias propias y delegadas sin posibili­
dad de delegaciôn (Real Decreto 215/1977, Real 
Decreto 553/1981 y Real Decreto 489/1979, de - 
20 de febrero) y competencias propias y descon 
centradas (articulo 7 de la Ley 34/1980, de 12 
de junio) con posibilidad de delegaciôn.
También puede argumentarse en favor de es 
ta postura lo dispuesto en el articulo 98 de - 
la L.G.P. en el sentido de considerar el acto- 
interventor emitido por un Interventor Delega­
do distinto del acto emitido por la Interven - 
ciôn General de la Administraciôn del Estado,- 
ôrgano delegante, si ello lo comparamos con la 
regulaciôn que hace de los efectos de la dele­
gaciôn de facultades el artîculo 32 de la Ley 
de Regimen Jurîdico de la Administraciôn del - 
Estado, segûn la cual los actos dictados por - 
el ôrgano delegado se consideran dictados por 
el ôrgano delegante. De aquI que pongan fin a
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la via administrât!va los actos de Ôrganos in- 
feriores, en los casos que resuelvan por dele­
gaciôn de un Ministre o de otro ôrgano cuyas - 
resoluciones pongan fin a esta via.
Entre los argumentes citados por el pro - 
pio autor para fundamentar la segunda postura, 
podemos senalar los siguientes:
- La cita expresa de atribuciôn de compe­
tencias que hace el articulo 16 de la Ley Ge—  
neral Presupuestaria a un Ôrgano concreto de - 
la Administraciôn, la IntervenciÔn General de 
la Administraciôn del Estado. Sin embargo, tam 
bién se ha sostenido que la r e f e r e n d a  a la In 
tervenciôn General de la Administraciôn del Es 
tado podla ser considerada como comprensiva no 
de un ôrgano concreto, sino mâs bien haciendo- 
referencia a la instituciôn de control interno 
es decir, a la IntervenciÔn General de la Adm_i 
nistraciôn del Estado como comprensiva del Cen 
tro rector y de todos los ôrganos intervento—  
res a través de los cuales se realiza la fun - 
ciôn interventora, segûn dispone el articulo 2
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del Real Decreto 215/1977: "La IntervenciÔn Ge 
neral de la Administraciôn del Estado, ademâs- 
de las funciones que le corresponden como Di - 
recciôn General del Ministerio de Hacienda, de 
sarrollarâ las que son propias de su especial- 
competencia, por si misma y a través de los si 
guientes ôrganos y dependencias:
1. Intervenciones-Delegadas en los Depar- 
tamentos ministeriales civiles y en sus Cen —  
tros directives.
2. Intervenciôn-Delegada de la Direcciôn- 
General del Tesoro.
3. Intervenciones-Delegadas en los orga - 
nismos autônomos del Estado.
4. Intervenciones Territoriales de la Ad­
ministraciôn del Estado.
5. IntervenciÔn General del Departamento- 
de Defensa.
6. Servicios de Contabilidad de la Admi -
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nistraciôn militar.
7. Vocales-Interventores y otras represen 
taciones en los Tribunales EconÔmico-Adminis - 
trativos, Consejos, Juntas, Comisiones y Orga- 
nos colegiados en general, en los que precepti 
vamente asi esté dispuesto.
8. Otros servicios del Centro Interventor 
en la Administraciôn General y AutÔnoma.
La dicciôn del articulo 94.2 de la-L.G.P. 
segûn el cual; "En todo caso, la competencia - 
atribuida por el articulo 16 de esta Ley podrâ 
ser delegada..." Esta expresiôn en todo caso, 
hace referencia, segûn el citado autor, a que 
las competencias para el ejercicio de la fun—  
ciôn interventora estân atribuidas a la Inter­
venciÔn General de la Administraciôn del Esta­
do, considerada como un ôrgano del Ministerio- 
de Hacienda, y en cualquier momento pueden ser 
atribuidas, por delegaciôn, a los Intervento - 
res Delegados, como se indica en el citado pre 
cepto.
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Para nosotros, en este momento, lo ûnico- 
que interesa destacar es que existe una atribu 
ciôn de potestad, una competencia, en virtud - 
de las cuales pueden dictarse determinados ac­
tos, que son actos de control de la legalidad- 
financiera, referidos a la supervision de los 
actos y procedimientos de ingresos y gastos pû 
blicos. Asimismo, interesa destacar que esta- 
funciôn o competencia se atribuye a la Inter - 
venciôn General de la Administraciôn del Esta­
do, a la cual se le dota, para el ejercicio de 
esta competencia, de plena autonomla respecto- 
de las autoridades y entidades sometidas a es­
te control.
2.4.2.2.2. Elementos objetivos.
Respecto de los elementos objetivos, la - 
doctrina (355) ha distinguido, entre otros,los 
siguientes:
( 35^ GARCIA DE ENTERRIA, E., y FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R., en
"Curso de ", cit., pâgs. 348-355.
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- Presupuesto de hecho: Si la Administra­
ciôn ejecuta la Ley, con base en las potesta - 
des otorgadas previamente por ésta, y la Ley , 
como imperative abstracto, conecta una cierta- 
consecuencia jurîdica a un tipo de hecho espe- 
cîfico, résulta que el acto administrative, co 
mo ejercicio de una potestad, sôlo puede die - 
tarse en funciôn del presupuesto de hecho tipd. 
ficado por la norma de cuya aplicaciôn se tra- 
ta. El supuesto de hecho, en cuanto proviene- 
directamente de la norma atributiva de potes - 
tad, es siempre un elemento reflejade del acto 
y, por tanto, perfectamente contrôlable.
- El fin: Las normas confieren potestades 
a la Administraciôn para conseguir détermina - 
dos objetivos. El acto administrativo, en cuan 
to resultado del ejercicio de esa potestad, de 
be ser adecuado a ese fin concreto y tîpico. - 
Incurrirâ en vicio legal, si se aparta de él , 
o pretende servir una finalidad distinta aun - 
que ésta sea pûblica.
- Causa: La efectividad del acto es la —
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consecuciôn del fin normative concrete se le - 
reserve el nombre de causa (356 ).
Motives; La Ley impone a la Administra —  
ciôn en un numéro importante de cases, la obli. 
gaciôn de motivar sus actes (357 ) . Este quie- 
re decir que ha de hacer publiées les motivos- 
de hecho y de derecho en funciôn de les cuales 
ha determinado sus actes. De elle se infiere - 
que en el acte administrative les motives es - 
tan siempre, y necesariamente, incerperades a 
la causa. En les motives ha de aparecer la - 
realidad del presupueste normative de hecho al 
que el acte se apiica y el serviele al interés 
publiée especifice que censtituye el fin pro - 
pie de la petestad administrativa. El control 
de les motives del acte administrative se exi­
ge asî en une de les puntes centrales del con­
trol de la legalidad de la Administraciôn. Si 
les motives que la Administraciôn inveca en la
i 35Q. Articule 40.2 L.P.A. : "El ccntenide de les actes serâ 
adecuade a les fines de aquélles".
(37). Articule 43 L.P.A. : "Serân motivados (les actes) cen - 
sucinta referenda de hechos y fundamentes de derecho".
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produceiôn de un acto administrative ne exis - 
tiesen, éste cae per si misme "per falta de - 
causa" ( 358) • En la funciôn centreladera debe 
investigarse, asimisme, si la realidad del su- 
pueste de hecho del que parte la Administra —  
ciôn se ha preducide e ne y si el acte es ade­
cuade para el servieie efective del fin publi­
co (articule 40.2 L.P.A.).
- La declaraciôn: El acte administrâtive- 
censiste en una declaraciôn y le declarade pue 
de ser una veluntad (decisiôn) u etres estades 
psicelôgices (juicie, cenecimiente, desee). La 
declaraciôn puede ser explicita e deducirse de 
una cenducta expresiva (actes tâcites y actes- 
presuntes).
- Centenide de la declaraciôn: La déclara 
ciôn ha de ajustarse a le dispueste per el er- 
denamiente jurîdice (articule 40.2 L.P.A.).
- Objete de la declaraciôn: El ebjete de
(358) Sentencias T.S. de 23-12-1969 y 7-10-1970.
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la declaraciôn puede ser diverse, cempertamien 
te del ciudadane, de etra Administraciôn, del 
titular de un ôrgane, una calificaciôn urban 
.tica, una cencentraciôn parcelaria, una situa- 
ciôn jurîdica y las cembinacienes que puedan - 
resultar de estes ebjetes tîpices. La determ^ 
naciôn de este ebjete ne suscita preblemas es- 
peciales, si bien deberâ ser cierte y pesible.
Si analizames les anterieres elementes eb 
jetives en relaciôn cen el acte de interven —  
ciôn ebjete de nuestre estudie, pedemes.mani - 
festar que diches elementes estân présentes en 
el misme.
En relaciôn cen el presupueste de heche - 
del acte de interveneiôn, pedemes afirmar que- 
éste se encuentra perfectamente tipificade en 
el erdenamiente jurîdice. Efectivamente, la - 
L.G.P. relaciena este presupueste de heche del 
acte de intervenciôn al dispener (articule 16) 
"La funciôn interventera tiene per ebjete cen- 
trelar tedes les actes de la Administraciôn —  
del Estade y de sus Organismes autônemes, que
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den lugar al reconocimiento de derechos y obl^ 
gaciones. En este mismo sentido se pronuncian- 
otros preceptos de esta misma Ley y de aque —  
lias disposiciones que la complementan (359).
En relaciôn con el fin del acto de inter­
venciôn podemos decir que también estâ perfec­
tamente explicitado en nuestro derecho positi­
ve. El ebjetive u ebjetives del acte de inter­
venciôn consiste (articule 16.2 L.G.P.) en —  
"asegurar que la Administraciôn de la Hacienda 
Pûblica se ajuste a las dispesicienes aplica - 
bles en cada case" (360 ) .
Hemes de advertir que el fin del acte de 
intervenciôn ne consiste en pener de manifies- 
te al ôrgane gester, antes de preducir el acte 
generader de dereches u ebligacienes, que el - 
precedimiente de produceiôn del acte adminis - 
trative esté ajustade e ne a derecho. Per el -
(359) Ver art. 92 y 93 L.G.P.; articule 2 del R;D. 1124/1978, 
de 12 de maye; articules 19 y 20 del Décrété de 3 de —  
marzo de 1925.
(360) Ver art. 2.1 del Real Décrété 1124/1978, de 12 de maye.
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contrario, el acto de intervenciôn tiene por - 
fin "el asegurar" que el future acte se predu- 
cirâ de cenfermidad cen el erdenamiente jurîdi 
ce, ajustade a la legalidad aplicable, cen re£ 
pete absolute del principle de legalidad. Este 
fin es el que permite afirmar que el acte de - 
intervenciôn, a pesar de que en ecasienes pue- 
da presentar un aspecte fermai de informe ne - 
es un informe ni un acte de trâmite del acte - 
administrative preducter de dereches u ebliga­
cienes, ingreses e gastes para la Hacienda Pû­
blica. De aquî resultan también les diferentes 
efectes que pueden derivarse de les distintes- 
informes, incluse les preceptives y vinculan - 
tes de aquelles que tienen su causa en el acte 
de intervenciôn.
La causa en el acte de intervenciôn resi­
de en la defensa de la legalidad. El acte de 
intervenciôn debe preducirse en atenciôn a la 
consecuciôn de la efectividad de cumplimiente- 
de esta legalidad per la administraciôn de la 
Hacienda Pûblica. El acte de intervenciôn se 
configura aquî ceme un instrumente defensive -
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de esta legalidad impidiendo la produceiôn de 
actes administratives contraries al erdenamien 
te jurîdice.
Respecte de la metivaciôn del acte de in 
tervenciôn viene exigida en aquelles supuestes 
en que la intervenciôn se manifiesta en desa - 
cuerde cen el fende e cen la ferma de les ac - 
tes (entendemes se refiere a actes de trâmite- 
e actes futures) expedientes e documentes exa- 
minades (361 ).
Esta metivaciôn ha de expliciterse en les 
actes de intervenciôn de ferma diferente segûn 
se trate de control de ingreses e gastes. En 
cuante se refiere a ingrese el acte de inter - 
venciôn habrâ de metivarse bien en nota de re-
( 361) Ver articule 96.1 L.G.P. Eh este saitide el articule - 
27 pârrafe 2s del Décrété de 3 de marze de 1925,dispone 
"Cuando el Interven ter General de la Administraciôn del 
Estade considéré imprecedente el gaste u cbligaciôn tal 
cane haya side fennulada la prepuesta, le consignarâ - 
asî en dictamen razcnade y el Ministerie, Direcciôn Ge­
neral, Centre, D^jendencia, Oficina u Organisme que ha­
ya tramitado el expediente, deberâ ccnfermarse ccn el - 
expresado dictamen e disentir de él en têrmine ne supe­
rior a 5 dias ccntados desde el siguiente a aquel en —  
que le hayan recibido, y en case de cenf ermidad resolve 
râ de acuerdo ccn el mismo".
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paro, o mediants la interposiciôn del corres—  
pondiente recurso. En relaciôn con las obliga- 
ciones o gastos la metivaciôn se expresarâ en- 
el repare que se pendra de manifieste a través 
de un dictamen razenade, en la terminelegîa —  
del articule 27, pârrafe 2s del Décrété de 3 - 
de marze de 1925, dictamen que ne es etra cesa 
que una de las fermas de la declaraciôn escri- 
ta del acte de intervenciôn.
- Otre de les elementes fermales sefiala - 
des es la declaraciôn. El acte administrative 
consiste en una declaraciôn y le declarade pue 
de censistir la manifestaciôn de veluntad e de 
determinades estades psicelôgices de juicie, - 
cenecimiente e desee. Hemes diche que el acte- 
de intervenciôn consiste en una declaraciôn de 
veluntad la cual se efectua en virtud de una - 
repeticiôn mental, en el memento inmediatamen- 
te anterior a la produceiôn de un acte admini£ 
trative, es decir, sobre le actuade en un pre­
cedimiente administrative necesarie para predu 
cir este acte. En esta declaraciôn se pene de 
manifieste el juicie que le merece al ôrgane -
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interventor aquella actuaciôn administrativa - 
anterior a la producciôn del acto, respecte de 
su cenf ermidad e no cen la legalidad que le *es 
aplicable y, al misme tiempe, manifiesta su vo 
luntad en erden a la pesibilidad e impesibili- 
dad de preducciôn de tal acte administrative.
En cuante al ebjete de la declaraciôn del 
acte de intervenciôn le censtituye el comporta 
miente de les titulares de les ôrganes cempe - 
tentes para dictar actes ebjete de control.
2.4.2.2.3. Elementes fermales.
La declaraciôn del acte administrative ha 
de preducirse siguiende un precedimiente admi­
nistrative (362.) y deben penerse de manifieste 
a través de determinadas fermas.
El precedimiente régula simultâneamente :
(362 ) Articule 40 L.P.A. :
"Los actes... se preducirân... mediante el procedimien- 
te que, en su case, estuviere establecide".
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a) Una actividad administrativa détermina 
da encaminada a fijar el presupueste de heche;
b) La participaciôn de una pluralidad de 
sujetes u ôrganes;
c) La necesidad de adeptar ciertas fermas 
de actuaciôn;
d) La participaciôn de les interesades e 
partes en el precedimiente.
Al misme tiempe, el precedimiente asegura 
que tedas las actuacienes encaminadas a la pro 
ducciôn de un acte administrative se efectüen- 
dentre de un erden determinado. De aquî se lie 
ga a la cenclusiôn de que el precedimiente ad­
ministrative puede ser censiderade ceme la er- 
denaciôn unitaria de una pluralidad de epera - 
cienes expresadas en actes diverses realizades 
heteregéneamente per varies sujetes u ôrganes, 
eperacienes y actes que, ne obstante su relati 
va autenemîa, se articulan en erden a la pre - 
ducciôn de un acte deciserie final. Se deduce-
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de lo anterior que el procedimiento no es la - 
expresiôn de un acto complejo unitario realiza 
do, a través del tiempo, por diverses sujetes- 
u Ôrganes, ni es un acte cempleje. Es mâs —  
bien un cempleje de actes, tedes elles auxilia 
res e instrumentales del acte final resolute - 
rie e conclusive, sin mengua de su sustantivi- 
dad jurîdica independiente.
El acte administrative ha de manifestarse 
externamente a través de determinada ferma.Es­
ta ferma nermalmente es escrita. Para la exi- 
gencia de esta censtancia escrita existen una 
serie de razenes entre las que pueden destacar 
se:
1) Que les actes recepticies deben publi- 
carse e netificarse;
2) Que el acte expresa una declaraciôn de 
autetutela ejecuteria;
3) Que en les actes de precedimiente, es- 
pecialmente cuande intervienen varies ôrganes.
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sôlo la forma escrita puede asegurar la certi- 
dumbre de su producciôn y la observancia del - 
orden procedimental establecide;
4) Que en muches supuestes viene exigide- 
per la Ley (articule 41.3 L.G.P.)
Respecte de les elementes fermales del ac 
te de intervenciôn hemes de advertir que su —  
ferma de manifestaciôn difiere segûn se trate- 
de actes de cenfermidad e actes de discenfermi 
dad y, en este case, segûn se trate de ingre - 
ses e gastes.
Les actes de intervenciôn se preducen me­
diante una repeticiôn mental de tede le actua­
de y semetide a su censideraciôn para enjui — » 
ciarle en relaciôn cen la legalidad que le es 
aplicable. Una vez realizada esta repeticiôn- 
mental, en el ejercicie de la cempetencia atr^ 
buîda al ôrgane de control interne cerrespen - 
diente, representative de una petestad de su—  
pervisiôn e superpesiciôn de e sobre la activi. 
dad de les ôrganes gesteres de la administra -
527
ciôn de la Hacienda Pûblica, se produce el ac­
to de intervenciôn y su forma difiere segûn se 
trate de actes de control de dereches, ebliga­
cienes, gastes e pages, y a su vez, segûn sea 
un acte de cenfermidad e de discenfermidad.
A) Acte de intervenciôn de ingreses; Debe 
mes distinguir:
- Acte de cenfermidad; Si el Ôrgane inter 
venter, una vez elaberade su criterie cemparan 
de le actuade cen la legislaciôn aplicable, el 
acte se produce y pene de manifieste a través- 
de una simple diligencia que expresa esta cen- 
fermidad cen las fôrmulas;"Intervenide", "In - 
tervenide y conforme" que se insertan en el —  
prepie expediente, cen la firma del Interven - 
ter, quedande este expediente apte para la pro 
ducciôn del acte administrative cerrespendien- 
te, si este ne hubiese side ya dictade.
- Acte de discenfermidad: En aquelles su­
puestes en que la Intervenciôn, examinade el - 
expediente y censtruîde su criterie en la fer-
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ma indicada, llegase a la conclusiôn de que el 
expediente sometido a su censideraciôn ne se - 
ajusta a dereche, el acte interventer se mani­
fiesta de la siguiente ferma (363 ) :
a) Mediante neta de repare; La naturaleza 
de esta neta de repare se ha censiderade (364) 
similar a la de recurse de repesiciôn regulade 
en el Real Décrété 2244/1979. En esta neta de 
repare el Interventer fermaiiza su epesiciôn - 
al fende e a la ferma de les actes, expedien - 
tes e documentes relatives al recenecimiente e 
liquidaciÔn de dereches.
b) Recurse de repesiciôn: Se formula cen 
base en el articule 96.2 de la L.G.P.; articu­
le 166.c) de la L.G.T.; articule 6 del Real De 
crete 2244/1979, de 7 de septiembre, per el —  
que se régula este recurse de repesiciôn. Cen 
base en estes préceptes el Interventer General 
de la Administraciôn del Estade y sus Delega -
(363) Ver articule 96.2 de la L.G.P.
(364.) Ver HERRERD SUAZO, S., "Eficacia judicial ", cit.
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dos estân legitimados para interponer este re­
cur so. Esta interposiciôn es una de las for - 
mas de manifestaciôn del acto de interveneiôn- 
a que nos venimos refiriendo. Ya veîamos que , 
en la prâctica, este recurso se utilizarâ en - 
escasas ocasiones dado que coinciden ccn la no 
ta de répare en el ôrgane compétente para re - 
selverles, Ôrgane legitimade para preducirla e 
interponerle y ebjete del recurse y neta de re 
pare.
c) Reclamaciôn ecenômice-administrativa : 
Es ésta la tercera ferma de manifestaciôn del 
acte de intervenciôn cuande se manifiesta en - 
desacuerde cen el fende e cen la ferma de les 
actes, de recenecimiente e liquidaciôn de dere 
ches a faver de la Hacienda Pûblica, que se se 
meten a su censideraciôn, en virtud de las cem 
petencias que atribuye al ôrgane de control in 
terne el erdenamiente vigente, cencretadas en 
el articule 96.2 de la L.G.P.; articule 166 de 
la L.G.T., y articule 32 del Real Décrété nûme 
re 1999/1981, de 7 de septiembre, per el que - 
se aprueba el Reglamente de Precedimiente Admi
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nistrativo en las Reclamaciones Econômico-Admi 
nistrativas.
B) Acto de intervenciôn de gastos; En el 
control de gastos publicos el ôrgane interven­
ter puede prenunciarse también de cenfermidad, 
e discenfermidad, cen la forma e cen el fende- 
de las actuacienes semetidas a control.
a) Acte de cenfermidad: La cenfermidad de 
la Intervenciôn cen un expediente de gaste se 
manifiesta mediante simple diligencia en ferma 
similar a la indicada en les actes de cenf ermi. 
dad del control de ingreses (365 ) .
b) Acte de discenfermidad; El acte de di£ 
cenfermidad cen el fende e cen la ferma del eb 
jete del control se manifiestan a través del - 
repare cerrespendiente. Este repare ha de ser 
escrite y metivade (366). En esta metivaciôn.
( 363 Ver articule 27 del Reglamente de 3 de Marze de 1925.
(366 ) Este aspecte fermai y la metivaciôn vienen exigidos per 
el articule 96.1 de la L.G.P., y articule 27 del Regla­
mente de 3 de marze de 1925.
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exigida por el articule 27 del Reglamente de 3 
de marze de 1925, y en etras expresienes léga­
les que hacen r e f e r e n d a  a la emisiôn de infer 
mes per la Intervenciôn, es una de las causas- 
que han dade lugar a estimar el acte de inter­
venciôn equiparable a un informe preceptive. - 
Nesetres estâmes en desacuerde cen esta equipa 
raciôn y entendemes que estas expresienes "die 
tamen razenade", "informe favorable", "diligen 
cia", etc., ne estân utilizadas en sentide téc 
nice y son referidas a distintas fermas de ma­
nifestaciôn del acte de intervenciôn, cuya na­
turaleza y efectes son distintes de les cita - 
des informes segûn veremes a centinuaciôn.
Per etra parte el citade articule 27, en 
su pârrafe 1 indica que la intervenciôn crlti- 
ca de gastes debe realizarse inmediatamente an 
tes de su aprebaciôn per el ôrgane compétente, 
una vez reunides tedes les justificantes y emi 
tides les informes que se estimen precises. Es 
decir, les informes han de estar antes de dic­
tar el acte administrative y antes de dictar - 
el acte de intervenciôn.
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2.4.3. Diferencias entre el acto de interven - 
ciôn y les informes.
El acto de intervenciôn ha side cataloga- 
do de informe preceptive tante en la dectrina- 
ceme en la prâctica administrativa. Nuestre eb 
jetive, en el présente trabaje, es, precisamen 
te, tratar de censeguir esclarecer détermina - 
des aspectes de este acte que le diferencian - 
de les citades informes. Si censiguiésemes —  
nuestre ebjetive, quedarîan despejadas determ_i 
nadas centradiccienes que se preducen en la —  
vida administrativa diaria, las cuales ne han 
tenide explicaciôn cenvincente, a nuestre jui­
cie, per aquelles ôrganes que las han plantea- 
de.
Para legrar nuestre prepôsite pedlames —  
partir de la censideraciôn de algunas clases - 
de actes administratives.
La dectrina ha adeptade distintes crite - 
ries para la clasificaciôn de les actes admi - 
nistratives, llegande, per censiguiente, a la
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elaboraciôn de distintos grupos de clasifica - 
clones en funciôn de les criterios elegidos. - 
Entre elles pedemes destacar-les siguientes:
Is) En atenciôn al precedimiente, se dis- 
tinguen las siguientes categories de actes ad­
ministratives ( 367) ;
a) Actes de trâmite: Son simple presupues 
te de la decisiôn administrativa. Censtituyen- 
una garantie de acierte de la decisiôn y prepa 
ran la reseluciôn administrativa. Ceme ejemple 
de este tipe de actes pueden citerse les de in 
ceaciôn del precedimiente (S.T.S, de 23-1-59), 
les de instrucciôn del precedimiente, tante in 
fermes ceme cencesiôn de trâmite de audiencia, 
(S.T.S. de 12-3-1963), les de erdenaciôn, ceme 
las cemunicacienes y netificacienes, asl ceme 
les meres requerimientes para cumplir una ebli 
gaciôn (S.T.S. de 7-2-1964). Les actes de tra 
mite ne son impugnables en via administrativa- 
(art. 113 L.P.A.), ni en centenciese-adminis -
(367) qc^ zalez FEREZ, J., "Canentaries a la Ley de Precedi —  
miente Administrative", Madrid, 1977, pâg. 257-259.
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trativa (articule 37 L.G.), salve que determi­
ner! la impesibilidad de continuer el precedi - 
miente (S.T.S. de 25-4-1974) e decidan directe 
e indirectamente el fende del asunte (S.T.S.de 
2-7-1964).
b) Reselucienes: Son les actes que deci - 
den el precedimiente, es decir, aquelles que 
censtituyen la manifestaciôn final de la ac —  
ciôn administrativa. Son susceptibles de impug 
naciôn en via administrativa y centenciese-ad- 
ministrativa.
Nos encentrames cen que en el precedimien 
te aparece una distinciôn fundamental entre de 
cisiôn final e reseluciôn (articule 93 L.P.A.) 
y actes precedimentaies e de trâmite, que ado£ 
tan una pesiciôn instrumental respecte de aque 
lia. Unes y etres son actes administratives —  
aunque cen funciôn y régimen diverses y les ac 
tes precedimentales e de trâmite gezan, ne o b s 
tante estar erdenades a la preducciôn final de 
la reseluciôn, de singularidad y relative auto 
nemla ya que preducen efectes precedimentales-
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propios, tienen reglas propias de validez y, a 
veces, procedimientos especîficos para su pro­
ducciôn, causa propia, pueden ser anulados in- 
dependientemente, etc. (368).
Esta distinciôn de actes trâmite e actes- 
internes, y actes principales, e actes exter - 
nos, segûn el papel que desempenan en el prece 
dimiente es fundamental y mâs aun desde el pun 
te de vista de nuestre sistema positive per la 
diferente censideraciôn de les mismes en rela­
ciôn cen la pesibilidad e ne de impugnaciôn —  
posterior.
c) Actes de ejecuciôn; Se limitan a precu 
rar la ejecuciôn de etre acte. Hay veces que - 
la ejecuciôn ne requiere etre acte sine mâs —  
bien una serie de eperacienes materiales (ejem 
pie; demeliciôn de una finca declarada ruine - 
sa) pere etras, la ejecuciôn requiere auténti- 
ces actes jurîdices (ejemple: recaudaciôn en -
( 363 GARCIA DE ENTERREA, E. , y EERNANDEZ RCXiRIGÜEZ, T.R., —
"Ourse de ", cit., pâgs. 367.
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via de apremio).
2s) Por la extensiôn de sus efectos pode 
mes distinguir:
a) Actos singulares: El circule de desti 
nataries sea concrete.
b) Actes générales: Si el anterior circu 
le de destinataries es indeterminade.
3s) Per la pesibilidad de su fiscaliza - 
ciôn centenciese-administrativa:
a) Actes impugnables: Sen aquelles que - 
pueden ser revisades per la jurisdicciôn cen- 
tenciese-administrativa. Pere no teda actua - 
ciôn administrativa coincide cen la extensiôn 
y cempetencia de esta jurisdicciôn, general - 
mente cendicienada per facteres histôrices y 
politicos.
b) Actes inimpugnables: Aparté de les ac 
tes politicos de Gebierne y les semetides al-
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régimen jurîdico privado se senalan (369) les 
siguientes actos administratives inimpugnables
1) Cuestienes reservadas a la discreciena 
lidad de la administraciôn militar.
2) Pelicîa de radiedifusiôn.
3) Actes realizades per Ôrganes adminis - 
tratives en cuante actûen ceme jurisdicciôn e£ 
pecial.
4s) Per razôn de las facultades ejercidas 
al dietaries;
Les actes administratives se preducen me­
diante el ejercicie de petestades cenferidas a 
la Administraciôn per el erdenamiente jurîdi - 
ce. Derivades de esta actividad surgen actes- 
administratives que se han clasificade en ac—  
tes reglades y discrecienales llegande la dec­
trina del sigle XIX a enfrentar ambas catege -
(369) garREDO FALLA, F., "Tratade de Dereche...", cit., p.446
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rîas de actos que terminé por crear la figura 
de acto discrecional por naturaleza confun —  
diéndose esta cuestiôn con la de les actos de 
gobierno. Confusiôn que se refleja en nues - 
tra anterior ley de la jurisdicciôn contencio 
so-administrativa elaborada a fines del siglo 
XIX (1888 a 1894) . Se establecîa aquî una - 
oposiciôn tajante entre actos reglados y ac - 
tes discrecienales, entendiende a estes ulti­
mes ceme inimpugnables. Esta situaciôn legal- 
fue criticada per la dectrina llegândese a la 
cenclusiôn de que les actes son mâs e menes - 
reglades y mâs e menes discrecienales. Es de­
cir, que les actes ne son reglades e discre - 
cienales sine que, en tedes les actes, per re 
glades que sean, existe un peder discrecional 
mayor e mener, y que en tedes les discreciena 
les, per libres que les supengames, centienen 
determinades elementes reglades (370 ).
5s) Per el carâcter de les ôrganes que -
(.3D) ARIAS DE VELASCO, "Le discrecional y le reglado del ac 
te administrative", en Revista de Dereche Publiée, Fe- 
brere 1972, pag. 37.
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los producen:
a) Actos colegiales: Sometides a un prece 
dimiente especial de preducciôn (articule 9 y 
siguientes L.P.A.)
b) Actes nemecrâtices: El que se preduce- 
per el titular individual de un ôrgane admini£ 
trative.
6q) Per su relaciôn e incidencia en la es 
fera jurîdica de les sujetes:
a) Actes constitutives: Son aquelles que 
crean, medifican e extinguen relacienes e si - 
tuacienes jurîdicas subjetivas en les sujetes-. 
destinataries e en la prepia Administraciôn. - 
Ejemple: Una liquidaciôn tributaria, una jubi- 
laciôn de un funcienarie.
b) Actes declaratives: Sen les que acredi 
tan la existencia de un heche e una situaciôn- 
jurîdica, sin incidir en su centenide. Ejemple 
Una certificaciôn, una netificaciôn, un acta.
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7q ) Otras clasificaciones: Se pueden dis­
tinguir asimismo:
a) Actos de administraciôn activa, consu]^ 
tiva y de control.
b) Actos de tracto sucesivo e instantâ —
neo.
c) Actos positives e de etergamiente y ne 
gatives e denegacienes.
d) Actes persenales y reales, segûn su âm 
bite ebjetive de eficacia.
e) Actes que causan estade en la via admi 
nistrativa y actes que ne agetan dicha via. E£ 
ta distinciôn tiene vital impertancia a efec - 
tes de abrir el accese a la via jurisdiccienal 
sôle disponible cen respecte a aquelles, que - 
censtituyen la ûltima palabra de la Administra 
ciôn.
f) Actes independientes y dependientes:
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Actos politicos: For ultimo debemos sena- 
lar, en relaciôn con los actos politicos o de 
Gobierno, que la doctrina (371) considéra a e^ 
tos actos, no como una especie del género de - 
los actos administratiVOS discrecionales sino- 
como actos esencialmente distintos, por ser —  
una la funciôn administrativa y otra la fun —  
ciôn polltica confiada a los ôrganos estatales 
supremos. En Espana, por influencia francesa,- 
ha subsistido la doctrina del môvil politico - 
durante la larga vigencia de la Ley SANTAMARIA 
DE PAREDES y después de la L.J. Hoy se.consi­
déra que la Administraciôn, como tal, es uni - 
versalmente justiciable y, por consiguiente,to 
dos y cada uno de sus actos, ninguno de los —  
cuales puede entrar en la excepciôn del articu 
lo 2.b) de la L.J. Ello estâ hoy proclamado - 
en la Constituciôn (articulo 24): "Todas las - 
personas tienen derecho a obtener la tutela —  
efectiva de los jueces y tribunales en el ejer 
cicio de sus derechos e intereses légitimés, -
( ^ ”7^ GARCIA DE EMTERKEA, E., y FEEmNDEZ RODRIGUEZ, T.R., -
"Curso de ", cit., pâg. 370.
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sin que, en ningûn caso pueda producirse inde- 
fensiôn". Este derecho se extiende a lo con- 
tencioso-administrativo aplicable, por tanto , 
a todos los actos y acuerdos de la Administra­
ciôn.
De las categorîas de actos administrati - 
vos que han quedado apuntadas debemos resaltar 
aquellas que dividen los actos en:
- Actos de trâmite y resoluciones.
- Actos de administraciôn activa, consul- 
tiva y de control.
- Actos independientes y dependientes.
El acto de intervenciôn ha sido integrado 
dentro de la categorla de los de trâmite, en - 
contraposiciôn de las resoluciones: Hemos vis- 
to que esta clasificaciôn se construye en fun­
ciôn del procedimiento. A los actos de trâmi­
te se les atribuye la misiôn de garantizar el- 
acierdo de la decisiôn ultima que se concrete-
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en la resoluciôn. Con base en estas caracte - 
risticas y considerando aisladamente algunas - 
expresiones légales no àe ha dudado en afirmar 
que el acto de intervenciôn es un informe.
À nuestro juicio, el acto de intervenciôn 
debe diferenciarse de la categorîa de los in— > 
formes aunque para ello sea preciso realizar - 
algûn esfuerzo de interpretaciôn para extraer- 
aquelles elementos que le diferencian de aque­
lles, centrando nuestra atenciôn en los infor­
mes preceptivos y vinculantes pues son estas - 
las ûnicas categorîas con las que asimilarse - 
al acto de intervenciôn (372 ) .
Los informes, como actos de trâmite, son 
actos de instrucciôn en cuanto suponen la apor 
taciôn de un date al procedimiento: la opiniôn 
o juicio del ôrgano informante acerca de cues- 
tiones que en êl se plantean y que constituyen 
su objeto.
( 372) Seguimos a GONZALEZ FEREZ, J., "Canentarios a la Ley de 
Frocedimiento Administrativo", en Civitas, Madrid, 1977 
pâgs. 495 y ss.
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Los principios de economîa, celeridad y - 
eficacia que consagra el articulo 29 de la LPA 
estân présentes en el régimen jurîdico de los 
informes. En consecuencia, el articulo 84 de - 
este texto legal limita los supuestos de peti- 
ciôn de informes a los siguientes:
- Que sean preceptivos por disposiciones- 
legales, debiendo entenderse esta expresiôn en 
sentido amplio, comprensiva de las disposicio- 
nes reglamentarias.
- Que se juzguen absolutamente necesarios 
para acordar o resolver. Es decir, que el in­
forme deberâ aportar al procedimiento un dato- 
necesario para adoptar la resoluciôn.
En cuanto a la necesidad de acompanar a - 
la peticiôn de informe el expediente original, 
la L.P.A. no lo exige, aunque de determinadas- 
disposiciones se deduce la necesidad de remi - 
siôn del expediente al ôrgano informante.
En relaciôn con los efectos pueden distin
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guirse:
a) De la omisiôn del informe; La omisiôn- 
de un informe preceptivo constituye un vicio - 
esencial del procedimiento que détermina la —  
anulabilidad de la resoluciôn que ponga fin al 
mismo (articulo 48.2 L.P.A.) (373 ). De igual - 
forma, en aplicaciôn del articulo 53.5 de la - 
L.P.A., se considéra improcedente la subsana - 
ciôn ( 374 ) .
b) Del informe; Los informes preceptivos- 
y no vinculantes constituyen un elemento de —  
juicio a tener en cuenta por el ôrgano compe - 
tente al dictar las resoluciones, pero éste po 
drâ seguir o no el parecer del ôrgano informan 
te. En este sentido la Sentencia del T.S. de - 
24-11-1955: "Los informes técnicos constituyen
(373) En este sentido se prcnuncia la S.T.S. de 7-5-1974.
(374) En este sentido la Sentencia del T.S. de 30-3-1976 di - 
ce: "... la cmisiôn de un informe prec^tivo, sanetido- 
■a lo previsto en los artîculos 84, 85, 53.5 y 48.2 de - 
la L.P.A., par lo que su omisiôn no puede quedar conva- 
lidada ccn su aportaciôn posterior... y la natural con­
secuencia al carecer el acto de un requisite formai in­
dispensable para alcanzar su fin, es la de su anulabili 
dad".
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solo un dictamen emitido en funciôn consultiva 
que ûnicamente adquieren eficacia si la Admi - 
nistraciôn resuelve de conformidad con los mi£ 
mos. La Sentencia del T.S. de 23-12-1964,afir 
ma que no constituye deber para la Administra­
ciôn tener que ajustarse a lo dictaminado.
Por otra parte, en el supuesto de que en 
un procedimiento, emitiesen informes distintos 
organismes, el ôrgano decisor deberâ apreciar- 
los segûn las reglas de la sana crîtica.
En los informes vinculantes el ôrgano de­
cisor no puede apartarse del dictamen, si bien 
esta afirmaciôn habrâ de matizarse mâs adelan- 
te.
2.4.3.1. Informes preceptivos.
Segûn el articulo 84.1 son los exigidos - 
por disposiciones légales o reglamentarias. Si 
no se solicitan estos informes, se incurre en 
vicio de procedimiento que darâ lugar a la anu
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labilidad del acto. Sôlo se darâ el trâmite —  
con el carâcter de esencial que prevé el arti­
cule 48.2 cuando asi se establezca expresa y - 
claramente.
El hecho de que en un determinado proced^ 
miento se exijan informes con carâcter precep­
tivo no supone la imposibilidad de otros infor 
mes distintos que ayuden al acierto en la reso 
luciôn.
2.4. 3. 2. Informes vinculantes.
Constituye un supuesto excepcional. Se - 
consideran como trâmite esencial del procedi - 
miento y no basta que el ôrgano active haya co 
nocido el informe sine que éste ha de ser favo 
rable. De aqui que se haya planteado el proble 
ma de "si estâmes ante un simple informe-decla 
raciôn o, por el contrario, el informe se ha - 
convertido en una declaraciôn de voluntad de - 
la que no puede apartarse el Ôrgano compétente 
para resolver".
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Ante esta duda, la doctrina que seguimos- 
opina que el informe vinculante sigue siendo - 
informe, esto es, declaraciôn de juicio, si —  
bien la norma détermina ciertas limitaciones - 
del ôrgano compétente, al prever una adecua —  
ciôn de la resoluciôn al informe, adecuaciôn - 
que puede ser de diverses grades:
a) Adecuaciôn parcial: Se da en aquellos- 
casos en que para resolver un determinado sen­
tido se exige que el informe sea favorable pe­
ro no impide que pueda resolverse en sentido - 
contrario como en la declaraciôn de nulidad —  
del articule 109 L.P.A. Este articulo dispone 
que se podrâ "previo dictamen favorable del - 
Consejo de Estado, declarar la nulidad de los 
actos..." Esta expresiôn impide declarar la nu 
lidad cuando el Consejo de Estado es contrario 
a élla, pero si el dictamen es favorable a la 
nulidad, el ôrgano de la Administraciôn activa 
no estâ obligado a declarar dicha nulidad. Es­
te supuesto no se daria si se tratara de un —  
procedimiento de revisiôn de oficio en sentido 
propio, pues, en este caso, séria la Adminis -
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traciôn la primera interesada en anular el ac­
to de que se trate.
b) Adecuaciôn total: Estamos ante este —  
supuesto cuando la norma que prevé la necesi - 
dad de informe establece el carâcter vinculan­
te de tal forma que la resoluciôn debe ser ne- 
cesariamente conforme al dictamen.
Para alcanzar nuestro objetivo, considéra 
mos conveniente destacar algunos aspectos so - 
bre la elaboraciôn, requisitos y remisiôn del- 
informe al ôrgano de la Administraciôn activa- 
que lo solicita.
En primer lugar, el ôrgano compétente pa­
ra emitir el informe viene obligado a emitirlo 
salvo que fuese improcedente, en cuyo caso se 
limitarâ a expresar las razones por las cuales 
no se emite, taies como incompetencia, no haber 
se indicado los extremos sobre los que se ha - 
de informer, etc.
El informe ha de contener la opiniôn so -
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bre todos y cada uno de los extremos de la con 
sulta. La regia general es que los informes se 
manifiesten por escrito y generalmente, conci- 
sos. Dada la propia naturaleza de los informes 
al ser declaraciones de juicio, es évidente la 
exigencia de motivaciôn, porque la motivaciôn- 
es justamente la expresiôn racional del juicio 
en que consiste. De aqui que deban contener - 
sucinta referencia de hechos y fundamentos de 
Derecho.
En relaciôn con el plazo en que habrân de 
ser emitidos, el articulo 86.2 de la L.P.A. e£ 
tablece los siguientes plazos:
a) En los supuestos générales, plazo de - 
diez dlas.
b) Si la disposiciôn reguladora del infor 
me, por razôn de la materia o del ôrgano que - 
ha de emitirlo estableciera otro superior se - 
estarâ a éste, ahora bien, en ningûn caso exce 
derâ este plazo de dos meses.
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Interesa senalar, asimismo, que segûn el- 
apartado 3 del articulo 86 de la L.P.A., de no 
recibirse el informe en el plazo senalado, po- 
drân seguirse las actuaciones. El procedimien­
to, por tanto, podrâ terminar por resoluciôn - 
del ôrgano compétente, que serâ vâlida, aun —  
cuando no conste el informe preceptivo.
Trata de evitar este precepto posibles —  
perjuicios que la paralizaciôn de un procedi - 
miento puede ocasionar a los interesados, pero 
con ello, se priva al Ôrgano decisor de.un ele 
mento de juicio que, sobre todo cuando se tra­
ta de ciertos Ôrganos consultivos, puede ser - 
perjudicial para el acierto de la resoluciôn y 
la defensa de los derechos e intereses de los 
afectados. De aqul que esta facultad para pro 
seguir las actuaciones ha de ejercerse con pru 
dencia y moderaciôn a fin de evitar que la ce­
leridad del procedimiento conduzca a résulta - 
dos mâs graves. Determinada doctrina (375 ) —
( 375) gcaJZALEZ NAVARRO. "Los informes administrativos", en 0 £  
ganizacicn y Procedimiento Administrativos, Madrid, 1975 
pâgs. 339-340.
552
que lo anterior no es aplicable a los informes 
vinculantes, salvo que una norma especial pre- 
vea que la no emisiôn del dictamen en el plazo 
previsto se entiende favorable a la propuesta.
Si tenemos en cuenta cuanto llevamos ex - 
puesto y comparâmes los informes citados con - 
el acto de intervenciôn podemos extraer dife - 
rencias sustanciales, que permiten separar a - 
este ûltimo de la categorîa de los primeros.Po 
demos distinguir ambas categorîas desde los s^ 
guientes puntos de vista;
1. En relaciôn con el procedimiento: Ya - 
hemos visto que el informe es un acto de ins - 
trucciôn del procedimiento y se inserta en es­
te para aportar un dato que garantice el acier 
to de la decisiôn ûltima que se concrete en la 
resoluciôn.
El acto de intervenciôn no tiene por obje 
to aportar ningûn dato al procedimiento, sino- 
que su fin bâsico y principal es superponerse, 
superviser, reviser, investigar e inspeccionar
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este procedimiento para comprobar y asegurar - 
que la administraciôn de la Hacienda Pûblica - 
se ajusta a la legalidad aplicable en cada ca­
so. El acto de intervenciôn se situa sobre el 
procedimiento en su totalidad no se inserta en 
el mismo.
2. Desde el punto de vista objetivo; El - 
objeto del informe lo constituye la aportaciôn 
de un dato, opiniôn o juicio que sirva para el 
acierto de la decisiôn ûltima. El objeto del - 
acto de intervenciôn no es aportar este dato , 
esta opiniôn o juicio, sino asegurar el ajuste 
de la legalidad (376). Cuando un acto de in - 
tervenciôn se- pronuncia favorable a la propue£ 
ta del gasto no anade ninguna opiniôn fundamen 
tada que sirva a la resoluciôn, se limita a ex-
( 376) El articulo 20.1 del Reglamento de 3 de Marzo de 1925 - 
dispcne: "Se entiende par intervenciôn crîtica o fisca- 
lizaciôn previa del reconocimiento de obligaciones o —  
gastos la facultad que carpete al Interventor general - 
de la Administraciôn del Estado o a sus Interventores—  
Delegados para examinar, antes de que se dicte el co —  
rrespcndiente acuerdo, todo expediente o documento en 
que se formule una propuesta de gasto, con cbjeto de co 
nocer si su ccntenido y tramitaciôn se han ajustado a 
las disposicicnes légales que en cada caso sean aplica- 
bles".
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presar, mediante diligencia, su conformidad 
con el gasto proyectado o con la obligaciôn —  
que' se trate de reconocer (377 ) . Cuando la In 
tervenciôn considéré improcedente el gasto u - 
obligaciôn tal como haya sido formulada la pro 
puesta, lo consignarâ asi en dictamen razonado 
Esta expresiôn dictamen razonado, a nuestro 
juicio, no es otra cosa que la producciôn moti 
vada del acto de intervenciôn. Es totalmente - 
lôgico que un acto que se superpone a otro de 
la Administraciôn activa para contraponerse a 
ella, impedir que se produzcan sus actos, impe 
dir el cumplimiento de êstos, etc. Deberâ ser 
motivado y, por tanto, la producciôn ha de ser 
fundamentada y razonada, haciendo constar ex - 
presamente estos fundamentos y motivos. No es 
mas ni mas ni menos que la necesidad de moti - 
var ese acto q u e , en cierta medida, supone una 
restricciôn de las competencias de un ôrgano - 
de la Administraciôn activa.
Si la disconformidad de la Intervenciôn -
( 377) Ver el articulo 27 del Reglairvento de 3 de marzo de 
1925.
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se produce con relaciôn al reconocimiento y li. 
quidaciôn de derechos, êsta se manifiesta me - 
diante nota en reparo de interposiciôn del re- 
curso de reposiciôn o reclamaciôn econômico-ad 
ministrativa.
3. Respecte de la motivaciôn: Los infor - 
mes, dada su propia naturaleza, de declaracio­
nes de juicio, o de opiniôn, exigen, en todo - 
caso, una motivaciôn, ya que esta motivaciôn - 
es justamente la expresiôn racional del juicio 
que se emite en el informe. El acto de inter - 
venciôn, como hemos visto, no requiere siempre 
motivaciôn, sino sôlo en aquellos supuestos en 
que la Intervenciôn disiente con las propues—  
tas que se someten a su consideraciôn.
4. Posibilidad de pedir informes: Los ôr­
ganos compétentes para emitir informes son ---
aquellos especializados en las materias sobre- 
las cuales se pide su opiniôn o juicio y pare- 
ce lôgico que, como norma general, estos ôrga­
nos no tengan necesidad de ser informados so—  
bre esas materias de su especialidad, ello sin
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perjuicio de que puedan pedir actos, aclaracio 
nés, antecedentes, etc., que le permitan razo- 
nar y fundamentar la opinion que se proponen - 
emitir. La Intervenciôn, por el contrario, —  
siendo su fin asegurar que la administraciôn - 
de la Hacienda Pûblica se ajuste a la legali - 
dad vigente se confiere a este ôrgano facultad 
para pedirles informes y asesoramientos jurîdi 
C O S  que considéré necesarios para el correcto- 
ejercicio de su funciôn. Desde esta perspecti 
va puede apreciarse se pone de manifiesto la - 
existencia de un procedimiento paralelo-que - 
culmina con la producciôn de un acto, el acto- 
de intervenciôn, de superposiciôn, supervision 
comprobaciôn aseguramiento de la actividad fi- 
nanciera de la Administraciôn pûblica.
5. Desde el punto de vista de los efec —  
tos: Sin perjuicio de que posteriormente se —  
analicen los efectos del acto de intervenciôn, 
desde esta perspective, también puede extraerse 
ciertas diferencias que revelan la distante na 
turaleza de las categories que comentamos.
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El ôrgano de la Administraciôn activa que 
recibe el informe puede hacer caso omiso de la 
opiniôn contenida en el informe cuando éste es 
preceptivo, incluso en los informes vinculan - 
tes, hemos visto existe posibilidad de aceptar 
en todo o en parte la opiniôn o juicio que se 
manifiesta en el informe. En los informes pue­
de proseguirse el procedimiento caso de que é£ 
tos no se emitan dentro de los plazos prévis - 
tos por la ley para su emisiÔn, ello sin per - 
juicio de la responsabilidad en que incurra el 
funcionario culpable de la demora, de conform^ 
dad con el articulo 16.3 de la L.P.A.
Alguna opiniôn doctrinal se manifiesta en 
el sentido de que el anterior precepto no es - 
aplicable a los informes vinculantes, salvo —  
que una norma especial prevea que la no emi —  
siôn del informe vinculante se entienda favora 
ble a la propuesta. A nuestro juicio, debe —  
distinguirse un aspecto teôrico y un aspecto - 
prâctico. Desde la primera perspectiva puede- 
afirmarse que el precepto comentado permite —  
proseguir las actuaciones del procedimiento —
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cuando no se han emitido los informes corres - 
pondientes dentro del plazo tanto si êstos son 
preceptivos como si son vinculantes. Desde el" 
punto de vista prâctico se aconseja utilizar - 
con prudencia y moderaciôn esta facultad de —  
proseguir el procedimiento en los informes pre 
ceptivos, por tanto, con mayor razôn cuando no 
se ha emitido un informe vinculante.
El acto de intervenciôn puede impedir la 
producciôn del acto administrativo, permitir - 
su producciôn si se cumplen la legalidad vigen 
te y puede iniciar un procedimiento de revi —  
siôn de los actos administrativos y producidos
6. Posibilidad de impugnaciôn.
Otro aspecto a resaltar es que si un acto 
de trâmite impidiera proseguir el procedimien­
to se puede interponer recurso de alzada y de 
reposiciôn previo a la via contenciosa y con - 
carâcter extraordinario al de revisiôn, de con 
formidad con el articulo 113 de la L.P.A. El - 
acto de intervenciôn no es susceptible de im—
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pugnaciôn pues este puede tener efectos confir 
matorios, de conformidad a la producciôn de un 
acto, puede no tener efectos suspensivos aun - 
que se manifieste en desacuerdo con lo someti- 
do a su consideraciôn y, aun cuando el acto de 
intervenciôn puede impedir que se produzca un 
acto en la forma propuesta, puede ocurrir q u e , 
el ôrgano de la Administraciôn activa ajuste - 
su propuesta a las prescripciones de la Inter­
venciôn, que no produzca el acto o que plantée 
la discrepancia ante el Consejo de Ministres.- 
En los très casos el acto impugnable serâ el - 
de la Administraciôn activa.
Cuando el acto de intervenciôn se mani —  
fieste en desacuerdo con propuestas de liquida 
ciôn de derechos, sin efectos suspensivos, tam 
bién existe una especial diferencia en rela —  
ciôn con un informe como veremos mâs adelante, 
pues el acto de intervenciôn lejos de ser im - 
pugnable se configura como un instrumento de - 
impugnaciôn, al iniciar el procedimiento de re 
visiôn del acto de la Administraciôn activa.
7. Responsabilidad. Desde esta ôptica de-
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be destacarse la distinta responsabilidad que 
se desprende de los informes y del acto de in­
tervenciôn. Cuando el acto produce danos o per 
juicios. a la Hacienda Pûblica, las posibles —  
responsabilidades aparecen compartidas entre - 
la autoridad o funcionario que adopta la reso­
luciôn o acto y los interventores que no hayan 
salvado su actuaciôn en el respective expedien 
te, pudiendo ser esta responsabilidad mancomu- 
nada o solidaria.
De cuanto llevamos expuesto consideramos- 
se deduce, con suficiente fundamento, la dis - 
tinta naturaleza de los informes y del acto de 
intervenciôn. Este acto puede considerarse:
IQ).- Un acto de control en contraposi —  
ciôn de los actos que se producen por la Admi­
nistraciôn activa y consultiva.
2s).- Un acto dependiente, puesto que se 
produce siempre en relaciôn y con referencia a 
determinados procedimientos, bien conformando- 
la legalidad de un acto, impidiendo se produz-
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ca este acto o impidiendo su cumplimiento,bien 
iniciando el procedimiento de revisiôn de ac - 
tos determinados.
3q ).- Un acto no impugnable ante la via - 
contencioso-administrativa. El acto impugnable 
serâ el producido por la Administraciôn acti - 
va.
4q ) U n acto reglado.
Deciamos que de prevalecer esta opiniôn - 
se logran esclarecer determinadas contradic —  
ciones existantes en el propio ordenamiento y 
que han sido detectadas y puestas de manifies­
to por ôrganos tan relevantes como el Consejo- 
de Estado en dictamen de 24 de mayo de 1978 -
(378) y la Intervenciôn general de la Adminis­
traciôn del Estado en informe de 23 de octubre 
de 1981 (379 ) .
(37g Dictamen publicado en el Boletin Informativo de la In - 
tervenciôn General de la Administraciôn del Estado, —  
(BIIG) nûm. 9, pâg. 79.
(J9) Informe publicado en el BIIG, num. 10, pâg. 53.
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El citado informe del Consejo de Estado,- 
contiene un voto particular que formulan deter 
minados consejeros. De este voto particular se 
deduce:
- Que el convenio transaccional objeto de 
informe exige la necesidad de fiscalizaciôn —  
previa por la Intervenciôn General de la Admi­
nistraciôn del Estado o la Intervenciôn Delega 
da correspondiente.
- Que no parece procédante se sustraiga - 
el expediente al conocimiento de la Interven - 
ciôn, cuyo informe, a la vista de los textos - 
expuestos, se evidencia, no de meramente facu^ 
tativo sino de rigurosamente preceptivo y, por 
tanto, susceptible de afectar al acto aprobato 
rio del convenio transaccional -si llegara a - 
dictarse sin tal informe previo- con vicio de 
nulidad insubsanable a tenor de lo dispuesto - 
en el articulo 53.5 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo, aparté de la posible nulidad - 
que pudiera derivarse del articulo 60 de la —  
Ley General Presupuestaria.
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- Que no parece tamp oc o jurîdicamente —  
aceptable que se reserve el conocimiento del - 
expediente por la Intervenciôn' en un momento - 
posterior al dictamen del Consejo de Estado, - 
pues el informe de la Intervenciôn tiene que - 
ser, por dictado legal, anterior al del Conse­
jo de Estado y asl se hace ademâs siempre en - 
la prâctica. En efecto, el articulo 23 de la - 
Ley Orgânica de este Alto Cuerpo de 25 de no - 
viembre de 1944 (Articulo 2 de la Ley Orgânica 
Consejo Estado hoy vigente) dice que aquellos- 
asuntos en que hubiera dictaminado el Consejo- 
de Estado en Pleno no pueden remitirse a infor 
me de ningûn otro Cuerpo u Oficina del Estado. 
En los que hubiere informado la Comisiôn perma 
nente, solo puede ser oido el Consejo de Esta­
do en Pleno. De donde se desprende, concilian 
do ambas exigencias légales, la necesidad de - 
remitir previamente a fiscalizaciôn de la In - 
tervenciôn con anterioridad al informe este —  
Consejo, que se pronunciarâ una vez que el ex­
pediente aparezca asI completado (Dictamen nûm 
41.553, de 13 de abril de 1978). La fuerza de­
là lôgica impone aparté de la exigencia legal-
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que para que el dictamen del Consejo de Estado 
sea el ûltimo que pueda emitirse, haya de con- 
tar con todos los elementos de juicio.
Frente al voto particular formulado en el 
dictamen del Consejo de Estado que ha quedado- 
comentado, la Intervenciôn General de la Admi­
nistraciôn del Estado se ha manifestado en de­
sacuerdo con el momento que, a juicio del cita 
do Consejo, debe emitirse el informe fiscal. - 
Las razones en que fundamenta su juicio, son - 
las siguientes:
Primera.- Respecte a que la fiscalizaciôn 
se realice antes del informe de la Asesorla Ju 
rîdica, se alega en la Mociôn el carâcter fi - 
nal que dentro de cada Departamento tiene el - 
informe de la Asesorla Jurîdica. A este res - 
pecto, la Intervenciôn General considéra que - 
este informe en los casos en que fuese precep­
tivo, debe exigirse previamente a la fiscalisa 
ciôn del expediente de gasto, ya que la inter­
venciôn crîtica que contenga una propuesta de­
be realizarse inmediatamente antes de su apro-
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baciôn por la autoridad compétente, una vez —  
que se haya reunido todos los justificantes y 
emitido los informes que fueran precisos, se - 
gûn el articulo 27.1 del Reglamento de 3 de —  
marzo de 1925, redactado conforme al Decreto - 
de 11 de septiembre de 1953. Asi se deduce, de 
lo dispuesto entre otros, por los artîculos 24 
y 61 de la Ley de Contratos del Estado, e in - 
cluso la interpretaciôn de las normas jurîdi - 
cas aplicables al caso, es previa a la fiscal! 
zaciôn del gasto (Dictamen del Consejo de Esta 
do de 13 de junio de 1967).
Por todo lo anterior, en el ejercicio de 
la fase de intervenciôn previa, de los actos,- 
documentos o expedientes susceptibles de produ 
cir derechos u obligaciones de contenido econô 
mico, la Intervenciôn General considéra requi­
site esencial el informe de la Asesorla Jurîdi 
ca compétente, suspendiendo la tramitaciôn de 
la disposiciôn de gastos la ausencia de tales- 
informes cu&ndo sean preceptivos, en aplicaciôn 
de lo dispuesto en el articulo 94.c) de la Ley 
General Presupuestaria, y ello sin perjuicio de
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recabar los asesoramientos jurîdicos para el 
ejercicio de la funciôn interventora de confer 
midad con el articule 93.3.c) de la Ley Gene - 
ral Presupuestaria.
Segunda.- En relacion con el carâcter fi­
nal de les informes del Censejo de Estado res­
pecte a cualquier otro Cuerpo u Organe de la - 
Administraciôn, segûn el articule 2.4 de su —  
Ley Orgânica, la Intervenciôn General hace las 
siguientes ebservacienes:
El articule 1 de dicha Ley Orgânica atri- 
buye al Censeje de Estade el carâcter de Supre 
me Organe consultive y tal calificaciôn se es­
tima debe hacerse extensiva a sus informes.
Per el contrarie, las funcienes que atri- 
buye el articule 16 de la Ley General Presu —  
puestaria, entre las que se cemprende la inter 
venciôn critica e previa de tede acte, decumen 
te e expediente susceptible de preducir dere - 
ches u ebligacienes de centenide ecenômice (ar 
ticule 93.2 del misme texte), tiene per ebjete
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realizar un control de tales actos, con objeto 
de asegurar que la administraciôn de la Hacien 
da Publica se ajuste a las disposiciones apli- 
cables a cada caso.
El ejercicio de tales funciones de con —  
trol exige una constancia indubitada que sôlo- 
la forma escrita proporciona, constituyendo el 
informe el soporte que acredita la certidumbre 
de la realizacion de todos los contrôles inter 
nos de la Administraciôn (de intervenciôn, de 
eficacia y financière).
En todo caso, taies informes preceptivos- 
tendrân la naturaleza de ôrgano de quien ema - 
nan. La Intervenciôn General y sus Intervencio 
nes-Delegadas que por formar parte de la Admi­
nistraciôn ejecutiva, transmitirân este carâc­
ter a sus informes que serân preceptivos, no - 
vinculantes y de naturaleza ejecutiva.
Constituye una prueba de esta afirmaciôn- 
lo dispuesto en el artîculo 14 2.1 de la Ley Ge 
neral Presupuestaria que sujeta a las Autorida
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des y funcionarios que adopten resoluciones o 
realicen actos que supongan danos y perjuicios 
a la Hacienda Pûblica sujetando a la obliga —  
ciôn de indemnizar, ademâs de aquelles, a los- 
Interventores y ordenadores de pago en los ca­
ses previstos en dicho articule.
Asimismo, de aplicar el procedimiento que 
se recoge en la Mociôn, podria vulnerarse el - 
articule 6 0 de la Ley General Presupuestaria - 
sin que ningûn ôrgano controlara esa posible - 
infracciôn. El problema se acentûa debido a —  
las consecuencias que se determinan en el arti 
culo 60 citado, a saber: la nulidad de pleno - 
derecho de los actos administratives y las di£ 
posiciones générales con range inferior a Ley 
que infrinjan la expresada norma, es decir, la 
posibilidad de adquirir compromises de gastos, 
por cuantia superior a su importe. Podria dar­
se efectivamente la siguiente situaciôn:
- Que una propuesta fuera fiscalizada por 
los servicios de Intervenciôn por una determi- 
nada cuantia de la que se hubiera tomado razôn;
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- Que al pasar el expediente a la Aseso - 
rîa Jurîdica y al Consejo de Estado en su caso 
dicha cuantia se modificarâ aumentândose su im 
porte, y se aprobarâ la resoluciôn por ese mis 
mo importe, con la finalidad de dar lugar a la 
actuaciôn indemnizadora prevista en el articu­
le 133 del Reglamento de la Ley de Expropia —  
ciôn Forzosa.
Este procedimiento puede desembocar en la 
nulidad de todas las actuaciones practicadas , 
en el caso de que no existiera crédite suficien 
te, puesto que el expediente después del die - 
tamen del Consejo de Estado, de seguirse el —  
criterio de la MociÔn, no admitiria el trâmite 
de fiscalizaciôn del gasto, le que evidencia - 
una vez mâs le defectuoso que résulta el proce 
dimiento propuesto.
Por todo elle se estima que, por la dis - 
tinta naturaleza y efectos del ejercicio del 
control interno sobre los actos de la Adminis­
traciôn que originan derechos y obligaciones - 
de contenido econômico, en relaciôn con el —
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ejercicio de las altas funciones consult^ 
vas del Consejo de Estado, el caracter final - 
de sus informes no procédé se aplique al ejer­
cicio de la funciôn intervenciôn previa o cri­
tica definida en el articule 93 de la Ley Gene 
ral Presupuestaria, tanto respecte a los expé­
diantes derivados del articule 40 de la Ley de 
Régimen Juridico de la Administraciôn del Esta 
do como a cualesquiera otros de contenido eco­
nômico.
Tercera.- De prosperar la Mociôn del Ple­
no del Consejo de Estado, se podria preducir - 
la siguiente situaciôn:
Una propuesta de resoluciôn ministerial - 
para resolver una reclamaciôn en virtud de la 
responsabilidad objetiva y aquiliana consagra- 
da en el articule 40 de la Ley de Régimen Jur_i 
dice, pasa a la Intervenciôn General para su 
fiscalizaciôn ya que es el ôrgano compétente - 
segûn le dispuesto en el artîculo.2.3.segundo, 
del Real Decreto 1124/1978, de 12 de mayo.
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La Intervenciôn General repara la propues 
ta y de acuerdo con lo establecido en el artî­
culo 98.1.b) de la Ley General Presupuestaria, 
la discrepancia corresponde resolverla al Con­
sejo de Ministres adoptando la resoluciôn def_i 
nitiva.
Resuelta la discrepancia, pasarâ el expe­
diente al Ministerio u Organo correspondiente, 
para que su Asesorîa Jurîdica y el Consejo de- 
Estado informasen una resoluciôn definitive, - 
no ya una propuesta.
Podrîa alegarse para obviar la anterior - 
situaciôn que en taies cases, ante el reparo - 
de la Intervenciôn General, comunicado al Mi - 
nisterio correspondiente, este tramitarîa el - 
expediente (propuesta con el reparo) para in - 
forme a la Asesoria Jurîdica y al Consejo de 
Estado.
A la vista de taies informes el Ministe - 
rio compétente, podrîa conformar el reparo o - 
ratificar la discrepancia. En el segundo caso.
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deberâ enviar al Ministerio de Hacienda, por - 
conducto de la Intervenciôn General de la Adm_i 
nistraciôn del Estado, la comunicaciôn previs­
ta en el artîculo 25.4 del Reglamento de 3 de- 
marzo de 19 25, con la redacciôn dada al mismo- 
por el Decreto de 11 de septiembre de 19 53, y, 
segûn el procedimiento establecido en el Deere 
to 493/1967, de 3 de marzo.
Resuelta de esta forma la incongruente s^ 
situaciôn que se planteaba inicialmente de la 
aplicaciôn literal del artîculo 98.1.b); se —  
plantea una nueva objeciôn; la propuesta defi- 
nitiva que se comunicaba al Ministro de Hacien 
da no serîa la inicialmente fiscalizada con re 
paros por la Intervenciôn General, sino una —  
nueva a la que se habrîan incorporado los in - 
formes de la Asesorîa Jurîdica y del Consejo - 
de Estado, por lo que la Intervenciôn General: 
1) Podrîa no discrepar de esta propuesta modi- 
ficada; y 2) En todo caso deberîa de conocerla 
para realizar el control en su fase de fiscal^ 
zaciôn por estricta aplicaciôn del artîculo —
93.2.a) de la Ley General Presupuestaria.
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Cuestiôn parecida se plantea en el infor­
me de la Intervenciôn General de la Administra 
ciôn del Estado de 18 de agosto de 1982 (380), 
y se resuelve de la forma siguiente:
La discrepancia surgida sobre el orden de
emisiôn de informes se origina, en realidad, -
por no haberse discernido, con claridad, si - 
los informes de Intervenciôn, a que se refie - 
ren los Reales Decretos 567/1979 y 485/1980,se 
enmarcan dentro de aquellas facultades funda - 
mentales -interventoras- o en las que podrîa - 
mos denominar accesorias.
Asi, cuando el Real Decreto 567/1979,apli 
cable en virtud de lo dispuesto en el artîculo 
1 del Real Decreto 485/1980, senala la necesi- 
dad, en su artîculo 9, del informe de Interven
ciôn no se trata éste, en realidad, de una fi£
calizaciôn o intervenciôn crîtica -puesto que 
el expediente econômico, resarcimiento de da - 
nos en favor del Tesoro Pûblico, es instruîdo 
por el Tribunal de Cuentas (artîculos 5 y 10 - 
del primer Real Decreto citado)-. Es decir, -
574
en este supuesto, el control de los aspectos - 
econômicos corresponde al ôrgano externo -Tri­
bunal de Cuentas- y si en êl pretendiera cono- 
cer el ôrgano de control i n t e m o  -Intervenciôn 
General de la Administraciôn del Estado- se da 
rîa una duplicidad que a nada conducirîa. Se 
trata del reconocimiento de un derecho a favor 
del Tesoro Pûblico motivado por la responsabi­
lidad de los funcionarios. Por ello, la fun - 
ciôn que el Real Decreto asigna a la Interven­
ciôn no se enmarca en el campo de funciones —  
del primer grupo estudiado, sino en el llamado 
-a nuestros efectos- accesorias y que pueden - 
tomar como basamento lo dispuesto en el artîcu 
lo 84 de la Ley de Procedimiento Administrati- 
vo; informe preceptivo, no vinculante y total- 
mente aiejado del CEimpo del control de la acti 
vidad econômica y financiera de los Entes Pû - 
blicos. En este supuesto, es perfectamente vâ- 
lido que el informe de Intervenciôn, dado su 
carâcter, sea previo al dictamen que ha de emi 
tir la Asesorîa Jurîdica.
( 38Q Informe publicado en el BIIG, nûmero 13.
575
Por contra, cuando se trata del supuesto- 
inverso, contemplado en el Real Decreto 485/80 
que se centra en el derecho al resarcimiento - 
al funcionario por el dano material sufrido en 
los bienes de su propiedad particular cuando - 
se produjeran en acto u ocasiôn del servicio,- 
la soluciôn a ofrecer ha de ser, necesariamen- 
te, distinta. En efecto, se trata del reconoci 
miento de una obligaciôn de contenido econômi­
co, cuyo control no ha sido asignado por la —  
norma al Tribunal de Cuentas, sino al Ôrgano - 
interno de control: intervenciôn. Por ello,nos 
encontramos en el campo de la intervenciôn en 
sentido estricto y , concretamente, en la inter 
venciôn crîtica, previa o fiscalizaciôn.
A pesar de la claridad meridiana del artî 
culo 20 del Real Decreto 485/1980 -"posterior- 
mente informarâ el Organo Interventor y des —  
pués el Asesor Jurîdico"- hemos de convenir, - 
por las razones que se dirân, en la inaplicabi 
lidad del supuesto, dado que se vulneran nor - 
mas de superior rango y por la imposibilidad - 
prâctica que dériva de la mecânica procedimen-
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tal. Aunque se ha asignado, en el precepto 
mencionado, carâcter final al dictamen de la - 
Asesoria Jurîdica, este Centro Fiscal conside 
ra que este informe debe exigirse previamente- 
a la fiscalizaciôn del expediente de gasto, ya 
que la intervenciôn previa derivada de una pro 
puesta debe realizarse inmediatamente antes de 
su aprobaciôn por la autoridad compétente, una 
vez se hubieran reunido todos los justifican - 
tes e informes que precisos fuesen (artîculo - 
27 del Reglamento de 3 de marzo de 1925, segûn 
redacciôn dada por el Decreto de 11 de septiem 
bre de 1953). Asî se deduce, igualmente, de 
lo dispuesto -entre otros muchos- en los artî­
culos 24 y 61 de la Ley de Contratos del Esta­
do. Incluso el Consejo de Estado, en dictamen- 
de 13 de junio de 1967, ha sehalado que la in- 
terpretaciôn de normas jurîdicas aplicables a 
cada caso es previa a la fiscalizaciôn del ga^ 
to. Por ello, en el ejercicio de la fase de 
intervenciôn crîtica, previa o fiscalizaciôn,- 
esta Intervenciôn General considéra requisito- 
esencial el informe de la Asesoria Jurîdica, - 
suspendiendo la tramitaciôn de la disposiciôn-
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de gastos en tanto se prolongue la ausencia de 
dichos informes cuando sean preceptivos (artf- 
culo 97.c) de la Ley General Presupuestaria) 
independientemente de la facultad reconocida - 
en el artîculo 93.3.c) de recabar los asesora­
mientos jurîdicos que se estimen convenientes- 
para el ejercicio de aquella funciôn.
A nuestro juicio, el error en que incu —  
rren ambos ôrganos, dejando a salvo el respeto 
que merecen sus opiniones, consiste en conside 
rar el acto de intervenciôn como un informe, - 
acto administrativo producido dentro de otro - 
acto de la administraciôn activa. De esta for­
ma, no existe posibilidad lôgica de ensamblar- 
ambas posturas puesto que ambas encuentran apo 
yo legal suficiente para fundamentar lo que —  
afirman.
A nuestro entender, la ûnica forma de con 
ciliar las anteriores opiniones consiste en —  
considerar al acto de intervenciôn como catego 
rîa distinta de la de los informes.
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De esta forma queda excluîda la posibili­
dad de que la Intervenciôn tenga que actuar en 
el ejercicio de su funciôn interventora, con - 
carâcter previo a la emisiôn de informes por - 
el Consejo de Estâdo y, mâs aûn, consideramos- 
que la propia Intervenciôn General de la Admi­
nistraciôn del Estado estâ facultada (artîculo
93.3.c) de la L.G.P.) para pedir informes jurî 
dicos al Consejo de Estado antes de producir - 
el acto de intervenciôn. Ello no obsta para - 
que la Intervenciôn General de la Administra - 
ciôn del Estado pueda emitir informes, igual - 
que cualquier otro ôrgano de la Administraciôn 
y, el Consejo de Estado, estâ facultado a soli 
citarlos de aquélla con base en el artîculo 
18.3 de su Ley Orgânica de 22 de abril de 1981 
En este caso, la Intervenciôn General de la Ad 
ministraciôn del Estado, actuando como cual —  
quier ôrgano de la Administraciôn deberâ emi - 
tir informe y este deberâ ser anterior al del 
Consejo de Estado, pero con posterioridad siem 
pre deberâ examiner y producir el acto de.in - 
tervenciôn debiendo tener en cuenta el informe 
de aquel. En nuestra opiniôn, dicho informe -
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que sera, con caracter general, aceptado en la 
totalidad de sus têrminos, servirâ de guîa pa­
ra la correcta producciôn del acto de 'interven 
ciôn.
2.4.4. Efectos del acto de intervenciôn.
Para efectuar el estudio de los efectos - 
del acto de intervenciôn habrâ de analizar se- 
paradamente cada una de las formas de expre —  
siôn de este acto, que varîan, como se ha di - 
cho, segûn se trate de intervenciôn de dere —  
chos y de intervenciôn de gastos y, en este ca 
so, del momento en que actûa el Ôrgano inter - 
ventor (381 ) .
Con cada una de estas formas de manifesta 
ciôn de la acciôn interventora se produce una- 
articulaciôn del Ôrgano de control i n t e m o  en
(381) Ver HERPEED SUAZO, S., "Eficacia Jurîdica de la fiscal! 
zaciôn de los actos déclaratorios de derecho y de obli- 
gacicnes de la Administraciôn P(3blica", en Revista Ha - 
cienda Pûblica Espanola, num. 31, Madrid, 1.974, pâgina 
89 y s.
580
la actividad financiera de la Administraciôn - 
pûblica y por responder a distintas acciones - 
de ésta los efectos derivados de la confronta- 
Giôn de dos Ôrganos de la propia Administra —  
ciôn con funciones no contrarias pero si super 
puestas han de devenir también distintos en 
aras a los intereses que se contraponen y se - 
protegen en cada caso concreto.
2.4.4.1. Acto de intervenciôn de derechos.
La intervenciôn de ingresos estâ prevista 
en diverses preceptos de la L.G.P. (382)' . En 
ellos y sus normas complementarias (383 ) se - 
contienen las competencias a que hemos hecho - 
re f e r e n d a  en pâginas anteriores, en virtud de 
las cuales la Intervenciôn General de la Admi­
nistraciôn del Estado y sus Delegados estân —  
facultados para llevar a efecto el ci tado aon 
trol.
(382) Ver artîculos 16, 92, 93.2.a) de la L.G.P.
(383; Ver artîculos 19 y 26 R.D. 3-3-1925 y artîculos 5 a 8 - 
R.D. 215/1977, de 8 de fëarero.
581
Las vîas procedimentales en que se desa - 
rrolla el ejercicio de esta competencia, en ca 
so de que exista disconformidad del Ôrgano in­
terventor con el ôrgano de gestion de los dis­
tintos recurSOS pûblicos, son très;
a) FormalizaciÔn de la nota de reparo,
b) Interposiciôn del recurso de reposi —
c i ô n ,
c) Interposiciôn de reclamaciôn econômico 
administrative.
Ademâs de las vîas de la acciôn controla- 
dora de los derechos e ingresos de la Hacienda 
Pûblica hemos de afirmar que la Intervenciôn - 
debe manifestarse también de conformidad sobre 
los procedimientos sometidos a su control en - 
aquellos supuestos en que lo estime oportuno - 
por considerar que los mismos son ajustados a 
derecho. Por lo expuesto, podemos distinguir- 
segûn que los actos de intervenciôn derivados- 
del ejercicio de control de derechos e ingre—
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SOS pûblicos se manifiesten a través de cada - 
una de las formas siguientes.
2.4.4.1.1. Intervenciôn de conformidad.
La intervenciôn de conformidad previa de 
reconocimiento y liquidaciôn de derechos exige 
la remisiôn por la oficina liquidadora o gesto 
ra a la Intervenciôn correspondiente de los do 
cumentos que hayan dado origen a la liquida —  
ciôn (384), Esta intervenciôn deberâ realizar 
una revisiôn de todo lo actuado en relaciôn —  
con las normas que rigen cada uno de los dere­
chos reconocidos o liquidados que se someten a 
su consideraciôn y pronunciarse sobre su lega- 
lidad. Si del examen obtiene como conclusiôn - 
que lo actuado coincide con la legislaciôn —  
aplicable, la Intervenciôn producirâ una decla 
raciôn de voluntad en la que manifestarâ la —  
conformidad del procedimiento con el ordena —  
miento jurîdico vigente. Esta declaraciôn se-
(384) Ver artîculo 26 del Reglamento de 3 de marzo de 1925.
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formal!za mediante diligencia en el documento- 
correspondiente debido a que, en este caso, - 
atendiendo a principios de economîa, celeridad 
y eficacia, no se exige que el acto de inter - 
venciôn sea motivado. Ahora bien, nada impide- 
que la Intervenciôn, cuando lo estime oportuno 
fundamente, razone o motive el acto de inter - 
venciôn de conformidad y, mâxime dado que la - 
motivaciôn puede incidir en el descargo de re£ 
ponsabilidad del Interventor.
Los efectos que pueden predicarse del ac­
to de intervenciôn de conformidad en la forma- 
expuesta son los siguientes;
a) Confirmaciôn de la legalidad del proce 
dimiento. La Intervenciôn no podrâ oponerse a 
este con posterioridad.
b) Pueden notificarse, en su caso, las li 
quidaciones a los interesados.
c) El acto de liquidaciôn de derechos no 
podrâ ser sometido a revisiôn en la via admi -
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La regulaciôn de esta nota de reparo estâ 
pendiente de reglamentaciôn en la cual deberâ- 
contenerse determinadas normas relativas al —  
procedimiento como, por ejemplo, plazo para —  
formular la nota de reparo, plazo para que el 
ôrgano gestor acepte o no acepte los criterios 
expuestos en la nota de reparo a fin de que,en 
su caso, pueda considerarse planteada la dis^- 
crepancia y el Interventor, si lo estima opor­
tuno, interponga recurso que procéda, etc.
En relaciôn con los efectos de la nota de 
reparo debemos afirmar;
- No tiene efectos suspensivos, El ôrgano 
gestor puede aceptar o no los criterios indica 
dos en la nota de reparos y rectificar o no su 
actuaciôn.
- Si el ôrgano gestor acepta los crite —  
rios indicados en la nota de reparo deberâ ade 
cuar su actuaciôn a estes criterios.
- Si el ôrgano gestor no acepta las indi-
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caciones de la nota de reparo, producirâ el ac 
to de reconocimiento o liquidaciôn de derechos 
se entenderâ planteada la discrepancia, abrien 
dose el plazo para la interposiciôn, en su ca­
so , del correspondiente recurso.
- Descarga de responsabilidad al ôrgano - 
interventor.
Se ha planteado el problema de determiner 
la naturaleza jurîdica de la nota de reparo, - 
considerândose (386 ) , tras la reglamentaciôn - 
aplicable al recurso de reposicion, aprobada—  
por R.D. 2244/1979, de 7 de septiembre, todas 
las notas de reparo deberân considerarse como 
taies recursos de reposiciôn contra los cuales 
caso de subsistir la discrepancia, sôlo por el 
ôrgano interventor o bien allanamiento o de re 
clamaciôn econômico-administrativa.
A nuestro juicio, la nota de reparo y el 
recurso de reposiciôn coinciden en el Ôrgano -
(386) HERRE30 SUAZO, S., "Eficacia jurîdica...", cit., p.11.
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que ha de resolver, ôrgano legitimado para for 
mular la nota de reparo e interponer el recur­
so de reposiciôn y el objeto de la reclamaciôn 
Estas circunstancias seducen a considerar que- 
la nota de reparo y el recurso de reposiciôn - 
tienen la misma naturaleza jurîdica y, por tan 
to, son excluyentes. No obstante, pensamos que 
la diferencia entre la nota de reparo y el re­
curso de reposiciôn es de forma. La primera es 
ta concebida como un instrumento âgil, que per 
mita sin demasiadas formalidades, una .comunica 
ciôn interna de los ôrganos de gestiôn y de —  
control tendente a corregir deficiencias o per 
feccionar cada dîa la acciôn administrativa. - 
Ello implica que la nota de reparo, aunque ha- 
ya de ser razonada y contener los preceptos le 
gales en que se apoye el criterio que se sus - 
tenta el procedimiento ha de ser menos riguro- 
so y formaliste.
En este sentido, consideramos que la nota 
de reparo y el recurso de reposiciôn son cosas 
distintas, y aunque en la prâctica, pensamos - 
van a ser muy pocos los recursos de reposiciôn
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que se interpongan por los interventores, una 
vez que se haya planteado la discrepancia, es 
conveniente no equiparar ambas figuras aten- - 
diendo, precisamente, a las diferencias tipo - 
formai que deben caracterizar a ambas catego - 
rîas procedimentales. Ambas han de tener una - 
regulaciôn diferente y deberân cumplir su come 
tido idêntico pero de forma distinta.
2.4.4.1.3. Recurso de reposiciôn.
El artîculo 6 del R.D. 2244/1979, légiti­
ma al Interventor General de la Administraciôn 
del Estado y a sus Delegados para interponer - 
este recurso. Ahora bien, después de lo que - 
acabamos de exponer pudiera pensarse este re - 
curso va a estar inédito dada su similitud sub 
jetiva y objetiva con la nota de reparo y dado 
el carâcter potestative para interponerlo. En- 
tendemos q u e , desde el punto de vista prâctico 
esto sera asî. S in embargo, puede interponerse 
este recurso en determinados casos, taies co - 
mo;
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- Cuando aparezcan nuevos fundamentos de 
hecho o de derecho que no fueron expuestos en 
la nota de reparo.
- Cuando sea conveniente poner el recurso 
en conocimiento del o de los interesados.
- Cuando aparezcan instrumentes probato - 
rios no conocidos al formular la nota de repa­
ro.
- Etc.
Aparté de lo anterior, no debemos olvidar 
que, a pesar de las razones que puedan existir 
de Indole prâctica, las vîas procedimentales - 
son muchas veces fondamentales en la defensa - 
de los derechos sustantivos y los cauces exis­
tantes para la defensa de estos derechos no —  
hay que menospreciarlos, ni confundirlos, sino 
mâs bien aclararlos y ampliarlos para que pue­
dan cumplir eficazmente el objetivo para el - 
cual fueron creados.
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Los efectos de este recurso son similares 
a los derivados de la nota de reparo, sôlo que 
si el recurso es desestimado, el Interventor - 
puede, en.su caso, interponer la reclamaciôn - 
econômico-administrativa.
2.4.4.1.4. Reclamaciôn econômico-administrati­
va (387 ) .
Una de las formas de manifestarse el acto 
de intervenciôn de derechos es la interposi —  
ciôn de la reclamaciôn econômico-administrati­
va. La propia Administraciôn créa mécanismes - 
internos de control que se imbrican en los ôr­
ganos de gestiôn para intentar conseguir el —  
ajuste de ésta a la legalidad vigente. Aquî el 
acto de intervenciôn se manifiesta en la inter 
posiciôn de una reclamaciôn econômico-adminis­
trativa El acto de intervenciôn, producido co 
mo resultado de una reflexiôn q u e , a su vez, -
(.387) Ver artîculos 93.3.b) y 96.2 de la L.G.P. ; artîculo —  
166.c) de la L.G.T., y Real Decreto 1999/1981, de 20 de 
agosto.
591
ha podido servirse de informes técnicos o jur^ 
dicos, se inserta en el origen o punto inicial 
de-otro procedimiento la reclamaciôn econômico 
administrativa. No se sitûa dentro de los actos 
de instrucciôn del procedimiento, como en el - 
caso de los informes sino en el momento de la 
iniciaciôn, es decir, entre los actos de incoa 
ciôn del mismo.
Los efectos del acto de intervenciôn, en 
este caso, consisten en someter el acto de re­
conocimiento o liquidaciôn de derechos en cono 
cimiento de un ôrgano especializado y distinto 
de aquél que dicta el acto liquidatorio. La ga 
rantîa de aseguramiento de la legalidad procla 
mada por el articulo 16 de la L.G.P. termina - 
aquî, en este someter a conocimiento de un ôr­
gano distinto del que reconoce o liquida el de 
recho, el supuesto objeto de discrepancia y, - 
en su caso, continuar el procedimiento hasta - 
su culminaciôn en la via econômico-administra­
tiva, mediante la interposiciôn de los corres- 
pondientes recursos.
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Los efectos principales a resenar son:
- Someter el acto liquidatorio del dere—  
cho al conocimiento de un ôrgano especializado 
y distinto del que dictô el acto respecto del 
cual se entabla la discrepancia.
- En su caso, continuaciôn del procedi —  
miento econômico-administrativo hasta que se 
ponga fin a esta via de revisiôn y la produc - 
ciôn de los actos que sean necesarios para con 
tinuar la misma.
- Tambiên, en su caso, y en la prâctica - 
demasiado improbable, existe la posibilidad de 
provocar la declaraciôn de lesividad de los ac 
tos dictados por los ôrganos econômico-adminis 
trativos y, su subsiguiente impugnaciôn en la 
via jurisdiccional en aquellos casos en que —  
sean lesivos para el interés pûblico (388 ) .
- Descargo de responsabilidad del ôrgano-
( 388) Ver aurticulo 110 L.P.A.
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interventor.
2.4.4.2. Efectos del acto de intervenciôn de - 
gastos. '
Antes de entrar en el estudio de los efec 
tos del acto de intervenciôn de gastos debemos 
efectuar algunas precisiones terminolôgicas —  
las cuales nos llevaran a distinguir distintos 
momentos en los que se manifiesta el acto de - 
intervenciôn y los efectos que pudieran- deri - 
varse en cada uno de estos actos.
La L.G.P. (artlculo 97) al regular los —  
efectos del reparo distingue tres termines di£ 
tintos que pueden verse afectados por el mis - 
mo: Disposiciôn de gastos, reconocimiento de - 
obligaciones y ordenaciôn de pagos. Estos tres 
têrminos y los utilizados en el artlculo 74 de 
este mismo texto legal son, a nuestro juicio , 
équivalentes y se refieren a distintos momen - 
tos de la acciôn administrativa gestora del —  
gasto publico e impliean diversas actuaciones-
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de los ôrganos interventores, por tanto, con - 
efectos diferentes, segûn los casos.
Efectivamente, comparando los têrminos de 
los artîculos 74 y 97, indicados, nos encontra 
mos con las siguientes equivalencias:
Los têrminos aprobar gastos y autorizar - 
gastos, utilizados para designar competencias- 
de los ôrganos superiores del Estado y los Je- 
fes de los Departamentos ministeriales y del - 
Gobi e m o ,  en su caso, en relaciôn con la ejecu 
ciôn del presupuesto, son têrminos que se in - 
corporan a la legislaciôn presupuestaria proce 
dentes de la Contabilidad pûblica y es de êsta 
de donde ha de partirse para poder comprender- 
su significado.
Con la expresiôn aprobaciôn de gastos o - 
autorizaciôn de gastos se désigna a "la ads —  
cripciôn, por el ôrgano compétente, de un cré­
dite presupuestario, en todo o en parte, o de 
otros recursos de cualquier clase, a una obli- 
gaciôn o compromise présente o future, determi
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nados mediante las actuaciones administratives 
previstas en la normative vigente. Dicha ads - 
cripciôn se efectua por cantidad cierta o apro 
ximada debido, en este caso, a que el compromi 
so no se ha adquirido aun y no se sabe cual es 
el importe exacto del mismo.
Segûn la Orden ministerial de 17 de mayo- 
de 1974, gastos autorizados (Autorizaciôn a —  
efecto de contabilidad de gastos) es el acto—  
en virtud del cual el Ministre o autoridad com 
petente acuerda la realizaciôn de un gasto, - 
calculado en forma cierta o aproximada, reser- 
vando a tal fin la totalidad o parte de un cré 
dito presupuesto.
Con la expresiôn disposiciôn de gastos 
(Disposiciôn) es el acto por el que se acuerda 
o concierta, segûn los casos, tras los trâmi - 
tes que con arreglo a derecho procedan, la rea 
lizaciôn de obras, prestaciôn de servicios, - 
etc., formalizando asi la réserva de crédite - 
constituida por la operaciôn anterior. A dife- 
rencia de êsta, la Disposiciôn ha de hacerse -
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por importe y condiciones exactamente determi- 
nadas. (Punto 2.2.c) de la Orden ministerial - 
de 17 de mayo de 1974).
La diferencia entre los têrminos anterio- 
res radica en que aqui se conocen exactamente- 
el acreedor y el importe y, por tanto, es posi 
ble la adscripciôn o réserva de un crêdito o - 
parte de êl por cuantîa cierta y determinada . 
De igual forma, al conocerse el acreedor cier- 
to, es posible autorizar y contraer compromi - 
SOS frente a terceros en virtud de los cuales, 
el Estado, representado por los ôrganos compé­
tentes, quedarâ vinculado al cumplimiento de - 
présentes o futures obligaciones econômicas.
Hasta aquî, podemos concretar, existe una 
operaciôn interna de réserva de crêdito por —  
cuantia cierta o aproximada para financier una 
obligaciôn o compromise, estâ determinada su - 
cuantîa y el acreedor. Las dos operaciones in 
dicadas, que son internas, en gran medida, con 
tables y preparatories de la financiaciôn de - 
la obligaciôn econômica nacida o que nacerâ a
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cargo del Estado se realizan simultâneamente . 
En este momento, si no lo estaba con anteriori 
dad, el Estado queda ligado por un vînculo ju- 
rîdico frente a terceros. Este vînculo puede- 
ser unilateral o bilateral, circunstancia êsta 
que influirâ en la fase de cumplimiento de la 
obligaciôn a que quede comprometido el Estado. 
(389).
De los compromisos adquiridos van a sur - 
gir una serie de obligaciones econômicas a car 
go del Estado. Estas obligaciones junto con to 
das aquellas que nazcan por los distintos moti 
vos, tîtulos jurîdicos o fuentes, indicados en 
el artîculo 42 de la L.G.P. van a formar el —  
montante de las obligaciones del Estado. Todas 
ellas para ser cumplidas han de contar con el 
trâmite interno de previsiôn financière, crêdi 
to presupuesto, autorizaciôn de gasto, disposi 
ciôn del gasto. Cumplidos estos trâmites in -
(389) El artîculo 43.2 de la L.G.P. dispcne:
"Si dichas obligaciones tienen par causa las prestacio- 
nes o servicios a la Administraciôn Pdblica, el pago no 
podrâ efectuarse si el acreedor no ha cuitplido o garan- 
tizado su correlative obligaciôn".
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t e m o s  que, como decîamos, no son otra cosa —  
que preparar la cobertura financière adecuada- 
y suficiente para hacer frente a la obligaciôn 
econômica, los ôrganos del Estado estarân en - 
condiciones de poder iniciar el cumplimiento - 
real de las obligaciones.
El primer trâmite para llevar a cabo este 
cumplimiento de obligaciones serâ el reconoci­
miento de las mismas para lo cual es necesario 
determinarlas a través de su cuantificaciôn. - 
He aquî el origen de los dos têrminos reconoci^ 
miento y liquidaciôn de la obligaciôn utiliza­
dos en los artîculos 97 y 74 de la L.G.P. res- 
pectivamente. Estos reconocimiento y liquida­
ciôn de las obligaciones sigue siendo competen 
cia de los ôrganos gestores del Presupuesto de 
gastos del Estado en funciôn de los créditos - 
asignados a las distintas secciones del Presu­
puesto. Llegados a este punto toda obligaciôn- 
a cargo del Estado debe contar con previsiôn - 
financière reservada, adecuada y suficiente,la 
existencia real de una obligaciôn, nacida y —  
exigible para el Estado, cuantificada, determi
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nados sus elementos y reconocida por los ôrga­
nos compétentes del Estado. Reconocida y liqui 
dada una obligaciôn, contablemente ha de ser - 
contraîda, operaciôn por* la cual la Ordenaciôn 
de Pagos compétente realiza la contracciôn en 
cuenta a los créditos exigibles contra el Esta 
do. (Punto 2.2.d) de la Orden ministerial de - 
17 de mayo de 1974).
Este cumplimiento de obligaciones econômi 
cas exige la salida material de fondes del Te- 
soro pûblico para lo cual es necesario dictar- 
las ôrdenes oportunas por los ôrganos competen 
tes que autoricen esta salida de numerario. El 
ejercicio de esta competencia se materialize - 
al dictar dichas ôrdenes a las cuales hace re­
f e r e n d a  la L.G.P. con la expresiôn ordenaciôn 
de pagos utilizada indistintamente en los artî 
culos 74 y 97, que venimos comentando. Pago - 
ordenado, segûn la O.M. de 17 de mayo de 1974, 
punto 2.2.e) es la operaciôn por la que el Or- 
denador compétente expide, en relaciôn con una 
obligaciôn contraîda, la correspondiente orden 
contra la Tesorerîa del Estado.
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Ordenados los pagos, la ûltima operaciôn- 
que culmina el cumplimiento de la obligaciôn - 
es la realizaciôn del pago o salida de los fon 
dos pûblicos y su entrega al acreedor. Esta sa 
lida material de fondos puede considerarse se 
efectua mediante una actividad material, es de 
cir, no implica la producciôn de actos admini£ 
trativos financieros con posterioridad a la Or 
den de pagos contra la Tesorerîa.
Ademâs de lo expuesto, debemos hacer con^ 
tar que cuando las obligaciones exigibles al - 
Estado tienen por causa las prestaciones o ser 
vicios a la Administraciôn Pûblica, el pago no 
podrâ efectuarse si el acreedor no ha cumplido 
o garantizado su correlativa obligaciôn. Surge 
aquî otro aspecto a tener en cuenta al estu —  
diar los efectos del acto de intervenciôn en - 
la vertiente de gasto del cual nos ocuparemos- 
a continuaciôn.
De conformidad con cuanto llevamos expue^ 
to los efectos del acto de intervenciôn en la 
vertiente del gasto pûblico podemos analizarlo
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en funciôn del memento del procedimiento admi­
nistrative de gasto en que estos actos se pro­
duc en y dentre de elles teniendo en cuenta el 
grade de in'terferencia que producen en dicho - 
procedimiento. Desde esta perspectiva podemos 
distinguir:
2.4.4.2.1. Intervenciôn previa.
El acto de intervenciôn previa (artîculo- 
93.dos.a), L.G.P.) comprende la intervenciôn - 
crîtica de todo acto, documente o expediente - 
susceptible de producir derechos u obligacio-*- 
nes de contenido econômico o movimiento de fon 
dos o valores.
En este sentido, el artîculo 20, pârrafo- 
primero, del Reglamento de 3 de marzo de 1925, 
define a la fiscalizaciôn previa al senalar: - 
"Se entiende por intervenciôn crîtica o fisca- 
lizaciôn previa del reconocimiento de obliga - 
ciones o gastos la facultad que compete al In­
terventor General de la Administraciôn del Es-
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tado o a sus Interventores-Delegados para exa- 
minar, antes de que se dicte el correspondien­
te acuerdo, todo expediente o documente en que 
se formule una propuesta de gasto con objeto - 
de conocer si su contenido y tramitaciôn se —  
han ajustado a las disposiciones légales que - 
en cada caso sean aplicables".
En estos dos preceptos se observa una di­
ferencia introducida por la L.G.P. En esta se 
cambia la expresiôn "todo expediente o documen 
to en que se formula una propuesta de gasto" - 
por la de "todo acto, documento o expediente - 
susceptible de producir derechos u obligacio - 
nés..." La expresiôn de la L.G.P. es mâs am - 
plia que la del indicado Reglamento, sin embar 
go, puede llevar a confusiôn a aquellos que in 
teresan por el estudio de este aspectos de la 
Hacienda Pûblica.
Al iniciar el término "todo acto" como —  
sometido a intervenciôn previa es posible in - 
cluir en êste el acto final del procedimiento- 
o resoluciôn del mismo. A nuestro juicio, la
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intervenciôn previa deberâ examiner el proce - 
dimiento, contados los actos aportados al mis­
mo, actos de incoaciôn, de instrùcciôn, etc.,- 
pero no la resoluciôn. El acto de autoriza —  
ciôn de gastos, de disposiciôn de gastos, auto 
rizaciôn del compromise o de reconocimiento de 
la obligaciôn, en su caso, no se habrân dicta- 
do en el momento de la fiscalizaciôn previa, - 
pues êsta se efectuarâ en momento inmediatamen 
te anterior a la producciôn de este acto. Inte 
resa destacar este aspecto pues de êl se deri- 
varân consecuencias importantes para determi - 
nar sus efectos.
Interesa resaltar, asimismo, que la inter 
venciôn previa puede estar présente o manifes­
ter se:
a) En los momentos de autorizaciôn de ga£ 
to o aprobaciôn de gastos y disposiciôn de gas 
t o .
b) En el momento del reconocimiento de - 
obligaciones nacidas a cargo del Estado y que
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a través de este reconocimiento se inicia el - 
trâmite para su cumplimiento efectivo.
A tenor de lo expuesto podemos distinguir
2.4.4.2.1.1. Intervenciôn previa de conformi - 
dad.
Como hemos visto, la intervenciôn previa, 
puede aparecer en dos fases del procedimiento- 
de gasto pûblico con caracterîsticas distintas 
y, por tal motivo, los efectos de aquella tam- 
bién pueden ser diferentes.
Cuando la intervenciôn previa de conformi 
dad se produce sobre la autorizaciôn o disposi 
ciôn de gasto sus efectos se concretan en:
- Quedar expedita la via para la produc - 
ciôn del acto administrativo de ejecuciôn pre­
supuestaria de autorizaciôn o disposiciôn de - 
gastos que permitirân la creaciôn de compromi­
ses y el reconocimiento de obligaciones naci -
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das (390) con base en estos compromisos.
- Cuando la intervenciôn previa se super- 
pone al reconocimiento de una obligaciôn y se 
produce un acto de intervenciôn de conformidad 
queda expedita la via para dictar el acto de - 
reconocimiento de tal obligaciôn encaminado al 
cumplimiento de êsta.
En ambos casos, el ôrgano interventor que 
da incluîdo en el circuito de responsables de 
aquellos danos que puedan derivarse (391) para 
la Hacienda Pûblica, como consecuencia del ac­
to que se interviene.
2.4.4.2.1.2. Intervenciôn previa de conformi - 
dad condicional.
De acuerdo con el articule 98.2 de la LGP
(390) Ver articule 42 L.G.P.
(391) Ver articules 140 y 142 de la L.G.P. y articules 38 al 
43 de la Ley Orgânica del Tribunal de Cuentas.
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"La Intervenciôn podrâ emitir informe favora - 
ble (392_) no obstante los defectos que observe 
en el respective expediente, siempre que los - 
requisites o trâmites incumplidos no sean esen 
ciales, pero la eficacia del acto quedarâ con- 
dicionada a la subsanaciôn de aquellos y de la 
que se darâ cuenta a dicha oficina".
Esta posibilidad que confiera la L.G.P.ha 
side encuadrada (393) en los réparés denomina- 
dos no esenciales. El juicio sobre esta no - 
esencialidad corresponde al Interventor, en ra 
zôn del argumente "a contrario sensu" del art! 
culo 97.c) y los efectos deducidos de la misma 
son:
- Equiparaciôn a informe favorable.
- El reparo se subsanarâ en pieza separa-
( 392) A nuestro juicio la expresiên "informe favorable" ddDe- 
rîa haberse sustituido par: "resoluciên favorable,acto- 
de intervenciôn favorable, u otra équivalente".
(393) HERHERD SUAZO, S., "El principle de suspoisiân de 
eficacia del acto intervenido", en R.P.y G.P., numéro 1 
Institute de Estudios Fiscales, pâgina 181.
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da, es decir, que de la subsanaciôn se darâ - 
cuenta a dicha oficina.
- Se trata de una clâusula suspensiva de 
la eficacia del acto hasta su subsanaciôn.
- Este reparo permite continuer la trami­
taciôn del expediente hasta el momento anterior 
al pago.
- El conocimiento de la subsanaciôn ha de 
ser realizado por el propio ôrgano fiscaliza - 
dor que emitiô el informe condicionado, ni el 
superior ni el inferior.
La intervenciôn previa de conformidad con 
dicionada y el tratamiento que le ha dado la - 
doctrina, no sin antes adoptar una postura de 
respeto ante los grandes esfuerzos que se han 
hecho por esclarecer estos conceptos vagos,con 
fusos y, a veces, contradictories; a nuestro - 
juicio, debe ser objeto de alguna revisiôn o ,- 
al menos, de ser considerada desde una perspec 
tiva distinta a fin de aportar nuevos dates al 
entendimiento del objeto de conocimiento.
Creemos haber dejado claro que nuestra -
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postura es contraria a la equiparaciôn del ac­
to de intervenciôn a un informe preceptivo. El 
acto de intervenciôn previa de conformidad con 
dicionada se produce superponiêndose al proce­
dimiento de gasto pûblico y se pronuncia perm^ 
tiendo continuar este procedimiento hasta la - 
resoluciôn del acto correspondiente.
Estamos de acuerdo con la subsanaciôn, en 
las condiciones o requisites que se indican en 
este acto de intervenciôn, en pieza separada y 
que estas condiciones introducen en el acto de 
gestiôn de gasto pûblico una clâusula suspen - 
siva de eficacia del acto hasta su subsanaciôn 
Por tal motivo, el acto que se dicte deberâ —  
contener en la resoluciôn esta clâusula suspen 
siva de eficacia que émana del acto de inter—  
venciôn previa.
El fundamento para la producciôn de este- 
acto de intervenciôn reside en el artîculo —
98.2 de la L.G.P. y no en el razonamiento de - 
"a contrario sensu" del artîculo 9?.c) de este 
texto legal, como ha indicado la doctrina. Es
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decir, a nuestro juicio, el acto de interven - 
ciôn previa sôlo puede producirse en uno de —  
los tres sentidos -siguientes:
a) De conformidad,
b) De disconfôrmidad (artîculo 97 de la - 
L.G.P.),
c) De conformidad condicionada (artîculo-
98.2 de la L.G.P.).
La determinaciôn del carâcter esencial o 
no esencial de los requisitos o trâmites incum 
plidos en el respective expediente corresponde 
al Interventor actuante a tenor de lo dispues- 
to en el artîculo 97.c) anterior.
Un aspecto que no queda suficientemente - 
claro en la Ley es el âmbito de aplicaciôn de- 
este precepto. Es decir, no se détermina en —  
que momento de actuaciôn de la intervenciôn —  
puede producirse esta conformidad condiciona - 
da.
A nuestro entender, esta conformidad con-
610
dicionada, reparo no esencial segûn la doctri­
na, en la prâctica se producirâ con carâcter - 
general â'ôlo en la intervenciôn previa de auto 
rizaciôn, disposiciôn de gastos, autorizaciôn- 
de compromisos. Basamos nuestra afirmaciôn en 
las siguientes razones:
- El fin del precepto es la agilizaciôn - 
de los procedimientos de gastos pûblicos. Es - 
tos gastos, antes del nacimiento real de una - 
obligaciôn, exigen una serie de trâmites, que 
hemos comentado, encaminados a la previsiôn fi. 
nanciera o técnica de inversiones, creaciôn de 
compromisos bilatérales, etc. En todos estos- 
trâmites, antes del reconocimiento de una obli. 
gaciôn real y efectiva la intervenciôn previa- 
puede estar présente una o varias veces y para 
no entorpecer el procedimiento de gastos y sî 
coadyuvar al perfeccionamiento del mismo es, a 
nuestro juicio, por lo que se permite la con - 
formaciôn del procedimiento condicionada al - 
cumplimiento de los requisitos o trâmites exi- 
gidos por la legalidad vigente.
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- Una vez nacida la obligaciôn, procédé - 
su reconocimiento, ordenar el pago y realizar- 
el pago, es decir, su cumplimiento. Los trâmi­
tes en estas fases son automâticos siempre que 
las fases que preceden se hayan realizado de - 
forma correcta, luego desaparece la razôn prâc 
tica de agilizaciôn de los procedimientos.
- Por otra parte, la Ley dispone que la - 
eficacia del acto quedarâ condicionada a la —  
subsanaciôn de aquellos y de lo que se darâ —  
cuenta a dicha oficina. Una vez reconocida la 
obligaciôn, la ordenaciôn del pago y la reali­
zaciôn del pago puede realizarse en oficina —  
distinta a aquella en que se practicô la inter 
venciôn previa. Ello permite afirmar que to—  
dos los defectos observados con anterioridad - 
al reconocimiento de la obligaciôn deberân es­
tar subsanados en el momento de este reconoci­
miento.
De acuerdo con cuanto llevamos expuesto.- 
podemos afirmar que la intervenciôn previa de- 
conformidad condicionada produce los mismos -
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efectos que la intervenciôn de conformidad con 
la sola, excepciôn de introducir en el acto de- 
gestiôn, que se dicte en momento posterior a - 
la misma, una clâusula suspensiva de eficacia.’ 
El procedimiento de gestiôn de gasto pûblico - 
puede continuarse hasta aquel momento en que - 
el requisite o trâmite omitido se convierta en 
esencial para continuar. Este momento puede - 
ser el inmediato anterior al pago, el inmedia- 
to anterior al reconocimiento de la obligaciôn 
u otro distinto del procedimiento de gasto.
2.4.4.2.1.3. Intervenciôn previa de disconfor- 
mi dad .
El artîculo 97 de la L.G.P. dispone que : 
"Si el reparo afecta a la disposiciôn de gas - 
tos, reconocimiento de obligaciones u ordena - 
ciôn de pagos, suspenderâ hasta que sea solven 
tado la tramitaciôn del expediente en los ca - 
SOS siguientes:
a) Cuando se base en la insuficiencia de
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crêdito o el propuesto no se considéré adecua- 
do.
b) Cuando se aprecien graves irregularida 
des en la documentaciôn justificative de las - 
Ôrdenes de pago o no se acredite suficientemen 
te el derecho de su perceptor, y
c) En los casos de omisiôn en el expedien 
te de requisitos o trâmites que, a juicio de - 
la Intervenciôn, sean esenciales, o cuando es­
time que la continuaciôn de la gestiôn adminis 
trativa pudiera causar quebrantos econômicos - 
al Tesoro pûblico o a un tercero.
d) Cuando el reparo derivare de comproba- 
ciones materiales de obras, suministros, adqu^ 
siciones y servicios".
Del anâlisis de este precepto se deduce - 
que la disconformidad manifestada sobre el fon 
do o la forma de los procedimientos de gastos, 
en los actos de intervenciôn previa sôlo puede 
producirse:
614
a) En la disposiciôn de gastos, entendien 
do que en este término se comprenden todas las 
actuaciones realizadas hasta la autorizaciôn - 
de compromisos, incluso la creaciôn de êste.
b) En el reconocimiento de obligaciones.
c) En comprobaciôn material de inversio -
n é s .
En los supuestos de intervenciôn previa - 
de disconformidad sobre disposiciôn de gastos- 
o reconocimiento de obligaciones, deberân es - 
tar basados en alguna de las circunstancias —  
que se sehalan en los apartados a) y c) de di­
cho artîculo.
De lo anterior pueden extraerse una serie 
de efectos relativos al acto de intervenciôn - 
previa de disconformidad, entre los cuales po­
demos destacar;
2.4.4.2.1.3.1. Disconformidad en la autoriza - 
ciôn o aprobaciôn de gastos,dis 
posiciôn de gastos y autoriza - 
ciôn de compromisos.
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En todas estas actuaciones del procedimiemto - 
de gestiôn del gasto pûblico o ejecuciôn del Presu­
puesto de gastos, la intervenciôn previa se mani —  
fiesta en un procedimiento interno preparativo para 
la adquisiciôn o cumplimiento de futures obligacio­
nes y en el momento inmediatamente anterior a la -- 
producciôn del acto o resoluciôn de que se trate. - 
Por tal motivo, los efectos que de esta interven -- 
ciôn previa disconforme o negative, manifestada por 
escrito, a través de actos de intervenciôn, que se 
configuran legalmente como reparos, pueden senalar- 
se son:
a) Si el reparo dériva de la insuficiencia o - 
inadecuaciôn del crédite propuesto, se suspenderâ - 
la tramitaciôn del expediente (394), por tanto, los 
actos de aprobaciôn de gasto, disposiciôn de gasto- 
o autorizaciôn del compromise no podrân dictarse —  
hasta que se habilite crédite suficiente y adecua - 
do. Esta suspensiôn del procedimiento, en su caso , 
se produce también, cuando se trate de aprobar y —  
disponer gastos para el cumplimiento de obligacio -
(394) Para SANTIAGO HERRERO: "La suspensiôn de eficacia, en - 
el derecho actual, es una medida de carâcter provisio - 
nal y cautelar en tanto se produce una decisiôn defini- 
tiva acerca del acto suspendido",en "El Principio de —  
suspensiôn de eficacia del acto intervenido", R.P.y G.P 
num.l, I.E.F. pag. 189.
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nés nacidas de la Ley, de hechos, o determina­
da s por resoluciones judiciales. La falta de - 
crédite adecuado y suficiente impedirâ toda —  
acciôn administrativa encaminada al cumplimien 
to de obligaciones del Estado.
Entendemos no puede hablarse en este caso 
de la eficacia demorada prevista en el articu­
le 45.2 de la L.P.A. por la sencilla razôn de 
que los actos a que se refiere esta Ley no se 
han producido en el caso que nos ocupa.
b) Si el reparo se basa en alguno de los- 
supuestos del apartado c) del articule 97, a - 
su vez, podemos distinguir:
- Omisiôn de requisitos o trâmites esen - 
ciales:
Cuando la Intervenciôn estime que se han 
omitido requisitos o trâmites esenciales, for- 
mularâ su reparo por escrito. Este pronuncia - 
miento produce la suspensiôn del procedimiento 
de gastos y, por consiguiente, no pueden pro -
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ducirse los actos de autorizaciôn o disposi —  
çiôn que se han indicado hasta tanto se subsa- 
nen los requisitos o trâmites omitidos.
- Posibilidad de quebrantos econômicos —  
por el Tesoro o para terceros:
Cuando la Interveneiôn juzgue existe la - 
posibilidad de estos quebrantos y repare el —  
procedimiento a través de un acto de interven- 
ciôn negative o de disconformidad, aquél se —  
suspende hasta tanto se eliminen, a juicio de 
dicha Intervenciôn, tal posibilidad de quebran 
tos econômicos, y, de igual forma, se impide - 
la posibilidad de dictar taies actos.
Debemos senalar en este momento, que el - 
gestor puede no estar de acuerdo con el reparo 
de la Intervenciôn y, en su c a s o , esta suspen­
sion del procedimiento puede levantarse, segûn 
el articulo 98.1 de la L.G.P.;
- Porque la Intervenciôn General de la Ad 
ministraciôn del Estado no ratifica el reparo-
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de la Intervenciôn Delegada.
- Porque el Consejo de Ministres adopta 
una resoluciôn distinta al criterio de la In­
tervenciôn General de la Administraciôn del - 
Estado.
Otro efecto inmediato de los actos de in­
tervenciôn previa de disconformidad a la que - 
nos hemos referido, es el descargo de response 
bilidad del ôrgano interventor. Cuando la dis- 
crepancia se resuelve por el Consejo de Minis­
tres en sentido contrario al acto de interven­
ciôn, aquél ôrgano interventor queda asimismo 
liberado de responsabilidad (395). En los ca - 
SOS en que planteada la discrepancia y esta ha 
de ser resuelta por ôrgano distinto a los que
(395) Ver articule 25 del Reglamento de 3 de Marzo de - 
1925.
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la plantean se puede producir:
- Un desplazamiento de la competencia ha- 
cia la Intervenciôn General de la Administra - 
ciôn del Estado para decidir en favor o en con 
tra de la opiniôn sustentada por una Interven­
ciôn Delegada. Decisiôn que serâ siempre obli- 
gatoria para ésta.
- Un desplazamiento de la competencia ha- 
cia el Consejo de Ministras para decidir sobre 
la cuestiôn planteada en favor o en contra del 
criterio de la Intervenciôn General de la Admi 
nistraciôn del Estado.
En este caso, el acuerdo sobre el gasto - 
correspondiente se adopta por el Consejo sien- 
do Vinculante tal acuerdo tanto para los ôrga- 
nos de gestiôn del gasto como para los ôrganos 
de control interno. Por ello, en cierta medida 
aparece otro efecto del acto de control negati 
vo o de disconformidad consistante en garanti- 
zar que se imponga el criterio de este Ôrgano- 
superior del Ejecutivo en todos aquellos casos 
en que exista discrepancia sobre el ajuste a -
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la legalidad, entre un ôrgano de control y el 
compétente para producir acto de erogaciôn de- 
caudales pûblicos. Aparece aquî la suspensiôn- 
del procedimiento como medida de tutela o con­
trol ( 396 ). Consideramos que el Consejo de Mi. 
nistros, en determinados supuestos estarâ fa - 
cultado para adoptar acuerdos que puedan corre 
gir la insuficiencia o inadecuaciôn del crédi- 
to propuesto en virtud de las competencias que 
le atribuyen la L.G.P. y las leyes anuales de- 
presupuestos; por tanto, es posible pueda pro- 
nunciarse en favor de un gasto que haya-sido - 
reparado por falta de crédito si, al mismo —  
tiempo, provee de medios financières suficien- 
tes para hacer frente al gasto de que se tra - 
te.
( 3.9^  Ver GARCIA DE ENTERRIA, E. y FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R., 
' en "Curso de Derecho Administrativo", Tano I, Ediciôn - 
de 1980, pâg. 493.
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2.4.4.2.1.3.2. Disconformidad en el reconoci - 
miento de obligaciones.
Si el acto de intervenciôn de disconform^ 
dad, manifestado a través del reparo, se produ 
ce frente a procedimientos de gastos en la fa- 
se de reconocimiento de la obligaciôn, los —  
efectos de aquél pueden concretarse:
a) Si el reparo se basa en insuficiencia, 
o inadecuaciôn de crédito;
- Suspensiôn del expediente o procedimien
to,
- No puede dictarse el acto de reconoci - 
miento de la obligaciôn hasta tanto se subsane 
tal insuficiencia de crédito,
- Descargo de responsabilidad del Inter - 
ventor actuante y , en su c a s o , del Interventor 
General de la Administraciôn del Estado.
- Posibilidad de provocar la actuaciôn —  
del Consejo de Ministres, en la forma* y con —  
los efectos indicados.
- Posibilidad de que el interesado inicie
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un procedimiento o proceso encaminado a hacer 
efectivo su crédito.
b) omisiôn de requisitos o trâmites esen 
ciales o posibilidad de quebrantos econômicos 
para el Tesoro o para terceros.
Si la Intervenciôn repara el procedimien 
to de gastos en esta fase y con base en estos 
motivos, los efectos son similares a los indi 
cados en el apartado a) anterior. La suspen - 
siôn del procedimiento durarâ hasta que, a —  
juicio de la Intervenciôn,se cumplan los re—  
quisitos o trâmites esenciales omitidos o de- 
saparezca la posibilidad de taies quebrantos. 
También cuando se resuelva la discrepancia, - 
en la forma que ha quedado expuesta, en senti 
do contrario al acto de intervenciôn.
2.4.4.2.1.4. Omisiôn de intervenciôn previa - 
preceptiva (397).
Cuando la intervenciôn previa de reconoci
(397) Segun el art. 25 del Decreto de 3 de marzo 1.925, 
frente a la realizaciôn de un gasto sin fiscali—  
zaciôn previa el Consejo de Ministros podrâ:
a) Convalidad el gasto, o
b) Declarar, en su caso, la lesividad y subsi —  
guiente iirpugnaciôn ante la Jurisdicciôn Con - 
tenciosa, de acuerdo con la Ley de Procedimien 
to Adninistrativo.
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miento de obligaciones o gastos sea precepti - 
va, no pueden expedirse ni intervenirse manda- 
mientos de pago para hacerlos efectivos" sin — ■ 
que se acredite el cumplimiento de tal requi - 
sito.
Si un ôrgano interventor al conocer de un 
procedimiento de gasto observa que la obliga - 
ciôn o gasto a que corresponde ha sido previa- 
mente fiscalizado (intervenciôn previa) lo ma- 
nifestarâ asî a la autoridad que hubiere ini - 
ciado aquél y emitirâ al mismo tiempo su opi - 
niôn respecto de la propuesta, a fin de que —  
uniendo este informe a las actuaciones, pueda- 
el titular del Departamento de que aquella pro 
céda, si considéra conveniente, someter lo ac- 
tuado a la decisiôn del Consejo de Ministros - 
para que adopte la resoluciôn que estime opor- 
tuna ( 398 ) .
En este supuesto, GONZALEZ FEREZ (399) ha
(398) Ver articule 25 del Reglamento de 3 de marzo de 1925.
(399) GONZALEZ FEREZ, J., PrÔlogo a la dora de Oscar MORENO - 
GIL "Centratos Administratives (Legislaciôn y Jurispru- 
dencia) ", I.E.F., Madrid, 1978, p, XIII.
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sostenido la nulidad. Se basa este autor en —  
que "admitir la figura de la anulabilidad per- 
mite a la Administraciôn marchar por el camino 
de ignorar su autocontrol, con lo que seguirâ- 
en el campo de lo discrecional, ya que por via 
convalidatoria actuarâ hacia si misma, sin con 
sideraciones hacia el interês pûblico".
No obstante, sehala este autor, "en la —  
situaciôn actual, a pesar de las manifestacio- 
nes de interês pûblico que pueden observarse - 
en el acto de fiscalizaciôn, su omisiôn en el- 
procedimiento administrative, quizâ por falta- 
de pronunciamiento expreso legal no es conside 
rada por la jurisprudencia como causa de nuli­
dad absoluta" (400 ) .
(400) En este sentido la Sentencia del T.S. de 23 de noviem - 
bre de 1974 déclara:
"...que la cmisiôn de la fiscalizaciôn no es un motivo- 
incluible en los especîficos y no airpliables, por analo 
gia, supuestos del articulo 47 de la L.P.A. Puede cons- 
tituir tal cmisiên una causa de anulabilidad por la ac- 
ciôn convalidatoria y puede provocar sancicnes discipli 
narias, pero no afecta a la validez de la clâusula mo­
dal y de las obligacicnes surgidas".
En este mismo sentido se prcnuncian las Sentencias de - 
12 de marzo y 20 de octubre de 1975.
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A nuestro juicio, la omisiôn de la inter 
venciôn previa de gastos impide la continua - 
ciôn del procedimiento de gasto. Sus efectos- 
inmediatos son (401):
- Imposibilidad de cumplimiento o pago de 
la obligaciôn reconocida o gasto realizado ya- 
que se prohibe expedir dos mandamientos de pa­
go y de intervenirlos de conformidad.
- Necesidad de intervenciôn del Consejo - 
de Ministros para la continuaciôn del procedi­
miento de gasto, debiendo actuar todos los ôr­
ganos afectados de conformidad con la résolu - 
ciôn que dicte el Consejo de Ministros. Por —  
tanto, se vuelve a producir un desplazamiento- 
de la competencia, para este supuesto en con - 
creto, en favor de un ôrgano superior.
(401) El informe de la I.G.A.E. de 21 de diciembre de - 
1977, dice: "La suspensiôn de un instrumente de - 
garantie, accesorio pero muy importante, que tie- 
ne ccmo finalidad primordial reforzar las posibi- 
lidades de declaraciôn de lesividad del acto y su 
posteror impugnaciôn ahe la jurisdicciôn conten - 
cioso-adninistrativa, ya que se ha de entender - 
que la suspensiôn del acto es total y absoluta a 
todos los efectos, incluse en relaciôn con el —  
transcurso de cuatro anos a que se refiere el ar­
ticule 110 de la Ley de Procedimiento Administra­
tive" .
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Podemos apreciar que en este caso no se 
produce un acto de intervenciôn previa de con 
formidad ni de disconformidad. Esta interven­
ciôn se ha omitido y la funciôn de la inter - 
venciôn en el présente supuesto consiste en - 
informer al Ministro u ôrgano gestor del gas­
to y al Consejo de Ministros sobre cual hubie 
ra sido su opiniôn caso de haberse producido- 
aquella. A pesar de que el acto administra- 
tivo ya se ha dictado y se habrân adquirido - 
compromises, vuelve a aparecer la funciôn in- 
terventora como mecanismo de garantie de la - 
legalidad financière. Cuando esta funciôn se 
pronuncia en disconformidad con los procedi - 
mientos de gastos o se omite, siendo precept^ 
va, surge la necesidad ultime de la actuaciôn 
del ôrgano supremo del Ejecutivo, garante ul­
timo del cumplimiento de la legalidad finan - 
ciera y responsable de este cumplimiento ante 
las Cortes Générales y, en definitive, ante - 
el pueblo (402).
(402) El informe de la I.G.A.E. de 21 de diciembre de 
1977, dice;
"Solamente en el caso de que el Consejo de Mini£ 
tros manifestare su opiniôn coincidente con el - 
criterio de la Intervenciôn General habria de de
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2.4.4.2.1.5. Supuestos no sometidos a inter- - 
venciôn previa.
No estân sometidos a intervenciôn previa, 
(articulo 95 L.G.P.) los gastos de material no 
inventariable, asî como los de carâcter periô- 
dico y demâs de tracto sucesivo, una vez inter 
venido el gasto correspondiente al periodo ini 
cial del acto o contrato de que se deriven.Por
clararse la lesi vidad e irrpugnarse el acto ante- 
la jurisdicciôn contencioso -adninistrativa. Tal- 
declaraciôn de lesividad de acuerdo con lo prévis 
to en el articulo 56 de la Ley reguladora de la 
Jurisdicciôn Contencioso-adninistrativa deberîa - 
ser adcptada por el Ministerio correspondiente y 
excepcionalmente al Consejo de Ministros.
No esta prevista en la normativa legal la coinci- 
dencia de la decisiôn de Consejo de Ministros co­
mo consecuencia de la utilizaciôn sucesiva de los 
trâmites de resoluciôn de discrepancia y declara­
ciôn subsiguiente de lesividad, pero entiende es-: 
te Centro Fiscal que no serîa contrario al princi 
pio de econcmîa, celeridad y eficacia, en la tra- 
mitaciôn de los procedimientos administrativos —  
que informa nuestra legislaciôn en la referida ma 
teria, que el Consejo de Ministros se pronunciara 
simultâneamente en su caso, lo que evitarîa una - 
nueva remisiôn de las actuaciones al ôrgano ges - 
tor, con la consiguiente pérdida de tiempo".
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via reglamentaria pueden ser excluidas de in - 
tervenciôn previa las subveneiones con asigna- 
ciôn nominativa (403 ) .
En atenciôn a que la funciôn interventora 
no implique demasiados entorpecimientos de los 
procedimientos de gasto pûblico se eximen de - 
la intervenciôn previa algunos de estos gastos 
agrupados de la forma siguiente:
a) gastos de material no inventariable.
b) gastos de carâcter periôdico o de trac 
to sucesivo, entre los que pueden encuadrarse- 
los alquileres, remuneraciones, fijas en su 
cuantia y periôdicas en su vencimiento, deter­
minados gastos de personal, etc.
Estos gastos, exigen para ser eximidos de 
intervenciôn previa, que hayan sido interveni- 
dos el gasto u obligaciôn correspondiente al - 
periodo inicial.y sus modificaciones.
( 403) Ver el art. 24, pârr. 2s del Reglamento de 3-3-1925.
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Se basa esta no sujeciôn a la interveneidi 
previa, en que las cantidades a satisfacer pe- 
riôdicamente son invariables y repetitivas y - 
se derivan de actos o contratos de tracto suce 
sivo y de servicios recibidos o bienes utiliza 
dos por la Administraciôn pûblica ya constata- 
dos al interventor el gasto correspondiente al 
periodo inicial.
c) Subvenciones nominatives: estas estân- 
exoneradas de esta intervenciôn por el Régla - 
mento de 1925 y probablemente se excluirân en 
el Reglamento de la L.G.P., debido a que la —  
obligaciôn esta perfectamente determinada en - 
la propia Ley de Presupuestos al contener la - 
designaciôn nominal del acreedor y el importe- 
de la subvenciôn.
2.4.4.2.2. Intervenciôn formai del pago.
Segûn el Reglamento de 3 de marzo de 1925 
(articulo 28), la intervenciôn formai del pago 
se realizarâ en la forma determinada en el Re-
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glcunento de Ordenaciôn de Pagos.
Estân sometidos a esta modalidad de inter 
venciôn los doçumentos en virtud de los cuales 
se ordenen los pagos con cargo al Tesoro pûbli. 
co. Las comprobaciones que en fase de interven 
ciôn pueden practicarse son, entre otras, las 
siguientes:
- Si existe crédito legislativo, adecuado 
y suficiente,
- Si los mandamientos de pago estân con - 
formes con los justificantes,
- Si existen, o no, errores aritméticos,
- Si se han cumplido otros requisitos o - 
trâmites exigidos por la legislaciôn vigente,
- Si el gasto ha sido sometido a fiscali­
zaciôn previa o estâ exonerado de esta.
En esta fase del procedimiento de gastos, 
nos encontramos dentro del cumplimiento de —  
obligaciones de la Hacienda Pûblica reconoci - 
das a favor de terceros. Los motivos de opos£ 
ciôn por parte de la intervenciôn serân los in
631
dicados en los apartados a ) , b) y c) del arti­
culo 9 7 de la L.G.P. Los motivos de los apar­
tados a) y c) de dicho articulo se presentarân 
normalmente, en aquellos casos en que se hayan 
reconocido obligaciones para las cuales no sea 
preceptiva la intervenciôn previa o, siendo —  
preceptiva, se haya omitido ésta.
Los efectos de la intervenciôn formal del 
pago pueden distinguirse segûn se trate de con 
formidad o de disconformidad.
2.4.4.2.2.1. Intervenciôn formal de conformi - 
d a d .
Estos efectos son:
- Se conforma el procedimiento de gastos- 
hasta esta fase y se expedite la via para dic­
tar la orden de pago correspondiente.
- El interventor actuante entra en el cir 
cuito de responsables de los posibles danos o 
perjuicios que pueda ocasionar a la Hacienda -
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Pûblica la orden de pago intervenida.
2.4.4.2.2.2. Intervenciôn formai de disconfor­
midad.
Los efectos del acto de intervenciôn for­
mai del pago negativa o de disconformidad pue­
den ser los siguientes:
- Suspensiôn del procedimiento de gastos, 
impidiéndose la expediciôn de la correspondien 
te orden de pago. Esta suspensiôn durarâ hasta 
que sean solventados los motivos en que se fun 
da el acto de intervenciôn.
- Cuando el ordenador de pagos no esté —  
conforme con el reparo se considéra planteada- 
la discrepancia y ésta se resuelve de igual —  
forma que la indicada para la intervenciôn pre 
via y con los mismos efectos.
La obligaciôn reconocida no podrâ cumplir 
se hasta tanto dure la suspensiôn del proce —
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dimiento. Si el acto de reconocimiento de la - 
obligaciôn se ha producido vâlidamente tendrâ- 
efectos desde la fecha en que se ha dictado y 
respecto del mismo debemos afirmar:
- El acto de reconocimiento de la obliga­
ciôn surte efectos para iniciar las fases sub- 
siguientes de cumplimiento de ésta por la Ha - 
cienda Pûblica.
- Si se suspende el procedimiento de esta 
fase, se produce una imposibilidad de cumpli - 
miento de la obligaciôn por parte del deudor.
- Si la suspensiôn se basa en la insufi - 
ciencia de crédito presupuesto, puede aparecer 
una causa de nulidad de todo lo actuado y ha - 
brâ que estar a resultas de lo que se resuelva 
acerca de las obligaciones recîprocas contraî- 
d a s .
- Si la obligaciôn de la Hacienda Pûblica 
ha sido reconocida y ésta no se cumple dentro- 
de los plazos légales abre la posibilidad de -
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exigirle intereses de demora en los têrminos - 
regulados en la Ley (404).
- Si la suspensiôn se basa en otra causa- 
de nulidad del acto de reconocimiento de la —  
obligaciôn también habrâ que estar a resultas- 
de que se resuelva sobre las obligaciones reel 
procas, si bien este supuesto deberîa estar re 
suelto en la fase intervenciôn previa.
Debemos afirmar, por ultimo, que no consi. 
deramos adecuado aplicar en estos actos.la teo 
rîa de la eficacia de los actos de la L.P.A. - 
(articulo 45.2) ni la de los informes precept^ 
vos. Estas normas no fueron pensadas en nin - 
gûn momento aplicables a la legalidad financie 
ra. Por tanto, los problemas que se plantean - 
han de resolverse de conformidad con los artl- 
culos 97 y 98 de la L.G.P.
(404) El art.45 de L.G.P. dice; "Si la Administraciôn no paggi 
ra al acreedor de la Hacienda pûblica dentro de los très 
meses siguientes al dia de notificaciôn de la resoluciôn 
judicial o del reconocimiento de la dbligacion, habrâ - 
de abonarle el interês senalado en el art.36.2 de esta- 
Ley, sobre la cantidad debida, desde que el acreedor re 
clanE par escrito el cuirplimiento de la obligaciôn" .Ver 
arts.47,73 y 91 L.C.E. y arts.56 y 57 L.Expropiac.Forz.
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- El ôrgano interventor queda descargado- 
de responsabilidad.
- En el supuesto de que el reparo sea mo- 
tivado por insuficiencia de crédito puede dar­
se la circunstancia, en la prâctica, de que en 
esta fase de intervenciôn se paralice el cum - 
plimiento de obligaciones reconocidas por los 
ôrganos de gestiôn de las Cortes Générales, o 
del Consejo General del Poder Judicial.
Se producirâ esta circunstancia en. aque - 
llos casos en que los gastos propuestos por es 
tos ôrganos superen los créditos concedidos y- 
los efectos suspensivos serân los mismos que - 
los indicados hasta tanto no se habiliten los- 
créditos correspondientes.
2.4.4.2.3. Intervenciôn material del pago.
Estân sometidos a intervenciôn material - 
de pago todos los doçumentos en virtud de los 
cuales se libéré al Tesoro pûblico de sus obli
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gaciones. La intervenciôn estâ présente en el 
momento de cumplimiento de las obligaciones de 
la Hacienda pûblica, es decir, en la salida ma 
terial de fondes pûblicos.
En teorîa, en esta fase de intervenciôn , 
los reparos solo pueden venir motivados por:
- Que no se acredite suficientemente el - 
derecho del perceptor del pago,
- Que se hayan omitido requisitos o trâm^ 
tes esenciales que el pago pudiera causar que­
brantos al Tesoro o a un tercero.
Los efectos pueden distinguirse también , 
en funciôn de que el acto de intervenciôn sea- 
de conformidad o de disconformidad.
Los efectos son similares a los indicados 
en la intervenciôn de la ordenaciôn formai del 
pago en cuanto se refiere a la posibilidad o - 
imposibilidad de cumplimiento de las obligacio 
nés, si bien hay que hacer constar q u e , caso -
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de suspensiôn del procedimiento, aquî lo que - 
se impide no es la produceiôn de un acto admi- 
nistrativo, sino la ejecuciôn material de ac • 
tos y el cumplimiento de obligaciones nacidas
2.4.4.2.4. Intervenciôn de aplicaciôn de canti 
dades a obras, suministros, adquisi 
ciones y servicios.
Cuando las obligaciones de la Hacienda Pu 
blica tienen por causa las prestacioneso ser­
vicios a la Administraciôn pûblica, el pago no 
puede efectuarse si el acreedor no ha cumplido 
o garantizado su respectiva obligaciôn (405).
La funciôn interventora comprende, entre- 
otras modalidades, la intervenciôn de la apli­
caciôn o empleo de las cantidades destinadas a 
obras, suministros, adquisiciones o servicios, 
de conformidad con el art. 93.2.d) de la L.G.P. 
(406 \ .
(405) Ver articulo 43.2 de la L.G.P.
(406) Ver artîculos 23 y 30 del Reglamento de 3-3-1925.
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Esta intervenciôn consiste en el examen e 
informe de los doçumentos justificativos de —  
los mandamientos de pago cuyas cantidades se - 
destinan a prestaciones de servicios, realiza­
ciôn de obras y adquisiciones de bienes y en 
la comprobaciôn, en su caso, de que el importe 
de los mismos ha sido debidamente invertido en 
la obra, servieio o adquisiciôn de que se tra­
te .
El Ôrgano interventor ha de emitir su opi. 
niôn en informe que emita o el acta q u e •se le­
vante para acreditar su resultado. Si opusiese 
reparos a la recepciôn y el Ministro correspon 
diente disiente de las observaciones formula - 
das en el mismo la discrepancia asî planteada- 
ha de ser resuelta por el Consejo de Ministros
Nos encontramos aquî en un nuevo acto del 
ôrgano interventor, cuyos efectos serân los si. 
guientes:
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2.4.4.2.4.1. Si el ôrgano interventor se pro - 
nuncia de conformidad.
- El procedimiento de pago puede conti —  
nuarse quedando expedita la via para la reali­
zaciôn de los pagos pendientes y devoluciôn de 
la fianza.
- El ôrgano interventor queda incurso en- 
el cîrculo de responsables de los danos dériva 
dos del acto de recepciôn.
2.4.4.2.4.2. Si el ôrgano interventor se pro - 
nuncia de disconformidad.
- Se suspende el procedimiento de pago de 
conformidad con el articulo 97.d) de la L.G.P.
- La suspensiôn durarâ hasta tanto sean - 
solventadas las prescripciones que se indiquen 
en el acto de intervenciôn negativa o hasta —  
que sea resuelta la discrepancia por el Conse­
jo de Ministros.
640
En este ûltimo caso:
- Se produce el descargo de responsabili­
dad del ôrgano interventor.
De conformidad con cuanto llevamos expue£ 
to, consideramos que existen razones suficien- 
tes para afirmar que el acto de intervenciôn - 
se produce en relaciôn con determinados actos- 
administrativos, enjuiciando, supervisando o - 
superoponiéndose a todo el procedimiento segui 
do para la producciôn o ejecuciôn de aquellos- 
actos (407 ) .
Para ello, se le dota al ôrgano compéten­
te para producir estos actos, la Intervenciôn-
( 407/) VILLAR PALASI, J.L., en "Ccmunicaciôn a las IV Jomadas 
... cit., ha escrito: "Puede ccnsiderarse que la inter­
venciôn crîtica o previa tal y ccmo se establece en el 
R.D. 1124/1978, de 12 de mayo, es un acto de trâmite - 
tal y ccmo lo ccnfigura la L.P.A. Sin embargo, el pro- 
pio articulo 16.2 de la L.G.P. de 4 de enero de 1977, y 
el R.D. mencicnado, ccnfiguran la intervenciôn crîtica, 
o previa, ccmo aplicable a "todo acto" o expediente sus 
ceptible de producir derechos u obligacicnes de ccnteni 
do eccnômico o movimiento de fondos o valores. Esto iirv- 
plica que realmente no se trata de un acto inserto en el 
procedimiento administrativo, ccnsiderado ccmo tal,sino 
ccmo un procedimiento paralelo, conforme antes se ha in 
dicado.
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General de la Administraciôn del Estado, de - 
facultad para pedir asesoramientos técnicos y 
jurîdicos. Estos asesoramientos jurîdicos, in 
cluîdo el informe del Consejo de Estado, debe- 
rân ser tenidos en cuenta en cuanto al fondo - 
jurîdico de los problemas que se susciten —  
( 408) .
La finalidad de la institueiôn de control 
interno y de los actos de intervenciôn se con­
crete en asegurar que la administraciôn de la 
Hacienda Pûblica se ajusten en todo caso a la 
legalidad aplicable. Condiciôn indispensable- 
para conseguir este aseguramiento es el otor - 
gar a estos ôrganos de control plena autonomie, 
frente a aquellos ôrganos cuya gestiôn contro- 
lan y doter a los actos de control, de inter -
(40Q VILLAR PALASI, J.L., en "CcmunicaciÔn IV Jomadas",cit. 
ha escrito:
"...la Intervenciôn General de la Administraciôn del Es 
tado èn el supuesto de una discrepancia relative al fcn 
do jurîdico del tema y no de simple aplicaciôn presu —  
puestaria, puede intervenir en la resoluciôn de discre­
pancia dentro de la fase de resoluciôn, es decir, fuera 
de la fase de instrucciôn que se culmina ccn el dicta - 
men del Consejo de Estado eventualmente".
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venciôn en este caso, de la eficacia suficien- 
te para paralizar o suspender aquella gestiôn, 
y provocar la actuaciôn del Consejo de Minis - 
tros, en su caso, como Ôrgano supremo del con­
trol interno, tutelante de toda la gestiôn fi­
nancière pûblica y responsable ûltimo de esta- 
gestiôn ante el Legislative, tanto desde el —  
punto de vista general, economicidad, eficien- 
cia, eficacia, justicia, equidad, etc., como - 
desde el punto de vista de ajuste a la legali- 
dad, en particular.
Los efectos del acto de intervenciôn so - 
bre los actos de gestiôn de la Hacienda Pûbli­
ca conjugados con la necesidad de existencia - 
de cobertura presupuestaria previa de los gas- 
tos pûblicos constituyen los pilares bâsicos - 
en que ha de sustentarse el édifieio del prin­
ciple de legalidad financiera como presupuesto 
de validez del acto administrative.
A destacar losefectos de estes dos condi- 
cionantes bâsicos de la actividad financiera £Û 
blica hemos dedicado las anteriores pâginas si
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bien enfocadas desde el punto de vista teôri - 
co. Nos queda aûn por indagar por la via de - 
la prâctica diaria aplicando aquellas concep - 
clones teôricas al diario quehacer de la acti­
vidad financiera intentando constatar que no - 
se reducen al absurdo aquellas afirmaciones y 
completar, con ello, y dentro de lo posible,el 
objetivo que nos habîamos propuesto. A tal fin 
dedicaremos la tercera secciôn del présente ca 
pitulo.
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C O N C L U S I O N E S
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CONCLUSIONES
De conformidad de cuanto llevamos expue^- 
to, en funciôn de las consideraciones doctrine 
les, de los juicios emitidos por la Jurisdic - 
ciôn del Alto Tribunal y las indagaciones efec 
tuadas por el ordenamiento jurîdico, entende—  
mos es posible y conveniente efectuar una se - 
rie de conclusiones entre las que hemos de des 
tacar, sistemâticamente, las siguientes:
1. EN RELACION CON EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD - 
DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIV A .
El principle de legalidad de la activida- 
administrativa supone una serie de limitacio - 
nés para la actividad que garantizan los dere- 
chos individuales de los ciudadanos y pueden - 
concretarse en la forma siguiente:
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1.1. UBICACION DEL PRINCIPIO.
El principle de legalidad administrativa- 
y su problematica debe ubicarse en el campo de 
las relaciones de la Administracion con el Or­
denamiento jurîdico considerado como unidad. - 
Todo acto de la Administracion ha de ajustarse 
a Derecho sin que haya espacio libre de ley en 
que aquélla pueda actuar con poder jurîdico.
1.2. FINES DEL PRINCIPIO.
Este principle tiene por finalidad esta—  
blecer el imperio de la soberanla popular, la 
cual puede manifestarse a través de los repré­
sentantes en las Cortes Générales. Ello impli- 
ca la sumisiôn del Ejecutivo a la Ley lo cual- 
constituye uno de los ingredientes bâsicos del 
Estado de Derecho.
1.3. CONSECUENCIAS DEL PRINCIPIO.
Podemos senalar:
- La fuente del Derecho esta en la comuni 
dad, en su voluntad general cuya forma legîti-
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ma de expresiôn es la Ley General.
- La Administracion no es un reducto sobe 
rano, no tiene poderes inmanentes sino potesta 
des externamente atribuidas, por tanto, esta - 
sometida a la Ley tanto en su actividad norma- 
tiva como en su actividad ejecutiva o singula- 
rizada.
- Las potestades son atribuidas a la Admi 
nistraciôn a través de la legalidad, incluyen- 
do leyes formales y normas reglamentarias. Es­
ta atribuciôn ha de ser expresa y especîfica.
- La actuaciôn administrativa puede ser - 
controlada por los Tribunales de Justicia tan­
to en su actuaciôn normative como singulariza- 
da y, en este caso, en el ejercicio de su po - 
testad discrecional.
1.4. FUNDAMENTOS DE OTROS PRINCIPIOS.
En el principle de legalidad tienen su —  
fundamento otros principles, como los de respe 
to a la jerarquîa de las normas, de inderogabi 
lidad singular de los reglamentos, réserva ma­
terial de ley, etc.
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2. EN RELACION CON EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD - 
FINANCIERA.
La actividad financiera, a pesar de sus - 
notas caracterîsticas que la diferencian de la 
actividad administrativa, queda sometida a las 
mismas reglas légales que esta y, por tanto, - 
le serân aplicables los mandates derivados del 
principle de legalidad, matizados en este caso 
con las especiales circunstancias que concu —  
rren en las reglas del principle de legalidad 
financiera. En tal sentido podemos afirmar:
2.1. REGLA GENERAL.
En general, la actividad financiera, como 
actividad de la Administracion pûblica encami- 
nada a la obtenciôn y aplicaciôn de recursos - 
pûblicos ha de someterse a los limites deriva­
dos del principle de legalidad con las matiza- 
ciones que impone la legalidad financiera. Es­
tas se concretan en mayores limitaciones del - 
actuar administrative tanto en la obtenciôn de 
recursos como en la vertiente del gasto pûbli- 
co.
649
2.2. PARTICULARIDADES EN LA VERTIENTE DE INGRE
SOS PUBLICOS.
En la vertiente de la obtenciôn de recur­
sos pûblicos las limitaciones del actuar admi­
nistrative se reflejan en la réserva material- 
de ley para una serie de conceptos bâsicos que 
configuran todo tribute. Ello implica una res- 
tricciôn de la Administraciôn en cuanto a su - 
capacidad de producciôn de normas juridicas en 
virtud de las cuales pueda autohabilitarse pa­
ra actuaciones posteriores.
Asimismo, existen mécanismes de control - 
legal de esta actividad que puede incidir en - 
la validez y eficacia de los actos administra­
tives dictados en virtud de la potestada impo- 
siciôn.
2.3. PARTICULARIDADES EN LA VERTIENTE DEL GAS­
TO PUBLICO.
Toda actuaciôn administrativa de la que - 
se deriven gastos pûblicos o sea causa del na- 
cimiento de obligaciones ha de cumplir, ademâs
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de la legalidad formai, la legalidad material 
de cobertura presupuestaria. De igual forma, - 
todos los ôrganos con competencia financiera , 
en la vertiente del gasto publico, esta someti^ 
da a la autotutela financiera del Consejo de - 
Ministres y, por ello, sometido a un control - 
interne de legalidad que vigilarâ toda la ac - 
tuaciôn generadora de gastos pûblicos y se su- 
perpondrâ impidiendo la producciôn de aquelles 
actos que, a juicio de estes ôrganos de con —  
trol interne, no se conformen con la legalidad 
vigente aplicable.
3. EN RELACION CON EL SIGNIFICADO DE LA FALTA 
DE COBERTURA PRESUPUESTARIA.
No han side pocos los problemas interpré­
tatives que se ha planteado la doctrine para - 
intenter llegar a conclusiones validas acerca 
de la significaciôn de la faite de cobertura - 
presupuestaria para el cumplimiento de las 
obligaciones de la Hacienda Pûblica. De cuanto 
hemos dejade expuesto, pueden extraerse las si 
guientes conclusiones:
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3.1. FALTA DE UNANIMIDAD DOCTRINAL.
La doctrine no es unanime al interpreter 
el alcance de la nulidad de pleno derecho pro- 
clamada en el articule 60 de la L.G.P. Consi­
déra que la fuente, titulo jurîdico o causa de 
las obligaciones del Estado esta situado (artî^ 
culo 43 de la L.G.P.) fuera de la Ley de Presu 
puestos, sin perjuicio de que esta Ley pueda - 
crear obligaciones pero al relacionar este ar­
ticule 43 con el articule 60, ambos de la LGP. 
se han suscitado grandes dudas respecte de di- 
cha nulidad llegando a pensarse que solo se re 
fiere a la exigibilidad de las obligaciones y- 
sancionando con la ineficacia externa a las —  
obligaciones que excedan del importe de los -- 
crédites presupuestos.
No obstante, se sostiene por la doctrina 
que el articule 60 de la L.G.P. contiene:
- Una prohibiciôn: No podrân adquirirse - 
compromises de gastos por importe superior al 
crédite presupuestario.
- Una sanciôn: La nulidad de los actos y 
disposiciones con range inferior a Ley que in- 
frinjan esta norma. Entendiendo que este acto-
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de adquisiciôn de compromiso ha de entenderse 
en sentido juridico-administrative, es decir,- 
todo acto que, en el présente o en el future , 
deba entrahar una erogaciôn de gasto publico.
Ante las grandes dificultades 'para llegar 
a posiciones claras y sôlidas en la interpréta 
ciôn del art. 60 de la L.G.P. se ha postulado- 
la necesidad de investigar con mayor profundi- 
dad a fin de que la doctrina financiera pudie- 
ra ofrecer conclusiones con mayor coherencia - 
pues, dados los resultados en perjuicio de in- 
terés de tercero acreedor del Estado que resul 
tarian de una visiôn dogmâtica del tema, se ha 
visto forzada a:
- Admitir ûnicamente una eficacia interna 
de la declaraciôn de nulidad.
- Admitir ciertos efectos externos que se 
producirian con base en actos nulos -principal 
mente el pago hecho a terceros-.
- Reclamar una sanciôn distinta, la anula 
bilidad, para las infracciones de la especial^ 
dad cuantitativa de los créditos consignados - 
en el presupuesto.
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3.2. SIGNIFICACION DEL DOCUMENTQ PRESUPUESTA -
R I O .
Hay que tener en cuenta que el presupues­
to es un estado financiero de prevision econo­
mica, con poder vinculante para todos los orga 
nos del Estado con competencia para reconocer 
obligaciones a cargo de este. El presupuesto - 
no es, como norma general, fuente de obligacio 
nes, su fin principal no es crear obligaciones 
sino el de previsiôn financiera, ordenacion de 
recursos al cumplimiento de las obligaciones - 
economicas del Estado. Al mismo tiempo es un - 
acto de autorizaciôn y un instrumente de con - 
trol del Ejecutivo.
Ahora bien, el Ejecutivo, dadas las mûlti 
pies funciones que en la actualidad se le enco 
miendan, y pasando a tener un papel active en 
la vida econômica nacional, utiliza el presu - 
puesto como instrumente de polîtica econômica, 
encaminado a la consecuciôn de fines taies co­
mo desarrollo econômico, pleno empleo, redis - 
tribuciôn de renta, estabilidad econômica, etc 
y, por tal motive, se le dota de facultad para
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poder modificar aquellas dotaciones inicialmen 
te concedidas en el documente presupuestario.
Incluse se le dota de facultades para ad- 
quirir compromises futures.
3.3. NULIDAD DE PLENO DERECHO.
La nulidad de pleno derecho y la inefica­
cia derivada de la misma refleja la pugna de - 
los dos principles de justicia y seguridad ju- 
ridica.
Si prédomina el principle de seguridad ju 
rîdica se tiende a calificar la nulidad como - 
pena, técnica sancionadora que debe ser limita 
da y restringida solo a las ineficacias expre - 
samente reconocidas por el Ordenamiento jurîdi 
co y estes supuestos expresos deben ser inter- 
pretados estrictamente.
Si prédomina el principle de justicia, la 
nulidad se considéra como técnica de defensa - 
del orden jurîdico, valor social que debe ser- 
tajantemente respetado en garantie de la pacî- 
fica convivencia. La ineficacia se produce - - 
siempre que lo exija el orden jurîdico aunque 
la privaciôn de efectos no se halle expresamen 
te prevista en la ley.
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La nulidad de pleno derecho hace referen­
d a  a la invalidez de los actos por su contra- 
dicciôn con la norma. La ineficacia es una si- 
tuaciôn de hecho que, pudiendo no traer causa 
en una calificaciôn de invalidez, supone una - 
condena potencial del acto irregular. Un acto 
invalide puede tener efectos de hecho pero el 
perjudicado por este acto puede provocar su —  
eliminaciôn.
Asimismo, nadie puede exigir jurîdicamen- 
te su mantenimiento. No parece lôgico que la - 
Administraciôn productora de un acto nulo, pue 
de alegar esta nulidad para beneficiarse de la 
misma, enriqueciéndose y perjudicando econômi- 
camente a otr o .
Considérâmes que, en este caso, es conve­
niente adherirse al predominio del principle - 
de seguridad juridica pues de él se dériva una 
mayor justicia.
3.4. LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS Y LAS OBLIGACIO
NES DE LA HACIENDA PUBLICA.
Como se ha visto las obligaciones econômi 
cas de la Hacienda Pûblica pueden nacer de los
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actos administratives. A su vez, en determina- 
das circunstancias estes actos pueden devenir- 
nulos de pleno derecho por falta de crédite —  
presupuesto adecuado y suficiente. Ello no 
quiere decir que sean nulas todas las obliga - 
clones nacidas como consecuencia de estes ac - 
tes administratives en principle declarados nu 
los de pleno derecho pues como ha quedado ex - 
puesto, estes actos nulos, de hecho, pueden te 
ner efectos juridicos. A nuestro juicio, a fin 
de aclarar ciertas dudas que pueden surgir co­
mo consecuencia de la interpretaciôn de la nu­
lidad de pleno derecho de los actos administra 
tivos proclamados en el art. 60 de la L.G.P. , 
considérâmes deben distinguirse:
3.4.1. ACTOS ADMINISTRATIVOS PREPARATORIOS DE 
GASTO PUBLICO.
En elles deben incluirse los de élabora - 
ciôn de proyectos por la propia Administraciôn 
réserva de crédite, preparaciôn del pliego de- 
clâusulas administratives particulares, etc. - 
Como estes actos se producen en el seno de la 
Administraciôn, no tiene manifestaciôn exter -
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na, si falta crédito presupuesto, son nulos de 
pleno derecho, pueden hacerse desaparecer y no 
tendrân efectos juridicos. Si la elaboracion - 
de proyecto hubiese realizado por un tercero - 
ajeno a la* Administracion, estariamos en el ca 
so 3.4.2.b) siguiente.
3.4.2. ACTOS GENERADORES PE OBLIGACIONES (0 -
COMPROMISOS EN LA TERMINOLOGIA DEL ARTI 
CULO 60 DE LA L.G.P.).
Cuando se dicta un acto administrative y- 
este es la causa del nacimiento de una obliga- 
cion econômica para la Hacienda Pûblica, si no 
existe crédito presupuesto para hacer frente a 
esta obligaciôn, debemos enjuiciar la eficacia 
o ineficacia del acto nulo distinguiendo:
a) Obligaciones unilaterales.
Si el acto administrative, nulo de pleno 
derecho por falta de crédito presupuesto, lle- 
va consigo la adquisiciôn de un compromiso de 
gasto y el consiguiente nacimiento de una obli 
gaciôn para la Hacienda P û b l i c a  y a favor de- 
un tercero, sin que para éste implique contra-
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prestaciôn alguna, considérâmes que este acto 
puede declararse nulo e impedir que surta efec 
tes de ninguna clase. Por tanto, en cualquier 
memento puede suspenderse el procedimiento de 
pago de tal obligaciôn. Incluse, si por alguna 
circunstancia anômala llegase a realizarse el 
pago, éste podrîa considerarse indebido con la 
posibilidad de reclamar al acreedor el réinté­
gré de las cantidades cobradas.
b) Obligaciones bilatérales y recîprocas.
Si el acto administrative nulo de pleno - 
derecho ha dado lugar al nacimiento de obliga­
ciones bilatérales recîprocas en las que el —  
tercero acreedor de la Hacienda Pûblica ha rea 
lizado o esta en vias de realizaciôn de la con 
traprestaciôn a que se comprometiô considéra - 
mos que este acto administrativo nulo no puede 
considerarsele sin efectos. Su efecto princi - 
pal era generar la obligaciôn reciproca, una -- 
vez nacida ésta, el tercero obligado realizan- 
do una actuaciôn légitima ha iniciado el cum - 
plimiento de. la misma o ha cumplido en su tota 
lidad por el acreedor de la Hacienda pûblica - 
considérâmes que el acto administrativo ha te-
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nido los efectos para los que fue producido, - 
por tanto, su validez o nulidad es irrelevante 
para la relaciôn juridica obligacional creada- 
pues ésta puede tener vida propia, con indepen 
dencia de los efectos que la falta de crédito- 
presupuesto puede tener para el cumplimiento - 
de la misma, maxime cuando la Hacienda Pûblica 
ha recibido la contraprestaciôn correspondien- 
t e .
3.4.3. ACTOS ADMINISTRATIVOS ENCAMINADOS AL - 
CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES A CARGO DE 
LA HACIENDA PUBLICA.
Los actos administrativos de reconocimien 
to de obligaciones, ordenacion de pagos, real^ 
zaciôn de pagos de obligaciones nacidas a car­
go de la Hacienda Pûblica, cualquiera que sea 
el titulo juridico o formula de la obligaciôn. 
Ley, négocie juridico, acto administrativo o - 
hecho, cuando no existe crédito adecuado sufi­
ciente para la obligaciôn de que se trate con­
sidérâmes es nulo de pleno derecho y, por tan­
to, en cualquier memento del procedimiento de 
gasto puede suspenderse éste basado en dicha - 
nulidad. Taies obligaciones no podrân cumplir-
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se hasta tanto no se habilite el crédito presu 
puesto correspondiente a tal fin. Taies actos- 
carecerân de efectos juridicos, y puede alegar 
se esta implicaciôn con base en la citada nul^ 
dad.
3.5. CONDICIONANTES PARA LAS OBLIGACIONES DE -
LA HACIENDA PUBLICA.
Las obligaciones de la Hacienda Pûblica - 
nacen de la Ley de los négociés juridicos y de 
los actos o hechos que segûn derechos los gene 
ren (art. 43 L.G.P.). Estas obligaciones, n a c i  
das, solo son exigibles cuando resulten de la 
ejecuciôn de los Presupuestos Générales del Es 
tado, de conformidad con lo dispuesto en el —  
art. 60,de sentencia judicial firme y de ope—  
raciones de Tesorerîa legalmente autorizadas.- 
Si dichas obligaciones tienen por causa las —  
prestaciones o servicios a la Administraciôn - 
pûblica, el pago no podrâ efectuarse si el 
acreedor no ha cumplido o garantizado su co —  
rrelàtiva obligaciôn (art. 43 L.G.P.).
De lo anterior se deduce que las obliga - 
ciones nacidas, cualquiera que haya sido la --
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causa de su nacimiento, la fuente o titulo ju­
rîdico obligacional cuando no existe crédito - 
presupuesto, los ôrganos de gestiôn de la Ha - 
cienda Pûblica estân imposibilitados para su - 
cumplimiento hasta que se habilite la corres - 
pondiente dotaciôn presupuestaria.
La falta de crédito presupuesto impide re 
conocer y ordenar pagos de obligaciones naci - 
das vâlidamente por cuantîa superior a las do­
taciones presupuestarias. El art. 43 de la 
L.G.P. al referirse al pago de obligaciones, - 
se esta refiriendo a obligaciones nacidas y —  
condiciona su exigibilidad a que resulten de - 
la ejecuciôn de los Presupuestos Générales del 
Estado y a las limitaciones del art. 60.
A nuestro juicio el citado precepto debe 
entenderse en el sentido de considerar que:
- El cumplimiento de una obligaciôn sôlo 
puede hacerse via ejecuciôn presupuestaria.
- Taies obligaciones no pueden ser cumpl^ 
das por el deudor hasta que tenga cabida den - 
tro de los créditos presupuestos correspondiez 
tes .
- Que el acreedor pueda exigir el cumpli­
miento de taies obligaciones y si el deudor, -
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Hacienda Pûblica, no puede cumplirlas aquél —  
podrâ reclamar los danos y perjuciios que, se­
gûn derecho, le correspondan.
- Que la Hacienda Pûblica puede resarcir- 
se de estes dahos y perjuicios de los titula - 
res de los ôrganos administrativos o funciona- 
rios que hubiesen sido los causantes de los —  
mismos.
Predicar que la nulidad de pleno derecho 
del art. 60 de la L.G.P. pueda afectar a la va 
lidez de obligaciones bilatérales y recîprocas 
en las que el acreedor de la Hacienda Pûblica, 
ha cumplido su obligaciôn y que esta modalidad 
puede carecer de efectos jurîdicos en cual 
quier momento es tanto como abrir una vîa de - 
enriquecimiento injusto de la Hacienda Pûblica 
en perjuicio del tercero relacionado con ella, 
creando una inseguridad jurîdica en el trâfico 
de la Hacienda que en ningûn momento ha podido 
ser querida por la L.G.P. Una interpretaciôn - 
finalista del precepto nos llevarîa a afirmar 
que el art. 60 de esta Ley ha querido:
- Que todo compromiso adquirido por los - 
ôrganos compétentes a cargo del Estado cuente 
con cobertura financiera suificiente y adecuada
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para el cumplimiento inmediato de estos compro 
misos.
- Evitar que una mala gestion de la Ha —  
cienda Pûblica pudiera desembocar en una banca 
rrota de ésta.
- Hacer responsable de una posible mala - 
gestion no al acreedor que se relaciona con la- 
Hacienda Pûblica sino a los ôrganos de gestiôn 
a los ôrganos de control encargados de vigi —  
lar, controlar y asegurar que aquella iregular 
gestiôn no se produzca.
3.6. LIMITES DE LA NULIDAD DEL PLENO DERECHO -
DE LA L.G.P.
La nulidad de pleno derecho sancionada en 
el artîculo 60 de la L.G.P.:
- Se considéra limitada a los actos de ero 
gaciôn de caudales pûblicos regulados en esta 
misma Ley. De esta forma quedarîan resueltas - 
una serie de dudas planteadas por la doctrina 
administrativa y fiscalista.
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3.7. NECESIDAD DE SEPARAR CIRCUNSTANCIAS DEL - 
NACIMIENTO Y DEL CUMPLIMIENTO DE LA OBLI- 
GACION DE LA HACIENDA PUBLICA.
Si una obligaciôn de la Hacienda Pûblica- 
ha nacido vâlidamente teniendo por causa una - 
Ley, négocie jurîdico, hecho o acto administra 
tivo, ya sea éste conforme a derecho o nulo de 
pleno derecho, estâmes ante una obligaciôn lé­
gitima respecte de la cual el acreedor tiene - 
derecho a exigir su cumplimiento. Si éste no - 
se produce aparecerân una serie de efectos que 
el acreedor podrâ exigir encaminados todos - - 
elles al cumplimiento de la obligaciôn. La Ha­
cienda Pûblica tiene el privilégie de inembar- 
gabilidad de patrimonio pero no estâ exenta de 
otras posibles consecuencias por el incumpli - 
miento de sus obligaciones.
4. EN RELACION CON EL CONTROL INTERNO DE LA AC 
TIVIDAD ECONOMICO-FINANCIERA PUBLICA.
4.1. CONCEPTO.
Concepto equîvoco que lleva implicite la-
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idea de supervision, superposiciôn, comproba - 
ciôn y juicio sobre el ser y el deber ser res­
pecte de una norma de conducta preestablecida.
El control interne de legalidad en Espana 
ha sido configurado como funciôn interventora- 
la cual tiene por objeto controlar todos los - 
actos de la Administraciôn del Estado y de sus 
organismes autônomos, que den lugar al recono- 
cimiento de derechos y obligaciones de conteni 
do econômico, asî como de los ingresos y pagos 
que de elles se deriven, y la recaudaciôn, in­
version o aplicaciôn en general de los cauda - 
les pûblicos, con el fin de asegurar que la ad 
ministraciôn de la Hacienda Pûblica se ajuste 
a las disposiciones aplicables en cada caso.
4.2. AMBITO.
Queda incluîdo en este âmbito los actos - 
administrativos que cumplen estos dos requisi- 
tos :
- Ser dictados por ôrganos encuadrados —  
dentro de la Administraciôn General del Estado 
y sus Organismos autônomos, excepto que estos 
ôrganos queden excluîdos del citado control —
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por normas legales.
- Ser actos susceptibles de generar dere­
chos u obligaciones de contenido econômico, in 
gresos, pagos, recaudaciôn, inversiôn o aplica 
ciôn de caudales pûblicos, salvo las excepcio- 
nes legalmente establecidas. En concrete:
- Actos susceptibles de generar ingresos.
- Actos susceptibles de generar obligacio
nes
nes
- Actos de reconocimiento de obligacio —
- Actos de cumplimiento de obligaciones.
- Actos de aplicaciôn e inversiôn de cau­
dales pûblicos.
- Actos de recaudaciôn e ingresos de fon­
des pûblicos.
- Actos de movimiento de fondes.
4.3. FINES.
Asegurar que la Administraciôn de la Ha - 
cienda pûblica se ajusta a las disposiciones - 
aplicables en cada caso o, lo que es lo mismo, 
asegurar el sometimiento de la actividad finan 
ciera al principle de legalidad financiera. Es
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te aseguramiento termina para la Intervenciôn 
General de la Administraciôn del Estado:
- En la vertiente del ingreso, al someter 
el expediente a conocimiento de los ôrganos —  
economico-administrativos, a través de los co- 
rrespondientes recursos. Serân estes ôrganos - 
los que, en definitive, garanticen el cumpli - 
miento de la legalidad dentro del âmbito de la 
Administraciôn Pûblica.
- En la vertiente del gasto pûblico, al - 
someter el expediente a conocimiento del Conse 
jo de Ministres, ôrgano supremo de control del 
Ejecutivo,
La diferencia fundamental del control de 
legalidad en ambas vertientes radica en los —  
efectos, con carâcter general, no suspensivos- 
en la primera y suspensives en la segunda.
5. NATURALEZA JURIDICA DEL ACTO DE INTERVEN —  
CION.
Se afirma la naturaleza jurîdica de acto- 
administrativo decisorio, no mere informe, con 
base en:
- El concepto doctrinal del control, este
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se considéra como actividad de superposiciôn , 
supervision, comprobaciôn y enjuiciamiento.
- Los elementos intégrantes del acto de - 
control, subjetivos, objetivos y formales.
- Elementos diferenciadores de este acto 
con los actos de informe.
- Por los efectos del acto de interven -- 
ciôn. Estos efectos son distintos segûn se tra 
te de :
- Control de derechos: si el control es - 
de conformidad se producirâ la confirmaciôn de 
la legalidad del procedimiento sin que la In - 
tervenciôn pueda oponerse al mismo con poste - 
rioridad, puede dictarse el acto administrati- 
vo liquidatorio, este acto no podrâ someterse- 
a revision en via administrativa y econômico—  
administrativa a iniciativa del ôrgano de con­
trol .
- Control de gastos: si la intervenciôn - 
es de conformidad queda expedita la via para - 
la producciôn del acto administrativo de ejecu 
ciôn presupuestaria quedando el ôrgano inter - 
ventor incluîdo dentro del cîrculo de response 
bles de aquellos datos que puedan derivarse pa 
ra la Hacienda Pûblica del acto sometido a in-
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tervenciôn.
Si la Intervenciôn se pronuncia de discon 
formidad esta puede paralizar el procedimiento 
de gasto pûblico hasta que se subsanen o cum - 
plan los requisitos o trâmites errôneos o in - 
cumplidos o hasta que resuelva la discrepancia 
un ôrgano superior, la Intervenciôn General de 
la Administraciôn del Estado o el Consejo de - 
Ministres, segun los casos. Los efectos pueden 
ser :
- Impedir pueda producirse un acto admi - 
nistrativo.
- Paralizar el procedimiento de gastos y, 
en consecuencia, suspender la eficacia de ac - 
tos administratives ya dictados.
- En todo case, quedar liberado de respon 
sabilidad el ôrgano interventor que planteô la 
discrepancia.
La omisiôn de la intervenciôn previa impi 
de la continuaciôn del procedimiento de gastos 
y el ôrgano de control no actûa como tal ôrga­
no fiscal sine como mere ôrgano informante. El 
ôrgano de gestiôn, para poder cumplir la obli- 
gaciôn tiene necesidad de someter el expedien­
te a conocimiento del Consejo de Ministres.
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Por ultimo, con carâcter general, debemos 
hacer hincapie en que es posible que actos ad- 
ministrativos, en principle, nulos de pleno de 
recho puedan tener efectos juridicos creando—  
compromises obligacionales que vinculan a la - 
Hacienda Pûblica con terceros mediante obliga- 
ciones bilatérales o reclprocas. Ellas darân - 
lugar al nacimiento de obligaciones economicas 
a cargo de la Hacienda Pûblica que son la pres 
tacion de esta a cambio de bienes y servicios- 
recibidos. Ante tal situacion no se puede al - 
zar la bandera de la nulidad de pleno derecho- 
para incumplir tales obligaciones y , por el —  
contrario, habrâ de arbitrerse los medios nece 
sarios para su cumplimiento acudiendo, si es - 
preciso, a las Cortes en solicited de crédito- 
adecuado y procurando derivar, si es posible,- 
los danos y perjuicios sufridos por la Hacien­
da Pûblica, debidos a una irregular gestion de 
sus recursos, hacia aquellos ôrganos que, una 
vez esclarecidos los hechos, hubieran resulta- 
do responsables de dichos danos.
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A N E X 0
ANALISIS DE LA PRACTICA ADMINISTRATIVA.
1. CONSIDERACIQNES PREVIAS.
Estudiados determinados aspectos del prin 
cipio de legalidad financiera como presupuesto 
de validez acto administrativo y obtenidas al- 
gunas conclusiones al respecto, se observa que 
los dos aspectos condicionantes de esta legali 
dad que pueden afectar a la validez del acto - 
administrativo consisten:
12) En la necesidad de que exista cobertu 
ra financiera para la creacidn y el cumplimien 
to de las obligaciones econômicas de la Hacien 
da Pûblica. Estas obligaciones, unas veces, - 
tienen como antecedente de su nacimiento a 
ciertos actos administrativos y, otras veces , 
serân dichos actos los que constituyan el mo - 
tor que lleva al cumplimiento de estas obliga­
ciones, conformando todos ellos el procedimien
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to jurîdico del gasto publico como £ase de eje 
cucidn del Presupuesto, y
22) En la existencia de la institucidn de 
control interno de legalidad que se inserta en 
el seno de la Administracidn de la Hacienda Pu 
blica con el fin de asegurar que esta se ajus­
ta a la legislacidn aplicable en cada caso con 
creto, con facultad para someter determinados- 
actos administrativos al conocimiento de los - 
drganos econdmico-administrativos o de revi -- 
sidn de la legalidad, en la vertiente del in - 
greso, y para suspender procedimientos y actos 
administrativos generadores de gastos o encami. 
nados al cumplimiento de obligaciones haciendo 
necesaria, en su caso, la intervencidn del Con 
sejo de Ministres, en la vertiente de gastos . 
Se constituye, de esta forma, un complejo en-- 
tramado de drganos administrativos formado por 
la Intervenciôn General de la Administracidn - 
del Estado, drganos econdmico-administrativos, 
y Consejo de Ministres, que constituyen la in_s 
titucidn de control interne cuyo fin es garan- 
tizar la imposicidn del criterio de entes, dr-
674
ganos superiores o distintos de aquellos ôrga­
nos autores de los actos administrâtivo-finan- 
cie^ros por ostentar la potestad de tutela o -- 
control de estos.
Teniendo en cuenta las afirmaciones tedri 
cas que hemos efectuado a lo largo del presen­
te trabajo, debemos cumplir en esta seccidn el 
compromise de realizar una aplicacidn de aque- 
11a teoria a algunos de los supuestos reales - 
que pueden presentarse en la practica diaria - 
de la Hacienda Publica, referidos tanto a la - 
vertiente del gasto como a la del ingreso.
2. VERTIENTE PE DERECHOS E INGRESOS.
Los recursos econdmicos con los que el E^ 
tado ha de hacer frente al cumplimiento de sus 
obligaciones deben ser obtenidos de forma que 
se aseguren los principios de justicia e igual^ 
dad consagrados en las normas basicas que con- 
figuran la convivencia de los pueblos (409). Pa-
(409) Art. 31.1 de la Constitucidn de 1978:
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ra ello, es necesario que la ejecucidn de los- 
ingresos vaya acompanada en todas sus etapas - 
de un mécanisme eficiente de control que podrâ 
funcionar desde antes del nacimiento del poten 
cial derecho a favor de la Hacienda Pûblica,en 
el nacimiento, durante la vida y en el momento 
de la extincidn del mismo. Este control puede- 
ser diferente en cada una de las distintas cia 
ses de ingresos o fuentes de financiacidn pu - 
blicas, por ello, podemos distinguir:
2.1. DERECHOS E INGRESOS TRIBUTARIOS.
2.1.1. Antes del nacimiento de derechos.
Los derechos tributarios caen dentro de - 
la materia reservada a la Ley por cuanto que - 
no es posible establecer prestaciones persona- 
les o patrimoniales de carâcter pûblico si no-
"Todps contribuirân al sostenimiento de los gastos pû - 
blicos de acuerdo con su capacidad econômica mediante - 
un sistema tributario justo inspirado en los principios 
de igualdad y progrèsividad que, en ningûn caso, tendrâ 
alcance confiscatorio".
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es con arreglo a esta (410). Surge aquî un con­
trol politico en virtud del cual el Parlamento 
debe autorizar cualquier tipo de exaccidn tri- 
butaria. Este control se produce con anterio- 
ridad al nacimiento del derecho a favor de la 
Hacienda Pûblica y su objetivo consistirâ en - 
elaborar y aprobar normas jurîdicas claras y - 
justas que al configurar los distintos hechos- 
imponibles y los diversos beneficios fiscales- 
enmarquen a la Administracidn tributaria de -- 
tal forma que esta solo pueda obtener los co-- 
rrespondientes ingresos derivados de aquellos- 
supuestos en los que se ponga de manifiesto -- 
una real capacidad econdmica y la subsiguiente 
capacidad tributaria en los casos y formas en 
que estas han sido disenadas por la voluntad - 
soberana.
Esta es una tarea antigua de los Parlamen 
tos pues incluse, en un principle, la aproba-- 
cidn de los ingresos implicaba una aprobacidn-
(410) Art. 31.3 de la Constitueidn de 1978:
"Solo podrân establecerse prestaciones personales o pa­
trimoniales de carâcter pûblico con arreglo a la Ley"?
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indirecta de los gastos publicos. La doctrina- 
ha afirmado (411): "podria decirse que la aproba 
cion de los ingresos publicos y de los gastos- 
por parte de los sübditos se reflejô en memen­
tos histdricos anteriores a la aplicacidn del 
dogma de la separacidn de poderes, en una se-- 
rie de actos en los que se manifestaba o se 
concretaba la lucha entre el subdito que ha de 
pagar los impuestos y la autoridad —normalmen- 
te el Rey— que ha de percibirlos y gastarlos.. 
Las Cortes nacen como institucidn politica por 
una razdn financiera. La actuacidn de las Cor­
tes no se limita, sin embargo, a la simple 
aprobacidn de los subsidios que necesitaba el 
monarca, sino que también controlaban, al me - 
nos de modo indirecto, el gasto publico".
Este instrumente de control sobre la di - 
reccidn polîtica regia aparece ligado al voto- 
anual de los ingresos y los gastos y su evolu- 
cidn ha concretado la funcidn de control del - 
Parlamento en constituir una autorizacidn del
(411) CORTES DOMINCHEZ, M., "Ordenamiento Tributario Espanol" 
2§ edicidn, p. 39-40.
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gasto publico anual a través de la aprobacion- 
de los Presupuestos Générales del Estado y, en 
relacion con los ingresos, efectuar una estima 
cion del montante de los distintos recursos ne 
cesarios para hacer frente a aquellos gastos.- 
En el ambito tributario, el control, con carac 
ter general, se efectua al aprobar las leyes - 
que configurarân las distintas figuras imposi- 
tivas, en las cuales deben quedar claramente - 
insertos los conceptos que han de servir de ba 
se para que se produzca un reparto justo y - - 
equitativo de la carga que supone extraer re-- 
cursos de la colectividad para hacer frente a- 
las cargas püblicas (412).
En el supuesto que se dictara una disposi 
cidn general que infringiera el principle de - 
réserva legal a que se haya sometido la mate - 
ria tributaria considérâmes que todos los ac - 
tos administrativos dictados en virtud y en 
aplicacidn de esta disposicidn se verlan afec- 
tados del vicie de nulidad y su validez dentro
(412) No obstante, las leyes de Presupuestos suelen contener- 
normas de regulacidn de tributes.
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del campo del derecho podrla ser desconocida y 
sometida a enjuiciamiento en virtud de recurso 
interpuesto por los propios contribuyentes 
afectados (413).
Se plantea aquî la duda de si los drganos 
de control interne de legalidad de los dere -- 
chos de la Hacienda Pûblica, la Intervencidn - 
General de la Administracidn del Estado y sus 
Delegados, estan legitimados para interponer - 
recursos contra actos administrativos liquida- 
torios, actos de imposicidn segûn cierta doc - 
trina, basados en una potestad administrativa- 
que tiene su origen en una norma de este carac
(413) El art. 133 de la Constitucidn dice:
"1. La potestad originaria para establecer los tributos 
corresponde exclusivamente al Estado, mediante Ley.
2. Las Comunidades Autdnomas y las Corporaciones Loca - 
les podrân establecer y exigir tributes, de acuerdo con 
la Constitucidn y las leyes.
3. Todo bénéficié fiscal que afecte a los tributes del 
Estado deberâ establecerse en virtud de ley.
4. Las administraciones püblicas sdlo podrân contraer - 
obligaciones finaneieras y realizar gastos de acuerdo - 
con las leyes".
El articule 2 de la L.G.T. dispone :
"La facultad originaria de establecer tributes es exclu 
siva del Estado y se ejercerâ mediante Ley votada en —  
Certes".
En este sentido, ver los articules 26, 27 y 28 de la - 
L.P.A. y articule 39 de la L.J.C.A.
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ter. A nuestro entender, los ôrganos de con - 
trol no podrân interponer estos recursos en -- 
tanto que las citadas disposiciones reglamenta 
rias estén vigentes y no hayan sido derogadas- 
0 declaradas nulas en la forma prevista en el 
ordenamiento jurîdico dado que estos reglamen- 
tos se incorporarân al derecho objetivo o blo­
que de legalidad y la Administraciôn se tendrâ 
que someter a esta en su totalidad. Como ejem 
plo tîpico podrîa citarse las normas por las - 
que se impone la obligaciôn de pagar tasas de 
derechos de examen contenidos en las ôrdenes - 
de convocatoria oposiciones para ingreso en -- 
los Cuerpos de las Administraciones püblicas . 
La validez de estas normas plantean diversos - 
problemas debido a que en ellas se establecen- 
los elementos bâsicos de este tribute, tales - 
como sujeto pasivo y deuda tributaria, ya que, 
en principle, su regulaciôn estâ reservada a - 
la Ley.
Asimismo, el control de la distribuciôn - 
de esta tasa finalista con base en lo dispues- 
to en el articule 29 del Décrété 176/1975, de
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30 de enero y, en particular, el control de -- 
los gastos a realizar por los distintos tribu- 
nales con cargo al 15 por 100 de la citada ta­
sa asî como las devoluciones de la misma, re - 
tenciones de impuesto de las cantidades perci- 
bidas por los miembros del tribunal, etc. Con­
sidérâmes que esta distribuciôn, los gastos -- 
del tribunal y los ingresos del sobrante, en - 
su caso, en el Tesoro deberîan ser controlados 
por la Intervenciôn General de la Administra - 
ciôn del Estado.
Si ocurre, como en muchos casos , que no 
se realiza el control de actos susceptibles de 
generar derechos para la Hacienda Pûblica,iqué 
validez tienen los actos de gestiôn de esta ta 
sa? A nuestro juicio, los actos de control de 
derechos no suspenden los procedimientos de 1^ 
quidaciôn y cobro de estos, incluîda la inter- 
posiciôn de recursos. Los actos de control de 
gastos si pueden dar lugar a suspensiôn de los 
actos de gestiôn, e incluso pueden impedir la 
producciôn de estos actos. En el présente caso 
no se someten a control ni unos ni otros, in -
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cluso, puede no existir ôrgano de control e£ 
pecificamente nombrado para el control de es_ 
tos ôrganos colegiados -pensando quiza en la 
escasa importancia de los intereses del Teso 
ro-.
Desde el punto de vista de los derechos e 
ingresos, no se preve en el ordenamiento del - 
control ninguna sanciôn legal para el caso de 
actos de reconocimiento y liquidaciôn de dere­
chos no sometidos al preceptivo control legal, 
por tanto, hemos de considerar valida la actua 
ciôn de los ôrganos de gestiôn de esta tasa. - 
En relaciôn con los gastos realizados dériva - 
dos de la propia distribuciôn a los miembros - 
del tribunal y el 15 por 100 de la recaudaciôn 
obtenida a gastos necesarios para el desarro - 
llo de la oposiciôn, asî como el ingreso en el 
Tesoro del sobrante de este 15 por 100 y de -- 
los impuestos retenidos, etc., entendemos que 
toda esta gestiôn ha dado lugar a una serie de 
actos que se han transformado en obligaciones- 
a favor de terceros, incluso se han cumplido - 
estas mediante los correspondientes pagos. No 
cabe, por ello, someter lo actuado a la consi-
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deraciôn del Consejo de Ministres, conforme a 
lo dispuesto en el art. 25 del Reglamento de 3 
de marzo de 19 25, dado que este precepto se re 
fiere a expedientes de gastos en los cuales no 
se ha cumplido aun la correspondiente obliga - 
cidn mediante el page.
Por lo expuesto, considérâmes que en esta 
actuacidn pueden distinguirse:
Un aspecto externe, es decir, las relacio 
nés del organe gestor de la tasa y el mundo ex 
terior a la Administracidn, contribuyentes, -- 
acreedores, etc., para los cuales la actuacidn 
es valida, sin perjuicio de las facultades de 
révision que competen a la propia Administra - 
cidn.
Un aspecto interne, el circule de respon­
sables se reduce a los drganos de gestion sin 
que quepa incluir en elles al titular de un dr 
gano de control concrete y determinado pues -- 
hoy este no existe. No obstante, pudiera inci- 
dir en la exigencia de posibles responsabilida
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des al titular de la Intervenciôn General de - 
la Administraciôn del Estado.
2.1.2. DESPUES DEL NACIMIENTO DE DERECHOS.
Una vez que el poder tributario ha confi- 
gurado los distintos hechos imponibles como -- 
presupuestos que pone de relieve manifestacio- 
nes de capacidad econômica, aquellos ciudada - 
nos que los realicen (414) se considerarâ reunen 
los requisitos y circunstancias previstas en - 
la Ley para hacer frente a la carga tributaria 
derivada del tribute correspondiente. Aquî sur 
ge un derecho y un deber de la Administraciôn- 
tributaria de establecer los servicios adecua- 
dos que han de efectuar un primer control so - 
bre el nacimiento de este derecho a favor de - 
la Hacienda Pûblica. Un derecho, puesto que la 
Hacienda Pûblica estâ investida de una potes - 
tad, que la doctrina ha denominado potestad de
(414) El art. 28 de la L.G.T. dispone: "El hecho imponible es 
el presupuesto de naturaleza jurîdica o econômica fija- 
do por la Ley para configurar cada tributo y cuya reali. 
zaciôn origina el nacimiento de la obligaciôn tributa - 
ria".
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imposicidn, en virtud de la cual aquella puede 
exigir el tributo en cada uno de aquellos ca - 
SOS concretos en que se produzca la concurren- 
cia de la vigencia de la norma configuradora - 
de un tributo y una actividad, suceso, hecho , 
acto, etc., contemplado en el presupuesto de - 
hecho configurador de cada figura tributaria.
Pero esta potestad de imposicidn lleva -- 
también implicite un deber para la Administra­
cidn tributaria, pues ésta, no sdlo tiene el - 
derecho de liquidar y exigir de todos y .cada - 
uno de los contribuyentes el importe de la deu 
da tributaria derivada de la aplicacidn de la 
legislacidn vigente, sino que, ademâs, tiene - 
el deber de hacerlo. El incumplimiento de es­
te deber lleva consigo la concesidn de hecho - 
de condonaciones, moratorias, rebajas, etc., - 
usurpando facultades que corresponden al drga- 
no que ostenta el Poder tributario, es decir , 
al Legislative, y permitiendo, en definitiva , 
la existencia del fraude que no gravita tanto- 
en contra del Tesoro como en el perjuicio su - 
frido por aquellos contribuyentes que por sus
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especiales circunstancias sufren el peso de la 
carga tributaria sobre el total de las bases - 
imponibles en que se cuantifican los hechos im 
ponibles realizados por ellos.
El cumplimiento de este deber y el ejerci 
cio de esta potestad se ponen en practica a -- 
través de una serie de ôrganos de gestion que, 
utilizando sistemas de gestiôn que incluyen -- 
procesos modernos de informaciôn, tenderân al 
reconocimiento y liquidaciôn de los derechos - 
de la Hacienda Publica. Esta gestiôn lleva im­
plicite un control sobre los contribuyentes, - 
un control sobre los recaudadores y deudores y 
control sobre el patrimonio de los entes pûbli
COS .
El control de los contribuyentes se efec- 
tüa, en principio, por los ôrganos con compe - 
tencia en materia tributaria, ya sean ôrganos- 
tlpicos de gestiôn o de inspecciôn. Asu vez, - 
la actuaciôn de la Inspecciôn de los Tributes, 
estâ sujeta a un primer control a cargo de las 
Inspecciones Régionales Financiera y Tributa -
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ria y de la Inspecciôn Central del Ministerio- 
de Hacienda.
A la primera corresponde, en este aspec - 
to, el control de ejecuciôn de los planes y -- 
programas de actuaciôn inspectera, realizar es 
tudios e informes de âmbito regional, de carâc 
ter general o sectorial, que estimen necesa —  
ries para elaborar planes de actuaciôn, etc.
Por su parte, a la Inspecciôn Central le 
corresponde (415)^  bajo la dependencia del Sub se 
cretario de Hacienda, la direcciôn, planifica- 
ciôn, impulse y ejecuciôn de las funciones de- 
Inspecciôn financiera y tributaria atribuidas- 
al Departamento, excepte las que por Ley compe 
ten a otros Centres Directives de este; la 
coordinaciôn de los valores de los bienes calj. 
ficados tributariamente de naturaleza rüstica- 
y de la propiedad inmobiliaria urbana... y la 
elaboraciôn y propuesta a la Comisiôn de Polî­
tica Tributaria de normas y estudios referente
(415) Ver O.M. de Hacienda de 11 Septiembre 1980, art. 12.
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a la funciôn inspectera.
Al Inspecter Central corresponde, entre - 
otras funciones:
- Dirigir, coordinar y controlar los ser­
vicios de inspecciôn;
- Fijar criterios de coordinaciôn y apro­
bar los planes de actuaciôn inspectera en mate 
ria tributaria;
- Aprobar programas de trabajo propuestos 
por los Inspectores adjuntos y por los Lnspec- 
tores Régionales;
- Vigilar, controlar y coordinar la ejecu 
ciôn de los planes de inspecciôn, sin perjui - 
cio de las competencias de los Inspectores Ré­
gionales ;
- Obtener apoyo informâtico del Centro de 
Proceso de Datos del Ministerio.
Estas competencias se concretan y matizan 
en las correspondientes a las Areas de la Ins­
pecciôn Nacional e Inspecciôn Territorial.
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Para la elaboraciôn de estos planes de —  
inspecciôn deben tenerse en cuenta los estu -- 
dios econômicos necesarios y, en particular, -
(416), aquellos anâlisis de la presiôn fiscal -- 
contemplada desde los distintos puntos de vis­
ta macroeconômicos, microeconômicos, econômico 
por sectores, o por conceptos impositivos (417). 
En este punto consideramos de vital importan - 
cia el desarrollo de la contabilidad pûblica - 
de forma que pueda facilitar informaciôn sufi- 
ciente para analizar los ingresos procedentes- 
de los distintos impuestos sino también, a tî- 
tulo de ejemplo, los derivados de los distin - 
tos componentes de renta o distintas clases de 
gastos, asî como la clasificaciôn de los mon - 
tantes de las diversas clases de beneficios -- 
fiscales, etc.
Ademâs de este control, tienen competen -
(416) PERULLES MORENO, J.M., "Posibilidades del control de —  
los ingresos pûblicos", en Revista Crônica Tributaria , 
nûm. 18, p. 107-116.
(417) Ver O.M. de Hacienda de 1 abril 1981, por la que se —  
créa la Comisiôn para la evaluaciôn del fraude fiscal - 
por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fîsicas.
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cia sobre la materia los Centros técnicos espe 
cializados en liquidaciôn: Direcciones Généra­
les de Tributes, Aduanâs e Impuestos Especia - 
les, Contencioso del Estado, etc., que ejercen 
dentro del âmbito de sus competencias, funcio­
nes de direcciôn, estudio, coordinaciôn y con­
trol de la gestiôn de los distintos tributes.
El control sobre los deudores de la Ha -- 
cienda Pûblica, como consecuencia de los dere­
chos reconocidos, liquidados, contabilizados y 
notificados, se efectua en principio por el Te 
soro Pûblico, el cual, a su vez, también efec- 
tûa un control sobre los agentes recaudadores, 
exigiéndoles la llevanza y rendiciôn de las -- 
cuentas oportunas.
Por otra parte, con independencia de los- 
ôrganos que directamente tienen a su cargo la 
gestiôn y recaudaciôn de los derechos de la Ha 
cienda Pûblica, existen otros contrôles inter­
nes e independientes de los anteriores cuya f^ 
nalidad y objetivos son complementarios y coad 
yuvan a una mayor eficacia y seguridad de aque
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lia gestion. Entre éstos nos referimos al con­
trol de legalidad ejercido por la Intervenciôn 
General de la Administraciôn del Estado, con 
base en las competencias que le atribuye la 
Ley General Presupuestaria.
Este control opera en diversos momentos:
2.1.2.1. EN CONTROL DE GASTOS.
Al fiscalizar o intervenir los gastos pu­
blicos se fiscalizan ingresos de contribuyen - 
tes gravados por las distintas figuras imposi- 
tivas. Las normas reguladoras de estos tribu - 
tos exigen la practica de retenciones a cuen - 
ta. En este caso, como una faceta mas de con - 
trol de legalidad, la Intervenciôn General de­
là Administraciôn del Estado ha de controlar - 
estos hechos imponibles, procurar que se prac- 
tiquen las correspondientes retenciones, se -- 
realicen los ingresos de estas en el Tesoro Pu 
blico y poner en conocimiento de los ôrganos - 
de gestiôn tributaria aquellos datos bâsicos a 
tener en cuenta en la integraciôn de bases, co
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mo quedô indicado.
A pesar de que con caracter general, se - 
afirma que el acto de control de derechos de - 
la Hacienda Publica no tiene caracter suspensi 
VO del procedimiento, en este caso, por estar- 
imbricado en un procedimiento de gasto, la £a_l 
ta de ajuste a la legalidad no del gasto sino 
del acto de reconocimiento y liquidacion del - 
derecho de la Hacienda Publica, puede ser cau­
sa, en la practica, de suspension del procedi­
miento de gasto si el Interventor actuante con 
sidera que pueden producirse quebrantos para - 
el Tesoro como consecuencia de una incorrecta- 
liquidacidn de los derechos de la Hacienda Pu­
blica.
A nuestro juicio, caso de conformidad del 
drgano de control con el gasto que se propone- 
y disconformidad con el derecho que se recono- 
ce y liquida considérâmes que el supuesto de - 
hecho deberia resolverse, caso de discrepancia 
entre los organes de gestidn y control de la - 
siguiente forma:
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Si el drgano de gestion estima correcta - 
la liquidacion del derecho de la Hacienda Pu - 
blica, se lo hara saber asî al drgano de con - 
trol y este debera intervenir de conformidad - 
al expediente de gasto haciendo observaciones- 
oportunas respecte del derecho de la Hacienda- 
Püblica y, si lo estima oportuno, interponer - 
los recursos que procedan, bien de revisidn o 
reclamacidn econdmico-administrativa.
2.1.2.2. EN CONTROL DE DERECHOS.
El control de derechos ha de asegurar que 
los actes de la Administracidn tributaria se - 
ajusten a las disposiciones vigentes. En este- 
aspecto, el control abarca sdlo aquellos he -- 
chos imponibles que han side captados por la - 
Administracidn tributaria. Esta fiscalizacidn, 
se limita al acto administrative y, en particu 
lar, cabe distinguir, entre otras, las siguien 
tes actuaciones de control:
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2.1.2.2.1. INTERVENCION PREVIA DE LAS LIQUIDA- 
CIONES TRIBUTARIAS.
En este acto la Intervencidn comprobara - 
que las obligaciones previstas en las normas - 
tributarias tengan el mas exacto cumplimiento, 
sin limitar necesariamente su actuacidn a los 
datos que consten en el expediente.
Surge el problema de hasta ddnde puede -- 
entrar el drgano de control en la verificacidn 
de los actos administratives liquidatorios tan 
to si los han producido oficinas gestoras como 
si proceden de la propia Inspeccidn de Hacien­
da en sus funciones de comprobacidn e investi- 
gacidn de los supuestos de hecho, integracidn- 
definitiva de las bases imponibles y demas fun 
clones que détermina la L.G.T. (418).
Teniendo en cuenta las facultades de la - 
Intervencidn General de la Administracidn del
(418) El art. 26 de la L.G.P. dispone: "Uno. La gestidn de —  
los tributos se ajustara a lo prevenido en la Ley Gene­
ral Tributaria y en las demds leyes aplicables.- Dos. A
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Estado, como drgano de control interno de lega 
lidad de la actividad financiera publica, debe 
mos afirmar que esta puede llegar a enjuiciar- 
los mismos datos que hay.a tenido en cuenta el 
drgano de gestidn o de inspeccidn para reali - 
zar el acto administrâtivo de que se trate. Pa 
ra ello deberan remitir estos drganos a la In­
tervencidn (419), junto con las propuestas o li. 
quidaciones respectivas, todos los documentos- 
que puedan dar origen a estas, pudiendo la In­
tervencidn solicitar los antecedentes e infor­
mes que estime necesario para el cumplimiento- 
de su funcidn (420). Ahor a bien, en el caso de
la Inspeccidn de los Tributos le correspondera conpro—  
bar e investigar los supuestos de hecho, integrar défi­
nit ivamente las bases imponibles y las demas funciones- 
que détermina la Ley General Tributaria". Ver en este - 
sentido los articulos 140 a 146 de la L.G.T.
(419) El art. 26 del Reglamento de 3 de marzo de 1925 dispone 
"La intervencidn critica del reconocimiento y liquida - 
cion de los derechos del Estado se verificara ranitién- 
dose por la oficina liquidadora o gestora al funciona - 
rio Interventor correspondiente, los documentos que ha- 
yan dado origen a la liquidacidn en la forma determina_ 
da en el Reglamento organico de la Administracidn Pro—  
vincial y en los Reglamentos especiales por los que se- 
rigen los diferentes tributos y derechos del Estado".
(420) El artlculo 93.3.c) de la L.G.P. dispone: "Son inhéren­
tes a la funcidn interventora las siguientes conpeten - 
cias: a) Intervenir la liquidacidn de los presupuestos-
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actos de Inspeccidn siempre se debera partir - 
de una base de datos que le proporcionara la - 
propia Inspeccidn de Hacienda, pues de lo con­
trario, estarîamos ante una competencia para - 
ejercer contrainspeccidn que no parece, al me- 
nos explicitamente, atribuida a este drgano de 
control y si a la Inspeccidn General de Servi- 
cios del Ministerio de Hacienda (421).
Las discrepancias en estos supuestos se -
manifiestan en nota de reparo o recurso de re-
posicidn y a través de las oportunas reclama -
clones econdmico administrativas. Los actos ad 
ministrativos liquidatorios quedan "sub iudi - 
ce" a resultas de la decisidn de los drganos- 
competentes para resolver estos recursos.
a que se refiere el pârrafo cuarto del artlculo ochenta 
y siete de esta Ley,- b) Interponer los recursos y re - 
clamaciones que autoricen las disposiciones vigentes. - 
c) Recabar de quien corresponda, cuando la naturaleza - 
del acto, documento o expediente que deban ser interve- 
nidos lo requiera, los asesoramientos jurîdicos y los - 
informes técnicos que considéré necesarios, asî como —  
los antecedentes y documentos precisos para el ejerci - 
cio de esta funcidn".
(421) Ver la Base 6§.a) de la Ley de 3 dicianbre 1932; la Ley 
de 3 Septiembre 1941; 00.MM. de Hacienda de 11 septiem- 
bre 1941, 30 junio 1964 y 12 abril 1946.
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No existe una reglamentaciôn compléta de 
este procedimiento de control que régulé aspec 
tos tan importantes la notificacidn a la inter 
vencion, plazo para emitir el acto de control, 
en nota de reparo, efectos de la no remisidn - 
del expediente y del no pronunciamiento del dr 
gano de control dentro de plazo, etc.
En relacidn con la falta de pronunciamien 
to del drgano interventor no puede hablarse de 
silencio positive pues no esta previsto en las 
normas vigentes (422), por tanto, habrâ cfue es- 
perarse, en su caso, hasta que se pronuncie e£ 
te drgano para notificar al interesado el acto 
liquidatorio.
Por lo que respecta a los actos liquidato 
rios no notificados a la Intervencidn, si esta 
tiene conocimiento de la liquidacidn via reali 
zacidn del ingreso correspondiente podla tomar 
se esta fecha como notificacidn. En este caso, 
parece que procederia:
(422) Ver articule 95 de la L.P.A.
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- Interponer reclamacidn econdmico admi - 
nistrativa sometiendo el acto administrative - 
liquidatorio a conocimiento de estos drganos a 
instancia del interventor.
- Exigencia de responsabilidad, en su ca­
so, de los drganos de gestidn.
- El acto queda "sub iudice" como en el - 
caso anterior.
Entendemos que todo acto administrativo-- 
liquidatorio de derechos debe ser notif icado en 
memento procesal oportuno, a la Intervencidn - 
(423). Ello con independencia de que determina- 
das normas reguladoras del procedimiento de -- 
gestidn tributaria no indiquen esta circunstan 
cia (424).
(423) HERRERÛ SUAZO, S., "Eficacia jurldica de la fiscaliza - 
cidn de los actos administratives declaratorios de de - 
rechos y de obligaciones de la Administracidn Publica’’, 
en R.H.P.A., num. 31, I.E.F., p. 94, s.
(424) Ver Real Décrété 412/1982, de 12 de febrero.
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2.1.2.2.2. FISCALIZACION DE DECLARACIQNES TRI­
BUTARIAS NO COMPROBADAS POR LOS OR- 
GANOS DE GESTION.
Cada dia es mas frecuente la participa -- 
cion del contribuyente en la gestion de los —  
tributos. Esta participacidn es activa en mu - 
chas ocasioneS; teniendo que soportar una se-- 
rie de obligaciones que le imponen las normas- 
reguladoras de los distintos tributos, incluso 
practisando declaraciones-autoliquidaciones e 
ingreso en el Tesoro del importe de las mis -- 
mas. Estas autoliquidaciones se convierten en 
liquidacidn bien por comprobacidn inspectera , 
bien por el transcurso del tiempo para llevar- 
a cabo esta comprobacidn. Surgen aqui dos ca - 
SOS de duda respecte del control de legalidad. 
El primero reside en la posibilidad de control 
de aquellas declaraciones-liquidaciones que al 
ser comprobadas por la Inspeccidn de Hacienda, 
esta esta conforme con lo declarado no dando - 
lugar, por tanto, a ingresos complementarios , 
y , el segundo, aquellas declaraciones-autoli - 
quidaciones que no son comprobadas, por no es-
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tar incluîdas en los planes de inspeccidn o -- 
por otras causas y se convierten en actos li - 
quidatorios firmes como si fuesen acto-s de la 
propia Administracidn.
En relacidn con el primer caso considérâ­
mes que estas comprobaciones cuyo resultado es 
dar conformidad a lo declarado, s in implicar - 
ingreso complementario ni devolucidn, estan so 
metidas al control de legalidad oportuno (425), 
y con iguales prescripciones y efectos que el 
control de una liquidacidn normal. Respecte de 
las liquidaciones no comprobadas por no estar- 
incluîdas en los planes de inspeccidn, a nues­
tro juicio debera tenerse en cuenta:
1) Que los planes de inspeccidn se aprue- 
ban por actos administratives dictados con ba­
se en la potestad atribuida a los drganos com­
pétentes por la legalidad vigente.
2) Estes actos administratives son susce£
(425) MONTERÛ SAENZ, A., "Procedimiento de la Insneccidn Tri­
butaria", I.E.F., Madrid, 1979, n. 370-371.
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tibles de crear derechos para la Hacienda Pu - 
blica al incluir o excluir de los citados pla­
nes a los distintos contribuyentes, por tanto, 
deben ser objeto de fiscalizacidn por el drga­
no de control compétente.
3) Una vez aprobados dichos planes debida 
mente fiscalizados, deben vincular tanto a la 
Inspeccidn como a la Intervencidn correspon -- 
diente.
En la practica de hoy no se observa, se - 
gun informacidn a nuestra disposicidn, este —  
tramite administrative.
2.1.2.2.3. FISCALIZACION PE CQNTESTACIONES A - 
CONSULTAS VINCULANTES.
La contestacidn de consultas vinculantes, 
en determinadas circunstancias, crean una si - 
tuacidn particular para los consultantes y una 
obligacidn de la Administracidn comprensiva del 
respeto a la contestacidn dada a la consulta,- 
que puede constituir en la creacidn de derechos
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para los contribuyentes. Por ello, las consul 
tas deben ser fiscalizadas oportunamente en -- 
los plazos' de que se disponga en cada caso con 
creto (426).
Ello supone, caso de que el drgano de con 
trol no esté conforme con la resolucidn de la 
consulta, este pueda plantear la discrepancia, 
y someter el acto resolutorio de la consulta a 
conocimiento de los drganos econdmico-adminis- 
trativos. En este caso, el contenido de la con 
sulta deberia entenderse ajustado a la resolu­
cidn que en su dia dicten los citados drganos- 
econdmico-administrativos.
2.1.2.2.4. FISCALIZACION DE DEVOLUCIONES DE IN 
GRESOS INDEBIDOS.
El control de estas devoluciones tiende a 
asegurar la correcta aplicacidn de las normas-
(426) Ver Resolucidn de la Direccidn (^neral de Tributos, de 
15 de enero de 1981, sobre procedimiento para la conte^ 
tacidn vinculante a las consultas foimuladas conforme - 
al articule 107 de la L.G.T.
703
tributarias. Ahora bien, desde el punto de vi_s 
ta del control, se considéra estâmes ante un - 
page de la Hacienda Publica y, por consiguien- 
te, el procedimiento y efectos del acto de In­
tervencidn serân los mismos que si de un pago- 
presupuesto se tratara. Es decir, cabe la posi 
bilidad de suspensidn del procedimiento de gas 
tos y las discrepancias deberan ser resueltas- 
por el Consejo de Ministres. En relacidn con - 
la financiacidn de estas devoluciones debemos- 
senalar que puede efectuarse minorando ingre - 
SOS presupuestarios o con cargo al presupuesto 
de gastos, de conformidad con lo dispuesto en 
la Orden Ministerial de Hacienda de 22 de di - 
ciembre de 1972 (427). Ello implica que la cau­
sa del reparo citada en el art. 97.a) de la --
(427) El art. 58 de la L.G.P. dispone: "IMo. Los derechos li- 
quidados y las obligaciones reconocidas se aplicaran a 
los presupuestos por su importe întegro, quedando pro - 
hibido atender obligaciones mediant e minoracidn de los 
derechos a liquidar o ya ingresados, salvo que la Ley - 
lo autorice de modo expreso.
"Dos. Se exceptûan de la anterior disposicidn las de 
voluciones de ingresos que se declaren indebidos por —  
Tribunal o Autoridad compétente.
"Très. A los efectos del présente articule se enten- 
dera por importe întegro el résultante después de apli- 
car las exenciones y bonificaciones que sean proceden - 
tes y que seran objeto de contabilizacidn independien - 
tes".
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L.G.P. debera entenderse ampliada a que exista 
financiacidn suficiente: crédite en el Presu - 
puesto de gastos o recaudacidn adecuada en ei­
de ingresos.
2.1.2.2.5. FISCALIZACION DE LA EXTINCION DE DE 
RECHOS DE LA HACIENDA PUBLICA. EL 
PAGO.
Se ha dicho que el acto de intervencidn - 
de derechos no tiene caracter suspensive, si - 
la disconformidad del drgano de control .se re­
fiere al reconocimiento o liquidacidn de dere­
chos. Pero el procedimiento de ingreso no ter­
mina en la liquidacidn del derecho de la Ha -- 
cienda Publica sino que ha de seguirse hasta - 
la extinciôn del mismo.
El vinculo obligacional surgido como con­
secuencia de la realizacidn del presupuesto de 
naturaleza juridica o econdmica fijado por la 
Ley para configurar cada tribute o fundado en 
otro titulo, con caracter general, podemos de­
cir que tiene una dimension limitada en el
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tiempo. Su finalidad consiste en ligar al su- 
jeto pasivo o realizar determinada prestaciôn, 
luego, una vez realizada esta prestaciôn al —  
vinculo desaparece, se extingue, deja de exis- 
ti r . También se extingue el vinculo obligato - 
rio por otras causas distintas de las de la —  
realizaciôn de la prestaciôn correspondiente.
La L.G.T. se refiere a cinco modos de ex­
tinciôn de la obligaciôn tributaria; el pago , 
la prescripciôn, la condonaciôn, la compensa - 
ciôn y la insolvencia.
El primer problema que se plantea la doc- 
trina (428) es el de la admisiôn deotras for - 
mas de extinciôn de la obligaciôn tributaria - 
distintas a las enumeradas en la L.G.T.
La L.G.T. no contiene ninguna norma que - 
determine los modos de extinciôn de las obliga 
clones que deben ser admitidas en Derecho tri- 
butario. La Ley se limita a regular los cinco 
fenômerios extintivos de aplicaciôn general de
(428) FERREIRO LAPATZA, J.A. : "Curso de Derecho Financiero Es 
pahol", I.E.F., Madrid 1978, pag.513 y ss.
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todos los tributos. Ello es congruente con los 
fines de esta Ley, que, segûn se desprende de 
su preâmbulo, "aspira a informar, con crite -- 
rios de unidad, las instituciones y procesos - 
que integran la estructura del sistema tributa 
rio en cuanto no requieran ordenaciôn especifi 
ca excepcional, formulando una serie de princ^ 
pios bâsicos..." "... contenidos en reglas ju- 
ridicas comunes a todos los tributos..."
La L.G.T. no intenta una enumeraciôn de - 
las causas de extinciôn de la obligaciôn tribu 
taria ni toma parte ante la posible aplicaciôn 
de otros métodos de extinciôn en el Derecho —  
tributario distintos de los regulados por ella
Ante el silencio de la L.G.T. y por apli­
caciôn de su articule 9.2, segûn el cual "ten- 
drân caracter supletorio las disposiciones gé­
nérales del Derecho administrative y los pre - 
ceptos del Derecho comûn", parece que se debe 
mantener la opiniôn de que la obligaciôn tribu 
taria puede extinguirse por cualquiera de las
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causas aplicables en general a todo tipo de 
obligaciones, cualquiera que sea el cuerpo le­
gal en que aparezcan reguladas, siempre que —  
una norma tributaria adecuada no disponga lo - 
contrario.
- Concepto de pago.
El pago es la forma normal de extinciôn - 
de la obligaciôn tributaria. La extinciôn se - 
produce por cumplimiento de la prestaciôn y -- 
con ello el vinculo obligatorio ha cumplido su 
fin principal.
El pago no adopta en el Derecho Tributa - 
rio una estructura diversa a la que tiene como 
modo general de cumplimiento de las obligacio­
nes. De aqui la consecuencia de que las normas 
de Derecho privado son aplicables, en princi - 
pio, y en tanto no hayan sido implicita o ex - 
plicitamente derogadas por disposiciones parti, 
culares del Derecho Tributario, al pago de las 
deudas impositivas.
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El pago puede ser definido como el cumpli 
miento de la prestaciôn de la obligaciôn tribu 
taria mediante la entrega de una suma de dine- 
ro.
- Sujetos del pago.
1. Sujetos legitimados para el cobro.
La obligaciôn tributaria es una obliga -- 
ciôn de dar que requiere, para su exacto cum - 
plimiento, la actuaciôn de dos sujetos: acree- 
dor y deudor. Se trata pues de determinar 
quién es el sujeto apto para recibir el pago o 
lo que es lo mismo, quien debe efectuar el ac­
to del cobro.
Acreedor es la Administracidn y, en conse 
cuencia, ella es, en principle, el sujeto hâ - 
bil para el cobro de los tributos.
Ahora bien, el cobro no se realiza siem-- 
pre por el acreedor, la Administracidn, sino - 
también por medio de personas y entidades que
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aparezcan expresamente autorizadas para ello . 
AsI el articule 59.2 de la L.G.T. dispone que, 
"se entiende pagada en efectivo una deuda tri­
butaria cuando se ha realizado el ingreso de - 
su importe en las Cajas del Tesoro, oficinas - 
recaudadoras o entidades debidamente autoriza­
das que sean compétentes para su admisiôn". Y 
el articule 18 del R.G.R. aprobado por Décrété 
3154/1968, de 14 de noviembre, establece: "Corn 
petencia para el cobro.- 1.- Unicamente son 
compétentes para el cobro de las deudas objeto 
de gestion recaudatoria los ôrganos facultados 
al efecto por este Reglamento y por Leyes espe 
ciales.- 2.- Los cobros realizados por ôrganos 
o personas no compétentes para efectuarlos no- 
liberarân al deudor de su obligaciôn de pago , 
s in perjuicio de las responsabilidades de todo 
orden en que incurra el perceptor no autoriza- 
do".
2. Sujetos legitimados para el pago.
a) Pago por el deudor.- Como es lôgico, - 
estan legitimados para el pago los obligados a
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efectuarlo, es decir, no solo los contribuyen­
tes, sino también, en su caso, los sustitutos, 
responsables o sucesores de la deuda tributa - 
ria (articule 17 del R.G.R.1. El pago puede ha 
cerse por medio de représentante conforme a lo 
dispuesto por la L.G.T. en sus articulos 43 y 
44.
b) Pago por tercero.- Aunque ya antes de- 
la publicacion del R.G.R. parte de la doctrina 
entendio, ante el silencio de la L.G.T. al re_s 
pecto, que los articulos 1158 y 1159 del C.c., 
que regulan el pago por tercero, eran aplica - 
bles a las obligaciones tributarias, el citado 
Reglamento vino a confirmar tal posibilidad al 
disponer en su articule 17.3 que "puede efec - 
tuar el pago cualquier persona, tenga o no in- 
terés en el cumplimiento de la obligaciôn, ya 
lo conozca y lo apruebe, ya lo ignore el deu - 
dor. En ningün caso el tercero que pagare la - 
deuda estarâ legitimado para ejercitar ante la 
Administracidn los derechos que correspondan-- 
al obligado al pago, sin perjuicio de las ac - 
clones de repeticiôn que serân las procedentes
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segün el Derecho privado".
El pago de la deuda tributaria ha de reu­
nir las condiciones de identidad, integridad e 
indivis ib ilidad.
a) Identidad.- Se indica de esta forma 
que la prestaciôn en que consiste el pago ha - 
de ser exactamente la que se debîa y no otra - 
(429).
b) Integridad e indivisibilidad.- No pre- 
sentan estos aspectos caracterîsticas especia­
les en Derecho financiero. La deuda tributaria 
no se entenderâ pagada, pues, hasta que se en- 
tregue la total idad de la suma debida (integri. 
dad) y el sujeto pasivo no puede compeler a la 
Administracidn a aceptar pagos parciales (art! 
culos 21 del R.G.R. y 1160 del C.c.).
La nota de indivisibilidad debe distinguir
(429) Ver art. 60 L.G.T. y arts. 24 al 28 del R.G.R.
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se claramente de la posibilidad que la Adminis 
tracidn tiene en determinados casos de conce - 
der el fraccionamiento y aplazamiento de los - 
pagos que debe recibir. Asî el articule 61.2 - 
de la L.G.T. dispone que: "Una vez liquidada - 
la deuda tributaria y notificadas las condicio 
nés de pago, incluso las especiales, este po - 
drâ fraccionarse o aplazarse en los casos y en 
la forma en que dicho Reglamento determine. En 
estos casos las cuotas aplazadas devengarân in 
terés de demora y deberan garantizarse debida­
mente mediante hipoteca, prenda, aval bancario 
u otra garantia suficiente".
- Lugar y tiempo del pago:
a) En general, el pago ha de hacerse pre- 
cisamente en la oficina del drgano competente- 
para su admisiôn.
Cuando procéda el cobro en otro lugar el- 
deudor debera asegurarse de la identidad y le- 
gitimaciôn de la persona que le exige el pago, 
(artlculo 19 del R.G.R.).
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Naturalmente, en los casos en que asî se 
haya establecido, el pago puede hacerse en las 
entidades debidamente autorizadas para recibir 
lo (artlculo 59.2 de la L.G.T.).
b) Con relacidn al tiempo, el articule -- 
61.1 de la L.G.T. dispone que el pago ha de ha 
cerse en los plazos que détermina el R.G.R.
El articule 126.2 de la L.G.T. dispone -- 
que "la recaudacidn de los tributos podrâ rea- 
lizarse: a) en période voluntario, y b) por 
via de apremio".
- Consignacidn:
Los sujetos pasivos podrân consignar el - 
importe de la deuda tributaria y, en su caso , 
las costas reglamentariamente devengadas en la 
Central de la Caja General de Depdsitos o en - 
alguna de sus sucursales con los efectos sus - 
pensives o liberatorios que las disposiciones- 
reglamentarias determinen (articule 63 de la - 
L.G.T.) .
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El R.G.R. (artlculo 51) dispone que la -- 
consignacidn surte efectos suspensives de la - 
ejecutoriedad del acto impugnado cuando se in- 
terponga una reclamacidn o recurso.
La consignacidn surte los efectos del pa­
go cuando el drgano de recaudacidn competente- 
no haya admitido indebidamente el pago ofreci- 
do o no pueda admitirlo por causas de fuerza - 
mayor.
- Imputacidn de pagos:
El articule 62, apartado 1, de la L.G.T. 
détermina que "las deudas tributarias se pre - 
suponen autdnomas". Con ello parece aludir a - 
que no existe una ünica relacidn obligatoria - 
entre el deudor y la Hacienda Publica por to - 
das las deudas tributarias no pagadas, sino -- 
que cada prewsupuesto de hecho origina una deu 
da distinta y aùtdnoma con relacidn a las 
otras, aunque sea el mismo sujeto pasivo. En - 
este sentido, la diccidn de este articule no - 
parece muy correcta. En realidad, las deudas -
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tributarias no se presumen autdnomas: "son" —  
autdnomas.
El apartado 2 de este articule dispone —  
que "en los casos de ejecucidn forzosa en que 
se hubieran acumulado varias deudas tributa -- 
rias del mismo sujeto pasivo y no pudieran sa- 
tisfacerse totalmente, la Administracidn, sal­
vo lo dispuesto en el apartado siguiente, apli 
carâ el pago al crédite mas antiguo, determi - 
nândose su antiguedad de acuerdo con la fecha- 
en que fue exigible".
En el apartado 3 del articule citado se - 
détermina que cuando las deudas acumuladas co- 
rrespondan a la Hacienda Publica y a otras en­
tidades tendrân preferencia para su cobro las- 
primeras.
En el apartado 4 de este articule se dis­
pone que "el cobro de un débite de vencimiento 
posterior no extingue el derecho de la Hacien­
da Publica a percibir los anteriores en descu- 
bierto".
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Comparando el citado apartado 4 del artl­
culo 62 de la L.G.T. con el segundo pârrafo -- 
del articule 1110 del C.c. ("el recibo del ul­
timo plazo de un débite, cuando el acreedor -- 
tampoco hiciere réservas, extinguirâ la obliga 
cion en cuanto a los plazos anteriores"), pode 
mos darnos cuenta de que la ünica innovacion - 
que esta disposicidn supone frente a la régula 
cidn de las obligaciones consiste, como ha 
puesto ya de relieve DIEZ-PICAZO, en eximir a 
la Hacienda del deber de expresar réservas en 
cuanto a la subsistencia de los anteriores dé­
bites .
Se observa en los anteriores preceptos -- 
que existe gran divergencia con la imputacidn- 
de pagos regulada en el Derecho civil. El C.c. 
se preocupa de beneficiar, en lo posible, al 
deudor (articulos 1172 y 1174) y en la L.G.T., 
se procura la defensa del acreedor de la obli­
gacidn tributaria al disponer la aplicaciôn -- 
del pago al crédite mâs antiguo tratando con - 
ello de evitar que se produzca su prescrip 
cidn.
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De lo anterior podemos apreciar que el pa 
go, como forma de extincidn de las obligacio - 
nés a favor de la Hacienda Püblica présenta, - 
en la prâctica, una serie variada de supuestos 
que de conformidad con el principle de legali- 
dad financiera, han de ajustarse a una legali- 
dad detallada y casuistica justificadora de la 
actuaciôn controladora de les organes de ges - 
tiôn compétentes en materia de recaudacidn.
Entre les multiples problemas légales que 
se puedan plantear en el page de estas obliga- 
ciones, desde el punto de vista de la actua -- 
cidn interventora, hemos de agruparlos:
- Per una parte, aquellas discrepancias - 
que puedan surgir en relacidn con la legitima- 
cidn para el cobro y para el pago, fracciona - 
miento y aplazamiento de los pagos, efectos de 
la consignacidn e imputacidn de pagos, etc.
Las dudas que pueden plantearse en estas- 
discrepancias se refieren a la determinacidn - 
del procedimiento para la resolucidn de las --
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mismas, dado que la L.G.P. (art. 96.1) se re - 
fiere literalmente al reconocimiento o liqui-- 
dacidn de derechos a favor de la Hacienda Pu - 
blica, sin hacer mencidn a las distintas for - 
mas de extincidn de esos derechos. A nuestro - 
juicio, estan excluidos los présentes supues - 
tos de la utilizacidn de los procedimientos de 
resolucidn de discrepancias sobre gastos regu- 
lados en los artlculos 97 y 98 de la L.G.P. 
Asimismo, no son actos, por lo general, de los 
que se derivan derechos para la Hacienda Publi 
ca, por el contrario, es una actividad por la 
que se extinguen aquellos derechos, por tanto, 
puede pensarse que esta excluîda de la fiscal! 
zacidn previa. No obstante, entedemos que:
- Estan incluîdos en la intervencidn pre­
via, por consistir en un movimiento de fondes, 
de los indicados en el art. 93.2.a) de la L.G. 
P.
- El procedimiento de resolucidn de las - 
discrepancias es el que se indica en el artîcu 
lo 96.2 de la L.G.P., por estar esta actividad
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întimamente ligada al reconocimiento y liquida 
cidn de los derechos a favor de la Hacienda Pu 
blica. Es decir, este derecho constituye la po 
sicidn activa de un vînculo obligacional cuya- 
extincidn se produce precisamente por el pago, 
luego todos los problemas que puedan plantear­
se respecte del pago tienen conexidn directa - 
con el derecho de la Hacienda Püblica, hasta - 
tal punto que si éste no se produce, aquel ca- 
recerâ de sentido pues se extinguirâ por otras 
causas s in haberse realizado el contenido de - 
aquel derecho ni cumplido el fin del ordena -- 
miento jurîdico al configurar los presupuestos 
de hecho de aquel derecho.
Por otra parte, existen una serie de pro­
blemas que pueden derivarse de la realizacion- 
adecuada del pago en el lugar y en el tiempo , 
incluse de la imputacidn del pago, en los que 
la accidn inmediata de la intervencidn se mate 
rializa en actos concretes de constancia de he 
chos mediante el visado de las certificaciones 
de descubierto expedidas por los Jefes de Con- 
tabilidad de las Intervenciones confirmando, -
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de esta forma, la iniciacidn del procedimiento
de recaudacidn en via de apremio (430).
- Por ultimo, asI lo dispone el art. 185- 
del R.G.R., segün el cual, "los actos de ges - 
tidn recaudatoria podrân ser objeto de reclama 
cidn o recurso, de acuerdo con las normas con- 
tenidas en este capitule". (431).
2.1.2.2.6. FISCALIZACION DE LAS BAJAS POR PRES 
CRIPCIQN.
La inaccidn del titular del derecho o el
silencio de la relacidn juridica durante un --
plazo de tiempo determinado por la Ley, signi- 
fica la extincidn de la deuda y, por tanto, la 
del correspondiente derecho de crédite de la - 
Administracidn.
La prescripcidn en la obligacidn tributa-
(430) Ver Régla 57 de la Instruccidn General de Recaudacidn,- 
aprobada por Décrété 2260/1969, de 24 de julio.
(431) Ver artlculos 186 al 193 del R.G.R., y articule 42 del 
R.D. 1999/1981, de 20 de agosto.
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ria responde al mismo fundamento y sirve al —  
mismo principle (el de seguridad juridica) que 
la prescripcion en general y sus esquemas nor­
matives fondamentales son igualmente los mis - 
mos que se apilean a las obligaCiones en gene­
ral (articules 1930 y ss. C.c.).
Sin embargo, la prescripcion de la obliga 
cidn tributaria présenta algunas peculiarida - 
des. Estas aparecen reguladas en la Seccidn 3§ 
del Capitule V del Titulo II de la L.G.T. y en 
los articules 62, 63 y 64 de la R.G.R. y son - 
las siguientes:
- Plazos:
El articule 64 de la L.G.T. dispone :Pres- 
cribiran a los cinco anos los siguientes dere­
chos y acciones: a) El derecho de la Adminis - 
tracidn para determinar la deuda tributaria me 
diante la oportuna liquidacidn, salve en el -- 
Impuesto de Sucesiones, en que el pl%zo serd - 
de diez anos. b) La accidn para exigir el pago 
de las deudas tributarias liquidadas. c) La ac
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cidn para imponer sanciones tributarias, con - 
las salvedades establecidas en la letra a) , y 
d) El derecho a la devolucidn de ingresos inde 
bidos" (432).
- Iniciacidn:
Segun el articule 65 de la L.G.T. "el pla 
zo de prescripcidn comenzara a contarse en los 
distintos supuestos del articule 64 como si —  
gue: "En el case a) desde el dia del devengo ; 
en el case b ) , desde la fecha en que finalice- 
el plazo de pago voluntario; en el case c) ,des 
de el memento en que se cometieron las respec- 
tivas infracciones, y en el case d ) , desde el 
dia en que se realizd el ingreso indebido".
Como vemos, en el memento en que se real^i 
za el hecho imponible (devengo) comienza a 
prescribir el derecho de la Administracidn a - 
liquidar; en el memento en que la obligacidn - 
es liquida y exigible (transcurrido el plazo -
(432) Ver el articule 40 de la L.G.P.
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de pago voluntario) se inicia la prescripcidn- 
del derecho de crédite que habîa nacido, aun - 
que ilîquido, en el memento del devengo.
La L.G.T. concede al acreedor un plazo -- 
dentro del cual puede "determinar" la deuda -- 
sin que prescriba su derecho de crédite.
- Interrupcidn:
Segun el articule 1973 del C.c., "la pre_s 
cripcidn se interrompe por su ejercicio ante - 
los Tribunales, por reclamacidn extrajudicial- 
del acreedor y por cualquier acte de reconoci­
miento de la deuda por el deudor".
La L.G.T. se refiere a los actos interrup 
tivos de la prescripcion en su articule 66. En 
cierto modo, el articule 66 de la L.G.T. es la 
adaptacion de los esquemas del articule 1973 - 
del C.c. a las particulares realidades que el 
Derecho tributario intenta regular.
El articule 66 de la L.G.T., apartado 1,-
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dispone: "a) Los plazos de prescripcion a que 
se refieren las letras a), b) y c) del articu­
le 64 se interrumpen: por cualquier accidn ad- 
ministrativa realizada con conocimiento formal 
del sujeto pasivo, conducente al reconocimien­
to, regularizacidn , inspeccidn, aseguramiento, 
comprobacidn, liquidacidn y recaudacidn del im 
puesto devengado por cada hecho imponible".
- Aplicacidn de oficio:
"La prescripcidn (articule 67 de la L.G.T.) 
se aplicarâ de oficio s in necesidad de que la 
invoque o excepcione el sujeto pasivo".
La citada disposicidn (que no puede consi 
derarse innovadora respecte a nuestro ordena - 
miento juridico-tributario, ya que la aplica - 
cidn de oficio se podia derivar fâcilmente de 
los articules 29 y 30 de la Ley de Administra­
cidn y Contabilidad de 1 de julio de 1911 y de 
la Real Orden de 6 de septiembre de 1921) modi 
fica sustancialmente el regimen de la prescrip 
cidn regulado por el C.c.
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El artîculo 67 de la L.G.T. planted el -- 
problema de si cabe en el Derecho tributario ?- 
la renuncia a la prescripcidn ganada, problema 
que £ue resuelto por el articule 62 del R.G.R. 
al disponer que "puede renunciarse a la près - 
cripcidn ganada, entendiéndose efectuada la re 
nuncia cuando se paga la deuda tributaria".
- Extincidn y efectos:
1. La prescripcidn ganada aprovecha por - 
igual al sujeto pasivo y a los demâs responsa­
bles de la deuda.
2. Interrumpido el plazo de prescripcidn- 
para une, se entiende interrumpido para todos- 
los responsables.
3. Si existieran varias deudas liquidadas 
a cargo de un mismo obligado al pago, la inte­
rrupcidn de la prescripcidn por accidn admini_s 
trativa sdlo afectara a la deuda a que ésta se 
refiera.
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4. La prescripcidn ganada extingue la deu 
da tributaria.
En relacidn con la prescripcidn la actua- 
cidn interventora ha de velar por el cumpli -- 
miento de la legalidad vigente. Al igual que - 
en el pago, el procedimiento para resolver las 
discrepancias seran los indicados en el artîcu 
lo 96.2 de la L.G.P.
Segün el articule 41 de la L.G.P.: "Une.- 
Los derechos de la Hacienda Püblica declarados 
prescrites seran baja en las respectivas cuen- 
tas, previa tramitacidn del oportuno expedien- 
te. Dos.- La declaracidn y exigencia de las -- 
responsabilidades a que, en su case, haya lu - 
gar por la prescrincidn de crédites de la Ha - 
cienda Püblica se ajustara a lo prevenido en - 
el titulo séptimo de la présente Ley".
Los drganos interventores cuidaran se dé- 
conocimiento de los hechos a los compétentes - 
para exigir la responsabilidad de los dahos -- 
que haya sufrido la Hacienda Püblica por los -
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derechos prescrites. En este sentido la L.G.P. 
ha supuesto una disminuciôn de funciones y re^ 
“ponsabilidades para la I.G.A.E., en orden a la 
participacidn en la determinacidn de responsa­
bilidades por causa de prescripcidn de dere -- 
chos (433).
2.1.2.2.7. FISCALIZACION DE OTRAS FORMAS DE EX 
TINCION.
2.1.2.2.7.1. LA COMPENSACION.
La admisibilidad de la compensacidn como 
forma de extincidn de la obligacidn tributaria 
no debe afirmarse o negarse, como muy bien apun 
ta BERLIRI, en base a principios apriorîsticos 
sine en base a la ordenacidn positiva de cada- 
pais.
En Derecho positivo espanol el problema - 
viene resuelto por el artîculo 68 de la L.G.T. 
cuyo apartado 12 establece que "las deudas tri
(433) Ver artîculo 30 de la L.A.C.H.P.
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butarias podrân extinguirse total o parcialmen 
te por compensacidn en las condiciones que re- 
glamentariamente se establezcan: a) Con crddi- 
tos reconocidos por acto administrativo firme- 
a que tengan derecho los sujetos pasivos en -- 
virtud de ingresos indebidos por cualquier tri. 
buto. b) Con otros creditos reconocidos por ac 
to administrativo firme a favor del mismo suje 
to pasivo. La extincidn parcial o total de las 
deudas tributarias que las Entidades estatales 
autdnomas, instituciones oficiales y Corpora - 
clones locales tengan con el Estado, podra 
acordarse por via de compensacidn, cuando se - 
trate de deudas tributarias vencidas, liquidas 
y exigibles".
Segün el artîculo 65 del R.G.R. los requi 
sitos mas importantes para que se pueda produ- 
cir la compensacidn son dos:
- Que el sujeto pasivo tenga a su favor - 
un crédito reconocido por acto administrativo- 
firme, y
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- Que la deuda tributaria a compensar reu 
na las condiciones de vencida, liquida y exigj. 
ble, no pudiendo compensarse, entre otras, las 
deudas tributarias que se recauden mediante -- 
efectos timbrados ni aquellas que hubieren si- 
do objeto de aplazamiento o fraceionamiento.
Très modalidades de compensacidn régula - 
el R.G.R. (articules 66, 67 y 68 R.G.R.):
1. Compensacidn a instancia del sujeto pa 
sivo. El acuerdo de compensacidn corresponde- 
a los Delegados de Hacienda.
2. Compensacidn de oficio. Sin necesidad- 
de solicitud del sujeto pasivo, la Direccidn - 
General del Tesoro y Presupuestos o los Delega 
dos de Hacienda, segün los casos, acuerdan de 
oficio la compensacidn, y
3. Compensacidn automâtica. En esta terce 
ra modalidad ya no hay necesidad ni de dictar- 
acuerdo administrativo. Esta compensacidn auto 
mâtica deberâ ser autorizada por las normas re
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guladoras de cada tribute, teniendo que refe-- 
rirse a deudas tributarias que deban integrar- 
se mediante declaracion-liquidacion y a crédi­
tes del sujeto pasivo frente a la Administra - 
cion por devoluciones del mismo tribute que se 
ingresa.
El efecto de la compensacidn es que el -- 
crédito y la deuda se extinguen en la cantidad 
concurrente, debiendo la Administracidn entre- 
gar al interesado el justificante oportuno, de 
clarar extinguido el crédito compensado .y prac 
ticar las operaciones contables précisas.
La actuacidn interventora frente a las -- 
compensaciones ha de participar, tratândose de 
compensaciones de oficio o de instancia de par 
te :
- En el reconocimiento de obligaciones -- 
por acto administrativo firme. Estos actos ne- 
cesitan la intervencidn previa de conformidad, 
en otro caso, sera précisa la intervencidn del 
Consejo de Ministres resolviendo la discrepan-
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cia en favor del criterio del drgano de ges -- 
tiôn.
- En el reconocimiento del derecho. Si -- 
bien en este caso el acto de intervencidn no - 
tiene efectos suspensivos, consideramos que, - 
cuando los derechos liquidados hayan sido repa 
rados por la Intervencidn con sometimiento a - 
revisidn, mediante recurso de reposicidn o an­
te los drganos econdmico-administrativos, la - 
compensacidn debe suspenderse hasta la resolu- 
cion definitiva de estos drganos o quedar supe 
ditada a dicha resolucidn. La suspensidn de la 
compensacidn es necesaria para aquellos casos- 
en que el recurso de reposicidn o la reclama-- 
cidn lleven implicite el aplazamiento de la -- 
deuda, de conformidad con el articule 65 del - 
R.G.R. El supeditar la compensacidn a la reso 
lucidn correspondiente se funda en que ésta -- 
puede modificar la cantidad de la deuda que se 
compensa.
También debe estar présente en el acuerdo 
de compensacidn. En relacidn con este acuerdo.
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del acto de intervencidn pueden derivarse los 
efectos de impedir esta, suspendiendo el proce 
dimiento administrativo correspondiente, si no 
se ajusta la legalidad vigente. Esta suspen - 
sidn durara:
- Si la discrepancia se refiere al gasto- 
publico, hasta que se resuelva la discrepan -- 
cia,
- Si la discrepancia se refiere al ingre­
so hasta que se dicte la resolucidn oportuna.
2.1.2.2.7.2. LA GONDONACION.
La condonacidn es un acto de liberalidad- 
por el cual el acreedor renuncia total o par-- 
cialmente a la prestaciôn; en su virtud, la -- 
obligacidn se extingue en su totalidad o en la 
parte a que la condonacidn se refiere.
La L.G.T. (art. 69) prescribe que las deu 
das tributarias sdlo podrân condonarse en vir­
tud de Ley y en la cuantîa y con los requisi--
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tos que en la misma se determinen, La Ley no - 
es que condone la deuda sino que autoriza a la 
Administracidn acreedora para que remita las - 
deudas a que la Ley se refiere.
No obstante pueden darse casos en que una 
Ley disponga que la Administracidn no podrâ -- 
exigir determinadas deudas ya nacidas. En este 
caso, antes que de condonacidn parece mas Idgj. 
co hablar, como hace BERLIRI, de "extincidn -- 
por Ley" de la deuda tributaria.
La diferencia entre ambos supuestos es 
Clara: en el primero, condonacidn, la Ley auto 
riza u ordena al acreedor el perddn de la deu­
da; en el segundo, extincidn por Ley, la Ley - 
priva al acreedor de un derecho de crédito al 
privarle de la proteccidn o reconocimiento nor 
mativo de que antes gozaba tal derecho.
En ambos casos se exigirâ un acto de los 
drganos de gestidn. En el primero, el acto de 
gestidn deberâ declarar extinguida la deuda a- 
fin de que pueda ser de baja, en contabilidad.
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la deuda correspondiente. En el segundo caso , 
el acto de gestidn se limitarâ a acordar la ba 
ja en contabilidad de las deudas extinguidas - 
por Ley.
Los anteriores actos deberân ser interve- 
nidos y las discrepancias que pudieran surgir, 
deberân ser resueltas en via economico-admini_s 
trativa (434).
2.1.2.2.7.3. INSOLVENCIA DEL DEUDOR.
La imposibilidad de la prestacidn como mo 
do de extincidn de la obligacidn no es aplica- 
ble a las obligaciones genéricas. De aquî que 
la obligacidn tributaria no pueda extinguirse- 
por esta causa, al menos tal y como ésta apare 
ce regulada en el C.c.
Sin embargo, el art. 70 de la L.G.T. regu 
la un modo de extincidn propio y especîfico -- 
del Derecho tributario que tiene un indudable-
(434) Ver los arts. 2, 41 y 42 del R.D.1999/81, de 20 agosto.
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parentesco con este modo de extincidn.
El citado artîculo dice que "las deudas - 
tributarias que no hayan podido hacerse efecti 
vas en los respectivos procedimientos ejecuti- 
vos por insolvencia probada del sujeto pasivo, 
y demâs responsables se declararân provisional 
mente extinguidas en la cuantîa procedentes en 
tanto no se rehabilite dentro del plazo de 
prescripc idn".
Debe entenderse que la insolvencia proba­
da del deudor y su no rehabilitacidn durante - 
el plazo de prescripcidn (cinco anos) extingue 
automâticamente la deuda tributaria e impone - 
a la Administracidn el deber de declarar defi- 
nitivamente esta extincidn.
Pero la causa de extincidn no es en este- 
caso la prescripcidn. Y esto se basa, funda - 
mentalmente en dos razones (435).
(435) FERREIRO LAPATZA, J.A., "Ob. cit.," pâg. 537.
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En primer lugar, si la deuda se extinguie 
ra por prescripcidn, el art. 70 de la L.G.T. - 
carecerîa absolutamente de utilidad y de efica 
cia sustantiva: la deuda se extinguirâ en vir­
tud del transcurso del plazo fijado por el ar­
ticule 64 de la L.G.T. y no en aplicacidn del- 
artîculo 70 de la L.G.T.
En segundo lugar, el articule 172 del 
R.G.R. dice: "Los Recaudadores estan obligados 
a vigilar posibles adquisiciones de bienes por 
contribuyentes cuyas deudas fueron declaradas- 
incobrables, y de sobrevenir esta circunstan - 
cia, lo pondrân en conocimiento de la Tesore - 
ria. La misma obligacidn tiene la Tesoreria,la 
Inspeccidn y las oficinas gestoras de los tri­
butes". Ahora bien, estos actos de "vigilan - 
cia" implicarân frecuentemente la interrupcidn 
de un plazo prescriptive, con lo cual no debe- 
ria declarrse definitivamente extinguida la -- 
deuda en los termines del citado articule 70 - 
de la L.G.T.
Estos extremes apuntados ponen de relieve
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que, en realidad, la deuda no se extingue por 
prescripcidn; la causa de extincidn es la impo 
sibilidad de que el deudor satisfaga la deüda- 
con medios propios en un determinado plazo.
El "plazo de prescripcidn" a que alude la 
Ley en este articule no significa que juegue - 
aquî la prescripcidn como causa extintiva. Sim 
plemente es una forma de fijar el plazo, no -- 
susceptible de interrupcidn o suspensidn, nece 
sario para que este modo de extincidn peculiar 
del Derecho tributario opere sus efectos para- 
que la obligacidn deje de existir.
Asî lo confirma, en fin, el R.G.R. al de- 
cirnos en su articule 71.2: "Si vencido este - 
plazo no se hubiere rehabilitado la deuda, que 
darâ ésta definitivamente extinguida".
La declaracidn de insolvencia requiere un 
procedimiento previo con pruebas que justifi-- 
quen tal insolvencia y ha de ser censurado por 
la Intervencidn antes de la resolucidn defini­
tiva. Las discrepancias se resuelven en la --
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via econdmico-administrativa. El acto de inter 
vencidn suspende, en este caso, el procedimien 
to anterior (436).
2.2. PRODUCTO PE OPERACIONES PE LA DEUDA PUBLI 
CA.
Los productos de operaciones de la Deuda- 
Publica se relacionan como derechos econdmicos
(436) La regia numéro 107 de la I.G.R. dispone:
"1. Cuando se trate de débites respecte de los - 
cuales se siga expediente administrative-judicial de —  
réintégré, una vez justificada la insolvencia de los —  
responsables, se remitira el expediente de crédito inco 
brable al Delegado del Tribunal de Cuentas, Juez Ins —  
tructor de aquél, sin declaracidn alguna por parte de - 
la Tesorerla, estândose en su dia a lo que resuite de - 
la sentencia que en el repetido expediente se dicte.
"2. Si la Intervencidn, al censurar el expedien - 
te, senalare defectos, la Tesorerla reconsiderara su - 
acuerdo y, de estar conforme con la censura, suspenderâ 
el acto administrâtivo dictado y mandara subsanar los - 
defectos observados.
"3. Si, por el contrario, encontrare infundada la 
censura de la Intervencidn, lo notificarâ a ésta para - 
que, caso de insistir, interponga reclamacidn econdmico 
administrativa centra el acto de declaracidn de crédito 
incobrable.
Cuando la reclamacidn interpuesta por el Interven 
tor fuese estimada, al dar cumplimiento a la resolucidn 
se procédera a la rehabilitacidn del crédito declarado- 
incobrable y se mandara continuar el procedimiento.
"4. Cuando el defecto que deba subsanarse consis­
ta en la falta de aportacidn de cualquier informe o do­
cumente de los serial ados en el num. 4 del art. 167, se 
concederâ al Recaudador un plazo de hasta dos meses pa­
ra que cumplimente el reparo".
739
de la Hacienda Püblica, constituyendo parte -- 
del haber de la misma, en el art. 22 de la 
L.G.P. Los actos administrativos de gestidn - 
de esta deuda, tanto si se encaminan a la emi- 
sidn como al reembolso, entendemos estan in —  
cluîdos dentro del objeto del control interno- 
descrito en el art. 16.2 de la L.G.P. Ahora - 
bien, desde el punto de vista del ejercicio de 
este control interno, a través de las modalida 
des de la funcidn interventora, puede plantear 
se la duda respecte de los actos de emisidn, - 
sobre los procedimientos que han de utilizarse 
es decir, si puede utilizarse el correspondien 
te a los recursos y derechos o aquél aplicable 
a la disposicion de gastos y realizacion de -- 
pagos, dado que los actos de gestion de una -- 
émision de Deuda Püblica, en principio, supo - 
nen un recurso pero, mas tarde, han de trans - 
formarse en gasto mediante el reembolso de ca­
pitales y el pago de intereses. La eleccion de 
uno u otro incidira en los efectos del que pu­
dieran darse al cto de intervencidn y al drga­
no que ha de resolver las posibles discrepan - 
cias.
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En favor de la aplicacidn del procedimien 
to de control de los derechos a la resolucidn- 
de las discrepancias surgidas en los actos de 
gestidn de las emisiones de Deuda Püblica pue­
den citarse:
- Constituyen un derecho econdmico de la 
Hacienda Püblica (art. 22 L.G.P.),
- Los contratos de emisidn pueden impli - 
car actos de liquidacidn y reconocimiento de - 
derechos de los indicados en el art. 96 de la 
L.G.P.
En favor de la aplicacidn del procedimien 
to del control de gastos a los anteriores ac - 
tos de gestidn, puede argumentarse:
- Que son actos administrativos de los -- 
cuales, indirectamente se derivarân gastos y - 
pagos para la Hacienda Püblica,
- No se consideran incluidos estos actos- 
dentro de las materias objeto de reclamaciones 
econdmico-administrativas citadas en el art. 2 
del R.D. 1999/1981, de 20 de agosto.
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A nuestro juicio, debemos distinguir:
Por una parte, aquellos actos de gestidn- 
encaminados a poner los titulos a disposicidn- 
del mercado de capitales, frente a los cuales 
el drgano de control interno puede utilizar el 
procedimiento regulado en los articulos 97 y - 
98 de la L.G.P., por cuanto son actos de los - 
que se derivarân obligaciones para la Hacienda 
Püblica.
Por otra parte, los actos que, en su ca - 
so, liquiden derechos para la Hacienda Püblica 
frente a los cuales deberâ utilizar la discre­
pancia regulada en el art. 96 de la L.G.P.
2.3. OTROS RECURSOS DE LA HACIENDA PÜBLICA.
En este apartado pueden incluirse una se­
rie de conceptos muy variados en cuanto a su - 
origen y titulo jurîdico en que se fundamentan 
estos derechos. Entre ellos, se encuentran:
- Los rendimientos del patrimonio de la -
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Hacienda Publica.
- Derechos accesorios de deudas tributa - 
rias: intereses de demora, recargos de apremio 
y prôrroga.
- Prestaciones de servicios por la Admi - 
nistracidn.
- Reembolso de préstamos.
- Venta de bienes.
- Réintégrés de pages indebides.
- Etc .
Estes dereches han de ser centrelades per 
las distintas intervencienes y, aparté de las- 
actuacienes epertunas tendentes a ebtener in-- 
fermacidn transparente del recenecimiente y Ij. 
quidacidn de dereches, ingreses realizades y 
situacidn de les fendes, la accidn de centrel- 
tiene una serie de efectes en relacidn cen 
aquelles dereches que se cencretan:
- Censtituir el acte inicial de un prece- 
dimiente de liquidacidn de un dereche cerne en 
les intereses de demera y recarges (437).
(437) Circular de la I.G.A.E. de 17 de marze de 1975.
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- Iniciar expedientes de responsabilidad- 
y reintegro de pages (538).
- Iniciar precedimientes de reembelses de 
préstames cencedides per el Estade (439).
- Etc.
3. VERTIENTE DEL GASTO PUBLICO.
En esta vertiente, el analisis de les su- 
puestes practices gira en terne a les distin - 
tes tipes de infraccidn del erdenamiento jurî- 
dice les preblemas que se plantean segun se -- 
parta de unas u etras premisas tedricas. Les - 
centres neuralgices de les preblemas radican - 
en el analisis de les actes administratives fi 
nancieres, distinguiende segun sean preparade- 
res de gastes, generaderes de gastes u ebliga- 
cienes e estén encaminades al cumplimiente de 
estas ebligacienes; en interseccidn cen aque -
(438) Ver art. 41, 88 y 89 del Reglamente de la Ordenacidn de 
Pages de 24 de maye de 1891; arts. 20.9, 92 y 97 del R. 
G.R. y Régla 57 de la I.G.R.
(439) Ver Circular I.G.A.E. num. 3/1974.
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llos conflictos planteados entre los drganos - 
gestores del gasto y los drganos de control in 
terno de legalidad, bien porque la actuacidn - 
no haya side sometida al conocimiento o super- 
visidn preceptiva de estes, bien perque habien 
de side cenecida han entendide que la misma no 
se ajusta a la legalidad vigente per no exis - 
tir crédite adecuade y suficiente e per etras- 
causas.
Per elle, sdle vames a hacer referenda a 
supuestes que, en principle, pueden plantear - 
algun preblema de interpretacidn per existir - 
discrepancias e actuacienes en centra de la le 
galidad financiera pere que frente a ellas se 
dan situacienes de heche qüe en sî tienen unes 
efectes jurîdices que se cencretan en dereches 
y ebligacienes cuya fuente geza de cierta auto 
nemîa respecte de la actuacidn administrâtiva- 
que, cen carâcter mediate, prevecd el nacimien 
te de taies ebligacienes.
Per tal motive, vames a excluir de nues - 
tre estudie a tedas aquellas actuacienes prepa
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ratorias de gastos que se producen en el âmbi- 
to interne de la Administracidn pere que ne -- 
llegan a tener efectes para terceres, taies ce 
me les actes de réserva de crédite presupueste 
para hacer frente a una futura ebligacidn, re- 
daccidn de plieges de cldusulas administrati - 
vas particulares y elaberacidn de preyectes -- 
dentre de la prepia administracidn, etc.
En tedas estas actuacienes preparaterias- 
de futures gastes y ebligacienes ne se ha pre- 
ducide ninguna relacidn jurîdica de la Adminis 
tracidn cen terceras persenas, per elle, en el 
memente en que pudiera presentarse algun cen - 
flicte interpretative e de etra îndele que im- 
pidiera centinuar el precedimiente de gaste es 
viable la paralizacidn de tedas las actuacie - 
nés s in que de ellas pudiera derivarse efecte- 
algune, ni plantearse preblemas de ninguna cia 
se.
Considérâmes cenveniente centrar nuestra- 
atencidn en les actes en que tienen erigen gas 
tes u ebliacienes y aquelles etres encaminades
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al cumplimiento de estas, distinguiende en £un 
cion del tipe de infraccion especîfica de la - 
legalidad financiera y las diversas clases de 
ebligacienes que pueden nacer de aquella actua 
cion.
3.1. ACTOS GENERADQRES DE GASTOS Y OBLIGACIO -
NES.
El gaste püblice ha side definide ceme:
- El emplee de una cantidad de dinere, he 
cha per cuenta de un patrimenie administrative 
para la satisfaccion de una necesidad püblica- 
(JEZE).
- La transfermacidn de les ingreses del - 
Estade en rentas e en patrimonies de quienes - 
preducen les bienes materiales y prestan les - 
servicios persenales requerides per el Estade- 
u ebtienen subvencienes de este (TIVARONI).
- Transferencia de peder de cempra de una 
mânes a etras eperada per medie del Estade (NA
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HARRO).
- De las anteriores definiciones pueden - 
deducirse que todo gasto publico lleva impllci 
ta una obligacidn nacida a cargo de la Hacien­
da Publica, ya sea aquella bilateral y recîpro 
ca 0 unilateral, circunstancias estas que pue­
den influir en la validez y eficacia de aque - 
llos actos administratives financières, pueste 
que, en determinadas ecasienes, el fin de les- 
actes es la creacion de aquellas ebligacienes, 
es decir, la creacion de compromises e vincu - 
les ebligacienales de les que se derivan ebli­
gacienes ecenémicas para la Hacienda Publica.
De acuerde cen le anterior pedemes dis -- 
tinguir;
3.1.1. ACTOS ADMINISTRATIVES GENERADQRES DE -- 
GASTOS CON OMISION DE LA FISCALIZACION 
PREVIA PRECEPTIVA.
Les actes administrative-financieres gene 
raderes de gastes püblices que emiten la fisca
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lizacion previa siendo esta preceptiva, se en- 
cuentran en el supuesto contemplado en el art^ 
culo 25 del Reglamento de 3 de Marzo de 1925 , 
segün el cual, cuando el drgano interventor -- 
tenga conocimiento del expediente de gasto,sin 
que haya side previamente fiscalizado lo mani- 
festara asî a la autoridad que hubiere inicia- 
do aquél y emit ira al mismo tiempo su opinion- 
respecte de la prepuesta para que, uniende es­
te informe a las actuacienes, pueda el titular 
del Departamente, si le estima epertune, seme- 
ter le actuade a la decision del Cense jo de Mj. 
nistres. Al misme tiempe, les Interventeres se 
abstendran de intervenir les mandamientes de - 
page para hacer efective les gastes u ebliga - 
clones en que hubiera pedide incurrir la Ha -- 
cienda Publica.
Al misme tiempe, les Interventeres y Orde 
naderes de Pages seran responsables selidaries 
para cen el Estade (440) de les pages que reali 
cen sin que haya tenide lugar la preceptiva --
(440,) Ver art. 25, parrafe 62, del Reglamente de 3-3-1925.
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fiscalizacidn de la obligacidn o gasto, siempre 
que los pages efectuades resulten lesives para 
el Tesere.
En principle, es este un acte que, al ne 
haber side supervisade su ajuste a la legali - 
dad, preceptive, infringe el erdenamiento juri 
dice, y, per elle, puede predicarse del misme- 
su anulabilidad (441) conforme a le dispueste - 
en el art. 48.1 de la L.P.A. (442).
Ahera bien, este acte, preducide cen in - 
fraccidn del erdenamiento jurldice, ha genera- 
de el nacimiente de una ebligacidn cuye tîtule 
jurldice e fuente de la misma ne radica ya sd­
le en el acte administrative, sine en les ser- 
vicies realmente prestades, ebras ejecutadas e 
bienes entregades a la Administracidn ( 4 4 3 ) Es 
decir, diche acte ha dade lugar a un vincule -
(441) (GONZALEZ PEREZ, J., sestiene que en este case debe pre-
clamarse la nulidad, en "Introduccidn a Centrâtes "
cit., p. XIII.
C442) Ver art. 115.1 de la L.P.A. y art. 83 de la L.J.C.A.
(443) Ver el art. 43.2 de la L.G.P.
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obligacional bilateral que légitima a una par­
te a cumplir su prestacidn y a exigir la con - 
traprestacidn a la parte contraria, en este -- 
case la Hacienda Publica (444).
De estes tîtules ebligacienales y la sub- 
siguiente prestacidn real de les servie les,eje 
cuciôn de ebras e entrega de bienes, nace la - 
ebligacidn para la Hacienda Publica de cumplir 
su centraprestacidn, page de la retribucidn ce 
rrespendiente, del precie de la ebra e del 
bien adquiride. Si la Hacienda Publica preten- 
diera incumplir la prestacidn que le cerrespen 
de y a la que se ebligd al perfeccienarse el - 
centrate segün la dectrina civilista (445) el - 
acreeder pedrîa:
- Opener a la pretensidn de hacerle cum - 
plir su prestacidn la excepcidn de centrate ne
(444) CASTAN TOBENAS, J., ha definide las ebligacienes bilate 
raies cerne "aquellas en que cada una de las partes se - 
hace premeter una prestacidn y premete etra a tîtule de 
contrapartida de aquélla", en Dereche Civil Espahel, Ce 
mün y Ferai, T. III, Dereche de Obligacienes, Madrid, - 
1974, p. 109.
(445) CASTAN TOBENAS, J., Ob. cit., p. III.
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cumplido. Doctrina esta que sin estar explici­
ta en el C.c. se desprende del principle que - 
inspira el art. 1124 y de etres preceptes (ce­
me art. 1100 apartado ultimo) y esta, ademâs , 
virtualmente reconecida per la jurisprudencia- 
del Tribunal Supreme, ya que se ha establecide 
que esta perfectamente justificade el incumpli 
miente per una de las partes si fue metivade - 
per el incumplimiento de la etra (Sentencias - 
de 1 abril 1975; 5 julie 1946; 22 marze 1950 y 
etras).
- Hacer valer el principle de cempensacion 
de la mera. Este se dériva de la régla de las- 
ebligacienes bilatérales e recîprecas segün la 
cual: si ne se establece etra cesa en la ley e 
en el centrate, las prestaciones de una y etra 
parte deben realizarse simultaneamente. Esta - 
régla esta sancienada per el C.c. al estable - 
cer que "en las ebligacienes recîprecas ningu­
na de las ebligacienes incurre en mera si el - 
etre ne cumple e ne se allana a cumplir debida 
mente le que le incumbe"; pere desde que une - 
de les ebligades cumple su ebligacidn, empieza
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la mora para el otro (art. 1100, apartado ülti^ 
mo) .
- Pedir la resolucidn del contrato. El ar 
tîculo 1124 del C.c. déclara que "la facultad- 
de resolver las obligacienes se entiende impM  
cita en las recîprecas para el case de que une 
de les ebligades ne cumpliese le que le incum­
be", y que "el perjudicade pedrd esceger entre 
exigir el cumplimiente e la resolucidn de la - 
ebligacidn cen el resarcimiente de danes y abo 
ne de intereses en ambes cases".
Estes principies, cen ciertas matizacie - 
nés, pueden aplicarse a gran parte de las ebli 
gacienes ecendmicas de la Hacienda Publica - - 
pues estas ne son etra cesa que la prestacidn- 
a la que aquella quedd ebligada a través de —  
una ebligacidn bilateral e recîpreca en las -- 
que la parte centratante ya ha cumplide la 
prestacidn premetida mediante la entrega de -- 
bienes e servicios.
En estas circunstancias, pedemes encentrar
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nos ante supuestos en que se dé:
- Un acte anulable por infringir el orde- 
namiento jurîdico,
- Un vînculo obligacional que légitima al 
centratante de buena £e a cumplir la presta -- 
cion a que se cempremetio mediante el citade - 
vincule.
- Una ebligacidn ecendmica nacida cuye -- 
erigen mediate fue este acte pere que su fuen­
te e tîtule jurîdico excede de les limites de 
aquél.
- Pesibilidad de que sigan surgiende ebli 
gacienes ecendmicas a cargo de la Hacienda Pu­
blica si ésta sigue recibiende ebras, bienes e 
servicios, cen base en un vincule obligacional 
de tracte sucesive.
- Impesibilidad de cumplimiente de estas- 
ebligacienes hasta tante sea cenvalidade el ac 
te per el Censeje de Ministres.
Esta actuacidn irregular, ceme hemes vis- 
te, exige la cenvalidacidn del Censeje de Mi - 
nistres para que adquiera su plena validez,per
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haber omitido el requisite de supervision del 
ajuste a la legalidad. Si tratasemes de apli-- 
carle la teerla general de la cenvalidacidn de 
les actes anulables centenida en el art. 53 de 
la L.P.A., el vicie cenvalidable deberla encua 
drarse en (446) :
- Incempetencia para dictar el acte, sin 
intervencidn previa (art. 53.2) exigiéndese, - 
per elle, la intervencidn del drgane superier- 
jerarquice el Censeje de Ministres, e
- El punte 4 de este articule censideran- 
de el acte de intervencidn ceme una supervi -- 
sidn e auterizacidn que efectüa el Censeje de 
Ministres,a través del Organe de control inter 
ne, la Intervencidn General de la Administra - 
cidn del Estade e que efectue esta en nombre y 
representacidn legal de aquél. Per elle, tal - 
emisidn implica la necesidad de auterizacidn - 
de diche Censeje para realizar el gaste.
(446) Ver HERREPO SUAZO, S., "El principle de suspensidn de - 
eficacia del acte de intervencidn", citade.
755
Ante este supuesto de hecho puede suceder 
lo siguiente, con independencia de que el in - 
forme del organo de control sea favorable o -- 
desfavorable al gasto:
3.1.1.1. EL CONSEJO PE MINISTROS CONVALIDA EL 
GASTO.
Si el Consejo de Ministres convalida la - 
actuation indicada:
En este caso no se plantean grandes difi- 
cultades, puesto que toda la actuation deviene 
valida.
- Las obligaciones econOomicas nacidas pue 
den cumplirse por la Hacienda publica.
- Pueden seguir naciendo, en su caso, nue 
vas obligaciones economicas.
- El cumplimiente de estas obligaciones - 
de conformidad con lo acordado para el Consejo 
de Ministres exime de responsabilidad al orga­
no de control actuante.
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Podemos considérât los siguientes casos:
3.1.1.1.1. CONTRATACION PE PERSONAL.
En un contrato de personal en el que con- 
curran las circunstancias de no haber sido £i_s 
calizado y el trabajador haya prestado servi - 
cios durante determinado tiempo, en el momento 
de la convalidacidn por el Consejo de Minis -- 
tros, existen:
- Un acto anulable pero, en ambos casos , 
dicho acto ha producido el efecto de que deter 
minada persona preste servicios a la Adminis - 
tracidn a cambio de una remuneracidn.
- Estamos ante una obligacidn bilateral o 
reclproca, de tracto sucesivo, cuya fuente es- 
un contrato.
- Obligaciones econdmicas nacidas a cargo 
de la Hacienda Publica como consecuencia de 
aquellos servicios recibidos, con base en un - 
contrato bilateral.
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Las obligaciones anteriores no pueden ser 
cumplidas hasta tanto se produzca la convalida 
cidn por el Consejo de Ministres. Esta convali 
dacidn, a su vez, permite que se sigan prestan 
do los servicios contratados y el page de los 
mismos.
Si algun drgano gestor pretendiese hacer- 
efectivas las anteriores obligaciones sin que- 
sea convalidada su actuacidn por el Consejo de 
Ministres, con la pretensidn de que se efectue 
la fiscalizacidn posterior, el drgano interven 
tor debera oponerse al cumplimiente de forma - 
obligada por la responsabilidad que adquiere - 
al efectuar tal intervencidn-
A esta conclusion puede llegarse con otra 
serie de obligaciones tales como las derivadas 
de nombramiento de personal eventual, nombra - 
mientos para puestos de trabajo con complemen- 
to de destine, etc.
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3.1.1.1.2. ADJUDICACION DEFINITIVA DE UNA QBRA 
PUBLICA.
En este supuesto existen:
- Un acto anulable,
- No ha nacido obligacidn econdmica algu- 
na para la Hacienda Publica,
- Hay un contrato perfeccionado (447).
- Debe suspenderse la actuacidn contratis 
ta hasta la convalidacidn (que el Consejo de - 
Ministres resuelva).
- Una vez convalidada puede realizarse la 
obra y la Hacienda Publica podra cumplir su -- 
contrapres tacidn.
(447) El art. 32, parrafo prmero, de la L.C.E. dispone :
"La aprobacidn o adjudicacidn definitiva por la - 
autoridad compétente perfeccionara el contrato de obras 
deferido mediante subasta. Dicha aprobacidn deberd re - 
caer dentro del plazo de veinte dias siguientes a la fe 
cha de adjudicacidn provisional. En caso contrario, el 
licitador interesado podrâ retirar su proposicidn y la 
fianza que hubiese prestado".
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3.1.1.1.3. ADJUDICACION DEFINITIVA Y REALIZA - 
CION DE UNA OBRA PUBLICA.
Nos encontramos ante:
- Un acto anulable. Ahora bien, este acto 
tenîa como finalidad la aplicacion de fondes - 
püblicos, mediante el gasto y la creacion del- 
oportuno compromise.
- La Hacienda Publica ha recibido la obra 
contratada o puede recibirla.
- Como consecuencia de lo anterior, pode­
mos afirmar que aquel acto nulo o anulable ha- 
cumplido su fin, se ha ejecutado puesto que se 
han realizado una serie de actuacienes légiti­
mas, amparadas en aquel acto y se han traspasa 
do bienes de un patrimonio, el del contratista 
a otro, el de la Hacienda Publica. Ha tenido - 
efectes jurîdices para las partes.
- Por tanto, han nacido obligaciones eco­
ndmicas a cargo de la Hacienda Publica.
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- Ahora bien, estas obligaciones no pue - 
den ser cumplidas hasta tanto aquella actua —  
cidn no sea convalidada por el Consejo de Mi - 
nistros.
- Si no se cumplen estas obligaciones eco 
ndmicas la Hacienda Publica puede incurrir en 
mora con la subsiguiente obligacidn de pagar - 
intereses de demora (448)..
- Si lo anterior implica dano no justifi- 
cado para la Hacienda Publica debera iniciarse 
expediente de exigencia de responsabilidad
(449).
3.1.1.1.4. CONCESION DE UNA PENSION.
En este supuesto nos encontramos ante
- Un acto anulable.
(448) Ver los arts. 41 de la L.C.E., los arts. 142 a 144 del- 
R.G.C.E. y el art. 45 de la L.G.P.
(44^ ) Ver arts. 140 a 146 de la L.G.P.
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- Una obligacidn unilateral de tracto su­
cesivo cuyo origen mediato reside en la Ley,pe 
ro que exige un acto administrativo que reco - 
nozca tal obligacidn.
- No puede cumplirse la obligacidn hasta- 
que el acto sea convalidado por el Consejo de- 
Ministros.
- Una vez convalidada, puede llevarse a - 
cabo su cumplimiente.
La falta de page puede dar lugar a la exi 
gencia de intereses moratorios, si concurren - 
los presupuestos contemplados en el art. 45 de 
la L.G.P. Elio podrla dar lugar a iniciar expe 
diente de exigencia de responsabilidad por los 
danos causados a la Hacienda Publica igual que 
en el caso anterior.
3.1.1.1.5. CONCESION PE UNA SUBVENCION.
En el supuesto de que el perceptor de la- 
subvencidn no haya realizado ninguna presta --
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cion nos encontraremos:
- Un acto anulable.
- Una obligation unilateral tracto unico, 
cuyo origen reside en el acto administrativo - 
por el que se concede la subvention.
Esta obligation economica no puede cum -- 
plirse hasta que sea convalidado aquél acto 
por el Consejo de Ministres.
Convalidado aquél acto podra cumplirse la 
obligation derivada del mismo.
3.1.1.2. EL CONSEJO PE MINISTROS NO CONVALIDA- 
EL GASTO. (450) .
Si el Consejo de Ministres no convalida - 
el acto administrativo, el primer preblema que 
se présenta es que aquél debera anularse y,de£ 
de luego, no podrân cumplirse las obligaciones 
econômicas derivadas del mismo. Por tal motive 
interesa destacar los posibles efectes que éste 
hubiese tenido en el momento de producirse tal
(450) Ver informe I.G.A.E. de 21-12-1977, transcrite en 
la nota 402.
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nulidad puesto que dichos efectes, tarde o tem 
prano podrân exigirse a la Hacienda Publica. - 
Si considérâmes los casos anteriores desde es­
ta dptica, podemos llegar a las siguientes con 
clusiones:
3.1.1.2.1. CONTRATACION DE PERSONAL.
Si el personal contratado hubiera presta­
do servicios al pronunciarse el Consejo de Mi­
nistres en sentido negative a la convalidacidn 
del acto de auterizacidn para celebrar les co- 
rrespondientes contrâtes estaremos ante:
- Un acto anulable que precede declarar - 
su nulidad. En este caso, serân nulas tedas - 
las actuacienes posteriores que tengan su base 
en aquel acto, incluido el contrato de perso-- 
nal.
- Una serie de servicios prestades en fa­
vor de la Administracidn.
- Se han producido una serie de prestacio
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nés con base en una obligacidn bilateral o re­
clproca, de tracto sucesivo, perfeccionada.
- Obligaciones econdmicas nacidas con ba­
se en aquél contrato y como consecuencia de ha 
ber recibido la correspondiente prestacidn.
- Al declararse la nulidad de aquel acto, 
se deberîa procéder:
= A suspender la prestacidn de servicios, 
por no existir relacidn jurîdica valida que le 
gitime continuar esta prestacidn,
= A cuantificar el importe de las obliga­
ciones econdmicas a cargo de la Hacienda Pübli 
ca como consecuencia de los servicios efectiva 
mente prestados por los contratantes debido a 
que estos servicios constituyen una actuacidn- 
legîtima y retribuida de los interesados en fa 
vor de la otra parte centratante. Esta actua - 
cidn légitima de prestacidn de servicios en fa 
vor de un tercero, con base en un pacte licite 
desde el punto de vista de quien prestd los --
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servicios constituye tîtulo suficiente para -- 
ser acreedores de aquellas obligaciones econô­
micas. A nuestro juicio, estas obligaciones ya 
han vencido a cargo de la Hacienda Publica,aun 
que el acto y contrato que le sirvieron de ba­
se sean nulos de pleno derecho. Por tanto, in­
cluse cuando la no convalidacidn tenga por eau 
sa la inexistencia de crédite deberân iniciar­
se los trâmites oportunos para su cumplimien - 
tom bien concediéndose este crédite por el Con 
sejo de Ministres, si tiene competencia para - 
elle, o acudir a la solicitud de un crédite ex 
traordinario o suplemento de crédite de las -- 
Certes Generates. De igual forma, debera ini - 
ciarse el oportuno expediente de responsabili­
dad.
No de realizarse estas actuacienes, cree- 
mos que los interesados podrân acudir a la via 
jurisdiccional haciendo valer sus derechos con 
bastantes posibilidades de éxito. Incluse, el 
no cumplimiente en tiempo oportuno pudiera dar 
lugar a la exigencia de intereses de demora 
y el expediente de responsabilidad correspon -
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diente (451)
3.1.1.2.2. ADJUDICACION DEFINITIVA DE UNA OBRA 
• PUBLICA.
Al no ser convalidado el acto, estamos an
te :
- Un acto que debe ser declarado nulo de 
pleno derecho,
- No existe obligacidn econdmica nacida a 
cargo de la Hacienda Publica puesto que .el con 
tratista no ha iniciado aun la realizacidn de 
la obra publica.
(451) El art. 40.1 y 2 de la L.R.J.A.E. dispone:
"Los particulares tendrân derecho a ser indemniza 
dos por el Estado de toda lesidn que sufran en cualquie 
ra de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuer 
za mayor, sienpre que aquella lesidn sea consecuencia - 
del funcionamiento normal o anormal de los servicios pu 
blicos o de la adopcidn de medidas no fiscalizables en 
via contenciosa.
"2. En todo caso, el daho alegado por los particu 
lares habrâ de ser efectivo, evaluable econdmicamente e 
individualizado con relacidn a una persona o grupo de - 
personas. La simple anulacidn en via administrativa o 
por los Tribunales contenciosos de las resoluciones ad­
minis trativas no presupone derecho a indannizacidn. Es­
ta podra pedirse en via contenciosa con arreglo a la —  
Ley de dicha jurisdiccidn, o en la via administrativa - 
prévista en el pârrafo siguiente".
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- El contrato celebrado con base en aquel 
acto sera igualmente nulo (452).
- Deberâ procederse a comunicar esta cir- 
cunstancia al contratista e impedir que inicie 
los trabajos condonantes a la realizacidn de - 
la obra correspondiente puesto que estâmes an­
te un acto administrative y un centrate nule - 
les cuales carecen de efectes "erga emnes" y - 
ne pedrân hacerse valer frente a nadie pueste- 
que carecen de preteccion jurîdica.
3.1.1.2.3. ADJUDICACIQN DEFINITIVA Y REALIZA - 
CION DE UNA OBRA PUBLICA.
Cen la adjudication definitiva y la reali 
zacién subsiguiente de una obra püblica median 
te actes que necesitan ser cenvalidades per el 
Censeje de Ministres y este se prenuncia en
(452) El art. 40 del R.G.C.E. dispone:
"Les centrâtes regulades en el présente Libre se 
ran imralidos cuande le sean les actes administratives- 
que les sirven de seperte e algune de elles, e cuande - 
la invalidez derive de su prepie clausurade.
"Estes centrâtes pueden quedar también invalida - 
des per las causas recenecidas en el Dereche civil".
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sentido negative se produce una situacidn que 
puede cencretarse en la existencia:
- De un acte que debe ser declarade nule- 
que die erigen a un centrate que sera igualmen 
te nule.
- En el memento de declararse la nulidad- 
del acte se ha realizade una actuacidn légiti­
ma per parte del contratista cen base en aquél 
acte y centrate.
- De esta actividad légitima se han deri- 
vade ebligacienes ecendmicas a cargo de la Ha­
cienda Püblica validamente nacidas.
- Estas ebligacienes deberan cumplirse, - 
una vez cuantificadas, realizande tedas las ac 
tuacienes epertunas cenducentes a este cumpli- 
miente de acuerde cen le indicade en el punte-
3.1.1.2.1. anterior, pudiende llegarse a idén- 
ticas cenclusienes que en el supueste allî es- 
tudiade. (453X.
(453) La sentencia del Tribunal Supremo de y dice:
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3.1.1.2.4. CONCESION DE UNA PENSION.
La no convalidacion del acto de concesion 
de una pension implica:
- La obligacion del organo administrative 
de conseguir la nulidad de pleno derecho del - 
acto de concesion de la pension.
- En este caso, la obligacion reconocida, 
carecera de efectos juridicos pues es nulo el 
acto de reconocimiento.
- La no convalidacion del Consejo de Minis 
tros no puede estar fundada en la inexistencia
”... es claro que la falta de coordinacion de las dife- 
rentes adninistraciones no pueden perjudicar al Adninis 
trado", ya que si la polltica forestal o de conserva —  
cion del monte exige la pr<±iibici6n de la actividad mi­
nera en la zona (monte publico), la Adninistraciôn de - 
biô denegar o iirpedir al principio las labores de inves 
tigaciôn, en coherencia con los fines a protéger, pero 
también con la necesidad de inpedir là lesion innecesa- 
ria de los derechos de los particulares", anadiendo que 
"procédé sostener, en base de una valoraciôn conjunta - 
de las pruebas aportadas conforme a las reglas de la sa 
na crîtica, la no existencia de titulo légitime que jus 
tifique en Derecho la carga (soportar el daho) que para 
el adninistrado ha sipuesto la ineficacia de las conce- 
siones mineras por haber impedido la Adninistraciôn tar 
diamente la ocupaciôn temporal no solo de los terrenes-
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de crédito, puesto que los créditos destina - 
dos a atender obligaciones de clases pasivas- 
tienen la condiciôn de ampliables. Por tanto, 
se fundara en otro tipo de infracciôn del or- 
denamiento jurîdico; no procedencia de la con 
cesiôn de la pension, reconocimiento de pen - 
siônno ajustada a derecho, etc.
De lo expuesto podemos concluir que en el
précises para la ampliaciôn de la explotaciôn, sino tam 
bien del uso o aprovechamiento de lo ya concedido lega]^  
mente con anterioridad (y de lo que se hacen eco inclu­
se servicios de la propia Adninistraciôn forestal al —  
emitir sus informes ), por lo que juridicamente nos en - 
contrâmes ante un daho no juste que por la propia vir - 
tualidad de esta nota debe ser indemnizado en base del 
principio general de resarcimiento consagrado legalmen- 
te".
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presente caso, solo caben dos soluciones:
- 0 bien queda sin efecto toda la actua - 
cion sin posibilidad de reconocimiento de la - 
pens ion.
- 0 se procédé a una nueva liquidacidn -- 
ajustada a derecho. En este caso, pudiera apa- 
recer la posibilidad de exigir los correspon - 
dientes intereses de demora basandose en el ar 
ticulo 45 de la L.G.P. e iniciar el expediente 
de derivacion de responsabilidad oportuno con 
base en los articulos 140 a 146 de la L.G.P.
3.1.1.2.S. CONCESION PE UNA SUBVENCION.
El acto de concesion de una subvencidn no 
convalidado por el Consejo de Ministres puede- 
ser declarado nulo de pleno derecho de confor- 
midad con lo expuesto. Teniendo en cuenta que 
el posible acreedor al declararse la nulidad - 
del acto no ha realizado contraprestacidn algu 
na, entendemos que no ha nacido ninguna obliga 
cion econdmica a cargo de la Hacienda Püblica.
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Por ello, debemos afirmar que este acto ni ha 
producido ni producira efecto alguno.
3.1.2. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO GENERADOR- 
PE GASTOS, FISCALIZADO DE CONFORMIDAD - 
CONPICIONAPA.
Esta actuacidn administrativa fiscalizada 
de conformidad pero sometida la produccidn del 
acto de resolucidn al previo cumplimiento de - 
requisites o tramites no esenciales, que con - 
dicionan la eficacia del mismo a la subsana -- 
cidn de aquellos podemos encontrarla en los -- 
dos ejemplos siguientes:
3.1.2.1. CONTRATACION PE PERSONAL.
Entre los supuestos de contratacidn de -- 
personal que pueden dar origen a la fiscaliza- 
cidn de conformidad condicionada podemos citar 
aquellos en que en el memento de esta fiscali- 
zacidn no se hace constar en el expediente el 
numéro del P.N.I., si la persona contratada no 
présenta la concesion de la autorizacidn de
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compatibilidad para celebrar el contrato, no - 
presentar la titulacidn necesaria para la cele 
bracidn del contrato, etc.
Considérâmes sera conveniente analizar ca 
so por caso, en concrete, para deducir las po- 
sibles consecuencias que puedan derivarse de - 
cada uno de elles y, sobre todo, un requisito- 
o trâmite no esencial en un memento determina- 
do del procedimiento puede convertirse en esen 
cial en un memento posterior sin que este sea- 
el ultime del procedimiento de gasto, el page. 
Por ello, deberâ determinarse, en cada caso, - 
cuâl es el requisite no esencial y el momento- 
del procedimiento en que tal requisite se con- 
vierte en esencial. Asî tenemos que:
a) En un procedimiento de gastos a través 
de contratacidn de personal, si la eficacia -- 
condicionada derivada del acto de intervencidn 
se debe a la falta de presentar el titulo exi- 
gido para la contratacidn de que se trate, en­
tendemos que podrâ continuar el procedimiento- 
de gastos hasta el momento anterior a la con--
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tratacidn. Por tanto, no se podrâ contratar ni 
iniciarse la prestacidn de servicios, en conse 
cuencia no nacerâ obligacidn alguna para las 
partes.
b) Si la eficacia queda condicionada a la 
presentacidn, por el interesado, el numéro del 
D.N.I. o una autorizacidn de compatibilidad pa 
ra poder celebrar tal contrato, caso de contra 
tos especificos celebrados con funcionarios -- 
publicos, concedida por el Subsecretario o ti­
tular del drgano correspondiente, considérâmes 
que el procedimiento de gasto puede continuar- 
hasta el momento inmediatamente anterior al re 
conocimiento de la obligacidn. Por tanto:
- Podrâ celebrarse el contrato,
- Se puede iniciar la prestacidn de servj.
cios,
- Surgirân obligaciones bilatérales.
Ahora bien, no se podrân reconocer obliga 
ciones econdmicas a cargo de la Hacienda Publi 
ca hasta tanto se hayan cumplido tales requisi
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tos (454).
Como podemos apreciar, en el primer caso, 
el acto no tiene eficacia alguna. En el segun- 
d o , se da cierta eficacia al acto, contratacidn 
y prestacidn de servicios, pero tal prestacidn 
no tendra efectos econdmicos para la Hacienda- 
Püblica, pues la persona contratada se obligd- 
a cumplir unos requisites, y deberâ cumplirlos 
antes de reconocerle derecho econdmico alguno.
A nuestro juicio, cuando se adopte la postura- 
recogida en segundo lugar deberâ quedar claro- 
en el expediente y en el contrato que si no se 
cumplen los requisites o trâmites que se indi­
can toda la actuacidn, los servicios prestados 
o los trabajos de investigation realizados no 
darân derecho a percepcidn alguna.
3.1.2.2. CONTRATO PE QBRAS.
Cuando la realizacidn de un gasto exija -
(454) Ver el Pecreto 1742/1966, de 30 de junio, por el que se 
régula la contratacidn de personal por la Administra —  
cidn Civil del Estado.
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la colaboraciôn de un contratista y la célébra 
ciôn del correspondiente contrato, si el con - 
tratista elegido necesita estar debidamente -- 
clasificado, la fiscalizacidn condicionada im- 
pedirâ:
- Que pueda contratarse,
- Que puedan empezar las obras,
- Que pueda reconocerse obligaciones eco­
ndmicas .
Caso de no aportarse documente acreditati 
vo de tal clasificacidn dentro de plazo se de­
berâ elegir otro contratista (455).
3.1.3. PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS GENERADQ 
RES DE GASTOS, FISCALIZADOS DE DISCON - 
FORMIDAD.
Excluidos de este estudio los actes prepa 
ratorios de gastos, entre los que cabe incluir 
aquellos que se encaminan a la produccidn de -
(455) Ver art. 9 de la L.C.E. y art. 22 del R.G.C.E.
I l l
actos de creaciôn o autorizacidn de compromi - 
SOS de los cuales se derivarân, con posterio - 
ridad obligaciones econdmicas para la Hacienda 
Püblica.
Si seguimos la clasificacidn econdmica de 
la estructura presupuestaria podemos senalar:
3.1.3.1. GASTOS DE PERSONAL.
Son estos gastos los de mayor volumen del 
presupuesto y en los que mayor nümero de pro - 
blemas pueden plantearse dada su gran variedad 
de conceptos retributivos y la diversidad de - 
clases de personal que se encuentran al servi- 
cio de la Administracidn.
Dentro de estos gastos podemos distinguir 
como casos prâcticos, entre otros:
3.1.3.1.1. NOMBRAMIENTO DE ALTOS CARGOS.
Con carâcter general puede decirse que el 
nombramiento de altos cargos de la Administra-
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cidn se realiza por Decreto del Consejo de Mi­
nistres. Al ser actos emanados del Organo su - 
premo de control interne, en la vertiente del- 
gasto publico, entendemos que no estan someti- 
dos a fiscalizacidn por los drganos interven - 
tores, por consiguiente la intervencidn previa 
de gasto se realizara en el momento de iniciar 
el cumplimiento de las obligaciones, es decir, 
en el momento de su reconocimiento.
Es obvio, que las discrepancias que pudie 
ran surgir en este procedimiento de gastos no- 
van a referirse al acto de nombramiento pero si 
pueden aparecer en las fases de cumplimiento - 
de estas obligaciones y las causas de discre - 
pancia podemos agruparlas:
a) Que no exista crédite suficiente: Aun- 
que el caso parece poco probable no es infre - 
cuente que se inicien procedimientos de gasto- 
en los que se da tal insuficiencia. El efecto- 
inmediato del acto de intervencidn negative se 
râ la suspensidn del procedimiento hasta tanto
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se habilite el crédite necesario, no se podrâ- 
dictar el acto de reconocimiento de la obliga­
cion.
Es de suponer que el Consejo de Ministres 
tenga competencias para concéder esta habilita 
cion de créditos, en caso contrario, deberla - 
acudir a las Certes solicitando la concesion - 
de un crédite extraordinario para taies aten - 
ciones. Si al acudir a las Certes en solici-- 
tud del correspondiente crédite éste, aunque - 
improbable, fuese denegado, estarîamos ante un 
acto nulo de conformidad con el art. 60 de la 
L.G.P. Ahora bien, este acto nulo ya ha teni- 
do el efecto de permitir una actuacion légiti­
ma de la persona nombrada, la prestacién de -- 
servicios prestados a cambio de una retribu —  
cion, es decir, con base en aquel acto nulo ha 
existido una obligacion bilateral en la que -- 
una de las partes, el alto cargo, ha cumplido- 
su prestacidn. Por ello, s in perjuicio de im­
pedir se sigan prestando aquellos servicios al 
no existir crédito para financiarlos, aquellos 
servicios ya prestados habrân de retribuirse y
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procédé :
' - Habilitar crédito suficiente,
- Cumplir las obligaciones econdmicas na­
cidas .
Caso de que no se procéda en forma que se 
expone, es posible se inste, con éxito, en via 
jurisdiccional el cumplimiento de estas obliga 
ciones y caso de que la resolucidn judicial -- 
sea favorable al interesado, estarlamos nueva- 
mente ante:
- Obligacidn nacida y valida.
- Declaracidn judicial reconociendo la -- 
existencia de esta obligacidn.
- Imposibilidad de cumplimiento por falta 
de crédito.
- Necesidad de habilitar crédito por las- 
Cortes.
b) Que la discrepancia se deba a otras -- 
causas: si el motivo de la discrepancia se de- 
biera a causa distinta de la insuficiencia de
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crédito como, por ejemplo, disparidad de crite 
rio respecte de la determination de la cuantîa 
de la retribucion, el efecto inmediato es tam­
bién la suspension del procedimiento, no se po 
drâ dictar el acto de reconocimiento de la 
obligacion. En este caso la discrepancia no -- 
afecta a la validez del acto de nombramiento , 
por tanto, podrâ seguirse prestando servicios, 
pero la obligacion no podrâ cumplirse hasta —  
tanto se resuelve la discrepancia por la Inter 
vencion General de la Administracidn del Esta­
do o por el Consejo de Ministres. Estâmes, -- 
pues, ante:
- Un acto de nombramiento valide,
- Obligaciones econdmicas nacidas a cargo 
de la Hacienda Püblica,
- Suspensidn del procedimiento de cumpli­
miento de la obligacidn hasta que se resuelva- 
la discrepancia.
(456) Ver el art. 5 de la L.A.F.C.E. de 7 febrero 1964 y art. 
7 del D.L. 22/1977, de 30 de marzo.
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3.1.3.1.2. NOMBRAMIENTO DE PERSONAL EVENTUAL.
Tanto la L.A.F.C.E. de 1964, como el De - 
creto-Ley 22/1977, de 30 de marzo, prevén la - 
posibilidad de nombrar personal eventual para- 
cumplir funciones de asesoramiento o de espe - 
cial confianza (456). A este personal le es de 
aplicaciôn el régimen de funcionarios en cuan- 
to sea adecuado a su condiciôn.
La fiscalizacidn desfavorable del nombra­
miento de personal eventual puede deberse a -- 
falta de crédito suficiente o a otras causas.- 
En muchos casos, esta fiscalizacidn suspende - 
el procedimiento de gasto, por tanto, no podrâ 
dictarse el acto de nombramiento del personal- 
eventual hasta que sea resuelta la discrepan - 
cia por la Intervencidn General de la Adminis­
tracidn del Estado o el Consejo de Ministres.- 
Podemos distinguir:
a) Que no exista crédito suficiente: Si - 
la discrepancia tiene por causa la falta de 
crédito y se somete a la consideracidn del Con
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sejo de Ministres, debemos diferenciar segün - 
se trate de:
- Resolucidn favorable al gasto: Esta re­
solucidn séria valida si el Consejo de Minis - 
tros, en el ejercicio de sus competencias, do­
ta crédite adecuado y suficiente para hacer -- 
frente a la obligacidn correspondiente. Si no 
existe posibilidad de esta dotacidn financiera 
entendemos que el acto del Consejo de Ministre 
séria nulo de pleno derecho, por aplicacidn -- 
del art. 60 de la L.G.P.
Si con base en el acuerdo del Consejo de 
Ministres se produjeran los nombramientos de - 
esté personal nos encontrariamos ante:
- Un acto nulo,
- Un nombramiento que darâ lugar a la 
prestacidn de servicios en favor de la Admini^ 
tracidn,
- Los servicios prestados suponen una ac­
tuacidn légitima retribuida, en consecuencia , 
aquel acto nulo, a nuestro juicio, ya ha produ
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cido efectos juridicos, el nacimiento de obli­
gaciones bilatérales en las que una parte ha - 
cumplido su prestacidn, por tanto, deberâ pro­
cederse a su cumplimiento en la forma indicada 
en el apartado a) del punto anterior.
- Resolucidn desfavorable al gasto: El -- 
efecto mediato del acto de intervencidn en es­
te caso ha sido la imposibilidad de produccidn 
del^ acto de nombramiento, con la subsiguiente- 
imposibilidad de prestacidn de servicios, lo - 
cual impide el nacimiento de obligaciones eco­
ndmicas a cargo de la Hacienda Püblica.
b) Que la discrepancia se deba a otras -- 
causas: En este caso, el acuerdo del Consejo - 
de Ministres es vâlido y permitirâ dictar el - 
acto de nombramiento del personal eventual, si 
es favorable al mismo. En caso contrario, el - 
acto de intervencidn negative habrâ impedido - 
el nombramiento de este personal.
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3.1.3.1.3. NOMBRAMIENTO DE FUNCIQNARIO DE CA - 
RRERA.
La condiciôn de funcionario de carrera se 
adquiere, con carâcter general, mediante la su 
peraciôn de las pruebas selectivas, previamen- 
te convocadas, cumplir determinadas formalida- 
des, nombramiento de funcionario y toma de po- 
sesiôn (457). Antes de la actuacion de los or­
ganes de control se producen una serie de ac - 
tuacienes como son la convocatoria y la reali­
zation de las pruebas selectivas. Dicha convo­
catoria ha de hacerse si existen vacantes en - 
las correspondientes plantillas pero, entende 
mes, no es necesario exista dotacidn en el pre 
supueste.
Un problema previo al estudio de los efec 
tos del acto de intervencidn desfavorable a e_s 
tos nombramientos es el de determinar si el ac 
to de convocatoria ha de someterse a la inter­
vencidn previa por ser susceptible de generar-
(457) Ver art. 36 de la L.A.F.C.E., de 7 febrero 1964.
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obligaciones futuras a cargo de la Hacienda Pu 
blica. A nuestro juicio, este acto no es sus­
ceptible de intervencidn previa puesto que dé- 
la misma no se dériva directamente obligacidn- 
econdmica alguna. Tampoco es necesario que 
exista dotacidn presupuestaria previa a la con 
vocatoria. Las razones en que puede fundamen-- 
tarse la anterior afirmacidn se concretan:
1. En que la resolucidn de las pruebas se 
lectivas no implica la necesidad del nombra -- 
miento subsiguiente dentro de plazo predetermi 
nado. Este nombramiento puede realizarse a me- 
dida que se producen las necesidades de la Ad­
ministracidn. Incluse, a veces, se ha previsto 
el nombramiento diferido en el ti'empo a medida 
que se producîan las vacantes en el Cuerpo a - 
que la prueba se refiere.
2. El acto administrative que produce 
obligaciones para la Hacienda Püblica es el ac 
to de nombramiento del funcionario, por tanto, 
éste es el que habrâ de ser sometido a la in - 
tervencidn previa.
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En el supuesto en que esta intervencidn - 
previa se produzca de disconformidad con el -- 
nombramiento deben distinguirse segün su causa
a) Por crédito insuficiente: Como cual -- 
quier otra disconformidad derivada de esta eau 
sa el acto de intervencidn suspende el procedi. 
miento e impide la produccidn del acto resolu- 
torio del mismo, hasta que se resuelva la dis­
crepancia .
Si el Consejo de Ministres resuelve en fa 
vor del nombramiento, tal resolucidn sera vâli 
da si existe posibilidad de proveer financia - 
cidn para atender al gasto derivado de taies - 
nombramientos, es decir, si este drgano es corn 
petente para habilitar el correspondiente cré­
dito presupuesto destinado a estas atenciones- 
se podrâ realizar el nombramiento, prestarse - 
servicios a favor de la Administracidn y cum - 
plir las obligaciones econdmicas derivadas de 
estos servicios. En otro caso, el acuerdo del 
Consejo de Ministres serâ nulo de pleno dere-- 
cho, ahora bien, vincula a los drganos de con-
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trol interno y a los de gestion, por consi - - 
guiente permitirâ un nombramiento que, en prin 
cipio, también serâ nulo, pero que legitimarâ- 
al funcionario para iniciar la prestacidn de - 
servicios en favor de la Administracidn. En —  
ningün caso la falta de crédito o el acto de - 
intervencidn desfavorable afectarân a la vali­
dez de la convocatoria ni a la actuacidn de -- 
los drganos que realizaron la oportuna selec - 
cidn.
Estâmes, pues, ante un acto administrati­
ve de nombramiento nulo de pleno derecho cuyo- 
efecto inmediato ha sido la legitimacidn para- 
iniciar una relacidn de servicios profesiona-- 
les y retribuidos, por consiguiente, ante un - 
vînculo obligacional bilateral o recîproco, de 
tracte sucesivo, que ha dado lugar al nacimien 
to de obligaciones econdmicas a cargo de la Ha 
cienda Püblica y se estâ produciendo el naci—  
miento diario de estas obligaciones, a medida- 
que se siguen prestando aquellas obligaciones.
Estas obligaciones econdmicas nacidas a -
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cargo de la Hacienda Püblica, no podrân ser -- 
cumplidas por falta de crédito y, como en cau­
ses anteriores, bien de oficio, a instancia de 
parte o por resolucidn judicial habrâ de proce 
derse:
- A solicitar de las Cortes un crédito ex 
traordinario o suplemento de crédito,
- A cumplir la obligacidn y, en su caso,a 
indemnizar al interesado los dahos ocasionados 
con este incumplimiento,
- De estos dahos no se harâ responsable - 
al drgano de control interno.
La actuacidn légitima a que hemos hecho - 
referencia, cuya base de legitimidad la consti 
tuye un acto administrativo nulo de pleno dere 
cho, podrâ suspenderse, en su caso, cumpliendo 
los trâmites previstos en la L.P.A. y, en su - 
caso, la Ley jurisdiccional.
Si la resolucidn del Consejo de Ministres 
es desfavorable al nombramiento, éste no podrâ 
realizarse y, en consecuencia, no existe posi-
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bilidad de nacimiento de obligaciones econdmi­
cas .
b) Por otras causas: Si el Consejo de Mi­
nistres se prenuncia en favor del nombramiento 
éste puede llevarse a efecto, por ello:
- Tal nombramiento es vâlido puesto que - 
vincula a los drganos de gestidn y de control,
- Surge una obligacidn bilateral, de trac 
to sucesivo, cuyo origen es el acto de nombra­
miento ,
- Puede iniciarse la relacidn de servi -- 
cios personales y retribuidos,
- Como consecuencia de lo anterior nace-- 
rân obligaciones econdmicas a cargo de la Ha - 
cienda Püblica,
- Existe previsidn financiera y, por tan­
to, es posible su cumplimiento,
- El drgano interventor queda fuera del - 
circule de responsables del gasto.
Si el Consejo de Ministres se prenuncia - 
en contra del nombramiento, éste no puede rea-
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lizarse, por tanto, no apareceran efectos eco­
ndmicos .
3.1.3.1.4. NOMBRAMIENTO PARA PUESTO PE TRABAJO 
CON NIVEL PE RESPONSABILIDAD.
El nombramiento y desempeho de estos pue_s 
tos de trabajo tiene, como contrapartida, el - 
derecho a la percepcidn de un complemento re - 
tributivo denominado complemento de destine
(458). Para tener derecho a este complemento - 
es precise se haya producido el nombramiento y 
se preste efectivamente los servicios de este- 
puesto. Las causas del acto de intervencidn ne 
gativo las agrupamos:
a) Falta de crédito adecuado y suficiente 
Este acto de intervencidn suspende el procedi- 
miento, no se podrâ llevar a cabo el nombra -- 
miento hasta que se resuelva la discrepancia - 
en favor de éste, pudiendo distinguirse:
C459) Ver art. 2 del Decreto 889/1972, de 13 de abril.
792
- Resolucidn del Consejo de Ministres fa­
vorable al nombramiento: Este acuerdo es vali­
de si prevé la cerrespendiente detacion presu- 
puestaria, per tante, se pedra realizar tal -- 
nembramiente, prestarse el servicie en tal 
pueste y percibir el cemplemente.
Si ne se prevé el anterior medie financie 
re el acuerde del Censeje de Ministres es nule 
y, per basarse en esta nulidad, también sera - 
nule de plene dereche el acte de nembramiente, 
velviende a surgir aquî el supueste de actua-- 
cion légitima que, mientras existe tal legiti- 
midad, erigina el nacimiente de ebligacienes - 
ecenomicas a cargo de la Hacienda Püblica que 
ne pedrân cumplirse hasta tante se deten me -- 
dies financières en el presupueste para hacer- 
frente a las mismas, siende necesarie, en este 
case, selicitar de las Certes tal financiacién 
Si en una primera selicitud las Certes denega- 
ran el crédite extraerdinarie e el suplemente- 
de crédite, teda aquella actuacion séria nula, 
y debera acudir el interesade a la via juris - 
diccienal para hacer valer su dereche. Case -
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de una resolucidn judicial positiva, estarîa - 
mos en el memento inicial del cumplimiente de­
là ebligacidn, debiende gestienar, previamen - 
te, la detacion presupuestaria adecuada al cum 
plimiente de esta ebligacidn.
- Censeje de Ministres desfaverable al -- 
nembramiente: En este case ne se puede predu - 
cir el acte administrative y ne apareceràn nin 
gun efecte ecendmice.
b) Otras causas: La resolucidn faverable- 
del Censeje de Ministres vincula a les drganes 
de gestidn y control, luege puede nembrarse va 
lidamente, iniciarse la relacidn de especîfica 
de servicies, devengarse el cemplemente y cum­
plirse la ebligacidn. La resolucidn centraria- 
impedirîa el nembramiente y la aparicidn de -- 
efectes ecendmices.
Tratamiente similar al del cemplemente de 
destine puede darse a etres cemplementes retri 
butives taies ceme les de dedicacidn especial- 
exclusiva, prelengacidn de jernada y heras ex-
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traordinarias.
3.1.3.1.5. CONCESION DE GRATIFICACIONES EXTRA- 
ORDINARI A S .
Con objeto de retribuir servicios eminen- 
tes y penosos, sugerencias e iniciativas en -- 
las mejoras de la Administracidn se prevé la - 
posibilidad de concesidn, dentro de les crédi­
tes detades al efecte, de gratificacienes ex - 
traordinarias.
La intervencidn previa de discenfermidad, 
per falta de crédite impide la preduccidn de - 
un acte declarative de dereches pudiende dis - 
tinguirse, asimisme:
- Resolucidn del Censeje de Ministres fa­
vorable a la cencesidn: Sera valida si dota de 
crédite presupueste adecuade y suficiente. En 
etre case sera nula pere permite se preduzca - 
el acte de cencesidn de la gratificacidn que, 
a su vez, también sera nule de plene dereche.
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For tanto, nos encontramos ante un acto - 
declarative de dereches nule y sin posibilidad 
de cumplir aquel dereche recenecide. La unica- 
pesibilidad de cumplimiente de la ebligacidn - 
centrapartida sera la cenvalidacidn de teda la 
actuacidn per las Cortes, mediante la cence —  
sidn del cerrespendiente crédite presupueste , 
ya sea extraerdinarie e suplemente de crédite. 
En etre case, aquella actuacidn administrativa 
carecera de efectes ecendmices y el interesade 
no pedra exigir a la Hacienda Püblica el cum - 
plimiente de ninguna ebligacidn ecendmica.
- Si la fiscalizacidn de discenfermidad - 
se debe a etras causas, la resolucidn favera - 
ble del Censeje de Ministres permite la preduc 
cidn valida del acte de cencesidn y el subsi - 
guiente page de la gratificacidn extraerdina - 
ria. Per el contrarie, la resolucidn desfavera 
ble del Censeje de Ministres impide la preduc­
cidn del acte de cencesidn de la gratificacida
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3.1.3.1.6. INDEMNIZACIONES FOR RAZON PE SERVI- 
CIO.
La indemnizacion por razdn de servicios - 
tiene como finalidad compensar a los funciona- 
rios y personal contratado por la Administra - 
cidn aquellos gastos que se les originan a es­
tes, precisamente, ceme censecuencia de deter- 
minades servicies. Les cenceptes a retribuir - 
sen, entre etres, gastes de lecemecidn, dietas 
residencia eventual, asistencias, indemnizacio 
nes extraerdinarias, etc * Estes servi —
cies llevan implicite para el funcienarie e -- 
contratado la realizacidn de gastes, melestias 
e sacrificies, deteriere de bienes, etc.
Distinguiende las discrepancias de la In­
tervencidn en razdn de sus causas, ceme le ve- 
nimes haciende, tenemes:
a) Discenfermidad per falta de crédite,
b) Otras causas.
En ambes supuestes, el acte de interven -
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cidn de disconformidad suspende el procedimien 
to e impide el nombramiento de la comisidn de 
servicios hasta que sea resuelta la discrepan- 
cia en la forma que se ha indicado.
Si el Consejo de Ministres resuelve en fa 
ver del criterie de la Intervencidn quedara im 
pedida la pesiblidad de centinuar el citade -- 
precedimiente, no se pedra dictar el acte admi. 
nistrative, encemendande la comisidn y, per —  
censiguiente, el efecte de aquel acte de inter 
vencidn habrâ side impedir la realizacidn de - 
un gaste.
Si el Censeje de Ministres se prenuncia - 
en favor del nembramiente:
- Cuande existe crédite suficiente, el -- 
nembramiente y la comisidn se realizan, nace - 
la ebligacidn ecendmica a cargo de la Hacienda 
Pub liea y habra de cumplirse quedande exceptua 
do de respensabilidad el drgane de control in­
terne .
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- Cuando la discrepancia surge por falta- 
de crédite presupueste y el Censeje de Minis - 
tres no tiene cempetencias para habilitar di - 
che crédite:
- Su acuerde reselviende la discrepancia, 
es nule de plene dereche.
- El acte administrative, nembrande la co 
mision,basade en aquella reselucion es igual-- 
mente nule.
- El funcienarie e contratado que realize 
la cemision actuo legitimamente, hize una se - 
rie de gastes extraerdinaries per cuenta de la 
Administracidn que le erdend la comisidn.
Estâmes, pues, ante actes nules, cuye fin 
ha side cumplide pienamente y , per tante, han 
dado lugar al nacimiente de ebligacienes que- 
pudierames llamar autdnemas respecte del acte 
erigen que permitid su nacimiente. La Hacienda 
Püblica se encuentra frente a ebligacienes na- 
cidas validamente pere que ne pueden recenecer 
se ni cumplirse per falta de crédite presupues 
te. Tante si la Administracidn actua de efi --
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cio, como si actüa impulsada por una résolu —  
cidn judicial condenatoria, el camino a seguir 
para el cumplimiente dé esta ebligacidn debera 
partir de la selicitud de crédite suficiente a 
las Certes y, pesteriermente, iniciar el prece 
dimiente al page e cumplimiente de aquella - - 
ebligacidn.
3.1.3.1.7. CONTRATACION DE PERSONAL.
En la centratacidn de personal les supues 
tes que pueden centemplarse pueden ser simila- 
res a algune de les cementades. En ultima ins- 
tancia nes pedemes encentrar ante actuacienes- 
legîtimas cen base en actes nules de plene de­
reche que han dade lugar al nacimiente vàlide- 
de ebligacienes. Cen independencia que aque-- 
11a legitimidad pueda hacerse desaparecer en - 
un memento dade, declarande nule el acte y el 
centrate e impidiende que se presten servicies 
a la Administracidn cen base en les mismes, -- 
las ebligacienes vdlidamente nacidas sin crédi 
te presupueste habrân de cumplirse. Si es ne­
cesarie selicitar un crédite a las Certes, de-
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berâ hacerse esta selicitud y la cencesidn es- 
tarâ fundamentada en la prepia existencia de - 
la ebligacidn a carge de la Hacienda Püblica.- 
Elle s in perjuicie de las respensabilidades -- 
que pudieran exigirse de las que quedàrâ ex -- 
cluîde el drgane de centrel que inicid el pre­
cedimiente de la discrepancia.
3.1.3.2. GASTOS DE FUNCIONAMIENTO DE LOS SERVI 
CIOS.
Estes gastes cemprenden una serie de 
elles necesaries para el funcienamiente normal 
de les distintes servicies. Parte de estes ga_s 
tes se encuentran tipificades per ser necesa - 
ries, tal ceme sucede cen les gastes de efici- 
na, de inmuebles, transportes y dietas, cuye - 
centenide es anâlege para cada servicie y su - 
nota distintiva consiste en la cuantîa de la - 
detacidn de cada Organisme. Otres gastes sdle- 
se preducen en determinates servicies de la Ad 
ministracidn y, per su variedad, ne pueden ser 
tipificades cen carâcter general. Per elle,les 
crédites se dividen en les crédites limitati -
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vos necesaries para refiejar las distintas ope 
racienes realizadas segün las caracterîsticas- 
de las funcienes a desarrellar (459):
Entre les gastes anterieres pedemes censi 
derar:
3.1.3.2.1. ALQUILERES.
La utilizacidn de inmuebles de terceras - 
personas para el establecimiente de servicies- 
püblices implica la celebracién de les cerres- 
pendientes centrâtes de arrendamiente. En el - 
ejercicie en que se celebran estes centrâtes,- 
cen carâcter previe a su perfeccienamiente ha­
brâ de semeterse la actuacidn administrativa,- 
de la cual se van a derivar gastes püblices, a 
cenecimiente de la Intervencidn. Si el acte - 
de esta es de discenfermidad pedemes llegar a- 
cenclusienes parecidas a las cementadas en - - 
apartades anterieres.
(459) Ver las Ordenes Ministeriales de 1 abril 1967, 15 marze 
1979 y 26 maye 1981.
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Ahora bien, una vez perfeccionado el con- 
trato, este se constituye en una fuente de 
obligaciones bilatérales, de tracto sucesivo - 
que se prolonga a lo largo de diverses ejerci- 
cies. Per elle, en les ejercicies sucesives ya 
ne existe acte administrative relacienade di-- 
rectamente cen el tîtule ebligacienal. La fal­
ta de crédite y la discrepancia impedirân el - 
recenecimiente y el cumplimiente de la ebliga- 
cién pere ne afectarân, de ningün mode, a la - 
validez de la misma, per tante, habrâ que cum­
plirse habilitande, previamente al crédite pre 
supueste que sea necesarie.
3.1.3.2.2.-REPARACIONES Y CONSERVACION.
Les actes administratives que auterizan - 
estas reparacienes y censervacion, si es nece- 
saria la celaberacion de terceres a cambie de- 
un precie, exigen la fiscalizacion favorable.- 
Case de discenfermidad se pedrâ plantear la -- 
discrepancia y de la reselucion pueden surgir- 
circunstancias anâlegas a las estudiadas en -- 
les cases anterieres, pueste que es pesible se
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produzca la legitimidad de una prestacidn en - 
favor de la Hacienda Püblica, cuya contraparti 
da a su cargo es una ebligacidn ecendmica de-- 
terminada que la justicia y la seguridad jurl- 
dica exigen su cumplimiente. En case centra-- 
rie pedrla exigirse ceactivamente utilizande - 
la via jurisdiccienal.
A esta cenclusidn puede llegarse cen la - 
utilizacidn de etres servicies, tales ceme lim 
pieza, calefaccidn, etc.
3.1.3.2.3. GASTOS PE ENERGIA, AGUA, TELEFQNO.
Estâmes aqui ante una serie de gastes de- 
rivadesde ebligacienes cuya fuente mediata re­
side en un centrate de suministres pere que la 
cuantia de la ebligacidn ecendmica a carge de 
la Hacienda Püblica ne se cencreta en un acte 
administrative, ni en el centrate-fuente, sine 
que se détermina en funcidn de les consumes 
reales de les prepies servicies administrati - 
vos.
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Si la discrepancia se debe a insuficien - 
cia de crédite, el acte de intervencidn negati 
ve y esta insuficiencia ne pueden afectar, en 
ningün case a la validez de la ebligacidn.
Estaremes ante ebligacienes validamente - 
nacidas y habrân de cumplirse habilitande para 
elle el cerrespendiente crédite per el drgane- 
cempetente. Le anterior se afirma s in perjui­
cie de la respensabilidad en que pudieran in - 
currir les usuaries de taies servicies.
La discrepancia sobre les precedimientes- 
a la centratacidn de aquelles suministres pue­
de impedir se lleve a cabe tal centratacidn -- 
hasta tante se resuelva la discrepancia en sen 
tide favorable al gaste en la ferma en que ha- 
quedade expuesta en les cases anterieres.
3.1.3.2.4. OTROS GASTOS CQRRIENTES.
Existen e-tra serie de gastes cerrientes - 
taies ceme cempra de libres, realizacidn de 
curses, seminaries, simpesies y cengreses, vi-
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sitas a Espana de funcionarios extranjeros,par 
ticipaciones en Organismes internacienales, ac 
cion cultural, determinades gastes judiciales, 
etc.
En tedes elles,habrâ de analizarse la nu_ 
lidad e validez de les actes Administratives - 
que dieren lugar a la realizacidn de les mis - 
mes. Si a pesar de la nulidad de estes actes - 
administratives, existiera una actuacidn légi­
tima en virtud de la cual la Hacienda Püblica- 
haya recibide bienes e servicies, estaremes -- 
ante ebligacienes nacidas validas a su carge y 
habrâ que cumplirles aunque este cumplimiente- 
ne sea pesible hasta que exista crédite sufi - 
ciente. En tedes elles puede existir pesibili- 
dad de exigir respensabilidad a la Hacienda -- 
Püblica y ésta, en su case, al funcienarie eau 
santé de les dahes preducides.
3.1.3.3. INTERESES.
Les intereses a carge de la Hacienda Pü - 
blica pueden ser merateries y compensatories.-
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Entre estes tenemes les intereses de la deuda- 
püblica en les que se da la circunstancia de - 
que les crédites destinades a satisfacer les - 
mismes sen ampliables, per tante, la discrepan 
cia ne surgira per falta de crédite.
Censiderande que el acte de intervencion- 
le estâmes refiriende al precedimiente de page 
de les intereses, ne al de la creacion de com­
promises de les que se derivarân les mismes, - 
entendemes que las discrepancias estarân refe- 
ridas a actes de recenecimiente de la eb.liga - 
cion de pagar intereses, ya sean merateries e- 
cempensateries. Les primeres, perque surgirân- 
ne de actes administratives sine de la Ley e - 
de determinades heches y, les segundes, perque 
la discrepancia respecte del compromise debio- 
preducirse al adquirirse la ebligacion de pa - 
garles, es decir, al temar a préstame dinere - 
ajene.
3.1.3.4. TRANSFERENCIAS CQRRIENTES Y DE CAPITAL
Estas transferencias tienen finalidades -
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muy diversas, que se concretan en las funcio - 
nes asignadas a los presupuestos tales como -- 
redistribucidn de renta, pleno empleo, desarro 
llo econdmico, etc.
El acto de intervencidn negative, en prin 
cipie, suspendera el precedimiente e impedira- 
la resolucidn cencediende la transferencia.Ce­
me hemes viste esta suspensidn se levanta per 
acuerde del Censeje de Ministres pudiende pre- 
ducirse actes nules, per falta de crédite pre­
supueste.
La validez e nulidad de las ebligacienes- 
ecendmicas a carge de la Hacienda Püblica sur- 
gidas ceme censecuencia de les actes de cence­
sidn de transferencias nules habrân de enjui - 
ciarse, case de ne existir crédite suficiente, 
en funcidn de la legitimidad de les interesa - 
des para realizar actuacienes que impliquen -- 
gastes para éstes y la realizacidn real de les 
mismes.
Si les interesades ne han realizade actua
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cidn alguna, no habrâ surgido ebligacidn a car 
go de la Hacienda Püblica, pues les actes base 
sen nules de plene dereche, per tante, ne exi_s 
^te necesidad de habilitar crédite para hacer - 
frente a les mismes.
Si les interesades han realizade actuacio 
nes cen gastes, basades en el acte de cence -- 
sidn de la transferencia pudiera existir pesi- 
bilidad de exigir a la Hacienda Püblica indem- 
nizacidn, cuande menes, de dahes y perjuicies, 
ecasienades per el funcienamiente normal de -- 
les servicies püblices.
3.1.3.5. INVERSIONES REALES.
Las inversienes reales han de ser semeti- 
das a intervencidn previa. Las razenes en que 
puede estar fundada una intervencidn previa ne 
gativa son mültiples y se derivan de la necesi 
dad de ajustarse a la nermativa especîfica 
aplicable que puede ir desde la legislacidn de 
centrâtes del Estade, hasta la legislacidn so­
bre el patrimenie del Estade, pasande per le -
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gislacidn sobre expropiacidn forzosa, etc.
En definitiva, como en cualquier otro ti- 
po de gasto los problemas que pueden plantear- 
se pueden ser la insuficiencia de crédito ade- 
cuado u otra forma de infraccidn del ordena -- 
miento. Cualquiera de estas causas puede produ 
cir un acto de intervencidn previa negativa y 
su efecto inmediato es la paralizacidn del ex- 
pediente o procedimiento de gasto impidiéndose 
de este modo, la posibilidad de dictar el co - 
rrespondiente acto administrativo. A partir de 
este momento pueden ocurrir, bien que el drga- 
no de gestidn décida no dictar dicho acto admj. 
nistrativo y, por consiguiente, no realizar el 
gasto que se derivarîa del mismo o, por el con 
trario, plantear la discrepancia ante el Conse 
jo de Ministres. La resolucidn de este vincula 
râ a ambos drganos, de gestidn y de control in 
terno, y caso de ser favorable el gasto esta - 
riamos ante un supuesto similar a los estudia- 
dos anteriormente. Es decir, el acuerdo del -- 
Consejo serâ vâlido si tiene competencias para 
dotar del crédito suficiente que financia el -
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gasto derivado del mismo. En caso contrario, - 
dicho acuerdo sera nulo de pleno derecho pero- 
puede dar lugar a la creacion de obligaciones- 
bilaterales o reciprocas, a la realizacidn de 
actividades légitimas por terceros y a la re - 
cepcidn por la Hacienda Püblica de bienes y -- 
servicios, prestacidn a que aquellos terceros- 
se obligaron a traves de las citadas obligacio 
nes bilatérales. En este punto nos encontramos 
con obligaciones nacidas a cargo de la Hacien­
da Püblica que, si bien tuvieron su origen re­
moto en el acuerdo del Consejo de Ministres, - 
como hemos dicho, nulo de pleno derecho, hoy - 
tienen como fuente inmediata una ebligacidn -- 
bilateral en la que el acreedor de la Hacienda 
Püblica ya ha cumplido su prestacidn, por tan­
to, la Hacienda Püblica debera cumplir la que 
le corresponde. Ahora bien, el problema que -- 
surge es que los drganos compétentes para la - 
ejecucidn del Presupueste no pueden cumplir 
aquella ebligacidn, por falta de crédito, y la 
ünica via para solucionar el problema plantea- 
do sera la de acudir a la selicitud del corres 
pondiente crédito presupueste ante las Certes.
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Los danos que por esta actuacidn irregular se 
produzcan para la Hacienda Püblica no podran - 
ser imputados a los drganos de gestidn ni a -- 
los de control interno si actuaron de conformi 
dad con lo acordado por el Consejo de Minis -- 
tros, pues la respensabilidad ha side asumida, 
en este caso, por ésta.
3.1.3.6. VARIACION DE ACTIVOS Y PASIVOS FINAN- 
CIEROS.
Los actes que tienen como fin ültimo la - 
variacidn de actives o pasivos financières me­
diante la creacidn de los correspondientes corn 
promises cuando son intervenidos previamente - 
de conformidad los procedimientos encaminados- 
a la preduccidn de los mismes, el efecto inme­
diato, es la imposibilidad de que se dicten -- 
aquellos actes y, por consiguiente, evitar la 
creacidn de compromises de los que se dériva - 
rân, pesteriermente, gastos püblices.
La posibilidad de dictar dichos actes de- 
penderâ de lo que sea acordado, en su caso,por
812
el Consejo de Ministres. Es pesible encontrar- 
se ante supuestes similares a los anteriormen- 
te cementades y en su resolucidn habrân de se- 
guirse criterios anâlogos a los allî expuestos
3.2. ACTO ADMINISTRATIVO DE RECONOCIMIENTO DE
OBLIGACIONES.
Ya hemos visto que las obligaciones eco - 
ndmicas de la Hacienda Püblica nacen de la Ley, 
de los négociés jurîdicos de los actes y de -- 
los hechos que, segün Derecho, los generen. E_s 
tas obligaciones nacidas han de cumplirse a -- 
través de la ejecucidn de los Presupuestos Ge­
nerates del Estade.
En la fase del cumplimiente de las ante-- 
riores obligaciones el primer acto administra­
tivo a dictar es el de recenecimiente de di -- 
chas obligaciones. Nos podemos, pues, encon -- 
trar con obligaciones nacidas de la Ley o de - 
hechos y de actes administratives o négociés - 
jurîdicos. Hemos considerado es pesible que, - 
incluse, pueden haber nacido validamente obli-
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gaciones que tienen como fuente a actos admi - 
nistrativos y négociés jurîdicos nulos de ple­
no derecho, por haberse comprometido gastos -- 
sin crédito adecuado y suficiente.
Entre ellas, pueden senalarse las deriva- 
das de contrâtes celebrados sin crédito sufi - 
ciente, bien por error, por ser creado el com­
promise sin la preceptiva intervencidn previa, 
por haberlo autorizado el Consejo de Ministres 
etc.
En estes cases no se podrâ dictar el acto 
de recenecimiente de tales obligaciones puesto 
que se deba producir un acto de intervencidn - 
de disconformidad hasta tanto se cuenta con —  
crédito adecuado y suficiente para hacer fren­
te a tales obligaciones. El efecto de este ac­
to de intervencidn negative es impedir el cum- 
plimiento de las obligaciones nacidas por sus­
pender el procedimiento de gastos de conformi­
dad con el art. 97 de la L.G.P. Consideramos- 
que a esta suspensidn y a la resolucidn de la 
misma ha de aplicarse lo previsto en la L.G.P.
814
y disposiciones complementarias. De ellas se - 
deduce que las vîas a utilizar para resolver - 
el problema pueden reducirse:
- A dotacidn presupuestaria adecuada que- 
permita financiar la obligacidn.
- Adoptar las medidas oportunas que corri^ 
jan los defectos observados en el procedimien­
to por el drgano de control interno,
- Acudir al Consejo de Ministres para que 
convalide la actuacidn suspendida por el drga­
no de control interne.
En otro caso, la obligacidn validamente - 
nacida verâ imposibilitado su cumplimiente y - 
el tercero acreedor de la Hacienda Püblica po­
drâ hacer valer sus dereches ante la Jurisdic- 
cidn cerrespendiente para que esta declare el 
derecho que a los terceros acreedores corres - 
ponde. Una vez obtenida esta declaracidn, las- 
obligaciones han de ser cumplidas, pero hay -- 
que tener en cuenta que el demandado es la Ha­
cienda Püblica y que ésta goza determinados -- 
privilégies taies como imposibilidad de los
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Tribunales y Jueces (460) para despachar manda- 
mientos en ejecucidn o providencias de embargo 
contra la misma.
Las exigencias de los dahos que puedan su 
£rir los terceros acreedores de la Hacienda Pu 
blica, queda sometida a cierta dificultad da­
das las prerrogativas del sujeto deudor, no -- 
obstante, aquellos tienen a su disposicidn:
- El art. 45 de la L.G.P. segün el cual -
(460) El art. 44 de la L.G.P. dispone:
"Uno. Los Tribunales, Jueces y Autoridades admi - 
nistrativas no podran despachar mandamientos de ejecu - 
cidn, ni dictar providencias de embargo contra los dere 
chos, fondos, valores y bienes en general de la Hacien­
da Püblica.
"Dos. El cumplimiento de las résolueiones judicia 
les que determinen obligaciones a cargo del Estado o de 
sus Organismes autdnomos corresponderâ exclusivamente a 
la Autoridad administrativa que sea compétente por ra - 
zdn de la materia, sin perjuicio de la facultad de sus­
pensidn o inejecucidn de sentencias prévistas en las —  
Leyes.
"Tres. La Autoridad administrativa encargada de 
la ejecucidn acordada el pago en la foima y con los li­
mites del respective presupueste. Si para el pago £ue- 
re necesarie un crédito extraerdinarie o un suplemento- 
de crédito, debera solicitarse de las Certes une u otro 
dentro de les tres meses siguientes al dîa de notifica- 
cidn de la resolucidn judicial".
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"si la Administracidn no pagara al acreedor de 
la Hacienda Püblica dentro de los tres meses - 
siguientes al dîa de notificacidn, de la reso­
lucidn judicial o del reconocimiento de la 
obligacidn, habrâ de abonarle el interés seha- 
lado en el artîculo treinta y seis, pârrafo -- 
dos, de esta Ley, sobre la cantidad debida, -- 
desde que el acreedor reclame por escrito el-- 
cumplimiento de la obligacidn".
- El art. 40.1 de la L.R.J.A.E. que dispo 
ne: "Los particulares tendrân derecho a .ser in 
demnizados por el Estado de toda lesidn que su 
fran cualquiera de sus bienes y derechos, sal­
vo en los casos de fuerza mayor, siempre que - 
aquella lesidn sea consecuencia del funciona - 
miento normal o anormal de los servicios pübli 
COS o de la adopcidn de medidas no fiscaliza - 
bles en via contenciosa".
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